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Agnirre, Juan Arturo, en autos con Alberto Sidebo- 
ton. sobre rescisión de contrato , Recurso do hecho. 354 

Ainavel. don José, en autos con el Manco Hipotecario 
Nacional. sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso 
de hecho , , . , 2 y\ 

Anvaria. doña María Félix de, contra la provincia de Rue- 
ños Aires, sobre daños y perjuicios t)l 

Aparicio. Miguel recurriendo de una scnftncia de la 
Cámara Federal de la Capital, en un juicio sobre dupli- 
cado de carta de ciudadanía ......... 

Vvila. Ramón, en los autos del concurso civil de la socie- 
dad conyugal del mismo y de María Castillo Aguiar de 
Avila. Recurso de hecho , . , 

Aybar Sobrecasas, Francisco, criminal contra por extor- 
si " n ■ * 3» 
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lía neo de la Nación Argentina contra la provincia dé San 
Luis, subre cobro de pesos 

Banco-' Hipotecario Nacional en autos con Agustín Bel- 
v ollero, por cobro de pesos • 102 

I lauco Hipotecario Nacional, en antes cojq ISernardoRcy. 
sobre cobro ejecutivo de pesos Recurso de lvcho ... 

Banco Hii>otecario Nacional, contra el doctor Eleodoro 
Lobos, por cobro de pesos; sobre competencia 3M 

líassi. Aurelio, contra José Chiacciuni. sobre indemniza- 
ción, daños y perjuicios ¿ <M 

Belvedere, Agustín, contra el 1 Janeo Hipotecario Nacio- 
nal, por cobro de pesos • io¿ 

l'.enegas. Kze(|uiel R., crimina! contra, por estupro 2/<j 

l.ercaitz, Justa Arbitle de. en autos con Gregorio de La- 
rroudc, por cobro de pesos. Recurso de flecho ■ ¿90 

líeniardo. Benjamín, en autos con Ricardo Irigoyen y 
«■tro, )K*r cobro de honorarios , Contienda de com- 
petencia ,W4 

licssler, Waechtor y Compañía, en amos Con el Pisco 
» Nacional, por defraudación a la renta de Aduana ... 3- J 

líonari, Alejandro, en autos con Enrique Giliberti. sobre 
calumnias e injurias. Recurso de hecho 359 

I ¡rugues, Prudencio, criminal, contra, por homicidio ... 2Íj8 

Burzaco, doña María Luisa en autos con el Procurador 
Fiscal, sobre »estricrión al dominio i-¡ 

c 

Carrera. Máximo, en autos can la sucesión de Martín Gen- 
ci. sobre información sumaría. Recurso de hecho..., 35J 

Carrera y Cía., en autos con la administración de Im- 
puestos Internos, sobre imposición de multa. Recurso 
de hecho ........... 'pH 
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Carrizo. Leopoldo A,, fumín la denuncia por substracción 
de coiTCiípondcncia y falsificación de firma. Goniptí- 

teiieia negativa .. ¿;i 

Casanovn J. y M. Sámate, contra la provincia de ütun .s 

Aires. jx>r cobro de pesos Sj 

Castellanos, Joaquín, en autos cotí IX'lfín G. l.eguiza* 

món, por cobro ejecutivo de pesos: sobre competencia, ,}0~ 
Cbcnot. Teófilo, en autos con la sociedad "la Unión" 
de Socorros Mutuo*., sobre cumplinm-ntu de contra- 
to. .Recurso de hecho jftj 

Ciaría, don Prudencio M,. en autos con ¡os señares Ma- 

reneo, Pe troné y digitel mino, sobre cobro de pesos. 05 
Coíobig, J uan H,. criminal, contra, por contrabando .... -i- 
Gompañía Arenera del Vizcaíno contra la provincia de 

líntre Kios. sobre inconstitucional idad 30-* 

Compañía Argentina de Navegación "Nicuás Uihauo- 
vich", en autos con el Fisco Nacional, sobre danos y 

perjuicios ' 3^ 

Compañía Francés;, de Ferrocarriles de Santa Fe. con- 
tra Victorio Ghio. sobre expropiación 21$ 

Compañía "La Pescadora Argentina'", en autos con Juan 

Palau, por daños y perjuicios í sobre competencia ... 426 
Compañía Swift de La Plata, en autos con el Fisco Na- 
cional; sobre infracción a las ordenanzas de aduana.. 2yg 
Compañía Unión Telefónica, ¡*n autos con don Ricardo 
Jurado por indemnización de daños y perjuicios: so- 
bre competencia i 63 

Consejo General de Kducnción de la provincia de Filíe- 
nos Aires, en autos con Benjamín Zorrilla, y otro, so- 
hre interdicto de recobrar. Recurso extraordinario,. 396 
Cónsul gem-ra! tle Austria Hungría, en autos con don 

José 1 lampei , sobre cobro de pesos 10^ 

Cónsul de Kspufia, en los autos sucesorios de don Gra- 
ciano í.arrabunt y doña Sabina Latour. Recurso de 
M?P ¿ ,, 
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Contienda de contpetcneia entro la justicia federa! y la 
ordinaria de la provincia de Jujuy. ci>n motivo de un 
embargo de papel sellado nacional 

O «Hienda de competencia entre un juez federal y otro 
de primera instancia en lo civil de la ciudad de Jujtiy 
para conocer en un incidente sobre embargo de papel 
sellado nacional, depositado en la Aduana Nacional de 
la mencionada ciudad • • • « 35- 

Cortinas, José, en autos con Miguel Costas, sobre co- 
bro de alquileres. Recurso de hecho 30 

Crespo. Máximo K.. en auws con el Consejo Nacional 
de Edücacipn, sobre cumplimiento de acuerdo. Re- 
curso de hecho 3 n 3 



l)apc!o. José, i'su sucesión > . Contienda de competencia. 304 
lid Carril. Luis.. M.. en autos con las Obras Sanitarias 
de la .¿ación, \wt expropiación: sobre imjjosición de 

castas. Recurso extraordinario * -4* 

IVlor v Cuinpañia. en autos con el risco de la provincia 
de Tucumán. sobre incompetencia de jurisdicción por 

inhibitoria * •■ 5" 

Delzar. Alberto, reeurso de queja por retardada justicia. 447 

Wnegri, C.uillermo. >u sucesión, sobre competencia 270 

De Rose. Pedr >. contra la provincia de Mendoza, por co- 
bro de pesos ' - - * * ■ 3"' 

Dirección General de Kseuelas de la provincia de Bue- 
nos Vires centra doña Josefa Blanco y Carón de Ro- 
mero Cómale*. p.»r nulidad de declaratoria de herede- 
ros v restitución de bienes : sobre competencia ....... -*'/> 

Di Yi.rio. I.uis, contra Carlos Marino. |>ir nulidad de 

patente - 5^ 

D -mingue/. .Miguel, y otros. COI! t?l Juca de Sección de 
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BleJl VHIe, por retardación o denegación <le justicia. 
Recurso de hecho 

Dnrmiiluoff. lias ¡si lio. en autos erni la Km bajada de Es- 
tados Unidos de Norte América. Recurso de hecho. . 352 

Drcyfus, Louis. y Cia.. en autos con López Aldunsiu y 
Compañía, sobre cobro de pesos; Recurso de liecho.. . jSS 

Ditmit. don Antonio, en autos con Antonio MonasSa. |mr 
interdicto de recobrar: sobre competencia .......... fi» 



Kniprcsa Puerto de] Rosario, contra el Ferrocarril Cór- 
doba y Rosario, sobre expropiación , m» } 

Ivseriña líungc. Rafael, y Alvarez. Edmundo, contra el 
(tohicrmi de ta Xaeión. |H>r indemnización fie daños 
y perjuicios i sobre eomp&eftéiá 40.Í 

Kscj nivel. Rogelio A., en el sumario instruido en su con- 
tra, por el delito de burlo. Recurso de Hecho 353 

Estrella, don Guillermo, en autos con el Fisco Nacional» 
por cobro de pesos. Excepción de faba o inhabilidad 
de titulo 

Kx hurto dirigido |>«ir el señor Juez uY lusiruceión en lo 
Criminal de la Capital federa! al del crimen del de- 
partunienlo (K- la Capital de la provincia de Buenos 
Aires, en la causa seguida a Luis Lavadims. por de- 
fraudación 1^ 

r 

■ 

l'erreyra. Bonifacio Juan, criminal, contra. ]Kir homi- 



■ ■ * , Jt (T) 

Ferrocarril Central Argentino contra la Municipalidad 
de la Capital, sobre cobro de pesos iftj 
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Ferrocarril Central Argentino en anU* con el i^biento 
Nacional. por ilevolución de impuestos: mtiti eon> 
petencia * • J '" 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con Don Ma- 
riano López, sobre expropiación. Recurso de hecho. -0' 

Ferrocarril Córdoba y Rosario, 31 autos con la Fam, «ru- 
sa Puer'j del Rosario. soBíe expropiación jj&í 

Ferrocarriles del Estado en autos con don Tomás Lo- 
bos y doña I mán ra Cardoso de Torres, por daños y 
perjuicios; sobre exoneración del uso de pape! sellad". 
Recurro de Hecho * • - ■ 5 • 

Fisco Nacional o mira don (Vuillcrmo Estrella, por cobro 
de pesos. Exección de falla o inhabilidad de titulo 133 

Fisco Nacional, contra la Compañía Swiít de La l'lata. 



sobre infracción a las urdenanzas dé Aduana -¿ ( j«i 

$ÍSCc Nacional, contra líessk-r. Uaechter y Compañía. 

por defraudación a la renta de Aduana .... 

Fisco Nacional, contra la Compañía Argentina de Nave- 
gación "Nicolás Mihanovich", SOÍirc danos y perjuicios $fó 
Fisco Nacional, en autos en Fracioni y Cía., «ibrc \W 

de dobles derechos 390 

Fisco Nacional, en autos con Eugenio Mauahli. por er- 

bro de pesos - • • ■ ■ ¿77 

Flores, Casiano, criminal contra, por homicidio ,V>" 

Fonseca. José María contra la pr ¡viiieia de Finiré Ríe», 

i>or cobru de pesos m 



Fornicóla. Ernesto, y otros, mi mu rio instruido en >n con* 
ira. j>or infracción al articulo <>44 «bl Cóóig 1 de Ju- 
ticia Militar, Competencia negativa .vk» 

l'Vaucioni y Cia.. contra la Aduana ele la Capital, sohn- 
pago de dobles derechos 3<» 

Furno. don Tomás, contra don Bernardo Vázquez, por 
cobro de pesos: sobre suspensión de remate 82 
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Garay. José de, en los autos fiel concurso de (osó Garay 
y darlos Garay. Recurso de hecho j8o 

I iareia. Arranz. don Francisco, eii los autos sucesorios de 
su hijo Severino Arrauz Martínez. Recurso de hecho. 14 

Gatica. don Víctor Octavio, (su sucesión}. Contienda 
de competencia rtjgt 

Ghiaccioni, José, contra Aurelio líassi. snhri' indemniza- 
ción, daños y perjuicios $0 

Ghio. don Victorio, en autos con la Compañía Francesa 
de Ferrocarriles de Santa Fe. sobre expropiación 2^ 

Giannina2li, Guillermo, onura ta provincia de Santa Fe: 
sribre cobro de jucsos ,- 

Giménez kuíz. Sixto, criminal, contra, por homicidio ... . r8o 

Gobierno Nacional en autos con kink y Cía., y otros, im- 
portadores de vermouth. sobre cobro de pesiw IQÓ 

Gobierno Naciunal en autos con don Augusto Limousin. 
por reivindicación; sobre cumplimiento de sentencia. . uU 

Gobierno Nacional en autos con don .Mate » I.. ^cvigms. 
sobre reivindicación 157 

Gobierno Nacional, en autos con don Samuel tic Madrid, 
sobre daños y '|>erjuicios jSi 

Gobierno Nacional, en autos con Rafarl Kscriña ttuuge 
y Edmundo Alvarez. por indemnización de daños y 
perjuicios ; sobre competencia 40. t 

Gobierno Nacional, en autos con Celestino Pérez, sobre 
liquidación, pago de i>eiis¡ón de retiro y diferencias 441 

Godoy. don J. M.. en autos coju tos señores Lambcrt. 
Uvvy y Compañía, sobre cobro de pesos. Keatrso 
de bech |i> 

González. Antonio, en autos con la Sociedad Nie Sil Mi- 
hanovích y Juan Traverso Hnos., sobre cubro de pesos. 
Recurso de hech» 350 
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Hampet, ífcm José, contra c! cónsul general de Austria 
Hungría, «'«hre cobro de |k*ssos 105 

I 

Idút'uz. l'*r;uK¡-0' ).. tu atUns jppn la Ai luana de la Ca| ti- 
ta!, sobre infracción a los artículos 48 y «o de la ley de 
Aduana. Recurso de hecho -7 1 

Iriarie, (km Ramón, (su sucesión contienda dé com- 
l>ctcuc¡n - — ■ • * ■ > 100 



I riffoycn. Ricardo, y nn>, contra Benjamín líeruanlu, por 
cobro ile honorarios. Contíénda de competencia .V? : 

J 



Jeanmaire. Esteban, en autos con el concurso civil de 
acreedores de don A upe! Molinero. Recurso de 
hecho . . • • 

Jurado, don Ricardo, contra la Compañía Unión Tele- 
fónica, por indemnización ele daños y perjuicios : so- 
l>r t - competencia - - - , 03 

K 

Kaiser. Juan ("... en autos con don José Rolla, |»r inju- 
rias 

L 

Leguizamón. Delfín G.. contra Joaquín Castellanos, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia 307 
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Límousm. don Augusto, contra el (Gobierno Nacional. 



]K>r reivindicación: sobre cumplimiento de sentencia. U'i 
Uinfc y Cía,, y otros, importadores de vermomh. contra 

el Gobierno Nacional» sobre cobro de pesos. ...... . ioo 

l«obos. Kleodoro. en autos con el Banco Hi|)otecario Na- 
cional, |*»r cobro de pesos; sobre competencia 314 

U»i>ez. José, criminal, contra, por homicidio ¿p 

M 

Madrid, Samuel de, en autos con el Gobierno Nacional, 
sobre ilaños y ¡terjuicios 28 1 

Mallct. Cecilio, contra la provincia de Santa Fe. pof- 
entrega de tierras: sobré competencia 255 

Manigot, don Raimundo, en la causa <jue le signe el 
general José F, Uriburti. por injurias graves. Recur- 
so de hedió ¡ 170 

Marenco, Perronc y tlnglielmino, en autos con non Pru- 
dencio M. Clariá, sobre cobro de pesos-. 

Marino, Carlos, en autos con Luís Di Vorio. por nulidad 
de patente . 

Martínez, Aveliuo, criminal, contra, por homicidio 176 

Martínez, Cándido, criminal, contra, jjur homicidio 397 

Martínez. Silvano, criminal, contra, por homicidio J47 

Massoue Tora rolo, José, contra Juan Arseiiio Xúñcz, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre ct un [h: leticia <*> 

Mattaldi, Eugenio, contra 1 Fisco Nacional, por cobro 
de pesos 3-7 

Maza, Fernando, recurriendo de una pena disciplinaría 
impuesta |x>r la Cámara Primera de Apelaciones de 
1.a Plata. Recurso de hecho 2». 

Medina, don Luis, contra la Sociedad anónima Huni 
Wormser Limited, jior devolución de una suma de 
dinero. Sobre competencia 71 
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Medina, Mariano T.. criminal contra, p ir homicidio... 241 

Méndez, Angel M„ contra Dámaso Vatdé*. por injuria.* 
graves ^> 

Mendivil. don Kladio. en el proceso seguido contra Rober- 
to Lancia y otros, por extorsión y daño. Recurso de hech»» $¡§ 

Monassa. Antonio, contra don Antonio Dnnit, por inter- 
dicto de recobrar ; sobre competencia * • "2 

Mtsstna, Rosario, solicita se declare inconstitucional la 
ordenanza sobre el ejercicio de la adivinación. Recurso 
de hecho ' • ■ 35- 

Municipalidad de la Capital en autos con The United Ri- 
ver Píate Telcphone Oimpr.ny. Limited, sobre cobro 
de pesos • * * - 1 9 

Munici|jalidad de la Capital en ¡üifó& feílh e! Ferrocarril 
Ce'itral Argentino, sobre cobro de pesos ...... 
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Nastra. Nicolás y Sbuíaudra Antonio, criininat. contra 

pnr homicidio ■ ,}< I 

N'oél H. y Cia.. tíonlra José Salgado y otras, sobre ¡fUÍtá- 

cióu de marca. Recurso de hecho i|( 

Ñongues. Juan, en autos con el Banco de Italia y Rio de 

la Pata/; sobre desalojo. Recurso de hecho ¿7* 

Niinez, Juan Arseuio, en autos con José Massonc Tera- 

rolo, |>or cobro ejecutivo de pesos ; sobre competencia . <k> 



O 

( >bra> Sanitarias de la Nación, en autos M, Domínguez 
de Viola, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 2S2 

Obras Sanitarias de la Nación, contra Luisa M. del Carril, 
por expropiación ; sobre imposición de costas . Recur- 
so extraordinario • 34- 
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< Hiveira César, Rafael, en autos con don Cario.- C. Oli- 
vera, por cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho* j&j 

Ch uela, Ignacio, contra ta provincia de Santiago del Este- 
ro, por cobro de pesos ; sobre levantamiento de embargo. 

* 

P 

Pagano. Angela Mona vi ta de, (su sucesión}. Contienda de 
enmpetencia ■' 305 

Palacios, Enrique, sumario instruido en su contra, por ten- 
tativa de robo, al Embajador de los Kstados L'nidos de 
Xurte América 

Palau. Juan, contra la Comjiama "La Pescadora Argenti- 
na'*. |*»r danos y perjuicio*: sobre competencia 4^> 

Parpaglione y Cia. y otros, en autos con él Cabiemo Na- 
cional, sobre devolución de dinero. Recurso de hecho. J7«j 

Pérez, Celestino, contra el Gobierno de la Nación, sobre 
liquidación, pago de pensión de retiro y diferencias ... 44 \ 

Pérez, Ramón, contra la provincia de Buenos Aires, sobre 
amparo en la posesión 4 1 1 1 

Poli, Agustín, su ( concurso j 4t~ 

Policía de la Capital, sumario instruido con motivo de- un 
hurto cr. metido al encargado de Negocios del Jinperio 
Alemán. Recurso de hecho ^¿j 

Porta, Juan A., y Martignon. Pablo, en autos con Juan 
Papa, sobre rendición de cuentas. Recurso de hecho. 44Í1 

Procurador Pisca!, contra doña María I.uisa de líurzaco. 
sobre res t ri ce ion al dom i n i o 1 3 

Procurador Fiscal contra Hilario J. Santiltán. p<<r 
adulteración de registros de enrolamiento y listas ori- 
ginales de sorteo ,|e conscriptos; comieuda de com- 
petencia i^s 

Provincia de Buenos Aires, en autos con la Sociedad Anó- 
nima Orcstein y Koppel. ¡>or daños y perjuicios 5 
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I'mvincia de Buenos Aires en aittOS ct.n J. Casanova y 
M , Sámalo, por cobro fie pjeSQS ■ y S " 

Ptovlncia de Buenos Aires, en aillos con doña Marín 
Félix de Ati varía, sobre* daños y perjuicios - ■ 01 

Provincia de Buenos Aires, en autos con Ramón Pérez 
sobre amparp en la posesión 410 

Provincia de lint re Rios. en autos con la Compañía Are- 
nera dd Vizcaíno; sobre ineonsiitucumaHdad , $01 

Provincia de Entre Rioft cu ¡tutos con José María Fmisc- 
ca. por cobro de pesos ■ ■ . - . - $83 

Provincia de Mendoza, en autos con Pedro IX a Rose, 
por cobro jje pesos . . ••• * 3?7 

Provincia de San Luis, en autos con el Banco de la Na- 
ción Argentina, sobre cubro de pesos -*4í 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Cecilio Mallet. 
]mr entrega tic tierras; sobre competencia -55 

Provincia de Santa Fe contra Oustavo WelcUli y otros, 
sobre expropiación • • "B? 

Provincia de Santa Fe. en autos con i'riiillcnno Giannira- 
zz\ : sobre cobro tic pesos M** 

Provincia de Santiago det listero, en autos con don Igna- 
cio Oyucla, ]i.ir cobro de pesos: sobre levantamiento 
de embarco • Jf '~ 

Q 

«Juadri. Víctor, en autos con el Banco Auglo Sud Ame- 
ricano, sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de 
hecho 39» 



R 

Rsbinovich, don Samuel, en autos con don Moisés Lent- 
bersky, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 1**7 
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Rodríguez ■ Martínez. Alberto, en el juicio sucesorio de 
don Fortunato Martínez. Recurso de hecho 291 



Rolla. José, contra don Juan O. Kaiser, por injurias 27;, 

Romero González, Josefa Ulano» y Citrón de, en autos 
con la Dirección General de Escuelas de la provincia 
de Unenos Aires, por nulidad de declaratoria de herede- 
ros y restitución tle bienes; sobre competencia 296 

Rouucs. Sebastián F. t y otros, en autos con Ramón Soler 
y Julia, por defraudación. Competencia negativa 397 

Ruiz. Ignacio, en autos con Gabriel Martínez J barra, por 
defraudación. Recurso de hecho 390 

s 

Sánchez, José Luis, criminal, contra, por homicidio .... 253 
Sarantuchi. Juan Antonio, sumario instruido cu su con- 
tra, por incendio intencional de vagones en la estación 



"La Carolina" de la Compañía General de F. F. C. C. 

en la provincia de Rueños Aires ; sobre competencia . . l V' ,ÍJ 

Scíjueiros, Marcelino, en autos con la Administración de 
impuestos Internos, sobre cobro de una multa. Recur- 
so de hecho 24Ó 

Sevigné. don Mateo O., comra el Gobierno Nacional, so- 
bre reivindicación T37 

Silva y Colman. Feliciano, criminal contra, por homicidio. 
Recurso de hecho _, . 37.) 

Suciedad Anónima Bodegas y Viñedos Domingo Tomba 
en autos con don Luis I*. Tomba, sobre oposición al 
registro de una marca 251 

Sociedad Anónima Huni Wormser Ltmiled en autos con 
don Luis Mfedinaj por devolución de una suma de di- 
nero. Sobre compútensela 71 

Sociedad Anónima Pastoril y Agrícola "La Uélgica". en 
autos con Eduardo Toot, sobre daños y perjuicios. Re- 
curso de hecho jKo 
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Sociedad A mínima Qreátéín y Kh|j|wI contra la provin- 
cia de Buenos Aires, por daños y perjuicios 5 

Sociedad Ways y Freyiag. en autos con la sucesión C.iur- 
no y otro, por cobro de pesos . Recurso de hecho 280 

Soler Cines. Ricardo, en los autos Don Carlos Vicenu, 
contra Antonio Rivera Oonzálcz. Recurso de liecho . . ¿90 

Soler y Julia, Ramón, contra Sebastián F. Roques y otros, 
por defraudación. Competencia negativa 30,7 

Spiiia, Sebastián, en autos con el Banco de Italia y Río 
de la Plata, sobre desalojo. Recurso de liedlo , 279 

Steimberg, Mauricio. Recurso de babeas Corpus 44» 

Stiárez Gordillo, Manuel y Francisco, en el sumario que 
les instruye, por tentativa de estafa 

Suárc* José, en autos con Carlos M. l'rkn. sobre diso- 
lución de sociedad . Recurso ele hecho 2S0 

Sumario instruido con motivo de la denuncia de estafa 
formulada por Alejandro Mordasini ; contienda de com- 
l»etcucia -¡4 l ) 



Tin- United kiver Piale Tdephjonje Company Limited, 
contra la Mnnicipalidad de la Capital, sobre cobro de 

pesos lJÍ 

Tumba. Luis i\, contra la Suciedad Anónima de Bodegas 
y V iñedos Domingo Toinba. sobre oposición al registro 

de una marca ■ - ■ ■ 2 5' 

Torres. Hvarist.í. Crimina!, contra. por homicidio 180 

Tuli. Cecilio, criminal, contra, por homicidi o 35 + 
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l'lissi. Knrique. criminal, contra, por lesiones: competen- 
cia ncgritivn 5-í 
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V 

Pijfini 

V'aldéz. Dámaso, en antes con Angel II. Méndez, sobre 
injurias graves 420 

Vázquez, don Bernardo, en autos c^n don Tomás Iuirnu, 
|)or cobro de pesos ; sobre suspensión de rvmate H¿ 

Ventile Blas, criminal, contra, por homicidio 178 

Vicbal. Ramón, criminal, contra, por homicidio 353 
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1 

VVekhii, Gustavo y otros, en autos con la provincia de 

Fe. sobre expropiación • ¿87 



Xoudis, hermano:;, en autos con la Dirección de Impues- 
tos Internos, sobre cobro de una multa. Recurso tic 
hccno 3.>.í 



Zorrilla, Benjamín, y otro, contra el Consejo General de 
Kducación de la provincia de Buenos Aires, sobre in- 
terdicto de recobrar. Recurso extraordinario 396 
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A 

Absolución, — Corresponde la al>solucióu del que no aparece 
designado en la acusación fiscal y en la del denunciante, 
como una de las personas procesadas. Pág. 232. 

Apelación ordinaria. — lis improcedente el recurso autori- 
zado por el artículo incisos i." y 2. de 3a ley 4.055. 
en una causa seguida contra la Nación por indemniza- 
ción de danos y ]M?rj 11 icios ocasionados ])or un automó- 
vil del correo, y que no excede de la suma de cinco 
mil pesos. Pág. 281. 

Apelación ordinaria. — Es improcedente el recurso previsto 
en los incisos 1." y 2." del articulo 3° de la ley 4.055. 
contra un fallo que no afecta los intereses del Gobier- 
no Nacional . Pág, 291 . 

Apelación ordinaria. — La jurisdicción de apelación acorda- 
da a la Corte Suprema por el artículo 3.", inciso 1." ó¿ 
la ley 4.0$$, comprende únicamente los actos de la Na- 
ción como persona jurídica, no siendo de aplicación en 
casos en que es demandada como poder público, como 
sucede cuando se la trae a jucio por liquidación y pago 
de pensión de retiro y diferencia de sueldos. Pág. 444. 
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.luturidades de provincia. - Véase " Kccurst «s dp hecho" (in- 
forme en tos I. 



flanco Hipotecario Nacioftai (sus ventas/. — U\ venta a que 
se refiere el articulo 50 ele la ley orgánica fiel Banco Hi- 
potecario Nacional, numero 8.172, es la que prescribe 
el artículo 58. de la misma, esto es. la que el Banco está 
facultado a realizar por la simple inora de noventa días y 
en nso del derecho contractual previsto en el artículo 45. 

Kl articulo 66 de la misma ley rige especialmente tos 
casos de ejecución, concurso o quiebra de los deudores 
del Banco, y él no fija término para que éste ordene un 
nuevo remate cuando hubiere fracasado el anterior por 
falta de postores, no obstante el cumplimiento del em- 
plazamiento de la ley con la intervención judicial. En 
tales casos no tiene aplicación el articulo 59. Pag. 82. 

c 

Cesión. — La cesión comprende entre otro., accesorios, los 
intereses del crédito cedido. Pág. 87. 

Citación y empozamiento. — Siendo las provincias personas 
jurídicas de existencia necesaria, no pueden carecer de 
representante para estar en juicio, y en consecuencia, 
son válidos la citación y emplazamiento hechos a una 
provincia, en la persona del interventor, de una deman- 
da por cobro de daños y perjuicios que se hacen derivar 
de una transferencia de dominio verificada por aquélla, 

Página gt. 
Competencia. — Véase "Jurisdicción". 

Contienda de competencia. — No puede promoverse contien- 
da de competencia para i. conocimiento de una causa 
terminada pjr sentencia de trance y remate. Pág. 307. 
Contratos (su valides). — Estando atribuida al gobernador 
|mr la Constitución de la provincia de Santa Fe, la fa- 
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cuitad (U* celebrar contratos sobre objetos de utilidad 
pública, no obliga a ésta el celebrado por un münistro 
con un particular para la c< instrucción de un monu- 
mento. Pág. 3pej¿ 



Daños y perjuicios. — La renuncia a cualquiera reclamo por 
demora en la tramitación del despacho de los materiales 
que fueron objeto de un convenio de compra- venta, así 
como cualquier otro reclamo relacionado con el mismo, 
declarando el asunto finiquitado en su totalidad, hace 
improcedente una demanda por daños y perjuicios por 
incumplimiento de contrato. Pág, 5. 

Defensa en materia criminal. — Son formas substanciales 
de la garantía constitucional de la defensa en juicio cu 
materia criminal, las relativas a la acusación, defensa, 
prueba y sentencia y no pueden considerarse restrin- 
gidas esas garantías por el hecho de reglamentarse su 
ejercicio. Pág. 374. 

Defraudación a la renta. — Establecido por sentencia pasada 
en autoridad de cosa juzgada que no existió la defrau- 
dación a la renta que rlió base al juicio de apremio, co- 
rresponde la devolución de ln jugado en éste. Pág. 377. 

Defraudación a la renta de Aduana, — No probándose la dis- 
minución de la renta de Aduana o la mayor responsabi- 
lidad del fisco {artículos 1.025, 1026 y 1,037 de las 
Ordenanzas de Aduana), fajta la razón fundamental 
de toda penalidad aduanera aún en el caso de que exis- 
tiera transgresiones a Jas disposiciones reglamentaria» 
del Poder Ejecutivo o de sus dependencias. Pág. 299. 
Defraudación a la renta de Aduana. — No habiendo sido el 
tribunal de vistas sino el Administrador de Aduana 
quien pronunció la resolución sobre diferencia de cali- 
dad de la mercadería, es innecesario tomar en conside- 
ración lo alegado en cnanto a la existencia ilegal da 
dicho tribunal. 
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A falla de la Dirección General de Aduana a qnc se 
refieren los artículos 135 a 138 de Ordenanzas. las 
cuestiones en ellos previstas pueden ser llevadas a re- 
solución del Ministerio de Hacienda de acuerdo con el 
decreto de 1." de Febrero de 1900 y lo dispuesto por 
el articula 1.079 , ' c ' as Ordenanzas, siendo la clasifi- 
cación tle la mercadería una función puramente admi- 
nistrativa. Pág. 399, 

Delitos de imprenta. — Las leyes locales, ya sean dictadas por 
las legislaciones de provincia o bien por el Hortorab''' 
Congreso en ejercicio de la atribución consignada en los 
incisos 14 y 27 del articulo 07 de la Constitución respec- 
to a la Capital y Territorios Nacionales, son las qiR' 
del>cn reglamentar el ejercicio de la libertad de impren 
ta. determinando las sanciones con que se reprimirán 
sus abusos y los tribunales que conocerán de las respec- 
tivas causas. En consecuencia, una sentencia de un tri- 
bunal de la provincia de Unenos Aires que funde en las 
disposiciones del Código Penal de la Nación la repre- 
sión de los delitos de imprenta, sin invocar disposición 
alguna de carácter provincial por las que las sancione* 
de aquel Código luyan sido incorporadas a la legisla- 
ción sobre la materia, contraría al artículo 32 «e la Cons- 
titución, y al i 8 de la misma, por el que "ningún habi- 
tante de la Nación puede ser penado sin juicio previo 
fundado en lev anterior ai hecho del proceso", r*ag. 273 

i delitos de imprenta. — La palabra "jurisdicción" que contie- 
ne el articulo 32 de la Constitución Nacional no signi- 
fica sólo la potestad de juzgar, referida a los tribunales 
de la Nación, sino, que, tratándose de delitos de impren- 
ta, es sinónima de soberanía, en (a función primordia' 
de kgislar. 

El sistema que más se conforma con el régimen de 
libertad de la Constitución Nacional es el que califica 
los delitos de imprenta como delitos stii yéneris y por 
eso sujetos a una legislación especial. El carácter de la 
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ley que prevea un tleiiio y la denominación que ¿su* r-> 
ciba. no influyen en la calificación del mismo, y sean cua- 
les fueren su origen y su nombre, será delito de imprenta 
si se perpetra por ese factor de publicidad, aun cuando 
pueda cometerse j>or otros medios. 

El artículo 32 de la Constitución 110 se opone a ta 
represión de los delitos (¡uc puedan cometerse por me- 
dio de la prensa, si bien la reglamentación y represión 
de los mismos son privativas de la sociedad en que el 
abuso se comete. 

Las leyes locales, ya sean dictadas por las legislaturas 
de provincia o bren por el Honorable Congreso en ejer- 
cicio de la atribución consignada en los incisos [4 y 27 
del artículo 67 de la Constitución respecto a la Capital 
y territorios nacionales, son las que deben reglamentar 
el ejercicio de la libertad de imprenta, determinando las 
sanciones con que se reprimirán sus abusos y los tribu- 
nales que conocerán de las respectivas causas. En con- 
secuencia, una sentencia de un tribunal de la provincia 
de Buenos Aires que funde en las disposiciones de) Có- 
digo Penal de la Nación la represión de los delitos dv 
imprenta, sin invocar disposición alguna de carácter pro- 
vincial por la que las sanciones de aquel Código hayan 
sido incijr|>oradas a la legislación local sobre la materia, 
contraria al articulo 32 de la Constitución, y al 18 de la 
misma, por el que "ningún habitante de la Nación puede 
ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al 
hecho del proeso". Pág. 429, 

Demandas contra ta Nación. — koi requisitos exigidos por 
la ley número 3.952 en su artículo t.°, para que los tri- 
bunales federales y jueces letrados de los territorios na' 
dónales puedan dar curso a las acciones que se deduz- 
can contra la X ación, se bailan cumplidos en un caso de 
demanda por indemnización de daños y perjuicios, en 
que tanto en la reclamación administrativa como en la 
demanda, lo* derechos contrr ertidos se hacen derivar 
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del contrato celebrado por el gobierno los actO^s, 
fundándose en dicho contrato las acciones ejercitada i 
en una y otra gestión, respecto a la tn lcninización de los 
daños que se dicen causados en su cumplimiento y por 
las razones que en una y otra reclamación se expre- 
san. Pág. 4t>3 ■ 

Desistimiento de recurso. — Corrcs|>onde ta devolución de 
los autos cu un caso en <|iic el Procurador General de 
la Nación desiste del recurso interpuesto por el fiscal 
de Cámara. Pág, 12. 

Devolución de impuestos. — Véase "Defraudación a la renta". 

Domicilio. — La aseveración del ibano hecha en un tes- 
tamento por acto público, no contradicha por el otor- 
gante, de estar éste domiciliado en tal lugar, no puede 
ser destruida con declaraciones de testigos, contradi- 
chas, ñor otra parte, con idénticas manifestaciones tes- 
timoniales. Pág. 153. 

Domitflw. — El hecho de haber fallecido el causante en uno 
de sus establecimientos situados fuera del lugar donde 
residía habitualmente con su familia, no es bastante para 
indicar la intención clara de lialwr cambiado su domi- 
cilio, máxime si de las pruebas producidas resulta haber 
ejercitado actos ipie demuestran que se había estableci- 
do con su familia tn este último lugar, de un modo perma. 
nentc. como ser. entre otros, la construcción de un sepul- 
cro i>ara él y su familia, en el que fueron inhumados 
sus restos, después de ser velados en su ¡ pia casa. 
Página ifio. 

Domicilio, — Reconocido el hecho de haber el causante te- 
nido su domicilio en determinado lugar, en que esta- 
ban la mayor parte de sus bienes y que constituía el 
asiento principal de sus negocios, no son bastantes para 
probar el cambio de ese domicilio las afirmaciones de 
testigos en esc sentido, contrarias a to manifestado por 
el causante y a lo declarado por otros testigos en con- 
cordancias cotí estas últimas manifestaciones. Pág. 304. 
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Domicilio. — La prueba del domicilio de la causante en de- 
terminado lugar, resultante del herho de su fallecimien- 
to en el mismo y de la manifestación de su esposo, an- 
terior y posterior a ese hecho, consignada en escritu- 
ras pública* de tener su domicilio en el referido lugar, 
no puede ser desvirtuada por la declaración de testigos, 
examinados en otro lugar, que dicen ser éste el domi- 
cilio de la cansante; máxime cuando otros testigos de 
aquel lugar, no tachados, contradicen tal declaración. 
Página 335. 



iimbaryo. — Hl embargo trabado con arreglo a los artículo.; 
-57 y 313 de la ley número 50, resj>onde no solamente 
por el capital reclamado sino también por los intereses 
y costas. Pág. 267. 

Uxcución de impuestos, — I^a ley 6.062. sobre fusión de los 
ferrocarriles Central Argentino y Buenos Aires y Ro- 
sario no lia modificado la situación de esas empresas en 
materia de exención de impuestos, creada jwr la ley nú- 
mero 5.315 ; en consecuencia, el ferrocarril fusionado. 
Central Argentino quedó sujeto a la interpretación que 
los fallos de la Corte Suprema dieron invariablemente, 
a la disposición del artículo 8." de esta última ley, en Ir» 
que al i*ago de los servicios municipales de limpieza y 
barrido se refiere . Pág. 189. 

üxhorto. — Debe darse cumplimiento a un exhorto en que un 
Juez de instrucción en lo Criminal de la Capital solicita 
tle otro de la provincia de Buenos Aires, reciba decla- 
ración indagatoria a mi encausado. Pág. 173. 

ü.vproj>iac¡ón. — La ley número 4.167. de 8 de 1 tuero de 1003. 
derogó todas las leyes generales sobre tierras públicas 
anteriores, con 'excepción- 'de las disposiciones relativas 
a la inmigración contenidas en la ley de colonización *L- 
19 de Octubre de 1876; con lo que desapareció la res- 
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tricción ai dominio de los adquirenu-s de tierra publica 
impuesta por el articulo ifi ríe la ley número 1.265, de 
1882. que privaba a éstos de toda indemnización por la 
superficie que caparán los ferrocarriles o canales. Pá- 
gina 

ÉxprópiQti&n (precia de la cosa). — Tvl precio de la cosa ,t 
expropiarse debe determinarse por el que tenia en U 
épOCá de la ocupación por el expropiante si la obra nó 
hubiese sido ejecutarla ni autorizada. Pág. 

r 

Ivrrctwn/Yj. — Véase "Exención de impuestos". 

luientes de interpretación. — Las manifestaciones de los 
miembros informantes 011 las comisiones (h las Hono 
rabies Cámaras del Congreso, son fuentes de interpre- 
tación auténtica de las leve*, en su significado y alcance 
Página 106. 

/■' itero federal. — Para que surte el fuero federal por razón 
de las personas en caso de cesión, es necesario une tant«* 
el eedente como el cesionario puedan invocarlo con re- 
lación a aquel a quien demandan. Pág. 60, 

Fuero federal. — E£l vecino de una provincia, demandado afjte 
los tribunales de la misma, no se encuentra en el caso 
de invocar el fuero federal ]«>r razón de distinta ve- 
cindad. Pág. 95. 

Fuero federal. — Tratándose de una causa entre extranje- 
ros, la sentencia que deniega el fuero federal no viola 
el privilegio consagrado por la ley 48, en sus artícu- 
los 2. a . 8." y 12. Pág. 356. 

Fuero federal. — En el interdicto de recobrar la posesión, 
para que surta el fuero federal por razón de las perso- 
nas» basta la distinta nacionalidad o vecindad del actor 
y del demandado, y no hay que tomar en cuenta la del 
causante de la posesión del primero. Pág. 416- 
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Garantía constitucional. — Véase "Defensa en materia cri- 
minal' 1 . 

Garantía constitucional. — Véase "Igualdad ante la ley". 

Garantía constitucional Véase 'inviolabilidad de la pro- 
piedad" . 

Garantía constitucional. — Véase "Juicio previo y cunden;, 
én virtud de ley "anterior". 

H 

flomicidio. — lís justa la sentencia que condena a la pena 
de doce años de presidio y accesorias legales al autor 
de tíh homicidio perpetrado con la circunstancia ate- 
nuante de embriaguez incompleta. Pág. 176, 

Homicidio. — No habiendo recurrido el ministerio fiscal. Co- 
rresp nde «infirmar una sentencia que condena a Ja 
pena de diez y siete años de presidio al autor ile un homi- 
cidio perpetrado con la circunstancia agravante del inci- 
so 10, articulo 84 del Código Penal y la atenuante del 6," 
del articulo 83. Pág. 178. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
quince años de presidio y accesorios legales al autor de 
un homicidio simple, perpetrado con la atenuante del 
inciso 4.". articulo 83 del Código Penal. Pág. 180. 

Homicidio. — Ks justa la sentencia que condena a la pena 
de diez y siete años y medio de presidio, y accesorias 
legales. ¡ autor de un homicidio perpetrado sin cir- 
011 ns ta tic ¡as agravantes ni atenuantes. Pág. 184. 

Homicidio. — La. pena cott^pondiehte al delito de homicidio 
simple, perpetrado sin circunstancias atenuantes ni agra- 
vantes, es la del término medio de la fijada por el ar- 
ticulo 17, capítulo 1", inciso 1." de ta ley 4.189; pero no 
habiendo sido apelada la del juez letrado, que. impuso 
la de doce años de presidio y accesorias legales, sino por 
el reo y su defensor, corresponde su confirmación. Pag 
186. 
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Homicidio. — Corresponde confirmar la sentencia no apelada 
por el Ministerio Fiscal, que condena a la pena de vein- 
ticinco años do presidio y accesorios legales al autor de 
un homicidio perpetrado con las circunstancias agravan- 
tes previstas por los incisos 4" y 10,". del artículo 84 del 
Código Penal, existiendo ;i favor del reo la atenuante 
del inciso S:\ del articulo #3 del mismo Código. Pági* 
na 237. 

Homicidio. — Xo causa agravio al reo la sentencia que lo con- 
dena a la jK'na de diez y siete años y medio de presi- 
dio y accesorios legales. \x>r el delito de homicidio per- 
letrado con las agravantes de ensañamiento y superio- 
ridad de sexo: y no habiendo sido apelada por el mi- 
nisterio fiscal» corresponde su confirmación. Pag. 241 . 

Homicidio. — No causa agravio al reo la itena de diez y ocho 
años de presidio y accesorios legales, impuesta por el 
delito de homicidio perpetrado con las circunstancias 
agravantes de premeditación y en despoblado; y no ha- 
biendo sido apelada la sentencia por el ministerio fiscal - 
corresponde su confirmación. Pág. 253. 

ffnmicidio. — lis justa la sentencia míe condena a la pena de 
diez y sitte años y medio de presidio y accesorias lega- 
tes a) autor de un homicidio ]*erpetrado sin circunstan- 
cias agravantes ni atenuantes. Pág. 200. 

Homicidio — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
diez y seis años de presidio y accesorias legales al autor 
de un homicidio |>erpetrado con la circunstancia agra- 
vante prevista en el inciso primero, del artículo 84 del 
Código Penal y las atenuantes tic los incisos 4." y 6.*\ 
del artículo 83 del mismo Código. Pág. 268. 

I 

I 

Igualdad aufe la ley. — El principio de igualdad que consa- 
gra el articulo 16 de la Constitución no es otra cosa que 
el derecho a que no se establezcan excepciones, o privi- 
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lefias que excluyan a unos de lo que se concedo a otros 
en iguales circunstancias: y la clasificación de la» em- 
presas telefónicas en varias categorías jx>r orden ele im- 
portancia no contraria el principio de igualdad meneip- 
nado. Fág. 18. 
Impuesto de sello. — El ejercicio de la profesión de pn cu- 
rador se halla gravado por vi articulo 26. inciso 1.", di 
la ley de papel sellado numero ¡o.y>[, ya sea que el li- 
tigante que aquél representa esté p no exento del expre- 
sado impuesto. Fág, 282. 

impuestos internos. — La ley número 10,224 <l"e grava el 
vcrmoutli importado, a base de vino, con la sobretasa 
de un centavo, es aclaratoria de la número 3.764 que. 
según la sentencia apelada autorizaba en su artículo 4." 
una sobretasa de un centavo a los tinos naturales, entre 
ellos, al vennouth; y con arreglo al artículo 4.° del Có- 
digo Civil, aquella ley debe aplicarse a todos ios casos 
que no estuvieren definitivamente juzgados cuando se 
dictó, como c! de autos. Pág. 100, 

fneoustituehnatidad de impuestos locales. — 1.a eonstitucio- 
nalidacl o inconstitucional idad de las leyes de impuesto 
locales, debe juzgarse del |ninto de vista de su aplica-, 
ción al caso que origina el juicio. 

Las provincias pueden gravar el acto directo de la 
venta de sus productos en el momento cu que la tran- 
sacción se celebra, como un acto de comercio, pero no 
cuando la extracción del producto se efruúa a nombre 
del dueño mismo y sin que medie transacción. 

La aplicación de la ley de tabladas de la provincia de 
Entre Wíos. número 2.181J, en la parte que grava con un 
impuesto todo ganado o sus producios "que se exlrai 
gan de ta campaña por razón de venta o negocio *, sin 
establecer previamente "k venta o negocio", a que está 
circunscripta la facultad impositiva de ta provincia, im- 
portaría la creación de un derecho de exportación, con- 
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trariu a los artículos 10. 1 1 y 67 de la Constitución Xa- 
eional. Pág. 383. 

{»c&nitiÍMCiottaÍidad de — La ley 5.106, sobre recusación, 
no es contraria a los artículos t8, ¿8 y 33 ilc la Cons- 
titución Nacional. Pág. 16. 

íneonstituciotiaHdad de sentencia. — La cláusula del articule. 
16 de la Constitución Nacional tiuc establece la igualdad 
como liase del impuesto y de las cargas públicas, es ex- 
traña a un litigiu que no ha consistido, propiamente 
dicho, sobre igualdad del impuesto o cargas públicas, 
sino sobre "compensaciones i»r ocupación de ta via pú- 
blica terrestre y del espacio aéreo"; por consiguiente, 
una sentencia que rech; za una demanda por devolución 
de sumas de dinero pagadas a la Municipalidad de la 
Capital, y percibidas por ésta, a titulo remunerativo, como 
locación o arriendo, y no como impuesto o carga pública. 
110 ha jiodido resolver en contra de lo (pie dispone la 
referid;! cláusula constitucional. Pág. i8. 

huotistituciowlidad de sentencia. — Véase "Delitos de im- 
prenta". 

interdicto. — L,os extremos de los artículos J400 y J.487 de! 
Código Civil, están subordinada para su aplicación a la 
prueba pertinente que las partes produzcan para su ain 
paro. Pág. 41Í». 

Intereses, — El recibo riel capital |>or el acreedor, sin reserva 
alguna sobre los intereses, extingue la obligación de! 
deudor resido de ellos, Pág. 87. 

Intereses, — Para (pie el deudor pueda considerarse res|jon- 
sable de los intereses que su morosidad causare al acree- 
dor en el cumplimiento de las obligaciones contraídas 
a falta de una estipulación expresa, debe mediar un re- 
querimiento judicial o extra judicial, fuera de los casos 
de excepción expresamente determinados. 

El recibo del capital por el acreedor sin reserva al- 
guna sobre los intereses, extingue la obligación del deu- 
dor respecto de ellos. Pág. 337. 
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Interes pendí, -~ Declarado improcedente el cobro del impues- 
to, lo es igualmente el del interés ]>eiial con que se cas- 
tiga la falta de pago en oportunidad. Pág. 377. 

interrupción de la prescripción. — Véase "Prescripción". 

inviolabilidad de ta defensa. - Véase "Defensa en materia 
criminal". 

Inviolabilidad de la propiedad. — L;i garantía de la propiedad 
consagrada por el artículo 17 de la Constitución Na- 
cional no puede decirse comprometida en un caso en 
que las denuncias de bienes quedaban libradas, por el 
mismo título en que el actor fundó la demanda, a la 
decisión discrecional de la autoridad administrativa. 

J 

Juicio previo y condena fundada en ley anterior. — No puede 
alegar haber sido ]>enado sin juicio previo v que éste no 
estuviera fundado en ley anterior al hecho del proceso, 
el que lo ha sido ¡»r un delito de los previstos por el 
Código Penal y ley de reformas número 4.189. 

Las garantías que en materia criminal asegura y con- 
sagra el artículo 18 de la carta fundamental -onsisten 
en la observancia de las formas substanciales del juicio 
relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dic- 
tada por los jueces naturales del reo. Pág, 36. 

Juicio previo y condena en virtud de ley anterior. — La ga- 
rantía del juicio previo y condena solamente por la ley 
anterior al hecho del proceso que acuerda el articuló 
18 de la Constitución no tiene aplicación contra una sen- 
tencia dictada en nna causa por tentativa de estafa cas- 
tigada por el Código Penal. ley anterior, cuya interpre- 
tación y aplicación no da lugar al recurso extraordina- 
rio. Pág. 262. 

Jurisdicción. — La ley 7.029. de defensa social, es supletoria 
del Código Penal y su aplicación incumbe, en general, 
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a los tribunales ordinarios cu aiya jurisdicción se hayan 
cometido los (Idilio que esa ley reprime. Pág, 53. 

Jurisdicción. — Las acciones j>or cobro de impuestos provin- 
cíales son de ta exclusiva competencia ile los tribunales 
locales; en consecuencia, es iinpríKedente una cuestión 
fie incompetencia por inhibitoria deducida ante la Cort.* 
Suprema en juicio seguido ¡n>r el fisco de una provincia 
por cobro de patente y multa. Pág. 56. 

Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal por ra- 
zón de la materia el conocimiento de un juicio por da- 
ños y ]jerjuicios en une el demandante manifiesta aMc 
la Corte Suprema que "ni en la ley de Teléfonos ni en 
la de Telégrafo», existen disposiciones necesarias que 
puedan servir para resolver cuestiones contra "La Unión 
Telefónica" con justicia y por tal motivo he apoyado mi 
pedido en el Código Civil que contiene los preceptos per- 
tinentes atl caso; pero no porque piense que esta cues- 
tión pertenece al fuero común". Pág. 63. 

Jurisdicción. — El juez que ha conocido del juicio ejecutivo, 
liene jurisdicción para conocer del ordinario por repe- 
tición de lo pagado en aquél. Pág. 71. 
• Jurisdicción. — Corresponde a los tribunales militares el juz- 
gamiento de los delitos de adulteración de los registros 
de enrolamiento y listas originales de sorteo para formar 
el ejército de la Nación, cometidos en oficinas del Cam- 
po de Mayo. Pág. 148. 

Jurisdicción. — Tratándose de un juicio ordinario para repe- 
tir lo mandado jtagar en otro ejecutivo, aquél se consi- 
dera emergente de éste y. por consiguiente, debe seguirse 
ante la misma jurisdicción. 

Corresponde a la justicia ordinaria el conocimiento d-. 
una demanda deducida contra el fisco nacional por de- 
volución de suma de dinero pagada por concepto de con- 
tribución directa y multa, correspondiente a in terreno 
ubicado en esta Capital. Pág. 222. 

Jurisdicción. — La circulación de fichas conocidas bajo el 
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nombre de "Soberano Hattover" que \x>r cierta seme- 
janza con la libra esterlina pueden ser aceptadas cninc» 
tales, no constituye el delito fie falsificación de que trata 
la ley 3.973 cuyo conocimiento delra atribuirse a la jus- 
ticia federal. Pag. 249. 

Jurisdicción, — Xo corresponde a los tribunales federales sino 
a Tos locales el conocimiento de una demanda sobre nu- 
lidad de una declaratoria de herederos y restitución de 
bienes (artículo 3.284, inciso 2*. Código Civil v artículo 
12. inciso ley 48). Pág. 296. 

Jurisdicción. — La justicia nacional es incompetente para co- 
nocer del cobro de impuestos provinciales, y la incons- 
titucional ¡dad de éstos sólo puede ser llevada a ella por 
apelación con arreglo al artículo 14 d e la ley 48 o, por de- 
manda contra la provincia, después de pagar el impuesto 
con las reservas correspondientes. Pag. 302. 

Jurisdicción. — Las acciones |»r cobro de un crédito hipote- 
cario contra una sucesión no entran en ¡a disposición 
del inciso 4/, del artículo 3.284 del Código Civil. En 
consecuencia, el conocimiento de una demanda por co- 
bro de un crédito hipotecario corresponde al juez del lu- 
gar donde se halla el bien hipotecado. Pág. 335, 

Jurisdicción. — La destrucción por medio de incendio, de tres 
vagones de un ferrocarril, no puede estimarse como uno 
de los hecjios a que se refiere el articulo 81 de ta ley 
número 2.873, >' que deba »cr juzgado por los tribuna- 
les federales. Pág. 366. 

Jurisdicción. — La substracción de correspondencia es un he- 
cho comprendido en las disposiciones del título 8.°, de 
la ley número 49 y su conocimiento corresponde a la 
justicia nacional. 

Comprendiendo una denuncia la comisión de un de* 
lito de carácter federal y otro de carácter común, que 
deba ser juzgado por los tribunales ordinarios, corres- 
ponde que sea juzgado primeramente por la justicia na- 
cional. Pág. 371. 
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Jurisdicción, — Corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento «Je una denuncia de insultos o injurias inferidas 
a un centinela de servició en un cuartel de fuerza ck 
lííiea. Pag. ¿yo. 

Jurisdicción. — El cobro de honorarios como emergencia de! 
juicio en que se lian devengado. corres|»onde al juet 
que entendió en el que fueron causados y regulados. 
Pág. 304. 

Jurisdicción. — El conocimiento de una denuncia dé defrau- 
dación de bienes raíces cometida |>or medio de escritu- 
ras públicas simuladas, corresponde al juez del lugar 
donde se hallan situados los bienes objeto de la defrau- 
dación denunciada, y no al juez del lugar en donde fue- 
ron otorgadas las escrituras. Pág. 397- 

Jurisdicción. — Cuando se acciona en nombre e interés pro- 
pios, por derechos que el actm creí- pertenccerle. carecí: 
de aplicación Lo dispuesto ]x>r el artículo 10 de la ley 
número -jH. Pág. 41'». 

Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal el cono- 
cimiento de una demanda |*>r daños y perjuicios que 
se dicen sufridos e" la operación de limpieza y pintura 
de un pontón. (El heclio denunciado no se relaciona ni 
con la navegación ni con el comercio marítimo). Pági- 
na 426. 

Jurisdicción. — Véase "Apelación ordinaria". 
Jurisdicción. — Véase "Demandas contra la nación". 
Jurisdicción. — Véase "Enero federal". 

Jurisdicción nru/inaria. — Corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema el conocimiento de una de- 
manda interpuesta contra una provincia por una com- 
pañía extranjera autorizada por el Superior Gobierno 
para funcionar con el carácter de sociedad anónima. Pá- 
gina 5. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema el conocimiento de una 
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ttettótuiia por cobro tic ptóos, contra uu cónsul extran- 
jero. F'ág. 105. 

Jurisdicción originaria, — Kl articulo 8." de la ley numero 48. 
redtricüvo del artículo ion de la Constitución^ no es apli- 
cable al ejercicio de acciones une tienen S« origen en un 
contrato de cottipra^enta de inmuebles, diverso del tte 
pesióft o mandato propiainéütc dichos, aiuuiiie el actor 
no haya adquirido derecho real sobre la osa comprada 
mediante su tradición. Pag. 25f. 

Justo titulo. — líl jüato titulo a que alude el articulo 

del CVuligu Civil es a^ücl que .-c reflete ¡" 1=' propiedad 
de cuya prescripción traía. IVig. '137. 



Ley líe iu'rr<ts piWíkm "limero filó?, — Vóase ' 4 Exjirbpía- 
cíón" . 

LtqtémhtW 4*1 Hcr aceutivth - - V f *ásc "Titulo ejecutiv..-. 

N 

NttiikM tic scuteut iu. — Xu es cansa de nulidad de ana sen- 
tencia dictada por un tribunal de apelación, la circuns- 
tancia de confirmar por SU| funilamentos la de primen 
ii:slíineia. sin re^jonder a todos loj argumentos ex] mes- 
ios por la parte, pág. io<>. 

P 

Pttpfl scihhtó — Véase ''Impuesto de sello". 

¡'rcu riptión. — U acción p 1 indemnización de daño proce- 
dente de hecho ilícito *e prescribe \xx un aiíq. Artieu 
lo 4.t>37* Código Civil. 

í¿á demora en V-s trámites para la averiguación de \n- 
causas generadora- de un naufragio y las rcsiwnsabilida 
des personales emergentes del -siniestro, no constituya 
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una de la* dificultades, di- I techo a '(tu- íé refiere el ar- 
tículo 5.0K0 del Códijíi» Civil. 

l'na reclamación extra judicial al precinto deudor 
abiertamente desconocida por éste, no constituye arto ín- 
tcrrtijptivo de prescripción en los términos del articulo 
3.989 y concordant 1,1 Código Civil, Pág. ,145. 
Prescripción m malcría de .'-u na, — Tratándose de fraudé* 
en el desecho de Adnai, i. u* disposiciones aplicables son 
las tic la ley especia! y i nLnanzas respectivas y no las 
del derecho común, y asi, la acción de defraudación, 
p r cobro de derechos de eslingaje y inulta.* no se pres- 
cribe por el transcurso tic un año, con arreglo al articu- 
lo 80., inciso del Código Penal, sinu por el lapso < le 
diez años, de conformidad al artículo 435 ele las Orde- 
nanzas ih- Aduana, l'ág. $22. 

I'rcsrrif'ctón. — Véase "Reconocimiento de obligación". 

I'rórrotja ét jurisdicción. — Cnando el fuero federal sóloniene 
lugar por razón de las personas la e.vceoción de incoin- 
petencia 110 deducida en tiempo ante los tribunales lo- 
cales, importa prorrogar la jurisdicción de éstos, y ello 
aun cuando la jurisdicción haya sido prorrogada en jui- 
cio ejecutivo, l'ág. 71 . 

Protesta cu materia de impuestos. — La manifestación ante 
iín Juez de Taz. notificada al procurador fiscal encar- 
gado dvl cofcro, de cpie se abona el impuesto, \iero pro- 
lestando una y cuantas veces sea necesario |H>r concep- 
tuar ilegal su pago, >rta la protesta requerida a li.s 
efectos tic exigir la devolución de lo [pie se cmsider;¡ 
indebidamente pagado. 1 Se trata de un instrumento pú- 
blico, articulo 979, inciso 4.". Código Civil). Pág. 383. 

Provincias intervenidas, — Véase "Citación y emplaza- 
miento"'. 

PnerU» de La Pijahi (terrenas del). Véase "Keivit- * . t - 
ción". 
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Recoitocitnieuht de obligación. — l.a manifestación del g= * 
Momo "de "haberse encontrado en !a contaduría antcev- 
denics incompletos de la deuda y di- haberse ordenado 
una nueva investigación t-n libros fie esa repartición, 
no .importa un reconocimiento expreso o tácito de ja 
obligación a tos efeétos de la mterrapci&t dé .i pres- 
cripción. I'ág. >43. 

Recurso de típfifáiiién fsn término), — Kl término de ciño* 
días señalado por ti articulo JuS do |;i ley número 5* 
es f:ilaí y corre aunque medie jiedido de aclaración o rec- 
tificación. I'ág. 14. 

Recurso de turbo i informe cu ¡os). — Ninguna medida nner- 
geáte de autoridades provinciales puede trabar la aceiúu 
de la justicia federal en ejercicio de la jurisdicción <¡ue 
le ha sido conferida por la Constitución y las leyes de 
Nación: pór lo tíiuto, pedido un expediente por la Corle 
Suprema a un juez de provincia, para derimir una con- 
tienda de competencia, éste debe remitirlo aun cuando 
su remisión haya sido impedida ¡por falta de reposición 
por liarte del interesado, 1%. 265. 

Recurso de incoiístitucionalidad. — Kl recurso de inconstitu- 
eionnlídad que reglamenta el articulo 340 y demás del 
titulo VJI del Código de Procedimientos de la Capita'. 
es improcedente para ante esta Corte. l J ág. 318. 

Recurso de nulidad. — Véase "Keeurso extraordinario". 

Récurso de revisión. — Para que ta Corte Supremn pueda co- 
nocer ¡x>r apelación, del recurso de revisión autorizado 
por el articulo 4." de la ley 4.035. es necesaria que la mis- 
ma Cámara qué dio la sentencia de une se recurre, se 
haya pronunciad*' previamente, revisando o no su fallo. 
Página 3»*- 

Recurso cxíniordiihirio. - L¿a simple ¡uanifestación dq que se 
rtpelá )iara ante la Corte Suprema ño imparta interponer 
el rectirsó extra ->r dina rio. 
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La interpretación de lu. fey número Q.Ó88, sobre acei 
denles del trabajo, es ajena a! recurso extraordinario 
autorizado por e! articulo 14. ley 48. Pag. 14. 

Recurso extraordinario. — Xo tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. 
un auto 110 haciendo lugar a una recusación. Pág. 16. 

Recurso extraordinario. — Impugnada una ordenanza muni- 
cipal como violatoria de una cláusula de la Constitución 
Nacional, y siendo la decisión recurrida favorable a U 
validez de la ordenanza, procede el recurso extraordina- 
rio del articulo Í4 de la ley 48 Pág. 18. 

Recurso extraordinario. — i\l sobreseimiento provisional no 
tiene el carácter de sentencia definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario autorizado por el articulo 22 del 
Código de Procedimiento en lo Criminal. Pág. 34. 

Recurso extraordinario. — Sostenido durante el pleito que el 
hecho incriminado estatuí exento de pena a mérito de lo 
dispuesto por el articulo \<¡ de la Constitución Nacional, 
y que el conocimiento de l¡i causa por la justicia federal 
iiiq>ortahu violar el artículo 18 de la misma Constitución, 
procede el recurso extraordinario del articulo 14, ley 48. 

La cuestión de si la carta que motivó el proceso cons- 
tituye o no delito, sí es o no uno de los hechos que están 
exentos de pena, es de los que deben resolverse por' la 
legislador penal, interpreta da por él tribunal respectivo 
sin recurso ulterior para ante la Corte Suprema, ya lo 
haya sido, por los Superiores Tribunales de provincia " 
l*>r las Cámaras Federales, 

lis extemporáneo a tos fines del recurso extraordi- 
nario la alegación de inconstitucionalidad de una senlcn* 
cía. hecha en el memorial que autoriza vi artículo 8." de 
1;< .ley 4.055> 

fo procedí; el recurso exiraordiario del artículo 14, 
48, contra una resolución que declara una causa de 
la competencia de la justicia federal, fundada en cuestio- 
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nes ele hecho y ihr proel j« sobre lugar en que se cometió 
el delito. Pág, 36. 

Recurso extraordinario. — Etticcde,et recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. contra una sentencia denegatoria 
de un derecho fundado en la lev especial número 6,757. 
(Exoneración del uso de papel sellado!. Pág. 52. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario de! articulo 14, ley 4H contra mía resolución que sin 
desconocer al autor la propiedad exclusiva de su obra, 
iiwcnto o descubrimiento, desestima una demanda i>or 
nulidad de patente de invención, parque "son diferentes 
las reivindicaciones dé las patentes que originan este li- 
tigio", a mérito de Ims elementos probatorios que las par- 
tas trajeron al juicio. { Apreciación de la prueba acerca 
de extremos de hecho 1. Pág. 58. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 4K. contra una resolución que 
deniega el fuero federal en virtud de una conclusión de 
hecho, cual r; la tic que ante la jurisdicción local se ven- 
tila entre tas partes otro juicio sobre el mismo plinto, 
I 'agina 62. 

Recurso extraordinario, — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48, contra una decisión contraria a de- 
rechos y privilegios fundados en la lev orgánica del Hun- 
co Hipotecario Nacional. Pág. S>. 

Re] tirso extraordinario. — Desconocido eJ fuero federal futí 
dado en el artículo 2,". inciso 2" de la ley número 48. 
es procedente para ante la Corte Suprema el recurso ex- 
traordinario que autoriza el artículo 14 de la misma ley 
Página 95. 

Recurso extraordinario. — Aun cuantío en el pleito se hayan 
invocad*» prese r i;- ciottes de una ley es|>ecial del Congrc* 
so. como es la Orgánica del liauco Hipotecario Nacio- 
nal, no procede el recurso extraordinario del articulo 
14. ley 48. contra una sentencia fundada en disposicio- 
nes del derecho común 1 instantes para sustentarla, si <•! 
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cas© no se hallaba di&dtaméiiite e inmediatamente regi- 
do [x>r aquellas y. por lo tanto, no dependía de las mi- 
mas la solución de la litis. Pí'ig. tOJ. 

Recurso extraordinaria. — Las cttudusiones ile hecho, como 
ser ta de que "tos demandados un han cometido el »1t-íit» > 
imputarlo, toda vez que falta 1.. intención dolosa, dado 
que ellos han emolen tío estuches o envoltorios de uso co- 
mún, no sólo en la República sino también el extranje- 
ro", no pueden ser revisadas en el recurso cxtraordiu.f 
río del articulo 14. ley 4S. Pág. 131 . 

Recurso extraordinario, — lis improcedente él recurso en 
iraordinario del articulo 14. ley 48. interpuesto en un 
juicii» de desalojo en qüe tó discutieron y resolvieron 
cuestiones fie derecho común y leyes procesales extra 
fias .1 áqUél, y fundado en haberse impugnado de incons- 
titucionalidail al articulo 6í3 del Gódigp dé Proeediink'tU os 
de la provincia de 1 lucnos Aires, que se limita a deter- 
minar cuáles son tos autos apelables en juicio de tal na- 
turaleza : 1 La cuestión federal tío estaba inmediata y di- 
rectamente relacionada con el derech.. alegado, y plan- 
tcado Ctítl anterioridad al fallo*. Pág 1Ó7. 

Recurso extraordinario. ~~ Es condición sitie t¡ua non para la 
procedencia del recurso extraordinario ilel articulo 14, 
ley 48 quf la cuestión federal haya sido planteada en il 
pleito de tal manera a hahi litar legalmente a ;tos tribunal.-* 
a pronunciarse sobre ella dentro de sus procedimiento* ■ 
y asi. es extenqioránen a los riñes de dicho recurso la 
-u>citad;: al expresar agravios en >cguuda instancia, re-- 
peeto de la eúal el auto denegatorio hace constar "que 
t il presencia tL ese auf-'-cileme y de acuerdo con ta.-. 
di»|»»íri«ne« procesales que rigen el caso, dicho tribu- 
nal declaró que rto se encontraba habilitado para resol 
verla". Pág. i7o. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. contra una sentencia contraria a 
derechos, privilegias y exenciones fundadas en leyes c- 
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pedales ilc-l Congreso. La cuestión de sí e( servicio de 
alumbrado y limpieza .cobrado se presta o un y la de que 
la empresa ilo ferrocarril no se beneficia con ellos, son 
puntos de hecho ajenos al mismo. Pág. 189. 
Recurso extraordinario. — Kl recurso de nulidad no está com- 
prendido en tos términos del articulo 14. ley 48; y no 
procede el de apelación autorizado jior dicha. disposición 
legal contra una sentencia dictada en juicio ejecutivo (pie 
el auto denegatorio de aquella declara rio ser definitivo, 
y fundado en disposiciones del derecho común. Pág. 230. 
Recurso extraordinario. — Kl monto fijado a la indemni na- 
ción por la cosa expropiada es un punto ajeno al recur- 
so extraordinario del artículo 14. ley 4*< I'ág- 2 35- 
Recurso extraordinario. — Para la procedencia del recurso 
extraordinario autorizado por el articulo 14. ley 48. e- 
necesario que al interponerlo se hayan cumplido las exi- 
gencias del articulo 15 de la misma ley. 

lis improcedente el deducido contra una senjtencta que 
se ha limitado a aplicar reglas de i>rocedim¡eiUos, sin qui- 
se haya discutido su incoiistimcionalidad. 

La alegación de una cláusula constitucional al interpo- 
ner el recurso, es extemporánea a los fines de su prece- 
dencia . Pág. 246. 
RepitSú crtntoniimiri<>. N«> procede el recurso extraordi- 
nario del articulo ¡_(> ley 48. contra una sentencia que 
tiene |*»r base la apreciación de la prueba, y no ha des 
councido privilegios de la ley de marcas de fábrica nú- 
mero 3.1175. en la interpretación riada por ella. Pág. 251 . 
Rceurso extraordinario. — La cuestión de si la tentativa de 
defraudación se realizó en lugar sujeto a la jurisdicción 
federal o a la local es un punto di- hecho y de prueba, 
ajena al recurso extraordinario del articulo 14. ley 48. 

Puesta en cuestión la procedencia del fuero federal 
con relación al común o local y reconocida la del prime- 
ro. n.-> es admisible el recurso extraordinario. Pág. 5ó_*. 
RecWSo extraordinario. — Para que proceda el recurso ex- 
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trasordinario de] artículo 14. ley 48. déte alegarse en tér- 
^ minos concretos la aplicación de alguna cláusula fede- 
ral. <le manera que de su interpretación dependa la so- 
lución de la causa. I*iig. 271. 

Recurso extraordinario. — K> impr. ceden te el recurso extraor- 
dinario del artículo 14. ley 48. contra una sentencia de 
'la Suprema Górte de la pr n iñeta de Buenos Aires qui- 
se limita a desestimar los recurso de inconstitucional F- 
dad y de ¡raplicabilidad de ley ¡iara ante fila, el primero, 
por 110 ser de su resorte sino lo con ce mi ente a la con a- 
títuciim provincial, y el segundo |>or fundarse la 110 apli- 
cación de ¡a ley nacional numen * 163, sobre intervención 
de I * cónsules en las testamentarias, en el hecho de m. 
halarse acreditado ía nacionalidad del causante de la su- 
cisión. < Kl primer punto, alcance de la jurisdicción de 
los tribunales locales, y el segundo, cuestión de necho), 
Página 2*¿. 

Recurso ertraordiiHirio. — lis improcedente el recurso ex- 
traofdinario del artículo 14. ley 48. contra una re* ■■tin- 
ción de mi tribu nal por la que Se aplica, cuino corrección 
disciplinaria ::1 firmante de liaos escritos, multa o en Mt 
defecto arresto por considerar que los términos de lab-.- 
esrrit-» contienen ofensas a la dignidad de aquel tri- 
bunal, Pág. 286; 

RétursQ cxtraorditiaño. Xu procede el recurso extraordi- 
nario del articulo ij, inciso de la ley 48. en un casn 
en que no se ba CUétionadi ■ la inteligencia de la ley na- 
eimial invocada sino un punto de 1 lecho y de prnelvi ex- 
traño a aquella. f'ág. . 

f\'<'ittrsii i'.vtrih>rjiimr¡i>. ■■- Tiene fuerza ib definitiva la sen- 
tencia que los tribunales lócale* dicten sobre competen- 
cia de la jurisdicción federal, y la que la niegue, es su$- 
eeplible de rccur>o a la G>rte Suprema, l'ág. 3*0. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 1.), Uy 48; contra una sentencia de una 
Cámara Federal, que si bien hace lugar a la excejxvóu 
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di- incompetencia opuesta en el juicio, no importa de- 
clarar qué la causa no .sea de la competencia de la justi- 
cia federal, sino qnc no lo es de la riel juez de sección 
f|iie conoció de ta causa (en el caso el de San Juan) ; o 
sea. contra una sentencia en que si bien hay un pronun- 
ciamiento relativo a la incompetencia, del juez, él se li- 
mita a la jurisdicción <|itc ésta ejerce* en determinada 
sección (en el caso, li» de la Capital, domicilio del de- 
mandado, que opuso la excepción fundí. do en tal causa'. 

No da lugar a dicho recurso la invocación de disposi- 
ciones de una ley especial que no tiene relación directa 
e inmediata con la cuestión traída ante la Corte Supre- 
ma, ni las de qnc haga mérito la sentencia apelada si el 
recurrente no las invoco, y fundó en ella, coti anteriori- 
dad al fallo, derecho alguno que éste haya podido desco- 
nocerle. Pág. 314. 

Recurso extraordinario. — Invocada por eP procurador fiscai 
de Cámara una disposición de las Ordenanzas de Adua- 
na, para impugnar la sentencia del juez de sección, pro- 
cede el recurso extra mlmario del articuló 14. ley 48. 
Página 322. 

Recurso extráordhtariü, — No tiene carácter de definitivo a 
los lines del recursu extra» trdínano del artículo 14. ley 
4¡S, el auto que se limita a tener por desistido al litigante 
eme asi lo solicita. 

Ta'npoci» da lugar al expresado recurso la resolución 
que. ]h>t considerar que las cuestiones decididas no lo 
han sitio dentro de los procedimientos de la expropia- 
ción, en virtud de haberse desconocido al actor el derecho 
de expropiar, aplica distas mayores que las que el re- 
currente (el actor i admite con arreglo al articulo t8 de 
la ley i8o, ( Tal conclusión vs extraña a la aludida dis- 
posición legal y hasta por si sola para sustentar la reso- 
lución apelada, independientemente del alcance que sv,- 
atribuya a aquélla). 

tía ley sobre ampliación y refuerzo de las Obra* 
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ilc Salubridad sfe la Capí ta], es de carácter local, y su 
interpretación y aplicación son extrañas al recurso ex- 
traordinario. Pág. 3+2. ' 

keenrso extraordinario, — J'*s improceden u- el recurso ex- 
iraordinario del artículo 14, ley 48, contra una sentencia 
hadada en disposiciones de derecho román y en conclu- 
siones di' ltecln » y de pru.-has. aún cuando el recnrreiiK 
liubiere hcr'to referencia a una ley especial, sin fundar 
en ella derecho o privilegio alguno. Pág. 354. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso del artteu- 
li> 14. ley 48. o mira una resolución de una Cámara O" 
Apelaciones que se Hiniia a declarar improcedente par;, 
ante ella un recurso de queja por denegación del de nu 
Hilad, aplicando la ley procesal, i'ág. 35*1. 

Recurso extraordinario. — Para que proceda el recurso ex- 
traordinario que autoriza vi articulo 14. de la ley núme- 
ro 48. es necesario que él .sea fundado, cómo lo dispon, 
el articulo 15 de la misma ley, Pág. 359, 

Recurso extraoi 'diñaría. — No hay pronunciamiento explícito 
o implícito contra la cláusula de la Constitución Nacio- 
nal que prohibe el juzgaink-m > por comisiones especia 
les. que dé lugar al recurso extraordinario del artícul 1 
14, ley 48. en una sentencia de la Suprema Corte de la 
provincia de lUicii"* Air^s en que se declara ser impro- 
cedente un recurso de ineonstiiueionalidad por no hallar- 
se overeado las reglas preseriplas por la ley procesa; 
(artículos ¿85 y ,lWí>, Código de Procedimientos Civil» 
y eme ¡n>r lo que hace al articulo 18 de la Constitución 
Nacional 110 coirespxmde a aquel tribunal resolver sobre 
ese punto. Pág. ¿00. 

Recurso extraordinario. — \*. > procede el reenrs > t*xtranrd;- 
nario del artículo 14, ley 48. contra una sentencia ba<a 
da en la interpretación y aplicación de un acuerdo dé! 
Consejo Nacional de Kducación, sobre denuncia de bit 
nes. (Trátase de una 'institución de carácter local I . 
Página 363. 
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h't\ ursi> extraordinario. — N'u tiene carácter de sentencia de- 
finitiva a los fines dé! recurso extraordinario del ar* 
ticulo 14. ley 48, y 6." de la ley 4.055. el auto que deter- 
mina la oportunidad en que. con arreglo a las disposi- 
ciones tocalcV deben proponerse las medidas de prueba 
p.ir el acusador particular, 

Xo puede ser revisada \m>t la Corte Suprema en la ins- 
tancia extraordinaria la conclusión de hecho en virtud 
de la cual se niega la prueba ofrecida por el recurrente 
a mérito de haberse pedido una vez cerrado el sumario, 
11 i la interpretación del Código de Procedimientos en en* 
ya virtud la res .Ilición recurrida establecía que la prueba 
debió solicitarse en dicha oportunidad. IVig. 374. 

Recurso extraordinario. ■ — Cualquiera que. sea el mérito de 
las razones aducidas en apoyo de I:; incompetencia de 
los tribunales locales y la naturaleza del juicio, procede 
el recurso extraordinario Üú\ articulo 14, ley 4H, contr.i 
una resolución denegatoria del fuero federal invocado . 
i Kl recurrente !o Invocó al ser citado de remate», I'á- 
tíina 392, 

Recurso extraord¡narip. Cuestionada la inteligencia de dis- 
posiciones de las Ordenanzas de Aduana y desconocido 
el derecho que >e pretendió fundar en eUos. procede el 
recurso l xtraordinario fiel articulo (>." de la ley 4.055. 
1 'agina 399. 

Recurso extraordinario. \\n> v "Iñiero federal*'. 

Rcivitidicúcióih — Reiteradamente se ha declarado con res- 
pecto a los terrenos comprendidos dentro dé la 7. .na pro- 
pia del Puerto de ha Plata, ([he, con arreglo ;tl artícu- 
lo ,V\ inciso /. M del contrato de cesión del expresado 
puerto, celebrado v ntrc la .Nación y la provincia de llue- 
n ¡s Aires, no se comprendieron en dicha cesión aquella-* 
propiedades que no hubiesen sido expropiadas; enten- 
diéndose que esa exigencia quedaba subordinada a de- 
recluid bien definidos <\\w pudieran invocarse. Kn con- 
secuencia, presentado |K>r él actor títulos de bondad ín- 
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discutibles y reconocidos como Icgitintns. cu cuanto ;t su 
origen, por fallos fie la Corte Suprema, vs procedentv 
tina reivindicación tendiente a obtener la posesión de 
tina fracción de terreno situada cu la zona del puerto 
de La Plata, ocupada por la Nación, t*ág. 137. 

s 

Sentencias contra la Nación (ley 395¿). — Dentro de lo pre- 
ceptuado |x>r la ley ¿.952. no corresponde dictar empla- 
zamiento contra fa Nación a fin de que cumpla senten- 
cias, que* por 01 ra parjtt.% ella tío desconoce, que ei Poder 
(ejecutivo, manifiesta i«»r medio de pus representantes 
estar dispuesta a cumplirlas, y que. en lo eorrespondieu- 
te. dependen de sanciones fiel Poder Legislativo y de tra- 
mitaciones administrativas indispensables. Pág. 120, 

Semencias contra la Nación (ley — Siendo el caso d_- 

autos uno de (os comprendidos |Hir la ley 3.952 de de- 
mandas contra la Nación, corresponde con arreglo al ar- 
ticulo 7." de la misma, que la sentencia declare tan sólo 
la obligación de aqurlla a devolver el terreno, Pág. 137. 

SciiU 'h ias en materia crimina!. — Uis resoluciones en m;i- 
leria criminal de la Cámara Federal de la Capital, cau- 
san ejecutoria. ( Articulo 4.'. ley 7.0551. Pág. jiS. 

T 

Título ejecutoria, — La jurisprudencia de la Corte Suprema 
según hi cual las liquidaciones emanadas del poder ad- 
ministrador relacionadas con el cobro de las rentas de 
la Nación, son iustrumeptos públicos, y en tal concep- 
to, tienen el mismo valor que las escrituras menciona* 
das en el articulo 249,- inciso 3.". de la ley 50, es com- 
prensiva íle I"- casos en que el fisco obra como poder 
administrador y no contó iiersona jurídica y cuando la- 
liquidacíónes se relacionan con el cnl>ro de la* rentas 
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ilc la Xació». En con secuencia, un decreto del Poder 
Ejecutivo declarando rescindido un contrato celebrado 
con un particular, y ordenando se inicien las acciones 
del caso para obtener el reintegro de sumas de dinero 
provenientes de dicho contrato, si bien es im instru- 
mento público de los enumerados por el articulo 979 
del Código Civil, en cuanto a sus caracteres de auten- 
ticidad como documento público, no puede tener el efec- 
to de crear un título ejecutivo en el concepto del ar- 
ticulo 249. de la ley 50. Pág. 133. 
t'füta i su vdiiéts.) — Es válida !a venta de niateriAtcs em- 
pleados en los trabajos a su cargo, hecha ¡>or la Direc- 
ción de IX'sagües de la provincia de Buenos Aires, 
cualesquiera t|iu* sean las restricciones a que ella esté 
sujeta respecto a su facultad de enajenar dichos ma- 
teriales, si esa venia fué aprobad;* por el Potfet! Ejecu- 
tivo. Pág. 5. 

l'aita. — Véase "Banco FJjp siccarin Xacional (sus ventas)". 
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Sociedad . InáHima Oresh'm y Koppet contra la provincia de 
ttncnos Aires, por daños y perjuicios. 

Sumario ; Corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema el conocimiento de una demanda interpuesta con- 
tra una provincia por «na compañía extranjera autoriza- 
da por el Superior Gobierno para fttricfbnaT con el ca- 
rácter de sociedad anónima. 

Ks válida la venta de materiales empleados en los 
trabajos a sn carpo, hecha por la Dirección de Desagüen 
de la provincia de Unenos Aires, cualesquiera míe sean 
las restricciones a que ella esté sujeta respecto a su falcu- 
lad de enajenar dichos materiales, sí esa venta fué apro- 
bada |x>r el Poder Ejecutivo. 

A" La renuncia a cualquier redamo por demora en la 
tramitación del despacho de los materiales r|iie fot-ron oIh 
jeto de un convenio de compra- venta, asi como cualquier 
otro reclamo relacionado con el mismo, declarando el asun- 
to fiiniquitado en su totalidad, hace improcedente una de- 
manda pnr efeñp perjuicios por incumplimiento de 
contrato. 

Coso: Lo explica el siguiente: 

v.mají m; u/i corte suprema 

Buemn Airea, Diciembre 1 l de f9!7. 

Y Vistos: 

Kl doctor Alejandro Kuzo, en representación de la Socie- 
dad Anónima Orestein y Koppd - Arthtir Koppel. se presenta 
exponiendo: 

ÍJue cu 4 de Julio de 191$ ía Dirección General de Des- 
agües dé la provincia de Tíuenos Aires. representad^ por su 
presidente don Manuel A de Uribdarrca, concedió al señor 
Joaquín Musiera el derecho de comprar materia! usado, y al 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



efecto se celebro en furnia y en carácter fie contrato, el acto 
QÚe para mayor claridad se permite transcribir. 

Que ta! convenio fué transferido por Musiera a la socio- 
dad aetora con la aprobación de la Dirección ríe Desagües y 
entró enseguida eri vigencia, con la aclaración de fecha Julio 
15 de 1013, la que como se puede ver en la transcripción, que 
hace, se refiere sólo a la fecha y cantidad de material a ven- 
derse, pero no al precio, pues se respetaba el fijado en el acta 
inicial, 

One tan es asi. que teniendo la Dirección en Febrrco de 
(9IS- en sn depósito de Lanús. vía Decauville, disponible, en- 
tregó at mismo precio de veintiocho centavos el metro, la can- 
tidad de un mil doscientos metros más o menos. 

Que después de relacionar otras incidencias acerca de 
otros niatériaílcs vendidos <u los que a su juicio no se compren- 
den los rieles Decauville. agrega que lo que determina la pre- 
sente demanda es porque la Dirección tenía una partida de ma- 
terial listo para la venta y ha resuelto en contra de la conce- 
sión de sil mandante, prescindir de la opción en su favor que 
al precio de veintiocho centavos por metro de ri, I le acuerda 
el acta contrato de Julio 4 cíe nji^. y tal medida ha merecido 
la aprobación del Poder Ejecutivo de la Provincia, habiéndose 
practicado la enajenación de una partida en remate público 
efectuado el día jo de Junio último ( 1916). 

One antes de tal remate, la sociedad que representa, com- 
pareció por escrito ante el Ministerio de Obras Públicas de la 
Prnvineia, reclamando el respeto del contrato vigente y por ende 
la suspensión inmediata de la venta, a lo etial 110 accedió por 
razones que en modo alguno resultan aceptables, ni menos aún 
ponderan ellas en pró de ¡a seriedad y prestigio de la adminis- 
tración provincial. 

Queden el día del remate y a efecto de mantener su dere- 
cho, la sociedad que representa formalizó un protesto ante es- 
cribano en los términos del testimonio que acompaña, el qué 
fué notificado al Señor Gobernador, al Señor Ministro di 



PC JUSTICIA DE LA NACION 



7 



Obras Públicas, al Señor Fiscal de Kstado y a los Martilieros 
y a la Dirección cíe Desagües. 

Que ello no untante, la venta de la primera . artilla, cuy»» 
detalle expondrá más adelante, fué realizada, y mi se liarán 
nuevos remates, por cuyo motiva «sil parte se r serva el dere- 
cho de ampliar la demanda. 

Que el acta de 14 do Mayo de M14 tiene como se Ha 
pretendido por la Dirección y luego por el Poder Ejecutivo, el 
carácter de annlatoria o |kjco menas del convenio primitivo, en 
virtud de los antecedentes que detalla y documentos míe trans' 
cribe. 

(J ue lu Dirección ratificó expresamente la existencia del 
convenio de 10,13, cuando en Febrero de 10,15, le acordó a ü 
sociedad otra partida de rieles Decauvillc. ante un reclamo for- 
mulado, si bien dicha Dirección expresó que acordaba ja venta 
pero por motivos ajenos a los invocados por aquella. 

Que acompaña bajo el número 1 r una planilla detallada 
sobre las partidas de material rematadas el zo de Junio recien- 
te ( 1916) y como resulta haberse enajenado veintiséis mil qui- 
nientos catorce metros de vía ella debió pagar (a su demán- 
dame) a razón de veintiocho centavos moneda nacional el 
metro, lo que haría un tota] de pesos siete mil cuatrocientos 
veintitrés con noventa y dos centavos, Pero la venta en cam- 
bio se efectuó por un total más o menos de pesos treinta y 
seis mil novecientos ci licúenla y seis moneda nacional lo que 
determina una diferencia de pesos moneda nacional veinti- 
nueve mil quinientos treinta y dos con ocho centavos, *pic «¡ 
el ]>erjnicio sufrido di recta mente, desde que es también el 
beneficio que la sociedad actora habría podido obtener en ca- 
so de recibir ta vía al precio estipulado y enajenarlo al co- 
rriente que. es el del remate o bien conservar tal material en su 
poder. 

Que en mérito de lo expuesto y disposiciones legales 
que invoca solicita que se condene a la proviifcia de filíenos 
.Aires, a alionar como daños y perjuicios la suma de pesos 
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veintinueve mil quinientos t rain ta y dos coii tK*ho centavos 
moneda naciouad de curso legal o la que lijen arbitros por los 
conceptos de esta demanda y además, declarando que (tctfca 
cumplir el acta convenio de 4 de Julio de 1913, celebrada con 
la Dirección de Desagües en cnanto al precio de la via férrea 
mencionada en tal docn mentó y al momento en que debe ser 
entregada. 

Que se deje a salvo sus derechos para ampliar la deman- 
da si en el curso del juicio $e operan nuevas venias como ía 
ya rea I izada a favor ríe terceros, de material comprendido en 
el convenio. 

One se condene en costas :i ¡a provincia. 

Qué citada dicha provincia y corrido traslado de la de- 
manda la contestó diciendo: 

Que n|tonia excepción «!■.* incompetencia de jurisdicción 
por no estar comprobado ser la parte actora una sociedad 
anónima con domicilio en la Capital Federa! y siendo cito un 
liccho articulado en la demanda lo niega. 

Que además, el actor funda la jurisdicción de esta Corte 
en la distinta vecindad. Sin embargo, los derechos que in- 
voca no los tiene originariamente sino por cestón, de modo 
«!»e para míe la jurisdicción fuera indiscntilile ha jo este pun- 
to de vista seria 'necesario que el actor hubiera llenado los 
extremos del artículo 8." de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia. 

Que ia demanda se funda en un supuesto contratu cele- 
brado eon la provincia de Buenos Aires, contrato que \-\ actor 
reputa violado p*ir esta última, en virtud del remate de mate- 
riales ordenado por la Dirección de Desagúes . 

Que sin perjuicio de la negativa general que deja formu- 
lada y aún en la hipótesis de que fueran exactos los liedlos, 
en que se funda el actor, la demanda seria improcedente por 
la inexistencia legal del convenio en que la funda. 

Qwe nuga" la validez del convenio invocado porque la 
Dirección de Desagües ha carecido de ntribUciOnés para rea- 
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ÜzatfO y ademas por Jo que disponen los artículos 54 y Si 
(le la ley de contabilidad de la provincia jue establecen que 
toda venia de bienes tunebos o inmuebles de ]a misma Üébe ha- 
cerse en remate público y todo contrato en (|iie el Poder Kjc- 
entivo sea parte delv ser hecho por escritura otorgada pe* 
el líscribano Mayor del Gobierno, 

Que aún en la hipótesis de que el convenio referido tu- 
viera validez, la demanda seria improcedente jiorque el o ni- 
trato celehrado en el acta de 4 de Julio de 1913. fué hecho 
en la inteligencia claramente expresada de dejar a la Direc- 
ción amplia libertad jwra decidir ella por sí misma la venta 
de cantidades de material según conviniera a los intereses ad- 
ministrativos. 

(¿ue es evidente «pie la Dirección se reseñó la más am- 
plia libertad para enajenar lo que le con viniera de esa via. 
hasta el 31 de Diciembre de 1913. 

Que la cláusula de preferencia que se invoca sólo signi- 
fica que si después del 31 de Diciembre de 1913 la Direc- 
cción resolvía vender cantidades de vía al precio de 28 cen- 
tavos el metro, daría preferencia al señor Musiera. 

Qtíe Musiera transfirió sus derechos a la razón social 
Orcstcin y Koppel y el día 15 de Mayo de 19 14 la Dirección 
convino con dicha razón social en íiqtiidar todos los asuntos 
pendientes con motivo de este asunto y se estipuló en la 
cláusula 5.» "que la sociedad Orcstcin y Koppel renuncia a 
cualquier reclamo por demora ocurrida en la tramitación de! 
despacho de los materiales en cuestión así como cualquier 
otro reclamo relacionado con este asunto "agregando las par- 
les al final del acto lo siguiente que es terminante : "quedando 
así finiquitado en su total rdad este asunto". 

Que es verdad que la Dirección vendió en 8 de Febrero 
de 1915 a los señores Orcstcin y Koppel la vía existente en 
el deposito de L,anús. al precio estipulado en el acta de 4 de 
Julio de 1913, pero es también verdad que la Dirección al de- 
sistir de un remate anunciado y vender a los actores no «1- 
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tendió cumplir dicho contrato según lo expresó categórica- 
mente, sino porque asi k con ve lúa en ese momento. 

Que en mérito de lo expuesto solicita el rechazo de la 
den mu da con costas. 

Que conferida vista al señor Procurador General, éste 
manifestó que existiendo controversia rcs|>ecto a los hechos 
que d:m motivo a la competencia originaria atribuida a esta 
Corte Suprema, corespondia abrir la causa a prucha, lo que 
se hi/o \mr auto de de fs. 54. 

Producida ta prucha que expresa el certificado de fs. 
240 las partes hicieron mérito de !a misma llamándose autos 
para definitiva y 

Considerando respecto a la competencia; 

Que ella se funda en el hecho de tratarse de una causa 
entre una sociedad anónima autorizada f»or el Gobierno Na- 
cional para funcionar en la Capital, con domicilio en la mis- 
ma, y la provincia dé Bueno? Aires, por lo cual y con arre- 
glo a la dispuesto (H>r tos artículos 100 y 101 de la Consti- 
tución y t " del inciso 1." de la ley numero 48, procede la ju- 
risdieción originaria ele esta Corte. 

Que según se comprueba por la escritura púhlica de fs. 13, 
la sociedad aelora se denomina Orcstcin Koppcl-Arthur Kop- 
\k*\ Aclicngcsellschaft constituida en Fíerlín y es ta misma «pie 
indica el certificado o informe de fs. nr. autorizada por de- 
creto del Poder líjccntivo Nacional de 28 de Tí ñero de 191 o, 
c 'Ti domicilio en la calle San Martin número ón. 

Que se ha acreditado asimismo que el señor Joaquín Mus- 
lera eedente de los derechos que se demandan, es vecino de la 
Capital 1 certificado de fs. 114) y como a tal le correspon- 
día el fuero invocado por la cesionaria con arreglo a lo dis* 
puesto por el articulo ■ t '- íl de la ley de jurisdición y compe- 
tencia. 

Que en sil mérito corresponde desestimar la excepción 
opuesta, conforme a lo pedido |xir el señor Procurador Ge- 
neral. 
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Que, en Id demás cualquiera qu e sean las restricciones a 
que esté sujeta la Dirección de Desagües de la provincia res- 
pecto a sus facultades para enajenar los materiales que fue- 
ron empleados en tos trabajos a su cargo, tales enajenaciones 
fnerun apiadas por el Poder Ejecutivo como consta en los 
expedientes administrativos agregados. 

Que la liase de la demanda, en ío que a vía de Decau- 
villc se refiere y que es a lo que se concreta el presente jui- 
cio se funda en el acta de Julio 4 de 1913 y su complementa- 
ria o aclaratoria del día 15 del mismo mes y año. 

Que dicha acta expresa en lo pertinente.., "igualmente 
propone comprar, vía Decauville, ofreciendo por metro li- 
neal la cantidad (cambios inclusive) de veintiocho centavo* 
moneda nacional de curso legal por toda la cantidad que la 
Dirección pueda entregarle hasta el 31 de Diciembre dt-l afir, 
en curso; entendiéndose que la Dirección no se obliga a en- 
tregar ninguna cantidad determinada y si solamente la que 
llegue de los campamentos para la venia". "Si en la fecha 
indicada no hubiera sido entregado el total de la vía la Direc- 
cióri dará preferencia al señor Musiera en las mismas con- 
diciones". 

Que 3a resolución de 15 de Julio ya dicha 110 libo más 
que pror rogar hasta el 31 de Marzo de 1014 el término para 
el completo retiro de! material adquirido. 

Que el convenio de 15 de Mayo de 1914 acompañado por 
la demanda a fs. 9, bajo el número 8 expresa en lo perti- 
nente : 

a) Que habiendo vencido el 31 de Marzo próximo pa- 
sado el término dentro del cual lo sociedad Orestein ele. Kop- 
pcl-Auhur Koppel, «felfa retirar el total del material y má- 
quinas adquiridas con fecha 4 de Julio de 1913, y no habien- 
do dicha sociedad efectuado el retiro, en su totalidad, se di- 
rigió con fecha 3t de Marzo próximo pasado, pidiendo am- 
pliación del plazo para el retiro definitivo ío que fué acorda- 
do en los términos que se expresa. 
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b; Que cu el concepto que determinan los artículos r. 1 . 
3 ■* 4-" y 5 de dicho convertía no es posible la duda de qut 
con tal contrato quedaba finiquitado en su totalidad lo acor- 
dado en 4 de julio de- tgij como se dice al final, sin que acto 
algún. i de la adininist ración de las obras demuestre que tuvo 
otro sentidu que el qiií surge ríe sus término» claros y reite- 
rados, ijuc |n»r otra parle no son susceptibles ilc otra inter- 
pretación . 

ijm en su consecuencia no son- de tenerse en cuenta ios 
«velam. * '«lí-ad is ni t-1 acta de 4 de Julio de porque ella 

quedo sin efeetu alguno después de ta estipularlo en 15 dé 
Mayo de 1914. 

Que a la compra de otra ¡ja niela de rieles efectuada en 
el mes di- Febrero y retirad» en Mar/o .le roí 5, si bien la 
sonnded actora qilíso involucrarla en Ir» eouvcuido el 4 a¿ 
Julio de í$í$ la Dirección, al venderle lo hizo declarando cx- 
presameuie que tal venta no nbedeeia a los motivos que se 
invocaban, es decir a la existencia de convenios concluidos. 

Que In expuesto hace innecesario considerar las demás 
defensas de la provincia. 

Kri >u mérito no se hace lugar a la demanda interpuesta 
sin especial condenación en costas atenta la naturaleza de la-; 
cnestii-nes debatida*. \< tifiquese original y repuesstos los se- 
llos archívese, previa devolución de los expedientes admi- 
nistrativos agregados. 

A. Rekmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio, 



Pmttmdor fia o! contra daña Afana Ltity de Bursaco, sobre 

restricción ai dominio. 

Sumaria . Corresponde la devolución de !i.s autos en un caso 
en que el Procurador C-neral de Ta Nación 'esiste del re- 
curvo interpuesto jpbr el fiscal de Cámara. 
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Caso: Ante ti juzgad» federal de Ka Plata, el procurador fis- 
cal dedujo acción contra la señora María Luisa B. de 
Burzaco, por restricción al dominio, manifestando que 
una comisión mi! ¡lar del M misterio de Guerra necesita- 
ba ocupar la azotea de la casa habitación, como punto de 
observación para el levantamiento de un mapa de la Re- 
pública. 

Kl señor juez de sección rechazó la dem:mda, con 
costas, resolución que fué confirmada en todas sus partes 
por 1a Cámara Federal - 

Apelada por ol fiscal fué elevada la cansa a la Corte Su- 
prema, donde se produjeron las piezas siguientes: 

DICTAMEN' DZL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

B«n« Airea. Mayo 1IE dt 

Suprema Oírte: 

No me creo en el caso de mantener el recurso de ape- 
lación interpuesto, aún cuando en este juicio intervengo cu re- 
presentación del fisco nacional, en razón de que dicha ape- 
lación no tstá comprendida en el inciso 2" artículo 3. fie la 
ley 4055. que se refiere a las acciones fiscales por cobro de 
pesos o cumplimiento de contrato, por defraudación de rentas 
o violación de reglamentos administrativos. Rn el presente 
litigio se ha debatido «na cuestión sobre restricción al domi- 
nio que no está involucrada en dicho inciso, y no aparece que 
la demanda baya sido promovida en nombre de la Nación, 
por no haber sido ordenada por el órgano competente, 
Poder. Ejecutivo, sino por un decreto ministerial, que sólo tie- 
ne valor en lo referente al régimen económico administrativo 
de su departamento. 

Por consiguiente, pido a V. E. se sirva declarar que no 
hay lugar a la apelación concedida . 

• Julio Rotet, 



w FALLOS Dt LA COME SUPREMA 

FALLO DU tA CORTK SUPREMA 

BtKfloi Aire», Diciembre Ü ate 1917. 

Vistos y coTisídif rando : 

üue el señor Procurador General, en representación de! 
Fisco Nacional, desiste del recurso en el escrito precedente, ex- 
presando que no cree del caso mantener 'la ablación por no 
estar ella comprendida en el inciso 2" fiel artículo 3 • de la ley 
4°5»v y porque la demanda no lia sido promovida por el Po- 
der Ejecutivo sino por un decreto ministerial; por ello y con 
arreglo a lo resuelto t-ti casos análogos { Fallos, tomo i_»o, pá- 
gina 188 y. utruM devuélvanse al tribunal de su procedencia. 
Xotit ¡míese origua! y repóngase el papel ante el juzgado fie 
nrigm. 

A. Bkrmkjo, — Nicanor G, del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA. 



Dúh Franckea Gáfela Artahs, en los mitos sucesorios de 
SU hijo Scvenno Arranz Martínez. Recurso de hecho. 

Sumario: t.« El término d- cinco dias señalado por el ar- 
tículo .208 de la ley número 50. es fatal y corre aunque 
medié pedid?» éc aclaración o rectificación. 

2" 1.a simple manifestación de que se apela para 
ante la Conc Suprema no importa interponer el recurso 
extraordinario, 

3. I,a interpretación de la ley número rjó88, sobre 
accidentes del trabajo, es ajena al recurso extraordina- 
rio autorizado por el artículo 14, ley 48. 

Caso: ho ejípliran las piezas'siguiemes : 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

B«tfOi Atttt, Othibre JS Út 1917. 

Suprema Cora-: 

KI recurso interpuesto no ha si<lo fundado cu la manera 
que lo ordena el artículo 15 de la ley 48, por lo que debe de- 
clararse improcedente. Además de ello, observo que la ley 
9.688. sobre accidentes del trabajo, forma parte de la legis- 
lación común, por lo que su interpretación no da lugar al re- 
curso extraordinario prescripto por el articulo 14 de la mis- 
ma ley. 

Por etlo pido a -Y. E. se declare bien denegado el recur- 
so deducido. 

Julio Botct. 

Palio de la corti; sui'rbma 

v 

Bnhwí Aira, DíclMbrt 15 dt 1917. 

Autos y vistos: El recurso de bcebo por denegación del 
extraordinario, interpuesto contra la sentencia de la Cáma- 
ra 2. a de Apelaciones en lo Civil de la Capital, en el juicio 
sucesorio de don Séveriano Arrans Martínez. 

Y considerando: 

Que la resolución rjue motiva el recurso deducido, apa- 
rece notificada en Julio 17 (fojas 45) y la apelación extraor- 
dinaria que autoriza el artículo 14 de la ley 48 y 6." de la ley 
4,055 se interpuso el 14 de Septiembre (fs. 49). 

Que conforme a la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, el término de cinco días señalado por el artículo 
208 de la ley nacional de procedimientos, es fatal y corre 
aunque medie pedido de aclaración o rectificación (Fallos, 
tomo 122, página 438, entre otros). 

Que no modifica la conclusión precedente la manifesta- 
ción hecha al final del escrito de fs. 46, en que se pide acla- 
ración de la sentencia y se ínttrponc subsidiariamente el re- 
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curso de apelación pata ante esta Cora-, pgrqüe con arreglo 
a lo resuelto en casos análogas, la simple manifestación de 
rjue se apela no importa interponer él recurso extraordinario 
(Fallos, tomo ii 8. página 373 ; tonto ug¿ página 12 ; tomo 
124. página 73 y otrosí. 

yue por lo demás, y en el supuesto de míe el apelante 
se liuhiera presentado dentro del término legal, c! recurso 
no seria asimsmo pn medente, pues la causa lia versado sobre 
irifeUgenda del artículo 9." de la ley «pie forma parte 

de la legislación común, y en consecuencia su interpretación 
es ajena al recurso extraordinario segñn lo reiteradamente 
resuelto (Fallo de 20 de Octubre ppdo; causa Defensor de 
Pobres contra Ferrocarril Central Argentina; 1 • articulo 15 
ley número 48) ( 1 ». 

Ppr ello, y átenlo lo expuesto y |>edido por el señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar al recurso. Noti- 
f «píese original, repóngase el papel y archivese. debiendo de- * 
volverse los autos venidos jjor vía de informe al tribunal de 
procedencia con transeri|ición de la presente. 

A. Iiiinauíjo. — Nicanor G. del 
Su lar. — D. E. Palacio. — 
J. FkWtbroa Alcorta. 



/>*«« ./. .1/. (¡mioy cm autos con los señores í.ambert. Lcvv y 
CompatYia, sohre cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario : 1." \ ( , tiene carácter ríe definitiva a los fines deí 
recurso extraorrjirtano del articulo 14. ley 48, un auto no 
haciendo lugar a una recusación. 

fc* La ley -¡ioC>, sobre recusación, no es contraria 
a los articulas 18. 28 y 3,1 de la Constitución Nacional. 

Caso: í,a explican las piezas siguientes: 



tn Vim tomo mi pit« ais. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!, 

Buenoi Aire*, Oclub» 5 dt 1017. 

Suprema Corte: 

El recurrente no ha fundado el recurso extraordinaria 
que. deduce, en la manera que lo exige el articulo 15 de la ley 
48, por cuanta 110 resulta que la cuestión planteada tenga una 
relación directa e inmediata con la cláusula constitucional in- 
vocada, como seria necesario para la procedencia del recur- 
so que autoriza el artículo 14 de la misma ley. 

Además de ello, es de notar que la ley 5.106, que dispo- 
ne las condiciones en que debe hacerse uso del derecho de re- 
cusación, no es contraria al artículo t8 de la Constitución 
Nacional, toda vez que 110 hace sino reglamentar el ejercicio 
de ese derecho, sin contrariarlo en su esencia, buscando con 
ello mantener el buen orden en los litigios, que es la liase 
de la garantía de la defensa en juicio, asegurada por el mis- 
mo articulo constitucional a todos les habitantes de la Re- 
pública. 

IY>r ello, pido a V. R- T se sirva declarar improcedente 
la queja deducida. 

Jtiiio Botet. 

I 

FALLO DS LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Alrw, Diciembre 1* dv »I7. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por ablación dene- 
gada interpuesto por don J. M. Godoy de sentencia de la 
Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital en la 
causa seguida contra c| mismo por lo: señores Lamliert Levy 
y Compañía, sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

Qnc limitándose la resolución apelada a resolver una 
mera incidencia procesal sobre recusación, que no termina 
el pleito ni hace imposible su continuación, 110 reviste el ca- 
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rácter tic definitiva a los fines del recurso previsto en el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48 y 6.° de la ley 4055. 

Que no obstante ello, puede agregarse que la ley 5.10Í1 
no contraría los artículos 18, 28 y 33 de la Constitución que 
se citan en el escrito de queja y en el de fs. 343 vuelta de 
los autos venidos por via de informe, pues que como se Imo 
constar rn la discusión i»arlamcntaria, ella se propuso preve- 
nir el abuso del litigante que promoviera una acusación infun- 
dada ante la Cámara de Diputados de la Nación con el obje- 
to de crearse una causal de recusación (Diputados J007, I, 
597). P»edc alegarse qut* tenga los caracteres que distinguen 
las leyes r.r fast facto ífs. 342) cuando ha sido apireada a 
iin hecho ocurrido a los diez años de estar aquélla en vi- 
gencia. 

Por ello, y de conformidad con ía dictaminado por el se- 
ñor Procurador General, no se hace lugar a la queja deducida. 
Repuesto el papel archívese y devuélvanse jos autos remiti- 
dos por via de informe* con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fict'fiROA Alcorta. 



The i r ttih'd Rivcr Piafe Tclephohe Comfany lAmitcd con- 
tra la municipalidad de ía Capital, sobre co!*ro de farsas. 

Sumarie: $ Impugnada una ordenanza municipal como vio- 
latoria de una cláusula de la Constitución Nacional, v 
siendo la decisión recurrida favorable a la valide?, de la 
ordenanza, procede el recurso extraordinario del artícti 
ln 14 de la ley 48. 

2. La cláusula del articulo ió de la Constitución 
Nacional que establece la igualdad como kasc del impues- 
to y de Jas cargas públicas, es extraña a un litigio que 
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no ha consistido, propiamente dicho, sobre igualdad del 
impuesto o cargas públicas, sino sobre "compensaciones 
jíor ocupación de la vía pública terrestre y del espacio 
aeree»"; por consiguiente, una sentencia que rechaza una 
demanda por devolución de sumas de dinero pagadas a 
la Municipalidad de la Capital, y percibidas por ésta, a 
título remunerativo, como locación o arriendo, y no como 
impuesto o carga pública, no ha podido resolver en con- 
tra de lo que dispone la referida cláusula constitucional. 

3"* El principio de igualdad que consagra el ar- 
ticulo 16 de la Constitución no es otra cosa que el dere- 
cho a que no se establezcan excepciones o privilegios 
que excluyan a unos de lo que se concede a otros en ¡gua- 
les circunstancias; y la clasificación de las empresas te- 
lefónicas en varias categorías por orden de importancia, 
no contraría él principio de igualdad mencionado. 

Caso: La explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ ES LO CIVJL 

Vistos estos autos esguidos por The United River líate 
Tclephonc Coinpany Limited (Unión Telefónica) contra la 
Municipalidad dé la Capital, de los que resulta que a ís. 9, Fé- 
lix S. Borré en representación de la actora, expuso: Que 4a 
Unión Telefónica es una empresa de teléfono sometida a la 
jurisdicción nacional, de acuerdo con el articulo i.° de la ley 
4408, el que establece que las empresas de teléfono que li- 
guen un territorio federal con una o dos provincias entre sí 
se rigen por la ley de telégrafos, que excluye toda otra ju- 
risdicción y como «por sn negocio, la Unión Telefónica paga 
patente nacional según ley 1.616. no puede existir patente 
muckipal, aún cuando ta ley 4.058 Inya autorizailo a la mu- 
nicipalidad a establecer impuestos a los teléfonos, pero se 
trata de una ley anterior a la 4.408 (pie sacó a determinadas 
compañías de la jurisdicción municipal y en consecuencia 
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existiendo la patente nación?! la municipalidad quedó inha- 
bilitada para establecer una propia porgué no puede existir 
una doble imposición y porque en c*W de existir debo primar 
la originada en el poder legislativo superior. iji\ e la Unión 
Telefónica paga muchos impuestos de los que río se queja, 
fiero desde hace tiempo es obligada a pagar el de postes cuya 
legalidad es discutible, tjue historiando los antecedentes- de 
esta imposición: debe advertir que en la sesión del 31 de Di- 
ciembre de 1915 se presentó en la Comisión Municipal en 
substitución de los artículos 165 y 16& del proyecto aconse- 
jando establecer una contribución a las compañías de teléfo- 
nos, el artículo ¡77 de la ordenanza en vigor que establece 
que las compañías telefónicas y telegráficas pagarán por ocu- 
pación y uso de ta vía pública y del espacio aéreo según las 
categorías de acuerdo con td número de abonados, una canti- 
dad determinada por cada poste, disposición que alteraba el 
sistema anterior de acuerdo ron las zunas que acopaban. Que 
eti el caso de los telégrafos y teléfonos de concesión nacional, 
los municipios atravesados por las lineas sólo puede regla- 
mentar las condiciones y clase de seguridad de los postes, 
pero no pueden oponerse a su establecimiento y |*ir consi- 
guiente lo único que la municipalidad podría cobrar es el va- 
lor del terreno ocupado por el poste de acuerdo con las re- 
glas de equidad y conveniencia general, valor que debe, estar 
en relación con su tamaño y ubicación como así sucede con 
otros impuestos qué cohra la municipalidad sobre mesas al 
frente de los negocios, toldos, depósitos de materiales en la 
calle o vereda, etc.. es decir, por el aprovechamiento del te- 
rreno Q é además como las compañías de telégrafos no tie- 
nen abonados, ellas no pagarán impuesto por los postes que 
ocupan y en cuanto a su representada teniendo 3.757 postes 
ha pagado 75.140 pesos moneda nacional, mientras que la 
Cooptratiea Telefónica con 3.223 ha pagado 19.338 pesos, 
moneda nacional, es decir, seis pesa* por poste, lo que viene 
a demostrar que si mañana la Unión Telefónica, tiene solo 
mil postes ¡debería pagar a la municipalidad veinte mil pesos 
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por la ocupación de ¡a vru pública, y otra empresa que la ocu- 
para tres veces más con tres mil postes pero sólo con cfóca 
o seis ntíl abonados pariría diez y ocho mir pesos, a Id une 
debe agregarse que (os postes actuales de la Unión Telefó- 
nica dentro de la zona circundada por los F*asens de Julio y 
Colón y (as calles Brasil, Jujuy y rneyrredóñ es sólo de 
ciento quince y dentro del antiguo ! imite del municipio de se- 
■ teck-ntos sesenta y tres. Que de consiguiente la empresa que 
representa lia pagado en concepto de impuesto la cantidad 
de setenta y cinco mil ciento cuarenta pesos, como lo acredita 
la boleta adjunta. e| que no está basado en la igualdad prev- 
er i pta en la Constitución porque otras empresas pagan menos 
pitra hacer el mismo uso de la vía pública en cuanto a la uni- 
dad I priste) tle ese uso, y porque otras empresas no están 
gravadas con impuesto alguno por el mismo uso de !a vía 
pública por lo que está violado en el artículo 177 fie la orde- 
nan/a de impuestos munieipaU's. el articulo líí de la Cons- 
titución Nacional. I'or ejln pide ^e condene a la municipali- 
dad a la devolución ríe la suma de setenta y cinco mil ciento , 
cuarenta pesos «ron más las gastos y cristas del juicio. 

Por el atttn de fs. vuelta se dió traslado el |U« fue 
evacuado a fs. if> por José Valcimicla en representación de 
ta Municipalidad de la Capital, pidiendo el rechazo de la 
demanda con costas. Que la suma referida se ha cubra do en 
virtud del artículo 1 JJ de la ordenanza de impuestos, tasas y 
retribuciones municipales para kí año 1916, cuyo cobro se 
lia efectuado basado en ios más estrictos principios de iguai- 
dad y proporcionalidad y que no es exaoto el carácter de 
independencia qi>e cree tener la actora con relación a la juris- 
dicción municipal, y en virtud de las leyes que le lian acor- 
dado el carácter de nacional, pues dentro esas leyes ella está 
subordinada dentro de ciertas restricciones a ta autoridad 
municipal, esencialmente en lo que se refiere a la ocupación 
de la vía pública. Que la municipalidad no cobra intente 
alguna a la Compañía Unión Telefónica, pero en el supues- 
to de que asi lo luciera nkga tpte ese enhro fuera ilegal, por 
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Otante el que efectuaría la Xación lo seda tratándose do una 
imposición de carácter, comunal autorizada por la lev. Que 
reservándose contestar la argumentación de la contraria cuan- 
dá llegue el momento de alegar, pide se provea como lo tiene 
solicitado. 

I'or el auto de & 2¿. se abrid esta causa a pruelia, pro- 
duciéndose la que expresa el certificado de fs. 38, sobre cuyo 
mérito alegaron las parles a f 5 . 4- y 46, respectivamente, 
llamándose tufóte para definitiva a fs. 56, liabiéndosc agreca- 
do a fs. 58 las diligencias de prueba pen dientes . 

V considerando; 

Que el cobro de la suma cuya devolución exige ¡a parte 
adora a la municipalidad de la Capital, en virtud del pago qUe 
acredita la liolcta de fs. r. ha sido realizado de acuerdo con 
vi articulo 177 de la ordenanza de íni prestos de 1916 que im- 
|XMte a las compañías telefónicas y telegráficas por ocupación 
y uso <lt- Ja via pública y del espacio aéreo, el pago por cada 
posu- y por año, de una cantidad determinada según el mi- 
men» de alonados de cada empresa o compañía. 

Que sin perjuicio del derecho que tiene J¿i municipalidad 
de la Capital para gravar con impuestos o con patente a las 
empresas que como la Unión Telefónica están sometidas a la 
jurisdicción nacíona!, desde que, aquellos gravámenes provie- 
nen de ordenanzas mu nici pales dictadas de conformidad con 
la U«y Orgánica Muíiicígal sancionada por el Congreso en su 
carácter de legislatura local del territorio federal (articulo 
inciso 27 Constitución Nacional», la cuestión fundamen- 
tal consiste en deeidir si d cohro efectuado en virtud de lo 
dispuest,. en el articule» 177 de la citada ordenanza, es ve- 
latorio del principio de igualdad proscripto por la Constitu- 
ción , 

(Jue ese cobro no es en realidad un verdadero impuesto 
ni carga pública que grava a todos los habitantes o a grupo* 
sociales», gremios, o bienes, actos, etc.. sino un derecho por una 
concesión especia lísitna que se acuerda a determinadas em- 
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presas; es una exigencia pecuniaria a cambio de esa conce- 
sión para explotar el teléfono y usar con postes la vía públi- 
ca, que no importa tampoco im arrendamiento o locación del 
terreno ocupado, porque ese terreno está fuera del comer- 
fio por ser bien público (articulo 2.340, inciso 7° del Código 
Civil), cuyo uso se concede a los particulares con sujeción al 
Código y a las ordenanzas generales o locales (articulo 2341). 
Qiie tampoco [Hiede considerarse como retribución de servi- 
cios porque la municipalidad no efectúa ninguna prestación o 
servicio propiamente dicho, a la empresa, como sería el alam- 
brado, la limpieza, la conservación de las calles, cloacas o 
aguas corrientes, etc.. sino el permitir simplemente que en fa 
ralle destinada al tránsito se enclaven postes que pueden llegar 
basta obstaculizar el tráfico; y tal permiso que trae una utili- 
dad a la empresa y supone una excepción o jirivilegio. no se 
acuerda gratuitamente, y su cobro en una determinada suma 
•le dinero por el licneficío dado, forma en realidad uno de los 
elementos de la concesión que está regido específicamente por 
sus cláusulas y en general por el derecho administrativo, como 
una de las liases deí contrato innominado dd derecho público, 
administrativo que se llama "concesión del poder público". 

Qye en consecuencia, tratándose itc impuestos es impro- 
cedente invocar la igualdad, como base de las cargas públicas, 
pero aún admitiendo que se tratase de un impuesto, no exis- 
tiría la desigualdad que se pretende, toda vez que el cobro el 
uniforme en igualdad de condiciones para todas las empresas, 
ya que por la referida ordenanza, todos los que tengan un nú- 
mero determinado de abonadas pagarán el mismo derecho y 
todos los que tengan otro número, pagarán la misma tasa 
uniforme para los de su categoría- No es pues una tasa o de- 
recho desigual, sino proporciona! al número de abonados»y las 
diferencias en la escala de una proporcionalidad, no signi- 
fica desigualdad en el impuesto a los efectos de la Constitu- 
ción, aún cuando en e| hecho exist.n desigualdades ; y la Su- 
prema Corte tiene declarado que la igualdad requerida por el 
articulo tó de ta Constitución Nacional." no es violada cuan- 
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di> en condiciones análogas se inqionen gravámenes idéntios. 
(Tomo 105, página 273). 

Que estas conclusiones 110 se modifican con el resultad" 
«le ta prueba |xir cuanto no se demuestra q»c tratándose de 
las dos o más compañías telefónicas en condiciones idénticas, 
la municipalidad aplica la ordenanza respectiva de una ma- 
nera desigual para unos y otros, ni puede fundar una violación 
al principio de igualdad, la circunstancia de que las compa- 
ñías telegráficas incluidas en esa ordenanza no pagan dere- 
cho alguno por no tener alionados, desde míe estas compañías 
prestan un servicio distinto al de aquellas, respecto de las 
cuales ínticamente puede invocarse la desigualdad por refe- 
rirse a cosas idénticas y del mismo género» siendo de advertir 
i|iie según resulta de! informe de fs. 37. la Unión Telefóni- 
ca tiene 57Í1 circuitos metálicos aéreos y la Cooperativa .28 
asi como mayor cantidad de lineas aéreas de acuerde con é 
número de ahr mallos que son servidos con dos conductores; 
desde la oficina hasta el aparato (véase tuiciones del geren- 
te sen* r Parker a fs. 35). 

Que ello viene a demostrar que no obstante el número 
casi igual de justes entre «na empresa y otra, asi como el de 
hilos o alambres aéreos en algunos de aquellos (véase infor- 
me de fs fifi), existe actualmente tina proporción más o me- 
nos exacta en el pago que se fija por ta ordenanza por "cada 
(«usté y en relación al número de alionados" y no de litios por 
poste, y si en realidad su aplicación llegase más tarde a rom- 
|K-r es;* proporción por ocupar ta Unión Telefónica menor vía 
pública y espacio &RSp que la Cooperativa ti otra empresa, en 
virtud de la reducción de sus postes y de sus lineas, tal circuns- 
tancia no serta hastaute para que se declarase sin valor el ar* 
ticulo 177 de la ordenanza respectiva, por desigualdad o des- 
proporción en el pago, d.nlo los términos expresos de esa dts- 
(iosÍcíóii que fija una cantidad por poste a las empresas según 
rl número dé abonado*, y sólo podría servir de antecedente 
papa recabar op •rlunamenie de tos poderes públicos que ta 
dictaron, su derogación o su reforma. 
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Por estos fundamenta y disposiciones legales citadas, 
fallo rechazando la prcsi-ntc demanda, sin castas, por encon- 
trar mérito para exonerar de ellas a la parte vencida, dada la 
naturaleza de la cuestión debatida l articulo 221 Código de 
Procedimientos) , 

llágase saber, copíese y repónganse las fojas. 

Definitivamente juzgando, asi lo pronuncio, mando y fir- 
mo en I inenos Aires, a «loce de Diciembre de mil novecien- 
tos diez y seis. — Arturo St't'brr. — Ame mí: Carhs P. Co- 
yrwa, 

■ 

ACÜHRbp OH t.A C.\M.VRA 1. a m T.o C1VTI, Í)J> t.V CAPITAL 

En Buenos Aires, Capital de la Kepúbiicn Arpien tina, a 
treinta de Julio de mil novecientns diez y siete; reunido-i *os 
señores Vocales de la Kxcma. Cámara L* de Apeiacicnes en 
lo Civil en su Sala de Acuerdos, para conocer del recurso in- 
terpuesto en los autns caratulados: The United líiver Piale 
Telephone Cnntpany Umited contra la Mmiicip.didad de la 
Capital por cobro de pesos respecto de la sentencia corriente 
a fs. (h), tfl tribunal estableció la siguiente cuestión : 

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fojas 09? 

Practicado eí sorteo, resultó míe la vntación debía tener 
lugar en el .siguienK- orden : Señores Vocales llr»ctores Gimé- 
nez Zapiota, Pera. Rcpcttn, Juárez Celman. 

El Señor Vocal doctor Giménez Zapiola. dijo: Concreta- 
mente, la demanda tiene por objeto la devolución de una suma 
pagada por "impuestos" a virtud de' los fundamentos qiie se 
expresaron al final de! escrito de fojas y, es decir, iiorqne al- 
gunas empresas que ejercen una industria similar a la de la 
empresa actora. están gravadas con mía imposición menor y 
porque otras empresas en idénticas condiciones no están gra- 
vadas ctín impuesto alguno por el mismo uso de la vía pública, 
todo lo cual determina una violación del precepto de! artículo 
if» tu fine de la Constitución Nacional. 

Es. pues, tan sólo de este punto de vista que se discute la 
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validez de la ordenanza municipal. La cuestión de si esa mis- 
ma ordenanza es o no yiolatoria de las leyes 7501, 7502 y 440?, 
ha sido expresamente eliminada de este juicio por el actor, 
mR- a fs. 2 dice ; "La Unión Telefónica paga dentro de la ciu- 
dad muchos impuestos de los que no se queja, pero desde hace 
un tk-titpo es obligada a pagar et de postes cuya legalidad es 
discutible. Prescindiré en este caso d, esa legalidad, para estu- 
diar la desigualdad contraria a la Constitución, establecida en 
la ordenanza de impuestos ¡jara este año". 

Limitada así la cuestión a sus justos limites, pocas pala- 
bras me bastarán para fundar mi voto afirmativo en la cues- 
tión planteada. 

Kl articulo tf> de la Constitución Nacional establece en su 
partí' final que la igualdad es la base del impuesto y de las 
cargas públicas; pero es de toda evidencia que en el caso en 
debate, no se trata ni de un impuesto ni de una carga publica, 
sino simplemente, de una condición de explotación; de la re- 
tribución que particularmente debe pagar una empresa ]»r el 
uso de las calles públicas. Y es claro que, esa retribución, con- 
dición o como quiera llama rsi-k-, está y debe esta" íupeditad i 
en cada caso, no sólo al objeto, sino a la medirla de la explota- 
ción y al momento en que se otorga el permiso. Rn distintos 
fallos y entre otros en el que se registro en la página 40 del 
Tomn de la Inspección de Justicia, correspondiente a Diciem- 
bre de 1911. be expresado cuál es mi opinión, la diferencia 
ontre impuestos, tasa y contribución de mejoras. Aquí no se 
trata siquiera de eso, sino de ar'orizaciones individuales y ais- 
bulas que pueden y deben estar sujetas a las diferencias quu 
el poder administrador crea necesario estab!cccr en cada caso, 
sin que haya tttjgar a otias reclamaciones que las que sean pro- 
cedentes en el orden contencioso administrativo. Xo creo quo 
sea posible confundir sin subvertir conceptos jurídicos, tí tin- 
puesto con que esta clase especialísima de contribuciones, y 
pienso que asi. como en general, tratándose del primero y de 
las cargas públicas hay un interés primordial en mantener & 
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princiim» de la igualdad consagrado en ¡a Constitución, tratán- 
dose de las tasas, de la retribución de servicios y más aún del 
precio puesto a concesiones especiales, no puede haber a la in- 
versa otra regla que la de la apreciación particular y di recta de 
ía relación disiente entre el beneficio recibido y la retribución 
que por él se paga y entrega ésta y la medida de explotación de 
las empresas concesionarias, condiciones que como es natural 
deben estar sujetas en la última de las hipótesis enunciadas, 
más que en otra alguna, a reglamenta™ mes particulares y do 
excepción. 

V va de suyo como también se ha declarado en fallos rei- 
terados, que |>ara establecer la verdadera naturaleza jurídica 
de la contribución, tasa, gravamen o impuesto, es necesario 
atenerse a ta imposición; misma y no a la calificación que erró- 
neamente haya podido dársele. 

Por ello y remitiéndome a los fundamentos concordantes 
de la sentencia» voto por la afirmativa. 

Los señores vocales doctores Pera, Repetto y Juárez Cel- 
man por análogas consideraciones a las expuestas por el se- 
ñor .vocal doctor Giménez Zapiola, votaron en igual sentido, 

Con lo que terminó el acto quedando acordada la siguien- 
te sentencia. — Juárez Celmaii, Giménez Zapiala, Refrito . 
Pera. Ante mí : Jorge Saiize. 

Ks copia fiel del acuerdo < trigina] que redactado por mi 
existe en el libro respetivo, — Jorge Stuise. 

SENTENCIA 

Bmnm Airea, julio 30 «t ItIT. 

Y vistos: Por lo que resulta de la votación de que ins- 
truye el acuerdo premíente, se confirma la sentencia apela- 
da de te. f*>. Dcv. rep. los sellos. — Tomás Juárez Celnwv 
— /;. Giménez Zapiola. — Reberto Repetto. — Julián V. 
Pera. — Ante mí: Jorye Sauze. 
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DICTAMEN DKL SEKOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Air», Octubre 34 de 1817. 

Suprema Corte : 

La cuestión sometidft al fallo de los tribunales iuf linte- 
res. uV la que V. K. ilclie conocer con motivo del recurso in- 
terpuesto, eme procede con arreglo al articulo 14. inciso 2." 
ley 4* y articulo h.« ley 4055. se refiere a la constitucionali- 
dad del articulo 177 de la ordenanza de impuesto munici- 
pales, dictada para d año 1917, el cual ha sido impugnad ) 
ce uno contrario a lo dispuesto en el artículo 16 Í11 fine de la 
Constitución. 

Circunscripta la materia en debate a esta impugnación, 
ya <|ue la parte actora ha excluido expresamente de su de- 
manda lo relativo a la legalidad del impuesto que se le cobra 
y se ha limitado a. reclamar del mismo en cuanto pirque su 
desigualdad es repugnante a la cláusula constitucional citada, 
debo apartar de mi dictamen las cue-tiones soln-e d derecho 
de la municipalidad jmra establecer <*i aludido impuesto y las 
(pie se re rieren a? carácter de la concesión de que goza la com- 
pañía actora. puesto que dio es extraño al punto en litigio, 
y no cabe decisión a su respecto. 

La cuestión a resolver es si el gravamen munieip;ii de 
■ pie se trata constituye un impuesto, propiamente dWio. o 
es una contribución jH>r ocupación o uso de la vía pública y 
espacio aéreo, como lo llama la ordenanza respectiva, siendo 
necesario en' - a averiguar la verdadera naturaleza del gra- 
vamen para dem, cuaks son las reglas que lo rigen, sin que 
1 meda servir para .csolvcr el punto la designación emplea- 
da |«>r la ordenanza, desde que. atenerse a sus propios tér- 
minos para precisar la Índole jurídica del gravamen, impor- 
taría librar a la misma autoridad que lo impone, la interpre- 
tación i|ite debe dársele, a los efectos legales correspondientes. 

La parte actora arguye que se trata de un impuesto y no 
fie una contribución por el uso de la vía pública, en razón de 
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que Ja concesión en cuya virtud funciona en la Capital Fe- 
dera!, emana de una ley nacional y fe son aplicables Jos ar- 
tículos 25 y 26 de la ley de telégrafos, de lo que se deduce 
que no lia podido la municipalidad fijarle una contribución 
por el uso de la via pública, porque a esto tiene pleno de- 
recho a mérito de su concesión, y reconocerle facultad a la 
municipalidad para gravar ese uso. implicaría reconocerte 
laminen Ja de negarlo, lo que no es admisible. Este argumen- 
to se refuta con las mismas disposiciones legales en que se 
basa la i»arte actora, por cuanto si el artículo 25 de la citada 
ley de telégrafos dispone que "cuando las líneas telegráficas 
atraviesen ciudades ó villas, las empresas deberán sujetarse 
respecto a la clase de los postes, su colocación, etc., etc., a 
los reglamentos de las. autoridades respectivas", estas autori- 
dades se hallan facultadas para r^tamentar U colocación de 
postes y gravar e I uso de sus calles en la manera que lo crea 
oportuno, y sin que ello afecte la concesión acordada, qti¿ 
consiste únicamente en el derecho de funcionar, pero no en 
el de disponer de las calles públicas y espacios aé«os some- 
tidos a una autoridad distinta a la que expidió la concesión. 
Si el argumento que examino fuera valedero, la empresa te- 
lefónica, estaría exenta, no sólo de la contribución que aho- 
ra discute, sino de t*d» impuesto que tomara ,>or base su 
funcionamiento en la Capital, y la autoridad municipal de 
esta se vería impedida de obligarla a pagar suma alguna, lo 
cual la propia actora no se ha atrevido a sostener, y a la in- 
versa, ha reconocido la legalidad de otros impuestos de la 
misma índole que se le cobra. 

Sostiene asimismo [a parte actora. que la contribución 
pileta en tela de juicio, no puede considerarse el precio de 
una locación, por no ser jiosíblc esta clase de contratos en 
los bienes públicos, como lo son las calles en que se colocan 
los postes objeto del gravamen. Tampoco reputo viable este 
argumento, porque el artículo 1.502 del Código Civil auto- 
riza el arrendamiento de los bienes municipales, con su je- 
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ción .1 ]as reglas del derecho administrativo, siempre que no 
se impida el uso público para el que eslá afectado. 

Ks indudable que la contribución de que se trata, sea 
mía condición de explotación, según, se la denomina en la 
sentencia apelada, sea el precio de una locación de vía po- 
lilica. según la calificación de la ordenanza municipal, no 
reviste los caracteres del impuesto, con arreglo al sentido 
científico y constitucional de la palabra, que se aplica exclu- 
sivamente a las sumas de dinero que todos los miembros 
de la comunidad política deben pagarle, para que pueda por 
medio de sus órganos administrativos favorecer el desenvol- 
vimiento de la vida colectiva del cuerpo social (Stcin, Cien- 
cia de la administración pública). Por el contrario, aquella 
contribución representa la compensación lijada por la pres- 
tación de un servicio singular y privado, que se satisface en 
la misma medida del beneficio recibido, y de la cual el con- 
tribuyeme puede eximirse no haciendo uso de la vía pública 
en el destino por el gravamen municipal. Por consiguiente,' 
no tratándose cu el caso de un impuesto de los que tiene 
en vista la Constitución Nacional no le es aplicable la re- 
gla que establecí? ésta en su artículo 16. 

Admitiendo en hipótesis que la contribución de que se 
trata pueda ser considerada un impuesto, sujeto a la pres- 
en |>cíón constitucional mencionada, los hechos que alega la 
parte actora, no demuestran que su aplicación ataque el prin- 
cipio ríe la igualdad, desde que este consiste, según lo ha 
dicho V. ]v. 4 en repetidos casos, en que Irts impuestos deben 
ser iguales ]mra todos los que se hallen en idénticas condi- 
ciones, y no resulta de autos que las compañías que están 
en las mismas condiciones que la actora abonen menor im- 
puesto, Si es cierto que de las comparaciones que se hacen 
en el escrito de demanda, surge que la actora abona mayor 
suma que otras empresas de teléfonos, cierto es también que 
la situación de una y otras no es semejante, porque inedia 
entre ellas una diferencia grande en cuanto al número de alto- 
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nados, que es el motivo determinante de la escala estable- 
cida para d p% dd impuesto, y si se tiene en cuenta qué 
el antecedente que la ordenanza municipal toma de base para 
dicha escala, guarda una relación necesaria con !a ocupa- 
ción de la vía pública y espacio aéreo, es innegable que existe 
proporcionalidad entre cí gravamen que sufren las empresas 
y los beneficios que reciten cada una. 

Por lo expuesto y fundamentos de la sentencia apelada, 
pido a V. E. se sirva confirmarla. 

Julio liotet. 

Fallo de r..v corte suprkma 

Bueno* Aire», Diciembre 18 de 1917. 
Y vistos: K! recurso extraordinario de apelación inter- 
puesto contra sentencia de la Cámara i.» en lo Civil de la Ca- 
pital, en d juicio seguido por la Compañía Unión .Telefóni- 
ca (The United Rivor Piale Thelcpfone Coinpany Limited) 
con la municipalidad de esta ciudad por devolución de se- 
tenta y cinco mil ciento cuarenta jmísos moneda nacional. 
Y considerando: 

Que sostenido en el pleito por el actor que el artículo 177 
ile la ordenanza de impuestos municipales es contrario! al ar- 
ticulo 16 de la Constitución, en lo relativo al principio de la 
igualdad como liase riel impuesto y de las cargas públicas, y 
siendo la decisión recurrida favorable a la validez de :a or- 
denanza impugnada, procede el recurso extraordinario inter- 
puesto y concedido, y así se declara. 

Que para resolver en cuanto al fondo del asunto y de- 
cidir si existe en el caso la violación de! principio constitu- 
cional invocado, corresponde determinar si 1.. suma cuya re- 
dición se demanda lia sido percibida y abonada como im- 
puesto o conio retribución, compensasen u otro concepto 
distinto del primero. 

Que a este respecto la misma parte actora establece con 
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isión la calificación lega! tlcl casa, al expresar que lo que 
lia paitarlo tío es una patente sino "simplemente la retribu- 
ción p >r un terreno ocupado; es cu cierto modo, dice, un 
arrendamiento otic para la municipalidad debí* ser igual, {x»r 
el sitio y por la identidad del destino" (fs. 13): y más ade- 
lante afirma que lo f|ue la municipalidad cobra a la '.presa 
por los postes telefónicas "es simplemente la compensación 
pnr la ocupación de !a vía pública, una especie de arrenda- 
miento. Luego esa compensación, agrega, debe ser igual para 
ÍOffbs los que aprovechen en las mismas condiciones, esa via 
pública, p las diferentes secciones de la misma" (fs. 44) . 

One a su vez el representante de la municipal Edad sos- 
tiene asimismo, que no se trata en el sub Hit' de la percepción 
de mi impuesto, siht» del cobro de una locación de via públi- 
ca terrestre y esjwcio aéreo, )■ que pnr consiguiente, no es 
posible involucrar la retribución pcir tal concepto estableci- 
da, con *Ios impuestos y cargas públicas del artículo consti- 
tueional citarlo. * 

<Jue así planteada la cuestión que ha sido materia del li- 
tigio es desde luego evidente que la controversia iia versa- 
do sobre la repetición ríe una suma pagada por la empresa 
adora y percibida por la municipalidad a título remunerati- 
vo, como tocación o arriendo, y no como impuesto o carga 
pública y en tal caso, la sentencia recurrida no lia podido 
resolver en contra ríe lr> que dispone Ja cláusula invocada 
leí artículo i(> de la Constitución porque la referida cláusula' 
es extraña al litigio, que no ba consistido propiamente dicho 
somre igualdad de impuestos o cargas públicas, sino sobre 
"compensaciones por ocupación ríe la vía pública terrestre y 
del espacio aéreo", eme no pueden confundirse con las impb- 
«iciones sobre qm- estatuye el artículo constitucional invo- 
cado. 

Que la sentencia traída en apelación resuelve el caso no 
sólo de acuerdo con lo (pie resulta ríe tos términos en que se 
ha controvertido, sino también riel concepto legal y jurídico 
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que le es aplicable, pues como lo ha declarado esta Corte, la 
palabra impuestos aunqge n « t^ne un significado bien defi- 
nido y uniformemente aceptado, puede considerarse que com- 
prende a h* tributos o cargas públicas sancionadas tiara ha- 
cer frente a los gastos generales de la administración, y no 
se extiende a la retribución de servicios que no se exigen ge- 
neral e indistintamente a todos | OS habitantes de un munici- 
pio |H>r el hecho de serb o de jxweer propiedades en el. sitio 
a los que reciben el servicio Articular que se Ies cobra. (Fa- 
llos tomo í20, página 3 72 , argumento de los considerandos 
5« £5 >' '8 entre otros). 

Que na tratándose de impuestas como cpieda estableci- 
do.* es inoficioso examinar si la suma demandada es o no ex- 
cesiva con relación a lo cobrado a otras empresas similares, 
por el mismo concepto pitós como antes se expresa, el princi- 
pio ib- igualdad que consagra la Constitución en la cláusula 
que se invoca, se aplica a los impuestos y cargas públicas, v no 
puede haW quebrantamiento de aquel principio si lo cobrado 
no tiene ese earácfcT- 

Que* en todo caso, y en la hipótesis de que se tratara 
de impuestos o cargas públicas, sería de aplicación al sub 
lite la reiterada declaración de esta Corle de que el principio 
de igualdad que consagra el articulo íó de la Constitución no 
es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepcio- 
nes o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a 
otros en iguales circunstancias ( fallos tomo 126. página 280 
y jurisprudencia allí citada) y la clasificación de las empre- 
sas telefónicas en varias categorías |»r orden fie ¡nqiortan- 
cía. no contraría el principio de igualdad mencionado (argu- 
mento del fallo 115. pagina m, considerando j¿* página 135). 

Que ]Jor lo que respecta al derecho de la municipalidad 
para |K-rcibir la suma que es materia del litigio, no puede ser 
examinado en el presente recurso. |>orque ese 'derecho no está 
comprendido en la litis contvstatio. pues la parte actora ha 
prescindido delilHTadainentc de plantear esa legatnlad como 
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cuestión concreta f h. roí, y en consecuencia ese punto no 
ha sido decidido en la sentencia • recurrida (articulo 224. 
ley S«>). 

Por «elfo, y fundamentos concordantes, y atento lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador General, se o infir- 
ma ta sentencia apelada en la partir que lia |x>dido ser mate- 
ria del recurso, extraordinario. N'miftquesc original y devuél- 
vase, reponiéndose el papel anK' el juzgado de origen. 

A. Ii er m e jo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. £. Palacio. — 
J. Fh.veroa Alcorta. 



í>o« Riad ui Mcndkil en c¡ proceso sentido contra Roherta 
Lúncchí y otros, por extorsión y daño, Recurso de hecho. 

Sutnarin; Kl sobreseimiento prowsionai no tiene el carácter 
de sentencia definitiva a los fines de! rceurso extraordi- 
nario autorizado por el articulo 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Caso: Lo explican Jas piezas siguientes: 

DICTAMEN DEI. SEÑOR I'ROC fRADOR HEXERAL 

Butnei Aixt, Diciembre 13 4* 

Suprema Corte : 

Fin conformidad c«n los principios sostenidos por V. 
en los fallos dictados en la causa CLXXII y en las seguidas 
contra Pablo Karaeliini por tentativa ríe estragos, contra Si- 
món Radcrtviiky por homicidio, la ley número 7.029. debe con- 
siderarse ampliatoria y modificatoria del Código Penal, con 
excepción de los casos en que el delito previsto sea contra 
la Xación. 

Por tanto, su aplicación no corespoude a los tribunales 
federales cuando, como en el caso presente, el hecho tmpu- 
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tado mi puede calificarse de delito contra la Nación, sino 
de ampie delito común, como lo es el de arrojar materia* 
dafiosas a los edificios t»artiai lares. 

En consecuencia, según también resulta de la doctrina 
aplicada por V. 1?. en numerosos fallos, no procedí el recur- 
so extraordinario del articulo 14 de la ley de 14 de Septiem- 
bre de 1863 y artículo 22, inciso 3.- del Código de Procedí* 
miemos en lo Criminal, que sólo se da cuando se trata de 
materia federal. 

fosé Nicolás Ataiknso. 

FALLO I>K LA CORTE SI." ¡'REMA 

BotMt Alm, Dídembr« IB <U 1017. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto por don Eladio Mendivil. en el 
proceso seguido comra koberto Lanccia y otros por extor- 
sión y daño, contra la sentencia de la Cámara en lo Crimi- 
nal y Correccional que confirma el sobreseimiento provisorio 
recaído en primera instancia respecto de los procesados An- 
tonio Cabrera y Augusto Zaecagnini. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo que dispone el articulo 436.de! Có- 
«ligo de Procedimientos en lo Criminar el sobreseimiento 
provicional deja el juicio abierto hasta ta aparición de nue- 
vos datos o comprobantes, y de consiguiente 110 decide defini- 
tivamente ta causa puesto que el acusador queda habilitado 
para ocumular nuevas probanzas dentro del término que co- 
rresponda, a fin de modificar la situación creada al reo por 
la decisión de sobreseimiento. 

Que el artículo 22 del citado Código de Procedimientos 
en lo Criminal autoriza el recurso de apelación extraordina- 
rio para ante esta Corte, respecto de sentencias definitivas, 
esto es de las que, con arreglo a la jurisprudencia de esta 
Curte, ponen fin al pleito ti hacen imposible su continuación. 
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Que de lo precedentemente expuesto surge la improce- 
dencia del recurso deducido, pues el auto de ís. 242. confir- 
mado por !a decisión recurrida, resuelve un sobreseimiento 
en las condiciones exprés»» 1 is y en consecuencia no reúne 
los requisitos necesarios para autorizar la tercera instancia 
extraordinaria establecida por la disposición legal citada. 

Que en el supuesto de que se tratara de sentencia defi- 
nitiva, tani|>oco sería procedente el recurso, porque la ley 
7,029 invocada en la causa es ampliatoria del Código Pena!, 
y su aplicación, que incumbe en general a los tribunales or- 
dinario* en cuya jurisdicción se hayan cometido los delitos 
que esa ley reprime, no autoriza, conforme a lo reiterada- 
mente resuelto, el recurso extraordinario deducido- i Fallos, 
tomo ri3, página 263 1 . 

Por ello, y atento lo expuesto y ludido (x»r el señor Pro- 
curador General, se declara no liafter Jugar al recurso. Xoti- 
fiqtiese original, repóngase el papel y archívese. Devuélvan- 
se los autos venidos por vía de informe al tribunal de pro- 
cedencia con transcri]K-ión de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA Ar.CORTA. 

■ , 



Francisco .-tyintr Sobrecamas, en ta causa seguida cu stt contra 
por el delito de extorsión 

Sumario: t." Sostenido durante el pleito que el hecho incri- 
minado ostaha exento de pena a mérito -de lo dispuesto 
por el artículo 19 de la Constitución Nacional, y que el 
conocimiento de )a causa por la justicia federal importa- 
la violar el artículo 18 de la misma Constitución, procede 
el recurso extraordinario del articulo 14, ley 48. 
2." La cuestión de sí la carta que motivó *4 proceso 



DE JUSTICIAOSLA NACION 1 37 

constituye u rio delito, si es o mi uno dé los liedlos que 
eslán exentos de pena, es de los qué deben resolverse por 
■la legislación p.nal. interpretada por el tribunal respec- 
tivo sin recurso ulterior para ante la Corte Suprema, va 
Jó haya sido por los Superiores Tribunales de Provincia 
o ptir Jas Cámaras FederaJcs. 

¿¡,* Es extemporánea a los fines del recurso extraordi- 
nario la alegación de inconstitucionalidad de tina senten- 
cia, hecha en el memorial que autoriza el articulo 8" de 
la ley 4.055. 

4" Xo puede alegar lialicr sido penado sin juicio pro 
vio y que éste no t st llv jera fundado en lev anterior al he- 
dio del proceso, el que lo ha sido por Un ddito de los 
previstos por el Código Penal y ley de reformas núme- 
ro 4. 189. 

5." Las garantías que en materia criminal asegura y 
consagra, el articulo 18 «Je la carta fundamental consis- 
ten en la observancia de las formas sustanciales del jui- 
cio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia 
dictada por ios jueces naturales del reo. 

i»." No procede <•! recurso extraordinario del articulo 
14. ley 48. contra una resolución que declara itta causa 
de la competencia de la justicia federal, fundada en cues- 
tiones de hecho y de prueba sobre d lugar eh que se 
cometió el delito. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 

!*f!XTEXClA DEr, JUEZ PEOKHAI. 

BíWí BiMca, DfekMre 80 4* 1319. 

Y vistos : De la presente causa por el ddito de vxtorsión 
scguula contra Franeiscn Aybar Sobreasas, argentino, casado, 
de cuarenta y un años de edad, agente judicial, domiciliado 
en Viedma, territorio del Río XVgro resulta : 

En Octubre X> del año pasado el vecino de Patagones 
francisco Franco, denuncia ante la ¡.olida de Viedtua haber 
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■ ;¿ 
rccibidú ¡w.r rorreo ocho días antes más o menos, tina carta 
del nombrado AyUir concebida en términos burlones c inju- 
riosos en la que pretende su remitente hacerle victima de unsi 
extorsión, carta de que hizo entrega en el mimo acto el do- 
nunciante y que corre agregada a fs. 3. habiéndola reconocido 
como de su puño y letra e! denunciado a' interrogársele por 
la autoridad |x»!ieird (y. fs. _p, -.'xplicando que la escribió con 
el proposito de t-vítar mayares gastos en el juicio ejecutivo 
qtic seguía contra Franco y a lin de (pie este hiciese cualquier 
sacrificio para pagarle el crédito, materia de dicha ejecución. 
Agregó en tal opirtunidad míe. como lo anuncia en sn caria, 
el misni.i rita de su interrogatorio había solicitado testimonio 
legalizado del pagaré que servía de Imse a 'a ejecución, así 
como th.'! protesto y del acta de reconocimiento dé firma, pan 
pedir la declaratoria de quiebra de Franco, contra quien no 
le ha animado ningún propósito delictuoso ni ofensivo, en 
prueba de lo cual retira cualquier frase que pudiera mortificar 
al destinatario. 

Klwado al juzgado letrado -A sumario de referencia, fué 
decretada la detención de Aybar, cuyo defensor solicitó e' so- 
breseimiento. |<t-tk'ÍMü (pie fué resuelta negativamente i»or -.4 
auto de fs, 20 vta.. en el que. al mismo tiempo, el juzgado de 
primera instancia convirtió en prisión preventiva Ea detención 
del procesado: siendo esa resolución confirmada en todas sus 
partes |jor (a Kxma. Cámara a fs. .?(>, 

Radicado luego el juicio ante el infrascripto por disj li- 
ción del mismo tribunal < v. fs. 78 ) Aybar ratificó sus decla- 
raciones de fs. _' y de fs- 12 vta.. •expresando que; la carta a 
Franco fué dirigida después del quince de Septiembre y ante 4 - 
del quince de Octubre del año mil novecientos quince I v. inda- 
gatoria dv fs. 87). 

Renovada luego |>or la defensa !a pei.eión i, sobresei- 
miento, después de oídos el ministerio fiscal y el aliogado d¿ 
Franco, pues éste se hábil hecho parte cómo querellante, fue 
desestimada la nueva solicitud por auto de fs. 112, (pie. al 
mismo tiempo declaró clausurado ci sumario di s| Hiñiendo se 
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(Ucra a éste el tramite prs^rfpi|o por el ártíciiíb 457. Código de 
Procedimientos. 

Notificad;* y c^enjida esa resolución, el prueesado pre- 
sentó en 2 de Septiembre o! escrito de f&. 121, planteando 
cuest iones previas, entre- otras, la (Je incompetencia de juris- 
dicción que había sido ya promovida. substanciada v resuella 
en pringa y sesuda instancias. |)or' separado, dictándose, en 
consecuencia, pót él infrascripto el auto de fs. i.p vta., par 
el une se rechazan como articulaciones de pronunciamiento 
previo las excepciones introducidas extemporáneamente. 

Con tales antecedentes y los acumulados en los distintos 
expedientes tf ue de una y otra parte invocan d denunciante 
y el denunciado, expedientes que lian sido concentrados todos 
en este juzgado para svrvir de elemento de juicio en esta causa, 
el señor procurador riscal formula acusación a fs. 132 solici- 
tando !;i condena dd procesado, como autor de! ddito de ex- 
torsón pru visto en el inciso /•) del articulo 20, ley número 4.1 So, 
a la pena tk tres años de penitenciaria y accesorios legales, 
expresando qtie solicita ese niiiiimuii porque tiene en cuenta 
la falta fie daño causado. 110 haberse cumplido el objeto pro- 
puesto por al autor del hecho y la errónea creencia en que él 
mismo pnd haber estado de (pie ejercía un derecho: según 
fo ha sostenido repetidamente en sus indagatorias. 

Ej querellante a su turno, estimando plenamente probado 
el delito de extorsión y evidenciada la intención dolosa, soli- 
cita contra Aybar la pena establecida en el articulo 20. de la 
ley número 4.1X9, con 4a rebaja proi>ore¡onal a que se r.-nere 
el articulo 3." de la misma, accesorios legales y costas- 

Evacuando q\ correspondiente traslado. I-rancisco \ybar 
personalmente hace su defensa por medio del escrito de fs. 148, 
en el qiti . reproduciendo las excepciones alegadas a fs. 121! 
dice de inconstitucional idatl y de falta de acción, Invoca al 
efecto los articnlos 18 y uj de la Constitución Nacional y i." 
y 207 del Código de Procedimientos Criminales sosteniendo 
que. como la carta que se pretende extorsiva no lo es, y en 
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cambio, sólo puede aprcviarse como d ejercicio ; >r su parte 
ile un derecho cual es él de haber conminado a Franco al pago 
de un Icgitino crédito suyo, las disposiciones constitucionales 
antedichas resultan violabas |x>r halier sido procesado a cansa 
de una acción privada no ofensiva a la moral, ni p.-rjurticial 
jiara terceros, exenta |*>r consiguiente de la autoridad de los 
magistrados, pues no existe ley anterior al hecho del proceso 
(pie ealififpK.' de delito el tal hecho. 

Abierta a prueba la causé, se suspendieron los efectos del 
auto cOrres|MtudioiHe. a petición del interno procesado. \¡ara 
correr traslado previamente, a los acusadoras, de las excep- 
ciones planteadas, las que fueron contestadas ]>or el señor Pr«>- 
curador Fiscal y p>r el cpierellante i>articu!ar a fs. 185 y 187, 
reactivamente. 

Renunciado luego expresamente de conformidad de par- 
tes el trámite fie la prueba, quedó la cansa en estado de sen- 
tencia el 21 de Noviembre último (y. fs. 10,3/. 

Y considerando: 

1." Que u«> existe ¡a violación •!■:■ la cláusula constitucio- 
nal nñmero i 8. pues si pojr esta sentencia llega a ser penado 
Aybar no lo habría sido sin el juicio previo que aquella dis- 
posición requiere, incoado jior presunta infracción al Código 
TVnal. o mejor dicho, a la ley de reformas número 4.189 en 
el capituló relativo a 'a extorsón, anterior al hecho materia del 
proceso, y por su juez natural. 

2" Que alegar la violación de 'la otra garantía constitucio- 
nal— ta del articulo 19— importa incurrir en una petición de 
principio. Precisamente habrá de ser materia de esta decisión 
si la carta dirigida por el fin cesado al querellan te es una de- 
esas acciones privadas inofensivas al orden y a la moral pú- 
blica, p si, a! contrario, constituye un hecho delictuoso. 

Por lo pronto, en esto último concepto ha sido apreciado 
i urna facU\ no sólo por et señor juez letrado del Rio Negro 
si que también |>or la Kxma Cámara Federal de La Plata, al 
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resolver negativamente d sóbrese miento pedid» j H) r el defen- 
sor fiel encausado, 

|.° Que. en cuanto al cuerpo del presunto delito él es- 
tana constituido por Ja carta de fs. 3, reiteradamente recono- 
cida por el procesado como obra suya < v. dedáraciones dé fs, 
4. ís. ta vta. y fs. 87 y escrito de defensa de fs. 148 j. 

4." Que a efecto de mejor establecer la calificación tegal 
correspondiente a esc hecho, son de tener en cuenta los diver- 
sos expedienta judiciales relacionados como antecedentes, inclu- 
sive las actuaciones mencionadas en la misma carta, según 
\r> tiene dispuesto la Kxma. Cámara en su auto de tí m con- 
firma tono del de prisión preventiva- 

Al respecto es de observar que. reemplazadas las dik** 
sicotes del Código Penal en el capítulo relativo a las ame- 
nazas y coacciones, las nuevas sanciones introducidas ,>or el 
articulo 20, de la ley número 4.180. han iiermaneeido incor- 
I»oradas al título VI (¡t® trata de las delitos contra las ga- 
rantías individuales, siendo perfectamente exacta la referen- 
cia hecha por el señor procurador fiscal en su escrito de fs. 
historiando el origen de las nuevas disposicioiKs, a*í como el 
disumo que tiene la del inciso n. Lo rpie nuestra lev quiere 
reprimir es sencillomcnte. la extorsión, o sea. la acción me- 
díame la cual un sujeto pretende obtener de otro indebida- 
mente alguna cosa, por fuerza moral o física. 

Viniendo al caso <k- autos nos encontramos con que e] 
procesado en tono Imrlón amenaza al querellante con la quie- 
bra que será su ruina y con Ja cárcel para su hijo, por ha- 
herle injuriado y calumniado, sino le entrega trescientos pesos 
y «« pagaré por cuatrocientos. 

I':ira dar sin duda más fu-rza a su amenaza, para me- 
jor impresionar el ániir*» del destinatario, le recuerda en el 
segundo párrafo prevenciones rmteriores. también de cárcel 
y fie fier juicios ya cumplidas. 

|1 hoy acusado alega en su defensa íjite esa su carta 
lejos de o instituir rftfito. no afecta siquiera la moral puesto 
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que tiende a evitar a su deudor lo* males anunciados, y por 
parte suya, al cobro de tm legitimo crédito. 

\ hipa, u-1 origen de «esc pretendido legítimo crédito fía 
sido aplicado por el propio Aybar eti su indagatoria di- Es. S;r. 
resultando ser a su »« el fruto de otra anterior extorsión; 
puesto que su calidad de apoderado de Rosario Barílás rio 
/. creaba vinculación alguna personal, en derecho, con respec- 
to á Francisco Franco, y sin embargo, aparece haciéndose pa- 
gar cnii seiscientas pesos en efectivo y ¡cuati el pagaré de seis* 
tientos motivo de su carta, el desistimiento de la qucrdla que 
como apoderado del nombrado Barita presentara contra Fran- 
co, y mediante la cual obtuvo la prisión V éste. 

Confrontan tío las piezas de los distintos expedientas traí- 
dos ad cf fechan udcmii y sus corres] H»ndientcs fechas ptíeda 
apreciarse claramente el cfcrlo que se ba buscado causar con 
la carta de fs. 3. "Va sabe usted. c|ite marcho ron paso Km 10 
Péío seguro. Kti Diciembre y hasta antes de este mes le pre- 
vine que arreglara Más larde le dije que arregle p-.r- 

que de lo contrarío marcha ría a la cárcel'*. 

Qué habría jiodido arreglar Franco? — la situación que 
k- había creado su demanda de tercería résped > a las veinti- 
cuatro líordakzas de v ino emkirgadas a Francisco líarilá |>or 
Ayttar Sabrecasas como apoderado de líosario ríanla én la 
ejecución |for quinientos veinte pesos. 

Desoída ptr Franco la incitación, según se K> reciten! « 
Aybar en c 1 párrafo s-.gtmdo ya transcripto, e! hoy proce- 
sado »c presenta én 26 de EHciémbre ile 1014 suscribiendo a 
niego dé R< -ario líarilá un escrito en e! que asume el roí 
(k* querellante 1 ver fs. í» expediente número 10.6101. 

Encarcelado Franco < v. fs. 7. misino expediente» Ay- 
bar se presenta como apoderado del querellante el 5 de Mar- 
zo de tijjíjj, (Vi fs. 141 y al día siguiente — ñ de Marzo — 
desistv ile la querella y pide se archive el espediente I s. 15). 
Ksa misma fecha — i> de Marzo — . ¡leva el pagaré val r de 
seiseient.is ptejos que ha servido de base a Aybar para el 
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juicio ejecutivo que ha pretendido arreglar también median- 
te las amenazas contenidas en la carta que ha servido de base 
a este proceso ív. el payaré agregado a fs. 23 (fe! expedien- 
te número 1 0.1/14 > y a su respecto cabe observar que, evi- 
dentemente el ex ajHxkrado rj§? Rosario Harilá se ha preva- 
lido de ese caráeter y de la situación creada a Franco para 
hacerse otorgar a su nombre un documento de obligación, 
amén de los scisckiitn* peaos en efeeiñu. Siendo míe. cómo 
ames he dicho ninguna vinculación jurídica podía nacer fie 
esa situación, entre Franco y el referido apoderado de lía- 
rila. Para dar al pagaré la forma usual, dicha obligación 
reza otorgada "|H>r igual valor recibido", siendo que. todos 
los antecedentes acumulados, aún los suministrados pnr Ay- 
bar, demuestran que de éste, sólo disgustos habia recibido 
Franco. 

Estimando, pues, que la carta «le fs. 3 es amenazan- 
te y que en ella se conmina a la entrega de una suma de di- 
ner>. y de un documento de obligación, el inírascriptn jmga 
que el caso se encuadra en el artículo 20. inciso b de la ley 
núiiKTo j,.i8o. debiendo calificarse de tentativa de extorsión, 
l*tr no halwr obtenido su firmante el objeto propuesto. 

5." Que al procesado corres|Jon(ie la calificación dé úni- 
CO autor de acuerdo con el articulo 21. inciso 1." Código 
1 tenal. 

(>." CJue no existen circunstancias atenuantes ni agra- 
vantes. 

7." Que la pena a aplicar es en consecnenca. ta deter- 
minada en el artículo 20. inciso o. de la ley número 4.189. 
con I¡is reglas cstahlccbhis por los artículos í>." y 3." ¿e la 
misma. 

Por estos fundamentos fallo condenando a Francisco 
Aybar Sobretasas a tres años de iwniteucíaria. accesorios le- 
gales y pago de las costas del juicio. Noiifiquese con el ori- 
ginal, regístrese y consentida o ejecutoriada la presante pón- 
gase al reo a disjKisicióu fiel P.uler Ejecutivo para el cum- 
plimiento de la pena. — /;. }. M arenco. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

\ vistos, considerando: 
Respecto tkH recurso de nulidad: 

Que no existe en la sentencia de autos violación algu- 
na de l:ts formas sustanciales preseriptas en el articulo 4115 
del Código de Procedimientos, habiéndose planteado y iv- 
südto por el íi ijiio las cuestiones de hecho v de derecho per- 
tinentes a la causa. 

Que no existo tampoco, violaciones constitucionales en 
relación a los artículos 18 y 19 de la carta fundamental. 1.a 
libertad de defensa de] procesado, en este juicio, ha sido am- 
plia y ha dicho eti él cuanto ha querido o creído útil para su 
exculpación,, deludiéndose ]ier*>na¡lnieut¡; o por intermedio 
de letrado. 

El rigor de los castigos disciplinarios, que hubieron de 
aplicársele, por más abusivos que fueren, no han coartado la 
acción judicial en momento alguno, pues siempre ejerció los 
recursos que creyó o|jortuno. 

Si el hecho o los hechos uuc han dado margen a la acu- 
sación de Ayhar Sobrecamas, constituyen o «o delitos, es cues- 
tión que atañe al fondo riel asunto, y no puede decirse que 
haya violación del artículo 19 de la Constitución porque el 
a qtio se haya pronunciado por la .afirmativa, en contra de 
Ja opinión de! reo. En toda semencia criminal se impone 
el pronunciamiento sobre la existencia del cttérjx) «leí deli- 
to, y el (l <¡„ no ha hecho otra cosa al resolver como ha re- 
suelto. 

íjue la compettmeia, en razón del lugar en que co- 
metió el delito. quedó definitivamente resuella por auto d¡¡ 
fs. 30. confirmatorio del de fs. 30 vta. 

Hik-, a mayor abundamiento a ese rcs|>ecto. debe ale- 
garse que el hecho de autos no ha fie contemplarse solamen- 
te frente a la carta de fs. $ sino también en relación a los 
demá antecedentes ejii-.- le díeroti origen y qu¿ suministran 
los expedientes agregados tramita dos ante el juzgado de 
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' .- * 

Río Xegro, en los cuates se hallan las cansas directas de esU- 
proceso, como bien lo observa el dictamen de fs. 132, 

De manera que el destino de dicha carta no* es d único 
factor que determina la competencia, sino los demás hechos 
en ella misma recordados. 

Kn cuanto a la apelación: 

Que el delito de extorsión epilogado, o claramente ma- 
nifestado, en la carta de fs. 3, ha merecido del a quo la ca- 
ficactón legal que le corresponde en justicia, tanto en su gé- 
nero, como c.( sn especie.* al ser encuadrado en el articulo 20, 
incisos a y b de la ley 4.180, relacionado con el 3." de h 
misma . 

Independientemente de lo expuesto por el fiscal «1 su 
acertado dictamen de fs. 132., basta leer la carta aludida 
pa ra convencerse de que Cotia -HIa importa una amenaza para 
el destinatario "de llevarlo a la quiebra, que sería su ruina, y 
a su hijo a la cárcel, etc.". 

Pero donde el delito queda perfectamente caracterizado 
y el propósito de la amenaza al descubierto, es en la parta 
que agrega; 

"Traiga usted trescientos pesos, fíniKine un pagaré 
por cuatrocientos pesos con garantía a ¡>lazo ríe cuarenta 
dias. y iKiratizo la ejecución y la acción criminal contra su 
hijo. Caso contrario, seguiré adelante, la que significará para* 
usted su ruina, como comenciante. pagar mayor cantidad de 
intereses y costas de su deuda, y la prisión de su hijo". El 
dictamen fiscal de primera instancia pone de relieve el alcan- 
ce y significado de esta amenaza y demuestra acabadamente, 
su carácter delictuoso (fs. 132). . 

Xo puede negarse que el procesado Aybar ha intentad' 
obligar a Franco, por medio de amenazas escritas, a sus- 
cribir un documento de obligación y aún a la entrega de fon- 
dos ; y ante los términos claros y precisos del inc. b del artícu- 
lo 20. se evidencia el detito. 

Se ha olíservado que el ejercicio tk* un derecho no pue* 



46 FAtWM DB LA C01TE SVF1EUA 

fíe importar una extorsión y r¡uc Aybar lo habría ejercido 
promoviendo la quiebra de Franco y la acusación de su hijo; 
y la oliservación sería exacta, si el procesado hubiese acu- 
dido a los tribunales ejerciendo las acciones que viere con- 
venirle, l'ero. en el caso de autos, .\ylwr ha amenzado a un 
. hombre y a su hijo, con la mina y con la cárcel, sino le en- 
tremaban una suma determinada y estos hechos, constitutivos 
de un anuncio de grandes niales, que cesarían mediante acue- 
lla entrega, constituyen también actos ilícitas punibles, por 
cuanto están destinados a presionar el ánimo del amenazado, 
y a cohibirlo, con violencias morales, en la determinación' 
de su voluntad, con mengua de su libertad individual. 

Que no habiendo llevado a cal» el objeto «le ta extor- 
sión, corrresponde considerar el hecho acusado como trnta- 
tiva. pues la ley 4.189 sólo equipara esta al delito consuma 
do en el caso del inciso c, artículo 20. es decir, cuando las 
amenazas consisten en revelaciones o imputaciones difama- 
torias . 

Que por las circunstancias especiales de la causa, expre- 
sadas por el fiscal a fs. 136 vta.. cuando dice que Avbar pudo 
j priwdcr. como lo hizo, en la creencia de que ejercía un de- 
recho, para derivar de ello la atenuante general del articulo 
% inciso 7.". correjqiondería aplicar al acusado, por el delito 
consumado, el mínimum de la pena establecida en el artículo 
20 inciso a, o sea tres años de |Kmilcnciaria. 

Tratándose de tentativa, procede su reducción en un ter- 
cio, de acuerdo con la regla del artículo 3;» ley 4.180. 

F*or estos fundamentos, los concordantes de la acusa- 
ción fiscal de fs. 132 y sentencia apelada. Se rechaza el recur- 
so de nulidad y se confirma ésta en jo principal, reduciéndo- 
se la pehá a dos años de penitenciaría . 

Compútese la prisión sufrida desde la fecha de la deten- 
ción de acuerdo con el artículo 49. del Código Penal. De- 
yuéíyae, _ y„. ft ; — R. Cuido Latallt, — Antonio 

Aíarcfítaro. 
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fallo de la corte suprema 

Bunio* Aires, Diciembre 23 de 1917. 

*\ vistos: El recurso extraordinario interpuesto contra 
sentencia tk la Cámara Pediera] de La Plata, en él proceso 
seguitl.» a Francisco Aybar Sobrecamas, por extorsión, 

Y considerando : 

One se lia sostenido en el proceso, en lo substancial: 
at <|ue el hedió incriminado estaba exento de |.\«na a méri- 
to de ta disposición que contiene el articulo ly de la Consti- 
tución, según el cual "las acciones privadas de los hombres 
qi*¿ de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, 
ni perjudique a un tercero, están sólo reservadas a Dios y exen- 
tas de la autoridad de los magistrados". — y también por- 
que ■"ningún habitante de la Nación puede ser penado sin 
juicio previo, fundado en ley anterior al hecho del proceso" ; b¡ 
que la justicia federal es incompetente tiara entender en la causa 
y su conocimiento importa violar el articulo 18 de 1 Cons- 
titución en cuanto establece quv ningún habitante de la Na- 
ción j inede ser juzgado por comisiones esjieciales o sacado de 
los jueces designados por la ley antes del bocho de la causa; 
c) en que lia habido violación de la defensa en juicio, enntra- 
riándose así otra cláusula del citado articulo 18 de la Cons- 
titucipn . 

<Jue estabkcido lo que precede, el recurso extraordina- 
rio de apelación, interpuesto y concedido, es procedente y asi 
se declara. 

Que respecto al de nulidad que se menciona >:n la cons- 
tancia «le fs. 260 vuelta, el articulo 6, ü de la ley número 
4,055 no lo autoriza para ante esta Corte, según se despren- 
da de su texto y propósitos y ha sido decidido en casos aná- 
logos (Fallos, tomo io¿, página 43: ir 2. pagina 121 y otrosí. 

Que en cuanto al fondo cabe observar: One si la car- 
ta motivo del proceso constituye o n<> delito, sí es o no uno 
de íi>s luchos qtté están exentos de pena conforme a las dis- 
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luiciones legales invocadas, es cuestión a resolverse por la 
legislación penal común, interpretada por el tribunal reac- 
tivo s ,n recurso ulterior para ame esta Corte (artículo ¡5 . 
ley numero 48 j. y¡ circunstancia aducida en el memoria 
de fe 209 de que la sentencia arlada ha sido dictada por la 
Cámara Federal de U Plata, «o nidifica esta contusión, 
pues esta Corte Suprema se encuentra sometida en los re- 
cursos extraordinarios deducidos contra sentencias de las Cá- 
maras Federales, a las mismas restricciones ' qu e en los re- 
cursos de idéntica naturaleza deducidos contra sentencias de 
los tribunales superiores de provincia (Fallos, tomo 120. 
K»ia 359). ' ' 

Que si la aplicación del Código Penal puede o no dar lu- 
gar al examen de una sentencia coando se ha sostenido qm 
algunas de sus disposiciones son re|nignantes a la Constitu- 
ción. <s un punto que no puede ,er materia de pronuncia- 
miento en esta instancia, porque se ha alegado extcmpmá- 
neamente, esto es. en el memorial míe autoriza el artículo 8 o 
<le la lev 4.055 (Fallos, tomo 104. ingina 407 v otrosí. pu« 
110 aparece sostenido f n el proceso que determinados artícu- 
los del Código Penal sean inconciliables con alguna garanth 
constitucional. 

Que el procesado n ,i puede ak^ar con verdal que ha 
sido penado sin juicio previo, y q,, e éste no estuviera fufa- 
do en ley anterior al hecho de! pmeeso. puesto que es ck- toda 
evidencia que el delito que motiva la sentencia recurrida es 
de los provistos por el Código Penal y lev de reformas 4.18,, 
dictadas con anterioridad at hecho que se le imputa. 

<>e por lo que hace a la gar.mtia del articulo 18 de la 
Constitución, en la parte que se relaciona con la defensa en 
juicio, esta Con-.- ha declarado reiteradamente que las ga- 
rantías que en materia criminal asegura v consagra el ar- 
ticulo 18 de la carta fundamental, consisten en la observan- 
cia de las formas substanciales del juicio, relativas a la acu- 
sación, defensa, prueba y sentencia dictadas por los j, Kt es 
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naturales .Id reo. (Fallos, tomo 125, ¡¿gime 10, 72 v 10S 
entre otrosí. formalidades qilc cn ri caso a|mccn 
nm toda amplitud ; y si llo han prosperad,» esas defensas, ello 
importaría en suma, que el tribunal respectivo interpreta la* 
levvs miL . a]lí)ca( con un tT¡terio (|¡slin(o a| ^ ¡iroccsa(b ^ 

sus defensores pero no que la defensa haya sido objeto de res- 
tripones incomibles con la garantía constitucional citada. 

gUé respecto de la competcitcia de la justicia federal, la 
decsuM, recurrida liaee cmistar " ( ,ik- el hecho de autos no ha 
de contemplarse solamente frente a la earta de fs. 3 . sino 
también en relación a los demás antecedentes que í¿ dieron 
origen y que suministran los expedientes agregados, tramita- 
dos ante el juzgado de Rb Negro, los cuales se hallan las 
causas directas d e este proceso" (f s . 253 vuelta), es decir 
míe se funda en cuestiones de hecho y üV prueba sobre el lu- 
gar en q (Ie se cometió el delito, y en consecuencia extrañas 
al presente recurso. (Fallos, tomo gft Ingina 403; 115. pá- 
guia 405; 119, página 172 y otros I . 

l»or ello, se confirma hi sentencia apelada en la parte 
que ha podido ser materia fiel recurso. Jíotifiquese «ri e ¡. 
nal y devuélvanse. 15 

A. ÉKKMKJO. — XicAXOR G. DEL 
SOLAR. — J. FhXl-HoA j£¿ 
CORTA, 



X O 1' A S 

K11 1." de Dicwiibre no sc hizo lugar a la uueja áéá¿ 
cída ix>r Luis AI. Ycbrin. en el juicio seguido contra Fran- 
cisco Jacinto, sobre quiebra, por no constar que contra la re- 
solución de los tribunal™ de la provincia de Buenos Aires 
se hubiera interpuesto recurso alguno que le hubiera sido de- 
negado y aparecer, además, que el caso había versado <obr- 
aplicación de un artículo dé la ley de quiebras incoriioradu 
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al Código fie Comercio y extraña, por consiguiente, al recur- 
so extraordinario interpuesto. 



Om fecha de fte Diciembre la Curte Suprema declaró no 
h:-ber lugar al recurso do queja j>or apelación denegada por 
Midi llaggard Unge en autos con r'rithijoj Jlonts. sobre 
abordaje, jn>r no eorrcsjioiider a ella sino a las cámaras fede- 
rales el o cocimiento de los recursos por justicia denegada o 
retardada : *>or no haber sido cu-.ytionada durante el pleito 
la garantía constitucional invocada al interponer el recurso 
extraordinaria y por tratarse de cuestiones de derecho común. 



Con fecha 6 fué resucita en análogo sentido la queja pre- 
sentada l*or Adolfo J. I'errone en autos con Clises Di Cinli, 
sobre cobro de medianería, por cuanto el recurso interpuesto, 
invocando et artículo 340, incisos t," y 2" del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital, no procede |«ira ante ¡a Corte Su* 
| trema, a que se agrega. que la causa ha sido planteada y re- 
suelta por alilicación ele disposiciones del Código Civil, extra- 
ñas al iwnrso extraordinario del articulo 14, ley 48. 



Kl ifrt fué resucita la queja presentada por don Kladio 
Mendivil en ej proceso segtiido contra Roberto Lanccia v 
otros, por extorsión y daño, declarándose!*: 1 improcedente en 
razón de que el recurrente no interpuso el recurso extraor- 
diario para ante la Corte Suprema y. por consiguiente, éste 
no le fué denegado, a lo que se agrega que !a ley número 
".ojo, a que se hace referencia en la queja, es ampliatoria del 
Código f\nal. y su aplicación cu general, es extraña al recur- 
so deducido. 



1CI 20 del 1 ni si 110 fueron igualmente declaradas improce- 
dente* las quejas interpuestas por don Fabián Dolí y doña 
M;iria Dofl de Costa en los juicios seguidos por tercería con 
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Otto He.nberg y Cia..y vi Banco Franco Argentina. Mr no 
ser prudente para el tribunal € | recurso previsto en el ar- 
t.cnlo ií4 o *Iel Código de IWdimíentos de la Capital y ca- 
rear de aplicación diiwta a las tercenas que «• menciona,, 
el ariictdo 17 de la Constitución Nacional. 

|ti la misma fecha no" se lii*o lugar a la queja deducida 
jK>r Camljlor Hermanos en autos Con la Municipalidad d_- 
la Capital, sobre desalojo, por tratarse en el juicio rcs lM > 
tivo de la aplicación e ¡nUvpretación de la lev de juificiá 
de paz de carácter local y )N .r ío mismo extraña a! recurso 
interpuesto. 



Igualmente y en la misma fecha, 110 se hizo lugar a ta 
queja interpuesta ,>or Francisco A. Acera, en autos con fuan 
, Cazt ' s > «^'salojo, jw cuanto los recursos previsto* 

cu los artículos 284 y .140 del Código .le Procedimientos de 
Ja Capital son improcedentes [«ra ante oí tribunal v las cues- 
tiones de carácter procesal mencionadas son extraña, al re- 
curso extraordinario deducido. 



hn ía misma fecha no hizo lugar a la queja de An- 
tonio Paparon! en el juicio n uc por homicidio se le signe 
ante los tribunales de la provincia de Buenos Aires p „ r 
cnanto las decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la 
moneionada provincia, relativas a la extensión de su propia 
competencia regida ,»or la Constitución y leyes locales son 
ajenas al recurso extraordinario del articulo 14, lev 48, se- 
gnn lo reiteradamente resuelto. 



^ Con fecha 22 fué rechazada la queja interpuesta |>or 
Salvador Mautone en autos con Rafaela Tenerietto; sobre 
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substracción de correspondencia, jx>r no llenar los rvtjuisi- 
tos establecidos por el artículo 15 de la ley númerg 48, 

Kn a> d? lítiero de U)i». no se hizo lugar al recurso 
de habeas corpa interpuesto por Bal bino Machuca en fa- 
vor de Antonio Guerra, por 110 corresponder a la jurisdic- 
ción originaria de la Corte Suprema, determinada en el ar- 
ticulo 101 de la Constitución, el* conocimiento en primvra 
instancia (Je dichos recursos. 



19 ¡8 

Ferrocarriles del listado en autos con don Tomás Lobos y 
doña fnsatira Cardoso de Torres, por daños y perjuicios; 
sobre exoneración del uso de papel sellado. — Recurso 
de hecho. 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
tey 48, contra una sentencia denegatoria rk.' un derecho 
fundado en la ley cs-íecial número 6.757. ( Exoneración 
dej uso ile papel sellado). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

OICTAMÉN éEt sbSor I'HOCURADOR'CR.VKRAI. 

Suprema Oírte: 

Resultando de lo informado que la resolución dictada 
par el Superior Tribunal de Salta es contraria al derecho 
invocado por el apelante y fundado, según ella, en una ley 
del Congrw>. la nú. ñero 48. creo (pie. conforme al articulo 
14. inciso ,V de la husma, corresponde (pie se otorgue el re- 
curso interpuesto, pidiéndose en consecuencia los autos, al 
) ribunal mencionado. 

Bueíios Aires. Diciembre de 1917. 

José X ¡colas Maticnco 
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FALLO DK HA CORTE SrPRl-MA 



i JUm. Febrero 2 <ft mt. 

Autos y vistos : $\ recurso de queja por ^-negación del 
« raordmano deducido para ante el Superior Tribunal de 
balta ¡Kír el representante d e los Ferrocar riles del Kstado 

?J"T ° m <I,>S TümÍ * ^ H0ña h,sai,ni Canb "> d * 

V considerando: 
Que del inform, expedido por el Suprior Tribunal de 
k " -nn-incB dé Salta ( fs. ,3 y s igts.> y de lo expuesto ,* Jr 
el recurrente a fs, t. resolta que en los juicios a qUe se alude 
el representante de los Ferrocarriles del listado ha sostenido' 
que la lev nacional turneo f W57 exonera a estas empresas 
de uso de ,>apel sellado, y e| tribunal de referencia ha dic- 
tado sentencia contraria al derecho fundado en la ley espe- 
c.a citada, que ¡x>r consigúeme, procede el recurso 'autori- 
zado p„r el artículo ,4 de la ley 48 y &• de la lev 4.05^ y 
asi se declara. ' J * 1 

_ Ivn su mérito, y atento lo expuesto y pedido pr.r el se- 
ñor I rocuradur General, líbrese oficio a | Superior Tribunal 

Corte r ° VM,da Sa!ta ,,ara T rC, " Íta ' OS a estií 

Nicanor G. dkl Solar. — D, E. 
Palacio. — J. Figuehoa Al- 
corta. 



ttc¡/atha 

Sumario: U ley r .o^ de defensa social, es si,p!etoria del 
Lodigo Penal y s„ aplicación incumbe, en general, a los 
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tribunal.-* ordinarios en cuya jurisdicción se hayan co- 
metido los delitos que esa ley reprime. 
Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEI. SEÑOR JUEZ FE. 'ERAL 

La Puta, N«vit»bn !fi ét mi. 

Mm y vistos: No habiendo ocurrido el hecho delictuoso 
a que sv refieren estas actuaciones en lugar de jurisdicción 
absoluta y exclusiva del Gobierno Nacional, importando las 
disposiciones dé la ley social qu e se dicen transgredidas una 
reforma de las disjiosiciones ¡icrtiucntcs del Código Penal, cuya 
aplicación corres;nHidc a los tribunales locales, arts. 67. inciso 
11 y 100 de la Constitución Nacional y de conformidad con 
lo establecido ya por la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia de la \" ación en fallos fie los tomos 1 1 3. pág. 2%; 
"5- pág, -255 : i"?. pág. 14^: 118. |>ág. ífjp ny. pág. i$t.y 
l2 °' ¡$jft* "3 y 134. se ileclara el infrascripto i nemn] tétente 
para entender cu la presente causa contra línrirpie Clissi por 
lesiones a Plateo Alonso; en consecuencia, vuelvan estas ac- 
1 liciones a: señor Juez del Crimen del Departamento del Cen- 
tro ductor José P. iMlegrini para que se sirva conocen con 
el nficio de estilo, haciéndosele presente que en caso de insis- 
tir en su resolución de fs. if». delira elevar los autos a la 
Suprema Corte* de Justicia Nacional, para que éste Tribunal 
Superior dirima la contienda de competencia negativa. Pón- 
gase el detenido a disposición de? antedicho magistrado, ofi- 
ciándose a la policía, y iioti Piqúese al ministerio fiscal. * 

C" Zwúulla. 

DICTAMEN* DEL SESO* PROCI RADOR CE S ERAL 

B-eios Aire*, Diciembre 5! de UH7. 

Suprema Curte: 
1.a ky j.oxu debe considerara- ampliatoria y modifica- 
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tbri| del Código Penal, con excepción de los casos en que 
el delito previsto sea contra la Nación. 

Por tanto, salvo esos casos, la aplicación de aquella ley 
errrt-spH mde a los tribunales comunes. 

Así lr> tieiv.- V. K. resuelto en varios fallos entre otros 
en el dictado en la causa Ci.XXÍI. 

lín consecuencia, por tratarse en éste juicio de un de- 
lito onmin. ya previsto en la ley de reformas número 4.1*;, 
artículo 30. inciso 1.". aunque su penalidad haya sido agra- 
vada ,?n el articulo 25 de la expresada ley 7.029. opino que 
su jitzgaffliento no eorrts¡HHid e a la jurisdicción federal, y 
pida a Y. lí. asi lo declare. 

fosé Xicahte Matíenso. 

FALLO LA COHTr. SUPREMA 

Biicmi Aira, Prtrtro I «c |«I8. 

Autos y vistos: La contienda negativa de comi^iencia 
entre el Juez del Crimen de la ciudad é? Mercedes ( Pro- 
vincia de líucnos Aires 1 y el Juez Federal de la ciudad de 
Esa, Plata para ronoeer en el proceso s-.guidu contra Enrique. 
Ülissi, jwr lesípties. 

Y considerando : 

(Jne esta Corte Suprema ha declarado reiteradamente 
que la ley 7.029 es ampliatoria del Código P¡*iaJ y su apli- 
cación incnmlie. en general, a los tribunales ordinarios en 
cuya jurisdicción se hayan cometido los delitos míe esa ley 
reprime (Proceso |w>r extorsión y dañus. contra Roberto 
Lancia y otros, fallado el 18 d e Diciembre de 1917. y juris- 
prudencia allí citada f. 

Que el Mechó de que el delito imputado al proejado 
este previsto por H articulo 25 de la ley 7.02. } y que con 
arreglo al artículo 32 de esa ley su juzgamiento corresjioitde 
a los tribunales nacionales, no desvirtúa la regla general de 
qué los jueces federales sólo deben conocer d c los delitos 
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que afecten al orden nacional o que se han cometido en alta 
mar o en lugares «loríele el Gobierno- Nacional ejerza juris- 
dicción exclusiva, porque si el articulo 32 de la ley aludida 
hubiera de interpretarse en el sentido de que todos los deli- 
to* reprimidos por e Ha. sin distinción de instituciones o per- 
sonas ofendidas, ni de lugares de tjec um sean de la com- 
petencia de los jueces federales, se habría investido a éstos, 
en la Capital y Provincias de una jurisdicción más extensa 
de ta que el Congreso puede conferirles. (Fallos, lomo )„>o. 
páginas 63 y 134, cn tre otrosí. , 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido ¡>or el señor Pro- 
curador General. s e declara que el conocimiento de esta causa 
corresponde al señor Juez del Crimen de la ciudad de Mer- 
cedes. Remítansele en consecuencia, los autos, y avísese ]»r 
oficio al señor Juez Federal. 

Nicanor G. \m. Suj.ak. — D. E. 

# P.\ LACIO. — J. FIOI-I-KOA Al- 

C< iKT.\. 



ih lor y Compañía, -cu autos con el fisco de U pratñwia de 
Tucumún sobre incompetencia de jurisdicción por inhi- 
bitoria. 

Sumario: Las acciones ]Mir cobro de impuestos provinciales 
son de la i-vclusiva competencia de los tribunales lóca- 
les; en^ consecuencia, es improcedente una cuestión de 
incompetencia |»or inhibitoria deducida ante la Corte Su- 
prema en juicio seguido por el fisco de una provincia 
l>or cobro de patente y multa. 

Caso ? Lo explican las piezas siguientes: 

1 
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DICTAMEN nEí. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BMn« Aire*, mvitmhte 2S «t 1917. 

Suprema Corte: 

La cédula ele fs- j. haciendo conocer a Delor y Cía., de 
esta plaza !a demanda entablada contra ellos a nombre del 
fisco de la J'rivincia de Tiyumán, así como del emplazamien- 
jo dictado en su contra |xj.t un juez de primera instancia en 
lo Civil y Comercial de esa provincia: las afirmaciones de 
los señores Delor y Cia., en el precedente escrito en que se 
oponen a la competencia del expresad j„ ez c „ e j taso mb 
judtee sosteniendo la de V. E.: ambas cosas determinan de 
una manera clara y terminante que se trata de un juicio por 
cobro de una suma de dinero proveniente de una patente y 
multa de carácter provincial, y ello hasta para «cclirir la com- 
petencia de la justicia federal y por ende ta de V. E. en el 
caso, como se pretende por el recurrente*. * 

Me hasta |»ra fundar tal afirmación v |Kira pedir, como 
pido, el rechazo de la inhibitoria interpuesta por razón de la 
distinta nacionalidad y diverso domicilio de los demandados, 
recordar que por razón ck- la materia, es decir, por tratarse 
del cobro de impuestos qué la provincia de Tucumán ha po- 
dido establecer y puede percibir, sin intervención de auto- 
ridad extraña (artículos 104 y 105 de la Constitución), V. R 
es incompetente para conocer en el asunto, sin perjuicio de 
que hecho d pago con las reservas consiguientes, se formu- 
len después las repeticiones que fueren procedent e, en cuyo 
caso sería el momento de juzgar sobre la coni|>etencia en el 
concepto ;n que hoy se plantea. ( Fallos, de V. E.. frdícado 
en el índice 4." en los números 16 a 28. página 27 \. 2? 4 y 
275). J 

* • 
Julit* Botct. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bimm Aire*. Febrero 2 4t 1916. 

Autos y visto*: La cuestión de competencia |>or inhibi- 
toria promovida ante está Corte ¡»or ios señores ]>elor y Cia.. 
en los autos seguidos contra tos recurrentes por el Fisco de 
la Provincia ele Tucitruán- 

V considerando : 

<Jue de ]a notificación corriente a fs. $ resulta que el 
juicio iniciado por el fisco «le la provincia de Tucumán, tiene 
por objeto el cobro de una suma dé dinero eti concepto de 
patente provincial y inulta consiguiente por falla de ¡»agn. 

íjue ello establecido, es de tuda evidencia que ¡a inhibi- 
toria promovida no es procedente-, porque como lo ha decla- 
rad, i esta Corte en reiterados casos análogos, el derecho de 
imponer contribuciones que tienen las provincias no podrí» 
ser ejercido con la amplitud e independencia necesarias si 
hubiera ele hacerse efectivo por autoridades que no fueran 
las propias, y ilc consiguiente, las acciones por cobro di- im- 
puestos provinciales son de la oclusiva competencia ele los 
tribunales Incales. (Indios, tomo 125, página 125. entre otrosí. 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido jmr el señor 
Procurador General; se declara improcedente- la inhiliitoria 
interpuesta. ^otiííqttesc original, repónganse el papel y ar- 
chívese. 

Xk ANoR C. DEL S"MK. — D. K. 

Palacio. — J, Imcvickoa Al- 
corta. 



Luis ¡h Vori.} contra Carlos Marino, por nitUtiad de- patente 

t 

Smjutrht Xo procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14. ley 4N contra una resolución que sin desconocer 
al autor la propiedad exclusiva de su obra, invento o des- 
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cubrimícutn. desestima una demanda pi>r nulidad de pa- 
tente de invención, |K>rc|Uc ?son diferentes las reivín- 
dieaeiones de las patentes que originan este litigio", a 
mentí, de los elementos probatorios cjuc las parles tra- 
jeron al juicio. (Apreciación dé la prueba acetes de ex- 
tremos de hecho i . 
Caso: I.u explica el siguiente: 

FALLO DIÍ LA CORTE SU PASMA 

■bmm Air**, Ptbnro 5 4* IKS 

Y vistos : tos seguidos por don Luis di Yorio contra don 
Carlos Marino, sobre nulidad de patente de invención, veni- 
dos en ablación extraordinaria de sentencia de la Cámara Fe- 
deral de la Capital. 

Y considerando: 

fjue la sentencia de fs. 131. confirmada por sus funda- 
mentos por la de fs. ífá recurrida, lia desestimado la deman- 
fla iKjrriuc "son diferentes las reivindicaciones de las patentes 
que originan este litigio" ffs. 141 vta.>. a mérito de los ele- 
mentos probatorios que !as partes han traído a los autos., 

Que esta conclusión de hecho, fundada en la pericia de 
fs. 89 y ampliada por la Cámara Federal por medio del in- 
forme de fs- 163. ha determinado el rechazo de la deman- 
da, no porque se desconozca al autor la propiedad exclusiva de 
su obra, invento o descubrimiento que la Cmstitución consa- 
gra para todo autor o inventor (Constitución, artículo 17), 
si no porque, tratándose de "diferentes reivindicaciones", ese 
precepto constitucional ampara por igual a ambas partes en 
litigio. 

(Jue como lo ha declarado esta Corte Suprema en casos 
análogos, la apreciación de la prueba acerca de la existencia 
.0 inexistencia de extremos de hecho, no constituye una cues- 
tión de inteligencia de cláusula legal a los efectos de la pro- 
cedencia del recurso extraordinario);. ( Fallos, tonto 126. pá- 
gina 141 y jurisprudencia alli citada). 
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Por ello, se declara no haber lugar al recurso deducido. 
Notífíquese original y devuélvanse. Remugase él papél aut- 
el Juzgado <i c origen. 

A. Bermejo. ~ Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGCEROA ALCORTA. ' 



José Massotie Torarólo contra Juan Arscnio Xúñcz, />or 
i obro ejecutivo de pesos; sobre competencia 

Sumario, Para que surta el fuero federal ppi razón de las 
personas en caso de cesión, es necesario que tanto el ce- 
dente como el cesionario puedan invocarlo cotí relación 
a aquel a quien demandan . 

Caso: y> explican la irifezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GEN" ERAL 

*«■•§ Aim, Agutí 31 «te 1917, 

Suprema Corté: * 

Resulta de autos que la excepción de ñicompeteitcia cle- 
ducida por el ejecutado, fué fundada en la circunstancia de 
que el derecho que se hacia valer en esta ejecución, corres- 
pondia al actor a mérto de la cesión efectuada a su favor |>or 
uú ciudadano argentino, en razón de la cual, el fuero fede- 
ral, invocado a mérito de la distinta nacionalidad de las par- 
tes, no es procedente, por ser el ejecutado también argentino. 
y ™n arreglo a lo que dispone el articulo 8." fie la ley 48. 
Acreditada la circunstancia de tratarse de la cesión de nú cré- 
dito pro veniente de honorarios, es de aplicación el citado pre- 
cepto, que ha sido interpretado por la jurisprudencia de esta. 
Corte Suprema en e! sentido de que, cuando el derecho cites* 
tí- Jo jKTtemce por cesión al que lo reclama, es necesaria 
acreditar qué tanto el cedente como el cesionario estén en 
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condicione* Je ampararse en el privilegio riel fuero federal. 
lV-r ello pido a V. E, se sirva confirmar e| fallo apelado. 

Jttlio Botct 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B««W Atrt», Febrera 5 «t t9)d. 

Autos y vistos : Los seguidos por don José Massone To- 
rartiío contra don Juan Arsenio Núñez, por cobro ejecutivo 
de pesos, venidos en apelación extraordinaria' de sentencia de 
la Cámara Federal de La Plato. 

Y considerando: 

Que invocado por el actor el fuero federal, le lia sido 
denegado jwr las consideraciones (pie se aducen en las senten- 
cias de fs. 74 y «2 vuelta, y en tal caso, el recurso extraor- 
dinario tpie autoriza el articulo 14 de la ley 48 y 6." de la 
fcy 4.055 es procedente, conforme a la reiterada jurispruden- 
cia de esta Corte, y asi se declara. 

ijue en cuanto al fondo del asunto, enrrepsonde consi- 
derar que si bien el demandado es de nacionalidad argentino 
y el actor es extranjero, el derecho que motiva la litis le per- 
tenece a éste por cesión de un ciudadano argentino, y para 
ípie surta e! fuero federal por razón de las jíersonas en caso 
de cesión, es necesario que tanto el cedente como el cesiona- 
rio puerlan invocarlo con relación a aquel a quien demandan. 
(Fallos, tomo 71, página 356; tomo 94. página 122 y otrosí. 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se confirma la resolución apelada en la par- 
te que ha sido materia del recurso, (i > Notífiquese original y 
devuélvanse, reponiéndose el paiiel ante el juzgado de origen, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 

cttcMn át IncOBpvtencia 4» 1, jutUdt ftOml. 
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Antonio Mouassa contra don Antonio Dumit. por interdicto 
de recobrar; sobre competencia 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14. ley 48. contra u-.a resolución que deniega el fuero 
federal, en virtud de una conclusión de hecho, cual es la 
de que atitc la jurisdicción local se ventila entre las par- 
tes otm juicio sobre el mismo punto, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOS GENERAL 

■WMt Airee, ScptJmbn ta «t III?. 

Suprema Corte: 

La resolución apelada declara la incompetencia de la 
justicia federal j«ira el conocimiento de este juicio, en razón 
de Iiaberse promovido ante los tribunales provinciales de 
Mendoza una demanda acerca de ta posesión ■ del inmueble 
objeto de la presente, lo une impide que la" misma cuestión 
sea traída a los tribunales nacionales. Por consiguiente, dado 
que e! fundamento de ta resolución dictada reposa en una 
consideración de hecho, cuando expresa (pie se ha operado 
la prórroga de la jurisdicción provincial, el recurso extraor- 
dinario para ante esta Corte Suprema, no es procedente se- 
gúu (o lia estableciilo V. E- en repetidos casos. í Fallos. CXIIF. 
*j: CX1V. 402; CNV1I. 72). 

l'or ello, pido a V. E.. se sirva declarar que no hay lu- 
gar al rectirAo concedido. 

Julio Hotct 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air», Ftbnro 7 de 1018. 

Y vMof : Los seguidos \nr don Antonio Monassa contra 
don Antonio Dtiinit. por interdicto de recobrar, venidos en 
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apelación cxtraon linaria de sentencia de la Cámara Federa! 
«Ic la Capital. 

Y considerando: 

One la resolución de fs. 145,. con fin nada por la de fs. 171, 
al denegar el fuero federa!, se funda en ipic ante la jurisdic- 
ción local se ventila entre las parles otro juicio que versa tam- 
bién sobre posesión del inmueble materia ;let interdicto, y qoinq 
consecuencia, en que "no pueden coexistir ambos pleitos, pues 
hasta podría dar lugar a resoluciones contradictorias impo- 
sibles por el orden de los juicios y la independencia de ju- 
risdicciones". 

Que ello establecido, es de toda evidencia que ta de- 
negación de la jurisdicción federal en el caso, re|iosa en una 
conclusión de hecho que no puede ser revisada en el presente 
recurso extraordinario, conforme a la reiterada jurispruden- 
cia de esta Corte. ( Fallos, tomo 126. páginas 14 1 y 341. cntr^ 

OtfDS ) . 

Por ello y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar al recurso. Xoti- 
fíqijese original y devuélvanse, reponiéndose el papel ante 
el juzgado de origen . 

A. Biírmiíjo. — Nicanor C. nía 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUKROA ALCORTA. 



Don Ricardo Jurado contra la Compañía Unión Tele fónica, 
por indemnización de daños y perjuicios; sobre compe- 
tencia. 

* 

Sumario : No corresponde a la justicia' federal por razón de 
la materia el conocimiento de un juieio por daño y per- 
juicios en que el demandante manifiesta ante la Corte 
Suprema que "ni en la ley de Teléfonos ni en la de Telé- 
grafos, existen disjKísiciones necesarias que puedan ser- 
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vir para resolver cuestiones contra "La Unión Telefó- 
nica" con justicia y por tal motivo he apoyarlo mi pe- 
dido cu el Código Civil que contiene los preceptos perti- 
nentes al caso; pero no porque piense pe esta cuestión 
pertenece al fuero común". 

Caso : La explican las piezas siguientes: 

si:nti:xcia okí. skñok \w.¿ kkokrai.. 

Búa*» Aim. jallo 17 én I*IT. 

Autos y vistos: Los promovidas por don Ricardo Jurado 
contra la empresa La Unión Telefónica, por indemnización 
de daños y perpuieios. competencia desleal y violación de le- 
yes y reglamentos de los que resulta: 

i." Que don Ricardo Jurado propietario único y exclu- 
sivo de una empresa telefónica Manida "La Positiva" deduce 
acción iH>r daños y perjuicios contra Ka Unión Telefónica, 
estimándolos en la suma de dos millones quinientos dieciseis 
mil pesos moneda nacional. 

Dichos danos y perjuicios dice el actor le lian sido cau- 
cados con la actitud de la Unió» Telefónica que ha procu- 
rado y conseguido por todos los medios a su alcance quitar 
¡limitados a La Positiva, destruir sus líneas, hacerle una com- 
pefcaicia desleal, utilizar elementos propios de La Positiva 
en provecho de La Unió», que ha quedado en posesión de 
ejlds. l ia rebajado esta empresa sus tarifas de un modo con- 
siderable con violación de todos los reglamentos que rigen el 
asunto y carece de concesiones formales de origen nacional, 
provincial y municipal, funcionando asi en abierta pugna con 
!a ley y el derecho. 

-J." Que La Unión .Telefónica ha aniquilado o jkico me- 
nos a La Positiva eoíl sus procederes que se dejan esltozados. 
y de consigúeme acciona lo que corres] jonde ante ta justicia 
a rin de obtener las reparaciones del caso consistentes en la 
indemnización pecuniaria antes indicada y que se ordene a la 
demandada observe las tarifas uniformes aprobadas por el 
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Poper Ejecutivo, se ía obligue a la devolución de las líneas 
telef únicas t\\\e ilegalmenk ha sacado a La Positiva y se le 
impida al funcionamiento de «sus lineas en los puntos en que 
no ha cumplí di» con la ley y reglamentos del caso, todo ello 
con costas. 

A los fines de la competencia del juzgado indica el actor 
que ella procede en razón de la materia. 

Se corre vista al señor procurador fiscal a fs. 35. expi- 
diéndose este funcionario en sentido de qué no corresponde 
el asunto a Ui justicia federal ralionc tuati-rfc. 

Insiste el actor a fs. 36 y 37 en sus pretensiones ampa- 
rándose en la circunstancia ríe ser aplicable al caso, las leyes 
nacionales números 750 y 4.408. Manifiesta el señor procu- 
rador a ís- 38. que siempre que se justifique la nacionalidad 
y vecindad del actor precedería en su caso la competencia del 
fuero federal y a esos efectos se presenta el escrito de fs. 39. 
e información testifical de fs. 40, completándose los elemen- 
tos requeridos por el juzgado a . fin de establecer cumplida- 
mente que la causa es de su coni|JCtcncía, con la libreta de 
enrolamiento del actor, fs. 42 y escrito de fs. 44. 

Se corre nueva vista a! señor procurador fiscal a fs. 45, 
quien se expide a la vuelta de esa fs. dictaminando |x>r que 
razón de ¡as personas no procede el fuero federal. 

Y considerando: 

1." ■ Que se invocan las disposiciones de las leyes 750 y 
4.408. a fin de hacer encuadrar el asunto dentro del fuero fe- 
deral, es bueno contemplar si sus preceptos son aplicables 
a la causa. 

2." Que tal como se lia planteado el caso, se advierte la 
imputación de ciertos hechos a !a demandada que importan 
dar margen a una indemnización de f latios y perjuicios con- 
templada por disposiciones del derecho común expresamente 
citadas en la demanda de fs. 33 y 34. Kn tales condiciones 
es evidente que ninguna aplicación tienen las leyes nacionales 



* F AI, tOS DÉ LA COITE SUPREMA 

números 750 y no surtiendo jnir ello cJ fuero fcder.il 

Suprema Corte, tomo 1 r8, página 63. 

V Que los artículos de 1» leyes 79»jr¿f^jBfartr«* 
la demanda de fs. 20. vta- y 34 no logran amparar las preten- 
siones (le! actor para traer el caso a conocimiento v decisión 
de «te juzgado. Unos contienen preceptos de índole pena) une 
escapan a la órbita de atribuciones del ausciiptq, y otros se 
ref.eren a las relaciones entre él listado y las empresas o pro- 
pietanos de telégrafo y teléfonos determinando maneras de 
proceden m.e en definitiva dariau margen o bien a la consti- 
tución de tribunales arbitrales ,>ara deri.nir conflictos, artieu- . 
I«» 6.-. ley 7SOi „ jgett a imposición de penas ]wr violación 
a la ley, artículos 4N y 50. lev 750. 

Por lo demás, la ley 750 es mixta dé derecho federal v de 
derecho común, y cu el caso presente no tienen aleación | Q s 
artículos que empresamente c, infieren jurisdicción a la jusli- 
pía federal. Caso Lorenzo liarro v. l/nión Telefónica. |u/ga- 
do del suscripto. Xoviemhrc 2 »>\U. decisión confirmada pnr 
la Kxma Cámara, en >, de Diciembre del mismo año. 

4" Que no puede adoptar él suscripto temperamento* 
<jiie 110 le conciernen como seria expedir órdenes prohibitivas 
de cierta índole p,r cuanto eso importarla invadir el campo 
de acción reservada expresamente |jor la ley a ] \\ H ] vr |íj e . 
eut.vo. quien por Órgano de la administración res^dua está 
«bhgado a vigilar el servicio de las de prnpicdad particular, 
3 Bil de (pie se eiunplan los disposiciones legales vigentes, ley 
750. articulos 75 y ártícitlos 1 y 4. ley 4.4»* V en caso de 
nue 86 observase alguna transgresión, es el Poder Kjeeutivo el 
míe lomará las resoluciones pertinentes a fin ele remediar la 
anormalidad prodüciclá, ya sea administrativamente, va sea 
dando las órdenes del caso a sus agentes para míe accionen lo 
míe fuera procedente ame uuien correspmda. 

5 " Que expuesto lo rjmj antecede se observa rjué en lo 
locante a la aplicación al caso de lo dispuesto por las leyes 
nacionales citadas, es innegable -pie lio procede |>or !o cital 



1 



DE JUSTICIA M LA NACION 67 

no surge» los extremos del inciso i.' 1 , articulo 2,". de la ley 
hümeíd 4K, ¡uní qué competa a este juzgado entender cu el 
asunto. Tam|Kico le compete entender en lo relativo a dis- 
l>osiciones de derecho común mencionadas en la demanda. 
Articulo 67, inciso 1 1 y articulo 100 de la Constitución Na- 
cional, 

ó." Que tani]»oco pertenece a la justicia federal esta causa 
por razón de las personas. En efecto, consta en autos 0,11c e' 
actor es argentino y vecino de esta Capital, fs. 42, confir- 
mando esta conclusión lo que él mismo manifiesta a fs. 44 
vía., en que alude a su domicilio particular donde vive con 
su familia. 

Kl actor quiere demostrar que como empresario de te- 
léfonos reside en cf pueblo de Las Flores. Provincia de Bue- 
iins Aires, donde pasa con su familia |>arn- del año. Pero lo 
cierto es que se encuentra domiciliado en la Capital Federal, 
reside aquí con su familia y está enrolado en el distrito mi 
¡litar, número uno, sin constar sn pasé a otro distrito. Los 
artículos 89. i)2. 93 y 94 del Código Civil rigen la situación 
del actor de lo que Se infiere que está domiciliado en esta Ca- 
pital. 

La Suprema Corte tiene copiosa jurisprudencia al res- 
pecto, cuya aplicación aquí es indiscutible. Tomó uS, página 
236; tomo 119, página 179; tomo i-'o. página 166; tomo 122, 
página 61 ; tomo t.23, iwginas 24 y 17a; lomo 124. jmgnias 
20 y Kn los casos rilados se contemplan las circunstan- 
cias ile la vecindad, residencia con la familia, habitación al- 
ternativa, lugar de 1os negocios, etc.. etc., llegándose a la con- 
clusión de que nadie puede tener dos domicilios generales 
en el pais. como se quiere sostener ]ior id actor señor Jurado... 

7." Que tratándose de una cansa entre |iartes argentinas 
y vecinas de una misma provincia como lo son La Linón Te- 
lefónica, artículo ley <8. y el señor Jurado, es lógico es- 
tñnr que esa causa no está comprendida dentro de lo esta- 
hh-ctdo en el artículo 2.". ineisu 2.". de la ley mencionada, nú- 



9* FALLOS DE LA CORTE SUPSEMA 

1 

mújto 4*. Cámara Federal, sentencia ele May. 5~i«/i4. caso 
Sarmiento Laspiur v, Agar Gíoss, 

Por todo lo expuesto y il¡ conformidad a !.» establecido 
cp el articulo t.\ de la ley número 50 y a 16 dictaminado por 
el señor Procurador Pífecali resuelvo: Declarar que no com- 
pete el conocimiento y decisión de esta causa a la justicia 
federal. Notifíqutóe, repúlgase e| Sellad y op minainent¿ 
archives..- -Sttiii M. Érroftaft 

SENTENCIA DÉ LA CAMaRA FEDERAL DE APELACIONES 

Bucnoi Aires, Asalto 28 de 1917, 

Vistos y considerando: 

i " 0"e para que tina cansa se emienda especialmente 
regida j )t »r la Constitución Xaeional. las feves del Congreso 
o los tratados con naciones exiranjera>. de suerte que su 
eon vimiem.. c. .rrestH.nda a la jurisdicción privativa de ¡a 
justicia federal conforme a Iq dispuesto en e l artít-ttlo _v, 

inciso i.*, de la lev 4K. es necesario que el derecho 
que se pretende hacer valer por la demanda esté rjirecia e 
iniuediaiauunic fundado en un artículo de la Gmstiiución. 
de !a ley nacional o iíé\ tratado como lo ha dicho la Corle 
Suprema, y especialmente, en el caso de Majes con l>urá;i 
(tomo 55. | »ái;ma ri-p. 

2:' (Jue t-n i-I vHpnest^. de «jite alguna 'sieic'm de h 
ley de telégrafos nacionak'S fuera ajtlieahle al casó fílb lit<\ 
BS de advertir que dieha ley es mixta de derecho federal v 
de derecho cmriüiL distinguiendo ella misma cuáles son (as 
disposiciones especiales «pie rigen las cuestipttes que afectan 
hitejeses netamente nacionales determinando la jurisdicción 
federal y cu qué cas - como supletoria de los o'»%-s de 
fondo, réglaineíitau la- relaciones de derecho civil, comer- 
cial p peral (\ t -r articula 3." de |a ley 750. al capitulo llf. 
el artíetilcj 201 y otros <. 

3- 11 Que. p'-r Lira parte, la empresa "La Pcsiljya". de 
pr.pivdad del actor, es de carácter provincia! ggggjn ¡a cali- 
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ñcacióri de la ley 750, aplicable a las empresas de teléfonos 
por precepto de la ley 4408, 

4> Que el actor 110 ha invocado derecho, exención o 
privilegio acordado por la Constitución, una ley nacional o 
tratado con país extranjero, que le haya desconocido. 

5." íjuc. finalmente, y por todo lo ipic se refiere a la 
vecindad de 'as y «artes, corista de la libreta de enrolamiento 
agregada a fs. 4J, qué el actor don Ricardo Jurado es ar- 
gentino, domiciliado en esta Capital, debiendo reconocerse 
igual carácter a los efectos del fuero, a Ta compañía deman- 
dada. 

<V' Qtic de lo expuesto resulla ijue 110 se ha acreditado 
en forma la competencia de la justicia federal para conocer, 
ni por razón de la materia ni |*»r razón de las perlinas, en 
esta demanda entablada por don Ricardo Jurado contra la 
Compañía Unión Telefónica, snhrc indemnización de. daños 
y perjuicios. 

I'or ello y de acuerdo con lo dictaminado juir el señor 
Procurador Kiscal de Cámara se confirma la sentencia ape- 
lada de fS. 4". Devuélvase y re| Mingase el sellado en pri- 
mera instancia. — Marcelino Estafada. — Atjustin Urdiua- 
rraiu. — Daniel Coytkt. — /. Ai. Matknso, — T. Arias, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air», Febrero W de iris. 

Vistos y considerando; 

QttQ denegado el fuero federal invocado por el apelan- 
te, procede el recurso extraordinario de apelación, según lo 
reiteradamente resuelto. 

One en cnanto al fondo es (le tenerse presente ipte para 
que una causa se diga especialmente regida por la Constitu- 
ción, las leyes sancionadas y que sancione el Congreso y los' 
tratados ¡públicos con naciones extranjeras, conforme a lo 
dispuesto en el articulo 2;'. inciso 1." de la ley número 48, 
de 14 de Septiembre de 1803. de suerte que su conocimien- 
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lo corresponda por razón de la materia a U jurisdicción pri- 
vativa tic la justicia federal; es necesario que el derecho 
que se pretende hacer valer por una demanda en juicio, esté 
directa e inmediatamente fundad. > en un articulo de !a Cons- 
titución, de la ley o del tratado, i Falles, tomo 55. píigran 
114 y otros 1. 

Qíie él recurrente a fs. (.7 vta.. del memorial presenta- 
do ante esta Corte, expresa literalmente: *Xi en la l#y de 
Teléfono, ni ,„ la de Telégrafo, existen las disposiciones 
necesarias que puedan servir para resolver euesiiones contra 
"U l'nión Telefónica' 4 con justicia y por tal motivo lie 
apovado mi pedido en el Código Civil que contiene los pre- 
ceptos pertinentes al caso; peni no porque piense que esta 
Cuestión pertenece al fuero comlnn'*; 

Qw si elh> es asi, la causa no puedo ser traída por ra- 
zón di- la materia a la justicia federal, (tfallos, tomo 106, 
página 410: tomo 115. página 356; tomo nK. página o¿>. 

(¿ue los casos de jurisprudencia que se invocan, toijtos, 
41. Ingina ¿no; 42. página ¿4 de los Fallos de esta Corte, 
son distintos, del actual, entre otros motivos pirque en aqué- 
llos $c trataliü de disposiciones expresas de la lev nacional 
de ferrocarriles y de telégrafos que aui| araban- el derceim 
invocado por el actor y el demandado en su caso v que sir- 
vieron de liase al tribunal jwra declarar la eompeiencia de 
la justicia federal 

Que en lo que respecta a la competencia por la distinta 
vecindad de Iíis |«,rtes. es de notarse que j a compañía L'nión 
Telefónica demandada, tiene su domicilio en esta Capital, 
donde funciona su directorio. A venilla de Mayo 701. según 
!o expresa el actor a fs. 68 vta.. del memorial antes dicho; 
y Ca Positiva", empresa telefónica autorizada pir !a Pro- 
vincia de Buenos Aires, tiene también su domicilio en | a 
Capital, según i.mIo está establecido cu la sentencia apelada, 
por cnanto aipn vive con su familia el señor Jurado, pro- 
pietario exclusivo de dicha cinpresa. según el mismo lo afir- 
ma: y en tal condición no es eje aplicarse a ella el artículo 
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9-° de ¡a ley número 4* de jurisdicción v competencia, tío* 
no tratarse de una sociedad anónima. 

Por din, y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada y oido c | se ¡k>r Procurador General, se la confirma. 
Xotifiquese original y devuélvase, reponiéndose el papel 
anu el juzgado de origen. 

I 

A. Bi-RMícjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
* J. FlGUEROA Alcorta. 



I 

■ 

lUm Luis Medina contra ¡a- Sociedad anónima Hit ni \V orm . 
ser Limited, por devolución de una santa de dinero.— 
Sobre competencia. 

Sumario: r." Cumulo el fuero federal sólo tiene lugar por 
razón de las personas, ta exección de incompetencia no 
dedik-ida en tiempo ante los tribunales locales, importa 
prorrogar la jurisdicción de éstos, y ello aún cuando la 
jurisdicción haya sido prorrogada _ en juicio ejecutivo. 

2.» K! juez que lia conocido del" juicto ejecutivo, tie- 
ne jurisdicción [«ira conocer del ordinario |H>r re|K-ti- 
ción de lo pagado en aquél. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

* 

SKXTKXCIA OKI. SK.VOk JVV.Z riChtiRAI. 

BtitMt Aim. Febn» 1 ét INT. 

Y vistos: Ksios autos iniciados |*>r «Ion Luis Medina 
contra la Sociedad Anónima Hmii Wormser l.imjied sobre 
COtiiO de pesos, de los i|ue* resulta ; 

1." Que a fs. 5 se presenta don Santiago Zaffaroni. in- 
vocando la personcria i t tic le confiere el mandato de fs. 1 v 
en mérito de la escritura de cesión de fs. 3, interpone a 
nombre de don Luis Medina demanda ordinaria contra la 
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sociedad arriki expresada, pidiendo sentencia cjue declare 
que los acii>s realizarlos por esa sódedafl en ta junta de 
acreedores de la firma Onnaeehea Hermanos y Compañía, 
extinguió la fianza hipotecaria otorgada a SÜ favor ¡jor los 
seflorc Florencio Onnaeehea y Cayetano Bertofoíi v en 
consecuencia Himi Wonttsér Limited está .Migada a deydí- 
ver aí señor Medina el cincuenta por ciento de la suma per- 
cibida en la ejecución caratulada *'Gandulfo Pedro contra 
Onnaeehea y otro*", radicada éri juzgado a cargo del se- 
ñor juez doctor Padilla, secretaria del doctor Luna Vtddé>. 
con costas. 

2* Que en Mayo U de nuo Florencio Onnaeehea y 
Cayetano liertolotti, — tíS te último cédeme del actor Moli- 
na, fs. 3, garantizaron la cuenta corriente de la sociedad ( Jr- 
maechea Herttianos y Compañía Ljsta doscientos mil fíelos 
moneda nacional medíante escritura de obligación Jitpoteca- 
ria pasada ante el escribano dé l, a Plata. I» de Buenos Ai- 
res, don Manuel l*. limo. 

3-" Ql. ' cu Kcbrero de r la tirina social Onnaeehea 
Ffémianójs y Compañía se presentó ante él Juzgado ;le Mer- 
cedes. Provincia de líncnos Aires, a cargo del doctor Diez 
Góiñez, secretaria Vibariuo. solicitando con victoria de 
acreedores, celebrándole la junta tic verificación de créditos 
en 2; ile Junio de u,i\ y rechazándose e | concordato se acep- 
tó la adjudicación de bienes. 

4.' íjne a dicha junta> concurrió en representación de la 
parte demandada don Adalberto A. Che ves en virtud de ser 
acreedora de la limia convocaiaria por \a snma de ciento cin- 
cuenta y ocho mil ocho cíenlos quince pesos con un ccnrivo 
moneda nacional y cu lal carácter votó la propuesta de con- 
cordato \ adjudicación Subsiguiente, no baciendo salveclad al- 
guna el nombrada Che ve-, acerca de la garantía de su cré- 
dito otorgada en parte por Cayetano Hertolotii y vit parte 
por Florencio Onnaeehea este "en caHdad de mió de la fir- 
ma deudora Onnaeehea Hermanos y Compañía", según se in- 
dicó en la escritura respectiva. Mace especial hincapié el re- 
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presentante fiel at-ior señor Medina sobre la circunstancia efe 
que el fiador F. < trina ce tica era StíCÍó solidario de la tirina 
Ormncdica É&finaríoi y Compañía, que era la con vinaria. 

5." Que lo narrado anteriormente oenrría en Jimiq de 
ION y en y de Septiembre riel mismo año, H uní Wormser 
Limited se presenta ante el Juega do del doctor Pera, prime- 
ro, y del doctor Gramvell. secretaría Grandoli después, pm- 
moviendo ejecución hipotecaria para liacer efectivo el ere- 
dito constituido como garantía de la cuenta corriente de ( >r- 
macchea Hcnnanos y Compañía, y al ser citado de remate 
los fiadores F. Onnaechea y C. Bertotuttt opusieron excep- 
ciones fundándose en que ía hipoteca se había extinguido en 
razón de su doble carácter accesorio de fianza e hipoteca. 
KI juzgado rechazó las excepciones por no probarse suficien- 
temente que Cheves volase la adjudicación y la Kxma. Cá- 
mara confirmó J«> resuelto en primera instancia. 

o." Que en lo relativo al riereclto aplicable a sus preten- 
siones señala que el jttieio ejecutivo nú hace cosa juzgada con 
respecto a la acción ordinaria que motiva esta demanda, da 
conformidad con el artículo 500 del Código de Procedimien- 
tos de la Capital. Añade que la fianza otorgada por F. Or- 
macchea y C. Hertnlotti. estaba extinguida cuando Hiuii 
WiTiuser Limited promovió el juicio ejecutivo en contra de 
aquellos, invocando al efecto tres razones; a) Ihini Wnnn- 
ser I.imited acreedora privilegiada de la firma con vocalaria no 
pudo votar el concordato y adjudicación como lo hizo sin 
perder el privilegio de que gozaba. Articulo 20, inciso 2.» Ley 
de Quiebras. 

M Ifuni Wonuser Limited votó la adjudicación sin re- 
serva con relación a la garantía y la adjudicación apareja car- 
ta de pago. Articulo 38 Ley de Quiebras y m del Código 
Civil, La carta de pago extingue la obligación principal ar- 
tículo 7*4, inciso 1° Código Civil y cu consecuencia la acce- 
soria de la fianza aún hipotecaria. Artículos 525 y 3.187. 

C) Huni Wormser Limited no hizo reserva expresa 
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contra 1<* fiadores ni obligarla ese subsidio. Articulo 3-i')o 
Código Civil. 

7" Ouc iHi obstante la opinión personal del contador 
de la coticoeatpria señor Deláguila que no reputaba con privi- 
legio crédito de Huni Wonnser Limited, insiste en que re- 
ñía tal carácter ixirque Florencio Ormacchea era miembro de 
la firma social Ontiacchea Mérmanos y Conqiatüa. y siendo 
socio solidario rcsiiondia con todos sus bienes á las obliga- 
ciones de la sociedad. 

8." Cjtté a mérito de la solidaridad activa y pasiva de 
Florencio Ormacchea para con la sociedad fie ente era miem- 
bro, se lia extinguido la obligación hipotecaria de carácter m- 
ili visible contraída por él y Rertolotli, atento a la actitud de 
Huni Wonnser Limited al aceptar la adjudicación de bienes 
de lá firma Qrmaeciiea Mentíanos y Compañía. Por o*ra parte 
tal carácter de socio solidario l<> reconoció Huni Wonnser Li- 
mite.l en e! juicio antes mencionado de ejecución de la ga- 
rantía de la cuenta corriente que tramitó ante el Juez de Cci- 
mercto doctor Cranwell. secretaria Graudnli. 

9f Í2«C adjudicación de bienes apareja carta de pago 
y como ésta extingue la obligación principal to mismo hace 
con la accesoria hipotecaria. Además en la constitución de 
hipoteca debe señalarse un plazo cierto y determinado y n*< 
habiéndolo establecido en el caso de autos como resulta deí 
instrumento respectivo, s-irge una causal más de nulidad e 
invalidé/ de la obligación contraída. 

Todos los antecedentes expuestos obran en lus expedien- 
tes detallados en el punto undécimo del escrito de demanda, y 
como el señor Luis Medina es Cesionario de la ]*arte corres* 
I* nidierte a don Cayetano Bertolotti, pide por tocias las con- 
sideraciones legales citadas que se condene a la demandada 
a restituir el cincuenta |H>r ciento de la suma percibida en la 
ejecución hipotecaria seguida ante el Juzgado del doctor Cran- 
uell. secretaria Orandolí. en razón de que al tiempo de ha- 
cerse efectiva la fianza otorgada por F. Ormacchea y C. Her- 
tolotti la obligación fie los fiadores se hallaba extinguida. So- 
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licita la inj]*?sicÍfl de las costas a la parte demandada. \ fin 
tfe encuadrar el casé dentro del fuero federal, se invoca en 
la demanda la razón de distinto veeidad de las partes, |*>r lo 
cual previa vista fiscal de fs. 13 el juzgado se declara com- 
petente t >ara entender en la causa y corre traslado de la de- 
manda a fs. 13 vía. que evacúa don Alfredo T. del Valle, jus- 
tificando su jierHoneria con e ] instrumento de fs. 17 y 18 y de 
fs. U) a 22, expone: 

1 " Que la acción promovida es sólo «na nueva edición 
de un viejo recurso intentado reiteradas veces por el cedente 
del actor y por su socio don Florencio Ormaerhea, habiéndo- 
se expuesto les mismos argumentos e n el concurso Or.naechea 
Hermanos y £íá,. y en la ejecución Mttní Wormser Limited 
mm V. Orinaechca y C. líert.vlotti. en la ejecución Pedro 
Gandul fn contra F. Ormacchea y C. Bertototti. 

2." Que ftuní Wonnser Limited ha debido seguir lar- 
gos juicios a sus deudores, obteniendo resoluciones favora- 
bles de los tribunales ordinarios de la Capital, por lo que no 
hay «luda de qn e la justicia federal jamás ha de amparar la 
mala fe comercial qne han condenado aquellos otros tribu- 
nales . 

,y Que al contestar la presente demanda usará de los 
términos empleados en las sentencia cuya revisión se preten- 
de en esta oportunidad. 

4. " Que 110 es exacto que II mi i Wormser Limited vo- 
tara !a propuesta de cunccrda\o hecha por la firma Ormac- 
chea Krrnuftto y Compañía, asi como tampoco es cierto que 
aceptara la adjudicación de bienes. ,Son esos los hechos fun- 
damentales d c la demanda y los desconoce en a enluto. 

5. " Que como !o reconoció el señor Juez de Comercio 
doctor Cramvcll. Mimi Wonnsed Limited tío ha votado ni con- 
cordato ni adjudicación en los autos de la firma sitial con- 
vocatoria, con F. Ormacchea y C. íertolotti ¡os deudores hi- 
potecarios y no la entidad Ormaechea Hermanos y Ghu- 
pania. y aún en el caso de que II uní Wormser Limited 
hubiese vetado el concordato y adjudicación de bienes no lo 
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huliúra lucha como acreedora hipotecaria de la tazan social 
ctoftvopafóíía. sino como acreedora común de »m crédito ga- 
rantizado |x>r terceros, motivó por el clial godia concurrir a la 
jnnta^ tic acreedores y v«»tar p<>r la totalidad de su crédito. 
Arncíil' jo I.ey de (¿uieliras. 

<..■' Mué la Kxwa. Cámara Comercial confirmó la sen- 
tencia aludida anteriormente. aiV'divn.íi» consideraciones coin- 
cidentes con las de aquella, dándolas arjni i*>r reproducidas. 

Tertnitía el rweseutante de la parte demandada solici- 
tando $¡t rechace la acción promovida, coií costas. 

$e tambe la causa a prueba jwr auto de fs. ¿3. produ- 
ciendo el actor la fju'.* corre .le fs, -*4 a trfi y él demandado la 
de fs. ó/ a 1/5. .Mayan dicha* partes dv f^. *fí a 107 y de io^ 
a 1 14. R -polivalente. Se llama autos a fs. 107 vta. y se haca 
saber al juez que va a conocer a fs. 117. Y en atención al ori- 
gen de la causa se dicta ¡a resolución de Es. acerca <le la 
competencia del juzgada dictaminando a favor de ella el señor 
Procurador Fiscal a f^. 1 iS vta. y no. 
Y considerando : 

1.' One cimi.» ¡él Caso prcscUlc reviste ciertas earaete- 
risticas dé índole esjieciai. se hace necesario formular previa- 
mente algunas ctiestiOííes cxMicernientés a fijar el alcance que 
podría tener !a intervención *le la justicia federa) para di- 
rimirlo. 

_\" Un.- procede reíícjar la circunstancia de cpie se tra- 
ta en e-ta oportunidad de accionar por ¡«irte del señor Me- 
dina cu juicio ordinario lo «|tu convenga a fines de reparar 
las consecuencias míe aparejó el juicio ejecutivo seguido con- 
tra su cedeute señor C. Bertolotti y F. Oriuaec-hea ante la jus- 
ticia ordinaria, 

y <Jue t> pertinente eiitcmees atender al origen de esta 
litis para establecer cumplidamente si ella d lie ser fallada 
por la justicia federal o si |mr el contrario escapa r« su cono- 
cimiento en virtud de preceptos determinados. 

4.' Hite la re?otuctÓu de fs. u vía., ha sid ■ dictada pri- 
ma facic atento lo expuesto |»or la demanda é información su* 
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mana éonsi^iientci djedfciangfc la eoin^ti^etá ílcl juagado en 
razón de Ja vecindad de las partes» 

;.' <Jue con la coMc&acióti de f<. t<j a jj se perfilan 
nublamente los ténnítios del asunto y eii los alegatos de las 
panes se advierte en imo de elfós una explicación de la pro- 
cedencia <M fuérq federal y tnotiyoi de su elección fs. 100 
vuelta y en Otro si- echa de ver una ilisi-rtaciún acerca de sn 
improcedencia, fs. io« y too. 

6.* Que si bien la sentencia recaída en el juicio ejecu- 
tivo no causa instancia, ,!Ia tío stipone crear una absoluta se- 
[>aración entre dielió juicio y el ordinario a inte da margen y 
qtte c ntcmphn el articulo 500 del Código de PrO«diinieritos 
de la Capital, invocado por la parte adora, y el _>;« de !a ley 
Racional número 50. L T no y rrtro juicio deben hallarse y ¿ 
hallan estrechamente vinculados estando sometidos a un re- 
gulan í|ite a ambos comprenda sin que sea dad,, alterarlo ale- 
gando causales inconsistentes. 

7" íjSjf StgÓíí lo preceptúa la ley nacional número 48, 
en sn articulo 1% tifia vez radicado un juicio ante Ir* tribu- 
nales locales, será sentenciado < fenecido en esa jurisdicción, 
entendiéndose que esta lia sido prorrogada cuando no ha 
opuesto la exección de ílecliuaturia |x>r lo cual la causa de* 
iK-rá snhstanciarx- y decidirse ante los tribunales locales, ar- 
tículo 12, inciso 4." ley citada. Kt juicio ejecutivo que da na- 
cimiento el presente fué tramitado ante la jurisdicción >rdi- 
naria de la Capital y en consecuencia este juicio debe ser juz- 
gado por el misino juez que conoció en aquel. Suprema Cor- 
le, tomo t:\ pápina 401: tomo 98. página ¿iN, 

8." One átenlo ](■ manifestad" [>or las parles en autos, 
demanda y contestación, fe tHvéfgi'ncta suscitada tincaría en 
apreciar la situación legal de II uní Wonnser Limited con 
motivo de su concurrencia a la convocatoria de acreedores de 
ta tirina Om.aechea Hermanes y Compartía. Y según los 
mismos términos contenida en las piezas indicadas v demás 
constancias de amos, resulta que tal divergencia, va 'ha si.Io 
motivo de apreciación y decisión por la justicia ordinaria de 
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la Capital . Ks el caso pues de recordar "que equiparados los 
tribunales de la Capital a los de una provincia y con arreglo a 
los preceptos constitucionales que consagran la respectiva in- 
áepenácncía de los tributóles federales y incales, aquellas iu> 
delu'r. según Ii> decidido en caSOS análisis, entender de las 
causas que ya están tramitándose ante los segundos, o que 
tengan con ella una relaeión directa c inmediata". Suprema 
Corte, tomo ii-'. pagina j.i.íh 

9. (Jtie la Kxma. Cámara Federal de la Capital tiene 
fr .rumiad. > idéntico parecer al que antes & menciona en el 
tonto 2." página J<iu de su colección de fallos. Analizando 
dicho caso el señor procurador fiscal manifestó míe a pesar de 
la distinta nacionalidad de partes ten el nuestro seria la ve- 
dttclád), el juicio enüábládí) era una emergencia réSltítadp 
direqto de uno seguido y tenninruki ante un juez extraño al 
fuero federal, y era a él Q a los jueces de sn tuero a quienes 
correspondía entender en la causa. I vi juez y la Kxma. Cá- 
mara coincidieron con tales reflexiones. 

io." QM* lo relacionado ])recedentcinente innove a con- 
ceptuar *¡ne la jurisdicción de los tribunales federales es im- 
pn irroga I »¡c sobre personas y cosas ajenas a ella, aún cuando 
las partes litigantes convengan en la prorrogación, articulo i." 
ley 50. lo cual indudablemente armoniza con !:t regla vincu- 
lada con la naturaleza restrictiva de la competencia de la ju>- 
ticia nacional, y en tal virtud, cal».- añadir íjtte los tril nina les 
están obligados a declarar de oficio su incompetencia en cual- 
quier estado de la causa, en que se aperciban de ella, lo que 
inquiría habilitarlos para efectuar esa declaración después ;lc 
haber admitid.' el juicio tramitándolo por haberse conside- 
rado prima facié competente para conocer en él" ( fallo con- 
firmatorio por los fiindamendiS de primera instancia pronun- 
ciado por la Cámara Federal de la Capital, confirmado a su 
vez por la Suprema Corte en su tomo I 12, pagina 2$$ I . 

it." Que la misma Kxma. Cámara Federa! de la Ca- 
pital, en su resolución dictada en la causa lürscti Criistavo 
versus Daireaux jolina doctor Jaime. ]*>r lañ s y perjuicio* 
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en Agosto lo de lyjd. afirmó que "siendo l.i jurisdicción 
de orden público debe vi tribuna! declarar sil mecwpetwria 
aún de oficio, cuando ella aparece de manifiesto y cualquiera 
qué sea ol estado de la causa". 

12" Que no hay motivo para analizar la si t nación del 
actor .Medina en esta causa, a mérito de su calidad te cesio- 
nario de BertoJotti, pues de acuerdo con lo que emana de la 
presente resolución ni uno originariamente ni otro por su- 
cesión estarían habilitados |>ara acudir a la justicia nacional 
como se lia hecho promovíanlo este juicio ordinario. Y de 
acuerdo también con el espíritu que preside a esla resolución 
no es el caso de entrar a hacer mayor análisis acerca si exis- 
tiria ii n.> cosa juzgada respecto a! fondo de la litis. 

Por todfl» las consideraciones que preceden y oído el se- 
ñor Procurador Fiscal, resuelvo: declarar que no compele al 
Juzgada Federal a mi cargo coin»cer y decidir la presenta 
cansa. N'otifiquese. repóngase e! sellado v en oportunidad 
archívese. — Saúl \f. líscohar. 

SKNTKXCTA m: l.l CAMARA riíl>liK.\r. ItK At'lvl.ACIONKS 

■mh« Ai fe», Miyo .1 d« 1*7. 

Vistos estos autos seguidos por I.uis Medina contra Huiii 
W'ormser Winited, sohi^ cobro 3é pesos; por los fundamen- 
tos 2." 6i°, y:\ y ii." y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma con cos- 
tas el auto apilado de fs. lio. que declara la incompetencia 
efe la justicia federal para conocer y decidir en este juicio. 

Notifiqucse. devuélvase y reptingansc las fojas en pri- 
mera instancia. - Pautó Coytia. — J, ,V. Matienso. — Mar- 
celino Escalada. 

nirr\Mi:\- n¡x ¿kñor i>koci?kaii"« cK-VKrai. 

Bunoi Airtt, j„l» » é* mi. 

Suprema Corte: 
Según jo e.\pr*sa el demandante ;d iniciar el proseóte 
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juicio, la acción promovida es una w>nsec«cncia del jiuéir» 
ejecutivo que la sociedad demandada sjguip ante los tribuna- 
Us QT#iaripS tle la Capital Federal entra vi eedente del ae- 
tor, y tiende a obtener la deyoliicjon de una jarte de la Sttirtá 
perciiii da ni diclm juicio ejecutivo. 

llanta lo expuesto, para establecer la incompetencia de 
!a justicia federal, ;¡ efecto .le COnocer en la demanda en trá- 
rtiite. iwr eiéó 'a prórroga de jurisdicción lucha en el jui- 
cío ejecutivo anterior a esta demanda, en el cual np se opuso 
la excepción de declinatoria, se extendería a las demás cau- 
cas que sean nna consecuencia de a<|nel juicio, y por tanto, 
„,» pairan ser traídas a o.m>eiuiLuto de los tribunales nacio- 
nales, conforme el artículo tí, inciso 4.' de la ley 48. 

!W consiguiente, la distinta vecindad im jr^-de motivar 
en el Ca*P de autos el filero federa", desdé que. eonforíne al 
artiedo X.' de la citada ley 48, para que sea procedente es 
indispensable, en los casos de cesión o mandato, que tanto 
el cédeme cuno el cesionario puedan acogerse al privilegio, 
lo que no ocurre con el cédeme *k-í actor, tpie im podía acu- 
dir : t la justicia nacional por la riTCíuistancia apuntada en el 

párrafo anterior.. 

fefi atención a lo (|ue dejo dicho y a la jurisprudencia 
concordante de esta Corte Suprema. í Fallos, CX1L 2tf: CXX, 
74 5 -'54: emítí. «»4: CXXIV. 137) l»'do a V, K. se sirva 
r intirmar el fallo apelado. 

Julia Boteh 

FALLO DE L\ CORTE SLTR1-MA 

Buen» Alret, Febrero 16 de 1918. 

Y vistos: Los seguidos por don Luis Medina contra la 
Sociedad Anónima ll"iii Wonnsfrr Limitada, por repetición 
,;. muí suma de dinero, venid* is en apelación extraordinaria 
de sentencia de la Cámara Federal de la Capital, 

Que según lo espresa el actor, este juicio ordinario se 
fluida en la dispo sición del articulo 51:0 de! Código de l'ro- 



DE JUSTICIA D« UA NACION 



81 



ceditnicntus de la Capital ipie lo autoriza como recurso legal 
p*ra gestionar derechos «¡no no han podido ser considerados 
en el juicio ejecutivo atento su carácter < fs. '» vuelta), y conio 
consecuencia del juicio seguido |*t la S( piedad iluni W'onn- 
sér Limitada. |ht ejecución hipotecaria, e! que tramitó por 
ante los triUithaíes en Ib Ccnñtcreíál de la Capital. 

Qufe éílp establecido, es dr l< >tl;i evidencia qius la jurisdic- 
ción federal rio procédfi en et caso, jorque, según lo licnc 
declarad* ► esta Corte, cuando el fuero federal sólo tiene lu- 
gar jior razón de las personas, la excepción de utcutilpetencia 
no deducida en tiempo ante lt;s tribunales locales, importa 
prorr«»|{ar la jurisdicción de éstos i Palios lomo 70. |Kigiua 
sin (pie modifique «&íla conclusión la circunstancia de haber 
*ido prorrogada esta jurisdicción en un juicio ejecutivo, por- 
que ello es indiferente cu el caso, toda vez que el juicio eje- 
cutivo reúne lits requisitos necesarios para considerarse pro- 
rrogada la jurisdicción en concepto del articulo ti, inciso 4." 
de la ley numero 4S. i Fallos, tomo J. página 1171. 

ÍJue según la constante jurisprudencia de esta Oírte, el 
juez qué ha conocido del juicio ejecutivo, tiene jurisdicción 
p:ira conocer del ordinario |*.r repetición dé lo pagada en 
aquel. ('Fallos, tomo <>o. página ¿58; tomo página 138 

y ^ itros ) . 

l'or clin», y ííiúdátíieulos concordantes y átenlo 1>» ex- 
puesto y pedido por eí señor Pn «curador General, se confir- 
ma la sentencia apelada en la pane que ha sido materia del 
recurso. Notificjuese original y devuélvanse. Kcpóugase el 
papel ante el juzgado de origen. 

A. ÜtíRMKjo. — Nicanor C». dkt, 
SotAR. — D. E. Palacio. — 
j. Ktr.rPiKoA Auokta. 
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Don Tomás Furrio contra don Per nardo Vázquez, por cobró 
de pesos; sobre suspensión de remate 

Sumario: Procede c! recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una decisión contraria a derechos y pri- 
vilegios fundados en la ley orgánica del Banco Hipo- 
tecario Nacional. 

2° La venta a que se refiere el articulo 59 de la ley 
orgánica de] liana» Hipotecario Nacional, número 8.172. 
es la que prescribe el artícttlo 58, de la miaña, esto es» 
la que el Raneo está facultado a realizar por la simple 
mora de noventa dias y en uso del derecho contractual 
previsto por el artículo 45. 

3° Kl articulo '«fi de la misma ley rige especialmen- 
te los casos de ejecución, concurso o quiebra de los deu- 
dores del Banco, y ét no fija término para que éste or- 
dene un nuevo remate cuando hubiere fracasado el ante- 
rior por falta de postores, no ol*stante el cumplimiento 
del emplazamiento de la ley con la intervención judicial. 
Kn tales casos no tiene aplicación el articulo 59. 

Caso: La explican las piezas siguientes: 

p 

AUTO 13 KL JL'KZ tS UO CIVIL V COMKRC1AL 

Satín N. Octubre i de 1916, 

Vistos que la venta ordenada por el juzgado del bien, 
y cuya suspensión pide el Banco Hipotecario Nacional, lo ha 
sido en cumplimiento de lo resuelto por el Superior Tribunal 
de Justicia en fecha cuatro de Agosto del corriente año; que 
so pena Je alzarse contra una resolución del superior, el Juz- 
gado rio puede acceder al pedido del Banco, máxime cuando 
la parte interesada y amparada por un mandato superior no 
consiente en ello. 

Resucvo: ordenar el remate, que se haga salwr al Ban- 
co la presente resolución y la dictada \k>t el Superior. — 
Costa. — Ante mi : J, í t , Peiefjrin. 
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SENTENCIA Wvl. SUPERIOR TRIIUWAI. HE JUSTICIA 

Sut* Fí, Mly* 2 fe I9IT, 

Autos y vistos: Los seguidos por don Tomás FuriM con- 
tra don Bernardo Vázquez, sobre cobro ejecutivo Je pesos, 
para resolver la apelación deducida i»r el representante del 
lia neo Hipotecario Nacional. *lr la resolución de fs. 115 que 
ordena el remate de ia propiedad afectada con liipoieca al 
crédito cuyo cobro se persigue. 

Considerando que en los artículos 58 y 59 de la ley núf 
mero 8.172 se establece la forma cómo ha de proceder el llan- 
co Hipotecario Nacional en los casos en que por la misma 
ley baya de rematarse una propiedad. 

One el articulo 06 prevé el caso en que el bien tpie baya 
de subastarse se encuentre embargado o concursado el deu- 
dor o declarado en estado de quiebra, estableciéndose que el 
Manco iKidrá ordenar la venta en la forma antes autorizada 
y la previsión de ta última parte de dicho articulo, que si el 
Manco no ordenara la venta dentro de los noventa dias hábi- 
les» contados desde la notificación judicial el juez jwdrá re- 
solver el remate en la forma ordinaria a pedido de la parte 
interesada en el juicio ; que esta última parte de la disposición 
precisa el alcance de la primera, en cuanto 1 'podrá el Banco 
ordenar la venta de los bienes hipotecados", cuando ejerci- 
tara este dcrcclio en el término fijado en aquella, pero con 
la obligación siempre de proceder en lo sucesivo en la forma 
prevista en los artículos 58 y 59 recordados, porque ellos es- 
tablecen la manera de proceder, que es anexa y propia al be- 
neficio o privilegio dado al Banco para que llene debidamen- 
te los fines de la creación legal. 

Es en tal sentido necesaria la combinación de los dichos 
artículos 59 y 66. para resolver con justicia la situación pues- 
ta en tela de juicio. 

La ley crea el privilegio y lo garantiza en* cuanto no se 
puede trabar ni suspender el procedimiento del Banco para la 
venta etc. (artículo 75), procedimiento este á que se refiere, 
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nue es el que olatuven fe «M> > S * Sft '«o V siguientes. 

Si el Banco no ha ordenada »n nuevo remate desbtteá 
del íl«é anunciara al lamerse en SM eotifieimient.. este juico 
, d concurso del deudor, a los noventa diási como m ra 
t .| Alíenlo v cn.no procedimiento que el Ban'co del* C*p 
Mrvíir. ¡i .namfé*íac¡oíi de í*- 109. é qu: ba dtsmuíSÍO sa- 
t; ,r a une va subasta la propiedad tlespm-s de linos Mete me- 
ses de reall«atía la primera, y al pónchele étl su eonoeun.en- 
t ., el estado dé la Cjectícióli. no esta sin «huía encuadrada en el 
procedimiento que la lev le marca, y no puede estar ampa 
rada en el precepto legal del articulo 75 qu* « WW* L '" 
primer >ermi«0 este articulo garantió el procedimiento legal 
v .urque además vi debe prever y prevé la situación de («je 
U suspenda o trabe un proceder sencillo y rápido tendiente 
a la ejecución, como es el que se legisla en ella, legislac.on 
„e aun tiene en este privilegio, y por consiguiente no pned, 
■ considerarse traba ni suspensión en el sentido de a ley. la 
gestión judicial que insta la venta del bien y Iridación dei 
inicio ante la decisión demasiad., lenta por cierto del Wi 
Hi^itccari... de sacar imevamenie a remate la pr^uneda;! des- 
pués fie más de siete meses fie la primera subasta, es decir, 
fnera fie los términos marcada por la ley en su proceda 

miento, ••' , Q 

lista interpelación v aplicación fie la ley numero $.f?2 
por el conjunto de sus d'ispf.sieiones y por el espíritu de ju* 
' tieia que la inspira, fuera de las razones establecidas en «¿Ha- 
para el ejercicio «le los privilegios creados, es, i»>r lo demás, 
lo que el tribunal encuentra justamente lega!. 

^i v- aceptara .pie el privilegio rom., garantía leí dere- 
cho «le Crédito, privilegio que es tal en el procedimiento lUts- 
m con que ha de ejereitarse. tuviera la extensión eme quiere 
asignársele, luibria que aceptar. ,pie 1a simple inacción del 
Uanco. después de fracasa.la la primera subasta, contra las 
propias llorínas legales baria imposible o indehmda la reali- 
zación de todo derecho. 

Por estas con sideraciones se resuelve: confirmar la r.- 
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solución apelad;;, con costas. Kcgúlase él honorario del doctor 
Paredes en la suma .1c cincuenta pesos memela riáaoñal; Há- 
gase saber y bajen. — Xíacití. — Busfíhtck, — Candoinh 
Ante mí : Vicente García, 

lWULo DE LA CORTE SL'l'RKMA 

Bueno» Airee, Febrero ID de ttl". 

V yistos: Los seguidos por don Tomás Kurno contra don 
Heñíanlo Vázquez, venidos en apelación extraordinaria díS 
sentencia dictada t*»r el Sujpiolr Tribunal (le Santa Í'V. 

Y considerando: 

1. " (¿ue habiendo sostenido el I tonco Hipotecario Wicio 
nal ijiK* la ley orgánica núin. K. 17J te acuerda privilegios esjK'cia- 
les en cuanto a la forma y modo de proceder a la venta de las 
propiedades afectadas petr créditos hipoteca™ >s otorgados por é!. 
y siendo la decisión reenrrida contraria a los derecho* y pri- 
vilegios que el Banco ha fundado cu la ley de referencia, el 
recurso autorizado por el articulo 14 de la ley 4N y i>." de la 
ley 4.055. es procedente, y asi se declara. 

2. " (¿ue |>or lo que respecta al fondo del asunto, curres- 
ponde dejar establecido que cuando el articulo 39, detennin 1 
que "si la venta no se realizara se ordenara otro remate den- 
tro de los noventa días siguientes, con la lwse del capital 
adeudado y los gastos", esa disposición se refiere a la venta 
que prescribe el articulo 58, esto es, la (pie el Maneo está fa- 
cultado a realizar por la simple inora de noventa días en el 
|>¡igo ile los servicios, y en uso del derecho contractual pre- 
visto |w»r el articulo 45 de la misma ley, 

á¿° (¿tic el articulo fifi contempla una situación distinta : 
la que ocurre en los casos de ejecución, concurso o quielira 
del deudor, y como lo establece en términos expresos el pre- 
cepto aludido "aunque la deuda baya sido servida con regula- 
ridad, de lo que se desprende que las formalidades que pres- 
cribe el citado articulo í'tft están destinadas a regir solarítéritc 
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cu los cüsos especiales a (¿110 se refiere, y en tales casos tío 
son iie aplicación las disposiciones del artículo establéenla* 
;i beneficio del Banco y que se ejercitan por él inisnui en uso 
ríe facullatles contractuales establecidas eon fines determina* 
il s y hó jtara tutelar posibles ¡ttlereses de otros acreedores. 

4, " tjuc según expresa disposición ílcl artículo 66 ci- 
tad- en los casos de ejecución, concurso o quiebra del deudor, 
vi Baño» delh-rá hacer uso de sn derecho preferente de venta 
inmediatamente de quedar ejecutoriado el auto que ordena la 
venta jtulieíal, (Hiñiendo a disposición de la autoridad respec- 
tiva el remanente del precio, .cubierto t|«ie sea el crédito a su 
favor y los gastos producidos, y si el Manco no ordenara la 
venta dentro de los noventa (lias hábiles, contados desde h 
notificación judicial, el juez jxtdrá resolver el reñíale en la 
forma ordinaria a pedido de la parte interesada en et juicio. 

5. " íjue la sentencia apelada de Ts. 152 admite, impií- 
ci lamente. i|iie ej Manco cumplió ló precepltiado en el articu- 
lo 66\ al practicar el remate que consta a fs. 71, y sí le des- 
conoce en la actualidad ese derecho, es porque considera que 
fracadó aquél por falta de postores, debió renovarlo dentro 
Je I*»- noventa dias siguientes, p«*r aplicación del articulo =l'i 
de la ley orgánica. 

f>," íjiie en los casos ile ejecución, concurso o quiebra, 
el referido artículo 50. carece de aplicación como se ha obser- 
vado, pnes dios están especialmente regidos por el r.rticttto 
66 qik- 110 lija término al Maneo para ordenar ningún reuní-.' 
cuando ha fracasado el anterior por falta de |»o.-.ti ires lio abs- 
t;i nte haberle cumplido el dupla/amiento de la ley con la hi- 
len eución judicial. 

-.' <Jue como tos acreedores del deudor hipotecario ya 
sea jur segunda hipoteca o simplemente generales, conservan 
un derecho subsidiario sobre el remanente del precio del bien 
hipotecado cubierto que sea el crédito de! Maneo y los gastos 
producidos, mientras el Manco no haya hecho uso del derecho 
de adjudicación que le acuerda el articulo fio, y como las cir« 
eun Rancias del mercado de inmuebles pudieren haberse 1110- 
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difíeado después del primer remate üí 11 poslores, nada w opo- 
ne a que tales acreedores renueven ante el juez su gestión <Ie 
venta y consiguiente emplazamiento al Presidente del Hanoi 
para que éste lo ordene nuevamente en los términos «VI ar- 
tículo <V» de !;t ley. con lo que se concillan los privilegios de la 
institución con los derechos de los demás acreedores sotirc el 
excedente que pudiera resultar de la venta. 

Por ello, oído el señor Procurador denend. se revoca ia 
sentencia apelada. Notífíquese con et original y devuélvanse 

A- Bi-kmiíjo. — D. E. PAtAciá — 

J. Fl CU GROA AíXORtA. 



Sentires J. Costino™ y .V. Sautato contra la provincia de 
fiamos Aires, por rohro de pesos. 

Smnittio: i." 1.a cesión comprende entre otros accesorios, 
los infereses Élcl crédito cedido. 

_v Kl recibo «leí capital por el acreedor, sin reser- 
va alguna sobre Jos mi érese*, extingue la obligación del 
deudor respecto de ellos, 

Cas<>: Resulta del siguiente: 

FALLO Di: l.A CORTTv SL'PRKM A 

Buenos Alrct, Frtrtro U 4t IfilS. 

Y vistos: I.os seguidos por li>s señores J. Gasa nova y 
M. Saínalo contra la provincia de Buenos Aires, por col)]-.* 
de pesos, de los que resulta : 

OiU> -i fs. j y por apoderado, comparecen los actores y 
expresan que han construido oljras de desagüe en el partido 
de San Isidro, en virtud del correspondiente contrato cele- 
brado con el Gobierno ile la provincia de Buenos Aires. 
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Que en el o intrato ele referencia se estableció que el ¡nign 
«le la ««lint se haría previa entrega de certificados expedida 
por et Departamento de Ingenieros dentro de diez días 
siguientes al ñus a que correspondiese la liarte de obra eje- 
cutada, y esos certificados devengarían un interés de o o|o si 
no se alionaban dentro de los treinta días de expedidos. 

(¿iw ta provincia demoró el pago de los certificados, y 
una parte fué pagada con letras de tesorería inte ha sido nece- 
sario descontar, reteniendo además la demandada el de t ínsi- 
to le garantía durante un tk-m|jo. a |>esar de que delíia serles de- 
vuelto al entregar la obra concluida. 

Que en tal virtud la provincia de Buenos Aires debe al to- 
nar los intereses de los certificados que se pagaron con mora, 
y !os míe cor respt >ndcn al depósito Je garantía, durante el 
ticltlpp que los tuvo en su poder, a partir ríe la fecha de h 
terminación de las obras. 

Qtte en mérito de lo expuesto, pide se condene a la pro- 
vincia al pago de los intereses reclamados, que estima provi- 
sionalmente en la suma de ocho mil cuatro t ientos titea y Sité 
pesos, sesenta y cuatro editaros moneda tiacionat, con ínter 
reses y costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corle, 
sC corrió traslado de la demanda a la provincia de Buenos 
Aires, y esta lo evacuó pidiendo su rechazo om costas, ex- 
poniendo que en efecto celebró el contrato de construcción 
a que aluden los actores, y que el pago de los intereses tjjtifc 
reclaman fué idesestíiniado a< luí ilustrativa mente por -las cir- 
cunstancias que se expresan en los expedientes respectivos. 

One jmr escritura de fecha Kncro S de 1015. los' Señores 
Casauova y Sautato cedieron al Banco de la Provincia lo- 
créditos correspondientes a los certificados que en esa escri- 
tura se mencionan a fin de aplicarlo al pago ,U> la deuda que 
los adores ten tan con el líaiieo citado, 

Qué la provincia de Unenos Aires reconoció al Banco de 
la l'r. "vincia coi no cesionario di* los actores y le abüUÓ Tas 
sumas (júe debían cobrar tos señores Casauova y Santato, 
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sin que el líaneo hiciera reserva alguna respecto <lc los in- 
tereses que hoy se reclaman . 

(Juc Ins actores no tienen, en consecuencia, derecho .1 
gíi no derivado de los certificados que mencionan en su d;> 
manila, ¡jorque fueron cedidos al Manco de la Provincia, ni 
lo tienen |mr Ins intereses que pretenden potXfiie én el mejor 
de los casos, el crédito se habría extinguido coii arreglo al 
articulo 624 del Código Civil. i*nr haberse cobrado el capital 
sin reserva alguna respecto a los intereses, en etiyn mérito pide 
él rechazo (le la demanda con costas. 

Que recibida la cansa a prueba, se produjo la que expre- 
sa el certificado de fs, 50: se presentaron los alegatos de fs. 
50 y 07. y se llamó autos 1 fs. 70) . 

V considerando: 

(Jue |n>r !o que hace a los certificados números u. t%i y 
14. fueron cedidos al Banco de la l*rovincÍH. como resuln 
de & escritura de fs. 1 del espediente número 27 letra B.. 
agregado, y estando dispuesto por la ley que ta cesión com- 
prende entre otros derechos accesorios, los intereses del cré- 
dito cedido (Código Civil, articulo 1.4581. los sentires Ca- 
satiova y Santato carecen de acción liara deducir redamo 
alguno por los intereses. 

Qué respecto de los certificados números lo y 11 no hay 
constancia alguna en los expedientes administrativos agre- 
gados, de ta fecha en que correspondía hacer su pago, ni de 
aquélla en que se hizo: siendo de notar que en las actuaciones 
de prueba practicadas ante esta Corte, tauqueo se ha acredi- 
tado ese pimío, y en tal caso, no presen lando los actores en su 
apoyp la prueba legaj correspondietite, su demanda debe des- 
estimarse jHir ito haber demostrado los extremos de hechos 
afirmados at deducida. 

Qik tampoco han probado los achires respecto de los de- 
más certificados, halier hecho reserva expresa sobre los in- 
tereses al recibir del gobierno de la provincia él importe co- 
rrespniidtente, ni exigieron, como hubiera sido del caso, cL 
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acuerdo con la cláusula expresa del artículo 42 1 «míralo, la 
' acumulación de los intereses devengados a los subsigmeMes 
certificados: v en cambio recibieron y cobraron esos certificados 
por el valor de las o br,s ejecutadas, sin objeción ni reserva 
a' (juna, y en cotí secuencia, con arreglo a! artículo 0J4 del Có- 
digo Civil, el gol tierno de la provincia no está obligado a abo- 
narlos. 

iQtte "i cuanlo a los intereses en concepto de mora por 
la devolución del depósito de garantía, en el contrato usti- 
1 miniado a fs. 20, no bay cláusula alguna de la que se despren- 
da, que los actores tengan derecho a percibirlos; y si bien el 
deudor moroso debe los intereses estipulados, los legales, o los 
que se fijen judicialemente (Código Civil, artículo 622). 110 
bay mora sino cuando media requerimiento cu forma t Códi- 
go' Civil, artículo 500,: Fallos, tomo ¿4. imgina 398) y en el 
caso de autos no se lia acreditado ese requerimiento. Si se 
pretendiera que tal formalidad fué llenada por el escrito de 
fs. 1 fiel expediente C. 4» agregado, babría que observar, 
etitre otras circunstancias, la de li al terse presentado ese escrito 
(Enero 27 de i»H5> con jjosterioriilad a la fecha (. Huero 8 de 
0,15» de la escritura en que los actores cedieron al Haneo de 
la Provincia, entre otrtos créditos, el constituido l>or el depó- 
sito de garantía y se obligaron a abstenerse de cobrar y perci- 
bir el importe de ese crédito y de tos demás que fueron objeto 
de dicho convenio. 

One aún cuando la escritura de referencia denomina con- 
trato de prenda al convenio de que instruye, de su contexto 
general resulta qtic es un contrato de cesión, puesto que au- 
toriza al Haneo "como cesionario" para aplicar las sumas que 
perciba por los conceptos anteriormente mencionados, a amor- 
tizar o cancelar tas obligaciones que se han mencionado, y 
que esta aplicación se hará sin necesidad ele ninguna interven* 
ción i>or |>arte de los exponentes y a medida que ingresen las 
sumas cobradas" (f$ t t. espediente tí. numen. 27. agregado). 

Que establecido lo que precede, es aplicable a los inte- 
reses del depósito de garanta las mismas consideraciones re- 




DC JUSTICIA DE LA NACION 01 

fátívas a los tóiftcádos números 12, 13 y 14. pues cfti arre- 
irlo a la ley. la acción comprende, como so lia dicho, en' re 
otros derechos ácc^soiíiosi los intereses det crédito cedido (Có- 
digo Civil, articulo 1.458 citado ) y además, no hay eonstan- 
cia tic míe esos intereses hubiesen sido excluidos de la cesión, 
antes biíen, el Uánco cesionario aparece expresamente autori- 
zado para qüe "cobre y perciba de la Tesorería < '.eneral del 
Gobierno de la Provincia las sumas de dinero que el Minis- 
terio de Obras Públicas le adeuda (a la firma social José Ca- 
sannva y compañía ) jx>r las ultras fie los conductos de des- 
agüe que lian eimstrnído'' ( Kxpedieule citado \\. 27, fs. 2 
vtá » - 

Que las reclamaciones posteriores al recibo del capita! 
por el cedente o |>or el cesionario, no suplen la formalidad 
establecida por la ley al respecto, pues como queda dicho, el 
recibo det capital por el acreedor . sin reserva alguna sobre 
los intereses, extingue ta obligación del deudor respecto de 
ellos (Código Civil, articulo 624: fallos, tomo 22. página 385; 
tomo 119, iKigina 0Q; táflio 120. página $). 

Por estos fundamentos, se absuelve a la provincia de Une- 
nos Aires de ta demanda de fs. 2, debiendo alionarse las eos- 
tas en el orden causado, atentas las circunstancias del caso. 
Natifiqucse original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solvr. — D. E. Palacio. — 
J. FrouEROA Au-orta. 



Anrarta, doña Mario Félix de, rotura la PtotihMá de Hítenos 
Aires, sobre daños y perjuieios 

■ ■ 

Sumario: Siendo las provincias iKírsonas jurídicas de existen- 
cia necesaria, no pueden carecer de representante para 
estar en juicio, y en consecuencia, suit válidos la cita- 
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rión y emplazamiento hechos a una provincia, en la ]nt- 
sona del interventor, de una demanda |»or cobro de da- 
ños y [>er juicios que se liacen derivar de una transieren- 
cía de dominio verificada por aquella. 

€<áw: U> explica el siguiente: 

rÁtCO OE LA CORTE SUPREMA 

Bimm Afra, Febrera » de 1918. 

Autos y vistos* |»ara resolver sobre la cuestión dé que 
hace mérito el precedente dictamen del señor Procurador Ci- 
ñera!. 

Y considerando: 

(Jue en la demanda de fu. 0. deducida directamente con- 
tra la Provincia de Unenos Airc<. el actor solicitó: -%e. mande 
correr traslado de la demanda al Poder Ejecutivo de la T*ro- 
vincia ele Buenos Aires. ? cargo abora del señor Interventor 
Naeinral" tfs. 171. a lo míe se resolvió de conformidad 
l>or auto de fs. H), el que fué cumplido por el Juez Federa! 
de La Plata 1 fs. 20 vta. y 2\ ), 

Que opuestas las excepciones de incompetencia de juri>- 
dicción y prescripción, y pasados, los autos en vista al señor 
Procurador Cieueral. éste solie-tó se declare que la demanda 
no puede considerarse noti6cadi en virtud de que el inter- 
ventor no es el representante legal míe determina la Consti- 
tución de la Provincia, lo qtte equivale a plantear una cues- 
tión de personería que 110 afecta la jurisdicción de esta Corte 
pues no se discute el carácter de demandada que la Provincia 
de límuos Aires, tiene en el caso, ni el domicilio o naciona- 
lidad del actor para hacer procedente la jurisdicción origina- 
ria que corresponde a esta Corte con arreglo a los articulo* 
ioo y 101 de la Constitución, y articulo i/\ inciso i.' 1 , de la 
ley núm. 48, según los cuales, este tribunal conoce originaria 
y exclusivamente, de las causas civiles que versen entre una 
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provincia y algún vecino o vecinos de otra, ciudadanos o >úli- 
ditos extranjeros. „ • 

4Jue si bien las intervenciones son, por su propio carác- 
ter, actos políticos del Poder Federal, circunscriptos y limita- 
ilos. a los objetos qué precisa y determina el articulo 6 de la 
Constitución, llevan implícita la facultad de proveer )>or ex- 
cepción y mientras la provincia intervenida carece de autori- 
dades propias, a las necesidades de orden económico, social y 
administrativo emergentes del desenvolvimiento de resorte- 
locales que no se paralizan en sus funciones |ior el hecho le 
encontrarse acéfalas algunas de las autoridades que las pro- 
vincias se flan en uso y ejercicio de sus propias institución s, 

tjue ti hecho de que los interventores no sean funciona- 
rios légales de las provincias en cuanto su designación emana 
del gobierno nacional, y sus atribuciones como sus responsa- 
bilidades, se relacionan con el poder que representan y no con 
los i»odercF locales, sólo implica que la función activa de di- 
chos agentes federales no puede extenderse más allá de los 
límites que les asigna la Constitución y la ley; pero ello no 
obsta al ejercicio de sus funciones de representantes necesa- 
rios del Kstado intervenido mientras se organizan los líderes 
locales. 

Que esa representación necesaria emerge, ademas, de !a 
propia economía ríe la Constitución: las provincias al delegar 
en la Nación las facultades requeridas ]Ktra hacer efectivas las 
garantías que ella consagra, han delegado implícitamente en 
el Poder Federal, si bien i*>r excepción los atributos inheren- 
te* a su soberanía, con el objeto de restablecer el funciona- 
miento regular de las instituciones fecales. I*as medidas mera- 
mente conservatorias, ejercidas con un criterio limitado, no 
están pues en pugna con la misión que el Poder Federal ejerce 
por medio de los interventores, cuantío éstos se circunscriben 
a representar a la provincia en el caso de ser demandada j>or 
hechos producidos por los representantes legitiums .le las 
mismas. 

fjne los decididos por esta Corle en los fallos, ti uno 



04 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



54, página 550 y lomo 55. pagina son distintos al suh Hte, 
pues en ello» so trataba de demandas originadas jxir actos del 
Interventor, extraños o no a la función política (pie 1c estaba 
' encomendada, perú que importaban asumir la representación 
de la provincia en su carácter de persona jurídica y en de- 
fensa de actos propios Icl agente federal que había ejercido 
una función activa muy distinta de la meramente conserva- 
toria ejue se ejercita en el caso dé amos ]K>r motivos ajenos 
a la acción del interventor. 

« 

Que en efecto, en la presente causa se demanda a ta 
Provincia jior indemnización de los daños y perjuicios ava- 
luados en dos millones ciento treinta y tres mil setecientos 
cincuenta pesos moneda nacional í_m 3^.750 pesos moneda na- 
cional), y que se hacen derivar de la transferencia de dominio 
hecha por ésta en i 2 de Abril de 1887 a la empresa construc- 
tora del Puerto de La Plata de un terreno que se dice de 
propiedad del demandante: a que se agrega que en represen- 
tación cíe la misma, ha concurrido al juicio su representante 
letrado para *'Ios asuntos en que el Gobierno sea jiarte y se 
ventilen en la Capital Federal", con arreglo al Decreto del Go- 
bernador y su Ministro fecha 30 de Junio de 10 1 5. corriente 
a fs. 25 y (jue ño aparece revocado. 

Oite una provincia como persona jurídica de existencia 
necesaria no puede carecer de representante para estar en jui- 
cio y la falta del Golieruador y Fiscal o Procurador que para 
las circunstancias normales menciona el articulo 6j) de la ley 
de procedimientos núm. 50. a los fines del emplazamiento, no 
puede privarla del amparo del Poder Judicial de la Nación 
a fine puede verse en la necesidad de ocurrir en salvaguardia 
de los derechos que ha adquirido por intermedio de sus legí- 
timos mandatarios o en defensa de las reclamaciones que con- 
tra ella pudieran promoverse por las consecuencias jurídicas . 
de esos mismos actos. 

Por estos fundamentos, y oido el señor Procurador Ge* 
neral. i'panticnesc el decreto de citación y emplazamiento vle 
fs, 19, asi como las actuaciones subsiguientes al mismo, y 
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estantío contentada la demanda se reriU* esta causa a prueba 
por veinte días comunes y pmrrogablcs. durante cuyo térmi- 
iiii lüs partes deberán comparecer diariamente a la oficina a 
ser notificadas, llágase saber con el «>rÍ£Ínal y repóngase el 
pa|>cl. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FjcuEko.v Alcorta. 



/'tul Prudencio \L Clar'í en autos con ios señ iTt'j .1/ iir cuco. 
Pcrrone y Gugiktmino. sobre cobro de fesos. 

Sumario: Desconocido- el fuero federal fundad» t-n el arlícu- 
lo 2.", inciso 2 .*. de la lev número 48. es prnce lente para 
ante la Corte Suprema d recurso extraordinario que au- 
toriza el articulo 14 de la misma ley. 

a.* El vecino tic una provincia, demaiubd.» ante los 
tribunales de la misma, no se encuentra en el caso de 
invocar el fuero federal por razón ile distinta vecindad- 
Oí so : L<i explican las piezas siguientes: 

ACUEKDO UK CAMARA PRIMERA UC APELACloXE» 

Kn la ciudad de La [''ata. C api ta! .le !a l'nivincia de 
iíuenus Aires, a veintiséis de «octubre de mil novecientos diez 
y siete, ir tm idus Ins señores jueces ile la Kxnru Cámara ÍY> 
mera de Apelación» en su Sala de .\cuerd»s ¡ara dictar sen- 
tencia en el juicio ** AI arenco, rerrone y O.uglii:lmino contra 
Prudencio M. Clariá. sobre cobro ile pesos"; se practicó d 
sorteo prescripto en el articulo 173 de ta CoitMituciún tic la 
Provincia por el que resultó tme la elación tendría lugar en 
el siguiente orden: Doctores, del Cainiñll*». Agnilar. Quinfa. 
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Cuestiones: 

i. 44 Ks procedente la exección dé ittNittjiHértciít de juris- 
díceióu ? 

■2." Íjlí es. lá te inhabilidad del titulo .' 
3." yiw pronunciamiento corres]* mdc dictar cu lo prin- 
cipal i 

4. 14 Cuál respecto de la costas. 

Vi JT.VCIOX: 

A !a 1." Cuestión, c! ductor del Campillo, expuso: Con- 
sidero ¡nftindad;t en absoluto la excepción a qiu- esta cuestión 
se refiere, ]mes. si bien la ley de 14 de Septiembre de iKo.í 
sobre competencia y jurisdicción de tos tribunales nacionales, 
en su articulo inciso j.". atribuye a los jueces de sección 
el conocimiento de las causas en tjue sean partes 1111 vecino 
de la provincia en que se suscite el pleito y un vecino de 
otra, o en las que lo sean un ciudadano argentino y nn ex- 
tranjero, es de observar sin embargo i|ite estando el fuer » 
federal establecido en el primer caso en beneficio del litigante 
vecino ile distinto lugar del en que el juez ejerce su juris- 
dicción y en el segundo en favor de! extranjero, lia podido 
él, pór consiguiente, en el caso de autos ser renunciado j>or 
los actores, ocurriendo, como lo lian hecho, ante los jueces 
naturales del demandad», desde que Con ello no se lesiona 
eti forma alguna su derecho, 

[\»r ello, de conformidad o»u 'a jurisprudencia constante 
y reiterada de ta Suprema Corte Nacional, fundamentos con- 
cordantes del fallo apelado v l> estatuido en el articulo V* 
del Código ile 1 Voeedim icntos, voto negativamente la cuestión 
planteada. 

Los doctores Aguilar y Quiroga votaron tu idéntico sen- 
tí lo en mérito a los mismos fundamentos. 

lín la 2." cuestión, el doctor fiel Campillo, dijo: Según 
la disposición contenida en el inciso 5." del artículo oj(j del 
Código Civil, son instrumento.-, públicos las cuentas >aead:i- 
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de los libros fiscales* autorizadas poí ftl encargado de llevar* 
los. Por consiguiente, no es |*>sib!c desconocer tal carácter .1 
la cuenta que sirve de base a la pfláertte ejecución lasque lleva 
además del wttfciítHiE del ingeniero municipal, las tirinas .iel 
Secretario e Intendente. 

Ella esta constituida |>or liquidación a base del informe 
a tjiic st- refiere e| articulo -?i de la ordenanza núiu. 500. 
transcripta a su dorso, informe detallado del número de me- 
tros de afirmado, eordpn y desmonte, qtje corresixm.lc alionar 
a los propietarios frentistas y el que delie ser elevado a la 
Inteudeucia. siendo así aqtiL'l la autoridad encardada de prac- 
ticar dicha cuenta. 

Se trata, pues, de una liquidación practicada de confor- 
midad con las constancias o asientos municipales, que es 10 
jejue quiere la ley |*ara dar el valor de instrumento público a 
dichas cuentas. 

Por otra parte, el documento de la referencia es instru- 
mento publico de conformidad al precepto contenido en el 
inciso *." del citado articulo, puesto que es nn instrumento 
expedido por funcionarios públicos y en el que se hace men- 
ción a constancias en que ha intervenido la autoridad muni- 
cipal, con sujección aja recordada ordenanza. 

I\n su consecuencia, pienso que diclio documento, es um 
(¡tujn perfectamente hábil, ya que se encuentra comprendido 
entre aquellos a los cuales la ley procesal les acuerda fuerza 
ejecutiva lart. 47K, inciso 1." del Código de Procedimientos). 

Por manera que Ja exeejíciún de inhabilidad del ti- 
tulo opuesta por el demandado, fundada en el desconocí- 
intentó del carácter de instrumento público de la cuenta pre- 
sentada por loe actores, es improcedente en mi concepto. 

!V>r lo que respecta a las observaciones formuladas por 
el demandado a la habilidad del referido titulo, fundada en 
¡a- circunstancias de su opción pnr el pago en cuotas de! 
afirmado y de no haberse descontado de la liquidación prac- 
ticada, la parte correspondiente a la empresa ae tramvays. 
que dice ocupa con sus vías la calle en (pie se lia construida 
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el afirmarlo cuyo pago ik Ja reclama, nu pueden en mi sentir, 
determinar la inhabilidad alegada, porque aliarte de que tales 
observaciones no afectan las fOrtttas extrínsecas del título, 
no encuentro cu autos la debida comprol>ación de los hechos 
que en ellas se basan. 

PÓr lodo ello, votó negativamente la cuestión planteada. 

I<os doctores Aguilar y Quiroga votaron en idéntico sen- 
tido en mérito a los mismos fundamentos. 

A la $.* cuestión, el doctor del Campillo expuso: Dada 
la forma cu que han sido resueltas por el tribunal las cues- 
l iones planteadas, ei pronunciamiento que corresponde dictar 
en estos autos, es e] de revocar la sentencia apelada en la 
parte que hace Ittgáf a la catee lición de inhabilidad del título, 
y. en consecuencia, desestimar ésta, como así también la de 
incompetencia de (jurisdicción ¡y mandar llevar adelante la 
ejecución basta el íntegro pago de la suma reclamada. Así 

lo VOto. 

Los doctores Aguilar y Quiroga. votaron en idéntico sen- 
tid* > en mérito a los mismos fundamentos. 

J\n la 4 11 cuestión, el d«>etor delCampi'lo, dijo; Las eos- 
tas de ambas instancias deben imponerse al vencido de acuer- 
do con lo establecido en el articulo 541 del Código .le Proce- 
dimientos, correspondiendo en mi concepto regularse Jos ho- 
norarios del dbefeif ionrottgé por sus (rabajos fie primera 
instancia en trescientos pesos y en cien los del procurador 
Percyra. Asi lo voto. 

Los doctores Aguilar y (¿uiroga votaron en idéntico 
sentido vii mérito a los misinos fundamentos. 

Om que terminó el acuerdo que firmaron los señores 
jueces. — Quiroga, — del Úwijr$$ — Ay vitar, — Ante mí: 
C, li. fflañiño. 

•SENTENCIA 

La Ptiti, Octubre S6 <« 19lT. 

Y visto-: Considerando que en el acuerdo se ha resuelto: 
l¿ (Jne ¡las excepciones opuestas de ineom|Wtencia de 
jurisdicción e inhabilidad de títulos no son procedentes. 
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2." (Jue las cosía* de ambas instancias deben imponerse 
at vencido. 

Por ello y fundamentos Id acuerdo se revoca la senten- 
cia apelada en cnanto hace tugar a la excepción de ¡ni labili- 
dad de titulo, lio Se hace lugar a las excepciones «apuestas y 
se manda en consecuencia llevar Adelante la ejecución basta lia- 
cerse íntegro pago de ta suma reclama la; con cosías en amtaft 
instancias al vencido, a cuyo efecto se fija en treseienios y 
cien pesos nacionales, respectivamente, los houorarios del doc- 
tor Konninge y procurador Tereyra. por sus trabajos en pri- 
mera instancia. Impóngase las fs. y devuélvanse. — Pedn> 
H. Quiroijtt. — Alfredo del Campillo. — Maximiliano Aijni- 
tóh — Ante mi: í\ /;. Marino. 

dicta mi:\ ni:r. sumir i'Koet:Kvr»oR cuxer.m. 

Bueno* AJm, Pebre» 14 4t 19lf. 

.Suprema Corte: 

El apelante lia interpuesto vi recurso extraor. linar iú que 
concede el articulo 14 de la ley número 48. fundado en que 
se ha infringido el precepto constitucional que reglamenta 
la ley sobre jurisdicción y competencia de la justicia federal, 
en cuanto las partea son de distinta vecindad, y además, de 
distinta nacionalidad. 

lís verdad que Ta Constitución, la expresa «la ley y la nú- 
mero 1407 establecen la jurisdicción federal para las causas 
civiles en que sean parles un vecino de la provincia en que se 
Mise ha el pHio y un vecino de otra o de la Capital, o en que 
sea parte un ciudadano argentino y un extranjero; pero ese 
fuero ha sido creado en beneficio del litigante vecino de dis- 
tinto lugar o del litigante extranjero, eme en el caso actual no 
lo sería el demandado apelante, sino el actor. 

A este, entonces, le es facultativo usar de ese beneficio, 
y si ha renunciado a él ocurriendo a los tribunales provincia- 
les, siguiendo el fuero del reo, ha usado de su derecho, sin 
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lesionar el del demandado, que queda protegido por sus jnece.- 
naturales . 

fin consecuencia, <le acuerde» cpri lo dispuesto iior el ar- 
tículo inciso 4" «le la ley 4". «le opinión t|ue ra» deU- 
darse eurs" al recurso interpuesto. 

jfosié Nicolás Matienzo. 

FALLO DE m CORTE SUPREMA - 

Bueno» Aires. Ftbre» 29 4* 

Aiitirs y visto*: Kl recurso de hecho |R>r Jípelas ton de- 
negada interpuesto por el doctor I 1 . M. Clariá, contra senten- 
cia de la Cámara t Viniera de Apelaciones de I-a Plata en lo- 
autos seguidos por los empresarios M arenco. Perrone y <*,n- 
gltelniiiiu, sobre cobro ile pesos. 

V considerando: 

Que desconocido el fuero federal que el recurrente h;i 
fundado en el articulo 2 inciso 2." de ta ley sobre jurisdicción 
y competencia de los tribunales nacionales, es procedente pani 
ante esta Corte el recurso extraordinario previsto en el ar- 
ticulo 14 de la ley número 48 y 6.° de la ley 4 055 > asi se 
declara . y 

tjne entrando al fondo del asunto por ser innecesaria 
mayor substanciación atento lo alegado á fs. 2¿ y ¿8 de los 
autos remitidos |>or via ríe informe, debe observarse que COii 
arreglo a los términos del articulo 2". inciso 2". ele la ley de 
jurisdicción y competencia y lo reiteradamente resuello pnr 
esta Corte, el vecino de una provincia demandado ante los 
tribunales de la misma no se encuentra en el caso de invocar 
el fuero federal por razón de distinta vecindad I Fallos, totno 
iji, página 447 y jurisprudencia allí citada). 

Por clin y lo dictaminado por el señor Procurador (teñe- 
ra l. se confirma la sentencia de fs, Hj en la parte que ha sido 
materia del recurso. Xotifiqnese original y repuesto ei 



D£ JUSTICIA DE LA NACION 



101 



papel archívese, devolviéndose ios autos principales con tusti- 
n n mii v ile esta resolución. 

A, Hkkmkjo. — D. K. Pala- 
cio. — j. 1**ii;iiíkiia Ai.- 

Kn disidencia de fundamentos: Xioxoh {\. ihci, Solar. 

ihsihi:ncia i>K i-vjíoamkxtíis 

Amos y vistes: K1 recurso de hechos |*>r apelación dene- 
gada deducido jK>r el doctor l'. M. Clartá contra sentencia de 
la Cámara Trímera di- Ablaciones de La Plata, en los autos 
seguidos por Ins señores Sí arenco, Permue y (•uglicmiiun. 
sobre cobro de pesos, 

Y Considerando: 

tjue habiéndose desconocido el fuero federal que se luí 
fundado por el demandado en h* dispuesto por el artículo 2,', 
inciso 2." de la ley número 48 sobre competencia y jurisdicción 
de Ins tribunales nacionales, debe considerarse procedente él 
recurso extraordinario previsto en el articulo <»." de la ley 
número 4,055. 

Por ello así se declara. 

Y considerando: En cnanto al fondo por estimarse in- 
necesaria mayor sttbstanci ación que según resulta de los auto-i 
principales remitidos por vía de informe, la demanda dedu- 
cida por los actores en el escrito de fs. 6 es dirigida a obte- 
ner el pago de las (dirás de pavimentación construidas en el 
frente de la propiedad del demandado situada en una de las 
calles de Lomas de Zamora jurisdicción de la Provincia de 
Buenos Aires. 

One resulta asimismo |x>r la propia manifestación del 
demandado en el escrito de fs. 2.1 y en e! de quejas presenta- 
do ante esta Corte que éste se encuentra domiciliado en la 
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referida provincia y que los actores» son vecinos de esta Ca- 
pital . 

Que por lo tanto e md p;.ii<tientciucm, del carácter y ori- 
gen de la delicia a que se hoce referencia en el fallo de fs. 7,$. 
procede observar qucla competencia y jurisdicción que la le> 
número 48 atribuye a los jueces federales en el artículo 2.", 
inciso 2*\ invocado por el demandado, ha sido establecida en 
favor del vecino ríe distinto lugar ** <lct litigante extranjero, 
jurisdicción que en el caso snh judiee no correspondería al de- 
mandado sim'i a tos actores y que estos han podido renunciar- 
lo ocurriendo a los tribunales incale, como se establece acerta- 
damente i>or la Cámara de Apelaciones de I.a Piala en ¡ni 
sentencia de fs. 82 y se lia establecido también por la jurispru- 
dencia. Tomo tJi. página 447. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
e! señor Procurador General se confirma la sentencia apela- 
da en la ] forte que ha sido materia del recurso. \*oti fiques*; 
original y repuesto* los sellos, devuélvanse los aíitbs a1 tribu- 
nal de su procedencia. 

XlCAXOH G. Soi.AR. 



Agustín !Uhriicrc coutnt rf Banco Hipotecario Xactotutl. por 

cobro de pesos 

Sumario; Aún cuando en el pleito se hayan invocado pres- 
cripciones de una ley especial del Congreso, como es la 
Orgánica «.. ¡ Banco Hipotecario Nacional, no procede 
el recñrso extraordinario del articulo 14. ley 48. contra 
una sentencia fundada en disposiciones del derecho co- 
mún testantes para sustentarla, si el ca-o no se hallaba 
directa e inmediatamente regido por aquéllas y. por lo 
tanto, no dependía de las mismas, la solución de la litis* 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Bumoi Aira, Febrero 28 de 1918. 

Y vistos: Los venidos en apelación extraordinario de sen- 
tencia de la Cámara Federal de la Capital, seguidos por don 
AgJÜStín Melvcdere contra ti Banco Hipoteca rii> Nacional, por 
cobro de pesos. 

Y ci msiderando : 

tjuc al interponer el recurso el representante del Banco 
Hipotecario Nacional se funda en que su instituyeme ha sos- 
tenido que de conformidad con los artículos i. $ 4* % l( * y l 7 
del contrato hipotecario, y artículos i y 55 de la ley 8.172 no 
estábil obligado a entregar cuota alguna al constructor sino al 
propietario, por ser dicha cuota una parte del préstamo y no 
del precio de construcción, y que ese derecho le ha sido des- 
conocido por la sentencia apelada (fs. 1 45 i . 

<Jne el artículo 1." de la ley 8.172 se limita a establecer 
que desde la promulgación de dicha ley el Banco Hqwteca- 
rio Nacional se regirá por las disposiciones de la misma, y 
el articulo 55 estatuye 1 que el Banco no ¡wtlrá, salvo los ca- 
sos previstos cu la ley. conceder eii préstamo mayor suma que 
la mitad del valor de los bienes ofrecidos en hqxrteca, y que 
a 1as saciedades anónimas no se les podrá acordar más del 
treinta jn>r ciento de dicho valor. 

<Jue ¡avocado asimismo, al contestar la demanda ffs. 16 
vuelta ) el articulo 58 de la ley aludida corrcsi»onde observar 
que ese artículo está consagrado a establecer el derecho del 
Banco para vender por sí y sin forma alguna de juicio, en 
remate público y al mejor postor, las propiedades hipoteca- 
das, cuando 110 se hubiesen alionad" los servicios en la for- 
ma estipulada o 110 se hubiere solicitado espera, y a fijar los 
procedimientos preliminares de dicho remate. 

Qlte establecido lo que precede, es evidente desde luego 
qué la solución de la I'tís 110 depende ni ha podido derivar 
de las disposiciones legales citadas, y que se han invocado al 
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solo efecto de píecisar los hechos relacionados al contestar la 
demanda, peto no porqué el casi» de autos estuviese directa 
e inmediatamente regido i»* »r aquellas disposiciones . No se [ta 
cuestionado, en efecto, el dereelui del Banco para regirse i*»r 
las disj ios ic iones de la ley orgánica (artículo i.'i: tii se lia 
discutido la projjoreióu de los préstamos a que hace referen- 
cia ef artículo 55; y en cuanto al derecho preferente de venta 
i|iie le nene nía el articulo de esa ley. la sentencia de fs. 
107 ci infirmada por la di- fs. 141 recurrida se le reconoce ex- 
plícitamente en cuanto se declara "que atento lo dispuesto en 
el articulo 7." del contra ti» y el articulo 58 de la Uey Orgá- 
nica ilel Banco. y en presencia fie his dificultades surgidas en- 
tre el constructor v el propietario, lo único «pie pudo hacer el 
Banco era proceder a io vento del Uumtcbte como lo tjiiso 
« fs. 1 1 5 iu fine \ . 

Que circiinStCrtpta pues !a cuestión a los derechos y obli- 
gaeiones que el actor hace derivar del contrato de fs, 10, y re- 
suelta la cansa con aplicación del derecho común a la inter- 
pretación de dicho contrato di- préstamo hipotecario (Código 
Civil, artículos 1.170 y 1.232. semencia de fs. 1071. la simple 
invocación de la le\ orgánica del Maneo es insuficiente, pan 
fundar el recurso extraordinario con arreglo a la jurispruden- 
cia establecida llallis, ionio 125. |>ágina 411, argumento de! 
considerando S. u página 414. entre otrosí, porque los funda- 
mentos de derecho común bastan para sustentar la sentencia 
apelada independientemente de la inteligencia ipie pueda atri- 
buirse n los artículos citados de la ley 8.172 ( Fal'os. lomo 126, 
páginas 248 y 440 1 . 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara 
no liatter lugar al recurso." N'otif ¡míese original y devué'van*™ 

• • - 

A. Hermkjo. — Nica sor G. m-T, 
Solar, — D. Iv Palacio. — 
J. p'icrijROA Amorta. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



105 



NOTA S 

Con fecha 5 de Febrero la Corte Suprema declaro no 
corresponder :i t:i jurisdicción originaria del tribunal, el eo- 
noeimiento de l;i demanda de i no >nst nacionalidad dedil ¿ida 
pur los señores Pedro Síigjtolo y José Murando contra el Pe- 
der Ejecutivo Nacional, con arreglo a !■> dispuesto en el nr- 
tíciil toi de la Constiineión Nacional. 



Kn l,i misma fecha no se hizo lugar al recurso deducido 
]n*r tlon José Trngant en mitos con "La Inmobiliaria", sobre 
cobro de pesos. |M>r no aparecer de su exp« lición míe se hu- 
biera tratado alguna cuestión :1c las compren elidas en el ar- 
ticulo U de ia ley número 4S, 



IKm José Hampcl contra W cónsul tf ene ral tic .Instruí Ffan- 
tjna, sobre cobro rfc pesos 

Sumaria; No corresponde a ta jurisdicción originaria de la 
Corle Suprema el conocimiento de una demanda por co- 
bro de pesos, contra un cónsul extranjero. 

Cuso; l,o explican las piezas siguientes: 

i 

DICTAMEN l>a SEÑOR I'H(KU*RAiK)R GENERA!, 

Bieut Aires, Febrero 22 de 101 

Suprema Corte: 

Kl juicio «pie promueve don José Hampct. en el présenle 
cNuediente. contra el cónsul general de Austria Hungría, don 
Miloslav Kobr. por cobro de pesos, im es de los comprendi- 
dos en el artículo 1.". inciso 4" «I* '** l«y 4"- 

V. K. por dicho inciso conoce en primera instancia "de 
las cansas en t¡uc versen los privilegios y exenciones de los 
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cónsules y vicecónsules extranjeros en su carácter público"; 
y es obvio que estos autos no tratan de esa materia. 

Kn consecuencia opino que nn debe darse curso a la de- 
manda, por no ser V. K. tribunal competente para entender 
originariamente en ella. 

José Nicolás Matknzo. 

FALLO DE LA CORTE SU TREMA 

BMMI AirM, MwiO 2 «• 1*IS- 

Autos y vistos: No tratándose de un caso de los previs- 
tos en el articulo I." inciso 4" de U ley número 4* 7 ( 'e con* 
fomiidad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
Ciencra!, es declara (pie el presente no corresi>ondc a la juris- 
dicción originaria de esta Corte. Repuesto el pai>el, archívese 

A. líen me jo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCVKROA AUCORTA. 



Linlc V Cia., y otros, importadores tic rerntouth, contra ct 
Gohicrio National, sobre cobro de pesos 

Sumario -. 1. . No es cansa de nulidad de una sentencia' dic- 
tada por un tribunal de apelación, la circunstancia :fc 
confirmar por sus fundamentos la de primera instancia, 
sin responder a todos los argumentos expuestos por la 
parte. 

i." I,as manifestaciones de los miembros infnnnantes de 
las comisiones de las Honorables Cámaras del Congreso, 
son fuentes de interpretación auténtica de las leyes, en 
su significado y alcance. 

3* La ley número 10.224 «I 11 *- 1 grava el vennoutb 
importado, a base de vino* con 1a sobretasa de un centa- 
vo, es aclaratoria de la número 3.764 <|ue. según la sen- 
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teneia apelada autorizaba en su artículo 4." una sobretasa de 
Un centavo a ¡os vinos naturales, cutre ellos, al vermouth ; y 
ion arrcgl.. al articulo 4." del Código Civil, aquella ley 
debe aplicarse a tocios los casos que no estuvieren de- 
finitivamente juzgados cuando se dictó, como el de autos. 
Cliso; Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTRN'CIA DEL JUEZ FEDERAL 

Butnw Aire», Mano 13 di I0IL 

Y vistos : Estos autos seguidos por Link y Cía.. Migna- 
quy y Cía.. MtoHnari y 1 leil. Luis Parpaglione y Cia.. Carlos 
Lucioni y Uno.. Magtioni S'asso y Tava. Escalada y Cía.. Si- 
nistri y Laffín, Valmiro Luciani. liargiela. Posadas y Cía,. 
Francisco Cinzano y Cía,. Calvet y Cía.. Pollcdo y Cía.. Sein 
León. Pedro y Antonio Lanusse. Delor y Cía.. Isidoro Pe- 
defbus. U Raggio y Hnos. y F. Janello. contra e! Gobierno 
de la Nación. jior cobro de pesos, de cuyo estudio resulta : 

Que a fs. 35. se presenta (fon Arturo Rcrnabó. en repre- 
sentación de los actores, manifestando que el 23 de Marzo de 
tt)ot). el Ejecutivo, incitado por unos fabricante* locales de 
vernioútli, dictó un decreto ordenando que en adelante se co- 
brase al vermouth importado, una sobretasa de un centavo por 
litro i»r cada grado de alcohol que pasase de 15 grados Gav 
Lussac. 

Que esc decreto era manifiestamente contrario a la ley 
número 4*933- ¡m|>ortando un nuevo impuesto creado por de- 
creto contra los importadores para favorecer a los fabrican- 
tes kHiIcs. |K>r lo cual aquellos en número de diez y nueve 
casas, presentaron conjuntamente el día 20, de Mayo al Poder 
Ejecutivo, una solicitud, reclamando contra "ese decreto im- 
positivo". 

Que el 2i tic Junio de 1910. a pesar de los esfuerzos de 
las oficinas que habían trabajado ]>or el decreto referido, el 
Ejecutivo dictó un decreto derogatorio, disponiendo que se 
dejase de cobrar tal sobretasa y entonces, dos casas inq)or- 
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tai lores, la de Isidoro i'edeflous y la de L. Kaggio y liaos.. 
pidieron al Ejecutivo la dfevolüMón de las sumas, que durante 
la tramitación del último decreto, se les había cobrado inde- 
bidamente, esperando las otras casas importadoras el resul- 
tado: no accédierido el Ejecutivo a la devolución con febha 
18 de Noviembre de 191 1 . 

Qne las otras diez > siete casas, para evitar qitc no se 
diera curso a la demanda por .falta de gestión ¡irmiiiistrativa 
presentaron eu 28 de Abril de Í913, una solicitud eonjttüta 
fie devolución de íp indebidamente cobrado, refutando l"s con- 
siderandos fiel primer decreto denegatorio de devolución, pero 
el Ejecutivo, coñ otros a ms Ule raudos inadmisibles, dictó un 
segundo decreto denegatorio. 

Que lo expuesto consta del citado expediente adminis- 
trativo del Ministerio fie Hacienda, siendo la base y tunda- 
mento fie esta demanda por lo que pide se le considere como 
partí! ile la misma, estando cu él también las cuentas de las 
c;isas. cuy.» monto el Ejecutivo se negó a devolver, los cuales 
importan respectivamente: Link y Cía., pesos 3.471. fio: Mig- 
naquy y Cía., juisos 4.555.20: Molinari y Heil. j>esf»s 22785: 
l.uis' l'aritagllmu y Cia.. [lesos 3.216.6O: Carlos Lucioni y 
Hermanos., pesos 75°: Mag»*«ni. Sasso y Tava, pesos 8f>5.68: 
Ksealada y Cía., t»esos 1.152; Sinistri y I.affin, pesos 3.168; 
Vabuiro Luciaui. i«sos 241).**) : Bargicla. Posadas y Cía., pe- 
sos 1.245.12: Francisco Cimtaiu» y Cía., pesos .H-S"'- 8 ?: Cat- 
vi-t y Cia.. pesos 1.200: l'olledo y Cía., pcsiw 4.102.28: geni 
León, pesos 1. 05 1.64: IVdro y Antonio Lanusse. 6.2*4.64 pe- 
sos; Délos y Cia.. |k-sos 4'\ñ.04: Isidoro I'edeflous. pesos 
21.522.60; Kaggio y hermanos. |iesos 10.oj3.60. y F. Ja- 
nncflo, pesos 852.84: haciendo una suma total de pesos 
1 22 . 773 . $ 5 moneda nacional . 

(Jue. dada la negativa fiel Kjecutivo. todas -estas casas se 
presentaron conjuntamente al Honorable Congreso, et cual les 
acordó, pir la ley número .m<>", venia para dcm;mdar a la 
Nación . 

Que t"'s considerandos <W los dos decretos denegatorias 
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de las devoluciones reclamadas, ya lian sillo refutados en I a ! 
expediente administrativo y sus agregado,-,, |x>r lo que barí 
breve referencia íle los motivos en que fundó el Kjeeutivo su 
negativa y de las razones que adujo y aduce cu contra de 
ellos, acompañando t*>8 cuatro decretos recortados del ttolctí» 
Oficial. 

(Jiic el primer considerando del decreto denegatorio de 
iS de Noviembre de lyii. importa una simple denegación de 
justicia porque el decreto era contrario a la ley al mandar co- 
brar una sobretasa (pie no estalla en ella y el Kjeeutivo no 
ha querido examinar si el eobr<> era indebido. 

(Jne la sobretasa está o no en la ley, si lo está el Incen- 
tivo no puede ordenar que no se cobre sin incurrir sus miem- 
bros en un delito: y si no está, el Ejecutivo que resuelve no 
cobrarlo más. debe devolver lo percibido. 

One en el segundo considerando expresa que el decreto 
denegatorio '"im declara en ninguno de sus considerandos que 
la cesación del cobro se ordena |)or haberse hallado cpie su 
existencia no se funda en ley", lo que es un error, porque 
el considerando segundo .se funda directamente en ella, para 
derogar el "decreto impositivo', ¡mes. hace notar que "la 
partida 204 de la tarifa establece sobre el vennouth un de* 
recho es|K-eíheo que es tres veces mayor que el que le corres- 
lindería si se le aplicase el impuesto general al alcoba indi- 
cado por su graduación normal. 

(Jne ta ley 4.933 es clara al detallar el derecho especifico 
que |»agaráu las bebidas, de las cuales muy |»cas tienen mar- 
rado mi limite de alcohol iza ción. («asado vi cual la le* man- 
da cobrar además del derecho específico tina sobretasa y que 
el considerando segundo del "decreto denegatorio" y el terce- 
ro hacen notar: a) Que el vermouth 110 tiene limitación siiio 
simplemente derecho especifico: b) Que su alcohol i zación 
normal es de iK grados y como paga 36 centavos o sea tres 
veces e! derecho específico de un vino ordinario, resulta que 
esos caracteres y disposiciones dificultan la aplicación de l.i 
sobretasa a las lichtdas importadas. 
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ello seria absurdo y es que los considerando* se- 
gundos y tercero, al decir en forma suave que los caracteres 
normales de ese artículo "dificultan" la ajdicación de una 
BótaetfcMM quiere Hacer creer c|iic se tr:ita de alguna dificul- 
tad técnica o práeíica. cuando es tan Jacil medir ía ateoliza- 
ció.í del vermouth como la di- tos vinos ordinarios. 

tjuc este segundo considerando insinúa que el "decreto 
derogatorio" se apartara de la ley por "razones de equidad" 
simplemente. íJhq el Poder Ejecutivo de lOio no pudo proce- 
der asi. siendo sensible que el ejecutivo de i<>ii lo creyera y 
dejara sulisistir la supresión de un cobro si ln impusiera la 
ley. Que donde Imlio una supuesta "equidad*' fué en el de* 
cretu impositivo, pues el primer considerando del "decreto 
derogatorio", declara : "que por decreto de Febrero y de 1905 
se declaró no comprendido el vermouth de fabricación nacio- 
nal', de suerte que los fabricantes 110 sólo no pagaban la so« 
bretasa sobre los vinos ordinarios que introducían para fabri- 
car vermouth. mientras In* introductores de los vinos ordi- 
narios la pagaban, sino que pretendieron y consiguieron i>or 
algunos meses, que se cobrara al vermouth importado, tan al- 
tamente tasado, una sobretasa propia de otro articulo cuando 
éste sale de la normalidad. 

Que el considerando tercer*» del "primer decreto dene- 
gatorio" se apresura a decir que "si no careciese de 1»asc el 
pedido de devolución, en virtud de los primeros consideran- 
dos, seria extemporáneo, porque tratándose de un impuesto 
al consumo, al extenderse el vermouth gravado con esa so- 
bretasa* debe necesariamente haberse cargado su importe a 
los compradores", (jue si es uu impuesto que se cobró sin 
que existiera eu la ley. a los iirroduetnrcs. quiénes reclama- 
ron en el acto de publicarse el abusivo decreto de 23 de Mar- 
zo tle 1900. sólo ellos tienen derechos y personería para exi- 
gir la devolución, pues, ni el vendedor, ni el consumidor pue- 
den reclamar del Fisco la devolución de un impuesto que no 
han pagado. 

Que el cuarto considerando afirma que 110 habiéndose 
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protestado ni payar el impuesto, quedaba entendido que se 
aceptaba la legalidad del mismo. Que ÍÓs importadores pi- 
dieron la derogación del "decreto impositivo" tan lingo como 
se publicó, alegaron sti ilegalidad sin dudare demostraron, 
puesto que fué derogado y que para recuperar [o pagado in- 
debidamente no se necesita protesta, que sólo se exige cuando 
se trata de una ley inconstitucional de impuesto. 

Que el quinto considerando del decreto se ocupa solamen- 
te de dos de los muchos importadores que pulieron la revo- 
cación del "decreto impositivo"' pidiendo la devolución de lo 
pagado, lo que debe ser porque los otros no creen pertieuento 
el reclamo de lo pagado durante la tramitación de su soli- 
citud contra un decreto impositivo (pie impugnaban, y que si 
ello sucedió, fué. debido a que había que hacer cuentas pro- 
lijas, con detalles de fechas, sumas, etcétera, y los importado' 
res creyeron que para saber la norma que adoptaría el Eje- 
cutivo, bastaba con uno o dos, que habían otorgado poder 
conjunto, pues los otros iban a demandar también, previa ve- 
nia, fundándose cu esa negativa basada en consideraciones 
generales . 

Que como consecuencia de, esta reclamación recayó el se- 
gundo "decreto denegatorio de devolución'*, que reproduce 
el tercero y cuarto considerando del anterior y expresando 
en su considerando primero que el "decreto impositivo" es 
"de carácter interpretativo de la disposición contenida en el 
articulo no, del decreto reglamentario de Mario i," de i'joo. 
Que dicho "deerelo impositivo" empieza refiriéndose a una 
"consulla" de la Administración ( lencral de ' Impuestos in- 
ternos, sobre supuestas dudas de ésta en la interpretación de 
los artículos 112 y 119 del decreto reglamentario de las leyes 
É7**4 y 3.8ÍÍ4. y declara que tal decreto reglamentario no im- 
pone la sobretasa al vermoitth importado, jwro que tampo- 
co exime a éste de ella, como si no bastara que la ley no lo 
imponga y supone que sí 110 se le cobra la sobretasa resulta- 
ría una protección al artículo importado respecto del fabrica- 
do en el país. 



!1? FALLOS DE LA COiTE SU MUÍ SI A ' 

íjw el Poder Ejecutivo lia creído que cuando un decre- 
to inunda cobrar una sobretasa que jama:* se había cobrado, 
basta declarar que lal decreto es "interpretativo ' de otro dc- 
ereto. para que* ese cobro sea legítimo: y mu; precisamenu 
el reclamo de los importadores contra el "decreto ¡mijositivo", 
observaba que ¿I Éjécittívo no podía |w»r "interpretación", 
hacer pagar lo que no manda la lev. 

(Jiie el .segundo considerando declara que el decreto "de- 
ro^atorio" se fundó exclusivamente en razones de eqiiitían, ta- 
les como la supresión anterior de la sobretasa al vcnniuitb 
nacional y la graduación non nal que excede a la lijada para 
Jos vinos ordinarios. Que el "decreto derogatorio" en su pri- 
mer considerando establece, jior decreto de <) de Febrero d- 
KJ05. se declaró que el vermouth de fabricación nacional cnie- 
daba exento de la sobretasa, de lo que resulta que cuando 
l>or el "decreto impositivo" de Marzo de iqoq se ordenó co- 
brar la sobretasa ni articulo importado, hacia cuatro anos que 
se había exonerado de ella al de fabricación nacional y |Hir 
lo tanto era falso el pretexto de las oficinas, de suerte que 
el "decreto derogatorio" tiq hizo sino levantar una "iniquidad"', 
jurídicamente hablando. 

Pide en definitiva que oportunamente se declare obligada 
a la Nación a la devolución del importe de las cuentas men- 
cionadas, con sus intereses y las costas del juicio. 

Declarada la competencia del Juzgado y corrido traslado 
de la demanda, de acuerdo con las dis)Misieiones de la ley res- 
petiva, es evacuada a fs. 45 por el señor l'roeurador l ; iscal. 
en representación del íiubierno Nacional, pidiendo gttr \k¡t is 
con* i de raciones que expondrá, se rechace la demanda ron «:<• 
pecral condenación en costas. 

ManilieMa en su escrito de contestación que el Poder Eje 
CUtivo por decreto de ¿,\ de Marzo de IQ09. en uso de facul* 
tades constitucionales, estableció que en to sucesivo debía eli- 
girse el iuipitesto de un centavo |>or litro y jior grado, al ver 
moiith de procedencia extranjera, cuya graduación alcoh di- 
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ea exceda de 15 grados Cay Lussae. quedando sujeto en un 
lodo a las disposiciones de los artículos 112 y 1 (■> ihA decre- 
to reglamentario de las leyes 3-7564 y 3 : impuesto que «e 
ebró y sin protesta alguna Que i«><*ter¡rnueiUe va- 

rios importadores pidieron ía recon s i de ración del decreto y el 
Poder Ejecutivo, en ejercicio también de las mismas faculta- 
des, dictó el decreto de 21 de Junto de tojo, estableciendo que 
desde su promulgación cesará de aplicarse al vennouth impor- 
tado del extranjero, fa sobretasa establecida en el articulo no. 
del decreto reglamentario de Marzo t.» de njoo. 

Que bis importadores interpretando equivocadamente este 
decreto, creyeron que signiñealw una confesión del error co- 
metido al dictar el decreto de 23 de Marzo de i 000 y pidie- 
ron se les devolvieran los impuestos imgados durante el tiem- 
po transcurrido cutre ase decreto y el de 21 de JuWÍO de 1910, 
dictando con este motivo el Poder Ejecutivo, después de lia- 
1»er oblo al Administrador de Impuestos Internos y al Pro- 
curador de] Tesoro, el decreto de 18 de Noviembre de ion. 
en el qti c se estableció claramente que el Poder Kjccutívo al 
hacer cesar la aplicación de la sobretasa al vennouth de pro- 
cedencia extranjera, no lo hacia ]K>r considerar que era ile- 
gal su cobro, sino por las dificultades que impedían su apli- 
cación; exponiendo, además, dos razones fundamentales que 
demuestran la improcedencia del pedido de devolución ; la fal- 
ta de personalidad de los iuq «madores \nn rc|>etir un im- 
puesto indirecto y la falta de protesta al efectuar el pago: 
decreto que fué reproducido y ampliado en sus fundamentos 
por el de Mayo 21 de 191 j. con motivo de 1111 pedido aná- 
logo de otros importadores. 

Que el impuesto de sobretasa al vennoulh de procedencia 
extranjera, es como cualquier otro impuesto al consumo, un 
impuesto indirecto, porque no lo sufre el primero que lo abo- 
na al Fisco, sino el consumidor que vendría a ser el titular 
del derecho, y por ende, ¡os importadores del vennouth ca- 
recerían de titulo, de perspnaliilad. jara demandar la devo- 
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Ilición de sumas que no han abonado, jmr impuestos que no 
han sufrido, "sitie étíipHe dijis", 

Qí|C suponiendo que el impuesto de sobretasa de¡ referen- 
cia fuera ilegal y hubiera sido sójpoMdq |N>r los importadores 
ikmamlantes. la demanda no puede prosperar y se impo- 
ne su recluum. de acuerdo con todos los fallos de la Suprema 
Corte Nacional, que tiene establecido qne "tratándose de .1» 
* volución de impuestos i|iie se creen improcedentes o incons- 
titucionales, es preciso acreditar que los pagos (pie se recla- 
man se han ef reinado lia jo protesta que deje a salvo los de- 
rechos del peticionante, sin cuyo requisito n . puede prospe- 
rar la demanda" y "que la devolución sólo es pn»cedente n 
partir de la notificación que si- haga al Poder Kjeentivo de di- 
cha protesta". 

Que 1"s actores han confundido su deber «le protestar 
en forma legal, con e] recliiiuo administrativo: y así se ex- 
plica que se presentaron dt*¡ i ni] Hurtadores y luego los otros 
ante c! Poder Kjeentivo. pidiendo la ilevolueión de la s'>brc- 
lasa alionada, cuino si esa presentación surtiera el efecto de 
la protesta, para luego poiter demandar la devolución; tenien- 
do !a creencia de la acción judicial no podría prosperar "jor- 
que el Poder Ejecutivo |xnlna argüir en juicio que no se diera 
curso ¡i la demanda en cuanto a las casas que no hu- 
bieran solicitado administrativamente la devolución y a quie- 
nes ésta no se hubiera negado por el Poder Kjeentivo: siendo 
tanto más resaltante este error ele derecho, cuando el Go- 
bierno de na Nación ha sido demandado en su carácter de "po- 
der administrador' no siendo necesario el reclamo adminis- 
trativa (ley M>$- 1 couio qiw." 1<<i>i efectuado |»or error U>* 
demandantes, |»ara qué pudiera prosjwrar su acción. 

Otie este redamo, efectuado sin necesidad fiel punto do 
vista jurídico, no puede surtir íus efectos de la protesta en 
forma legal, ante escribano público, debidamente notificada ai 
Poder Ejecutivo; y que !a afirmación de los actores de que 
en el caso suh jndkc no se neceyila protestar para tener de- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



rcdio u la devolución de los impuestos, porque m> se traía de 
una ley constitucional ele impuesto, sino ríe ta repeticiót, leí 
|«igo hecho ¡jor error He las partes. regirla por el derecho pri- 
vado, es una afirmación que 110 contiene otra cosa que un ;u.- 
go de palabras, pues, se pretenda «pie no es aplicable % ju- 
risprudencia tic la Suprema Corle Nacional, ijuc establece ctí- 
mo condición sitie qmi non. la protesta hecha en forma legíil 
para que pueda prosperar la repetición del jiago del hipuos- 
to y que por lo tanto si el im|*uesto pflgadp lia sido legal lio 
hay lugar a repetirlo y si no lo lia sido, se puede repetir a 
condición de halter. protestarlo en forma. 

Abierta la causa a prueba a fs, 52, se produjo la que ím- 
fornvi el certificado .leí actuario a fs 150 v„ y liafiíend » ale- 
S»do las |iartes sobre su mérito, quedan estos autos en usía lo 
de dictarse sentencia. 

Y considerando: 

yue en los términos en que se ha trabado la presente litis, 
las cuestiones a resolver primeramente son las relativas a la 
falla de personalidad que el señor fiscal Opone a los inqjor- 
tadores de vcrniouth. |»ara re|>ctir e| valor del impuesto inde- 
bidamente alionado, y la falta de protesta notificada en legal 
forma ;d efectuar el (Migo, pues solamente en el caso ríe no ser 
admitidas las referirlas defensas correspondería examinar la 
materia ríe fondo que motiva este juicio, y que se refiere a 
la devolución de la suma de |>cscís 122.773.35 monería nacio- 
nal,, pagada en concepto de sobretasa fijada i>or el decreto del 
Poder Ejecutivo ;le 23 de marzo de lyouj, al establecer que- 
debía exigirse e| impuesto ríe un centavo monería nacional 
por litro y |n»r grado, al vcrniouth de procedencia extranjera» 
cuya graduación alcohólica excediera de 15." Cay I,ussac. 

Que a los efectos de f iniciar la falta ríe personería ríe 
los actores, manifiesta el señor Fiscal que el pago ríe la refe- 
rirla sóbrelas;* no ha sido soportado por los importadores de 
vermottlh. |»orqnc tratándose de un .impuesto al consumo, aque- 



116 FALLOS DI LA CORTE SVPBBMA 

lia' ha tenido que recaer forzosamente sobre los compradores 
ucl artículo. 

A este respecto cabe oltservar que si bien ta sobretasa 
en cuestión constituye un impuesto indirecto, de ahí no puede 
afirmarse en forma absoluta que e! pago <kl mismo reper- 
cute necesariamente sobre et consumidor, pues toda la materia 
relativa a la incidencia y repercusión del impuesto, depende en 
gran parte de la naturaleza de las contribuciones, de la ley de la 
oferta y de la demanda, ya se trate de articulo? de primera 
necesidad o de otros que no 1u son y. en fin. de múltiples cir- 
cunstancias que contribuyen a valorar o deprimir los <-onsu- 
nnis. lodo If» cual es ajeno .1 las finalidades de este pleito, por 
referirse a fenómenos de carácter esencialmente económico. 

Que de autos resulta hallarse plenamente acreditado, se- 
gún se desprende ele los informes de fs. i#> y siguientes, que 
los importadores de vennouth [jagaroii ta sobretasa estable- 
cida en el decreto de 2$ de marzo de 1909, y es evidente en- 
tonces que constatadas asi las relaciones jurídicas entre los 
importadores y el Fisco, y considerándose aquellos afectados 
en sus derechos pos el pago de un impuesto que reputan ilegal, 
les corresponde el ejercicio de las acciones pertinentes a fm 
de pecobrar su importe, cualesquiera que sea la rejKTCUsión 
y difusión del mismo, todo lo cual será objeto de estudio, si 
efectivamente la sobretasa establecida fuera arhitraria o estu- 
viera desprovista de base legal. 

Kn cuanto a la defensa de la falla de protesta notificada 
en forma al Superior Gobierno jKira reclamar la devolución 
de las sumas* pagadas en concepto de sobretasa al vennouth. 
debe tenerse presente que como lo expresaba el doctor Octavio 
Bmige en el fallo que registra el tomo 90, página J58, nin- 
guna ley atribuye a la protesta la facultad de crear derechos, 
ni la impone como formalidad necesaria para evitar la extin- 
ción de las obligaciones, y si bien ¡a jurisprudencia ha con- 
sagrado el principio de que la protesta es necesaria jwra exigir 
la devolución de los impuestos indebidamente pagados, pcr> 
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un ha precisado la forma ni las modalidades que aquella debe 
revestir. 

fjiie. de los antecedentes agregados, corre a fs. 85 el es- 
critu presentado por los acto-es ante el Superior Gobierno, 
pidiendo reconsideración del decreto de marzo 23 de 1999, 
fundándose en que las leyes que cn-an impuesto* delien in- 
terpretarse laxativa y restrictivamente, dando j>or resultado 
i|iic el Poder Ejecutivo accediera a lo solicitado y dictara el 
decreto de junio 2\ de 1010 a fs. 34, estableciendo que cesan 
de aplicarse al vermouth importado del extranjero, la sobre- 
tasa fijada en el decreto de marzo 23 de hjcnj. 

Que en presencia de este pedido ele reccm si deración, cuya 
justicia reconoció el Poder .Ejecutivo, aunque por distintos 
motivos a Jos manifestad** por los reclama «tes. forzoso es 
reconocer que en esa forma se lian llenado los propósitos que 
persigue la ley al exigir una protesta contri! el pago indebido* 
pues era arte: el mismo Poder Ejecutivo que bahía dictado 
el decreto estableciendo la sobretasa al vernioutli. que bis ac- 
tores se dirigían idiendo una reconsideración y sti revocato- 
ria en consecuencia, llenándose así los objetivos primordiales 
que la jurisprudencia establece, esto es. que el Poder Admi- 
nistrador tenga noticia del reclamo que formula el contribu- 
yente y la oposición que hace al pago qu indcli idamente se 
le exige. 

No es la oportunidad de entrar a examinar la cuestión 
bajo el punto de vista de si I jurisprudencia recordada es apli- 
cable únicamente en cnanto se trate de una ley inconstitucio- 
nal y no en el presente caso jwr referirse al pago de 1111 im- 
puesto proveniente de un decreto ilegal, pues ello importaría 
prejuzgar sobre el fondo del asunto objeto del litigio, y en 
cuya virtud conceptúa el infrascripto que teniendo en cuentn 
los antecedentes recordados y la necesidad - de facilitar a las 
partes la defensa de sus derechos ante la justicia, el escrito 
de reconsideración presentado por los actores a fs. 85 debe 
aceptarse como una protesta hecha en forma ante el Poder 
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Kjeeutivii. correspondiendo declarar la procedencia de la acción 
instaurada cu $1 presente litigio. ¡Mr haberse llenado los re- 
i inis ¡tí» necesarios i*ara ello. 

Que reconocido el derecho que asiste a los aelores para 
redamar la devolución de la* suma!; alionadas, si éstas lo hu- 
bieran s'n\o en virtud de un impuesto u gravamen arbitrario, 
es. la oportunidad de entrar a! examen del decreto del Poder 
EjmUjvo de marzo 3$ de IQCX). cuya legalidad se discute en 
estos autos. 

Fundan su tesis los actores en que la sobretasa al ver- 
tuóMil imp< irtnrli >. no fué autorizada por ley alguna. pormi.' 
si lo hubiera sido no habría podida lcgalu»cnte suspenderse 
su cobro, desde que tratándose de una ley impositiva e hn- 
perativa. el Poder Kjceulivo no puede alterar su espíritu so 
pre <xto ile reglanientación, fie acuerdo con el articulo 86. 
ti ic i so 2." de la Constitución y que í* ' e >' respectiva no com- 
prende al venuouth entre los vinos y bebidas cuto impuesto 
se hallaba recargada con la sobretasa en cuestión, cuando 
la fuerza alcohólica e\ee<licse de 15 grados. Agregan que e! 
referido decreto tuvo un proj>ósito protección isla, dada la si- 
tuación cu que quedaría el venuouth de i>roducción nacional 
si no se cobrara la sobretasa al importado, lo que 110 auto- 
riza una aplicación distinta de la ley. 

Mientras tanto, «leí estudio de los antecedentes respecti- 
vos, resulta que los artículos u." y 4." de la ley núm. 3.704. 
después de enumerar los viims que se consideran naturales 
establece que pudran alcoholizarse en los puntos de ]>roduc- 
eión o en los de consumo hasta el grado indispensable para 
su c uservaeión. y que ¡irisando ese limite, pagaran como im* 
innsto un centavo ]«>r cada " fracción de grado de 

exceso, 

Ue acuerdo con el articulo 1." de la referida ley. la re- 
caudación de lo* impuestos internos y la fiscalización e ins- 
pección de tas industrias afectadas, se practicará de confor- 
midad con los decretos que |«»ra su ejecución dicte el Poder 
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Ejecutivo, en cuya virtud se dio el decreto reglamentario ciü 
marzo t* de 1910. estableciendo en tos artículos 119 y IJO 
que los vinos comunes importados legarán además del im- 
puesto interno de ¡tesos 0.02 moneda nacional por litro, un 
centavo \mr cada grado o fracción de grado y por litro, cuan- 
do la graduación alcohólica exceda de 15." y tjue la alcohol i- 
zación de los vinos naturales se practicará de conformidad 1* 
lo prescripto eh el artículo 4." de la ley núm. 3.704. Y el 
artículo 112. agrega, que son aplicables al veruiouth hecho 
con hase de vino, todas las disposiciones vigentes sobre ins- 
trumentos de control, toma de muestras y demás que rigen 
para los vinos naturales. 

Concordante con estas disposiciones, t | inciso i." del. ar- 
ito (>." de la ley 4.363. considera como tratamiento lícito 
alcoholizado!! limitada, agregando que la alcoholizaron 
míe admite la ley es la que se practica con el prepósito de 
asegurar la conservación del vino. 

i 

Ahora bien, la interpretación de estas disposiciones lega- 
les y reglamentarias, es la que ha originado el presente litigio 
a projMísíto de si es u tro procedente la aplicación de la sobre- 
tasa de mi centavo por litro y por grado al vermonth de im- 
portación, siempre que tenga más de quince grados de alcoho- 
lizado)), como tn establece el decreto observado del Poder 
Kjecutivo de marzo J3 de hjoj. 

Planteóla en estos términos la cuestión a resolver, (L'be 
analizarse 110 tan sólo el caráclei legal del referido decreto, 
sino también los fundamentos que lo motivaron desde que ha 
sido objetadlo de inconstitucional y se afirma que el Poder 
Kjecutivo ha reconocido el error en que había incurrido al 
dictarlo, puesto que fué derogado el 21 de junio de roí o. 

A este respecto, del estudio de las actuaciones adminis- 
trativas agregadas, resulta que et Poder Kjecutivo estableció 
el impuesta dé la referencia fundado en que no es ¡Kisible 
considerar al vemiuiitli impertíala libre de la sobretasa, por 
cuanto ello importaría conceder liria protección sobre e! de ' 
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industria naciumd que lia tributado el correspondiente al al- 
cohol que contiene, debiendo por lo tanto quedar sujeto et 
de importación al |iago del impuesto y demás medidas de 
c« Hit n >1 c» tr res( k ludientes. 

Que el decreto derogatorio de junio ¿i fie 1910. sus)kmi- 
diendo et cobro de la referida sobretasa al vermouth impor- 
iad«*. se funda eti que si bien el vermouth de f alineación na- 
lioiial in> paya lia la sobretasa en cuestión, siempre que hubiera 
pagado impuesto interno el alcohol empleado "en dicha fabri- 
cación, en cambio el vermouth importado debe abonar un de- 
recho csj»ecifico equivalente a treinta y seis centavos nacio- 
nales él litro, y que del análisis químico, la graduación alco- 
hólica del vermouth llega nonuahnente a 18." centesimales, 
conteiiieiub dicha Miida más de 57 por mil de extracto seco: 
caracteres que dificultan la aplicación de las sobretasas a la* 
bebidas ¡mi tortadas. 

Que reconocido por ambos litigantes que el vennouth 
pertenece a la categoría de los vinos naturales, de acuerdo 
con lo dispuesto éii el artículo ií2 del Decreto de marzo ti? 
de H)0O y el articulo 7, de la ley núin. 4.303. al excluir al 
vennouth de las liehidas artificiales, es evidente que la refe- 
rida bebida jiodrá alcoholizarse hasta et grado indispensable 
pata su conservación pero que pasando ese limite pagará el 
impuesto de un centavo por cada grado o fracción de grado de 
exceso, coi no lo dispone la ley respectiva numero 3.704, articulo 
4", pudierd í entonces afirmarse que con sujeción a los preceptos 
terminantes de la ley. hallándose el vermouth comprendido en la 
categoría de los vinos naturales, puede estar sujeto a un im- 
puesto adiciona! ó sobretasa en la forma que lo estableció el 
Peder Ejecutivo en 'et decreto recordado. 

No habría, cutí mees, para qué analizar et alcance de lai 
disposiciones de] decreto reglamentario de marzo 1." de iqoo. 
cuyos artículos 11K y 119 han motivado esta divergencia de 
criterios én las oticinas públicas porque se refieren inducía- 
btemettte a los vinos comunes y lo corrobora el articulo ijo 
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• al establecer que la aUxtholización de tos vinos naturales se 
practicará fie conformidad a lo proscripto en el ¡miento 4,* 
de la ley núm. 3.764 y v ] articulo t\\ inciso 5". de la ley 
4&$$ a ' preceptuar que la aVnfoilixacióu «pie ;a imite esta ley 
es te que se practica con el praíposítb de asegurar la cmiser va- 
cian del vino, ratifica mi 1 así una vez más que pasando el li- 
mite necesaria jiara la conservación estará sujeto al impuesta 
de un centavo |«r cada grado o fracción de grado de exceso. 
Ks cierto que dentro de las disposiciones del decreto d,> marzo 
de itjoo no se lia legislad > para los vinos naturales, fijándo- 
les un límite de aleoholización, habiendo quedado asi sin re- 
glamentar^ el articulo 4." de la ley 3.764 y tío teniendo en 
consecuencia las aduanas encargadas de percibir el referido 
impuesto, liase legal para exigir pagos por excesos en la al- 
cohol dación de los vinos naturales (pie exceden un limite que 
no se ha establecido ni en la ley ni en el decreto reglamen- 
tario. ]"en>vllo no ha impedido que el Poder Kjeculivo hava 
dictado resoluciones parciales al respecto, cuando circundan- 
eias esleíales U> exigían, como lo demuestra el decreto le 
febrero y «te 1905. resolviendo «pie no está comprendido en 
la sobretasa de un centavo, el vermouih de producción na- 
cional a base de vino, siempre que el alcohol emplearlo haya 
pagadtt el impuesto interno conforme a lo preceptuado en' la 
te>* k> que demuestra que aun el vennouth nacional ha 

estado sujeto a la referida sobretasa cuando el alcohol em- 
pleado 110 hubiese paga Jo eK gravamen legal. 

Y este ha sido el fundamentó primordial de los defen- 
sores de la referWa sobretasa al vennouth importado, por 
considerar que si se obliga a la producción nací mal a pagar 
impuesto sobre el exceso de alcohol cinteado, con cuant.i 
mayor razón tío se gravarán los verrnouths importados, desde 
que concediéndoles ese beneficio, podría redundar en pefjüi% 
ció de la industria nacional. 

Con lo expuesto queda demostrado a la evidencia, qué 
la ley núni. $0q en sn articulo 4." autoriza la sobretasa de 
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mi centavo a los vinos naturales, entre los cuales h> haltü 
comprendido el vermouth a base de vino, y que si bien vi 
decreto reglamentario no lia legislado al respeto, ello no lia 
impedido que vi IVxter Ejecutivo, salvase esa deficiencia .le 
la rcglamentació" " dictara la* res* tinciones que tas circuns- 
tancias impusieran. Y es evidente que asi como jamás se pre- 
tendió «pie al imponer el gravamen af toa venunutns de pro- 
ducción nacional por el decreto recordada» en febrero 9 de 
iga¿ ejerciera atribuciones no autorizadas por la ley. de la 
misma manera no puede admitirse míe al gravar los vermo- 
huts importados por el decreto ele marzo 23 de iyoo. lla.ya 
establecido impuesta arbitrarios, desde f|iie se bailan autori- 
zados expresamente |*>r la ley «um; |pfe y el hecho de su 
iin|HwicHiu. si bien j¿drá ser una medida más o menos acer- 
tarla ecoiióniicanu nte. jamás pmlrá sostenerse (pie es incons- 
titucional o que implique el ejercicio de atribuciones imposi- 
t ras no aut. Tizadas 0~ la ley. |u consecuencia, no piiede 
:i firmarse que al suprimir el referido impuesto el año 1910. 
signifique que el Poder Kjeeutivo baya reconocido la ilegiti- 
midad del mismo o que no tuvo facultades |jara facerlo, como 
1<» expresa claramente el decreto de mayo 21 de 1013 mu- 
corre a fs. 34 vía., y resisto dé cuyos- hechos no es la jus- 
ticia la llamada a examinar los actos del Superior Gobierno 
en la forma que pretende hacerlo la parte adora en el caso 
*\siih jtidicc". correspondiendo tan solo declarar que el im- 
puesto establecido en el decreto de marzo 23 de 1009, no es 
ilegal. (ior hallarse el l'oder Ejecutivo facultado para estable- 
cerlo «je, acuerdo con las leyes y flisposicHwics rccordadas ; 

Por eslos fundamentos fallo: Keclwando la presente 
demanda instaurada |K»r los importadores de wnnomli cx- 
tranjerc. contra el Gobierno de la Nación, debiendo las cos- 
tas abonarse en el orden causado, atenta la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. — Manuel H. de Anchorena. 
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SENTENCIA DE l.A CÁMARA KKl'KKAl. 

twnm Air», JmIí* 10 dt 

Vistas estos autos seguidos i*or Molinari y Utril y «itros 
importadufes de vermouth contra el (luhienio de la Nación, 
sobre devolución de impuestos pagados, y o msiderandf > que. 
cualquiera ipte sea el carácter jurídico de la presentación de 
fs, 85 que ios dcinaiidaules hicieran i>ara que se derogara d 
decreto estableciendo la sobretasa que motiva este pleito, los 
demás f un. lamentos <ie la sentencia recurrida demuestran su- 
licicntciuciilc la improcedencia de la demanda. 

Por esto y los fundamentos concordantes del dictamen 
cal. se continua la sentencia de fs. iCn). con las c¡»tas de esta 
.segunda instancia. — & UMmárm'm, — /. .V. Malieiiso. — 
T. drías. 

FAI.Í.O DK LA CORTE SUPREMA 

■utaci Aires, Marte 2 o*« tO|S. 

Vistos y considerando: 

Que si bien en el escrito de fs. .217. se interpuso el re- 
curso de nulidad con juntamente con el de ablación contra 
la semencia pronunciada ]»*r la Cámara Federal, tan solo apa- 
rece concedido el último de dichos recursos en el auto de fs. 
217 vuelta. 

Que notificado el referido ¡tuto, ha quedado consenti- 
do por no haberse reclamado en oporttmi:lad del alcance li- 
mitativo que se dió al pedido contenido cu dicho escrito de 
fs. 217, como pudo hacerse deduciendo alguno de los re- 
cursos legales contra el mism > l Palios, tomo 7,1, página 410 
y otros). 

Que |*or otra fiarle uo es causa de nulidad de una sen- 
tencia dictada por el tribunal de apelación, la circunstancia 
de confirmar ]>or sus fundamentos la de primera instancia, 
sin responder a todos tos argumentos expuestos por la parte 
(Faltos, tomo 81. |>ágina 166; torjid (/», página 25Í1 y otros). 
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Por cito no st' hace lugar a la nulidad solicitada. 

Que el recurso extraordinario que se menciona en ct me- 
morial de fs. 224, presentado ante esta Corte <le salvaguar- 
dia del interés de las personas excluidas del ordinario a mu 
se refiere el auto de fs. 2'*$ vuelta, no acrece eme naya sido 
interpuesto en tiempo y forma y <|ite haya sitio denegado. 

(Juc en cuanto al de apelación ordinaria concedida Un 
sólo a los señores Moiinari Ueit. Francisco CinzanO y Ci 1 . 
I'eilr" v Amonio Lanusse, Isíi1<t l'edcflotis y L. Rnggio 
Hermanos, por ser lós Únicos de los actores comprendidos 
dentro de lo dispuesto por et artículo 3.". inciso 2," de la 
ley número 4.055. es de tem-rse en cuenta <jne la semencia 
apelada, en cuanto confirma por sus fundamentos la de pri- 
mera instancia, dejó establecido en lo substancial, une la 
ley tlúmoró 37Ó4 L * n su articulo 4." autoriza la sobretasa de 
un centavo a los vinos naturales entre los cuales está com- 
prendido e| vermouth a base d*e vino, siendo inarlmisilile <|ite 
el l'oilrr Kjeeutivo al ordenar el cobro de aquella por \-t de- 
creto de -M de Marzo de 1909, baya establecido impuestos ar- 
bitrarios desde «lie se hadan autorizados expresamente p«-r 
dicha ley número $704, 

Que pendiente el pleito p.,r repetición úv to pagado en 
mérito de lo dispuesto j*or el citado decreto de 23 de Ma^o 
•le i«>oo. el Poder Kjecutivo al mandar al Honorable Con- 
gres í:is leyes <U* presupuesto etc.. ]Kira el año 10,17. expresó 
ijue si proyectada la -obretasa. lo hacia como <pie estaba com- 
prendida eu e! artícúlo 4 djb la ley número 3.7Ó4. 

Oue al considerarse el proyecto de la Honorable Cáma- 
ra di* Oí pma tos t-1 miembro informante de la c unisión que 
aconsejaba su sanción manifestó t|ue la sobretasa está esta- 
blecida en el artículo 4." de la ley número 3764: pero (pie se 
aconseja ha la sanción del proyecto para hacer cesar incer- 
ndumbres nacidas de interpretaciones variables. 

Qtie a la pregunta de un señor diputado si era una lev 
aclaratoria la (|iie se discutía, el mieuibro informante de la 
c imistón respondió que estaba e» la ley aclaratoria -- "es tina 
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modificación ;i un artículo de la ley reglamentaría" (Diario 
«!c Sesiones. Cámara de Diputados, años iojO y K) f 7, tomos 
i." y 5.°. páginas 633 y 4.354. respetivamente). 

Que en tal concepto fué votado el proyecto y pasó al 
Honorable Senado, que lo sancionó a su ves sin observación 
alguna, como lo hace notar el apelante, quedando asi con- 
vertido en la ley número 10.224. <S nc grava v\ venuoiiili im- 
portado a liase de vino, con la sobretasa de 1111 centavo, en 
mismas condiciones que lo cobrara el Poder Ejecutivo des L- 
el 23 de Marzo de 1900,, hasta el 21 de Jimio de 10,10 en (pie 
dejó sin efecto el anterior y que es la devolución que pretenden 
los apelantes 

Que dádos los antecedentes expuestos no es dudoso el ca- 
rácter de aclaratoria de la ley número j< 224, antes citada, 
pues las manifestaciones del miembro informante de la co- 
misión son fuentes de interpretación auténtica de las leyes, 
en su significado y alcance. (Fallos, tomo 113. página 1Ó5; 
tomo 114, pgina 2ij8 y otros). 

<J ue después de sancionada la ley acia ratona número 
10.224, es inoñci< >so examinar la inteligencia del artículo 4,' 
ile la ley número 3.764. pues con arreglo a lo lispnesto por 
el articulo 4." del Código Civil, aquella ley debe aplicarse :i 
todos los casos que 110 estuviesen definitivamente juzgados 
cuando se dictó como es el sub judkc. 

Que dados l«»s antecedentes de la causa y las cuestiones 
de derecho controvertidas no aparece justificada la imposi- 
ción ;lc las costas de 2." instancia, por lo que corresponde mo- 
llificar en esta parte la sentencia a|ic!aria, declarando que de- 
lien abonarse en el orden causado, ( Fallos, tomo ioó, página 
-7.Í y °tros 1 • 

Por ello se confirma la sentencia apelada con la modi- 
ficación míe expresa el considerando anterior, sin costas, aten- 
ta ta reforma indicada. Notifiquen , ingina I y devuélvase al 
juzgado de su procedencia don, le se repondrá el papel. 

A. Riírmrjo. — Nicanor G. mu 
Solas. — D. R. Palacio. 
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/inri shifiíistu Umousin contra el Gobierno Nacional ¡*or rei- 
vindicación: sobre cumplimiento de sentencio 

Sumar i» : Dentro de lo preceptuado £6f la ley ¿952, 110 CO- 
rresponíle dictar emplazamiento contra la Nación a Rh de 
qne cumpla sentencias, (pie. pjr otra parte, ella no ífes- 
eouoee. (jtie el r%der Kjecutivo. manifiesta por medio 
de sus representantes estar dispuesta a cumplirla, y «pie. 
en lo ci <r respondiente, dependen de sanciones del Poder 
Legislativo y de tramitaciones administrativas mclispeu- 
sililcs. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

auto ni-i. SRXOR JTICJÍ ri-nKKAL 

U Plata. Frtrtt» 20 de 1917. 

Líbrese oficio al Señor Ministro de Hacienda de la Na- 
ción, a lin «le ijiie se sirva impartir las órdenes necesarias pata 
ipie se ponga en posesión a ;loti Angosto Ltmousin, de la par- 
le respectiva de las manzanas V y K del plano de fs. 78. con 
una BUpérftcie de tres mil doscientos cuarenta y cuatro me- 
tro?., ochenta y ocho decímetros, y cincuenta centímetros cua- 
drados: respecta al segundo y tercer punto, téngase presente. 
Devuelto diligenciado (pie sea el oficio ordenado, agregúese 
a la eausa previa rei|»sición de sellos. — Zavalía 

A| peHírfb ( 'e revoeatoria interpuesto contra el auto qtte 
precede, |>or el ministerio fiscal, se dictó el siguiente: 

M'To ni:i. SKXOk JtlliZ PUoKRAt 

La Futa. Mano 30 da 1917. 

Autos y vistos: Para resolver la incidencia sobre cum- 
plimiento de la sentencia definitiva dictada en estos autos; y 

Considera rulo : 

1." (Jue las disposiciones contenidas en el artículo <k- 
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la ley iiúnícro 3952 contraria abiertamente Jos más elementa- 
les principios jurídicos llegando hasta hacer ilusorias dispo- 
siciones precisas de la Constitución Nacional. A qué quedaría 
reducido, en efecto, el principio de la igual. huí ante la ley? 
Porque está demás decir que en el presente juicio la Nación 
litigó en su carácter de persona jurídica, es decir en un pié 
de absoluta igualdad con el particular demandante. ¿Cómo lia 
de pretenderse entonces, que este particular demandante, ven- 
cedor en todas tas instancias, vaya a pedir a la parte venci- 
da que cumpla el fallo? ¿Dónde está» entonce*, a qué condi- 
ción quedan reducidos los prestigios de ta justicia y la facul' 
tad inherente de hacer cumplir sus fallos? Pues bien, cotí traer 
aparejadas el citado artículo tan arduas cuestiones, fué vo- 
tado sin discusión en la Cámara de Diputado?. En el Senado, 
donde tuvo sn origen la ley, sólo el senador de la Torre tibscr* 
vó la redacción del articulo para que se hiciera extensivo a 
lo» casos en que la Nación fuera demandante, quedando sa- 
lís fecho al manifestarle, el. miembro informante señor Pérez, 
que el articulo no exceptuaba el caso en que la Nación fuere 
demandante y que debía entenderse que era |>ara todos los 
casos. Xo es posiMe. pites, al infrascripto conocer el |x-nsa- 
miento del legislador, la razón de semejante precepto legal, 
reñido. como queda dicho, con todos los principios. 

2." Que ite un examen atento de todo el texto de la 
ley. clara e inequívocamente se desprende que las disposicio- 
nes que contiene, especialmente la del articulo ^S. relacionados 
con los trámites que está obligado a hacer el reclamante, son 
para antes de deducida la demanda judicial; no habiendo, en 
la ley. disposición alguna que indique el camino a lomar si 
el Gobierno de la Nación se negara a cumplir la sentencia 
judicial. Seria, acaso, el de una nueva demanda |»ara llegar 
otra vez hasta la sentencia incumplióle que pretende el señor 
Procurador Fiscal? líl solo enunciado de ello basta para des- 
echar la suposición por desatinada e ilegal, toda vé* que el 
prece|*to de la "cosa juagada'" haría fracasar el intento, que 
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no caito suponerlo, por Jo demás, en quien corno él demandante, 
en el sub jmlicc, tiene a su favor un inconmovible fa!lo de los 
tribunales competente?- 

3" Que si h'cn no Se ha planteado por l;i parte, la in- 
constitucionaíida<i de la ley. eJ proveyóme entiende de acuer- 
do con i*| articulo i." de la ley número 27. que está ¡>or enci- 
ma dé todo la obligación de aplicar primordial mente la Cons- 
titución Nacional en In forma amplísima y sin formalidades 
procesales que prrscrilu el artículo 38 de la citada ley número 
27, como no ] nidia ser do otra manera, según lo tiene resuel- 
to la Suprema Corte Nacional, cuando dice: "lis elemental, en 
musirá ot0siitnci&S con|tÍtUCÍbttal; !a atribución que tiene y 
el delicr en que se hallan los tribunales de justicia, de exami- 
nar las leyes en los casos concretos que se traen a su deci- 
sión, comparándolas con el roto de la Constitución para ave- 
riguar si guardan o tío conformidad con ésta y abstenerse de 
aplicarlas, si las encontrare en ojkisícíóii con ella, constitu- 
yendo esta atribución moderadora uno de los fines supremos 
y fundamentales de! poder judicial nacional y una de las 111,1- 
yores garantías con que se ha entendido asegurar los dere- 
chos consignados en la Cotistitución contra los abusos |n»si- 
bles c involuntarios de los ] toderos públicos. Tal atribución, 
que es. |jor otra parte, un derivado forzóse» do la sc|>cración 
ríe los poderes constituyente y legislativo, que hace la Cons- 
titución; y de la naturaleza esencialmente suljonlinada y li- 
mitada de este último se halla especialmente consagrada ]tor 
el articulo 3." iW ja ley de r.6 tic Octubre de iSfu y articulo 
-'i de la ley do juristlicción". <T, 3$ página ioj>. 

Por ello se mantiene el auto de fs. u>¿ y eoncédecc la 
apelación subsidiaria, debiendo elevarse el \pcdicute en la 
forma de estilo» — (\ Zovatín. 

SCNTKXCtA I>t-: LA I'ASIaRA FK1H-RAI. UK APJELACfÓfíES 

La rtati, |ui(o 2" de i»it. 

Y vistos, considerando: 
Qué én el caso que motiva este recurso carea» de apli- 
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ii e! articulo 7." «le la ley de demandas contra Eá Nación 
3.952). Ya ta usticia federa I se ajustó a esa presenpr 
cíón legal, limilándose a la declaración del :!creehn de l.imo.i- 
sin. a (|iie el (iobierno Nacional le devoh iera ta posesión uc 
la tierra reclamada, o en su defecto su valor a opción del O»- 
hierno, con mas los frutos c intereses, según el caso, desde 
la notificación de la demanda: peto bocha la ojvión i»or et 
representante del Kstado, a fs. iS?, donde ha determinarlo 
cuáles son las tierras míe devolverá, el oficio que se manda 
librara al mismo Gobierno, jiara míe |>onga en posesión de 
ellas al particular, no constituye sino el cumplimiento de !a 
propia decisión gul>c mamen tal. en virtud fie la opción ejer- 
citada, y en cuya diligencia debía forzosamente intervenir el 
juez de la cansa, |*a ra a encordar la acción de las partes en 
juicio. 

Por estos fundamentos, se confirman los autos de fs. 
ciento noventa y dos y cicuta noventa y siete, en cuanto man- 
dan librar el oficio de ]>oscsión y devuélvanse, — José Marcó. 
— R. Guido Uwaile, — Antonia L. Marcenar». 

FAJ.I.O I>K LA CORTE SUPREMA 

Bmum Aire», Mano S dt I9lt. 

r 

Vistos y considerando; 

Que declarado el derecho de Limousin. ]w>r la sentencia 
de ft. 150. éste pidió a fs. 158 que se iliese vista al repre- 
sentante del Gobierno i*ara ejecutar dicha sentencia, en los 
términos que expresa. 

Oue conferida la vista, el fiscal manifestó en lu subs- 
tancial a fs. 160. que carecía de ivodcrcs y facultades para 
resolver por si lo cpie se solicitó y pidió que se le entregara 
i el expediente a fin de remitirlo al Ministerio para que se ex- 
pidiesen las inst rucciones del en so. a lo que se accedió, p ru- 
ncho dias, en el auto de fs. 165, 

(Jne recibirlas las instrucciones formalizó la o¡ tejón que 
se pedía. 

One pendientes los arreglos administrativos para la toinl 
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ejecución de la sentencia, la [«irte de Limousin solicitó del juz- 
gado la devolución del expediente, a lo que se hizo lugar. 
|x>r auto de fs. 186. quedando con ello interrumpida la trami- 
tación administrativa . 

* Our a fs. 190. pidió Limousin que se librara oficio al Mi- 
nisterio de Hacienda de la Nación para que éste impartiese 
las órdenes del caso a fin de que se le entregasen los terrenos 
a que se refiere, a lo que se hizo lindar |ior auto de f s. 192 i 

Que notificado el fiscal de dicho auto, pidió * revocatoria 
del husmo o apelación en subsidio. por cuanto realizada la 
opción, terminó la jurisdicción del juez con arreglo a lo dis- 
puesto n»r el articulo 7." :1c la ley número 3.952. 

Que desestimada la revocatoria por auto de fs. 197, se 
concedió et recurso de apelacióu: y en tal virtud, la Caman 
Federal (le La Plata. confirmó los autos de fs. 192 y 197, que 
mandaban hacer la entrega de la tierra por la única razón de 
querello no constituía sino el cumplimiento de la propia de- 
cisión gubernamental. 

Que n<> aparece que eJ Poder Ejecutivo se haya negado 
a cumplir la sentencia y por el contrario se ha inanif estado 
dispuesto a cumplirla según queda antes expresado, y está 
reiterado |*>r su representante ante esta Corte, en el memorial 
de fs. 211. 

Que ante tales manifestaciones y dentro tk lo precep- 
tuado por la ley número 3.952, 110 corresponde dictar cifq>l.i- 
zaiuictitos contra la Nación a fin de que cumpla sentencias 
que ; r otra parte uo desconoce y que en lo corres|>oiidientc. 
depende de sanciones del Poder Legislativo y de tramitacio- 
nes administrativas indispensables. ( Fallos, ionio too. jmgi- 
na _'8o i . 

Por ello se revoca la sentencia apelada, deliiemlo el inte- 
resado ocurrir ante quien corresponda. Notifiques* original 
y devuélvase, reponiéndose el |>apel ante el juzgado de origen. 

A. BERMEJO. — NICANOR C DEL 

Solaí. — D. E. Palacio. — 
J. FrcuMOA Alcorta. 
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Señares B. Noéi y, Ctos, contra José Sal¡/ado y otros, sobre 
imitación, de marca, — Recursb de hecho 

Sifimtrw; l,as a inclusiones de Hecha, como ser la de que 
"los demandados no han cometido el delito imputado, to la 
vez que falta la intención dolosa, dado une ellos lian em* 
oleado estuches o envoltorios de nso común, no sólo en la 
República sino también en el extranjero", no pueden ser 
revisadas en el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. 

Caso: l¿> explican las piezas siguientes; 

DICTA MÜX DEL St-XOK PROCURADOR GENERAL 

4 

, Bnenoi Aires, DicKnbft T de IM7. 

Suprema Corte: 

Ka decisión pronunciada por la Ext na. Cámara Federa! 
de Apelaciones de esta Capital que se transcribe en el infor- 
me de fs. <> y que motiva el presente recurso de queja, se li- 
mita a declarar sul>staucialineme que, segure) análisis y apre- 
ciación de c|iie la prueba pnHlucida |>or los querellados hace 
dicho tribunal, éste juaga que "los demandados rió han come- 
tido el delito imputado, toda vez que falta la intención dolosa, 
dado que ellos han empleado estuches o envoltura de uso 
común, no sólo en la República sino también en el extran- 
jero'*. ^ 

Como se ve. la. expresada decisión sólo resuelve cues- 
tiones y puntos de hecho, los que evidentemente son ajenos 
al recurso extraordinario que se deduce, y en tal concepto, 
aquella no puede ser revisada i*>r V. lv. porque ello impor- 
taría constituirse para el caso en iribú nal ordinario de ape- 
lación. Fallos de V. K.. tomo <jo, página 371: tomo ui, ixi- 
gina 4$y, tomo 123, páginas 101 y 204 y Ionio 125. página 28. 

I'or ello, pido a V. K. se sirva nq hacer lugar a la queja 
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que formulan tas señores X. c¡ y Cía., en autos con los señores 
Jút¡é Salgarlo. José A. Rívas y José Kpper, sobre imitación «fe- 
marca de fáhriea. 

Horacio A\ Lttrrrfti. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B«rM* Atftt, Mari* t d« ttlB. 

Aiito> y vistos; K, recurso de queja ]>or apelación dene- 
gada deducido por B. No*.-] y Com|jañía contra la sentencia 
da la Cámara Federal fie Á lalaciones de la Capital en la que 
relia promovida contra José Salgado. José A. Rivas y José 
Kpper. sobre imitación de marca. 

Y considerando : 

* Que en la sentencia apelada se declara que la prueba 
ofrecida por Ins querellados acredita que con anterioridad a 
la fecha en que los querellantes tuvieron clj-egístro de ta mar- 
ca de fáhriea con que distinguen caramelos en general den- 
tro, y fuera.de] país se vendían chocolates y caramelos en es- 
tuche» Similares a los secuestrados, agregándose en el mismo 
fallo, que con evidencia surge de dicha prueba que los de- 
mandados no han Cometido el delito imputado, toda vez que 
falla la intención dolosa dado que ellos han empleado estu- 
ches ü envoltorios de uso común, ho sólo en la República sino 
lambién en el extranjero. Informe de la Cámara Federal de 
Apelaciones de fs, *). 

One estas conclusiones de hecho sohre !as que se basa 
el fallo rilado, no pueden ser revisadas en un recurso extraor- 
dinario en e| que esta Corte no está llamada a conocer del 
caso como tribunal ordinario de apelación, analizando las 
pruebas rendidas con prescindencia de la manera en que lo 
hayan sitio |wr el tribunal inferior, como se ha declarado en 
casos análogos. TOitip <>■>. página 571 y 125. páginas 28. en- 
tre otros, 

One jior consiguiente, establecida la improcedencia de la 
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querella por no haberse cometido el delito imputado a los que- 
rellados, según la sentencia referida y debiendo así aceptarse 
lo resuelto al respeto, no procede tomar en consideración lo 
alegado cu cuanto al error de derecho en (pie se sostiene se 
ha incurrido en el fal'i» apelado. 

1 \jr ello y de conformidad con lo ex|Hiesto y pedido por 
el señor Procurador ('.enera!, no se hace lugar al recurso de- 
ducido. Xotifioucsv original y repuestas tas fojas archívese. 

Xicanor G> Dft¡ Solar. — D. K. 
Palacio. — J. FlC.UtvROA AL* 

COttTA. 



f$rio Nacional contra don (Suitlermo list relia, por cobro de 
pesos. BxcepaÓn de falta o inhabilidad de título. 

Sumario: 1.a jurisprudencia de ta Gorfe Suprema según la 
cual las liquidaciones emanadas del poder administrador 
relacionadas con el cobro de las rentas ne ta Nación, son 
instrumentos públicos, y en tal concepto, tienen el misino 
valor que las escrituras uicucii ruadas eu el artículo 24"), 
inciso ,1." de la ley 50. es comprensiva de los casos en que 
el fisco obra como ¡Hwler administrador y no como per- 
sona jurídica y citando las liquidaciones se relacionan con 
el cobro de las rentas de la Nación. Kn consecuencia, un 
decreto del l*oder Ejecutivo, declarando rescindido un 
contrato celebrado con un particular, y ordenando se ini- 
cien las acciones del caso para obtener el reintegro de 
sumas de dinero provenientes de dicho contrato, si bien 
es un instrumenta público de los enumerados por el ar- 
tículo 079 del Código Civil, en cuanto a sus caracteres 
de autenticidad como documento público, no puede tener 
el efecto de crear un titulo ejecutivo en el concepto de! 
articulo 249 de ta ley 50. 

Casu: !,o explican las piezas, siguientes: 
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■«HWW Aim, Mar» 2 ii 1*1. 

V vistos: Lt* promovidos |Mr el señor procurador fisea! 
contra don Guillermo Kst relia sobre cobro ejecutivo de diez 
y >iete mil pesos monjía nacional e intereses adeudados al 
fisco nacional en concepto de anticipos sobre el importe de 
trabajos contratados con ta Nación, de todo lo cual resulta; 

I * Que deducida la via ejecutiva a fs. rftcj, se adviene 
qué ! señor Defensor de Amemos opone a fs. 194, la ex- 
cepdoh de falta o inhabilidad de titulo entendiendo que sólo 
en un juicio ordinario puede resolver la legitimidad del cré- 
difo cuyo cobro se gestiona. 

¿;' Quv 1» parte actora arguye a fs. 0/5 que el superior 
decreto que obra a fs. 167 es tm instrumento público que 
trae aparejada ejecución de acuerdo con él artículo 070. in- 
ciso J." Código Civil v jurisprudencia de la Suprema Corte, 
;ic>r 1 ■ que solicita el rechazo con costas de la inhabilidad de 
título opuesta en esta ejecución, ¡levándol a adelante. 

V considerando : 

! " í^uc persiguiéndose el reintegro de sumas entrega- 
das en virtud de ct nitratos celebrados — fs. 25 y 41. — es evi- 
dente que ta via ejecutiva no procede, puesto que es previa 
la declaración judicial fie (pie esas sumas se pagaron, en efec- 
to, indebidamente, declaración que sólo corresponde después 
de amplia discusión \xn la vía ordinaria ele los hechos confio? 
vertidos. Fallo de la Exma. Cámara Federal 10.0,"! folio 
2^4. libro XIII. Junio 10 de i»>in. 

2" Que el decreM de fs. i f *7 y i^pH podrá ser un dpcii? 
niéilt 1 público, pero no es un instrumento ite tal carácter res- 
pecto a los actos jurídicos a que se refiere el artículo yyt) del 
Código Civil y a tos efectos de los artículos J48 y 240. de la 
ley nacional de procedimiento*, número 50. 

j" Que tampoco se trata en el presente juicio de casos 
contemplados por fos artículos, "4. y 75 de la ley de corita- 
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hitidad numero ni de cuentas relacionadas con el cobn>* 
extraídas aquéllas de los libros fiscales |x»r el 
encargado de llevarlos, Suprema Corte, causa Fisett v. Silvia 
Yetazco. Febrero 15 de 1017. jusgado del suscripto. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: Haciendo 
lugar a la excepción opuesta por el señor Defensor Oficial de 
Ausentes A fs. 195. y en consecuencia revoco el auto de Agos- 
to 1." de 1899, fs. 170 que c]ió lugar a la ejecución, debiendo 
levantarse la inhibición trabada amtra don Guillermo Estre- 
lla. Sin costas. Notifiquese y oportunamente archívese. — 
Sm'ti M. Escoliar. 

SEXTKXCIA M 1-A CAMARA FI-DKKAL DE APELACION K* 

ttacu» Alm. Mar* « <>< W7 

Y vistos; Í'or sus fimdamentus se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de fs. 19**. míe no hace lugar a la eje- 
cución iniciada |*»r el fisco nacional, contra Guillermo Ks- 
trella , 

Notifiquese. devuélvase y repónganse las fojas en primera 
instancia. — 

— i. A'. Maticnso, — 7*„ Arias. 

1'AU.O DK LA CORTK SUPREMA 

Bmcm* Air*. Mim 7 4* ttift. 

V vistos: l(# segtiidos por el Fisco Nacional contra clon 
Guillermo Estrella por cobro ejecutivo de tiesos, venidos en 
apelación de sentencia de la Cántara Federal de la Capital. 

Y considerando: 
Que si bjen el decreto de* fs. 167 es uno de los instru- 
mentos públicos que enumera el artículo 979 del Código Ci- 
vil, lo es en cuanto a sus antecedentes de autenticidad como 
documento público. |*ro no tiene el alcance de autorizar !a 
acción ejecutiva, pues siendo su objeto declarar la rescisión 
de un contrato y el reintegro de sniuas de diñen) provenien- 
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tes del misino, el gobierno no ha procedí* lo en el cas » como 
poder piiblico sino como persona jurídica, regida en sus re- 
lacione* contractuales por las disposiciones del derecho común. 

íjüé el decreto de referencia hace fe de las enunciacio- 
nes ijiie contiene, jwro no puede tener el efecto de crear un 
titulo ejecutivo en el concepto del articuló 240 de la ley 50. 
porque "las cuentas sacadas de bs libros fiscales" á que aiti* 
de el artículo <)/ó. inciso 5." del Código Civil, son en gene- 
ral, las que se reñ/ren a impuestos, es decir a obligaciones 
emergentes de la ley. que no requieren la conformidad del 
obligado y que a mérito de ta! circunstancia constituyen por 
si mismas títulos de* obligación. c.jti arreglo a! articulo 248 
de la iey nacional de procedimientos. 

<Jne esta Corte ha declarado que las ! ñ|n ¡daciones ema- 
nadas dt-l [Mider administrador rc'acionada* con el cobro de 
las rentas de la X ación, son ins» nnnentos públicos y en ta! 
concepto, cón arreglo a la j». aprudencia establecida, tienen 
el mismo valor que las escrituras públicas mencionadas por 
el articulo 241). inciso ,v de la ley 50. 1 Fallos, lomo 126, 
página 140,1. Tero esta jurisprudencia es comprensiva de los 
casos en que el 'Fisco obra como p*>dcr administrador y no 
corito persona del derecho privado, y cuando las liquidaciones 
se relacionan con el cobro de las mitas de la Nación. Kn 
estos casos el titulo de obligación nace de la ley que crea el 
impuesto y «le la Constitución qii-. atribuye al Poder Ejecu- 
tivo la facultad de hacer recaudar las rentas de ja Nación 
(Constitución, artículo So. metió Í0, y por ello se ha asig- 
nado a dichas liquidaciones el mismo valor que a las escri- 
turas públicas ¡i q«e hace referencia el articulo ,24o,. inciso 3." 
de la ley 59. 

Que no hay antecedente alguno eu autos que permita 
establecer que el ejecutado está conforme con los hechos que 
se le atribuyen como liase para decretar la rescisión del o ni- 
trato y su consiguiente obligación de devolver lo que hubie- 
re recibido t en calidad de anticipo! y esa falta de conformi- 
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dad nú puedé ser suplida sitio por decisión judicial y previo 
juicio en forma en que se diluciden como corresponda los 
derechos en cuestión. 

Por ello y fundamentos concordantes, se confirma la sen- 
tencia apelada. Notifiques^ original y devuélvanse, 

XiCAXuR (i. DKt, Sof.AR. — D. (£, 
Palacio. — J. Ftc.L K«a\ Al- 
corta. 



ihm Mateo L. Set'iync contra ef Gobierno Nacional, sobre 

reivindicación 

Sumario: i." Reiteradamente se ha declarado con resjx'cto i 
los terrenos comprendidos dentro de ¡a zona propia del 
Puerto de F„a Plata, que. con arreglo al articulo 3,". in- 
ciso 7." del contrato de cesión del expresado ¡tuerto, cele- 
brado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires. 
110 se comprendieron en dicha cestón aquellas propieda- 
des que no hubiesen sido expropiadas, entendiéndose que 
esa exigencia quedaba subordinada a derechos bien de- 
finidos que pudieran invocarse. En consecuencia, presen- 
tado por el actor títulos de hondad indiscutibles y ^reco- 
nocidos como legítimos, en cuanto a su origen, por fa- 
llos de la^Corte Suprema, es procedente una acción de 
reivindicación tendiente a obtener la posesión de una 
fracción de terreno situada en la zona del puerto dé La 
Plata, ocupada ¡*ir la Nación, 

2. " Kl justo titulo a que alude el articulo 3.909 del Có- 
digo Civil es aquel que se refiere a la propiedad de cuya 
1 descripción trata . 

3. ' Siendo el caso de autos uno de los comprendidos por 
la ley 3.952, de demandas contra la Nación, corresponde 
con arreglo al articulo -." de la misma, que la sentencia 
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■ Icdan- tan sólo la obligación de aquélla a devolver el* 
terreno. 

Casa: Lo explican las pitias siguiente*: 

SKXTKNCIA DEL SESO» JUKSS l'FíliEHAI. 

Y vistos: ¡esté juicio seguido |ior don Mateo L, Sevigué 
contra el tiobierno q> '» N ación sobre rei vindicación - 

RESULTA: 

i. D Ouo vi $i de Diciembre de 1915 se presentó don Vio 
lor Alcona, ton poderes del actor fundando la acción en los 
siguientes hechos y consideraciones : a-i Por escritura de Jtv" 
cha t) de Maneo de 19c* Sevigné compró cu subasta ¡>ú1*licu 
una fracción de tierra situada en la Ensenada ( Provincia de 
I Sueños Aires! dentro de los canales del Puerto, compuesta 
■ le ciento veintinueve ( 129) metros, noventa 190) centímc- 
tros de frente por quinientos diecinueve metros con 

sesenta i*>o> centímetros de fondo, o sea una superficie de 
sesenta y siete mil cuatrocientos noventa y seis metros y día- 
tro ¡lecímetros cuadrados < 67.496.4 J. cuyos títulos son ''por 
el fondo al \ T . O. canal en medio, por el fondo y S. K. doña 
IXmiinga Dnrañona de Dnrañona y por el S. O. con Alai iva 
Nuca: M La venta la hizo el I Unico Hi|totecario Nacional por 
orden y cuenta de don Domingo Mjurga. hijo, en ejecución de un 
crédito y conforme a la carta orgánica del estal pimiento. Mur- 
ga había adquirido esa fracción de don Bruno V. Quintana 
en 17 de Abril de 18H7. quien la tuvo de don l*ablo C. Re- 
iisle en 17 de Enero del mismo año. habiémMa adquirido 
éste dé (Joña Dominga Dnrañona de Durañona. en 1." de Octubre 
de formando parte de una fracción mayor: la señora de 

Durañona había heredado de su esposo don Martin Durañona a 
mérito de una sentencia pronunciada por el Juez de Paz de 
Ou i hites en juicio une siguió don Aristóbulo Durañona con- 
tra la Municipalidad de la Ensenada jiara acreditar la pose- 
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sióti hottt/isslmo h'mparfo: c \ Kn Septiembre de ujoH se pre- 
sentó el actor ante el Ministerio de Hacienda de la Nación 
ofreciendo en venta el inmueble de referencia; corridos los 
trámites de estilo la Dirección General del Puerto desconoció 
fa ubicación y dimensiones, no asi la oficina de Ins|ieetorcs 
del Gobierno de la Provincia de Hucik» Aires que reconoció 
el origen del título de Sevigné, en la forma antes narrada, 
lo qjiífc también hizo la oficina de Geodesia y Catastro, al in- 
formar que "la fracción quedaba dentro de los terrenos ce- 
didos en el Puerto |»r la Provincia a la Nación con cláusula 
de responder i*»r la evicción y saneamiento". Hubo frtros in- 
formes basta (|tte el Ministerio de Hacienda desechó et ofre- 
cimiento de venta, lo que no obstó para que la tierra fuese 
ocupada |H>r vías de la Compañía Genera) de FcrriKarriks 
de la Provincia de Rueños Aires "en virtud de sus derechos 
de domtinio y de la jiosesión que el Juez Federal le dió y que 
fué reconocida |»or el Gobierno de la Nación"'; d\ Sevigné 
con el propósito de evitar pleitos solicitó reconsideración del 
decreto, produciéndose informes favorables «1 actor, no obs- 
tante lo cual, no se hizo lugar al pedido, por decreto del Fb- 
der Ejecutivo quedando desde entonces expedita la vía ju- 
dicial; rjHaee otras consideraciones y después de fundar 
su derecho en los artículos .275Ó. ¿.757 y 3.758. Código Civil, 
termina pidiendo míe el Gobierno Nacional sea condenado a 
restituir el inmueble demandado, con costas y al |>ago de los 
frutos o daños causados que se estiman en la suma do dentó 
cincuenta mil pesos moneda nacional. 

2." Que acreditado el fuero, se dió traslado de la deman- 
da y contestó el Procurador Fiscal le Sección pidiendo se 
citara de evicción al Gobierno de la Provincia. ]• que se hizo, 
manifestando a' fs. 60. el Fiscal de Estado que la Provincia 
nunca había reconocido a favor de Sevigné ni de sus antece- 
sores la legitimidad del titulo en que se funda esta acción; 
por el contrario, y según consta de tos decretos de fechas 21 
de Noviembre de 1014 y 18 de Noviembre de 1890. desco- 
noció y alegó la nulidad del titulo de información treintenaria 
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obtenido ¡«ir doña Dominga Dur.ifMia de DuratVnia del cual 
¡irneede el fie Scvígné: que aun en el supuesto de que la pro- 
piedad de Se vigilé fuese imlüsen tibie, babria quedado exeep- 
tliado de la cesión que la provincia hizo a la Nación en vir- 
turl de te que expresamenu depone el arfteulo 3.". inciso 7." 

3." Que a fs. 51 el I *r< >ciiradnr Fiscal de Sección, con- 
testa la demanda expresando: Que su pane solamente ocupa 
una parle del terreno que se quiere reivindicar, como resulta 
de la propia exposición del actor, asi como también de los 
antecedentes relatados y planos agregados al expediente ad- 
ministrativo, según W cuales el Gobierno Nacional está en 
posesión sólo ;le tina superficie d t - 17.874 metnw 24 decíme- 
tro: que l»ara que proceda la acción reivindicatoría, es pre- 
ciso que !a dcs|Hiscsión sea total, pirque, como dice el codi- 
ficador en su nota al articulo ¿.800. Código Civil. "para que 
podamos intentar la reivindicación es preciso que se nos haya 
impedido entfñinitt'ittc usar de nuestra cosa, es decir, que sea* 
mos privados de la posesión". Tofló ataque de una ímpor- 
tanda menos grave — continúa e| demandado — basta para 
darnos la acción negatoria. Kl título de Se vigilé tiene su ori- 
gen en una información deducida para acreditar la poSesíón 
treinteuaría, en la cual no fué liarte la Nación, y como fué 
aprobada "en euanto ba lugar pt>r derecbo*' no puede opo- 
nerse a tercero p>r ser n\< ¡ttter alio* acia: Scvigité no puede 
fundar su posesión anterior a 1908 f jorque recien en esa época 
fué aprobada la mensura que dió ubicación ¡d terreno. Final- 
mente opone la preseri|ieión adquisitiva autorizada por los 
articulo* 3.999, 4.008. 4,010 y 4.01 1. Código Civil, por h;.ber 
adquirí lo la Nación el Puerto y Terrenos comprendidos den- 
tro ilc sus limites, con justo titulo y buena fe, hacen más de 
diez años, el 20 de Agost i de 1904; y i rmina pidiendo el 
rechazo de la demanda con costas. 

,4." One corrido traslado respecto de la excepción opuesta 
la contesta el actor, diciendo: Que el Gobierno de la IVovin- 
cia 110 lia podido enajenar un bien particular, al de la Nación, 
sin previa expropiación, ni este puede cambiar la causa Je 
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sil iKüícsio» y. por consigujente, oponer el justo título y bue- 
na fe como defensa; que si bien se transfirió ni demandado 
los bienes que o on prendí a la »>qa del Puerto, se hizo cásí ta 
expresa reserva de no responder por la evicción y sanea- 
njíéntb de los terrenos que hasta fa transmisión no liabian 
sido expropiados, entre los cuales se encontráis el que motiva 
estos autos; que habiendo tomad" ¡losesión judicial del bien 
en 1908, sin oimsición de terceros, y como sucesor singular 
de sus antecesores, no puede alegar el demandado la pres- 
cripción adquisitiva, tanto más que !a jurisprudencia ha es- 
tablecido rjUe cualquier acto judicial, invocatorio de la pro- 
piedad, uUerninijK' la prescripción e importa turbación de 
posesión, quitándole t*l carácter de tranquila y a nombre pro- 
pio. Debe rechazarse, pues, la excepción opuesta. 

5." Que abierta la causa á prueba se produjo la certifi- 
cada- a fs. ftí y habiéndose alega ;lo sobre su mérito, quedó 
la causa para dictar sentencia definitiva, después de ■itibstan* 
ciarse la incidencia a que dró lugar et auto de fs. 104. 

, Y considerando: 

1. " Que tal como la litis ha quedado trabada, deben re- 
solverse por su orden las siguientes cuestiones: A) Kxcepción 
de prescripción t opuesta : tí ) procedencia ;le la acción reivin- 
dicatoría ; C) la reivindicación deducida. 

2. " Que estudiado d título que invoca el demandado a 
la luí del artículo .VJ*» Código Civil, resulta: que ese título 
nace de la ley-contrato celebrado entre los gobiernos de !a 
Nación y la Provincia, en 29 de Agosto :le 1904. oportuna- 
mente aprobado por las legislaturas resistivas, según el cual 
la Provincia vende a la Nación el i'nerto de La Plata "y jos 
terrenos que cu el plano adjunto. . . están situados dentro 
de la línea carmín interrumpida por jiequeñas crucesitas de- 
nominarlas limites de ta expropiación y sus prolongaciones 
hasta el Río de la Plata, lindando con el fondo con la calle 
llamada limite del ejido, con las excepciones que establecerá 
el artículo siguiente"; cuyas excepciones son las especificadas 
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en el inciso 7. del artículo ,c. es decir, los terrenos conqnvn- 
ditíos {¡entro ile la zona Inopia del PúpirtOi que no hayan "sido 
expropiado aún por la Provincia*'. IXtIk- estar fiierá «le di»- 
envión, |»*jr así haberl ■ reecmofeiíio las partes y resultar del 
cxjtediente administrativo agregado cono prueba* que ios te- 
rrenos cuestionados están situados dentro de, !a zuna propia 
iltí Puerto-, en ano caso, habiéndose presentado un titulo 
Contq el del actor, incumbía necesariamente al deinaiuhdo de- 
mostrar o pmlwir que el terreno litigios, bahía sido expropiado 
por la Provincia ¡«ra que pudiera estar comprendido entre 
l"s expresamente determinados en el articulo j." del contrato 
citado, Dada la falta de apoyo legal de la defensa alegada 
por el demandado, que v> la misma sustentada por el Kjseal 
«le Estado de la Provincia, a fs. (*), relativa a que esas tierras 
ito lian salí di» del dominio fiscal de la provincia, porque ésta 
ho reconoció en ningún nn»mento el dominio y posesión que 
ejercieron los antecesores deí actor a mérito fie la informa- 
ción levantada en el Juzgado de Pa? de (¿mimes, en la que 
un fué 1 Kirie la Nación, darla 9a inci insistencia del argumen- 
to, digo, iio es imlispeusable analizarlo cxtcnsameutv. Hasta 
tener presenté |>ara desecharlo «pie la ley no exige que el 
propietario que lia abandonado el bien durante el tiempo re- 
querido |*»r ella para la pérdida del dominio, reconozca ex- 
presamente e! derecho del nuevo propietario, toda vez que tal 
pr< cedinuenio seria contrario a la disposición did articulo 
4.015 de! Código Civil, que establece la prescri|ición adqui- 
sitiva por la posesión continuada durante treinta años, con 
ánimo de tener la cosa para si, sin necesidad de tí til lo ni bue- 
na fe y sin distinción ¡entre presentes y ausentes. Y si bien 
esc rccoiwdmknth puede manifestarse tácitamente, i»or la 
inacción del primitivo propietario, consintiendo la ocupación, 
sin deducir ta acción respetiva para hacer valer sus dere- 
elios. en el sub judice no se lia acreditado tal oposición. Antes 
|>or él contrario, de la diligencia de mensura de! bien, cuyo 
testimonio corre de fs, 53 a 62 del expediente administra- 
tivo, consta la conformidad del fiscal de listado, a tal üpe- 
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ración. lo que importa reconocer el dominio privado ilcl mis- 
nm. Finalmente, el título presentado i*ir el actor no proviene 
«le una tu fon nación voluntaria, sino de un litigio sostenido 
jmr don Aristóhulo Durañotin c* Mitra la Municipalidad (fe la 
Knseiuula, en el cual triunfó aquél por lialier acreditado una 
jtoscsúni de más de cuarenta años (fs. 127 del expedí .ite ad- 
ministrativo). Lareciendo, en consecuencia vi demandado «le 
titulo, ta excejición de prescrq»cióii opuesta es Improcedente 
y así debe declararse. 

3. " Que. corresponde, ¡*>r lo tanto, juzgar de la RítWBÍf 
delicia de la acción reivindicatoría, ya que el demandado la 
ha negado fundándose en (pie aquella se da solamente »! j tro- 
pinario que lia perdido la posesión total de un bien» y no 
cuando, como en el suh judiec, la des|K ►sesión se refiere solo 
a una parte de la tierra, en cuyo caso la acción «pie procede 
es la negativa. 

4. " Que si no resultara evidente que el demandado lia 
incurrido c n error al interpretar el articulo 2.800, Código Ci- 
vil, y la nota respectiva del 'codificador, ya que la palabra 
enteramente que en dicha nota se emplea se refiere no a 1a 
extensión total (entera» del inmueble sino a qifé la desiio- 
sesión — así sea de una pequeña parte cíe aquél — sea entera, 
total, completa, bastaría tener en cuenta «pie la acción nega- 
toria, a la inversa de la reivindicación, se da contra aquel 
que. sin desconoce* el carácter de propietario se desconoce 
en absoluto t enteramente, por cntcm, aunque sea solo respec- 
to «le una parte dcJ inmueble 1 y se ejerce sobre ta cusa, o par- 
le de ella, achí de posesión y dominio, en carácter de único 
señor de la cosa, la acción que proceda es la reivindicatoría. 
Kn a|)oyo de esta interpretación Machado expresa; "La ac- 
ción negatoria tiene por objeto defender la lilicrtad dj los de- 
rechos (pie nos coiresjHimlen como propietarios contra cual- 
quiera que quisiera limitarliís. reconociéndolas la propiedad 
de la cosa" ( T. VII. trigina 243» y más adelante: Téngase 
presente que cuando se priva de la propiedad por la desjtosc- 
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sióu tk- la cosí, no es la acción ucgatoria la que correspomí..-. 
sino la reí vindicatoria". 

Constando pues; de autos, de los propios términos de la 
contestación de la demanda, el descoiu n-ünienlo del carácter 
de propietario del actor y ja pretensión del demandado de ser 
él el "único y áteóítitp señor de parte de la cosa'', no puede 
quetlar duda acerca de que es !a acción reivindicatoría la qu? 
procede. 

(Jue habiéndose ya demostrado precedentemente que -.'l 
demandada carece de títulos del terreno que ocupa y es obje- 
to de la demanda, debe juzgarse el derecho del actor para re* 
ciqvrar aquel, cuya poscsióli dice haber perdido, extremo le- 
gal este que tlel*e también acreditarse a los efectos de las exi- 
gencias esenciales del articulo 2758 C. C. De la prueba rendida 
especialmente del expediente caratulado: "Flamn Hipoteca- 
rio Nacional, solicitan' » pesesión de un terreno en la Ensena- 
da de propiedad d? don Doming * 'Murga a favor de don Ma- 
ten Se vigné". consta que en 11 de Diciembre de 1907 se diú 
al actor la |*>scsión de una parte del bien o sea fie "129 metros 
t»o clms. de frente pof 4Df> metros de' fondo, pues* el resto de 
diehú terreno se encuentra ocupado |ior la vía del F. C del 
Puerto y |*»r v] Tiro Federal". — Ksta última fracción es la 
que figura en los plano» de fs. r. 2 y 3 de este expediente y 
(1$, f/> y 71 de! administrativo agregado. Cómo se vé. la frac* 
ción que reconoce ocupar el demandado y que es a la que debe 
reducirse !a acción deducida, desde que el actor no ha justi- 
ficado haber perdido la posesión <k- lo principal, no se la pudo 
dar por la razón antes expresada : de lo que ha de seguirse que 
el actor no ha podido perder la posesión, toda vez que 110 fué 
posible a su vendedor leí [lauco } dársela. listo no implica, 
empero, que delia rechazarse la acción, como quiera que si no 
puede invocar el netor el articulo ¿758, lo amparan los artícu- 
los 2.78:; y j./í)o C, C. — Ku efecto, los títulos presentados 
por Sevigné. testimoniados a fs. 12 y siguientes del expedien- 
te administrativo son de fecha muy anterior a la ocupación 
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dd Jcinrínílado (¡ik- tlata del afu> 11)04, y aquellos títulos son 
do Qctubré i." de 1.884; l M ' r '° é¿i'í<B", tu orden :i I ■ que pres- 
cribe c! cilndo articulo 2ÍJ£jo t el actoT [Hiede invocar el dcrc* 
eb.0 de sus cattsaliauíeiitéií, procediendo o>im> pt&ciirQttiT in 
tettt mitin. Y es tic estricta aplicación l.i disposición citada, j«?r 
cnanto él demandado carece de títulos; según se lia visto en 
e! según d > o madera ndn. A mavur alindamiento, ver 1 • » rnic 
p«tlnv los artículos mencionado.* dicen Uereiia y Servia en 
sus tratados sobre, la malcría. a>i como también él fallí» de la 
K.Miui. Cámara, confirmatorio del prommeiail» por el mi>- 
1 ripio, secretaría actuaría, en éJ jnici 1 segnido por d<>n An- 
pi-tn lamousiti e< nitra el Pisco Nacional, sobre rcivin l¡- 
cacíóit. 

Por ¡o expuesto y definitivamente juagand >. íallb: no lia- 
eieiido lugar a la exce]>cióii de pré^ttjxaoii adquisitiva opíués- 
ta y onidfiio al ("niliicrnn Nacional a devolver dentro ¿fe diez 
días tlé ejecutoriada la presente, al actor, la tierra demandada 
ton írtitos "' |iix¿ditotos iléstle la notificación de sjsi.it de- 
manda (articulo 2%^3 C. C. más las costas ílél juiéiO. 

NniitímK'Se cu el original, repóngase el papct y archives- 
en >u oportunidad. — í\ Z umita. 

^STBSXIA 1>K l.\ CAMVin FEDERvVL m APl-r. ACION 

Lt PliU, Núvitmbre Í2 Je 191 :. 

Visto» : 

f'nr sik fundamentos j atento la jLi.i>pnidene¡ii sentada 
jjQr el tribunal en el caso Umuiisht v. í$sco. en sentencia de 
Junio veinticinco de mil novecientos quince, confirmatoria dé 
la de! Juez Dr. .Marcenar", de Dieieinliiv diiv y nueve di iilií 
ti- ►vecicnh i> catorce y c infirmada ¡a primera 1» ir la Suprema 
Corte dé Marzo veinte dé mil novecientos dúz y seis se con- 
firma, con costas* la de fs. ciento catorce. ■ José Marfá. — 
A'. G>iM,> !, avalle. — A Momo li, Miursitaro. 
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F.MJ.U DI* 1.\ Cf'KTK StTKKM A 

Buenos Air*». Marzo de Ole. 

Vistos y considerando: 

(Jue ha sido reiteradamente establecido e| significado y 
alcance del contrató úis cesión de! Puerto de La l'laia eeldira- 
cntfe la Nación y ia Provincia dé Buenos Aires, en de 
Agosto de MJ04, respecto a los terrenos comprendidos dentro 
de la zona propia deJPuérto"; declarándose que con arreglo al 
articttl t inciso 7." de dicho convenio, no se comprendieron 
eii tal cesión aquellas propiedades que no hubiesen sido ex- 
propiadas, entendiéndose que o*a exigencia quedaba subordi- 
nada a derechos bien detinidos ijitr pudieran invocarse < Ka- 
líos, lomo t-\í, página 159). 

One habiendo Scvigné presentado títulos de bondad in- 
discutible, riúe arrancan en irasmisioues sucesivas desde épo- 
cas remotas, no es dudoso que ta! terreno estaba excluido de 
la cesión con arreglo al articulo ,V. inciso del convenio 
antes citado y lo hace constar ex plieí lamente el informe de fs. 
oN, expediente administrativo agregado, según el' cual "Kit el 
plano de las tierras vendidas por la provincia a la Nación, 
al transferirse el puerto, el terreno del señor Mateo Sevigné, 
figuraba comí» particular", "lista oficina intervino en la en- 
trega de la posesión de dicho lote al señor Scvigné por orden 
del señor Juez Federal cu Mayo de HtffeS'*. 

ijue en tal concepto, el titulo míe se invoca por el repre- 
sentante del Gobierno dv la Nación, para decir que ha pros- 
cripto, la propiedad por el transcurso de diez años, no es cd 
justo titulo a que alude el articulo 3.999 del Código Civil, pues- 
to que n se refiere a la propiedad de que se trata, y por el 
contrario la exceptúa de la cestón, como queda antes dicho. 

<Jue ix »r remota míe fuera la época cu que él terreno per- 
teneció originariamente a la provincia, no hay duda (pie cuan- 
do ésta cedió el puerto a la Nación sabia que las propiedades 
deslumhradas del titulo de Du rañoua. no le pertenecía ti., pues 
c] año i'joj. ya fué obligada por esta Corte a pagar a don M¡- 
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guel ArgiicUó mi" del mismo origen que ¿1 ac Se vignó y que. 
lo ocupó considerándose propietaria, nn obstante la sentencia 
judicial del í i fi > 1KS4 f|iu- declaraba l<> contrario. ]n>r lo que 
sin duda no fué. comprendido en la cesión según queda dicho, 
< Fallos tonto 95; página 2841 . 

Que Sevigué es poseedor de la mayor jiorción de la pro- 
piedad transferida por el Banco Hipotecario Nacron.il. ¡tur- 
quee aún prescindiendo de la niensnra judicialmente aprobada 
el año 1900. está el acta judicial de posesión del año up7 < 
ligencia ríe fs. o. vuelta, legajo X. expediente número J./i^ 
agregado!. que la establece, y jx^r la fracción (pie no pudo 
serle entregada pon ¡tic estaba ocupada jwir el Gobierno de 
la X ación, es míe ejercita tos derechos de su causante en el 
modo y forma determinados jtor la sentencia de fs. 144 vuel- 
ta en cnanto confirma \mr sus fundamentos íá dé fs. 1 r4. 

Que siendo el presente, como la expresa el actor, uno <k 
los casos de la ley número ¿.«152, la sentencia afilada n© lia 
podido condenar al Gobierno de la X* ación a la devolución 
del terreno míe ocupa de propiedad del actor, dentro del ter- 
mino (|uc indica, sino kclarar tan sólo }n obligación de aquel 
a devolver dicho terreno en la porción establecida por la sen- 
tencia apelada con arreglo a lo dispuesto en el artículo 7." ríe 
r licita ley y sus frutos desde la notificación de la demanda, 
conforme a lo resuelto en caso análogo deJ tomo 123, página 
150 ya citado: fallos de esta Corte. 

Por ello asi se declara, sin costas atenta la modificación 
anteriormente expresarla. Notiíiquese original y devuélva- 
se, debiendo re^mersc el papel ante el juzgado de origen. 

XtCAXOK Cu D1Í1. Sol.AK. 1>. E. 

I'.vi.acio. — J. FicrKKOA Ai.- 

CORT.S. 
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Procurador, Pisca! ron t ra ftitttri,> J. SantiUun. por adultera- 
ción de registras de enrolamiento y listas originales de 
sorteo de eotmriptos. Contienda d,- úompefmety 

Sumaria: G rrespoiidie a los tribunales militaros el 

míenlo U- los ílélStos de adulteración de los rastros «1c 
enrolamiento y listas. <>r i sitiales de sorteo par;i formar $ 
ejército de la Nación, cometidos en oficina- ilel Ca.iin.xi 
de Mayo; 

Caso: Lo explican las piezas siguientes. 

i.'i;s<M.i i k.\ uta. si;Si.k )vw tx* i^mimcim mílítar 

Campo de Miv», Noviembre lü de 161 ~. 

Señor Juez Federal. La l'lata: 

'tcilgO r de anisar reeilwt (k* la comunicación de 

U. S.. feelta tfi ilc| corriente p<<r la (filie resuelve avocarse en 
toda su éxtéiisióifl. la invesiigaeiim que estoy practicando con 
motivo de l"s delitos atizados en L - rastros de ctirota- 
miento y listas originales de s> »rieo. 

Me es liiüv sensible n<> estar de acuerdó con la resolu- 
eión de tí. S., ¡mi- cuanto la autoridad 'jue invisto j los de* 
reclk« mu- ctmto juez me son inherentes están pérf-éctámen* 
tes estaWcewldS e» eí Código de Justicia Militar, ley «jiu- me 
asigna ele la manera más eoinf^etb* articuló «17. inciso j.". 
mis deberes eti el caso |iresente. 

Kl mism<» inciso dice claramente : "I/* rkditus y fal- 
láis r[ite afectan directamente el derecho y ÍOS intereses del 
estado o de los individuos cuando son cometidos por mili- 
tares, ete eti ¡lujares sujetos cxclusfctnwntc a hi 

autoridad militar. etc...." 

Tanto el articula 7." de la ley 4S del 14 de Se|ilieml>iv 
de como el articulo del Código de IVncidimtenros en 
ío Criminal, establece que !a jurisdicción atriUtttda a la jtis- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



tieia federal •> uncional. en nada altera la jurisdicción míe co- 
rresponda a los tribunales militan?!?. 

Además la jurisdicción militar surgí claramente dé la 
disposición antes citada y que viene a robustecer ej artículo 
75 j del Código de Justicia Militar al d¡*|M»ner. <|itc los delitos 
por vioiuciún ríe la ley peral general o de una ley especial* 
cometida por militares en las condiciones del Articulo 117, 
inciso 2." dc| código mencionad", serán penados con arreglo a 
las disposiciones riel Código Penal p de la ley espacial violada. 

De tal motín míe aun cuando t-1 delito imputada ;tl prc ve- 
nido Santillán no estuviera previsto como lo está en los ar- 
tículos 7S7. So_\ iiíeiso _>." y y 806 inciso (i," del Código 
de Justicia Militar y tb estuviera en el Código Pena! o en 
cualquier otra ley especial tatito seria la Ley de Falsificación 
o Ja 41» del .25 de Agosto de iK<^. sería siempre competen- 
te la justicia militar para entender en la causa presente. 

Ve, pues t.\ S. que concurriendo las dos causas funda- 
mentales, no puede existir ninguna ambigüedad ni motivo al- 
guno para que el procesado Santillán pueda ser juzgado por 
útra autoridad qoe la que tegí tima mente, fie acuerdo con Ta lev, 
debe intervenir, y me permito hacer notar a U. Si míe mi ca- 
rácter tic juez emana de una ley con tanta fuerza como las 
míe atribuyen a tos demás jueces del |*tis, sus deberes y de- 
rechos, debe tener ante -!a lógica y ante él c neepto jurídico 
también toda la autoridad <|ue las U-yus acuerdan a |r>s dife- 
rentes jueces dentro del cargo que ellos invisten. 

\n lia podido pues L". S.. dentru del concepto del más 
estricto derecho, desear avocarse un asunto sometido «nica v 
exclusivamente a la autoridad de un juez que como digo tiene 
torta la fuerza fie la ley. éoiuo bien lo manifiesta el dictamen 
fiscal al tratar fie Santillán al eseept liarlo tic su jurisdicción 
y dejarlo en la que legalmente debe intervenir por los artícu- 
los mencionad) js. 

llago notar a l\ S.. que lodos los d icumentos compro- 
batorios de los civiles complicaflos en los delitos que estoy 
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investigan du, han sido puestos oportunamente en sus manos 
pura la iniciación del juicio correspondiente y de acuerdo con 
ti artículo i¿5 del Código de justicia Militar, reservándome 
fie conformidad con el misino articulo lo míe por ley nle co- 
rresponde y a lin de no invadir jurisdicción lo ijue he tenido 
muy presente desde el memento que intervine en esta causa. 

En virtud fie los considerando expuestos, el Juez fie Ins- 
trucción Militar (pie suscribe: 

Kesnelve: No inhibirse en la causa que le signe al sar- 
gento i." Hilario J. Santiilan por adulteración de documen- 
tos militares \mr considerarse competente de acuerdo con los 
artículos 11". inciso 4.". Ií8. inciso f 4 % 752 del Código de 
Justicia Militar. 7 de la ley 4* del 14 de Septiembre de 1S63 
> artículo 40 del Código tíé Procedimientos en lo Criminal, y 
dejar constancia en autos de todo lo expuesto. 

Solicita de ü. S. ta contestación a los ¡"mes del articulo 
Cto fiel Código de Procedimientos en lo Criminal. l>ios guar- 
de ;t U. S. — Néstor G til fu'. 

DICTA DKI. SKÑOft PftOCURADOR míNKRAT. 

Buina» Aires. Mano - de 151 S. 

Suprema Corle: 

Se imputa al sarg.ntn 1. Hilario J. Santilláu haber adttl- 
terado registros de enrolamiento y lisias originales de sorteo 
de conscriptos; mediante la promesa de una retribución pectir 
niaria. para exüntr del servicio militar a unos cien ciudadanos 
más o menos, liste delito aparece cometido en el Campo Mi- 
litar de May. . donde el presunto autor figuraba como archi- 
vista ile la 3* líegión. 

DadóS estos antecedentes y atento Ib dispuesto en el C i- 
digo Militar, articulo* 1 17. 1 1 S. inciso j.". 7H7. S04. inciso 4, 
y Sp6„ creo, como el señor procurador riscal de la sección rifi 
I.a llata. mu* el Jiizgattiipnlu dé Santillán eorresjxmde a los 
tribunales militares. 

l,a circunstancia de que el cohecho y la falsedad sean de- 
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liü* prcvtelo? también por !:i ley federal de (863 y por c\ 
Códig.i Penal ordinario, no altera en mi omeepto. la juris- 
dicción correspondiente. El Código Militar es una ley espe- 
cial y ixwteripr en la cual el Congreso lia previsto y enume- 
rado los hechos susceptibles de [K-nas especiales por razón de 
las necesidades de la organización mili lar. usando de la atri- 
bución conferida en el inciso 23. artículo 67 de la Constitu- 
ción. Si hubiera querido extender a los casos de orden militar 
¡as disecciones de las leyes anales de orden civil, lo habría 
dicho o se habría abstenido de legislar en los puntos ya pre- 
vistos |>or ellas. 

T.ejns de eso. lia dispuesto expresamente en el articulo 
117. del Código Militar que la jurisdicción militar comprende 
todos los casos de infracción penal determinados en el mismo 
Código, lo que coincide con el artículo 26 del Código de Pro- 
cedimientos eii materia criminal, según d cual la jurisdicción 
que 01 atribuye a la justicia federal en nada altera la que co- 
rresjíonde a los tribunales militares. 

Acompaño al señor Juez de Sección en su Opinión de de- 
cidir lus casos dudosos a favor de la justicia civil: pero no 
creo que se trata ahora de un caso dudoso, puesto que los 
delitos imputados están ex \ tres amen te prcvisius por el Códi- 
go Militar y en lugar su jet" oclusivamente a la autoridad 
militar. 

Por tanto .¡pino que la entienda de competencia debe 
ser deci lída a favor de 1 trihtmal militar, y asi pido a V. R. 

José ¿VfVüRf ¿1 1 atiendo. 
r.uj.o ni; uí corti; sri*Ki:M.\ 

■utm Air**. MtttO 12 át IHB. 

Autos y vistos: l.ns de enmienda de competencia entre 
el Juez Federal de La Plata y el ríe Instrucción Militar de 
la 2." División del Ejército, para conocer en la causa que se 
instruye al sargento t* de archivistas de dicha división. Hi- 
lario Santillán., y 
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Considerando: 

f Jiu [a*, imputaciones hechas al procesado, en ío substan- 
cial, consisten eti |a adulteración .le los registras de enrola- 
miento y lisias originales de sorteo ile la díase del año i*»;, 
que se le conííalia. para formar ejército ftfc linca de fa 
Nación . 

Que tales hechos se han cometido en oficinas del Caiiipo 
de Mayo;, fugar fie jurisdicción militar, y están previstos y 
penados por los artículo,-, 7N7. $62* incisos j." y ,v y artícu- 
lo fíí/i del Código de Justicia Militar. 

Qtte en cpttséetííáícía no es dudoso que el procesado, está 
sometido a la jurisdicción de 1»-; tribunales militares para el 
Juzgamiento de los delitos inte se K- imputan! articulo irj?, j n . 
cUo -*.", Código (Ir Justicia Militan. 

Que con arreglo a lo dispuesto por el articulo 7 de la 
ley número 4S "La jurisdicción criminal atribuida i>or dicha 
lev a la justicia nacional en nada altera la jurisdicción mi- 
litar en los casos «■■11 que según las leyes existentes deberá 
precederse por Consejo ele Cuerra" (Fallos, ionio J?. página 
470; tomo 5-'. página jii y otrosí)-* 

One I-i- dos casos <le jurisprudencia invocados por el 
juez federal para sostener su competencia en e¿te proceso *nn 
distintos al sith jiuiké. 

Kl primero, del ionio 124, página J05. en contienda <tc 
competencia entre la justicia federa' y la local de la provineiu 
di- Hílenos Aires, por informadores falsas de testigos ante 
Uñ juez de paz v en mía oficina de Registro Civil 0*11 el pro* 
pósito de hacerlas valer ante las juntas de c.\cc|h*¡. mes : |«>r 
c< .rrohorar la loctrina expuesta en es.- fallo, con la contenida 
en los lomos iu y iiN, [Kigiiias 10S y 1*15. respectivamente, 
citados 1 en ai piel . 

KI segundo del tonto 125, página 222. por tratarse eiv 
e-te de la fuga de un procesado sometido a la jurisdicción 
federal v mandado por ella en custodia a un cuartel de la Na-' 
cióh en cumplimiento de una disposición legal. 
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Pt e!ío y conforme con lo expuesto y pedido got el 
señor Procurador (¡eiivral, se Ieclara juez competente para 
conocer cu la causa tic la referencia al de Instrucción Mili- 
lar di- la j." División del Kjéreito. Ku consecuencia remítan- 
sele los autos, aviándose |x«r oficio a! Juez. Federal de ka 
Ha ta. 

Nicanor <;. del Solar, — n, f-;. 
Pamcio. — J. Kir.níROA 
Au : o«iA.' 

En la misma fecha so resolvió cu igual sentido il juicio 
seguido por el procurad r fiscal contra l^míiuuo Caffera. 
por idéntica causa. . 



Bütt Vicia? Ocia&io (¡ática (su sucesión). Contienda de com- 
petencia. 

Sumario*. La aseveración del escribano hecha en un testa- 
menta |x>r áctp publico, rif) contradicha por c! otorgante, 
de estar éste domiciliado en lal lugar, no puede ser des- 
irnida con declaraciones de tfcstigos. contradichas, por 
otra parte, con idénticas manifestaciones testimoniales.' 

Casa: I,o explican las piezas siguientes : 

AUTO DEl, SEÑOtt ^VK^ v t s no civil. v CoMIÍid'IAI, 

Mendoza. Pcbrtre 1 ét ltu«. 

Autos y vistos: l,a contienda de competencia promovida 
, por el señor Juez en lo Civil y Comercial del territorio de la 
Pampa Central, doctor don (¡aspar \. tiómez. en el juicio 
sucesorio de don Víctor Octavio Ciática, tramitado ante este 
juzgado haju <?| número 9.342. atrihuyén dn.se jurisdicción di- 
cho magistrado para entender en dicha sucesión, y solicitando 
en consecuencia la remisión de todo lo actuado ante este juz- 
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gado, o en su defecto su elevación a 1.. Suprema Corte H&twP 
nal (ara tjue <liriin;t la contienda: y 

Considerando : 

1. ' Que tratándote de establecer t-iia! e> el jiie* i» un in- 
tente para ¡entender en la presente causa, corresponde, de 
acuerdo a lo establecido |*t los artículos del Código Ci- 
vil y 2." de la ley número 02" sobre "canas de jurisdicción 
concurrente y juicios uníversaks" determinar el domicilio del 
cateante en la é|>oca de su fallecimiento. 

2. ° Kl señor juez requifente sostiene eti el auto i|Uc se 
transcribe cu el exhorto de fs. [, que e] finado Ciática estu- 
vo domiciliado en el territorio de la PamiKi Central, funilán- 
do-c* vn las declaraciones <k algunos testigos, en varios infor- 
ini"> de jueces de Paz de esc territorio y en una manifesta- 
ción de! causante contenidas en las partidas de nacimiento y 
reconocimiento de dos de sus btjos naturales, en las (|iie se 
linbria consignado en esas épocas, auuél se hallalia ya domici- 
liado en esa jurisdicción. 

Sin poner en duda absolutamente tas referencias hechas 
jior el señor juez exhortan le, é] suscripto carece de tos ele- 
metí tos necesarios para apreciar con su propio criterio esas 
pruebas; de las cpie ileliíó remitírsele teslitnouio. de confor- 
midad a lo dispuesto por el articulo 41» del Código de Procer 
dimiculos de los Tribunales Xacionales, cuyos trámites delien 
seguirse en el presente caso, según lo establece el articulo 
fie la citada lev número 027. 

3" Roí otra parle, de las declaraciones prestadas jn>r los 
testigos Clemente del Favera fs. ig. Pedrp T. Escudé, fs. 
n/ vuelta. Arturo M.daspina, fs. 2¿> Luis Yilla11>a fs. 23 v 
Emilio Sala- fs, 24 de este incidente, resultan desvirtuadas o 
a! menos contradichas las «le los testigos citados por dicho ma- 
gistrado, pues mientras éstos habrían declarado i|ue Gatica 
estuvo domiciliado en ta Pampa Cent ni 1 en la época de su fa- 
llecirmruio, aquéllos afirman <jüc lo estuvo en el Dcpartamen- 
ta general Alvear de esta provincia.. 
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* I »íis manifestación de! cau-anle contenida en las partidas 
de nacimiento y reconocimiento de sus hijos naturales, de que 
hace mérito el señor juez doctor dónu*. se hallaría igual- 
mente desvirtuada con la contenida en el testamento de fs. t 
de los autos sucesorio*, en el «pie se hipo constar que el otof- 
gante se Imitaba di mi i ciliado en el Departamento de (tcne- 
ral Airear, debiendo tenerse muy en cuenta la naturaleza 
de ese acto, y además, qué es de fecha ]>o terior a aquellos 
otros. 

4." Kn presencia de estas contradicciones c meertidum- 
hres rcsjK-cto del lugar de la residencia habitual del de cujitS, 
se hace necesario atenerse a otros elementos de juicio qiic 
permitan determinar el domicilio. 

I«os artículos 03 y del Código Civil fijan claramente 
las circunstancias i> hechos que, a' falta de residencia habitual 
en un mismo lugar, fijan cí domicilio: la residencia de la fa- 
milia y el asiento principal de los netjocios. 

5* La familia, ante el concepto legal, no puede ser otra 
qtic la institución o asociación firmada por el vínculo del ma- 
trimonio, única institución domestica consagrada por la ley. 

lí! concubinato no es una institución legal, c >nio lo era 
entre los romanos, sino una nueva unión de hecho, que no 
|x>r ser común en el pueblo deja de ser repudiada |>or nues- 
tras costumbres; de suerte (¡ue la ley no puede equipararla 
bajo ningún concepto con el bogar constituido por el matri- 
monio. 

Y no podía ser de otra manera, toda vez míe un hombre 
puede tener varias concubinas a un mismo tiempo e hijos en 
caoa una de ellas, lo que traería como consecuencia la coexis- 
tencia de varias familias de un misui » individuo, situación 
inadmisible dentro de la economía de nuestro Código Civil. 

El hecho de que los hijos naturales heredan al padre no 
significa que ellos constituyan su "familia" en el concepto le- 
gal del vocablo, pues también heredan Sos padres y otros pa- 
rientes, sin que pueda decirse tampoco que ellos forman la 
"familia" riel causante-: el derecho hereditario se funda eu. 
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* • 

otn- principios éonsideraeione>. • 
Machado, comentando el nrt.culo dice **iac entenderá 
¡*>r familia a !a ¡Mujer o hijos menores que se encontrasen 
bajo su potestad, y >i estuviere separado de la mujer, aunque 
sea de hecho, sin e* -Imitad de unirse, sj eor*iderará para tos 
efectos del fuero, contó si no tuviera familia". 

Ks indudable que ■'»' decir wwfcr, el doctor Machado <e 
retí ere a la esposa, |)ties asi lo deja» entender los términos "si 
estuviere separado de la mujer, áiuujiú sea tic hecho, sin vi> 
limtnd de unirse", situación prevista por la ley únicamente 
para IOS esposos. 

Y bien: ;fc1 tcstaméntn corriente a ís. i de los autos suce- 
sorios, resulta qiie 61 de cujus falleció en estado soltero, no 
habiendo, (ntes. constituido familia* Los hijos naturales que 
ha reconocido I*- tuvo en distintas mujeres, se#ún sé hizo 
constar en el mismo testamento, h* que en último termino des- 
truye toda suposición de haber formado un hogar, nna fa- 
milia, 

o.' No queda pues, otro elemento determinante del do- 
micilio, que él asiento jiríncípsil de l^s negocios del candante. 

Que en el articulo .v" del referido testamento, el torean- 
te decían» tener varios íotcs de terreno en el Departamento 
de < ".enera! Alvcar de esta provincia, cotno asi misino más i) 
menos cuatrocientas ochenta cabezas de ganad" vacuno y docü 
caballares en el pticsi i "Punta del Ajina" del mismo depar* 
lamento; en tamo i|iie en la f'auipa Central sólo declara te- 
ner nna casa y una pieza edificada en terrenos fiscales, dos- 
cientos cincuenta vacunos y cincuenta cabras, latos que lian 
•¡ido comprobados y n ¿nsiguadiis en los inventarios le f*. 7^ 
vneha. Si vuelta y 12$ % ampliado este último a fs. 140. 

K> de advertir «pie el inventan > levantado por el juez de 
paz dél departamento 15 ilel territorio de la Pampa « fs. iS 
vuelta t. se consigna! la existencia líe sólo nna pieza de 4 por 5 
ei iva construcción ligera de:nuc>ira lo pasajero de su des- 
tino. 

Entre la imp' -rtarkia de lo* bienes dejados poi el eausai;- 

t 
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it en esta provincia y ios (kja<U »> tu la Pampa Central, no 
cabe dudar. [Híes aparte de ser mucho ixtáy t el numero de ga- 
natto existente en esta provincia, están aquí situados su* bie- 
nes raices y el maiíer» cíe sus litóíciwIáSi I" t\w tleimie¿tra 
que el asiento principa! ik* >us nc|paos esiaki eti Mendoza, 
y *i> evadías en aquel territorio eran, áiinnue frecuentes. stito 
lempiraria.» y transitorias. 

Y lo rjüc afirtrja más esta conclusión son las circi instan- 
cias fie haber venido el señor ('íntica a ñiorií a lieneral Al- 
VCar, después le haber estado en Unimos Aires haslauL- en- 
fermo, rotare lo declaran algunos fie I >s testigos nombrados 
más antes: la de haber lieeli i sil lc-lani.nto en esa 1< -cali- 
dad > nombrado *u álbacca a un vecino de la misnla; Ver 
falí s de Ta Suprema Corte Xaeional. tomo 59, jjógíiia 98 y 
lomo txr. página 00. 

Por e-i ;i - consicléraciohei. cbñstaiíciás de autos y lo dic- 
taminado par el señor agente [-• fiscal a fs. restielvo: negar' 
la inhibición -olieilada pot el señor jtteat i ,r ira do .le ta Pampa 
Central. \ en su cotiséjctiéncia y de corífoinníílad a la reque- 
rido pBÍ ¡3 Suprema OtIc Nacional en ofició ríe ÍS. 4 J t(L " 

k'grama de ÍS. 1,8 y 19. elevar a dicho Supre Tribunal, con 

noticia de la*- partes, todu lo actuado t it lo-, autos sucesorios, 
en que se ha |.pf dueldo ésta contienda, debiéndose comunicar 
esta resolución al señor juez t -x hurlarte, acompañan rióle Copia 
de la misma. Cépijcse, repóngase y hágase saherj — Alfonso 
fiouiin Tafnisíer. 

D1CTAMKS lÍRt, SKÑopí r'ü il'l líAHoK GIíNKRAL 

Huesos Aires. M«no 7 de 113. 

Suprema Corte: 

Se trata en este caso de establecer cual es el juez ríe la 
sucesión de don Vtetor Gíttica, reswtvienrib asi la cuestión 
de competencia trabada entre los -eñure.- jueces letrados de la 
Platal» Central y local de primera instancia en lo civil y mi- 
nas de la cimk.d (\¿ Muidoza. 

Después de Itéber revisado la abundante prueba que *e 
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ha producido ame jos dos juzgados, eren que el último domi- 
cilio fie? cátisánte ha estado en d distrito de Colonia Ai vea r. 
departamento San Ka fací de la provincia de Mendoza. 

III difunto residid alternativamente en la Pampa Centra! 
y efl Mendoza, ha dejada cuatro lujos naturales tenidos con 
distintas mujeres y sus únie «s 1 licites raices están situados 
en la Colonia Alvear. donde ha otorgado su testamento y tfe»n* 
de ha ía'Kcido, 

Cualesquiera i|iie sean las constancias de los expedientes 
y haga notar qm se refieren a e| jocas mencionadas con error, 
ó muí contradictorias, eoojb ocurre en las declaraciones de tes- 
tigos; lo cierto vs ijtie permiten establecer con toda seguridad 
rloS hechos de la tuayor importancia para la cuestión y son 

tpu ]< i» hiiue- dr uiaytrr val^r. iunineliles y semovientes es- 
tán en la Colonia Alvear y i|Ue ('¡nica >e rtftim "emi tres d¿ 
sus hijos en su poder" (véase el testamento de fs. 5), a e-e 
paraje, deliberada y definitivamente, según lo comprueban 
íaa circuí Maneias tl¿ que a!li dictó sus disposiciones de última 
vi 'I untad y de que allí falleció. 

Para llegar a otra concltciún habría míe forzar el razo- 
ii.niii'.Mi >. p. ti\»k a pe- o- |,. |,k infurmes de lus jueces de 
paz de la Pampa y de la-* declaraciones de ¡os testigos pres- 
tados en el juzgado del mismo territorio, se ve con clari- 
dad ijue Gálica pío ha tenido en la Pampa r> si dc-ncia de fa- 
milia, ni asunto principal de -,us negocios. porque, sino fuera 
asi, no declararía, conio lo ha lieeho. en su testamento de 
Mendoza, "tener actualmente en su poder" a tres de SUS 
hijos, 110 habría testado y muerto en ése tugar. porque es na- 
turál y cierto que en los últimos días de la vida se vuelve el 
¡>ensamiento > I pasos a lo más propio, a lo más íntimo 
tpie -e tenga. 

Vgregare que el escriijaiio redactor del testamento da fe 
eiT ésta escritura de i|Ue Gálica se halla domiciliado en Colonia 
Alvear, afirmación qtié constituye prueha, -egún el principio 
«pie informan ]>« arriados '/Al y 995 del OV Iig. . Civil. 
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Por tamo y ]*.r los fundamentos cojicjonfóiitfe* cié] auto 
fiel juez tle Mendoza, opino i|íte corresponde resolver la con- 
tienda de cunpetcncia a favor ríe ente magtStracíú y asi lo 
pido a V, K, 

José Nkolás Maticmo, 

$.Xfm PE LA CORTlí ST TREMA 

Su?no* Ait'i. Almo 14 de IIIH. 

Autos y vistos: Los de contienda ;le , onipetcnciia entre 
el Juez en lo Civil M Territorio Nacional de la rampa Cen- 
tral y el de igual categ .ria de la Provincia (je Xk-nd-^a. para 
conocer del juicio testamentario ele don Viejo* Octavín fía- 
tica. y 

Considerando: 

(Juc sep.ni se acredita por la partida de defunción de 
fs. (t, autos :ie Mendoza, dicho señor Ciática, falleció en Co- 
lonia Alvear. Departamento de San Rafael de la expresad;» 
provincia, donde según el certificado tenía su domicilio. 

<¿ue en el cuerpo del testamento ¡mr acto público de fs, 
6; el escribano declara conocer al testador y qué esta domi- 
ciliado en Colonia Alvear. y leido que fué dicho testamento 
en las condiciones que expresa, el otorgante tío rectificó ia! 
aseveración, lo que demuestra suficientemente enal era el do- 
mieilio de ( ¡ática a la época de su fallecimiento. 

(Jue estas aseveraciones constantes en instrumentos pú- 
blicos no pueden ser destruidas con declaración de testigo*, 
contradichos por otra parte con idénticas manifestaciones tes- 
timoniales gomo las producidas c Mendoza. 

Qfte en el mejor de ius casos la información de la Pam- 
pa Central, acreditaría una residencia alternativa de C.atiea 
en diferentes lugares; y en este supuesto su domicilio sería 
siempre la Provincia de Mendoza, porque allí tenia la mayor 
porción de sus bienes y el centro principal fie sus negocio* 
(artículos Código Civil i. 



im 
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Oí u- oí» arregla :i lo (ji&|niesl» ]»ir el articulo ^.-'^4 del 
Código GíiViK fa jurisdiccfóii cojfresijoiííití a los ¡titees del higur 
ilA uliim-t 'I- niküi" 'li l iliíuni'i. 

(', ir cll" y o nfWme con 1*> evpnestü y pedido por el se- ■ 
ñ.»r Procurador ('Icneral. se declara juez e^m^eiente para c*»- 
iiocer del juicio testamentario {Ic don \'icl*»r O. i'ialica. a! 'li- 
la l'i icia de Mniilíra, a qtfiéti <r le reUíifcirárí los aut.K. 
previa reposición de sellos, avisánd se |»>r oficio :il de !¡i Paui- 
pa Central. 

Xll'ANnK G' ÍÍKL Si'I. NK. — I R. 
I > Al„\t'lu, — J. fÜtíCTKROA 
Al.CoKTA. 



i Km h'tnuóu huirte (sil íusesiéit /*. Contfrnda </<- fpwpetcnm 

Sumario: I\l Itcciio de haker faUcctdp el causante gil Uíió de 
sus estaMeciiniciiij - situado fuera dj jugar ditralé residía 
haoitualuWtite con sti failúlta. rio hadante pura indicar 
la intención clara ^k- haUer cambiado su domicilio, máxi- 
v «■ -i tk la- pnivUt.- |>rodpa<liis^ref»uha liaker ejercitado 
actos *¡iu- demuestran que sé lialjia e-tablecido con su fa- 
milia en este último ^iRar. .k* un modo pMriahéiite, corrió 
ser, entre uir^. la .o instrucción de mi sepulcro p;ir:i él y 
-H familia, en el « iik* *fuenm inhumados mi- roto-. de>- 
pues íte -cr velados en su apropia ca-:i. 

Cuso: !.<> explican las |iEe^s v sígiúi'ntc»; , 
\t'Ti» ui:t. <\-:s*m ,iri:z t;\ u> fivn. y cpmjsrcial 

Tiieumin. Noviembre II Je 10 6. 

Vnlos y vistos; 1.a cuestión dte competencia por inhibí- 
torio suscitada jwir el apoderado tic don Juan línriijii^ triarte, 
¿tactor Cíustayo F. Silvciti. ni lo* ain»* icsiamcntarios de don 
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Ramón Iriarte de la autoridad judicial de la provincia de 
Salta, y 

Considerando: 

(¿ir- para justificar el domicilio del causante Sr. IriarU" 
al tiempo de su fallecimienta, el actor ha presentado las si' 
guieules probanzas: testimonio de 1< »s señores Justino Posse 
fs. 21, Kandalio Mantójana fs. 22: Leocadio F. Paz fs. 72, 
José Pondal fs. 74, Martin Allcrtc, ís, 75 vta,. Krigido Ferrán. 
hijo, fs. 77. M:, l'aez fs. 78. los cpic manifiestan que el domi- 
cilio del señor triarte. de su familia es en esta ciudad Rivada- 
vt;i número 72. 

<¿ue en efecto. Unios esos testigos, mayores, de exccjición, 
declaran de modo uniforme que salten y les consta, dando 
perfecta razón de su dicho, que el causante don Ramón Iriar- 
te. tuvo hasta su muerte su domicilio en la calle Rivadavia 72. 
donde vivía desde muchos años atrás, en compañía de su fa- 
milia compuesta de su csjiosa doña Leonor Carrillo y de va- 
rios hijos y donde la familia continúa viviendo actualmente; 
que saben y les consta también (pie inmediatamente después 
de la muerte de! causante señor triarte, ocurrida accidental- 
mente fuera de la provincia, sus restos fueron t raido?» a esta 
ciudad siendo su cadáver velado en su casa de familia. Riva- 
davia "2. desde donde partió el cortejó fúnebre que condujo 
sus restos al cementerio del Oeste de esta Capital, donde des- 
canzan, todo to cual saben ¡*>r halKT concurrido al velorio y 
al entierro y haber sido amigos del señor triarte y conocer a 
la familia del mismo. Que además de estas .probanzas fe- 
hacientes se han producido las siguientes: Certificado .le fs. 
,V de Fray Andrés Paz y reconocimiento de la firma del mis- 
mo corriente a fs. 33 eu su carácter de guardián del Comento 
de San Francisco de esta ciudad en e| que consta que en la 
iglesia de! mismo se celebró 1111 funeral solemne de cuerpo 
presente el día 7 de Agosto riel año en curso y asi mismo las 
misas gregorianas durante reinta días y 1111 funeral canta- 
do el 5 .le Septiembre por encargo de la señora Leonor Carri- 
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lio di Iriarte, cu sufragio del alma de su esposo don Ramón 
Iriarte; certificad- v de fs. 34 de ta Rectora del Colegio de 1u* 
Esclavos del Corazón de Jesús tic esta ciudad eri el que consta 
que la señorita María Julia Iriarte. hija del señor Ramón Iriar- 
te. y doña Leonor Carrillo de Iriarte. es alumna de este esta- 
blecimiento : hifortie del jefe del archivo de la [*ovmeia cu 
el qtie consta (pie en las escrituras de fecha 22 >\¿ Noviembre 
de 1012, Mi» tKjo. ante el escrihano José C ílirtiérrcz ^, es- 
critura de fecha 28 de Febrero de 1910. folio 531, ante el es- 
cribano Lauro Romasi. escritura del año ujij,' folio 3141 ante 
el escribano Jesús; M. íVrez. aparece don Ronión Iriarte como 
vecino de esta ciudad: infnmi" de la intendencia immicifiat 
le esta ciudad en el que consta que con fecha 20 de Marzo de 
1002 se vendió a don Ramón Iriarte una superficie de veinte 
11 tros cuadrados en el cementerio del Oeste en el cual se ha 
construido un mausoleo en cuyo frontispicio se lee "Familia 
de Ramón Iriarte"; contó también de que cu éste fueron in- 
humados los restos de Julio Iriarte y Cruz Carriel do la Zer- 
da con fecha 23 de Noviembre de 1901 y 28 de Septiembre 
de respectivamente, y el lía 7 de Agosto del corriente 

año. los reatos del señor Ramón Iriarte en el mismo man su leo: 
informe y copias puestas en autos por el actuario de fs. 43 
y 44 en los que consta que con fecha Diciembre 10 de |0i2 
fué iniciado por la oficina del misino el juicio sucesorio de 
lona Cruz Carriel ríe la Zerda. el que fué terminado el 21 de 
Juuit de n^i 5, conn también que en dicho expediente obra I' 
copia del testamento de la causante agregado de fs. i" a 25, en 
el que la causante declara t,ue fué casadla en primeras milicias 
con Juan Iriarte, el que falleció el año t06 y de cuyo ma- 
trimonio tuvo dos Hijos Juan Alejandro y Ramón Triarte, ha* 
hiendo fallecido el primero y viviendo en la actualidad el se- 
gundo laño 1905) (cláusula primera del mismo). En la cláu- 
sula octava es designado alliacea el señor Ramón Iriarte > un 
la sexta consta que la causante lega la simia de 111ÍI pesos a 
su nieto Juan Enrique Iriarte. hiju de don Ramón Iriart:. 
[gna]"vnte en die4io ex|>edicnte consta a fs, que con fech t 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



1*3 



8 de Agosto de n)i¿. vi señor Kamón Iriarte fue declarado 
único y universal heredero de la causante en el carácter de 
lujó legitimo, como también que a fs. 100. se presentó don 
Juan K. Irinne con fecha 5 de Mar*, de 11)15 y con domi- 
cilia en la calle Kívadavia ifónicro 72, pidiendo s,- le entrega' 
ra el cheque corres] >ond imite a la eanti<lad legada a su favor. 
En la tupia agregada por el actuario se transcrita Un escrito 
presentado con fecha 12 fie Marzo de itjíg en la referida tes- 
t:. mentaría ile la señora de la Zerda j>or el señor Ramón Iriar- 
te en el fjue expresa estar domiciliado en esta ciudad cali i- Kí- 
vadavia número 72: inff trines de Ida Bancos Constructor 
fs. 4Í1 y 47. de la Provincia fs. 48, de la Nación Argentina 
de fs. 41* y 50 de esta ciudad: constando en el primero los 
dejuisitus hechos jmr el causante en diferentes formas desde 
él año U)í2: en el segundo los depósitos hechos por el señor 
Iriarte. desde e! c» dé Septiembre de ion. hasta el 7 de Octu- 
bre de 1913 y el tercero también los depósitos hechos por el 
mismo fíesele Noviembre 20, de 11*07 hasta el 7 de Octubre 
de 1013. Escrituras h i ¡ flecarías a favor del causante señor 
Kamón Iriarte otorgadas por doña Dionisia Torres de Mendi- 
ü.dial. eseriliano Jesús M. Pérez, fecha Abril 24 de 1916. can- 
tidad cinco mil pesos, fs. 51; por Rosa Román de Rodríguez, 
eserihano F. f Viudal, fecha ló de Junio de 1915, cantil lad tres 
mil pesos, fs. 56: por Gerardo VrHalba. escribano Jesús M. 
IVre¿. fecha 30 de Abril de 1915: cantidad cinco mil pesm. 
fs. 58; por José C. Salargano. mismo eserifíano. fecha 28 de 
Septiembre de 1914. cantidad cinco mil pesos, fs. 60: |>or 
Armando Posse, mismo escriliano, fecha 23 de Septiembre de 
191$ cantidad cinco mil pesos, fs. 02: por Marcos Homero, 
mismo escribano, fecha 25 de Febrero de 1913, cantidad dos 
mil quinientos |>esos, fs. 04; por Pedro II. Chevaltcr, mismo 
escribano, fecha 14 de Noviembre de T91.V cantidad cinco mi! 
pesos, fs. 66; escritura de venta con pacto fie retrovenla otor- 
gada a favor del causante señor Iriarte. mismo escribano, can- 
tidad cinco mil ciento setenta y cinco pesos, # fecha Kmro 18 
de ivji 5. cu la (jue consta que el señor Iriarte es vecino de 
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esta ciudad; a fs. c«> obra copia de! poder otorgado ante ti es- 
cribano señor Jesús M, l'érez. con fecha, iH de Agosto de 
(916 por doña Leonor Carrillo «lo Iriarte \**r si y sus hijo* 
menor*.- José Ricardo. Juan Crisóst un > y Mari» Julia, y por 
Francisco y doña Carmen Iriarle de Lillo con la venia tic su 
eSpoSO tlim Juan Ulto a favor de don Ifcirio Arias, para 1 m¿ 
iñlcie y siga ante Jas autoridades judiciales de Salta la suce- 
sión de don Ramón Iriarte. a donde consta ijue todos los otor- 
gantes menc tunados son vecinos do esta ciudad ríe Tiieumáii. 

Otii* con Indos Ins antecedentes enunciados en el anterior 
considerando, no solo se lia probado el domicilio de! señor 
Iriarte a la é|>oea tic su fallecimiento, sino también el ile él y 
mi familia con anterioridad al de su defunción y en la ac- 
tualidad. 

íjuc ilada la naturaleza de esta prueba resulta de una ma- 
nera fehaciente que el expresa d> > señor Iriarte tenia su domi- 
cilio en esta ciudad a' tiempo de su muerte. i>or Ib. (pie atento 
lo dispuesto por M articulo ip. inciso 7." y del Código 

Civil, el suscripto es el competente para entender en el juicio 
sucesorio del misino señor Iriarte. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el minis- 
terio fiscal, se 

Resuelve : 

Hacer lugar a la cuestión de competencia p<>r inhibitoria 
suscitada por el apoderado del señor Juan Knri(|uc triarte, doc- 
tor Gíistavp, F. Sil ven i y declarar (pie el competente para en- 
tender en el juicio sucesorio del señor Ramón Iriarte es la 
autoridad judicial de esta provincia. 

I táj^a-e saber y líbrese exhorto inhibitorio al señor juez 
en lo Civil de la provincia de Salta, doctor Augusto Torino, 
con transcripción de! présente auto. — Jt>rijc l'riburti. 
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DICTAMEN' DEL 5EXOR PROCURADOR C,5 Y ERAL 

Bucn»t Aires, Mi zo 5 de lili; 

Suprema Corte: 

J'or éstos autos se trae a decisión de V. % una contienda 
fie competencia ira baja en el juicio sucesorio de don «anión 
triarte, entre un juez locsü de la provincia de Tucumán y otro 
de igual clase de la de Salta. 

V. E. es competente para dirimirla, de acuerdo con lo <li>- 
puesto por el articulo g, inciso d) de la !cy número 4.055; y 
la cuestión ha 8¡dÓ traída en forma, es decir, en conformidad 
a lo establecido por el artículo 45 de] Código d,e Procecti- 

miemos. 

Kn cuanto al fondo de] asunto creí» cjue es sencillo. 

La prueba reunida en el expediente demuestra que el 
domicilio real de don Ramón [fiarte estuvo en la ciudad de 
Tncunián . 

Ks cierto (¡ue tenia bienes inmuebles en Salla, que solía 
también residir en alguno de ellos con su familia y qüc fa- 
lleció en dieba provincia: |iero no hay duda, de que el lugar 
ipie adoptó para fijar SU domicilio habitual y definitivo fué la 
ciudad de Tucumán. pues en ella se instaló para educar a sus 
hijos, en ella tuvo su esposa y demás familia hasta su mucüe-, 
«n* ella fué miembro de clubs sociales, en ella declaró su do* 
micilto para sus negocios y en ella, tinaluiemc. hizo construir 
el sepulcro que según informe municipal de fs. jfi vía., lleva 
la inserí |>eió]i -familia de Ramón lri:'rte" y en el cual han 
sido Inhumado sus restos, según consta a fs. ¿7. después de ser 
velados en su casa de familia de la misma ciudad. 

Aún en el caso de cjite lodos sus bienes hubieran estarlo 
en Salta. c n Tucumán habría estado su domicilio, jtor tener es- 
tablecida en esa ciudad a su familia, en conformidad con tó 
dispuesto por el artículo 04 del Código Civil y por resultar 
de su conducta y especialmente de la elección de sitio par;, el 
sepulcro de familia, que no tuvo jamás la intención de perma- 
necer fuera de Tucumán. sino por el contrario la de quedar 
en dicha provincia ]>ara siempre. 
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l'.n consecuencia. Soy de opinión que el juez competente 
para intervenir en esta sucesión es el de Tucumán, de acuerd ► 
con 1 . * artículos yo. inciso 7." y 3.284 del Código Civil, y pido 
a \\ K. así lo dala re. 

José Xicolás Matknsü. 

PAJkfcO DE LA CORTi: SUPREMA 

Avtne» Air», Man» IB di J9W. 

¿\Utos y fiscos: b-s de contienda ;le competencia entre el 
séflor juei de Primera Instancia en 10 Civil y Comercial de 
Tucuman y e! de igual ríase de Salta na ra conocer en el jui- 
cio sucesorio de don KarnójQ I Harte, 

Y considerando: 
<jiie en la é|*>ca de su fallecimiento ú causante de la 
sucesión Sé encontraba domiciliado en la eiudad de Tucumán 
eu donde residía habípálmenté con su familia como lo acre- 
ditan h- cOíistaucias de autos relacionadas en la sentencia de 
fojas f . 

Que el hecho de haber fallecido en uno de sus establecí- 
i.iient"*> >iiuado en el I Vpartai nenio de Candelaria de la pro- 
vincia de Salta, no es bástanle para indicar la intención clara 
de canil )iar de domicilio, máxime si se tiene presente las pinje- 
Íxi$ producidas y de lo* que resulta (|iic >e había establecido 
en Tucuinán con su familia de un modo permanente y ejerci- 
tado en este sentido entre otros actos que así lo demostraban, 
la construcción de un >e pulen 1 para él y su familia en éJ que 
fueron inhumanos >us restos, después de ser velados en su 
propia easa. como consta a fs. 16 y del informe expedido |ior 
1a intendencia municipal le aquella ciudad a fs. 27, 

Que en tal virtud y aún admitiendo una Habitación al- 
ternativa en diferentes lugares |»»r parte de Iriarle es indudable 
la competencia de! Juez de Primera Instancia de ta jurisdic- 
ción de Tucuinán. para conocer eu el juicio sucesorio que se 
ha instaurado ante el mismo, dado lo dispuesto por el artícu- 
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!r> t V-H4 del Código Civü y lo establecido jxir esta Corte en casos 
análogos. Fallos. tom<w 97, página 32J: W- iwgiwi 101. 
página j 52: 118. ingina 39 y 123. página iui. cutre ut r ^>. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, asi se declara. En su consecuen- 
cia y previa rqiosieión fiel papel remítanse los autos a dicho 
juez y hágase saber por oficio esla resolución al de lo Civil 
de Primera Instancia de Salla. Notifiqnesc original. 

A. Bermejo. — NlCAXOR G> IAS£ 
SotíVR. — D. K. Palacio, — 
J, Fie vi: roa Alcorta. 



ih>n Samuel Rahiuovieli en tratos con don Moisés Lcmbcrskf, 
Sü$re desalojamiento. Recurso de Ueeho 

Sumario : Ks improcedente el recurro extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 48. interpuesto en mi juicio de desalojo en 
qfie se discutieron y resolvieron cuestiones de derecho co- 
mún y leyes pr cesales extrañas a aquél, y fundado en ba- 
■ berse impugnado de inconstitncinnalidad el articulo' <>\2 
del Código de Procedimientos de la provincia de Buenos 
Aires, que se limita a determinar cuáles son los ¡tutos 
apelables en juicio de ta) naturaleza : ( La cuestión fede- 
ral no estaba inmediata y directamente relacionada con 
el derecho alegado y planteado con anteriaridad al inV.it). 

Caso: Lo explican las piezas sígtu'entes: 

DICTAMFX DEL SE-N'OR PROCURADOR GENERAL 

Iinw Aim, Pebitfo 29 ú* 1 91 8. 

Suprema Corte: 

Don Samuel liabinovieh interpone el recurso extraordi- 
nario qtie previene la ley número 48. ei) el juicio que le sigue 
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don Moisés I„enitK*rsky. sobre desalojo, fundándolo en dis- 
posiciones contenidas en los artículos 14. inciso 2." y 15 de la 
misma, , 

Kl allante hace ra:liear la causa materia del recurso 
en una objeción de mconslitueionalidad ijuc ha formulado 
acerca di- las istcir »nes del Código de Procedimientos en 
Jp Civil y Comercia! de la provincia de Buenos Aire*, inje 
declaran inapelable I.i sentencia de desalojo. 

Como se traía de cursilón incidental y además ;le aplica- 
cióil del Código de Procedimientos, opino qtte no corresponde 
el recurso interpuesto, pues la Constitución Nacional no COtt- 
tiene regtas sobre la a potabilidad de las sentencias. 

José Xkolás M atiento. 
1 vi.i.i 1 nií i.A CORTE slM'ltor \ 

Buenot Aire*. Mino IS de 1818. 

Aíiijos y vistos: ííl recurso de hecho por denegación del 
extraordinario deducido en los autos seguidos por don Moisés 
UinlRTsky entra Samuel Kabinovieh. por desalojo. 

Y considerando: 

Ijue la resolución míe motiva el recurso no es la que ha 
decidido el pleito, sino el auto de fs 7** 1*> r el que "de acuer- 
do con eí articulo 6f2 del Código de* rrocedimíentos no 
hace lagar al recurso de apelación interpuesto" para ante los 
tribunales tócales. 

<_>;ie ello establecido es indudable que cu vi pleito. 3 sea 
antes "del pronunciamiento de fs. 75. no se ha puesto en cues- 
tión el Código de IWedimientos de la provincia bajo la pre- 
tcnsión de ser repugnante a las disposiciones de la Constitu- 
ción 1 arg. del fallo tomo ijo, página (04 1. ni hay pronuncia- 
miento alguno en esa sentencia de fs. 75. respecto del ci- 
tado articulo 612 |o (jue se explica en razón de que el pleito hi 
vedado sobri desalojo y es materia extraña para la resolu- 
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ción definitiva de la causa un precepto í|iif se limita a de- 
terminar cuáles son los autos a|ielahles en juicio de tal na- 
tura)e/.a. 

Qüe además, y como se ha establecido 0t esta Corte en 
c;isos análogos, jwira que proceda el recurso extraordinaaio 
autorizado ¡Kir el articulo 14 de la ley 48 y 6." de la lev 
+055 la imjXtgnaríÓt] de iiiconstif " nalidad de las leyes pro- 
vinciales del* plantearse en el pleito como cuestión inmediata 
y directamente relacionada con el derecho que se alega y con 
anterioridad al fallo, de tal manera míe la resolución de la 
causa dependa de la interpretación que se dé a las garantías 
federales invocadas. 1 Fallos, tomo 114. | ¡agina >H\ : tomo 
115. página ifij. entre otros). 

(¿ne en el juicio de desalojo han discutid" y resuelto 
cuestiones de derecho común y leyes procesales ;le la provin- 
cia cuya aplicación es extraña al recurso extraordinario inter- 
puesto, ¡Fallos, tomo 116, página 140,1 sin (pie baste ¡>ara 
autorizarlo la incidencia |iostcrior al fallo, promovida a (¿. 8í. 
que rio afecta al fondo de la cansa. { Fallos, tomo 124. ¡vi- 
gilia 151). 

Que a mayor abundamiento puede agregarse que el ar* 
tícuJ ► 012 de! Código de Procedimientos de la provincia de 
Dueños Aires, según el cual sólo será apeliibte en el juicio de 
desalojo, para el demandado, la sentencia que se dicte en los 
casos del artículo #] i, no puede considerarse violatorio de los 
artículos (6 y 18 de la Constitución. | jorque la igualdad que 
consagra el primero no es otra cosa que el derecho a que no 
se establezcan excepciones 6 privilegios (pie excluyan a unos 
de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, 1 Fa- 
llos, tomo 124, página 122 y jurisprudencia allí citada», y la 
inviolabilidad de la defensa qne asegura el articulo 18. no 
depende del número de instancias que las leyes locales orga- 
nicen con arreglo a la naturaleza le las causas. 

Por el!r>, y atento lo pedido |ior el señor Procurador C,e- 
neral se declara no haber lugar el recurso. Notifíquese ori- 
ginal, repóngase el pa|»e! y archívese, devolviéndose los autos 



ITC FALLOS DE LA COME St'PREHA 

venidos por yia de inf'Tino al tribunal do pn.-cedcneia is&fí 
transcriiK-ión de la presente. 

A. BERMBJO. — XuwxoR O. ihíl 
Souvk. — IX K. Palacio. — 
J. Fir-ruROA Alcorta. 



Mmmt, Raivttmdo. en la eatisa que le súpie el ffcncral 
J»s¿ R rrihnru. por ¡njnrhis </r<i:v,?. hW tirso fie heelw 

Sumario; Es condición sim qnti non para la procedencia 
,U] mniM. extraordinario del articulo 14. ley 48, qué la 
cuestión federal haya sido planteada en e! píéitp de tal 
manera a tiahiliiar legalmente a los tribunales a pronun- 
ciarse xilnv tila dentro de sus pri ludimientos : y asi. es 
extemporánea a los tino» di- dieho recurso la suscitada 
;i1 ix presar agravios en segunda instancia, respeto de 
la cual e| auto ífegatortp htae o .nstar "que en presencia 
de ese anteceden^ y ila acuerdo con las disposiciones pro- 
cesales que rigen ef caso, dicho trihunal decían'^ f|"c lio 
se encontráis habilitado para resolverla'*. 
Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

HkTAMKX SI'ÑOK PROCURADOR CI-XI-HAL 

Utit&M Aire». Min» & de ifll. 

Suprema Corte: 
Corresponde a los tribunales locales la aplicación de las 
leyes le procedimientos que rijen las causas sometidas a élkfe: 
v vil uso de esa f anillad la Cámara de Ai>elaciones en lo Cri- 
minal y Correccional «le la Capital lia declarado, en el casi» 
sub /jh/íVc ipie la cuestión de constitueionalulad de la ley pe- 
na] ha dribklo ser propuesta y disentida en primera instancia, 
por I" que no puede considerarse en segunda. 
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Cuando él Código de Procedimientos penales, artículo 22, 
inciso 2." lia establecido é| recurso extraordinario para anu- 
la Suprema Corte cuiitr;i la* semencias definitivas de las Cá- 
maras de A|K'lación de la Capital, en los casos en que Sé haya 
cuestionado la inteligencia de alpina cláusula de la Consti- 
tución v la decisión haya sido contra el derecho fundado en 
ella, iiá ha hecho exección alguna a las reglas ordinarias de 
la substanciación de las causas. que requieren cjite las de- 
fensas y e^ce'peiOÍl.es sean presentadas en primera inslíincia. 

Por otra | Kirie, no se invoca razón alguna de hecho que haya 
impedido al acusado alegar opOftunaifiente la defensa que funda 
en el articulo 32 de la Constitución, invocado p«>r primera vez 
al expresar agravios en segunda instancia. 

Por estas consideraciones, y lo resuelto por V. K. en Iqs 
casos citados por la Cámara en el auto .lenegalorio del recur- 
SOi opino qne este ha sido bien denegado y pido a Y. TC. asi 
lo declare. 

VM.l.n OI- I.A CoRTl- Sll'KKMA 

Buen» Mnt. Mino SI de C9I». 

Autos y vistos; Kl recurso de hecho |M>r apelación dene- 
gada- interpuesto |mr don Raimundo Mauigot comra. senten- 
cia de la Cámara do A lalaciones en lo Criminal y Correccio- 
nal de la Capital, en el "juicio qtie por injurias graves le sigue 
el general José F. I rilniru. y 

Considerando : 

t.° Que como consta a fs. 21*) de los autos remitidos 
por vía de infonne, el acusado interpuso el recurso extraordi- 
nario que autoriza el articulo 14 de la \-\ número 4$ y ar- 
tículo ó." de la ley número 4 055 alegando que se le había im- 
puesto la pena de un año de prisión en violación de los arljen- 
los 18 y 32 de la Constitución. # 

2." (Jue como lo reconoce el apelante ha planteado la 
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cuestión federal al apresar agravios en ¿*%mé instancia 
if^ moi y el auto feftéptorib hace constar ^qne en pttsen- 
c ¿ de ese antecedente v de ámenlo con la* ^posición» pr.*- 
eróte qtié rigen el caso. 4í^b tribunal deparó que no se 
encontraba Katiitttaab para rmM)a" tte. 21.O. 

i- Que <¡ liten es cierto (¡U* él recurso autorizado por 
el aiftkulb M á la lev de jurisdicción y i - mip L -teneia procede 
cando la validen de una ley. á$¿rm " autbtídiMS 'le Ptovin- 
ch se havu puesto en cneslión bajo la pretensión de ser re- 
riHghante'a la Con¿tÍtücÍ6n Nacional, a tos tratado* o leve. 
¡1*1 Cn^reso. no es nmm exacto que es eotltoón 
„ tf „ m W dicha circunstancia haya sido aiegádá en el pfcitb 
dt tal manen. habilitar íégáJmente a los tnbunak-s a pro- 
Hiinciám sobre élíos dentro' de sus procedí miento» y no con- 
curríendo ésa circunstancia e! recurso es improcedente. I ha- 
líos, tonio 94 ; pa^iia 05: tbmb 95i 1*8^ #< tomo io8, l>: '' 

4 .- Que prtcs$ en cuestión un derecho tederat procede 
eí recurso extrabrfeno cuando la sentencia final lo deseo- 
nocí va sea explícitamente, i. de una manera implícita por omi- 
sión ¡lé pronunciamiento a su respecto, a menos que se baya 
hecho constar que la lev procesal inhabilita al tr atnal para 
resolverla puc esto último equivale a tío haber sido cuntió, 
nada ni el falto como lo requiere el articulo 14 de la ley de 
iVirisdicción v cóntpeteiicia. 

|* One esá distinción se lijzo constar en la causa que se 

rtfm en el tonto n.v #gíua 4--» <fe fe» # 
¿n la que se declaró: "Que si bien la Kxma. Cámara en lo 
Civi' en su atito de ís. 24$. lia omitido pronunciarse sobre 
este punto «la cuestión federal}, al haber procedido así. 110 lo 
l, u Lecho consignando qué la ley respectiva de procedimiento 
Ié impedía tomar en cuenta la cuestión túMlfa, en ra»m de 
la oportunidad en qne se había planteado" (Con*. J. lf >. 

6" Oue I"* fallos que se citan carecen de aplicación en 
el siifr ¡«Se, pues una esa es el silencio de una sentencia 
reqnvto á la Cuestión federal planteada, silencio que puede 
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ser apreciado como tina decisión contraria implícita, y otra 
muy distinta es la manifestación expresa .le que no se ia loma 
,n ^sideración ppfque a étlb. se nenien las leyes que rigen 
la íiíbstanciádSh ¿le la cansa, manifestación qüc no puede ser 
revisada en el recurso extraordinario, según el articulo l$ 1C 
la lev número 4S. 

7 » Que el recurso extraordinario, como todo lo que ai 
¿ten' federal atañe, es de interpelación restrictiva, f I-all.». 

tomo m v imh ;,m,,ri7a ? hMt ? ?' 

ver ta interpretación y aplicación que a sus leyes procesa^ 
áen IOS tribunales locales, a causa de qtté mu cuestión fcleral 
sea i¿r esa interpretación afectada. ,>orqiie esos trd.imales 
están » asegurar las garantías q«C aeuerdan las leyes 

supremas -lé ¡» > nb es posible admitir que mvente.i 

suUlerfngios pra eludirlas. (Articnlos 5. 3* Jf '05 C ^ 

t Unción 1 - . , _ 

por ello v de conformidad con lo pedido por el señor 
Vrooirador General se declara bien denegado el I recurso. 
Notifíquese con el original y repuesto el papel archívese, de- 
volviéndose los ¡#* remitidos pof vía de infonne con trans- 
en |>e¡ón de la presente. 

A. líiikMKjo. — Xkanok ÍV pEt 
Soi„\k. — D. E. Palacio. - 

J. FUUU-KOA Al.C'tRT.V 



¡hkorto <iirh¡do por el señor luez de Instrucción en lo í r - 
Mal déla capital federal al del crimen del departamento 
de la capital de ta provincia de Rítenos Aires, en la causa 
sctjnida a Lnis ¿.avadáis, por defraudación. 

Sumario: darse cumplimiento a un exhorto en que un 

|ne* de Instrucción en lo Criminal de la Capital solicite de 
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Mié de la provincia de Buenos Aires, reciba declaración 

indagatoria a un encausado. 

/ . . 

i'aso: I.o explican las piezas siguientes: 

ai -Ti» ni:i. jn:z OKI- CHIMI-N 

Li Pía». Ene» 3 «t »M. 

Km i man; lo impríK-LMÍciU^ ti pciliclo formulado por el se- 
ñor Jncz exhortante, p i »r tratarse de la declaración indaga- 
toria del encausado, que es un acto esencialmente personal de! 
jiK-z de la causa, que sólo podría delegarse en caso de ini|> 
siliilidad material de córa^reeér a su presencia, se resuelvo 
devolver «on diligenciar t->te exhorto; ofreciéndole hacer la 
Citación cnrrespnidicnk- si lo creyere pertinente. — íuiet'K — 
Ante n'í: FráMifCá OHone, 

AÍ.'To IIKI. SI Vi IR IV0 IHÍ IXSTKITClllX 

Bucmi AItm, Enero 2« de H'JB. 

Considerando: 

(Jue ninguna disposición procesal de la Xaeión o de la 
Provincia de Bitcrios Aires, declara explícita «ni implícitamen- 
te indelegable la reee|*ción de la declaración indagatoria o 
limita su delegación al caso mencionado en el auto de fs. 43. 

Une por el contrario, la Suprema Curte Nacional tiene 
decidido mu* el acto de esa declaración 110 es personal pan 
el juez de la causa y puede realizarse por inedio de oficios o 
exliorlns. (Fallos, torno *H. página 344). 

■Otie el auto citado del señor juez del crimen de la Pro- 
vincia doctor Fació, por el cual este magistrado deniega el 
diligeneiamiento del exhorto de fs. 41. i|iie el proveyente le 
dirigió a efecto de que se sirviera indagar al inculpado en la 
presente causa, plantea un conflicto cuya solución mcumhc ni 
alto tribunal mencionado, conforme a la diK'trina sentada reír 
teradamente por el mismo, (Fallos, tomo 10H. página 20J ; 
tomo 110. páginas 205 y ¿17: tumo. 1 22. página 369) . 
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Por ello, desglósense las actuaciones de fs, 41 É« 
Jante y cávese a la Suprema Corte, requiriendo su interven- 
ción al objeto expresad». Déjese constancia. — K. Orth di- 
Rozas. — Ante mi : A. M. Castañeda. 

hlCTAMKN DEL SIÍÑOR I'ROCl'KAllOR Cl-Nl-KM. 

Buenoi Airei, Mam U dt 191*. 

Suprema Corte: 

Ksie expediente trata de un conflicto entre jueces de dis- 
tinta jurisdicción, que V. E. puede resolver de acuerdo cotí 
las razones que informan las disposiciones del artículo o." di 
la ley +055. según V. E. misma lo tiene resuelto en varios 
fallos, entre otros en los registrados en los tomos <H. 
344 y 122. página 373 de la colección correspondiente. 

Consiste el conflicto en la negativa de un juez del cri- 
men de la ciudad de La Plata a recibir la declaración inda- 
gatoria cnie le ha ¿ido solicitada por exhorto i>or un juez de 
instrucción de la Capital 

Se funda la negativa en inte la indagatoria es un acto 
esencialmente |>ersonal del juez de la causa. que sólo podrís 
delegarse en caso de imposibilidad material de comparecer el 
acusado a su presencia. 

M\ Código de Procedimientos en lo Criminal de la Ca- 
pital no dispone lo que el juez de La Plata supone. Por el 
contrario, e! artículo 205 establece que las diligencias del su- 
mario que hubiesen de practicarse fuera del -lugar en que tenga 
sn asiento el juez a quién compete su instrucción, tendrán lu- 
gar por medio de oficios o exhortos, según corresponda en 
crida caso. 

Kn consecuencia opino que debe declararse que el juez 
exhortado debe dar cumplimiento al exhorto de que se tr .ta 

José Nkolás A! atiento. 



l'G FALLOS CE LA CORTE SUPRIMA 

FALLO m LA COBffi Slt'KKM \ 

Buenos AJiei, Mane 21 de 

Vistos: IV acuerdo con lo expuesto >' |>edido \K*r el se- 
ñor Prneurador General y fundamentos concordantes del auto 
«Id Juez de esta Capí la I corriente a fs. 4, se decJara que el 
juez exhortado detc dar cumplimiento al exhorto de í>, 1. 
(Faltos, tomos pufc página ¿44; (í2, página y otros). De- 
vuelva se. 

A. BRKMivjO, — Nicanor G. nía 
Sol\k. — D, fí, PfttiACtO. — 

J. l : n;u:uo.\ Ai. cor ta. 



Crimmqt, contra Avclhw fáaflint% t" r ti'OHÍMdw 

Sumarin : lis justa la sentencia que condena a la i>ena de d<»ar 
añns de presidio y accesorias legaKs al autor' de un ho- 
micidio perpetrado con tía circunstancia atenuante de ein- 
, uriagttez incompleta. 

í\iíít: Kl señor Juez Letrado del Rio Negro, por selUeneia del -i 
de Enero de U)ij. con ¡leñó al procesado Avelúio Martinrz 
a sufrir la pena de doce años 'le presidio y accesorias le- 
gales; por el detito de homicidio perpetrado en la persona 
cíe Juan Fernández, ele acuerdo q&á éS articulo 17. inciso 
l." de la ley número 4,iHt>. fundándose en la propia de* 
claraeión indagatoria dd procesado en la que. aún cuan- 
do uegalia el hecho, reconoció como de su propiedad el 
arma, manifestando haliersc encontrado en completo es- 
tallo de -ebriedad y en la de dos testigos presenciales con- 
cordantes y considerar probada ta existencia tic intención 
criminal, da.lo que el reo intentó apuñalear a uno de los 
testigos qui- trató de contenerlo, y no ser incompleta la 
k'odez. estimándola únicamente contó atenuante. 
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SKSTIÍNCIA PE Í.A CÁMARA FEDERAL DI- AI'ELACIONKS 

La Plata, Diciembre I» 4* 1117, 

Vistos y considerando : 

ijuc la prueba acumulada cu autos y analizarla por el 
4i <juo. consistente en la declaración de los testigos presencia- 
tes del hecho, eí informe módico y la partida de defunción res- 
pectiva, justifica plenamente la calificación del delito, asi co- 
mo también la responsabilidad de su autor, el procesado Ave- 
lina Martínez. - 

Que está legalmente comprobada la atenuante de ebrie- 
dad parcial. Martínez momentos antes del incidente, bailaba 
o jugaba eon su sobrinito y ninguno de los testigos lo vio en 
completo estado de ebriedad, demostrando, además, en la lu- 
cha, él dimiimo de sus fuerzas físicas, circunstancias estas que 
* evidencian la imposibilidad de que aquél procediese bajo el 
influjo de una bewlez completa. 

Que siendo ta circunstancia de parentesco, una agravan- 
. te. lia debido ser probada por los medios legales corresi>on- 
dientes, y no existen elí autiw las partidas de matrimonio y 
nacimiento del caso. 

Qlie en mérito de lo expuesto y dando a la atenuante una 
importancia especial, por los antecedentes buenos del procesa- 
do, el tribunal reputa justa la pena aplicada jtor eJ a quo . 

Por estos fundamentos y li»s de la sentencia apelada, se 
confirma ésta con costas. — José Marcó. — /?. Guido Ltira- 
iic. — Antonio L, Álarrruaro. 

PALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

■mm* Airt*, Marzo 33 é* m». 

Vistos y considerando : 

Que ta responsabilidad del procesado como autor del de- 
lito ile homicidio perpetrado en la persona de Juan Fernández 
se encuentra plenamente comprobada como lo acreditan las 
constancias «Le autos a que se bace referencia en fla sentencia 
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ik-t juez cíe la causa confirmada en todas sus partes por la 
do fs. t\j. 

One la calificación lega! que se ha dado a este delito es 
la que onnvsi»onik' con arreglo a lo dispuesto m éJ artículo 
17. ¡neis» 1." de la ley número 4.189 de reformas al Código 
IV nal. sin que concurra en el caso otra atenuante que Ja de 
embriaguez que no lia sido completa sino parcial y que se lia 
tomado en consideración al fijarse el ténnino de la pena de 
dóte años de presidio que se le lia impuesto al procesado. 

Por ello y sus fundamentos se confirma eott costas la sen- 
tencia apelada de fs. 67, Notifiques? original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. mu 
Solar. — J, Fic.uekoa Ar.- 
corta. 



Criminal contra lilas Vcrdilc, par homicidio 

Suman» ; No habiendo recurrido eil ministerio fiscal, corres- 
ponde confirmar una sentencia que condena a la pena de 
diez y siete años de l>residio al autor de un homicidio 
perpetrado con la cireitnstanoia agravante del inciso 10, 
articulo 84 del Código Penal y la atenuante del inciso 6." 
del articulo 83. 

Caso: Por semencia de 31 de Enero de tai", el señor Juez 
Letrado del Kío Negro, impuso a Hlás Wrdile la pena 
de veinticinco años de presidio y accesorias ¡legales, como 
autor fiel delito de homicidio en ta persona de María Cris- 
tina Sánchez, hecho del que confesó ser autor, conside- 
rándolo coi nprend i do en et Art. 17, capitulo i.\ inciso 1" 
de la ley riuiti. 4.180. y concurrir, además, las agravantes de 
los incisos 4.". 10 y 18 del articulo 84. Có:ligo Penal. 
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La Plata, Octabre It de ibit. 

Vistos y considerando: 

<Jue el deliu» do homicidio perpetrado por «1 roo en la |x:r- 
sona de la mujer ¡María Cristina Sánchez, está plenamente 
probado por las constancias de autos que menciona el a ijito 
'fs, n. i¿. 13 y 14), y sus particularidades surgen de ta pro- 
pia confesión de fs. 5 y 18. corroborada en parte, por la prue- 
ba testimonia!, 1 

Que dicha confesión, no existiendo testigos presenciales 
del Hecho, ni otras circunstancias que la contradigan o destru- 
yan, es la pauta a que delic ajustarse la sentencia, ya que las 
diferencias ck detalle entre la indagatoria policial y su rati- 
ficación ante el juez no afectan a aquélla en su parte esencial. 

Blas Verdile dió nuicrtc a su concubina, porque ésta no 
quiso seguir siendo su amante e irritado por sus relaciones con 
el panadero. Pero es de advertir que esta irritación o cólera, 
' producida por los celos, no cal* admitirla sino como una leve 
atenuante, ya que el reo era de tal perversión moral, que ad- 
mitía que su querida hiciera vida de prostituta en un pros- 
tíbulo. 

Que 110 concurren en el hedió las agravantes de alevosía 
y premeditación, por cuanto serian incompatibles con el rato 
de furor que dclie reconocerse en el reo. en d sentido indica- 
do anteriormente y porque no está evidenciado que aquél He- 
vara consigo el arma homicida (no es anua propiamente di- 
cha), que liien pudo ser llevada por (a víctima en la forma ex- 
presada en la confesión de fs. 19). 

Qíie debe computarse la agravante del artículo 84. inciso 
10. compensándose en sus efectos, con la atenuante ya men- 
cionada, aplicándose, en consecuencia, el término medio de !a 
pena señalada eu el articulo 17, inciso 1 ley 4.189, o sean 
diez y siete años y medio de presidio. 

Por estos fundamentos y sus concordantes," 1 se confirma 
la sentencia apelada en lo principal, reduciéndose la pena a 
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dícz y siete años y medio de presidio. I>e vuélvase. — /aié 
: l/<ir< t>. „ /<-. Sítafa Látate. — Antonio L. Marcenara. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuMM Aire*. M«no 48 4c I9IK 

V vistos: X« rescatando de antos circunstancia alguna m ,,v 
autorice ia modificación de la sentencia pronunciada a fs. £2, 
com.. su rtcinnK-f por el defensor del procesado en la memo- 
ria de fs. 5*..al manifestar que nada puede alegar en favor de 
su defendido, y no lialwémdose reaifrioo dicho fallo jior el mi- 
nisterio tiscal. se lo eonlinnn. t*>r su* fundamentos, o»n eos- 
tas . \otifímu-sc original y devuélvanse los autos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. okl 
Solar. — }. Fiiu-kkoa Ét¿ 

CORTA. 

NOTAS 

Goii fecha 2 de Marzo la Corte Suprema no hizo lugar a 
'a queja deducida por la Sociedad Anónima Pastoril y Agrí- 
cola "¡.a IWlgica" en autos con don Kduardr> Tfoíí, jior daiftos 
y perjuicios. pori|iiO. con arreglo a la jurisprudencia e^abti- 
citía por e! tribunal, la interpretación y aplicación de la ley 
numero 3266, sobre recusación sin causa, no impugnada como 
contraria a la Constitución, no da lugar al recurso extraordi- 
nario deducirlo. 

Cri\mnal cutnt. Sixto Cintcms Rute, por homicidio 

Sumario : lis justa la sentencia que condena a la pena tte 
quince años de presidio y accesorios legales al autor de 
un homicidio simple perpetrado con la atenuante del M¡éh 
4-". articulo del Código IVnal. 
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Caso: Ante d Juzgado U-úa:lo del Neuquén fué ^procesad.» 
Sixto Giménez Ruíz l**r homicidio cu la i>ersona de tfcfi 
Kfiaio Maccione. heclw> tfingrijfcrt |«»r la propia confe- 
sión del acusado, quien alegó en su descargo "hal«T sido 
provocado por la victima circunstaucia que no [indo pro- 
harsc por !io que fue condenado a la pena de diez y siete 
años y medio de presidio, accesorias y costas dé acucrd-. 
con lo estatuido en el artículo 17. capítulo i.*, inciso r," 
-Te la ley 4.lft). 

SENTKSCiA tíl& LA CÁMARA l'KUKRAI. I>K AI'Kt.ACloM-S 

U Plata, Novkmbte >> dt ÍWfc 

Y vistos: Para resolver los recursos fie nulidad y ab- 
lación leducidos jtor la defensa en contra de la sentencia de! 
seflor Juez Iletrado del Ncuouén, (¡vte condena al procesado a 
la pena de diez y siete años y medio de presidio. 

Considerando ; 

tjtie di recurso de nulidad no ha sido sostenido eu esta 
instancia, ni se advierten en ella vicios míe puc:lan hacerlo 
procedente. 

fine no han sido puestos en duda en en momento alguno 
en esia cansa, ni la existencia <lel delito cometido en la per- 
sona ik- Kfisfo Maccione, ni la persona de su autor qué ío 
fué el procesad* Sixto Giménez Uuis. según pieba plena que 
■ it recen los autos. 

Que la defensa en esta instancia trata de urnliar que el 
reo cometió el homicidio que se le im|nita en un acto de de- 
fensa propia, ejercula en condiciones que excluyen su respon- 
sahilidad criminal: [«ro esta tesis que trata de ftmtlarse en 
"la cmiífción calificada del reo. es iitsostenible, aún cuando se 
estuviese sólo a esa confesión, ante la consideración de inte 
Giménez, respondiendo a Üa provocación de Maccione. salió 
fuera de su carpa y fué eu busca de su procreador, lo que 
excluye la legítima defensa. 
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Qék ta itóSrtiá áefenS» SÓSÜehe unnbién. sulwidiariauienW 
1 51 revocación rk- la calificación del delito establecida por la- 
semencia apelada y que en vez del homicidio simpk. Gini 
nez habría sido re*» tic homicidio provocado, previsto por ;~et 
^éiwT+^del artículo 17. lev tic rctorinas. pÉ|i a ésta califi- 
cación sólo puede llegarse prescindiendo en dttptitta de :>s 
antecedentes inmediatos del hecho, y consideran*, aisladamen- 
te d final de la escena que tuvo por desenlace la muerte de 
M acci.mc. En efecto, consta acatadamente de la prueba de 
autos que en una casa de comercio de la estación Challar- 
se habían reunido varios peones de 'a cuadrilla del fermea- 
rril. de (|ue el mismo reo formaba parte; que esta reunión 
pacifica fué súbitamente interrumpida por Gimónez quien, pe- 
netrando en el negorio, se ap ulero de una l>otella de vino 
de la que todos bebían y empezó a l tetar de ella, sin ^er in- 
vitado, ni i>edir permiso: que uno de los presentes cortó fe- 
lizmente el incidente, aconsejando a Giménez déjase la lic- 
ito y haciéndole servir una copa: que mientras la bebía, éste 
se corrió contra el mostrador basta clisar su cuerpo con el 
de Macüionc. lo i|ue originó 1111 cambio di- palabras insultan- 
tes entre amitos; que habiendo intervenido d dueño del ne- 
gocio para calmar los ánimos exaltados. Giménez se retiro, 
jxirn volver en seguida armado de un cuchillo, con tres com- 
pañeros más a quienes liabia invitado a beber: que intentando 
i'.imér z renovar el incidente, intervino de nuevo el dueño de 
casa para desalojar a fcoífos y cerrar el negocio, y fué enton- 
ces (pie. al retirarse ¡í sus resistivas carpas, M accione, exal- 
tado ya por las provocaciones precedentes, provocó a su vez. 
revólver en mano, n Giménez, quien acudió a su encuentro 
empuñando su cttehPfc {.Miel. ís. 43 vta.. Castaño, fs. w 
vta. ) . 

tjue cu est:is condiciones no (metle prescindirsc de ta pro- 
vocación primera del reo. que fué la causa inmediata de todos 
los sucesos que se desarrollaron ért d breve espacio de tiempo 
transcurrido entre la primera entrada de Giménez al negocio 
y la lucha cuerpo a cuerpo que mantuvo con M accione, que 
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m t ha excedido de media hora, dentro de 3a que se lian de>- 
arrfdl.ulo los hechos referidos, sin solución alguna de corttl- 
nui «lad. 

<Jne el homicidio provocólo, que la ley castiga ttiñ una 
pena menor, es aquel a que el reo ha aftjo llevado de una ma- 
ñera indudable |>or la propia provocación ríe la victima, y ex- 
cluye necesariamente imlo caso en que tal provocación hn 
sido originada por el mismo reo. Cuando más 'las injurias de 
Mawionc podrían en el caso ele autos, ser computadas como 
una atenuación del homicidio simple, más no una circunstan- 
cia calificativa del delito. 

Por estos fundamentos, concordantes de la sentencia ape- 
lada y ,1o dispuesta por el artículo 83. inciso 4" del Código 
Penal, se confirma aquella, en cuanto considera a Giménez 
KnU reo M delito de homicidio simple, y se la modifica en 
cuanto a la duración de la pena, que queda reducida a quince 
año^ de presidio, con las condenaciones accesorias allí decre- 
tadas. Xotifiqtiesc y devuélvase. — José Manó. — R. Guido 
Latalh. — Antonio L. Marcenan*. 

ti 

FALLO DE 1,V CORTK SUrKÜSlA 

Buenos Airea, Abril S de lü 18. 

Vistos y considerando; 
Que la responsabilidad del procesado como autor del ho- 
micidio penetrado en la persona de Kfisio Maecinne ha sido 
debidamente apreciarla en la sentencia apelada, tanto en lo 
f(úe se refiere a la edificación legal del delito como en cnanto 
a la pena que se le impone de con f orín i dad con lo dispues- 
to en ai artículo 17, inciso i.\ capitulo 1." de la ley número 
4.1 80. de reformas al Coligo Penal, teniéndose para ello cu 
consideración los hechos y circunstancias relacionadas en di- 
cho fallo, respecto de las injurias de la victima que se acep- 
tan como una atenuación y |»or lo que se modifica la duración 
de la pona aJ término de quince años de presidio y sus acce- 
sorias legales. 
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Por el lo y Sfrs fundamentos se Ja confirma con costas, Xu« 
lifirpusc cotí iA Original y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. 



Crimmal contra Nkohis Sastra o Antonio Shafomira. f>or 

homicidio. 

Sumario* Es just i !a sentencia que condena a ía pena di- 
.litz y siele años y inVdio de presidio, y accesorias lega- 
les, al autor de un liomicídio pieípétíacíb sin ciroimstan- 
ci;is agravantes ni atenuantes. 

Cajb: K| seño* Juez Letrado eri ÍO Criminal y Convccn- 
n:it del textorio de la Pampa, condenó, jjor s^tencjá <fc 
Jimin 15 de i'jtj. a) procesado Nicolás Xastra o Anto- 
nio Sbafandra a sufrir la -pena ele diez y siete años y 
medio de presidio coum autor del hohlicítUó de Torihin 
tháfiez. lieeln» del f|iK* o Jifesó ser autor, diciendo halterio 
cometido, moksiado por las broinas que éátcSe *Iíriu:icr:i 

SEXTI-NVI \ m LA CÁMARA PRUERAL P« APELACIONES 

La Pllti, Novkmbrt 7 de I«I7. 

Considerando : 

íjtie consta la existencia <Jt' l»> heridas y muerte subsi- 
guiente d c Tóriíjto Iháñez por el certificado do def unción de 
fs. 13, arma debitada, declaraciones de testigos y demás 
actuaciones. 

Ouc el procesado está convicto y confeso do ser el autor 
ilo las heridas, y esto agregado a la constancia del delito, pro- 
duce tndudablefnente piona pnielra. 

Que la alevosía tohe estar siempre y eu todos los caso* 
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perfectamente caracterizóla, como s< sal». \x>t ser también 
calificativa del homicidio y en el tpp tío está probada de 
esa manera en las declaraciones de G. Corini, fs. 2 vta., José 
Roílríguez fs„ 3 vuelta. Litis Claudio Yerna, fs. 7, únteos 
testigos prepuciales especialmente la de este último que. cuan- 
do más. seria singular. 
* (Jnc toil * lo i|ue se Ruede aseverar, sin Ni|K> de errar, 
está con do confesado por el mismo reo. es decir, qi»e impa- 
cientado p>rquc Mfm <|ueria obligarlo a pe le Uevase unas 
prendas de vestir, sacó el cuchillo con el que le infirió las he- 
ridas, fs. 5 y 18 vuelta. 

íjue el delito, en consecuencia, es el que dicen el procit- 
Vááor riscal y ol juez, del artículo !"■ inciso 1." ley 4,1»), sin 
la atenuante (Ule pudiera i nevarse por la causa c t ue dice ei 
reo v queda expresada (art. 83 inciso 6,* Código Penal), pero 
menos una injuria ti ofensa que de haber existida el mismo 
reo la tenia ya olvidada, según sus confesiones. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma con 
cestas, la sentencia de fs. 27. Devuélvase. — Jos¿ Marcó. — 
A». Guido Lavalh: — Ántotti* L. Munouiro. 

VA l,1,o DE U COKTI- SI TU KM \ 

BMW» Al«s, Abril i de IhIH. 

Vistos y considerando: 

Que la clasificación lcgaS c|Ue se lia dado en Ja sentencia 
arlada al delito de homicidio |*rpetrado |k>t el pr, cesado es 
la que corresponde con arreglo a lo establecido» por el articu- 
lo 17. inciso 1 .-, capitulo l." de la ley 4. 1*1. dadas las circuns- 
tancias en que aparece haberse cometido este delito, relacio- 
nadas por los testigos presenciales en sus declaraciones de fs. 2 
vuelta y fs. ¿ y lo que resulta del informe pericial de fs. 12. 
en el que se establece que una de las heridas que causaron la 
muerte de la víctima "era sumamente grave, pues, habia in- 
teresado órganos de vital importancia". 
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Por ello y sus fünd|pértto« se confirma dicho fallo, con 
cogías, — Notifiquese .original y devuélvanse los ¡unos. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio, 



Criminal contra. Evaristo Torres, por homicidio 

Sumario i hn nena correspondiente al delito de homicidio 
simple, perpefiadp sin circunstancias atenuantes ni agra- 
vantes, es la de] término medio de la fijada i>or t<! artículo 
17. capitulo XA inciso 1." fie t:i ley A-¡&j: pero no ha- 
biendo sí do ;i|n-lada la del juez letrado, que. impuso la d-.- 
doce Años de presidio y accesorias le gales, sino por el re<» 
y su defensor, corresponde su confirmación. 

Cam Ivl sujeto Evaristo Torres fué procesado ante el Jujs- 
gado Letrado del Chaco por el delito de homicidio perpe- 
trado en la persona de Isalielino Núñcz. delito que se 
prolió con las declaraciones de dos testigos y la propia 
confesión de! reo. quien alegó en su • desea r^o, que reta- 
do > amenazad., de hecho por Xtiñcz. Ib hirió de dos 
puñaladas. 

Estudiadas las constancias del sumario, el juez con- 
denó al procesado a sufrir la pena de doce años de pre- 
sidio, accesorias y castas, como autor de homicidio sim- 
ple de conformidad con !o dispuesto en el articulo 17. ca- 
pitulo i.\ inciso i." ile la ley 4. 1 Si j, computándote en su 
favor las atenuantes de ios incisos 3." y 4 W del articula 
83, '¡el Código Penal. 

SENTENCIA DÉ LA CÁMARA FEDERAL Dt5 APEfc .U'ltiNKS 

Pdrini. Id de Setiembre de 1917. 

Vistos y considerando: 
1." Qíte sí bien fue nula en un principi > la indagatoria 
de fs. 3 yiv&ik, del procesado K\ cristo Torres, por halársela 
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recibido é oficial instructor bajo él juramento de decir la ver- 
dad, tíil yitiO lia sido sitibundo en la (|iic prestó sin es:i 
formalidad ante el señor juez de la cansa, a fs. u vuelta, 
oportnunidad en que el imputado se ratificó en su primera in- 
dagatoria. 

2." Qw no concurren en el sufr judie? Ies requisitos 
que caracterizan la legitima defensa alegada |>or el defensor do 
Torres (articulo 8l. inciso 8." Código IVna'i. No consta en 
ninguna parte que NttTiez 1n hubiera agredí lo a no ser |V>r 
la simple manifestación del imputado, inanifestaeión que no 
esta corroborada |>or las declaraciones de los testigos presen- 
ciales de las (pie surge al rontrario la inverosimilitud de acue- 
lla afirmación si se tiene en cuenta la forma en que. según 
t-^ras. titv<» origen i-I incidente. No está probada la necesidad 
raciona! del medio empleado para re|X'ler esa agresión, pues 
i» > consta que la victima hubiera intentado hacer uso de arma 
alguna, la qtie pót otra parte, ni los testigos, ni aún el ho- 
micida mismo afirman (pie la tuviera. V en cuanto al re- 
quisito tercero, consta de autos (pie quien provixó d incidente 
fué precisamente Torres cuando N'uñez, en ejercicio de su 
den cho v cunvpliin íento de su delier de segundo capataz, dio 
ta señal para <|ue los peones de la cuadrilla comenzaran el 
trabajo. 

,V (Jne no está ratificada en forma alguna la embriaguez 
competa alegada \v>r Torres en su indagatoria de fs. II 
vuelta, ampliando l;t de fs. ,1 vuelta, y lo contrarío resulta de 
lo que al respecto declara a fs. 2 vuelta, el agente de policía 
Kienrd i Val le jos. 

One el caso encuadra, ionio lo establece el n tftto en Ha 
disposición del articulo 17. inciso 1." de la ley 4.1%. no con- 
curriendo, sin embargo, las atenuantes de los incisos 3." y 4" 
del articulo 3| dd Código, que en la sentencia apelada se le 
computan, desde (pie. como qiieda establecido no resulta pro- 
bada ¿a provocación, amenaza u ofensa por parte de la victi- 
ma, ni puede afirmarse, con la sola consideración en (pie se 
funda el tí q¡Ué Torres no hubiera tenido, al inferir dos 
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heridas a su victima, una de Sflás graVC, la intención de cau- 
sar el mal ijuc produjo. Y como tampoco existen agravantes 
';s pena que corresponde aplicar a Torres es la del término 
medio legal. Sin einltargo, tm siendo posiltlc modificar la sen- 
tencia áé í<- en ¡¡erjuieio del reo, atento a que eíla fué ape- 
lada sólo por éste y su defensor, corresponde tjuc ella sea 
e>>u firmada. 

I'or estas consideraciones y oído el señor procurador fis- 
cal de Cámara, se continua con costas ¡la sentencia afielada de 
f>. 25, por la que se impone a Kvaristo Torres, como reo 
de homicidio en la persona de fsaliclino Núñez. la pena d¿ 
doce años de presidio, accesorias legales y costas del proceso. 
Hágase salx'r y devuélvanse. — F. Diaz de Vwat. — Fortn- 
*Mto Calderón. — íY.í<ir H. Pervz Colman, 

PALLO Olí LA CORTE SUPREMA 

Biiwt AfKt, Abril 2 de I91R. 

Y vistos: Por sus fundamentos, y considerando, además, 
que no concurre en el caso circunstancia alguna que justifique 
\n modificación «> reforma de la sentencia afielada. conn» se 
pide jKir el defensor del procesado, desde que t*A obstante lo 
ilvga. lo en cuanto a los defectos de la declaración de fik 3 vuel- 
ta subsanada en la de fs, 1 1 vuelta, prestada ante el juez de 
la causa, constan en autos sobrados dentemos de prueba de 
los que resulta que el delito de homicidio q«e ha motivado la 
ion nación de este proceso está comprendido entre los deter- 
minados |)or d articulo 17. inciso 1,", capítulo 1." de la ley 
número 4.1^* de reformas aJ Codig > l'enal. 

I'or tilo, se confirma dicho fallo, con costas. N T otifíquese 
con e* original j de vuélvanse. 

A. BERMEJO- — Nicanor G. del 
Solar, — D. B. Palacio. 
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Ferrocarril Central Argentino contra la MioiUifaf'uhní tic la 
Capital, sobre cobro de pesos 

Sumario'. Precede el recurso extraordinario dol artículo [4. 
ley 4K, contra una sentencia contraria a derechos, privi- 
legios y exenciones fundadas en leyes csircciales «leí Con- 
greso. 1.a cuestión de *i eü servicio de alnmbnido y lim- 
pieza cobrada se presta o nu y la fie tjue la empresa de 
fernx-arril no se beneficia con dios son puntos de hecho 
ajenos al mismo. 

2." La ley íí.oíu. sobre fusión de los ferrocarriles 
Centra! Argentino y Kucnos Aires y ttosario iui ha mo- 
dificado la situación de esas empresas en materia de exen- 
ción de impuesta, creada jxtr la ley ,v,V 5: en conse- 
cuencia, el ferrocarril fusionado. Central Argentino i|uedó 
sujeto a la interpretación une -los fallos de la Corte Su- 
prema dieron in variablemente, a la disposición del articn- 
to N." ele esta última ley, en lo (pie al pago de los servi- 
l-ios municipales de limpie*;: y barrido se refiere. 

t 'íí.cos Lo explican las piezas siguientestes . 

skxtiíncia ih-;i. si- Son juJS! ptí i. u instancia 

Bueno» Aire», Febrero 29 de I9H>. 

Y vistor, resulta: 
1." (Jue a ís. 8. se presenta don Pedro Ohnémv Marino, 
cotm> apoderado del Ferrocarril Central Argentino, ciernan 1 lan- 
do n la Municipalidad de la Capí tal. «por devolución de la can- 
tidad de ^ó,S30..iK pesos m<mcda nacional, importe ilc tos 
impuestos municipales y costas cobradas a esa empresa en di- 
versos juicios ejecutivos seguidos ante los Tribu urdes de esta 
Capital, más los sellos invertidos ; fundando la acción, dice: 
a) Por la ley 6$6¡i del Congreso Nacional, Se autorizó la 
explotación de K» ferrocarriles Buenos Aires al Rosario y Cen- 
tral Argentino en una sola empresa ime se denominó F\ C. C. A.. 
(juccbiwJo sujeta cutre otros a los artículos X y u de 9a ley 
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5.315. estableciéndose (jue "sin perjuicio de las disposiciones 
de esta iey. (ruedan subsistentes indos los derechos, franqui- 
cias, etc., existentes en favor y a cargo de las d i í trentes e<nu- 
patias Atenidas por los contratos de concesión, leyes y decre- 
1 ^ uacion.-slesi y provinciales, cuyos bicn„s eonslituirnu Ja 
proptédaci id F. C. C. A.", Reconoce pues la preexistencia de 
leyes anteriores, entre otras: ta concesión de! estado de 
Unenos Aires de -¡5 de Febrero de. i8íu. para la construcción 
de la linea U. A. al Tigre, en cuyo artículo 11 se establece: 
"l.os valores de los inmuebles y muebles de la coinp'iiiía serán 
igualmente libres de toda contribución", habiéndose transfe- 
rid u dicha concesión en 9 de Octul>re ú& ¡ÉÍ2 ai Fe™»earri! 
del Xortc de lia provincia de Buenos Aires, y más tarde, con 
reconocimiento del Poder KjecutivM fie la Nación, fecha 11 
de Énéro de 1889 al F. C. C. A. 

Igualmente la ley 3.058 del 5 de Huero de 18.14. aproban- 
do el convenio celebrado cutre el ex ferrocarril Hílenos Aires 
y Rosario y la Municipalidad de la Capital, para el levanta - 
mictito de las vías que encaban a nivelólas Avenidas Al- 
vtar y Sarmiento, vil cuyo articulo 5. se declara exenta ele 
litdo impuesto nacional o municipal a la ;*artc de la vía o>ns- 
Imida según la nueva traza fijada en esa ley. 

También la ley .u'\V autorizó al Ferrocarril Buenos Aires 
y Rosario ivirá construir en las condiciones establecidas en el 
artículo 5 ya citad. >. nuevas vías que llegaban hasta el Retiro 
y pasaban al Puerto de la Capital, en los terrenos panados al 
rio en i|Ue se levanta actualmente la estación del Retiro; esos 
Ierren.* eran usados pqjf ed Ferrocarril I 'menos Aires y Ro- 
sario, con su estación generalmente llamada "Retiro Rosario" 
"Retiro Kste". Ka antigua estación del F. C. C. A., tpte se 
llamó "Retiro V iejo", anexada por la ley de fusión, está com- 
* prendida en fattey del listado de Büénos Aires, aludida. 

h.r último, y a más. de esas leyes ijne exoneran al F.C.C.A. 
de Indo imjrtTesU* municipal, el contrato celebrado con el se- 
ñor Presidente de la Nación, ante el cscriltano Mayor de Cn- 
bienio, en virtud de dicha ley. ol i) ;le Enero de 19O», esta- 
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Meciendo que la empresa pagará hasta é t? de Knero 
¡047, una contribución única igual al 3 por ciento del produc- 
to líquido de sus líneas, quedando exonerada por el mismo 
tiempo He todo impuesto nacional, provincial p municipal", 
articulo 9. Dichas leyes justifican la exoneración de los im- 
puestos, etc. 

.i." Cjuc la Municipalidad áe la Capital, en las ejecucio- 
nes t[U* niul i van este juicio, lia Cpbrado a la empresa impues- 
tos generales, fijándolos "según un alquiler arbitrario o cal- 
culado sobre el valor locativo de las estaciones o terrenos de 
la empresa, fundándose para ello en lo resuelto por la Su- 
prema Corle en algunos casos*', pero míe el mismo tribunal 
tiene establecido (página 364, tomo 25. fallos "que sus re- 
soluciones só-o deciden el cuso concreto sometido a su fallo y 
110 obligan legalmente siijó a él..." "quedando a los jueces 
la facultad de apreciar con sn propio criterio esas resolucio- 
nes y apartándose de ellas cuando, a su juicio, no sean con- 
formes a los preceptos claros del Derecho, porque ningún 
Tribunal es infalible y no faltan precedentes de que aquellos 
(tan vuelto contra resoluciones anteriores, en casos análogos, 

3." Que la exoneración de impuestos persigue un fin d« 
alto interés general que justifica la actitud asumida |*>r la em- 
presa, pues, de mantenerse la interpretación de la Suprema 
Corte, el sistema de tarifas que ha querido establecer el Con- 
greso, al acordar dicha exoneración, habría desaparecid 1 y el 
F. C C. A.. tendría que revisar anualmente sus tarifa* de 
acuerdo con las inaniciones de eatla localidad para el pago 
de esos impu estos. 

4" Expresa qué, en su concepto, las contribuciones de 
que se trata, son verdaderos Impuestos municipales, fundán- 
dose en una serie de circunstancias que analiza detalla* 
«lamente . 

Envoca lo dispuesto por el artículo 784 y concordantes de". 
Código Civil. 

Corrido traslado de la demanda, a fs. u vuelta, lo eva- 
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cúa la Municipalidad de la Capital, m ¿licitando el rechazo de 
1;l demanda, ci>n esi»ccial condenación en costas. 

Dice : 

i." <¿ue sin negar ta exactitud dq los pagos alegadas, 
ellos delwn ser probados debidamente. 

í.íis multas son el recargo del impuesto, por 00 haberse 
satisfecho en o¡>ortunidad y las disitosieioncs administrativas 
<:. tablcceu que los pagos deben liaccrse aunque se consideren 
injustos y lluego reclamar o pagar y reclamar conjuntamente. 
!m i|uc no ha hecho la empresa, por cuya razón ik» e< ¡rrespou- 
de dcyolttcióirt alguna en dicho concepto. 

(¿uc la Suprema Corle, ha interpretado áni plañien- 
te la ley 5.315. en su artículo 8.*'. estableciendo que la exone- 
ración no alcanza a lo* servicios de alumbrado y limpieza, que 
en realidad, 110 son impuestos sino retribución de servicios. 
Lo preceptuarlo por la ley 5.3 15 es de carácter general y ha- 
hicmlose acogido a ella la empresa demandante. poco signifi- 
can las leyes posteriores míe menciona. !¿>s pagos de míe se 
trata. ( ba sido resuelto l>or la Suprema Corte Nacional), 
aunque tengan el carácter de impuestos, no lo son en realidad, 
sitió sen icios que debe pagar quien los recibe. En igual sen- 
tido el discurso fiel miembro informante de la Comisión Le- 
gislativa, doctor Caries, en los antecedente de la ley 5,315 

3° Que interpretar el articulo 8." en cuestión, ta! como 
lo entiende el actor, sería ir en contra de la Constitución, (ú\- 
tiim jiarle del artículo 16), estableciendo una regalía odiosa 
en su favor y en perjuicio de otras empresas tan dignas como 
ellas de la ayuda del Gobierno "seria también violar vi régi- 
men municipal de la Capital vulnerando así el artículo 5." de 
la Constitución que ál exigir I» existencia de ese régimen para 
las provincias lo ba exigido implícitamente para ;a Capital". 

Seria también citatorio del arlicido 8ó, porque el 
Congreso al dictar la ley 5.315. ba procedido como Congre-- 
so Nacional. 110 teniendo dicha ley aplicación en el territo- 
rio de la Capital. 
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Ésqwesanieme deja planteada ¿a tacha de ineonslituck»- 
naHdatí. Sferia también violatorio iW la Constitución ]*>r que 
el Egreso, — como l^slatura íocá$ — ha dictad*» las 
1.2G0 y $,0$$, rjtíé aninrii-.;ui el cobro rkfl servicio de alujíibra- 
éo y limpieza, dete^ando eri la Síunkii^Uted dicha faculta. I 
y la ley 5^15 cqino general, ho Jitiécle dentar las especiales. 
¡Hi e éontó la Qi¿&nijca Municipal, crea una institución qita 
ts. cnniu el O mgrvsi» mismo, p-ir propia delegación. 

La lev 5.315 en su articulo St^! no es aplicable a la Capi- 
tal. *>m-s rlv su reclaccióu, así coiuo de la disensión de embaa 
l*aman;>. >e desprende q«é ri impiuMn de" ¿ ojo del producto 
liquido, será aplicado a la comtniCCtdri J mantenimiento de 
los "['tientes y candín is" ordinarios de b>> irmnícipios o d0arr 
tfUiientos''. cruzados por la linea <m primer termino «» fie lo? 
caminos qtie cxwdttjtcan a las cstílin' en proporción a la ex» 
unción (W las vías de "cada provincia"". Desdé luego, en la 
éájwtal fin existen "caminos", en ta acei>eión Ufíal. jnridira y 
.vlnáni.-iraiiia de ln palabra. En suma; que si la comuna dé 
líttepQS Áírcs, no puede lis frutar de 1. >s beneficios del articu- 
lo s.\ tampoco debe ^portar sus caraos y d pago ile la retri- 
bución de servicios en cí icstión. ni'> lia alterado el equilibrio 
financiero ;!e 'as t;iupres.'is. 

Abierto a prueba el juicio por auto de fs. 20. pttH lúcese 
* la qttí informa el actuario a fs. 22 vuelta, alegando las |>artes 
a fs. 12O y t |í». respectivamente, con lo que se llama a autos 
para sentencia a ís. ['•*,» .y 

Considerando ; 

1. íjuc de conformidad con lo dispuesto por los artícu- 
los 7S4 del Código Civil y del Código de [Valimientos, 
la i-mpresa S Kerrucarril Centra' Argenlin >. reclama la de- 
vi .Ilición de la Mima a su Jtitcio inilehidainenle pagadas a la 
Municipalidad de la Capital en concepto de impuestos muni- 
cipales en las distintas ejeeucrrmc* individualizadas en la de- 
mau la. ha acción en presencia de «los antecedentes enunu-- 
íadOs en la relación de la causa. liólo po.lrá ] msperar Hcgán- 
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dosc a ta conclusión de que efectivamente, la simia dr 
46.839. rg i)cst>s moneda nacional, ctiya restitución se hnpetr:. 
fue abonada intlebidauicnte o por error. 

2. a Que el Ferrocarril Central A nomino basa su recla- 
mación en la circunstancia de que tatito las leyes anteriora 
a la 5.315. relacionadas con los ferrocarriles Buenos Aires y 
Rosario y Central Argentino, como eHa misma sancionan, con 
el carácter de franquicia excepcional, la exoneración de tocio 
impuesto municipal de puc se pretenda hacer cargo a la actual 
empresa del Fvrn «carril Centra] Argentino y p«r ende de to- 
dos aquellos que motivaron los pagos de las sumas de dinero 
cuya restitución se persigue. 

$* Que cualquiera sean -ios términos en que se encuen- 
tran concebidas la ley de concesión otorgada por el estado de- 
látenos Aires el -5 de Febrero de 1862 para la construcción de la 
linca férrea desde Hueñis Aires al Tigre y las nacionales núme- 
ros 3.058 y 3-4' J 3- la inqjortaneia y alcance de las exoneraciones 
emiten i das en ellas admitiendo que fueran más amplias que la* 
reconocidas i»or la ley 5.315 y se hallaran en vigor, debería ser 
apreciado de conformidad c*>n los términos de la última, ya míe 
la aceptación voluntaria jxír parte del Ferrocarril Central Argen- 
tino del régimen legal, organizado |w>r ella, sin salvedad de niu- 
Kiina especie, modifica o anula Indos aquellos derechos y fran- 
quicias otorgados |»or concesiones anteriores que sean materia 
ríe legislación expresa dentro del texto de la ley 5315. Tal 
ocurre con la exoneración de impuestos de que se ocupa el 
articulo 8". Ni los términos de la ley número <&Ml ni la cláu- 
sula pertinente del contrato celebrado el g de Knero de igou 
con el Presidente de íla República, permiten exhumar ponién- 
dolas nuevamente cu vigor, leyes de concesión que habrían >a 
quedado modificadas en punto a exoneración de impuestos 
con Ja adopción por parte de la compañía actora de los bene- 
ficios de la ley número 5.315. usando libremente de la íaeul- 
1 wl ou rgada j>or su artículo 10,. 

4.* Que estudian^» el derecho de la parte demandante 
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para reclamai la devolución de las sumas abonadas en concep- 
to de impuesto, por servicios municipales de alumbrado, ba- 
rrido y limpieza, dentro de la propia ley número 5.315, la de- 
manda debe ser también desestimada. 

5* Que el artículo 8.° de la ícy Mitre (5.315;, dice asi: 
"tos materiales y árlenlos de construcción y explotación que 
se introduzcan al pais. serán entregados libres de derecho de 
aduana, debiendo regir esta franquicia hasta el 1." de 
Enero de 1947. 

La empresa pagará durante el mismo plazo y cualquiera 
que sea la fecha de su concesión, una contribución única igual 
;d 3 o|o del producto Ilíquido de sus lineas, quedando exone- 
radas por el mismo tiempo, de todo otro impuesto nacional, 
provincial o municipal. 

El importe del 3 o! o del producto liquido, será aplicado 
a la construcción o mantenimiento de loá puentes y caminos 
ordinarios de los municipios o departamentos cruzados por 
las líneas, en primer término de los caminos que conduzcan 
a tas estaciones y en proporción a la extensión de vías en 
cada provincia". 

Que la exoneración es para todo impuesto nacional, pro- 
vincias! o municipal. 

¿Las su.nas percibidas por la Municipalidad de la Ca- 
pital, procedentes del servicio de alumbrado, barrido y lim- 
pieza, se redaman a título de impuesto o respondiendo a un 
concepto financiero distinto del que aquél comporta? Tal es la 
cuestión, que. reducida a sus términos más simples, debe ser 
Jilucidada en este pronunciamiento. 

6.° Que ta Nación, las provincias y los municipios, para 
llenas los múltiples fines que les están atribuías por los est ri- 
tmos o leyes en cuya virtud funcionan, necesitan recursos que 
obtienen, prescindiendo de la explotación de sus respectivos 
dominios, de dos grandes fuentes distintas y perfetamente ca- 
racterizadas por la ciencia financiera de la hora actual: los 
impuestos y las tasas, incluyendo entre estos los que Selig- 
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non llama "Contrihucioiics especiales o oMitrilnition de mejo^ 
ra**'. Unt»s y otros tienen le común. que constituyen una nía- 
ni f estación del poder tiseaí, eh cuanto representan una con- 
tribución forzada que la nación. las provincias .1 los munici- 
pios impomm a los individuos para la pej^tfpGtÓH ile una suina 
de diñen 1 y que 1*>r ende unos y o*ros en l"s estados constitu- 
, -i- males molernos Ú&én ser a u tunados jx>r el Congre*» n le- 
j;íí*Iaturas. 

Se distinguen en Cambio y se caracterizan por lo sigoié'fí- 
te: 11/ la suma de dinero exigida al particular en el caso le ta 
tasa. 1o es eu < rasión de un servicio determinado o de 11 un 
ventaja particular de que él 1 teneiicia, aún cuando ella res- 
portda también a mi ¡fitós general : el sujeto pa|^ pero re- 
cibe una ventaja determinada, existe prestación y contrapres- 
tación. Los impuestos Pon las sumas tmnada^ s.bre el i>atri- 
Itionb de los, individua en general sin com ra prest ación <fc* 
tenninada por parte leí litado: U) Kn tes tasas, el Iwncfi- 
cio es susceptible de ser medido; en los impuestos tal aprecia- 
ciación es imposible; en aquellas, la verdadera razón del pago 
es el servicio particular: en *H impuesto, el sen-icio, si exis- 
tí-, es un simple resultado .misional de la acción del litado. 
Gastón Je*c. Cursi» elemental de ciencia de Sas finanzas y ele 
\t legislación financiera francesa, pagina 7 (, .í >' siguientes: 
Sclignian. Ensayos sobre el impuesto, tomo IL. página 134: 
N. G. Pierson. Las rentas del Estado, página 23; VYagner. 
Tratado de las ciencias le las finanzas: L. Von Stein. Cien- 
cia de la adiniuistracción púb'ica j Terry. Curso de finanzas. 
l%stc segunde» autor, apunta la referencia bien significativa por 
cierto de que la distinción entre io tju* él llama contribucio- 
nes especiales, que son en realidad, una especie de tasas, y 
los impuestos, lia -ido reconocida por la jurisprudencia america- 
na en condiciones amplias; y las restricciones constitucionales 
aplicadas al impuesta, lian sido ;le ordinario declaradas ina- 
plicadas a aquéllos. Y agrega: "e-mio lo dice Cooley, el peso 
"éerasam" de ias autoridades es favorable a la opinión de que 
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totías las disposiciones dé esc género, en vista cfc la igualdad 
y de la uniformidad en e] impuesto percibido según el valor, 
ito se aplican a las contrilmciones especiales. { página 152. 
ti «TITO j." ) . 

7." Que 110 obstante estas fundamentales diferencias en- 
tre impuesto* y lasas que remontan cu t< tiempo ¿«asta Adani 
Suiitli. ni el texto del articulo 9" 'le Ja ley número 5,315. ni 
al cxiKisicióiT de motivos con qne el autor del proyecto, inge- 
niero Emilio Mitre lo acompañara, ni en el despacho de las 
comisiones de las Cántaras de Senadores y Diputados, -se hace 
la menor alusión a ellas, fuera de las poíabras del doctor Car- 
nés, a la que haré luego referencia. 

líl artículo H.'\ exonera exclusivamente de impuestos y el 
mismo vocablo eontribnciór <|ttc en el texto aparece acompa- 
ñado de la palabra única, es empleada cu el sentido de im- 
puesto, como autoriza a suponedo la frase "todo otro impues- 
to" afta, a manera de equivalente se escril*e después. 

Sí. pues, las empresas a condición de pagar un impuesto 
único de tres por ciento sobre el producto líquido de sus li- 
neas, qúedau exoneradas cíe todo otro impuesto nacional, pro- 
vincial y muñid paJ. ¿Qué debe resolverse acerca de las tasas 
como se lia visto, fundamentalmente, distintas de aquéllos? 

Para llegar a determinar la voluntad legislativa existen, 
•los caminos a seguir, a saber: o se da a la palabra "impues- 
to" un significado que no tiene dentro de la ciencia financie- 
ra, haciéndolo extensivo a las tasas so color de que quienes 
colaboraron en ambas ramas del parlamento a la preparación 
y redacción de la ley, desconocían el valor preciso del vocablo, 
recurso qué uparte de crear un peligroso sistema de interpre- 
tarión. envolvería un agravio gratuito a su notoria prepara- 
ción científica o sencillamente, se admite la conclusión, "que: 
tiene la fuerza de un. dilema", dfe que la ley sólo ha entendi- 
do referirse a lo que se ha referido, es decir, al impuesto; de 
dando intacto el campo de la otra fuente de recursos de la 
Nación, de las provincias o de los municipios, representados 
por las tasas. 
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Seligmann, en su obra citada, ocupándose de lo que éí 
llana contribuciones especiaJes. las cuates se siente inclinado 
a considerar como tasa», no haciéndolo en razón dd extraor- 
dinario desarrollo alcanzado por ellas en los Estados Unidos, 
dice expresamente ([tic: "La exoneración del impuesto «o 
implica la exoneración de contribuciones especiales'', (página 
153 y 154. tmno H). 

8.° Que. i»r otra parte, si se tiene en cuenta el kigar 
preferente (|tie ocupaban las tasas en los presupuestos rnuni 
ci pales, cuyos cálculos de recursos se forman en su máxima 
jxirtc de ellos» como bastaría a demostrarlo en lo referente 
a la municipalidad de la Capitail. la simple lectura de la ley 
número 4.058. que establecí,' los impuestos y rentas de Ja mis- 
ma, si se tiene en cuenta, además, lo difundida y gencraheadi 
míe es la clasificación y distinción entre tasa e impuesto en el 
ambiente de la comuna, debido acaso a la naturaleza propia 
de los servicios que ésta presta, no se explica, como solamen- 
te del artícuílü hubiera sido exonerar a las empresas también 
de las tasas, no lo haya expresado con claridad que U natu- 
raleza especifica de tales recursos lo requerían, siguiera fuese 
en relación a las municipalidades. 

0." Que las sumas cobradas por servicio de alumbrado. 
iKirrido y limpieza al Ferrocarril Central Argentino, respon- 
den punto por punto, art concepto de las tasas. 

IVsdc luego, en tales servicios se realizan en absoluto 
nidos y cada uno de los elementos esenciales destacados en el 
considerando 6.°, con el fin de caracterizarlas de un mod> 
general. Jeatc, el autor citado, refiriéndose concretamente a 
esa categoría de sen-icios, dice textualmente como sigue ; "Hay 
una categoría de tasas en que los centros urbanos y las gran- 
des villas, están 'íl ainadas a jugar un gran rol. son las tasas 
correspondientes a los gastos que aprovechan más especial- 
mente a los propietarios de casas y a tos comerciantes (ca- 
balmente de acuerdo con el articulo i« de la ordenanza ge- 
neral de impuestos saneionada por el Concejo !>elibcrante e! 



I 



DE JUSTICIA DE LA NACION 

-so ilf Dkumbrede 191 ¿Jos servicios de alumbrado, barrido 
v limpieza, jx-san sobfv 'ios propietarios, comerciantes c «ndus- 
triales ijne disfrutan de cualquiera de esos servicios en la Ca* 
pila! de la República "i ., gastos de ¡hi vi mentación di- caites, de hu, 
de barrido, de riego". Y agrega: 

"Hay dos hechos incontestables: el primero es que todo* 
los habitantes aprovechan de él. conviene entonces poner a su 
cargo una imrte del gasto, Pero un segundo heclio es, míe 
los propietarios, los comerciantes, obtienen -le estos servicio-í 
un líenclício particular: el valor He los inmuebles aumenta con 
la intensidad del confort de ía vida comunal, el valor -de los 
alquileres también; uiucIkw industriales y comerciantes rea- 
lizan beneficioa tanto más elevados cuanto la vida local es más 
activa" (Página^ logjp . 

I.a rotundidad de las afirmaciones transcriptas, exclu- 
ye todo comentario at respecto. Véase en e! mismo sentido 
Seligman. tomo IT, página 147. 

Ks cierto t|iie la ley -orgánica municipal de la capital. llama 
impuesto a los ingresos generales en el alumbrado, barrido 
y limpieza, denominación rectificada etí la ordenanza general 
en forma deficiente al Mamarios "tasa de impuesto general", 
términos que. como se ha visto, se hallan muy lejos de ser 
equivalentes, pero fuera dé que et nombre por su sola virtud 
no puede transformar la naturaleza de un recurso, la mism*- 
ley 4.058, al establecerlos en los incisos 5. y ñ." del articulo 1 /* 
evoca el concepto retributivo del recurso con sólo calificarlos y 
afecta en el primero el producido Ael alumlirado al l>ago del 
mismo, afectación inconciliable con la noción de impuesto. 

Kl hecho de que la recaudación del impone del servicio 
se verifique por medio de "timbres", como lo muestran las 
res|HTtivas Wletas incoq>oradas a los autos, establece otra ana- 
Ingia de carácter formal entre las sumas que reclama de la muni- 
cqwdidad y las tasas, pues ellos constituyen la manera fre- 
cuente y más generalizada de obtener d pago de elk». 

Verdad es también que d citado inciso liaee ingresar 
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:i ron las generoies el exceso del producido deJ servicio, una 
vez cubiertos los gastos. k> cual podría servir tte base para 
tu ti dar tina argumentación tendiente a insten er que el recurso 
.ls qite se trata es mixto de lasa y ríe impuesto, combinación 
admitida por los atftore&, según pretloniwié en el servicio el 
Ínteres general a la ventaja particular i Jcze. página JOr. Se* 
ligman. pagina i.íj: pero fuera de (jue no lisura en el cálculo 
de recursos del presupuesto municipal entrada alguna ]x>r tal 
concepto y acaso e| producido riel servicio no basta para cu- 
brirlo, tal circunstancia no uwKlílicaría en el sentir de ios atl- 
tores citados y especialmenle de Piersoii. el concepto ile lasa, 
mientras perdure e! servicio determinado, ya que existe una dtfi- 
ciiÁtáfi insalvable, para M-ñalar la proporción respectiva del in- 
U-n-s individual y del interés genera! en cada caso dado. 

10. " (Jue establéenlo como qneda qüe la exoneración 
contenida en e| articulo R." de la ley .1515 sólij se refiere a 
bs iritpoestos sin ix*n»rcndcr las tasas y que el recurso pro- 
cedente del alumbrado. barrido y limpieza asunte eit* último 
carácter, ¡ta^ndose p*r consiguiente excluido del rnísntOj lo 
cual loma improeei Unte la arción de rci*'ticióiu matvria del 
presente juicio, debía terminar aquí eMe pronunciamiento, si 
no fuese que la naturaleza de ios arguimutos aducido? ]«>r 
ta empresa .1 vinculad > a la gestación de la ley. obligara a 
tomarlos en consideración. aunque sólo sea ligeramente. 

11. ' (Jue los discursos pronunciados por pl ingeniero 
Mitre en la támara de Diputados y por el doctor Maciá en 
el Senado Nacional no encierran afirmación alguna que com- 
porte vi concepto lato de la exoneración. Asi cuando ex- 
presa el primero "que en el articulo 8;" esta con- 
signada la reforma principal de la ley, que es h 
referente a la ereaeión de un impuesto fiel 3 por ciento sobre 
las utilidades de cada empresa, exonerándolas de toda otra 
contribución', tómase la |>alabra contribución en una 
acepción equivalente a la de impuestos. cOrflÓ el ar- 
ticulo K," (tanto, que en el párrafo ele que se trata 
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la pató&ra mwuesto se usa donde en el tcxt> se emplea coutri- 
biieión y viee-vorsa i : cuando refiriéndose a la proi>orc'ón 
qt te ha adoptado del tres |jor ciento de Ja* utilidades, dice: 
"que representa una carga muy moderada dailo qup seria 
ta única que |>csaria sobre las empresas", evidentemente se 
refiere a la carga impuesto ya que se #feric habláWíto del tres 
por ciento que 1" es y iio á la carga tasa de la eual n.> se 
ha ocupado. 

Cuando el ingeniero Mitre expresa: "que en esta forma 
lía creído conciliar eJ legitimo bíteres de las provincias atra- 
vesadas por las lineas nacionales concurriendo a ¡los gastos en 
une necesariamente incurren por los servicios :le seguridad, 
higiene y policía une requieren los ferrocarriles'*, no quiere 
sin duda aludir a los servicios determinados prestados a par- 
ticulares i|iie son de la naturaleza de la tasa, sino a aquéllos 
que entrando dentro de flus fines esenciales del Ivstado provin- 
cial Cptrj© son "los enunciados, se cultren mediante el im- 
puesto . 

Que ni de las palabra* usadas por el senador XI acia al 
referirse a la movilidad como determinante de la mo-' 
vil i dad de las tarifas, ni de las vertidas i>or el mis- 
mo al ocniiarsc de los abusos snsceptíl¿es de cometerse en 
su aplicación, puede despremlurse Ja intención, »ei propósi- 
to de substraer , a las empresas al pago de los servicios mitrti- 
Cípales que tengan el carácter de lasa, pues ninguna de ambas 
■ .Inervaciones sería de aplicación a esta, par to mismo qué 
suponen una contra prestación y un servicio determinado nor- 
malmente, equivalente o projR»rcionado al monto. 

"Kn ha necesidad de que la tasa corresponda siempre a 
una contraprestacióu ce presenta da por un servicio determina- 
do, se llalla cabalmente el medio de evitar el abuso impositivo 
en que puedan incurrir las municipalidades en detrimento de 
las empresas, ya eme no sería posible a aquéllas inventar ser- 
vicios eou el fin de simular impuestos valiéndose de las tasas. 

Si e! concepto científico de éstas existe y es suscepti- 
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ble de ser precisado y netamente diferenciado del impuesto cuan. 
di> ta! ocurriera cotTcsponueria a los Tribunales pronunciar- 
se sobre si eí recurso que se pretende hacer efectivo r;:une 
los caracteres tío uno u otro". 

u," ÍJuc, por último, cualquier duda que pudiese, subsis- 
tir acerca de la verdadera voluntad ¡legislativa, se desvane- 
ce en presencia de la acliracióii pedida |or el diputado Pera 
al discutirse el artículo f«dc la ley (que permitía a las empre- 
sas existentes acogér4 beneficios del artículo 8,°), y de 
la respuesta dada por el' doctor Caries, miembro informau- 
te tío Ha comisión que ló fiabía despachado. 

!vs en el propio recinto de la Cámara de Diputados y du* 
ratlte la elaboración de la ley, que se plantea y resueive |*>r 
vez primera la cuestión sometida aquí a la decisión judicial 
' Yo desearía saber, dijo el primero, qué es 4o que se entien- 
de por impuestos municipales, si han de ser comprendidos 
también totlos Uos servicies públicos, si el servicio de alumbra- 
tío, pavimentación, gas, aguas corrientes, los lian tk* |Kigar bis 
empresas dentro tic los municipios". . , El doctor Caries re- 
puso: "Lo que se ha consignado en este articulo (se refiere 
al S." », son los impuestos de 4a Constitución, á(|uéllos que tie- 
nen (juc ser | >agados por todos y también por los ferrocarri- 
les si no fuesen eximidos por la ley. De ahí entunces que los 
sen- icios tle carácter comunal que l>ciieficiasen a los ferroca- 
rriles por lo mismo que tienen un carácter particular, los ferroca- 
rriles particulares tendrán que pagarlos" (Diario de Sesio- 
nes de la Cámara de Diputados) año 1907, página 1200 y 
siguiente) . 

La diferencia entre impuesto y lasa, tal como lia sido es- 
tablecida omerge claramente de las i*ai!alwas transcriptas y tam- 
bién de la voluntad legislativa acerca del alcance restringido 
de 1 exoneración, que tal es, por lo demás, la jurisprudencia 
tic la Suprema Corte tle Justicia Naeimial y de amlkis Cama- 
ras Civiles establecidas en f adiós recientes. 

Por estos fundamentos y los enneordantes del alegato 'fié 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



303 



fojas 146, fallo tiste juicio, no haciendo lugar a la demanda, 
con obstas. 

ki_-guU> honorarios del doctor Becear Várela en la 
suma tic mil quinientos |>esos moneda nacional y los derechos 
prociiratnnos dd señor ValenzueJa en quinientos |>esos de 
igual moneda. Definitivamente juzgando asi lo prenuncio 
maiuVi y firmo en mi sala de desi>aclio lugar y fecha arriha in- 
dicado. Molifiqúese. Remugase la foja. Artículo 23. ley 
41 2«. — Rnhcrto Rvfn-tto. — Ante nú: lid nardo Rvjas. 

SlCVTlíXCt V DE LA CÁMANA CIVIL 

K11 Muchos Aires, Capital ríe la República Argentina, a 15 
ríe Diciembre de 10,10, reunidos ti>s señores vocales de la 
Kxma. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil, en su 
Sata de Acuerdos, para conocer del recurso interpuesto en los 
autos caratulados "Ferro Carril Centraí Argentino contra ta 
Municipalidad de la Capital sobre cobro de pesos", respecto 
de la sentencia de fs, 171. el tribunal planteó ía siguiente 
cuestión * 

i Ks arreglada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que ta votación debía tener , 
lugar en el orden siguiente : señores vocales, doctores Beltrán, 
Tico. Üapiola, Gigena y llclguera. 

Kl señor v<M:al doctor Beítrán, dijo: 

I*a Kmpresa Ferrocarril Central Argentino demanda a la 
Municipalidad de esta Capital por devolución de las simias 
fie dinero míe fué obligada a pagar en concepto de impues- 
tos y costas pmce sales con motivo de 'los juicios ejecutivos 
determinarlos en el escrito inicial. 

Aunque se trata de un punto ya discutido y resuelto por 
mayoría de votos en tribunal de ambas Cámaras en e! sentí' 
do <W la ¡legalidad de tales cobros, creo <|ite eHo no impide 
ahora n los de la minoría insistir en sus convicciones, desde 
míe esos fallos pronunciados en juicios sumarios no hacen 
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cosa juzgada én él ordinario que al vencido confiere c4 artí- 
culo 500 del Código de IWedimientOS. 

Kn d caso MórtOla contra el mismo ferrocarril tuve oca- 
sión de manifestar mi |«ireccr sobre el alcance del articulo 
K de h Vy número 5.31 5. 

Ilov nb encuemro razón bástante írnra uvtditi cario, y mal- 
^rado tos faábí. éii c mrarin. sigo creyendo que la efáffiB&® 
de los impuesto-* a flue se alude en te demanda se halla com- 
prendida en las franquicias mte dicho precepto acuerda. 

U* pon los argumentas fundamentales que aducen los 
sostenedores dé & ¡#é l JllLtle denominarse tesis fiscal: la res- 
puesta dada por £ señor miembro informante de la comilón 
le obras públicas de la Honorable Cámara de Diputados a 
una presunta del señor diputad*» don C. £*. I'eni. en la sesión 
del J4 de septiembre de íuo;: — >' 1:1 'lifcrencia doctrinaria 
entre impuesta y tasa o servicio. 

T»lcs motivos no enervan en mi espíritu la fuerza cOtiyiu- 
eente con que obran los invocado*, por los defensores de In 
tesis 'libefal entre los cuales concerno incontrastables : los 
sacados do! propósito capital de la ley citada, según fue ex- 
presado por el autor de la misma, señor ingeniero Kmilio Mi- 
tre en la referida sesión al replicar al señor diputad. 1 doctor 
Padilla que impugnó esa ley precisamente como gravo* 11 pitra 
las cmpi¿as a causa del im-pucMo tic tres por ciento que es- 
tablece: v los que se deducen fie los términos amplios con 
que el aut-r del proyecto expresó su pensamiento en ta re- 
dacción del articulo 8.". aceptado stn modilicación |x>r ambas 
Cámaras del parlatmento. 

Ki señor Mitre, expuso: "Quiero decir simplemente que 
esta es una ley. "de fomento y protección di- desarrollo de los 
fermcarrtfes'' en -la República y no una ley de "restricción" 
ferrocarrilera ' por causa de imi>osición riscal'". 

"Me consideraría el ntós desgraciado de los legisladores, 
si, queriendo hacer una cosa resultara que había hecho todo lo 
contrario. . . 
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"... No necesito agregar más para denvwirar la justici:. 
del gravamen "y ¡a injusticia que habría en atribuir al pro- 
yecto un carácter de imposición que no tiene". Página i.joK, 
Diario de Sesiones, 

V bien, paréceme indudable la conveniencia, la necesidad 
dé ;i un :1er tal la aplicación de una Soy a su ob jet i yo determi- 
nante, a lo ijue furnia su idea generatriz para adoptar la so- 
lución más armónica con ellos máxime cuando se trata .íe 
una ley vinculada i mi mámenle al progreso de una industria 
pií.bdt.ra v civilizadora i>or excelencia: la ferrocarrilera, cuyo 
fomt-nio responde a satisfacer tuto tle los grandes fines (indi- 
cados en el preámbulo de ¡a Constitución Nacional, el de pro- 
mover el bienestar general, y a que tle molo más categórico 
>v relien el inciso H». articulo O- de la misma, cuando enun- 
cia entre las atribuciones del Congreso la de proveer lo con- 
ducente 3 la pro-|>eridad del pais, a-! adu'anio y bienestar de 
tudas las provincias, "promoviendo la construcción de ferro- 
carriles" y la importación tW- capitales extranjeros. 

Asi. pues, la interpretación de la ley en el punto delia- 
lido. envuelve cuestiones de alta poliüca económica cpie afee- 
tan al problema de la |x>l*lación, de vital importancia en míe- 
tro país que tiene un mínimo prvrcontaje de vías farreas en 
relación a su territorio todavía inhabitado e inculto en una 
gran extensión. 

Y es por esto ottc el "sub jinlice" licué características 
ijiK- lo esftceializan y distinguen de un vulgar caso de cobro 
de pesos o interpretación de contrato pri vatio. 

La necesidad de resolver >lo más rápidamente posible diclin 
problema de gobierno ha inspirado siempre la jurisprudencia 
administrativa y judicial basta mjo". y es curioso que la últi- 
ma haya venido a cambiar precisamente l>ajo el imperio de 
una Üey orgánica concebida liara "fomento y protección de! 
«lesa rrollo de los ferrocarriles y no para su restricción por 
causa ile imposición riscal" según las palabras del propio au- 
ior del proyecto convertido en tey, 

ha ley del ¿3 de mayo de ¿S63 aprobal >ria del coutrat" 



90B 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



celebrado para la construcción (tet Ferrocarril Central Argen- 
tino establecía en el articulo 4." la exoneración de "todo im- 
puesto" sin referirse en particular a los de una determinada 
jurisdicción, y como en un caso U Municipalidad del Rosa- 
rio sostuviese que ese artículo comprendía solamente a los 
•le carácter nacional la Suprema Corte de Jnsticia de la Na- 
ción, rechazó semejante interpretación diciendo: "Que según 
los términos ampiios dei artículo 4. de la ley citada "y los 
altos propósitos" que el legislador tuvo en vista al dictarla, 
es fuera de duda y asi lo lia reconocido la Jurisprudencia 
de esta Corte, que al exonerar de todo impuesto a la empre- 
sa ha comprendido no solo los impuestos nacionales sin» 
también los provinciales y municipales : pues, si solo se hu- 
biese referido a l.»< nacionales muy "poco o nuda" habría 
concedido, tratándose -de una linea que debía atravesar el te- 
rritorio tle varias provincias y municipios". 

"(Juc por lo tanto, los "impuestos de limpieza, ammbra- 
<!,.. barrido y macailamizado" que ha establecido y cobrado la 
Municipalidad demandada a la empresa, han sido contraria 
a las disposiciones de la Uy y Constitución Nacional citada, 
qué son de aplicación i>ref érente y no pueden, en consecuen- 
cia, llevarse a efecto." (Articulo 31 de 4a Constitución Na- 
cional. Fallo íibrifl 5-1006. tonto 104. página un. 

Comparando el texto del artículo 4" "de la Citada ley de 
1863 con el 8.° de la ley número S-3 l 3- adviértese de inme- 
diato que este más explicativo en cuanto a la exoneración de 
impuestos. "l.a empresa paga™ — <W# — durante este mis- 
mo plazo — hasta 1047 — y en cualquier* qUe sea la fecha 
ríe su concesión, una "contribución única" igual al 3 ojo de! 
producto liquido de sus líneas, quedando exoneradas por el 
misino tiempo de lodo otro impucstn nacional, provincial 

municipal," . 

Kn el lenguaje común y también el legislativo y judieia. 
; a pilahra impuesto ha sido y es generalmente usada tu su 
acepción lata, genéricamente equivalente a contribución v por 
tanto abarcando todo especie de tributos y de tasa O servicios 
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El artículo 65 de la ley número 1.260, dice: "Se decla- 
ran "impuestos" y rentas tic la Municipalidad de la Capital: 
"5° El "impuesto" de alumbrado debiendo afectarse su pro- 
ducido al pago del "servicio" e ingresar a rentas generales 
el exceso." "6.° El impuesto de barrido y limpieza." 

La ley número 2.735 modificativa de la número 1.532, 
sobre organización cíe los Territorios Nacionales, enumera en- 
tre las rentas municipales "El impuesto de alumbrado y lim- 
pieza. 

La Suprema Corte de Justicia no sólo en el citado caso 
del 5 de Abril de 1906, sino, además, en el Ferrocarril Stid 
contra Municipalidad de La Pía ta, en plena vigencia de la 
ley número 5.315 emplea aquel vecabío con 1 ¡ misma exten- 
sión comprensiva que se lia puntualizado, pues, dice ; "la deu- 
da que la Municipalidad adora cobra al Ferrocarril del Sud 
procede <le "impuestos" adeudados por "servicios municipa- 
les". Ver Jurisprudencia de los Tribunales Nacionales. Ju- 
nio ile 1911, página 5. 

"Las palabras "contribución", impuesto", "tributa", "sub* 
> í dk>" "gabela", etc.. se emplean por lo general como sinó- 
nimas. Con tenias ellas se expresa una misma idea: la idea 
de la prestación pecuniaria de las economías privadas — in- 
dividuales, colectivas — a las economías de derecbo público 
— Kstadn, Provincia, Municipio — para el cumplimiento de 
lo* fines que a estas últimas resistivamente Ies incumben". 
Ivicictope.lia Jurídica Española, tomo IX, verbo contribución. 

Dichos motivos y la propia redacción de la parte trans- 
cripta del articulo 8.". que establece una "contrílHición única" 
y exonera a las empresas de "todo otro impuesto evidencian 
a juicio del exponente, la equivalencia o sinonimia con que 
estos términos figuran en el tcxt> legal . 

No hay entonces por que recurrir a una distinción doctri- 
naria como la verificada en d fallo apelado para hacer decir 
a la ley lo (pie esta no dice ni ha querido decir. 

Además, no .se justificaría una redacción tal. si ta volun- 
tad legislativa hubiera sido la de exonerar a las empresas 
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tacl legislativa hubiera sido la de exonerara a las empresa*, 
únicamente del impuesto inunicinal «k- contraste de i*sas y me- 
didas c<*mo parecen entenderlo los s**stcnedores de la tesis 
fiseul . 

¿Sto nie resulta tan extraordiario como nna ley o regía- 
memo que dijese: Declárase feriad» tudos los días de la se- 
inWa Santa con excepción del lime* tnjaft.es. ifaércoles, jue- 
ves v viernes. 

Y aquí viene bien lo dicho por la Suprema Corte de Jus- 
tina en la causa mencionada del tomo 104. si la ley hubiese 
mteiu. lo eximir a 1.« ferrocarriles nada más <|ue ilel impues- 
to referido, "mm imco o nada" habría- concedido, imitán- 
dose de una ley' de fomento y no de restricción por cansa 
ríe imposición fiscal". 

Se lie* qw siendo por lo menos dudoso e! punto, no cabe 
otra interpretación que la restrictiva. Esto delude del |Hitrto 
de vista en que el intérprete se coloque. 

Porque si se atít-tu*** a los altos propósito.- de la ley y a 
la forma de su redacción, se llega sin esfuerzo a establecer 
,,„e el pensamiento del autor del proyecto v dd parlamento 
que 1'» bi2*> 1« indican que la regla es la lilteraeión de contri- 
hueión o impuesto, como medio *le estimular la construc- 
ción de ferrocarriles, 

].a respuesta del señor digitado Caries a ta pregunta del 
seflbr dipu^íto Pera que se consigna cu la página 1.209 iW 
•'Diario de Sessiones" de nfí', tampoco justifica la tesis im- 
( .sltiva de los municipios. Porque aquella fué una c-wte«t¡i- 
ción improvisada que su autor tuvo después que rectificar in- 
directamente al suscribir en igual calidad de miembro de la 
Comisión de Obras Públicas el nroyecto *>1>rc aclaratoria pre- 
sentado rn 101 1 que dirlara a la exoneración contenida en el 
articul , 8. a , extensiva a toda especie de servicios o tasas mu- 
nicipales exceptuando de 1* franquicia U>s de cloacas y aguas 

corrientes nada más. 

Que el Congreso no se haya ocupado de e*a aclaratoria im 
significa que dicho antecedente sea nulo como manifestación 
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ref'.exiva del pensamiento del doctor Caries en e! sentido de 
explicar el alcance de su impremeditada respuesta cuyos efec- 
tos en la aplicación judicial no preveyó quizá y menos que esta 
viniera a herir mortalmente lo qtie en su informe llamó la 
parte f iindamenta] del proyecto afl referirse al artículo 8.° ma- 
nifestando que la fórmula del mismo había motivado felici- 
taciones a su autor. 

Y es oportuno recordar que un nuevo proyecto aclarato- 
rio despachado la Comisión especial de Legislación fe- 
rroviaria de la Honorable Cámara de Diputados, en Septiem- 
bre 20 último, dice en su articulo i. ü : "La exoneración de im- 
puestos establecida por el articula 8." de la ley 5.315 compren- 
de, además de los impuestos propiamente dichos, las tasas, 
contribuciones o retribuciones de servicios, cualquiera que «ea 
su carácter o denominación con -las siguientes. excepciones : i.- 1 
Provisión efectiva de agua corriente y servicio de cloacas, y 
2." Contribución de pavimentación en las plantas urbanas, en 
la pro|»rción que corresponda por las estaciones" . 

. Fuera de k» motivos expuestos y estudiando el ]>unto 
en el campo propiamente financiero, cabe sostener que las 
cuotas correspondientes al alumbrado, riego y limpieza, reú- 
nen los caracteres del ¡inhiesto más que los de tasa, especial 
mente en las casos materia del sub lite. Son obligatorias y no 
guardan proporción con la extensión del servicio cuyo monto 
no es susceptible de medida, de modo que no existe equiva- 
lencia o compensación exacta entre el servicio y su retribu- 
ción. 

El articulo tf de las ordenanzas municipales de esta Ca- 
pital hasta la de 191 1 inclusive, los denomina impuesto gene- 
ral deparando a Ja vez que debía pagarse ya se practiquen 
tales servicios en su totalidad o en parte, diaria o periódi- 
camente. 

Y aunque después se ha comenzado a llamarles también 
"tasa o impuesto general", dichas retribuciones revisten las 
modalidades propias del impuesto y no las de la tasa, desde 
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aüe falta esa c inpleta equivalencia a que se lia hecho alusión 
y la con trihue ion se ]>aga aunque el servicio no se reaücc. 

Las estaciones de ferrocarriles aparecen recargadas con 
un 20 por ciento por el mero hecho fie ser tales de modo que 
viene a tratarse ilc patentes según se demuestra en los aL-- 
gatt* de ta parte nctora. 

La demandada reeoiuce expresamente en el capítulo III 
de *n escrito de contestación < f % 17 > "que se trata de pagos 
■ |Ue tienen los caracteres de impuesto", si bien afirma sin de- 
mostrarlo qnc 110 lo son. 

Finalmente la Municipalidad tacha de inconstitucional el 
atóenlo &" de la ley número 5.315 en cuanto la exoneración 
importa quebrantar d principio do la igualdad de tos impues 
tos y de las cargas públicas a que se refiere el articulo 16 de 
\;\ Constitución Nacional. 

Mas desde que la franquicia así impugnada ha sido acor- 
dada por el Honorable Congreso a mérito de una facultad tan 
explícita y clara como la del artículo (7. inciso ií> de la mis- 
ma Constitución, dicha defensa es insubsistente, lo cual ha 
sido ya declarado por la Suprema Corte de Justicia siempre 
que la cuestión se ha puesto ante esc alto tribunal con motivo 
de la aplicación de las leyes especiales sobre concesiones fe- 
rrocarrileras. 

Si con arreglo a ta'! atribución el Congreso puede dictar 
leyes generales obligatorias para las autonomías provinciales 
otorgando privilegios temporales como el sancionado en el 
articuV H." citado, puede, con más razón, hacerlo en la Ca- 
pital Federal en que la Municipalidad sólo ejerce facultades 
delegad: * por el Congreso que es su legislatura local. 

Arguye sulwidiariamentc la demandada, qi' en caso de 
declararse procer 1 -nte la repetición de los pagos pie se tra 
ta. esto no puede alcanzar a los verificados en concepto de 
multas y de costas procesales. 

No acepto tal distinción desde que declarada la ilegalidad 
de los impuestos pagados mediante protesta y como comedien- 
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cia su devolución, ésta ite1>e lógicamente comprender los ac- 
cesorios, carácter que revisten aquellos conceptos dado que son 
consecuencia del cobro indebido de 'lo prineqtal. 

El efecto inmediato de la mtádad pronunciada por los 
jueces es volver las cosas al mismo o igual estado cu que se 
hallaban antes del acto anulado. (Código Civil, articulo 1.050). 

Las condiciones apuntadas y las afines . expuestas en las 
memorias de fs. 126 y 104. cimentan mi voto negativo en la 
cuestión planteada. 

El señor vocal doctor Pico, dijo: 

Consecuente con mis opiniones emjjidas en 3a causa se 
gn ida por Mórtola y Cía. con el Ferrocarril Central Argen- 
tina, fundadas en la Jurisprudencia de la Supremt Corte y con 

10 resuelto por ambas cámaras civiles en ol acuerdo pleno ce- 
lebrado en el expediente Muuicq>alidad de la Capital crin la em- 
presa del Ferrocarril del Sur, doy mi voto por la afirmativa. 

K1 señor vocal doctor Zapiola. dijo: 
A pesar de compartir la opinión del señor vocal doctor 
Beltrán. en cuanto al fondo del asunto, me considero obliga h 

11 votar por la afirmativa o sea por la confirmación de la sen- , 
tencia apelada, atento lo resuelto en la cansa número 6.644 l*>r 
ambas Cámaras Civiles reunidas en Tribunal pleito para fijar 
la interpretación de la ley número 5.315 en cuanto al punto 
en defiate. de acuerdo con io dispuesto en el artículo 6.° de 
la ley número 7-°55- 

Aun cuando la resolución a (pie me refiero tuvo lugar con 
motivp de un juicio ejecutivo, la verdad es que las dos Cá- 
maras reunidas en virtud de la citada disjKísición de la ley 
7,055. fijaron la interpretación de la ley de que se trata, y si 
fue™ (kjsíUc apartarse en un caso posterior, de lo resuelto 
anteriormente, sería tan inútil la disposición legal que autori- 
za la reunión de ambas Cámaras en pleno para fijar y unifor- 
mar la Jurisprudencia, como las decisiones que adoptasen con 
tal objeto. 

Voto, en consecuencia, por la afirmativa. 
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El señor vocal doctor Gigena, dijo: 

Los ferrocarriles nacionales están sometidos a *a juris- 
dicción exclusiva de las autoridades tle la Nación. Es é go- 
bierno central quien tiene intervención inmediata en todas tai 
líneas ferroviarias y d terreno croe dichos ferrocarriles ocu- 
pan con sus vias, estaciones y demás dependencias, es consi- 
derado como territorio nacional. 

La Constitución Nacional ha acordado al Congreso, entre 
sus atribuciones, articulo 67. inciso 16, la de proveer todo lo 
conducente a 3a construcción de ferrocarriles asi como tam- 
bién, por el inciso \$ del misino artículo, ta de reglar el co- 
mercio terrestre entre las provincias. 

Y es en virtud de tales facultades que el Congreso ha 
declarado ferrocarriles nacionales, y por ende sometidos a la 
jurisdicción de la Nación, a todos aquellos que ponen en co- 
municación dos o más provincias o una de éstas con la Capital 
Federal. 

I. a provincia <le Buenos Aires pretendió mantener, v 
matitttVO durante algún tiempo, jurisdicción sobre ciertos fe- 
. rr* ¿carriles que en su origen fueron una concesión o propiedad 
de ese Rstado. como Ferrocarril del Sud y el del OesU\ fun- 
dado en la ley de federatización de la ciudad de líuenos Aires, 
per*, esa pretensión fué desestimada quedando establéenla la 
jurisdicción única de la Nación. 

La tendencia, pues de toda nuestra legislación ha sido 
siempre ta de mantener los ferrocarriles nacionales bajo el con- 
trol directo y único de la autoridad nacional, propósito consa- 
grado también por la ley número 5.315. 

La misma Suprema Corte Nacional ha sustentado ese 
principio en numerosos fallos cuando ha establecido que el 
Congreso tenía facultades para acordar exenciones de impues- 
tos provinciales y municipales, hacienda prácticas las clau- 
sulas constitucionales citadas, y declarando por consignante 
qtié esas excenciones de impuestos 110 importaban tina inva- 
sión de jurisdicción, ni eran repugnantes a la Constitución. 
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óotn lo pretendían alguna* municipalidades y gobiernos Je 
proi incias . 

Estos principio* fumlamerrtales quedan desvirtuados, a 
mi juicio, al consagrar por la -nueva jurisprudencia que los 
ferrocarriles están obligados al pago de impuestos municipa- 
les, desde que por ese hecho dejan de estar sometidos a !a 
jurisdicción exclusiva de una scía autoridad, para quedar su- 
jetos á tantas ¡m|iosiciones como municipios atraviesan la¿ 
lincas férreas. 

Y esa declaración no sóIq. importa anular la economía de 
la ley 5.315, sino también que entraña un verdadero peligro 
al dejar libradas a las empresas de ferrocarriles a la legisla- 
ción impositiva de comunas que. en su mayoría, poco o nada 
se preocupan de los verdaderos intereses que están encarga- 
das de defender. 

Y no se crea que ta*! peligro es remoto, ni problemático, 
es real y evidente y ya lo estamos jialpando. Kn la Municili- 
pad de la Capital hemos visto autorizar cambios de afirmados 
(no obstante los informes contrarios de sus oficinas técnicas) 
ion violación manifiesta de las leyes que rigen el caso, como 
lo han declarado ambas Cámaras Civiles en las causas Garas- 
sin*) «Mitra varios vecinos del CabaMito. Hemos visto también 
qué la misma Municipalidad por intermedio de sus represen- 
tantes legales, se ha presentado ante los Tribunales iniciando 
ocho o diez juicios simultáneamente ante el mismo juez y per 
su mismo concepto contra una sola empresa, cuando pinto y 
debió hacerlo en un solo juicio, máxime cuando ta empresa 
demandada no se resistió a pagar, desde que inmediatamente 
(pie fué requerida consignó las sumas reclamadas. 

Y si esto ocurre con la Municipalidad de fia Capital que 
, plica leyes sancionadas por eJ Congreso, ¿qué no ocurriría 
con las demás .municipalidades que no reconocen esa autori- 
dad, ni tienen la ponderación de aquella, y cuyas facultades 
de imponer, de decretar adoquinados, y extender el alumbra- 
do público no reennneen límites, ni obedece a necesidades 
reales? 
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[facen pecas (Has más de trescientos vecinos de Uomaa 
de Zamora se han presentado al gobierno de la provincia de 
Buenos Aire*, quejándose de las autoridades municipales de 
aque] partido, que. contra todas las conveniencias públicas y 
no obtsante tas criticas circunstancias del momento, se e&ípe* 
fian en continuar obras costosas de pavimentación, que en 
muchos casos no pueden soportar tos predios servidos. Y lo 
que <*cnrre en Lomas de Zamora se repite en San Martin, en 
Suipaeha y en muchas otras U calidades de la provincia. 

Ks el caso de preguntar a qué queda reducida la autori- 
dad de la Nación sobre los ferrocarriles ante el avance de Jas 
munieipalidad.'s. y qué eficacia tienen 'os preceptos constitu- 
cionales citados, que acuerdan a la misma la facultad exclusi- 
va de reglar el comercio entre las provincias y et de ¿menta i 
la construcción de ferrocarriles. 

FSh cnanto a la Municipalidad de la Capital se refiere, 
ha quedado demostrado, por ol informe de fs. 67, que existen 
depositados los foiiíkis que a esa re-partición corresponden en 
virtud d¿r !o dispuesto pnr el articulo 8.'' de lá ley 
dando asi desvirtuada su argumentación de que nada 1 le co« 
rrespondía por razón de ese impuesto. 

fáitíppep es admisible la tesis de (pie el paga dj ado- 
qttinndti. v demás impuestos, es la retribución de un servi- 
cio particular que recibe jKir el mayor confort, el mayor va- 
lor que «1 inmueble adquiera y el aumento de los alquileres, 
desde que ninguna de esas ventajas le "son aplicables a los 
ferrocarriles, puesto que no p?rcib;n alquileres por sus pro- 
jiie.l.ubs. que estar afectadas a un servicio público, ni tam- 
poco le aprovecha el may >r valor de las mismas, por cuanto 
eso importaría un aumento de capital que solo puede ser 
admitida de acuerdo con lo establecido en ta tey 

Creo, pues, que no sólo por las raines legales dadas sitio 
también por razones de conveniencia general, los ferrocarri- 
les delxm estar exentos de los impuestos que se discuten, desde 
qúe en definitiva las empresas se verán obligadas a recargar 
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ios fletes hasta alcanzar el percentaje que la misma ley 5-.il 5 
les reconoce, obstaculizan ;lo cu esa furnia el comercio y el 
progreso general del país. 

Por estas consideraciones y estando de acuerdo con la* 
aducidas por el señor vmal doctor 1 ii.it rán. adinero a su voto. 

El señor vocal doctor Helguera se adhirió al voto de! 
señor vocal doctor Zapi 'la. 

Con jo que terminó el acto quedando acordada la signan- 
te sentencia. — Beltrán. — Pico, — Za piola. — Cnjena. - 
' Hi'lfjité'ra. — Ante mí ; Kafat'l P. Mantilla. 

Ks copia fiel del acuerdo que obra en las páginas 4ÍJ0 
504 del libro número cinco bis de acuerdos de la Kxma. 
Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civrl. — fio fací D. 
Mantilla. 

Bucnot Aires, Diciembre l!> de 1916. 

Y vistos: Por el mérito que ofrece el acuerdo c|iie pre- 
cedí-, se confirma con costas la sentencia apelada. Regulase 
en cuatrocientos pesos nacionales bs honorarios del doctor 
lieccar Várela y en pesos ciento veinte tos derechos procura- 
torios de Valenzueta jjor stts trabajos en esta instancia. De- 
vuélvanse y repónganse los sellos. — Baltasar S: Beltrán. — 
Paulino Pico, — José M. Zapiola. — Anreliano GUjena. — F. 
Helguera. — Ante ini: fiafact P. Mantilla. 

KAl.I.o OU f„\ COKTlv srl'RKMA 

Sueno» Alio. Abiil 2 de !««. 

Y vistos : los seguidos por el Ferrocarril Central Argen- 
tino contra la Municipalidad de la Capital, por devolución de 
cuarenta y seta mil ochocientos treinta y nueve pesas con diez 
y ocho centavos manida nacional, venidos en apelación de sen- 
tercia de la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil de 
la Capital. 

Y considerando: 
1." Que fundado en que esa sentencia es contraría a los 
dereclíos. privilegios y exenciones que se han hecho valer in- 
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vocatido leyes especiales del Congreso se ha interpuesto y ha 
sido bien concedido |K>.ra ante esta Corte el recurso extra- 
ordinario que autoriza el artículo U- '"«so 3." de la ley nú- 
mero 48 y articulo 00 de la ley orgánica de los tribunales de 
la Capital < te. 241 y Via.), 

1. (Jue si el servicio de alumbrada y limpieza se presta 
n nó, es iín punto de hecho que no puerle ser revisado por vía 
del recurso extraordinario, conforme a lo reiteradamente es- 
tablecido. (Fallos, tomo 124. 3°7- lonv> ia 5- 

ras y otros 1 . ¿ . 

3. * Que también es ajena al presente recurso la cuestión 
de que la empresa actora no se beneficia con los servicios á¿ 
alumbrado y barrido. ( Fallos, lomo 120. página $¡*. argu 
ment del considerando 25. página 405). a lo que es del caso 
agregar cpie el alumbrado contribuye a la seguridad de 1<>* 
dientes fiel propio ferrocarril, especialmente de los que ha- 
bitan en pueblos suburbanos y que concurren de noche a la. 
estaciones de y f >ara esta Capital: y el barrido de las calles 
que rodean las estaciones, y recolecciñi, del de las estaciones 
mismns es una medida de higiene cuyos tenefieios son noto- 
rios. 

4. " Oue la lev 0.002 ***e fusión <le los ferrocarriles 
Central Argentino 'y Buenos Aires y Rosario, no ha modifi- 
cado ta situación de las empresas en materia de exención de 
impuestos, porque la ley 5.3 ' 5 uniformó el régimen fiscal im- 
positivo a que los ferrocarriles estallan sometidos antes de la 
sanción de esta 1ev. v el acogimiento a los lieneficios que ella 
consagra. im|»rta la opción prevista en su artículo U> con 
la expresa iPanife<tación de voluntad legalmente requerida. 
(Fallos, tomo 122. página 100). después de 'lo cual quedaron 
sin oferta ipso jure las franquicias que hubieran podido estar 
en vigencia en el momento de la opción, y de consiguiente 
la ley no habría pódMÓ otorgar lo que ya no existía 
por expresa dis|**ición de la ley 5.315 a cuyo régimen se 
acogieron voluntariamente las empresas. 

5* Que el concepto enunciado precedentemente es el que 
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resulta del análisis de la ley 6.062 y de sus antecedentes pro- 
pios, de los que se desprende que cuando ella se dictó ya la 
ley 5.315 había resuelto "definitiva e irrevocablemente" los 
privilegios de las empresas aetoras en materia de exejición de 
impuestos. { Diario de Sesiones de Ja Honorable Cámara de 
Diputados, año 1908. página 1.684'- mientras qui: dicha ley 
6.062 tuvo por principal objeto resolver los puntos relativos 
a la autorización legal para que ambos ferrocarriles consti- 
tuyeran una sola empresa. ( Diario de Sesiones citado, pági- 
na 1.685). 

6. " Que por lo demás, y sea cual fuere la amplitud que 
pretende darse al articulo 3." de la ley 6.062, es evidente que 
no puede llegar más allá de sus temimos expresos y categó- 
ricos, pimple el régimen impositivo de la ley 5.315 está in- 
corporado a la 6.062, y ésta debe aplicarse *'sin perjuicio de 
las disposiciones" de aquélla, dictada después de fenecidas 
en su mayor parte las franquicias acordadas por su primitiva 
concesión al Ferrocarril Central Argentino, y facilitándole c! 
medio de eximirse de pagar "todos los impuestos vigentes qü« 
le correspondan". (Articulo 2.". ley 5.315). Si asi no fuera. 
v) articulo 3." de la ley 6.06a seria inconciliable con el articulo 
2." de la misma ley, que deja subsistentes las disposiciones del 
articulo 8." de la ley 5.315. 

7. " Que es del caso observar, además, que al discutirá 
la ley 6.062 en la Honorable Cámara de Diputados, se dejó 
constancia de que sólo a titulo de equidad el Congreso no se 
di. terminaba a imponer a las empresas fusionadas condicionas 
más onerosas que las consignadas en la ley 5.3 1 5. I Diario de 
Sesiones citado, página 1:686). de lo que se deduce (pie !a 
referida ley de fusión no tuvo por objeto aumentar "tas fran- 
quicias de que los ferrocarriles disfrutaban conforme a la ley 
5.315, sino simplemente legalizar la situación de las empresas 
fusionados. 

8. " Que la interpretación que se dá en la sentencia ape- 
lada a] artículo 8." de la ley 5.315. y la extensión y alcance 
que le atribuye, está de acuerdo con lo resuelto por esta Corte 
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Suprema en reiteradas deciMonés en que se han establecido, 
dc/:uit i vamente y con teda la amplitud requerida, fe f»nda- 
mentóa que autorizan esa interpretación. La!i ^''jenoiies 
apuestas a la ¿enteiíaa ápélsüía no hacen del sttb ÍHc un cas.» 
m,evo «|iie presente modalidades distintas de las que han sido 
examinadas y resueítas |wr este Tribunal. 

y," Que 1Ó3 antecedentes parlamentarios trascriptos en 
el considerando 17" del fallo (pie se registra en la página^ 397, 
tóm» i jo de la colección de esta Corte y prolijamente rela- 
ciona dos en la meditada sentencia de primera instancia ponen 
de manifiesto la mente de.1 legislador y autorizan la conclu- 
sión a que ba llegado esta Corte en reiterados casos «le que 
atento el valor de los informes de las comisiones' cuín.» fuenU 
de interpretación Ú& las leyes, máxime cuando aquellos obtie- 
nen asentimiento general, no es discutible que sea cual fuer.- 
v nit rito científico o doctrinario de da distinción entre hnpms- 
tas, tasas v f^ÓS sen-icios, los ferrocarriles regidos i>or 
la lev 5. 115 deben alionar, cu su caso, los de pavimento, alum- 
brado, íim pieza, cloacas y otros al igual de las demás pro- 
piedades en los centros urbanos. ' ( Fallos, tom 1 115, 
1 74 y otros 1 . 

10." One respecto a los proyectos sobre aclaración del 
articulo &° de !a ley 5.315 presentada a la Honorable Cá- 
mara de Diputados i«r la Comisión de Obras Públicas en 
ton v por la. tic Legislación ferroviaria en 101Ó, que se ci- 
tan eií el acuerdo a fs. 229 y -'30. del* tenerse presente que 
el primero revela, cpnio lo ha observado ya esta Corte, que 
fuera de las contribucii tus por concepto de impuestos, habrá 
en e| serrir de ta Comisión de Obras PíiMicas de la Hono- 
rable Cámara de Diputados, otros (traz'ánnws. el de JcrrínVí. 
une no estaban comprendida en la exención de la *.ey 5.315. 
(Fallos, tomo 120. página £2, considerando 10). Ku cuanto 
ni segundo despacho, de ioió. fué discutido y sancionado en 
la sesión del 27 de septiembre de 101" en forma distinta a 
aquella que se trascribe a fs. 2.V* en la siguiente forma: 

Articulo 1." La exoneración de impuestos establecido; por 
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ej articulo 8." de la ley 5.315. comprende, además de los im- 
ptieSícM propiamente dichos, tas tasas, contribuciones o rctri- 
hucíones tic servicio, cualquiera que sea su carácter o deno- 
minación con las sigidentes excepciones: 

1. " Provisión efectiva dé agua corriente y servicio de 
cloacas; y 

2. * Contribuciones de pavimentación, de alumbrado, ba- 
rrido y limpieza, en las plantas urbanas, en k proi»orc¡ón que 
corresponda por las estaciones, sus anexos y talleres. 

Artículo 2. a La exoneración a que se retiere el articulo 
anterior no comprende las nuevas tasas y retrihnción de ser- 
vicios municipales que puedan crearse en el futuro, en cuanta 
afecten a las estaciones urbanas, sus anexos y latieres de 
las empresas y cuyo monto sea susceptible de medida y equi- 
valga a la compensación del servicio, y siempre que se im- 
pongan con carácter obligatorio general. (Diario de Sesiones. 
Diputadas, 1917, páginas 2.812 a 2.824) , 

11. " Que en esa misma discusión parlamentaria Se hizo 
constar por el miembro informante de la minoría que la Ho- 
norable Cámara sabrá ya "'que los dos señores diputados de 
la mayoría y el que habla en este momento, están perfecta- 
mente de acuerdo en la interpretación que del artículo 8." u> 
la ley Mitre ha dado la Suprema Corte. Quiere decir que la 
comisión de legislación ferroviaria cree que al sancionarse 
el artículo 8. n de la ley no se ha querido exonerar a las em- 
presas ferroviarias sino de los impuestos propiamente dichos, 
es decir, de los (pie no admitan una retribución de servicios. 
i Diario citado, página 2.812 y 2,814) ; y el de la mayoría 
obsérvala que los ferrocarriles del Estado estallan obligados 
por la ley a pagar los serv icios municipales **v es por eso que 
no se eoñeilíe que el Congreso Argentino pudiera colocar den- 
tro del artículo 8." de la ley 5.315 una exoneración que no 
había hecho fiara sus propios f embarriles''. (Página 2.82O. 
(Fallos, tomo 120. página 40/1. considerando 29. 30 y jt>. 

12. "Que invocada la tradición legislativa en materia de 
IMÜtica ferroviaria, para derivar de ella privilegios más ex- 
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tensos que los que aeu#cfci la ley 5¿ l 5* conforme a la inter- 
pnt ación de esta Corte, será suficiente considerar que las le- 
yes |x>r las cuales se acordaron las primitivas concesiones fe- 
rroviarias, fueron sancionadas en una época en que lodos los 
estímulos y recouqiensas, |>or amplias que fueran, tenían plena 
justificación, porque los ferrocarriles estallan destinados rio 
solo a propender al adelanto material del país, sino también 
a contribuir a la resolución de problemas políticos funda- 
mentales para la Nación constituyendo, como lo dijo esta Cor- 
te, "obras de conveniencia evidente p. ra el progreso y aún 
para afianzar la paz y la tranquilidad de la República. (Fa~ 
ííbs, tomo 4, página 311; tomo 6, página 67). El estado in- 
terno del país, la inmovilización de su riqueza efectiva como 
rousecuuiciii de la falta de población y de recursos en ondi- 
cíoirs de asegurar a las empresas ferroviarias un tráfico que 
les procurase rendimientos proporcionados a los capitales in- 
vertidos, debió decidir el Congreso de a acordar las exo- 
neraciones amplias de impuestos, contribución s. derechos y 
tasas remuneratorias de servicios que consagró la ley invitada, 
y determinar el estímulo por donaciones de tierras, subscrip- 
ción de acciones, garantías de ok'vadós intereses, etc. La ju- 
risprudencia de esta Corte, invocada por el actor en el suk 
/m/iiv, 1 Fallos. lomo 104, iKÍgitia 0) al declarar «pie los ser- 
vicios municipales de barrido, alumbrado y maculan izad, es- 
taban comprendidos entre los gravámenes de cuyo pago bahía 
sido eximid > el Ferrocarril Central Argentino por el artículo 
4.' de la ley de $3 de Mayo de iKfi^ consagró pues la inter- 
pretación que emana del espíritu de aquella ley y de sus an- 
teceder tes propios, derivados de la época en que fué sancio- 
nada, de los proplemns de. gobierno (pie el legislador se pro- 
pus.» rc>olver. del estado social, p Atico y económico del país. 
Pero de la circunstancia de que aquellas primitivas leyes acor- 
daran franquicias tan extensas no puede deducirse que tam- 
bién las baya establecido la ley 5.315. sancionada medio siglo 
después, y cuando desaparecidos cu su mayor parte los múl- 
tiples problemas que aipiella ley tuvo en cuenta, los capitales 
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invertidos en tales empresas tienen asegurado un rendimiento 
provechoso por e) acrecentamiento de iioblaeión en las zo¡ias 
servidas por ellas, y su equivalente aumento de prmlucción y 
de áfico. 

13, -' gae en tales condicioitcs. es dad ; admitir que el 
Congreso Nacional, sin desviarse de la politiea de estímulo 
que lia previsto la Constitución para promover la construcción 
de ferrocarriles, lia jKxlklo circunscribir las franquicias de las 
empresas ferroviarias a límites determinados, sin que tal in- 
terpretación imiHirte contrariar la doctrina del fallo tomo 68. 
página 227 de esta Corte, en que se resolvió una cuestión dis- 
tinta, claramente expuesta en el fallo mismo (consideran- 
do i.">, reducida a establecer "*si el Congreso de la Nación tie- 
ne o lio la facultad de eximir del pago de impuestos creados 
por las provincias a los ferrocarriles cuya construcción él au- 
torice". 

14. " Que en el snb lite no está en cuestión esa facultad, 
pues de lo~que se trata es de establecer si las leyes 5.315 y 
6.062 citailas han acordado exenciones tan amplias como las 
que el Ferrocarril Central Argentino tenía por su ley de con- 
cesión originaria, o si ellas deben limitarse a las consignadas 
expresamente en el texto de la ley actual, punto ya definiti- 
vamente determinado por esta Corte, toda vez que la admi- 
nistración de justicia debe aplicarla con criterio restrictivo 
( Fallos, t -no 120, página 372 considerando 22 > porque lo 
contrario ¡injertaría suponer inconsecuencia o falta de pre- 
visión en el legislador | Falles tomo 1 página 297 ) Jt 1 í'*" 1 » 
de interpretar ta ley, atrbuirsc la potestad legislativa. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sciiUmi- 
cta apelada se la confirma con costas. Molifiqúese y repues- 
tos que sean los sellos, devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solak. — D. E. I 'alacio. 
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ferrocarril Central ArgentitU) en míos con el Gobierno Na- 
cional, por devolución de impuestos; sobre comfh'teticia 

Sumario; Tratándose de un juicio ordinario para rcjwtir lo 
mandado pagar en otro ejecutivo, aquél se considera emer- 
gente de éste y. por consiguiente, debe seguirse ante la 
misma jurisdicción. 

¿." Corresponde a la justicia ortigaría conoei- 
miento de una demanda deducida contra el hsco r.ácional 
por devolución de suma ile dinero pagada por concepto 
;le contribución directa y multa, eorresixmdicntc a un 
terreno ubicado en esta Capital. 

Caso; L.o explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SKÑ0R JüKB l ; Kl>KKAL 

ButflM kin*. May* 28 de lílí. 

Y vistes: Us autos caratulados "Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra el Poder Ejecutivo Nacional sobre devolución 
de imjntestos" de los qüc resulta : 

1, " Que de fojas 5a" se presenta don Pedro Gimencz 
M añino en nombre de la empresa del ferrocarril citado, según 
instrumento de fs. 3. interponiendo demanda contra la Na- 
ción a fin ile f|ue ésta devuelva la suma :le diez y siete mil 
cuatrocientos (noventa y cinco jiesos moneda nacional, con 
sus intereses a la aetnra. más las costas. 

2, " Que el Fisco Nacional siguió juicio ejecutivo al fe- 
rrocarril ]>or arte el Juzgado Civil de la Capital a cargo del 
doctor Kelguerr.. hoy doctor Padilla, secretaria flo^íni. por 
cobro de diez y seis mil quinientos noventa y cinco pesos mo- 
neda nacional cmno importe de la Contribución J3irurta v 
omita correspondiente a las dos manzanas de terreno que ocu- 
pa la estación Retiro (Retiro Oeste ) por los meses trans- 
curridos entre Abril 30 le íga6 y Octubre 5 de MJ07. fecha 
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en qttc ti ferrocarril se acogió a los beneficios ¿te la ley 5,3 1 ? 
En este juicio ejecutivo la empresa fué condenada en las dos 
instancias a pagar y alionó 'a suma demandada y las costar 
que en total llegan a diez y siete mil cuatrocientos noventa y 
cinco pesos moneda nacional. In (|iie consta en el respetivo 
endiente . 

3, " Que en USO del derecho qtte acuerda la íey, la em- 
presa dedujo el juicio ordinario del caso ante la justicia local 
contra la Nación persiguiendo & devolución de lo pagado en 
el juicio ejecutivo, pero el fisco declinó la jurisdicción soste- 
niendo que debía ser juzgado y sentenciado ]>or los iritauia- 
les federales de acuerdo con la ley de la materia por lo cual 
acude ageste juzgado interimniendo eJ pertinente juicio ordi- 
nario. 

4. " (¿ne el Fem>carrtl Central Argentino adquirió la 
concesión del Ferrocarril del Norte de Uuenos Aires que es- 
tala exento del pago del impuesto jK>r ley del listado de Kue- 
nos Aires de Junio 25 de 1859 y decretos de Febrero 35 á< 
[862 y Octubre 17 de 1862, exo»erncióir constantemente re- 
conocida por la Nación y sulisistente por la ley nacional nú- 
mero Ó.0Ó2, 

Termina solicitando la condena a que se refiere el resul- 
tando primero y ampara su derecho para promover esta de- 
manda en las prescripciones legales trancriptas a fs. 6 vuelta. 

Se "corre traslado aft poder Ejecutivo a fs. 7 y lo evacúa el 
señor Procurador Fiscal de fs. o a 14. invocando la repre- 
sentación que le confiere el decreto de fs. 8 y expone : 

1. " Que procede y asi lo pide se recliace la demanda pro- 
movida. La cuestión suscitada ya lia sido -ampliamente dis- 
entida y resuelta tanto administrntiva como judicialmente en 
contra de la actora. 

2. " Que por decreto del Poder Ejecutivo f cebado en Fe- 
brero 2(> de de 1008, no se hizo lugar al reclamo del ferro- 
carril, fundando diclio decreto en gran parle en un dictamen del 
señor Procurador General de la Nación. La empresa actora 
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invocaba la ley del Kslado de Buenos Aires de Junio 25 de 
1H50. y decretos de 25 de Febrero de 1862 y Octubre 17 de 
1862. asi como; también el decreto del F'odcr Ejecutivo Na- 
cional de fecha n de Kncro de iHojo que aceptaba la transfe- 
rencia del Ferrocarril Norte de Buenos Aires al Centra! Ar- 
gentino. Kl Gobierno Nacional como queda dicho, desestimó 
la argumentación de !a aetora que pretendía exención de im- 
puestos, en virtud de la ley y decretos citados, y |«ra demos- 
trar la eficacia de la tesis sustentada por el C«obicmo Nacio- 
nal, reproduce el señor Procurador Fiscal extensas reflexio- 
nes del señor Procurador General de la Nación. 

y Que la actora no goza de privilegies contó lo sostie- 
ne, ni aún como sucesora del Ferrocarril Norte de Buenos 
Aires, e independientemente de cnanto deja señalado, agrega 
que la Corte Suprema, si bien en forma accidental estableció 
«pie "ha sido reconocida y aceptada la obligación ile pagar 
d impuesto que se trata de hacer efectivo en este juicio", 
como puede verse a fs. 74 del expediente "Fisco Nacional v . 
Ferrocarril Central Argentino, cobro ejecutivo de pesos. Juz- 
gadb Civil del dnctor Hclgüera, secretaría ¡loUini. 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda con expresa 
imposición de costa*. 

Si- abre la causa a prueba a fs. 15 vta. produciéndose la que 
es objeto del certificado del actuario de fs. 25 vta, y fs. Jó. Alega 
la a tora de f?. -7 a 30 y el señor procurador fiscal a fs. 52. 
Uaii'úndnsj autos para sentencia a fs, ¿1. 

A efectos de determinar cumplidamente la competencia 
del juzgado se pasan los autos en vista al señor Pneund r 
Fiscal, a fs.35 quien se espille a! resínelo a fs. 35 vuelta- Que- 
da entonces la causa en estado de pronunciarse la resolución 
que corresponda. 

Y considerando: 

1.' fjue lo^ términos del asunto y los expediente* trai- 
,! > ;. la vista por razón de la probanza verifíca la permiten 
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¡(doptar una decisión ajustada a tas circunstancias, y procede 
pronunciarse de acuerdo con lo que resulta de todo ello. 

a." Que se promueve ante este juzgado la acción ordi- 
naria <jue compete a la empresa del fcrmcarril ¡rara oliteuer 
ía devolución de la suma exigida y pagada en virtud de un 
juicio ejecutivo tramitado ante la justicia local ordinaria de la 
Capital. 

Cabe observarse que ya el ferrocarril dedujo la acción 
ordinaria (pie es materia de autos ante la justicia local de la 
Capital en el juicio caratulado "Ferrocarril Central Argenti- 
no contra Fisco Nacional, por devolución de una suma de di- 
nero". Juzgado del doctor Kaynrtmdo Naveira, secretaría 
O. Fernández". En dicho juicio después de diversos trámi- 
tes determinó el juez que era incompetente para intervenir 
en él, fs. fi8. pues eran los tribunales federales quienes tenían 
exclusiva competencia de acuerdo con la ley de Septiembre 
14. de 18O3, fs. Í7 vuelta. La Kxma Cámara Civil confirmó 
|K>r sus fundamentos a fs, 70 la sentencia <le primera instancia 
y denegó el recurso de apelación interpuesto por el ferrocarril 
para ante la Suprema Corte, fs. 81 vta.. y este último tribu- 
nal sin pronunciarse sobre el fondo del asunto declaró bien 
denegado el recurso, testimonio de ís. 80, juicio citado. 

3-° Q xw atento 1I0 precedentemente expuesto, se advierte 
una repetición de la actitud del ferrocarril ¡ti demandar ante !a 
justicia federal h< que accionó anteriormente por la justicia or- 
dinaria. Tal proceder del ferrocarril, generado por las resolu- 
ciones tomadas por la justicia ordinaria, no puede alterar los 
verdaderos términos de la cuestión que a él concierne y que 
¡i a sido motivo de reiteradas y uniformes resoluciones de la 
Suprema Corte. 

lín efecto el fisco nacional, dedujo juicio de apremio Con- 
tra Ui empresa del Ferrocarril Central Argentino por ante el 
juzgado civil del doctor Helguera. secretaria Hollini, por cobro 
de contribución territorial y multa, basándose en las disposi- 
ciones* de la ley 5.06,2. F.I juez sentenció la causa de remate 
manifestando "que la resolución recaída en e* juicio ejecutivo 
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deja a salvo ;il vencido la acción que le corresponda pm W°* 
mover el juicio ordinario; la empresa ejecutada no obstante 
el resultado de esta exención tiene pues la opornunidad de 
defender sus derechos y alegar todas las defensas que se lian 
declarado iiupn eedvtiU-s en este juicio ejecutivo", fs. 51 y v. 
expediente citado. 

La Exma- Cámara Civil confirmó esa sentencia a fs. 57 
v 58. y apelada ésta ante la Suprema Corte fué confirmada en 
la parte materia del recurso a f s. 75 . • 
Tenemos pues un juicio ejecutivo seguido ante la justicia 
or linaria local por el fisco nacional rotura la empresa, aetora 
en autos, y ésta a mérito fie disposiciones de la ley y jurispru- 
dencia de los tribunales federales 11b puede hacer radicar ante 
é*t<w la acción imlinaria flíe le acuerdan ías leyes para per 
seguir la devolución de té exigido y pagado en el juicio eje- 
cutivo, v 

_|." One la premisa sentada en el párrafo anterior, en- 
cuéntrase "fundada en la ley de ortínuizacióii fie los tribunales 
húmero 1.803, articulo 111. incisos 1." y 3.". por cuanto h 
contribución directa que se cobró al ferrocarril comporta un 
impuesto cstatíteeido exclusivamente para la capital de la Re- 
pública, lu cual excluye la jurisdición federal. Suprema 
Corte, tomo 66. página 324- i<m» 4*. Ingina 145. V por razón 
de la persona demandada en estos autos, tampoco correspon- 
de el fuero federal, desde que el l'odcr Ejecutivo «o ha actua- 
do en el caso como gobierno general de la Nación, sino como 
jefe inmediato y local de la Capital, encargado de hacvr re- 
caudar la renta del municipio, articulo 86, inciso 3." Constitu- 
ción Nacional. Suprema Corte, tomo 110. págma 152. 

5. " Oue la jurisprudencia de la Suprema Corte, tanto !í> 
antigua como la reciente, siempre ha estimado que el juicio 
ordinario emergente del juicio ejecutivo debí tramitarse aul - 
la jurisdicción en (|uc radicó este último, tomo 125. página 437' 
tomo fjio, página 258; tomo ojí. página 3*11 tomo 123, pa- 
gina 142. 

6. " Que el suscripto en la causa "Medina l.ms contra la 
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Sociedad Anónima Huni \\ ormser Limited, sobre cobra de 
pesos" resolvió cu Febrero i." ppdo.. que el juicio ordinario 
emergente del juicio ejecutivo que se promueva en virtud del 
articulo 500 del Código de Procedimientos de la Capital debe 
interponerse y decidirse* ante ¡los tribunales del fuero en que 
tramitó e l juicio ejecutivo. La Esma, Cámara Federal de la 
Capital confirmó por los fundamentos cpie indica ta resol li- 
ción del suscripto, lo cual es dé tenerse muy en cuenta en esie 
caso por su evidente aplicación. 

7." Que establecida como queda la incomiwteneia de la 
justicia federal para conocer m esta causa, puede y debe 
formularse su declaración aún de oficio en cualquier esta.In 
del asunto en que <:Eo se advierta, a mérito entre otras razo- 
nes de la naturaleza especial, restrictiva y extraordinaria de! 
fuero nacional. Kxma. Cámara Federal, caso citado, tomo 112, 
página 233. 

Por todas las consideraciones que preceden y de confor- 
midad con lo dictaminado por el señor Procurador Fiscal a 
fojas 33 vuelta, resuelvo declarar: que no compete a la justi- 
cia federal conocer y decidir en la presente causa. Xotifíque- 
se. repóngase el sellado y en oportunidad archívese, previa 
remisión a su procedencia de los expedientes respetivos traí- 
dos a la vista. — Saúl M. Escobar, 
* 

SENTENCIA UK LA CAMARA FEDERAL PE APELACIONES 

Bncwit Altes. Acostó 4 de 1917. 

Y vistos: Por los fundamentos del dictamen del Procu- 
rador Fiscal de Cámara y concordantes de la sentencia de fo- 
jas ,V> que declara la incompetencia de los tribunales federa- 
les para conocer en el presente juicio iniciado |>or la Empresa 
deÓ Ferrocarril Central Argentino contra el Poder Ejecutivo 
Xacinnal. se la confirma. Devuélvase y repónganse las fojas 
en primera instancia. — Marcelino Escalada. — A. L'rdina- 
rrahi. — J, N. M atiendo. — T. Arias. 
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DICtAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

ÜÜM Airti, Scplkmbte ? 4t 191T. 

Suprema Corte: 
Denegado el fuero Federal en el -caso, procede el rcc:.r- 
s,. interpuesto, a mérito de la constante t invariable jurisprn- 

delicia de V, lí. 

Kxanunada la sentencia recurrida de f*. 51. que confif- 
nnmdo la de primera instancia de ís. #, declara la ¡ncomtK- 
tercia federal en éí caso, pido a V. K. se sirva confirmaría en 
tmlas sus partes, teniendo presente: 

1. " Que el presente juicio es emergente de un jtUCtp eje- 
cutivo entibiado por la Nación contra la empresa boy actora, 
ante la justicia ordinaria. por cobro de contribución territo- 
rial en la capital de la República Kste juicio deb, seguir, 
segím V. M.. el fuer,, de aquel míe le da origen- < Tumo CXMIl. 

1431 XC. 25* X "tros). 

2, " Que la materia del juici.» primitivo y emergente es 
la aplicación de la lev de contribución territorial de la capital, 
lo tpie estíV excluido de) fuero federa», a mérito del artículo tu 

t.° m fine. de la lev 18. ,j concordante con la precep- 
tuado por el inciso 27 del articulo 67 de la constitución y de 
la constante jurisprudencia de V. R. <CX. y otros». 

y Los considerandos de ta sentencia recurrida y su 

correlativa. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Alrei. Abril 6 de 1*8 

Vistos y considerando: 
( hte en el escrito de fs. $ del juicio seguido en lo federal y 
en la~euteueia de fs. 36 se liare constar, refiriéndose a los ex 
ludientes agregados, que íá jurisdicción ordinaria se declaro 
incompetente para conocer en el juicio i»or repetición de lo 
mandado pagar al recurrente en otro ejecutivo seguid:, ante la 
mis»a. 
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Que la justicia federal se declara a su vez previa vista 
a su fiscal y a petición del misino, incompetente fundándole 
en !o substancial c" razones de orden procesal y disposicio- 
nes de leyes Locales aplicadas en diversas ocasiones, lo que * 
ha motivado la apelación extraordinaria de la referencia. 

Que lo que en realidad inqjorta el recurso interpuesto es 
cpe esta Corte resuelva una contienda de competencia negati- 
va, con arreglo a lo dispuesto en 'el articulo y." inciso a de la 
¡cy 4.055. 

Que en el caso se hace innecesaria mayor sidístaneiaciójt 
porque las resoluciones de primera instancia de uno y otro 
fuero han sido ya cnnfi miadas por los respetivos tribunales 
supriores de última instancia. 

Que tratándose ■ de un juicio ordinario para repetir lo 
mandado pagar en otro ejecutivo, aquél se considera emer- 
gente de este y \*>r consiguiente debe seguirse ante la misma 
j uristHeción según lo reiteradamente resuelto. 

y ue en el caso se persigue la repetición de lo pagado al 
Oobierno de la Nación, qüe como autoridad local de la Capital 
cobró ejecutivamente ante la justicia ordinaria rentas locales: 
y en consecuencia dehe dicha re]ieticíón seguir el fuero de ori- 
gen, i Fallos tomo ijo, página 258: tomo 1 io t página 148; tomo 
u.V página 138. y otros). 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador (Vene- 
ra! se declara que el conocimiento de ía presente causa co- 
rresponde a la justicia ordinaria de la Capital ¡1 la (pie se 
remitirán los autos y en la que se repondrá el papel, dándose 
a l:i Cálara Federal de Apelación el aviso correspondiente 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Soi.ak. — D, R. Palu-io. 
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¡km Jmé Ánwvt *■« ante* cott d Ha,tco 00t?W*fc Nticio- 
naíi so; re cobro ejecutiva de tesos. Recurso de heciu>. 

Súmarii- B recurso de nulidad no está comprendido en ta» 
términos de! articulo 14. lev 48; >' no procede el de ape- 
lación autorizado por dicha disjiosición legal contra una 
sentencia dictada e» juicio ejecutivo. <|iie el aum denega- 
torio de aquélla declara no ser definitivo, y fundado en 
disposiciones del derecho común. 
\ . • 

DICTAMEN* BKl. SEÑOR rROCL'RADoR GENERAL 

Bmim Aítti, Febiero S» 4* 1*18- 

Suprema Corle: 

K! recurso que inter}*me don José Amavet en el juicio 
que sigue contra el Banco Hipotecan.. Nacional, sobre cobro 
de pesos, no está comprendido en ninguno de los casos pre- 
venid.* en Ü articulo 14 de la ley número 48. 

La cuestión decidida es solamente de derecho común: a 
saber, la procedencia de una excepción de compensación fún- 
dada en el Código Civil; fuera de que la sentencia no es de- 
finitiva a los efectos del recurso extraordinario, dado que ha 
recaído cu juicio ejecutivo. 

Tur lo que hace a la aplicaoión del Código de l'rocdi- 
mkntns. no puede dar lugar al recurso, según lo tiene decla- 
ra! I , \\ I\. reiteradamente. 

En consecuencia, soy le "pinión .pie el recurso es impru- 

ce 1 |c n t c 1 

José Nicolás M atiendo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aira, Abril 6 ** ISIS 

Autos y vistos: B) recurso de queja |>or nulidad y ape- 
lación denegados, interpuesto por don José Amavet contra 
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S?tttcíl|fc& de la Cámara Federal tle I tirana en el juici t eijectv 
fcivb seguidó al Bánco Hipotecario Nacional: y 

Considerando: 

(Juv la nulidad ©pfflb recurso no está comprendida en lo* 
téminm del articulo 14 ifc la ley núnn-ro 4K. según ta rein- 
nulamente resuelto. 

Qtte en cuanto al de apelación, la sentencia recurrida ti » 
ls definitiva según Üo declara el auto denegatorio de dicho re- 
curso t fs. 144) y por k» tanto no está comprendido en los tér- 
minos de! eiiado articulo 14. 

One aunque asi no fuera, es de observarse que. la senten- 
cia apelada, al resolver la excepción de compensación opuesta 
por el Raneo Hipotecario Nacional, lo lia hecho fundándose 
sólo en disposiciones de derecho común suficientes para_S0Jt- 
Uii0 el fallo aunque fuera verdad que el apelante hubiese 
f urda* lo su derecho en !a inteligencia de la ley 8.172. sin ex- 
presar la disposición en la cual *c ampárala : y en tal condición 
el recurso carecería de objeto práctico des. t que no se puede 
' rever en el extraordinario los fundamentos de derecho común 
consignados en la sentencia y que no han sido impugna los 
en el pleito como contrarios a la Constitución. I Fallos, tomo 
034. página 293 y oíros i. 

Por ello y o informe con lo expuesto y pedido |ior el *fr 
Sor Procurador Gncral. se declara hien denegado el recurso 
interpuesto. Nnlifiquese y repuesto l-1 papel archívese, devol- 
viéndose los autos venidos por vía de informe con testimonio 
fie esta resolución. 



A. HKk.MKjo. — N'IC.VXOK (j. DEÍ) 
S(«..\R. — D. E. l*AI,AClo. 
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Criminal contra. Juan ¡i. CMÜj, for contrabando. 

Stt ni tirio : Corresponde !a absolución del «pie no apifcge tic- 
signado m la acusación fiscal y en la del denunciante, 
comu una ele las jf^ónas procesadas. 
aso : La explican las v>iczas siguientes ; 

SKNTKNCIA t»Xt LA CÁMARA FEUKKAL PK APELACIONES 

Paruá. 39 de S«pii*mBfe de 10IT. 

Y vistos: 

Considerando >ohrc el recurso de nulidad: 
Que son motivos bastantes para desestimarlo, el hecho de 
no haber sido fundado, y el de haberlo silenciado el recurren- 
te en su < le tensa en esta instancia refiriéndola tan sólo a 3íi 
recurso i\j apelación. 

Y considerar do en cnanto al recurso de apelación : 
One en mérito a la naturaleza meramente aduanera de la 

contienda librada en estos autos y de haberse recurrido dé la 
de la sentencia definitiva pronunciada a fs. 474 por sólo uno ■ 
de ios encausados don Juan B. Cafcbig. ta jurisdicción de! tri- 
bunal está estrictamente limitada a conocer y decidir sobre los 
puntos comprendidos en aquel recurso o sea sobre la multa 
v costa- qüe la sentencia unj)0iíe a don Juan B. Colobíg. de- 
biendo tener como firme y con el sello de la cosa juzgada a 
todo lo demás resuelto en aquella sentencia. 

Que no ha hiéndase destinado a don Jnan B. £Ólol?Íg 
en la acusación ti sea! y en la del den iniciante como a una de 
las personas procesadas, es manifiestamente injusta la semen- 
da al imponerle sanciones que no han sido requeridas direc- 
tamente contra su persona. 

Qt« si es verdad que las referidas acusaciones fueron ins- 
tíiuradas contra las razones s*KÍa1cs "Juan 1J. Colohig Her- 
manos v Cía." y '"Colohig Juan B. y Hermano"*, y que figu- 
rando don Juan 15. Colohig en una y otra como socio osten- 
sible, respondía personal y solidariamente de las transgresio- 
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lies imputadas a dichas sociedades, tales responsabilidades se- 
rian posibles como consecuencias necearías <h 'as sentencias 
condenatorias pronunciadas contra aquellas razones sociales, 
más no citando como en el presente casi la sentencia las 
absuelve y esta absolución tiene la fuerza y la autoridad de 3:i 
cosa juzgada. 

Que por otra parte : No existiendo prueba en autos dé 
que don Juan H. C^Vdiig contribuyera a la descarga de ios 
mercaderías contrabandeadas, ni que destinadas éstas a depó- 
sito fiscal, se les desviara llevándolas a casa de propiedad de 
aquél no son dé aplicación kis sanciones (pie jmra uno y otro 
hecho imponen los artículos (.024 y 055 de las ordenanzas Je 
Aduana, artículos que son les aplicados por el a quo como 
fundamento de la multa y de las costas impuestas al recu- 
rrente. 

Por estos fundamentos se desestima el recurso de nuli- 
dad y s? revoca la sentencia de fs. 474 en ta parte apelada, 
I 1 1 absolviéndose cu consecuencia a don Juan B. Colohig 
de la multa y Je las costas que aquella le imponía. Hágase 
saber y devuélvanse. — Fortunato Calderón, — César ¡i. 
¡ y ct\'z Colman. — Bleadorp Fierro. 



(i) Por estas consideraciones definitivamente juzgando, resuel- 
vo : t," l>eelarar caídas en cflíniso tas mercaderías expresada* cnu 
motivo <lc este sumario en la Capital Federal «1 poder de Pedro Porro 
y Fausto Zapclli como en vi de Juan B. Cnlohiic en Diluíanle, in- 
ventariadas a fs. (k). y ,Wi vuelta, con adjudicación del precio de su 
venta al denunciante don Rodolfo P. Rohaltos. previa deducción de los 
derechos del risco. 

_v Imponer a Juan B. CoIuIhr una multa itíiial al valor d* la 
mercadería contraliandrada en lumeficio del denunciante don Rodol- 
fo P. Roballo*. absolviéndolo de toda pena corporal. 

¿.<> Sin perjuicio de lo resuelto «1 el primer punto, altsolver a 
los nrecesados Uiís Colobig. Alonso González. Pedro Porro y Fausto 
Zapelli. y 

4." Condenar a Juan N. Cotohifí al pago de todas las costas pro- 
ducidas. 

I binase salier regístrese y oportunamente archívese. 
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PM.1/1 DE LA CORTE SUPREMA 

Bucal» km, Abi» 6 «te m 

Víalos y considerando: 
Que en la sentencia arlada se establece q»e ii" habi.n- 
iT -e "designado a ¡ion J»nn B. Colobig. en la acusación fis- 
c -i y tu ta del denunciante ácimo a una de las personas pr<. 
eesa;|a¿, es maniestaú^nte injusto d fallo del inferior ai in* 
ponerk ^nci.jm-s que no han sido requeridas contra su per 
,ona. agregándose que n- existe prueba eii autos de que contri* 
imvera a la descarga de ¡as mreeaderias contrabandeadas m 
que desuñadas estas a depósito fiscal se las desviara lleván- 
dolas a la de su propiedad, por lo 0e considera que n. son 
de ¡plieación las sanciones que rara ilfio y otro hecho impo- 
nen las ordenanzas de Adulta en los artículos «155 > lo --l 

f,, Í ;,:i 508' - . . ¿ ■ , - , 

Qúe apelado este fáflle por el mmistcn o hwal. el seflor 

1'r.eurador General tSJi su mernoria de fs. 5¿/. presentada 
ante esta forte, ircánihesta que no mantiene dicho recítrSo 
poratíe enno lo establece la sentencia allana n<> bay prueba 
snficieut, en autos de la culpabilidad de Colobig y que por 
consiguiente no procede la aplicación de la inulta. , 

QUC por otra parte e independientemente de ¡O expuest □ 
es de tenerse presente que »<* nay W :ü,t,,s - efectivamente. 
eo:vo lo establece la sentencia apeada, suficientes elemento, 
di- jiitci.i i|uc autoricen y hagan proce. lente el pago de la 
multa v el de las oslas gestionadas ¡ r el denunciante contra 
Colol.ig. a i|Ue se refiere la memoria de í*. máxime s, 

so considera «pie las razones sociales de que forma parte 
e ntra tas cuales fueron dirigidas las acusaciones formula- 
das en esta causa, han sido absueltas en ¡*a sentencia de fs. 474- 
-entere ia que ha quedado firme y c«m el selb de la cosa jua- 
gada en esta parte, e <:no se declara *?n e| fallo cíe la Cámara. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
la, la de fs. 505. Notifíquese y devuélvase, 

A. Bermejo, — Nicanor O. \m. 
Sola* — D. K. Palacio. 
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Compañía Francesa de ferrocarriles de Santa Pe cu ti t ra ilcto- 
rio Ghh, sobre expropiación 

SUmürioi t." La ley número 4t<V- de 8 de Huero de joo.í. 
derogó todas 'as leyes generales sobre tierras públicas 
anteriores, con acepción <le las dis|x>sicioncs relativas 
a la inmigración contenidas cu la ley de colonización de 
10 de Octubre de 1870; con lo que desapareció la res- 
tricción al dominio de los adqiiircntcs de tierra públia 
impuesta por el artículo 16 de la ley númem 1.2ÍÍ5. k 
188,2. qué privaba a éstos de toda indemnización por la 
superficie que ocuparan ios ferrocarriles o canales. 

2." F1 monto fijarlo a la indemnización ]>or la cosa 
cxpr< «piada es un punto ajen » al recurso extraordinario 
■leí articulo 14, ley 48. 

Cao: Ante el Juzgado 'virado de! Cliaco se presentó la 
Compañía Francesa de Ferrocarriles fie la provincia d. j 
Santa Fe. iniciando juicio de expropiación contra Yict 
torio .( ibio de una fracción de tierra ubicada en la Co- 
lonia Resistencia, en términos análogos a los que resul- 
tan de la causa que se registra en la página 40 del tomo 
12 1 . Kl Juez falló rechazando la demanda en cuaut 1 a la 
gratuidad de la expropiación, y baciendn lugar a ésta, 
fijó en tres centavos el metro cuadrado. La Cámara Fe- 
deral de I 'araná confirmó la sentencia en cuanto decla- 
raba que correspondía abonar cv precio de la cosa expro- 
piada, el que fijó en diez centavos el metro cuadrad o, 
modificando en esta forma dicha sentencia . 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sueno* A.fíi, Abril 9 de 1918. 

Vistos v considerando: 

r>ue para fundar el recurso extraordinario previsto en 
el articulo o," de la ley 4.055 y artículo 14 de la ley 48 de 
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,4 d«¡ Septiembre de t8§3 « fta alegado ,K.r e! rccurrenu 
que en el pkit . ha puesto en cuestión la valide/ de las .eyes 
Sé j «le Noviembre de y del 10 de Octubre d| i«7" y 

decreto de siete de Eri¿fl> J* "J°S reglamentario di- ta ley 
mimen» 4.tn; en que la Compañía Francesa de berroearnles 
de Santa Fe apovó su derecho a ocupar las tierras para ¡a linea 
ierren de la SáUna a Muerto Barranqueras sin alonar -11 
pteclo, v que ¿üft exención ba sido desestimada i»or senten- 
cia definitiva Se la Cámara Federal dé Apelación le. Pa- 
raná . 

í Hie como se ba observado en casos análogos en que se 
han aplicado las leyes y disposiciones administrativas invo- 
cadas en este juicio, aún suponiendo qfie el articulo yí. de 
(a ley de colonización de comprendiera implumanicnte 

1, restricción del artículo 16 de ^ *& <'<-' venta de tierras pu- 
ffi&s de i de Noviembre de que privó a los compra- 

d res de tierras del listado del dereebo a ser indemnizados 
por la superricr. qué fuera ocupada con caminos, calles o fe- 
í rr. carriles, tal restricción al dominio fue der gado por el ar- 
ticulo _>i de la ley numero 41''/ & & &>f*> tk " 
.Diario de Sesiones. Senado, lyo*, página 1.014! ■ 

< >ue el artículo 01 del decret > de no dt Fuero de 1005. 
01 ef Mipuesto de su validez, no seria de aplicación a' título 
de que se trata desde que se refiere a una cláusula destinada 
; , ser incor,mrada c n los contratos a celebrarse ante el 1'odcr 
Ejecutivo y los compradores de tierras del Estado que ti , 
se encuentra en la escritura del demandado. 

Que en cuanto al inmto fijado a la indemnización pot 
la cosa expropiada de que se ocupa exclusivamente el me- 
morial presentado a esta Corte pidiendo- su reforma, ast como 
toa escritos a que en él se hace referencia, constituye un 
punto ajeno al recurso extraordinario interpuesto )K>r el ex- 
propiante v concedido por el tribunal, con arreglo a los artícu- 
los de las' leves 4» Y *Q5S que se invocan pita promoverlo. 

One en el mismo caso se encuentra la cuestión que 
f rumia en el memorial del demandado relativa a 'a percu- 
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cióil (le la instancia (pie no aparece planteada cu la* actua- 
ciones seguidas ante los tribunales inferiores y no se retierc 
tampoco a tas que se lian practicado ante esta Corte. 

Por ello y lo resuelto en casos análogos (FaKos, tomo 
112. página 4-14; tomo tai, jiáginas 4!) y +42), se continua 
con costas la sentencia apeada en la parte que ha sido ma- 
teria del recurso. Xotifíquese y repuestos los sellos, devué!- 



Smmirio ¡ CorresiJonde confirmar' la sentencia no apelada 
|jor el Ministerio Fiscal, que condena a la pena de veinti- 
cinco años de presidio y accesorios legales a! autor de un 
homicidio perpetrad., con las circunstancias agravantes 
previstas por los incisos 4." y 10." del articulo 84. del Có- 
digo Penal, existiendo a favor del reo la atenuante del 
inciso 8." del artículo 83 del mismo Código. 

Casv: Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTKXCIA Út l.A CÁMARA H-UKHAt. OK A PKI, ACIONES 

Paran*, 15 de Julio de »!?. 

Vistos y considerando: 

Que como se deja establecido on la sentencia de primera 
instancia, los elementos de convicción acumulados en esta cau- 
sa constatan Ta muerte violenta del menor Vicente Montene- 
gro, asi como (pie el autor de las vías de hecho (pie produjeron 
el fülccim ¡míenlo tic la uioncionada persona, es el procesa- 
do José Lój>ez. Qtte este último en stt confesión de fs. 84 
vuelta, ratificada a fs. 0$ declara que a !a una de la madru- 



vanse. 



A. JÍKRM l-'J(t. 
Soi.AK. - 



- Njcanok G, ÜB&í 

U. E. PALACIU. 



Criminal con tro. Jase Lope-, por homicidio. 
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gada del día rkl suceso, y en circunstancias en que se encon- 
tráis a solas ron Montenegro a bordo del remolcador "Lio- 
naisse ' l»or un disgusto qiic tuvo con dicho menor ttíOm 
matarlo, a citvo efecto le ató en el («scuezo una grdla. o 
fierro de las hornaltas de la máquina y So arrojó al agua ; que 
ninguna otra persona .se enteró del hecho, pues ante, de lle- 
varlo a calió se cmW» de que nadie lo veía; que Montenegro 
'¿ n .^ tiü a ser amarrado. esgrimiendo uti cuchillo con el míe 
luchó hasta que el Aclarante logró desarmarlo; que resol- 
vió ultimar a Montenegro p^om- aco 5 tim,bnd»a dejarlo sin 
comer. desdeciéndole y llegando a veces a insultarlo y agre- 
dirlo: qUe la noche del süeso el declarante ¡e pidió la comida 
contestándole Montenegro que no tenia. Agrega que estaba 
ebrio cuando cometió «1 homicidio. 

One la declaración que precede, única pieza del proceso 
m vstaMece la persona det delincuente y las causas del de- 
.-.parece corroborada en cuanto a la forma * tos rrttdfos 
empiézaos para ejecutará con las huellas matcnalcs que pre- 
sentaba el cadáver de Montenegro, al ser extra.do de las aguas 
"del rio l'araná. v con otras constancias del S ii.wino. g «ta* 
,, i, forme medico de fs. </' «! reconocimiento por ,1 per»- 
„al del "l.ionaisse" de la grilla usarla ]>ara echar a! fondo el 
cuerpo del menor, la constatación de que ta noche de crimen 
séo quedaron a Inicio Montenegro y López **. etc. glte 
hiendo el procesado resuelto matar a Montenegro ,»rque este 
no le hirvió 8a comida la noche del crimen. debe deduciré 1o- 
gieamente que la resolución homicida fué fríamente deliW 
fbv F.n efect.». Lópe* declara que pidió la comida a Monten^ 
después que éste regresó a bordo, una ve, que huí» termina 
do de desembarcar la tripulación de "Liona.sse . cuyo acto le- 
vó a cal» entre ocho y nueve «le la noche, según las deJara 
.iones de Corvato». Rodríguez, Uonzaga y 
& consecuencia, habiendo llevado a cal» rf delito, según el 
procesado a la una de la madrugada, es indudable q«e este ha 
meditado SÜ plan durante las horas transcurras entre las 
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nueve tic la noche y la una de la mañana, cerciorándose prc- 
vian'eutc, como t ;) confiesa. He que nadie lo veía, por cncon 
Erarse a bordo a solas con su víctima. 

Une la fonna en que llevó a cabo su intento y la ausen- 
cia de motivos determinantes úé 4ieeho. evidencian de parte 
de küipez. una ferocidad 1 mi tal asi como el designio de horrar 
toda huella que pudiera indicar la desaparición de Montene- 
gro y la responsabilidad del autor, propósito este último, que 
aparece corroborado con la actitud asumida por el prevenido 
al día siguiente del hecho al manifestar a la tripulación del 
"[.ionaisse** que había mandado al mencionad.» menor a !a 
ciudad eti buse;©.le provisiones. 

tjiu- en el supuesto de (pie Montenegro hiciera uso de su 
cuchilla al resistirse a ser aniarradi> por L,ópc , esta actitud 
encuadraría dentro fie los limites de la defensa, y en manera 
alguna [Hiede legitimar la agresión del procesado, ni los actos 
llevados a cabo por éste, una vez que desarmó y redujo a la 
impotencia a su victima. 

(Jne la afirmación de Lupe/ respecto a que se encontra- 
ba durante le ejecución de! delito cu estado de embriaguez, 
no debe estimarse como comprobada. toda vez que esta cir- 
cunstancia tía sido ¡ un denta luiente mencionada al ser inte- 
rrogado al efecto, sin agregar cnlimecs ni más tarde antece- 
dente alguno, tendiente a demostrarla, 

One la forma en que ha sido cometido el homicidio, arro- 
jando al rio el cuerpo vivo de la victima, atado y lastrarlo 
crin un objeto pesado que le privaba de los medios naturales 
de defensa, con el propósito de producir la muerte del sujeto, 
evidencia jwir si mismo que ha existido alevosía de parte de su 
autor. Ka prueba de esta circunstancia resulta de la propia 
declaración de López que afirma que echó a Montenegro al 
río estando vivo, con el fierro ;;tado al cuello, a fin de matar- 
lo, y de l. s bu ellas que presentaba el cadáver de la victima 
senún resulta del informe médico de la autopsia obrante a 
fojas «jó. 
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(Jtte concurren en contra del presado las circunstancias 
agravantes de premeditación y abuso de «uierioridad por edad 
y fuerza establecidas por los incisos 4" > i°" de! articulo 
del Código Penal, 

Que el homicidio perorado por Ló|»ez encuadra en las 
disposiciones del artículo 17. capítulo 1.". inciso J." «1 de 
1 lev número 4. 1*ro resultando que existe la aU-nmnU' 
que establece el inciso 8," drf articulo S 3 del Código fceníd, |*.r 
li.il.er transcurrido más de dos años desde la iniciación de la 
causa sin culpa del procesado o de su defensor, corresponde 
aplicarle ta pena inmediata inferior o sea la de presidio por 
veinticinco años. • 

por estos fundamentos y te dispuesto por lo» articulas 
63 v 64 del Código Renal se modifica el falo apelado .Jiran- 
u- a fs. tío. v se condena a J<.se t¿pez como autor del ho- 
micidio perpetrado en la persona del metí :r Vicente Monte- 
negro a la pena de 25 años de presidio, con reclusión solitaria 
de treinta días en los aniversarios del crimen, sujeción a la 
vigilancia de la autoridad por *° :m,,s «NtPÉ» tk> 
dá la pena, v demás interdicciones y aeees..ri >s legales: om 
.costas. Hágase saber de vuélvanse. - F. Pía' * l'tvar. - 
Fortunólo CaM* ró,t. — César tf. Pfrff €<>hmw. 

TALLO nE LA CORTE Pf TREMA 

Bueno* Aifn, Abiil 9 <k iwa. 

Vistos y Considerando; 
( Míe la sentencia pronunciada en la presente causa a fs. l& 
eoiukma al procesado José López como autor del h anicidto 
perpetrado en la persi.ua del menor Vicente Montenegro a 
la pena fie veinte v cinco años de presidio con reclusión so- 
litaria de 10 días en los aniversarios del crimen, sujeción a la 
vigilancia de la autoridad por cinco años después de cumplida 
la pena v demás interdicciones > accesorios legales, con costas, 
coi, arreglo a lo dispuesto |*»r la ley «le reformas al Cod.g- 
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Penal cu el articulo 17. capitulo t, inciso .V > l1 articulo 83, 
inciso 8." del mismo Código. 

Que esta sentencia 110 lia sido recurrida por el Ministerio 
Fiscal, y. por su parte, el defensor del procesado manifiesta 
en la memoria presentada a fojas 56 ante esta Corte, "que en 
presencia de las constancias de autos, de la confesión de I*o- 
pez y del examen médico legal de fs. 137. <l«e ¡0 considera 
con (inficiente dHcrnimientio y desarrollo intelectual, nada 
puede alegar en favt>r del procesado". 

Por ello y sus fundamentos, se confirma dicho fal>» con 
costas, Xotifiquesc original y devuélvanse los autos, 

A. I1i:k-m¡:jo. — Nicaxok C uix 

Sot.AK. — D. K. 1 'ALACIO. 



Criminal contra. Mariano T. Medina, por homicidio 

Sumario; So causa agravio al reo la sentencia que »o con- 
dena a la pena de diez y siete años y medio de presidio 
y accesorios lépales, por el delito de homicidio perpetrado 
con las agravantes de ensañamiento y superioridad de 
sexo : y no habiendo sido apelada por él ministerin fiscal. 
Corres|x>nde su confirmación. 

Caso : Ante el Juzgado letrado en lo Criminal y Corrcceio 
nal de la Pampa Central, fué procesado Mariano T. Me- 
dina por haber inferido quince puñaladas a la mujer Fe- 
lisa I-ara quien fañleció a consecuencia de tas heridas re- 
cibidas. Alegó el reo que cuando cometió e l hecho se en- 
contraba en completo estado de embriaguez, circuustancri 
(pie en ningún momento se probó y. antes ¡x>r el contra-' i. 
fué contradicha i*>r la declaración tic dos testigos y 0tT»1 
diligencias del proceso, por lo que teniendo en cuenta 
las agravantes de ensañamiento y superioridad de sexo. 
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fue condenado a la |>ena de veinticinco años de presidio, 
accesorios legales y costas. 

•i 

SENTENCIA DK LA CAMARA FEDERAL I>B APELACIONES 

La PUt*. Octubre IT de 1917. 

Vistos, considerando : 

Que las piezas de autos debidamente compulsadas ¡xir el 
ti quo demuestran con toda evidencia el delito Je homicidio per- 
petrado por el reo en la persona de la mujer Felisa Lara. 

Que no apareciendo de autos «I móvil dei crimen brutal 
y dada la circunstancia de que til autor no tiene malos antece- 
dentes, caíie computar a su favor la atenuante de ebriedad de 
cjtie hace mérito en sit indagatoria, detallando el abuso de li- 
cores jKir su parte, con determinación de su clase y del lugar 
en que los bebió, sin que la investigación se baya preoetqjcido 
de constatarlos como era <tdwr de las autoridades que la diri- 
gieron, no pudiendo, en consecuencia, esta omisión, redundar 
en perjuicio del reo. 

(J ue aceptando la atenuante de ebriedad, no procede com- 
putar en el casi» la agravante califica t i v c ensañamiento, ni 
otra alguna, toda vez que éstas pueden Sui sólo el resultado de 
aquélla. 

Por estos fundamentos, se confirma, en lo principal, la 
sentencia a [jetada, reduciéndose la condena a diez y siete atños 
y niediu de presidio y accesoria respetivos. Devuélvase. — 
R. Guido LavUüe. — Antonio /.. Marccnaro. — Kn disiden- 
cia parcial : José Man ó. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aira, Abril 9 de 1016. 

Vistos y G «siderándo : 
Oue no se lia ofrecido ni producido prueba alguna en esta 
causa que acredite que el procesado sx; halla encontrado en 
estado de embriaguez al cometer él delito ¿fe homicidio en la 
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persona de Felisa Lara. infiriéndole las heridas que le cansa- 
ron su muerte, la mayor parte de "diagnóstico muy grave y 
una mortal de necesidad", como se expresa en el informe del 
médico que reconoció el cadáver, fs. 12. . 

Que las constancias de autos ofrecen sobrados elementos 
de juicio que contradicen b afirmado al respecto por el pro- 
cesado y sostenido por la defensa. c<xno resultado de los an- 
tecedentes a que se hace referencia por el juez de la causa, ta- 
les como los indicios que surgen de la falsedad de su propia 
confesión al relacionar -detalladamente la forma en que atento 
contra la vida de su víctima, indicios de falsedad que robus- 
tecen las declaraciones de los testigos examinados a fojas 3 
y fojas 20. 

Que dado lo expuesto la sentencia apelada no causa agra- 
vio al reo y no procede por lo tanto modificarse en su favor 
la pena de diez y siete años y medio de presidio y accesorios 
legales que se ha impuesto con arreglo a lo establecido por el 
artículo 17, inciso 1.", capitulo i.° de la ley de reformas al 
Código Penal. 

Por «lio y no habiéndose apelado por el Ministerio Fis- 
cal, se confirma la sentencia de fs. 51, con costas. Notifíquesc 
y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor 0. del 
Sor.AR. — D. E. Palacio. 

i 

Ham o de la Nación Argentina contra la provincia de San Utis, 

sobre cobro de pesos 

Sumario: La manifestación del gobierno de haberse encon- 
trado en la contaduría antecedentes incompletos de la deu- 
da y de haberse ordenado una nueva investigación en los 
libros de esa repartición, «o importa un reconocimiento ex- 
preso o tácito de la obligación a tos efectos de la inte- 
rrupción de la prescripción. 

Caso: I» explica el siguiente: 
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FALLO Dtí LA CORTÜ SUPftKM A 

Bueno» Aires. Abril 9 de 1918. 

V vistos: El apoderado de] líanco de la Nación Argen- 
tina Sé presenta expbhtehitót: Que de acuerdo con instruccio- 
nes recibidas viene a entablar formal demanda contra la pro- 
vine ¡a de San Luís. por cobro <lc ía suma de trescientos mil 
pesos moneda nacional por capital y trescientos cincuenta y 
cuatro mil ciento cuarenta y nueve i>esos con noventa y seis 
centavas moneda nacional por intereses que adeuda a la ins- 
titución ijue representa. 

Qtté la existencia del crédito la justifica con la planilla 
que acompiña. 

Que en consecuencia pide que en oportunidad se condene 
a la provincia demandada a satisfacer la suma redamada y tos 
intereses que se devengaran, con especial condenación en 
costas. 

Citada ¡a provincia y conferido traslado de la demanda, 
sus representantes la contestaron diciendo en lo substancial : 

Que el actor no manifiesta quien suscribe las letras a que 
se refiere y que no acompaña a su demanda, ni menciona an- 
tecedente alguno al respecto. 

Que aún suponiendo que las letras hubiesen sido suscrip- 
tas por el Gobernador de la provincia, ello no bastaría pira 
obligarla, |mr cuanto esa deuda se lia liria contraído con vio- 
lación a la carta fundamental de dicha provincia, vigente en 
la fecha a que remonta el origen de la deuda, según la de- 
manda, desde que esa era facultad del Poder Legislativo. 

Que por otra parte, en los libros de contabilidad de la 
atministradón provincia!, no existe antecedente alguno demos- 
trativo de que las sumas dé dinero que se cobran hayan ingre- 
sado al lesoro de la misma. 

Que llaman la atención acerca de la actitud del fianco. 
qiie lia dejado transcurrir veinticinco años sin ejercitar su ac- 
ción y que boy al hacerlo haya omitido la presentación de fas 
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letras protestadas a que liacc referencia y que serían el fmi- 
tiáhtento legal ineludible tk- su aciión. 

Que en mérito de lo expuesto nx-gan la existencia úe la 
deuda y piden en consecuencia que se rechace ¡a demanda, 
con costas. 

líu el primer otrosi del escrito de contestación agre- 
gan : Q ue en todo caso la deuda que cobra el Banco está pres- 
eripta y cu consecuencia oponen esta excepción de acuerdo* 
con til artículo 848. inciso 2." del Código de Comercio y 4.023 
del Código Civil. 

Conferido traslado de esta excepción a la parte actora, esta 
manifestó en lo pertinente: 

Que están mal informados los represenuntes de la pro- 
vincia ál afirmar que e! Banco, recién ahora reclama el im- 
porte ¡le SU crédito. 

Que son numerosas las notas que ha dirigido al Gobier- 
110 de la provincia con ese objeto. 

Que esas notas revelan que el Banco no ha abandonado 
sus derechos y |»or consiguiente clSos no se lian prescripto; y 
pide el rechazo de ésta y las otras execciones opuestas. 

Abierta la causa a prueba. |jrodueida ta que expresa el 
certificado de fs. 3.1 y prcsctitatlos pe ir ambas partes los ale- 
gatos respectivos se llamó autos para definitiva, y 

Considératelo en cuanto a la prescripción : 
Que según lo expresa el actor, con referencia a la planilli 
de fs. 1. la íctra por pesos trescientos mil que se cobra con 
más sus intereses fué protestada al Gobierno de la provincia el 
2> de Junio del año 1891. 

Que como se acredita en el certificado de fs. 41. el flan- 
eo requirió de pago al Gobierno de la Provincia, ante el Juez 
Federal de San Luis, el 30 de Junio de 1911, es decir después 
pues de vencidos veinte años desde que fuera exigible la ol/i- 
gación . 

Que la comunicación de fojas 20. cualquiera que sea su 
carácter, no puede estimarse como uno de los actos interrup- 
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ti vos ilc la prescripción a tute se refiere el articulo ¿.gScj del 
Código Civil, entre otros motivos* porque no demuestra qu.: 
haya existido un acto directo del acreedor contra su deudo»-: 
ni en tos términos en que está concebida im|*>rta reconoci- 
miento expreso o tácito de la obligación, conforme a lo dis- 
puesto |ior los artículos 71R y 721 y concordantes del Código 
citado . 

(¿lie con tale? antecedentes. 110 es dudoso que la prescrip- 
ción se ha opéralo en los términos de los articutos 4.023 del 
Código Civil y fiel Código de Comercio ( Fallos, tomo 104, 
página 183: tomo jn. página 05 y otros). 

Por ello asi se declara y en consecuencia no se hace lugar 
a la demanda interpuesto por el Banco de la Nación Argentina 
contra la provincia de San Luis, sin costas, atenta la natura* 
leza de la exección opuesta. Kotiftqirac original y repues- 
to cí papel archívese, 

A. Hkrmi-jo. — NrCANo» G. mi. 
Solar. — D, E. Palacio. 

En la «tima lecha te dictA idíntiea r««lueión en oteo juicio «suido utrt 
I11 mí un as partea, par igual cm». 



* 1 

( 

Marcelino Scquciros en autos can la administración de im- 
puestos internos sobre cobro de tina multa. Recurso de 
hecha. 

Sumario : I." Para la procedencia del recurso extraordina- 
rio autorizado por el articulo 14. ley 48. es necesario que 
al inter¡ miu-rlo se hayan cumplirlo las exigencias del ar- 
tículo 1 5 de lía misma ley . 

2.° Ks improcedente el deducido contra una senten- 
cia que se ha limitado a aplicar reglas de procedimientos, 
sin fue se haya discutido su inconstitucionalidad. 

ha alegación de una cláusula constitucional a! 
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interponer el wcurso, es extemporánea a los fines de su 
procedencia. 
Caso: Lo explican Tas piezas siguientes: 



Suprema Corte: 

La apelación deducida en el escrito de fs. 47 de íos au- 
tos principales no es procedente, ya que, con arreglo a lo dis- 
puesto en el artículo 4." de la ley 7.055, las sentencias de la 
Cámara Federal de esta Capital causan ejecutoria en juicios 
di la naturaleza del presente. 

Tampoco cabe hacer lugar al recurso extraordinario au- 
torizado por oí articulo 14 de la ley 48 y artículo 6.° de la 
ley número 4.055, por cuanto dicho recurso no aparece, de los 
términos fiel referido escrito de fs. 47. interpuesto en la forma 
que prescribe el artículo 15 de la mencionada ley número 48. 

Entiendo, además, (pie la aplicación que del precepto con- 
tenido en el articulo 27 de la ley número 3704. se ha hedió 
tanto en el pronunciamiento de fs. 30, como en la sentencia 
de fs. 44 no es fundamento para deducir el recurso extraor- 
dinario puesto que dio sólo im]>orta observar una regla de pro- 
cedimiento fijado por la aludida disposición legal, lo que de 
suyo es materia completamente ajena al recurso previsto por 
él artículo (4 de la ley número 48 y 6" de la ley número 4.0;;. 
toda vez que no se la ha impugnado como contraria a la Cons- 
titución Nacional. 

Por otra parte, advierto que, si bien en el escrito de fs. 41. 
el recurrente invocó oí artículo 27 de la ley número 3.7C :, 
la decisión pronunciada a fs. 44 ™ ha dependido de la in- 
terpretación que debe dársele. Antes bien, su aplicación ha 
sido determinada exclusivamente a mérito de circunstancias 
de hecho, cuestiones éstas que son ajenas también al recurso 
que se deduce y que no podrían ser revisadas por V. E. pues- 
to que ella implicaría constituirse en tribunal ordinario t.: 



DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 




apelación . 



ir 



mt/» Dt LA COI TE SUPIUA 

l\n tal virtud, y considerando que. como lo tiene V, tv. 
reiteradamente resuello, debe ser estimada tardía la invocación 
del artículo 18 de Ha Constitución que lince el recurrente al 
apelar de la sentencia f escrito de fs. 471. corresponde y a 
V. K. pido se sirva declarar no haher a la queja que formu- 
la tlon Marcelino Scquciros en la causa que sigue sobre ape- 
lación de Hri3 resolución de la administración de impuestos 
internos. 

Horacio R. Larreta. 

i-\u.o DE h\ CORTE SUPREMA 

Bueno! Aires, Atril II de 1018. 

Autos y vistos: 1-1 1 recurso dé hecho por apelación dene- 
Ijada imen»uesto o mira sentencia de la Cámara Federal tíe 
AjK'lación de ta Capital en los autos Seguidos por don Mar:e- 
lino Scquciros contra la ailniinist ración de impuestos internos 
sobre cobo» de tuuUa. 

Y considera mío; 

Que como consta en el informe de fs. j a o. y en los auto* 
reirütidos a solicitud del señor Procurador General t f s. 471 
el reci rs»i denegado ha sido interpuesto en los siguientes tér- 
minos : 

"(Jne siendo gravosa a mis intereses la sentencia recaída 
en dichos «uIck vengo a interponer para ante la Suprema Corte 
de Justicia Nacional, los recursos de apelación y uuhdail por 
¡uconstituciomilidad de la misma porque entiendo en la forma 
substanciada y producida es violatoria de la liberta,! de defen- 
sa consagrada en el articulo iS de la Constitución Nacional 
como una de las garantías y derechos más inalienables". 

tjue auno se ha hecho constar en el auto denegatorio de! 
recurso no se han cumplido al interponerlo las exigencias del 
articulo 15 de la ley número 48 y el fallo se ha limitado a apli- 
car reglas de procedimientos sin que se haya discutido su in- 
cnnsiitucionahdad. 
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Que la alegación del articulo i J* J v la Constitución al in- 
terpuner el recurso |«ira ante esta Corte lia sitio deducida cx- 
UMiiporáneamente a los finés del mismo con arreglo a lo reite- 
radamente resuelto, (Fallos, tomo n_». página -»4; 113, página 
/> y otrosí. , 

yue a ello se, agredí que 110 se trata de un recurso ordi- 
nario, improcedente en et caso según el articulo 4 tic la ley 
7-°5.v >' él de nulidad no esta comprendido en el extraordina- 
rio de apelación que legisla i4 articulo 14 de la ley 48 y <x y de 
la 4.055. (Palios, tomos icio, jWigina 37; 113. página 345 y 
oin»s). 

í **>r ello y de conformidad con lo pedido por el señor 
Procurador General no se hace lugar a la (¡neja deducida. Re- 
póngase el papel y archívese, devolviéndose los autos princi- 
pales con transcripción de la presente. 

A. BíHMKjo, — Nicanor G. hel 

SOI.AK. — 1>. K. PALACIO. 



Sumario instruido con motivo de la denuncia de estafa formu- 
lada por Alejandro Mordasiui, contienda de competencia. 

Sumario : 1.a circuZación tic fichas conocidas bajo el nombre 
de "Solierauo Hanovcr" que fjor cierta semejanza con la 
libra esterlina ¡Hieden ser aceptadas como tales, no cons- 
tituye el delito de falsificación de qué trata la ley 3.972. 
cuyo conocimiento deba atribuirse a la justicia federal. 

Casi>: I^o explica el siguiente: 

TALLO nR LA CORTE SUPREMA 

BmaM Aire», Abril II 4c »l«, 
Autos y vistos: Los de contienda negativa tle competen- 
cia entre un Juez. Federal y otro Correccional ordinario de 
esta ciudad, para conocer de ia denuncia formulada por Ale- 
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j andró Mordasini. de haber un sujeto cuyo nombre ignora, 
abonáddíe una compra de mercaderías con una libra ester* 
lina: y 

Considerando: 1 

Que según se expresa en la denuncia de fs. r. el sujeto 
desconocido a que se refiere ta misma. alx>nó en la casa de ne- 
gocio del denunciante el importe de un peso con ochenta y 
cinco centavos nacionales por un pafiueto de hilo y un cuello 
bíando. cor» una libra esterlina, inglesa recibiendo además de 
dichos objetos el vtielto de nueve pesos con sesenta centavos, 
teniendo presente eí cambio de oro a papel. 

Que la pieza adjunta a fs. ti. entregada a la policía poí 
dicho* Mordasini. no es una moneda, sino una ficha que se ex- 
onde en el comercio bajo diversos nombres, y en especial el 
de SolK-rano Hanovcr. refiriéndose a la leyenda det reverso de 
dicha ficha, «tic por cierta semejanza con la libra esterlina 
puede ser aceptada como tal. circunstancia aquella nuc impide 
i|iie sea considerada como una falsificación de que trata la ley 
nackmaÚ número 3 872. 

Que siendo ello asi. los hechos a que se refiere la denun- 
cia no presentan los caracteres de delincuencia que por razó» 
de la materia pudieran, clasificarse entre los sometidos a la ju- 
risdicción f competencia de la justicia federal que es restric- 
tiva y no puede intervenir en otros casos que los que expresa- 
mente le están señalados por derecho (hey número 48. articulo 
p¡ ¡ m .jso 3«. Código de Procedimiento Criminales, artículo 
l(f y 23. Fallos, tomo .118. página ¡5Ó; tomo 123, página 220 
y otros) . 

Que por otra parte de Eos antecedentes del sumario se 
desprende tambü-n qtie no concurre circunstancia alguna por la 
que la justicia federal deba intervenir por razón de tes per- 
sonas o del lugar en que se dice cometido el hecho, debiendo 
en tal caso considerarse de la' jurisdicción de los tribunales 
ordinarios dtf fuero común conforme a lo reiteradamente re- 
suelto en casos análogos. 
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Por ello y oído el señor Procurador General se declara 
que el conocimiento en la denuncia de que se trata no corres- 
ponde a la justicia federal y en consecuencia remitan se los 
obrados al juez de lo correccional, avisándose por oficie» al 
federal . > 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 

i 

Don Luis P. T omha contra la Sociedad Anónima Bodegas y 
i'iñcdos Domimjo Tomba, sobre oposición al registro de 
una marca. 

S"üutário\ No procede et recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48. contra una sentencia que tiene por l»ase la 
apreciación de la prueba, y no ba desconocido privilegios 
de la ley de mareas de fábrica número 3.975 en la inter- 
pretación dada jior ella. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

fallo oe la suprema corte 

Bumo* Airei. Abril II di 1918. 
Vistos y considerando: > 

Que ta sentencia apellada de fs. 34". en cuanto -evoca la 
de primera instancia, corriente a fs. 308, ba dejado establecido 
definitivamente : 

1. a Que no estando incluido el nombre de Antonio Tom- 
ba en la marca de fábrica (pie han exhibido los demandados, 
la acción de éstos no es la que autorizan los artículos 6." de la 
ley número 3.975, de 23 de Noviembre de 1900, i>ara <>po* 
nerse al «so de marcas que puedan producir confusión con la 
propia. 

2, u Que «o se ha comprobado i>or la sociedad demanda- 
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ila el carácter :1c sucesor suputar ttl P^feda^ <fcl «ftwfe« 
lie Antonio Tomha. pues el ctócuntenito testimoniado a ís. \j¿. 
no lo establece, limitándose a fijar bases para la liquidación 
de la sociedad Antonio 'rumba y hermano y estipulando que 
las disidencias que surjan serán sometidas a la decisión de ar- 
bitros arhitradores. 

(Juo la primera de dichas decisiones ha quedado excluid i 
del recurso extraordinario interpuesto. t*>r cuanto el apelante 
manifiesta en el memorial de fs. .Í7¿ presentado ante esta 
Corte» lo siguiente: "Si fia marca que pretende regi-trar Latís p. 
Tomha es o no semejante a la registrada i»or mi representado, 
es punto que ahora na interesa discutir, porque escapa a la 
jurisdicción de \ K.'\ 

Une el según < ¡o de los proumiciamieiitos antedichos. tiene 
por base la apreciación de ta prueba en virtud de la cüal se 
establece que la sociedad demandada no es sucesora shismlar 
en la propiedad del nombre de Aiitotáo Tnmha. 

(JiiL- esta decisión racapa asimismo y por los motivos antes 
expresados, a lo que puede ser materia dó! presente recurso, 
por referirse a la apreciación de la prueba que no puede ser 
revisada en el caso por el tribunal, ¡según es de juri>prudeneia 
constante. 

One no se ha tratado de la intetigeiu i de los artículos »> 
v tolle la !.y número jijgrjfc ni se ha desconocido privilegio; 
eri virtud de la inteligencia que se les haya dado, sin.» tan sólo 
de la prueba producida párn fundar pretensiones. desestima- 
das en la sentencia por los motivos ya dichos. 

IW lo expuesto se declara no halicr lugar al recurso ex- 
traordinario interpuesto. N'olifiquese y devuélvanse, debiendo 
reponerse el papel ante el juzgado At origen. 

.V IÍI-BMK.10. — NlCANOK ti. DJÍL 

Soi..\k. — I). |. Palacio. 
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Crimina! contra, José Litis Sánchez, por homicidio 

Sumario: No causa agravio al reo la pena de diez y ocho 
anos di- presidio y accesorios legales, impuesta |ior el (le- 
lilí i de homicidio perpetrado con las circunstancias agra- 
vantes de premeditación y tu desjioblado; y m> habiendo 
sidi» aislada la sentencia |>or ministerio fiscal. eorres|mn- 
de su confirmación* 

Caso: KI señor Juez («tirado en lo Criminal y Correccional 
del Territorio de la hmipa. impuso la pena de diez y 
y ocho años de presidio accesorios legales y costas al pro- 
cesad" José l.uts Sánchez (al K| Curita. como autor del 
homicidio «le Hilario Domínguez, hecho del que se con- 
fesó autor, manifestando haberlo cometido para vengar 
una ofensa anterior. 

L 

SENTE* Cl A UK LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U Plan, Octubrt ll de 1917 

Vistos y considerando: 

íj ue el procesado se halla convicto y con fes i del delito de 
homicidio perpetrado en la persona de Hilario Domínguez en 
la forma y circunstancias precisas de que hace mérito el íi qtuh 

One de la propia confesión del reo ffs. 10 y 281 se des- 
prende con evidencia, que el delito fué cometido con las cir- 
cunstaueins agravantes de premeditación y en despoblado 
( articulo 84. inciso 4." y > : la primera resulta del hecho de 
haber seguido a la víctima dos meses justos buscándolo y de 
haber concurrido al sftio de la escena "expresamente a bus- 
carlo a Domínguez"; la segunda de haber dado muerte a éste 
en lugar afanado, en pleno campo, a orillas del camino. 

Que lió es procedente computar la atenuante de provo- 
cación, ni menos calificar el delito por esta circunstancia, por 
cuanto el sumario demuestra acabadamente, que la victima no 
usó de su cuchillo, el cual se halló dentro de la vaina y en su 
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cintura, estando además demostrado, coma se ha dicho que e! 
re, S ali6 expresamente a su encuentro, deteniendo a Domín- 
guez en el camino. Los insultos atribuidos a éste, en caso de 
haber existido responderían, pues, a la actitud agresiva de 
:i quéi. y en manera alguna a la pretendida provocación m- 
u ucii mal . 

Qíte con respecto al incidente ocurrido anteriormente en- 
tre «* delincuente y la víctima, no nuede triarse en conside- 
ración como circunstancia calificativa ni aún -como de ate- 
nuación, pues si hien todo lo, m perturl» el ánimo haciendo 
perder hasta cierto limite al agente, la conciencia de lo que 
hace, constituye uiia atenuante según los incisos i.\ 2.". $ 
v 5.". 13." y siguientes del articulo Ki, couminatlos con los in- 
cisos" t.\ 4'" v ó." del artículo 83. Código Penal, no sucede lo 
mismo, cuando, como en el caso, ha transcurrido un tiempo 
de dos meses, entre la afrenta y el homicidio de qn c se trata. 
"Un que es lejano, sea o no precedente o como subsiguiente 
kl momento de la determinación, no puede ejercer sobre éste 
un ¡nqníso que paralice el ejercicio de la razón y arrastre la 
voluntad". "Girrara. Parte General del Corso d> limito Cri- 
mínale", número g& 

ÍW estos fundamentos y sus concordantes, se continua, 
con costas, la teneia de fs. 3«- ,se. - José Marcó. 

— R. Cuido /... & — Antonio L. Marcenara. 

i ,LLO Ú% t.A SUI'RKM \ CORTK 

kuenoi AIki. AlwiMl de 1911. 

Vistos y considerando : 
One en la sentencia de fs. $2. v confirma, con costas, la 
del juez de la causa pronunciada a fs. & $ w ,m - 
pone al procesado M Sánchez (al "Id CuriU' como 
ant.tr .leí homicidio perpetrado en la persona de Hilario Do- 
mínguez, la |>ena de dio?, y ocho años de presidio, accesorios 
legales v eosus con arreglo a lo dispuesto por el articulo 17. 
inciso 1." Capitulo 1." de la ley minien» ,4. 189. 
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íjne esta sentencia no lia sitio recurrida por el Ministe- 
rio Fiscal como se hace presente por «i señor Procurador Ge- 
neral a fs. 58, expresando que con tal motivo nada tiene fjtitr 
exponer, ■ 

Que ¡H»r su parte c* defensor del procesado manifiesta en 
!a memoria de fs. 59. presentada ante «ta Corte ijue su de- 
fendido ha confesado ser el autor del delito mencionado per- 
petrado en la jiersona de Hilario Domínguez y que "esa con- 
fesión que ratifica en todas sus partes ante el señor juez a 
fojas 28; el informe médico deft doctor Vicente Pinol de fs. 19 
vuelta, la partida de defunción de la víctima, agregada a fs. 21, 
y las decía racione.-, de los testigos Antonio Larrea y José Ka- 
Ijent eompruetian plenamente el delito por cuyo motivo declara 
qüé nada puede alegar en su favor". 

Por ello y sus fundamentos se confirma con costas la ex- 
presada sentencia de fs, 52. Notifiqtiese y devuélvase. 

Á. Bermejo. — Nicanor G. del 
Soi„ar. — D, tí. Palacio. 

I 

Don Cecilio Mallet contra la provincia de Santa Fe, por en- 
traja de tierras: sobre competencia 

Sutmrio : VA artículo 8" de la ley numen» 48, restrietiv.. del 
articulo 100.de ta Constitución, no es aplicable al ejer- 
cicio de acciones que tienen su origen en un contrato de 
compra-venta de inmuebles, diverso del de cesión Q man* 
dato propiamente dichos, aunque el actor no haya adqui- 
rido derecho real sobre ta cosa comprada mediante su 
tradición . 

Coso; Lo explica eft siguiente: 

1WI.UÍ DE LA SU M KM A CORTE 

Buco» Alr», Abiil 1 3 de I9IS. 

Y vistos: til incidente sobre incompetencia de jurisdic- 
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Cito promovido a fs, 175. con lo contéstaífo l*»r el demandante 
y lo dictaminado por el señor Procurador Qenetál. 

Y considerando: 
Que demandada la provincia de Santa Fe l»or don Ceeilb 
Mallet iKír entrega de tierras en susiilueioi. de las que expre- 
san los documentos acompañados con arreglo al valor que 
■M misma les ha asignado al efecto del pago de la contritu- 
directa o e n defecto una indemnización eorresiKínch'c - 
te al valor actual fie los terrenos debiendo ser determinado wi 
peritos o jn^el qué la misma ha señalado para el pago de esa 
contribución, el representante de la provincia sin contestar la 
demanda promovió incidente lie incompetencia de jurisdicción 
cu e>ta Corle fundándose en que se 1 raí alia de una cesión de 
ácd0Hé v dcrcclios y en que oh> arreglo til articulo 8" de la 
ley nñmero 4« debía acreditarse el fuero, no sotamcnle con 
respeto al demandante y a su cedente don Jorge Baker sino 
también con relación a los concesionarios primitivos de 
esas tierras, o sean los militares que hicieron la campaña del 
Paraguay y fueron Iwnctíeiados por la ley de la provincia de 
de iK de Septiembre fie 1SO3. 

(me don Jorge Haker i»or escritura de 11 de Abril de 
i* ^transfirió c n efecto a don Cecilio Mnlíet los derechos que 
,K.r los títulos v acciones administrativas deducidas le pudie- 
ran corresponder (testimonio de ís. 335) í k |**le deman- 
dada no desconoce su calidad de extranjeros vom prohada ade- 
mas por las informaciones producidas Llenándose los requi- 
sos del articulo M." de la ley níumro |S. con arreglo a la ju- 
risprudencia ile esta Corte al respecto (Palios, tomo ¿3. pá- 
gina 7-**« v oíros ) . 

Qtte indeiM-iHlieiitemente de si W militares beneficiados 
pudieran o no vender sus concesiones- o si se habría perdido 
todo derecho por no haber poblado, cuestiones extrañas a este 
incidente, debe observarse que los d'iemnentos testimoniados 
de fs. mi a fs, 337, se refieren a transferencias sucesivas por 
venta de diversas* suertes de fierras determinadas l*»r el nú- 



DE JUSTICIA m I.v NACION 



mero respectivo asignad*) a las mismas en un jitant> que se dice 
levantado por el Departamento Topográfico de la Provincia 

tjuc ti articulo S." de la ley número 48. restrictivo fluí 
íirtíciilp too de la. Constitución, 110 es aplicable al ejercí \v 
íle acciones que tienen su origen en un contrato ile compra- 
venta de inmuebles, diverso del <le cesión o mandato pn 
i nenie dielms. aun(|ue el actor n haya adquirido derecho rcai 
sohrc Id cosa comprada mediante su tradición 1 Fallos, tomo 
111. página 05, considerando 4." en la página 74). 

Por ello, oído el señor Procurador General, si- decliirt 
improcedente la excepción de incompetencia opuesta, con cos- 
tas y contéstese derechamente el traslado de la demanda. Re- 
póngase el pap>l. 

A. Hrrmi-jo. — D. E. Pai,\- 
1 »». — tvn disidencia : Nuv- 

MiK (V OKI. Sni.Mt. 

* 

i:n ihsii>i:ncia 

V visto»: La excepción de incompetencia deducida comu 
articulo de previo pronunciamiento en la presente cansa pro 
1 llovida i>or don -Cecilio Mallet. contra la provincia de Santa 
Fe sobre entrega de las tierras acordadas por la ley de 18 di- 
Septiembre de 1865. a los militares que hicieron la campaña 
de la guerra del Paraguay. 
Y considerando : 

tjne la demanda deducida en isla causa es dirigida ;i ob- 
tener de la referida provincia de Santa Fe una porción de tie- 
rra fiscal en proporción equivalente a la que estaba destinada 
y debió entregarse a I*ps militares «pie Hicieron la eampafia de 
la guerra del Paraguay, como queda dicho, o en su detíCÍO 
a >alisfaeer el valor que aquellas tierras tenían en una estén- 
sión de seis mil setecientas cincuenta y cuatro hectáreas y lrc-¿ 
áreas cotí tiuis I*»s intereses res|*ectivtis desde su recia t» tac ióu 
administrativa y las eosi.-is del juicio. 

Qtie según resulta de los antecedentes relacionados en el 
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rs-rito de dcniatlda y de tos documentos y escrituras 0, l'tófS 
que en testimonio corren de fs. 171 a 397. eí derecho a las i ie- 
rras reclamadas por el actor y que éste pretende hacer valer 
en este juicio, íe corresponde a mérito de las cesiones efectua- 
das por las personas a quienes fueron acordadas por b pro- 
viiHÍa demandada en la proporción estableada por .a t ¡lacia 
ley de iK de Septiembre de 18^5. 

Residía igualmente de los antecedentes mencionado* pe 
estas tierras que debieron ubicarse "entre el Cantón de Me- 
lineué" y !a "Guardia de la Esquina' del Departamento de 
K<*ario entonces, no fueron poseídas y labiadas ]>or los gra- 
nados y que éstos cedieron sus derechos y acciones que les 
correpí judian los que fuer un traiiMnitiéndose succsivmiiénic a 
diversas personas a título de venta hasta llegar al actor. 

Que es además de tenerse presente lo espuesto p r ti 
antecesor del actor en la (*esti«i?i administrativa sejfllidffl ant? 
el Gobierno de Ja provincia en en la une después de re- 

lacionar "las sucesivas transmisiones desde los dueños primi- 
tivos dé los derechos de que se trata hasta aquellos de quienes 
Jas hntio oor compra manifiesta qne la tierra destinada para 
los militares mencionados o sus sucesores a título universal a 
particular fué enajenada por gobiernos remotos", sin hakr 
cumplido hasta entimces con ios compromisos contraídos de 
entregar licras en otra zona de igual importancia o su jnsto 
valor. Testimonio ' de fs. 312. 

Qtit dados estos antecedentes; los ci mi ratos de venta de 
acciones y derechos a que se refieren las escrituras y docu- 
mentos citados, no tenían ni podían tener p;>r fj¿jeJt0 la trans- 
misión de la propiedad de la cosa sino solamente ta de los de- 
rechos y acciones que correspondía a los enajenantes cuino 
asi lo entiende la demanda misma, la que se intenta deducién- 
dose 011 ella las accione * personajes que el actor como coni- 
prádoír de esas acciones y derechos pretende corres]» poderle 
contra la .provincia demandada para que ésta le indemnice el 
valor de las tierras que corresjumdía a sus eedetites. 
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Que con arreglo a h> dispuesto |*i>r el articulo S. n de la 
ley tic jurisdicción y competencia de los tribunales federales, 
en fias Causas emtre una provincia y un súlxüto extranjero, para 
surtir el fuero federal es preciso que el derecho que se dispufi 
pertenezca originariamente y no por cesión o mandato a ciu- 
dadanos extranjeros. Fallos tomos 23. página ~2Cr, 33, pá- 
gina 326; 81, página 338 y 112. página 227 entre otros. 

Que el acto- sólo ha probado que él es extranjero, in- 
formación de fs. 5 vuelta a fs. ó. lo que resulta insuficiente 
para surtir el ft.em federal y originario de esta Corte por 
cuanto la acción que deduce no se constituyó originariamente 
a su fawtr, ni aparece acreditado que sus cansantes se hayan 
encontrado en condición de poder demandar a la provincia 
de Santa Fe. ante la justicia federal, con arreglo a ¡lo estable- 
cido por la ley y la jurisprudencia . 

<J ue por otra parte procede abservarse que esta litis no 
presenta cuestiones de carácter federal que esta Corte pudiera 
estar llamada a resolver independientemente de la nacional í- 
dad del actor. 

Poj ello, de conformidad con Ib expuesto y pedido por el 
señor Procurador C<cncral y sin que a ello se oponga la pro- 
videncia de fs. 5. en ta que se manda acreditar previamente 
la jurisdicción originaria, desde que ese decreto sólo ha impor- 
tado el cumplimiento de lo dispuesta en el articulo 2." de la 
ley de procemimientos. se declara procedente la excepción de 
incompetencia opuesta por la demandada, sin especial conde- 
nación en costas, atenta la naturaleza de la causa. NoliTíqucse 
cmi el original y rcapueslo* los sellos archívese. 

Xu .wok Ci. ni:i. Solar. * 
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Criminal contra, iMn 8w$»$0 /,Vm ' vr "' f u,r " f "' 

Smfm&i Ks J«sta la Knléfó* qt« «nidena :i ,;i P 1 » de 
diez v siete años v nú-dio <U- presidio y accesorias lega- 
les ai autor de un homicidio perpetrad., -i» ci reluctan- 
cias agravantes ni atenuantes. 

Caso: Lo explican las ROías >ipi¡cnlcs: 

SKSTKNOA LA CÁSt^A FF.oKRAl. DE Al Ml.WloSKS 

Li Pili*, ntckmbw IT de un. 

Vistos, consideiand*' 
Uue en autos se halla comprobado con el informe peri- 
cial y la parí i da dé defunción respectivos, el eucrp.. maie- 
nal ¡le' delito de li.Miiici.li» de «H» st ' í,edar ^ :im " r re * THm ' 
salde el pttKSSu&r. razón por la cuál su confesión hace plena 
prucl* en relación a las demás circunstancias del Itceho, 00 

contradicho en autos. 

" Que de esla confesión nanita (¡tic el reo di<> muerte a 
la víctima porque el nía anterior le fiabia insidiad... dos veces, 
v nn obstante que. ai ¡ntét^larto, aquélla le pidiese p<Hm i 
ipie la agresión y la puñalada mortal fnemr tan cintas que 
no le (lió tiempo de sacar anuas I fs. | vt.L 

(>ue en la árripíkcion de fs. J*i el reo pretende que fc«r- 
ttfc,des intentó sacar anuas al n.isnm tiempo que le decía 
■ perdóname". Piro esta intención. de lo inverosímil, 

en Utl suiftto .pie demanda perdón, nú está enmarada pot el 
hallazgo dé arma á%«tia en el cadáver de W^mc*. 

* One eo" estos antecedentes no es posiMfe computar la 
cerníante de provocación p»r parte % la victima, pues las 
ofémás de palabra a -pie Sé refiere Kerreyra lialnan ocum- 

do el día anterior al hecho de autos y ellas nú rexcsiiau gra- 

eedad alguna, como para provocar «na reacción tan lartha y 

tan V« tienta. „ 
Otic tampoco es o inmutable la agravante de preine-ll- 
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t ación, por cuanto i<Ia nn se halla comprobada en amos ni 
se desprende de la indagatoria del reo, base de este proceso. 

I'or estos fundamentos y sus concordantes, v habiéndo- 
se aplicado la pena corresjíOiKliente en su término mediu. se 
confirma cotí costas, la sentencia apelada. Devuélvanse. — 
José Manó. — tí. Cuido l avalle — Antonio L- Marcenara. 

FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Burro* Alrei. Abril le <fc it*lS. 

Vistos y consineramlo : 

(Jue no reinita acreditado que el procesado sv hubiera 
encontrado en el cas» de legítima defensa en el momento de 
cometer el delito contra ¡la vida de Domingo Fernández Me- 
i|itita dé <|ne vstñ acusado. 

One lo afirmado al respecto en su confesión y sea cual 
fuera v :dor legal (pie a está diligencia del proceso pudiese 
atribuirse, esa afirmación está en contradicción con la eirams- 
::.nri;i de no halarse emonlrnd» arma alaria ni el Kidáver 
de Fernández M esquita como se hace constar ct) la sentencia 
de ís. 44 y jxir ! la que se demuestra la imjxisihilidad de una 
agresión por [jarte de la víctima al pedir a su victimario que 
jé perdonara las palabras ofensivas que le había dirigido un 
■lia antes de) suceso. 

{¿tic dados estos antecedente y la forma eu míe aparece 
consumad» el hecho delictuoso de que se trata, relacionado 
I* ir el juez de la causa, no puede modifica roe en a¡l caso en 
favor del reo l la pena de diez y siete años y medio de pre- 
sidid > accesorias legales que se le ha impuesto con arreglo 
a lo establecido |mr hi ley 4.1** en el arlictilo 17. capítulo 1.", 
mtciso i/'. 

I V jt cMo y mis fundamentos se confirma la sentencia api- 
luda de fs. 44, eon costas. Molifiqúese y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — F). K. Palacio. 
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Sumario instruido a Manuel y Francisco Suátcs Gardillo, por 

tentativa de estafa 

» 

Sumario : \. n La cuestión de si la tentativa tic defraudación 
se realizó en lugar sujeto a la jurisdicción futiera! o a h 
local, es 1111 punto de hecho y de prueba, ajeno al recurso 
extraordinario del artíctílo 14, ley 48. 

J." Ln garantía del juicio previo y condena sola- 
nnmte por ley anterior al hecho del proceso que acuerda 
el artículo ifí de la Constitución no tiene aplicación con- 
tra una sentencia dictada en una causa por tentativa de 
éütaía castir'da por el Código Pena!, ley anterior, cuya 
interpretación y aplicación no <!a lugar a! recurso ex- 
traordinario. 

3." Puesta en cuestión la procedencia del fuero fe- 
deral con relación al común o local y reconocida la del 
primero, no es admisible el recurso extraordinario. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

1 

KALLO de la corte suprema 

Butnoi Aires, Abril II de 1911. 

Vistos y considerando: 

!." Oue contra la sentencia de la Cámara federal de 
Apelación de La Plata, que confirma la del Juez Federal de 
Babia ¡llanca cu cuanto condena a Manuel Suárez Gordill» 
a sufrir la nena dé cuatro años y cuatro meses de |>enitcucia- 
ria y a Francisco Suárez (Virdillo a la de dos años diez meses 
y veinte días de la misma pena, con las accesorias de ley y des- 
atentó de la prisión preventiva sufrida, el defensor de aqué- 
llos lia interpuesto para ante esta Corte el recurso extraor- 
dinario del articulo 14 de la Jey 48 y articulo ti." de la 
ley 4.055. fundándose en que "ha sido cuestionada una cláusu- 
la de Ir Constitución, e! articulo tK'jpte garante a todo ha- 
hiUnte t i juicio previo y la condena solamente por ley ante- 
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rior :,1 Hecho de! proceso. Han atenido mi. tefendr&s 
agse^ que la Justicia federal rrn , K ,di a evmocer de los hedí™ 
ocflpr#* en la provincia de llenos Aires, y de los cuales se 
hace «irpr la falsedad de los documentos en» q„ t sc presen- 
U.run a la justicia federal demandando a la señan, Susana <s 
de Uirclev y tanto en la sentencia del inferior Cómo en la de 
V . h. ha sido desechada esa defensa" ( fs. j 4 o vuelta i 

J." pje |»r su parte el señor Fiscal de Cámara' eum- 
P'iemln según expresa. e| fundamental de velar por que el orden 
en materia de eonqietencm sea estrictamente observado in- 
terpuesto ^iantíéttte el receso extraordinario del articulo 
W «m¡ fc* de la ley 48. manifestando que "la decisión de- 
finitiva de % . K. de fs. ^84. declarando |x>r mavoria. !a 
procedencia del fnero federal, es violatoria del citado precepto 
constitucional arüeulo % j n d So u _ , wr cuanto 
OQse de un delito con»,,, como el de autos (defraudación) 
previsto y penaefo en el Código IVnal. y que no m na comil . 
mado en lugar sometido a la jurisdicción federal, su jnr^- 
mtenro corresponde según esa dis^idón. a los tribunales or- 
dinarios . fs. 

Que cuanto a ] a prneedencia de! fuero federal h 
sentencia apelada hace cóh#t q& ella habia sido va decía, 
mm pot el tribunal con más de dos años de anterioridad r qu * 
respecto a la incompetencia declarada interiormente en el jui- 
cio civil expresa míe >>d¡a ser nulo lodo |„ actuado en c) jui- 
cio civil. p„r incompetencia del juez ante quien se presentan ■„ 
los actores; pero la tentativa .leí edm. estaba liedla, v s¡ este 
cobro constituía un liedlo calificado de delito, allí en jurisdic- 
ción federal ha sido tentado y Su conocimiento crresi^nde 
a !ns juetes de es« jurisdicción", fs. 2,384. 

4 " <Jiie el articulo 67. inciso 11 de la Constitución pres- 
cribe míe la aplicación de los Códigos corresponderá a los tri- 
Muíales federales o provinciales "según mic c as ^ 
sarnas cayeren bajo s„ s respectivas jurisdicciones", sin «pie 
haya controvertido [a inteligencia de dicha cláusula sino ími~ 
eamuite Ja cuestión de hecho indicada por el señor Fiscal a 
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fojas jyjíi. si la tentativa de defraudación se habia réaJízádq 
m lugar sujeto a la jurisdicción federal o ;i la de la provincia 
ilv liueuos Aires d> que. como punto de hecho y de prueba, 
es ajeno al recurso extraordinario interpuesto y no depende 
mi solución de, la inteligencia que se de a la clausula citada, 
i Fallos, ftwno llX. página 242, considerand . 5." y los allí ci 
lados t . 

$* <Jue lo alegado respecto al articulo iS de la Consti- 
titución ra rece de apücación al snh judicc puesto tpie la sen 
tencta apelada se funda en los articuíns 202 del Código IVnal 
y. 23 y otros de la ley de refirmas al misino y cuino lo hizo 
constar el fallí» de l.' instancia, el motivo de! procesó es una 
tentativa de estafa castigada por el Código Penal <|tte es ley 
anterior afl hecho del proceso (fojas ¿170. considerando 2.'*. 
y» cuya interpretación y aplicación, debe agregarse, es extra- 
ña al ncurso extraordinario deducido, con arreglo a lo dis- 
puesto en el artículo rg de la ley 48 \ lo reiteradamente re- 
suelto. 

t>" (Jiif es un principió de jurisprudencia derivado dei 
texto de] articulo 14 de la ley 48 (articulo jj. inciso J. M . Có- 
dijgO de Procedimientos Criminales 1 y de '.os propósitos det 
recurso extraordinario en él previsto, tjue ]»ara la pn ice leu- 
eia del mismo no hasta que en la causa se hayan citado cláu- 
sulas de lá Constitución, si la decisión de la misma u<» depen- 
de de la inteligencia o interpretación que se íes de. 1 Fallos, 
tumo tío. ]Kigina 2~<t; tomo tJi. página 45K. considerando ¿, ft K 

7, fjite además, puesta en cuestión la procedencia del 
fuero federal] ente es de privilegio, derivado de la Constitu- 
ción y la ley de jurisdicción y c •ui]>ctencin de 14 de Septiem- 
bre de con relación al fuero común o Inca!, y recono- 
cida ]M>r un tribunal ta del primero, no es admisible e! recur- 
-o extraordinario del articulo 14 de la ley 4S, porque falla la 
decisión awtnirui. que c-sie requiere, respecto a Ha validez del 
privilegi . o exención consagrados por la Constitución, trata- 
do* q leyes esi»ec¡ales del Congreso, cuya supremacia se pro- 
pone salvaguardar ese recurso, de acuerdo con el artículo ,;i 
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jurisprudencia en él diada. 

gestos fundmnomns. oído d S *fe ^t,;^r Ce,,,. 



A. Bkrmkjm. - N'ii-.wnit <;. tim 
So,. u -. |). pxteétti. 



W <fc t »M srfbdo nacional 

mmm mam mmm * mmmm m . 

cíales pede trabar fc» ^ fe jítótM¿ ^ 

do mi átente por la Con, Suprema « m jd * 
prnemaa. para ^ rimír l)Iia cnmieíKj:t dé 

ge mml.rln a ú„ cuando su remisión l,ava lo 

mipcd.da por falta de nación por ,«rie -Id ¡n.ercj, 
í «»: Km la eonHpnda d, convencía por inhibitoria sns- 

mdad. la Cort, Suprema libró orto, al primea de los 
jueces nombrados ;t tm dé , mc remitiera, en éaso de 
insistir en su comprenda. eJ expediente S^tfcfe in.r Ben 
M» ViJlatañe contta la Aduana XadonaT ' 

Ne.ten.do diebo p«dO étt razó,, de tío |^ 
OHn^mneiito se prod B j ¿1 simiente: 

u io sKÑok .m-kz éín ,.„ nvii, v ..í.ukkciai. 

Jn|uy. Mano :'7 <f« ¡m. 



3GK 
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tivu |«>r el cual! no se ha dado cumplimiento a Ib dcdéríado j>or 
decreto de fecha ¿$ da Abril del ano ppdo.. es por no haber- 
se hecho la reposición correspondiente: líbrese oficio a la Su- 
prema Corle de } ustieia de la Nación, haciéndosele safee't qu* 
la falta de reposición por (Kirie fiel interesado, ha impedido la 
remisión del expediente ammt estaba ordenado con fecha ¿\ 
de Abril det año próximo pasado. — Lnf't'z triarte 

FAttO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueao* Atrci, Abril M de ISIS 

Visto el oficio t|iie antecede cu el (pie dí señor Juez de 
i." Instancia en lo Civil y Comercial de Jnjtiy. doctor A. Ló- 
pez Iriaru- manifiesta que lío remite a esta Corte el ex¡>edieu- 
. u- seguido |*>r don Ik-iijamín Villaf añe c >nira la Aduana Na- 
cioiiai reclamado en Abril del año próximo pasado. |*ara ¿3.1— 
rimir la contienda i rabada entre e! primero y el señor Jttea 
Kederal de esa sección. por no haberse hecho .las reposiciones 
correspondientes y. 

C msideraudo : 

Qiie con arreglo a lo resuelto por esta Corte en repe- 
tidos casos, de conformidad con el articulo 13 de la lev 
ninguna medida emanada de la justicia provincial puede tra- 
bar la acción de esta Corte éii ejercicio de la juriedicción fjue 
té ha sido conferido p^.r la Constitución y las leves; fltbresc 
nuevo oficio al señor Juez indicado haciéndole saber, míe no 
obstante la falta de reposición de sellos, debe remitir a esta 
Corte dentro del término de diez dias. el expediente recla- 
mado para podér resolver la contienda de Competencia tra- 
bada con el señor Juez Federal. Kejióngasc el papel. 

A, BERMEJO. — NICANOR O. DEI* 
Soi„VR. — P. K. PALACIO. — 
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Don l m do Oywk contra i ptorhtfia Santiago del Hmh 
m t»r cobro de pesos; sobre lonvnlamiettto de embargo. 

Sumario: El embargo trabado con arreglo a | QS articules 
2 57 y 3*3 de la ley número 50, responde no solamente por 
el capital] reclamado sino también |x>r los intenses v 
costas. 

Cy«: En los autos seguidos por don Ignacio Ovuela contra 
la provincia de Santiago del Estero, por cobro de pesos 
él letrado y representante de dicha provincia solicitó le- 
vantamiento del embargo trabado en tierras fiscales de 
esta, ha mérito de haberse dqwsitado la suma q Ue adeu- 
daba al actor, a lo que el tribunal proveyó de cbtifor- 
mtdad. 

A su vez. el señor (Wa pidió se dejara subsistente di- 
cho einlíargo. en razón de que la tienda <|ite motivó éste, 
no había sido aun eaneelada |>or compk-to en su capital, 
intereses y costas y no habérsek- dado intervención al- 
guna en el caso. 

t 

FALU) DK LA CORTE SUPREMA 

Buenas ftfrili Abril 2u de 191*. 

V vistos: El incidente promovido a fs, 41 ^ y 417 <„b r c 
jevantannento del embargo trabado en bienes de* ta provin- 
cia de Santiago del Kstenj. 

V considerando: 

Une la ejecución ha sido promovida p..r el capital, inte- 
reses y costas ( fojas ¿69 1 . 

Que Na cantidad depositada a fs. 38J. se refiere únicamen- 
te al primero, cuyo verdadero monto, o sea. si asciende a cua- 
renta mil pesos o solamente a treinta v cinco mil. se ffig** 
minara al resolver sobre la aprobación de la liquidación une se 
manda practicar. 
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Por ello, se «declara subsistente el embargo, revocándo- 
se ia providencia de fs. 413 vuelta con costas, y practiquese 
por secretaria la liquidación del capital adeudad", intereses y 
et«-tas. N'otifíqtu-sc y repollase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. n£u 
Sola h . — D. E. P.\t..vck>. 



Criimnal contra, Prudencio Bruyues, pvr komieiftiy 

Sumaria : Es justa la sentencia Ojie cundena a la pena de 
tlfei y seis años de presidio y acceso >rias legales al autor 
de mi homicidio peritetradu cun la circunstancia agra- 
vante prevista cu el inciso 1." del articulo S4 del Código 
IVnal y las atenuantes de los incisos 4" y 6" del articulo 
K¿ del mismo Código. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SKSTHNC1A Ui; I.A CÁMARA KKHKKAI. BE AI'lXVL IU.N ES 

3 dt Oclubie 4f IBIT. 

Vistos y considerando: 

1," yuc las omisiones (leí sumario instruido por la poli- 
cía del territorio de Herniosa, ampliado por el Juzgado Letra- 
do del ni'Mno C'ti motivo del hecho míe dio origen a la pre>ci¡- 
te cansa, anotadas pot la defensa en esta instancia, o no exts* 
ten en realidad, n snn simples deficiencias que sin cansar la 
nulidad del procedimiento pudieron subsanarse "port unamen- 
te a petición de la |Kirte\ que ahora las quiere hacer valer en 
beneficio suyo. En efecto: consta de autos que el utieial in?- 
tructor actuó con uu secretario designado expresan ten te. el 
que aparece Suscribiendo todas las diligencias y declaraciones 
del sumario policial. las que por -ira parte han sidj ratifica- 
rías éii lo substauciaí por mandato del juez, competa me. V 
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en cwanfo a las «misiones, consta que en la estación o|)ortnna 
del juicio y aun fuera cié ella para mejor proveer, el juzgad • 
u qm decretó a petición de la defensa diligencias que no pu- 
dieron evacuarse sin culpa del j u/gado y sí |>nr notoria negli- 
gencia fie la defensa, lo que como se ha dicho, no puede fun- 
dar la nulidad del] proeedunientu . 

2:' Que coino lo establece el a quo, está debidamente 
comprobada con las diversas constancias de autos. !a exis- 
l encía del cuerpo de! delito y la responsabilidad de Prudencio 
llrugues como autor del homicidio de su cuñado Pedro Amar- 
gan. Kl informe pericial de fs. ¿1, debidamente ratificado y 
amp||ado a fs. 22 y 23, ha sido expedido en las circunstancias 
pre vistas en el articulo 325 del Código de Procedimientos y 
de él residía claramente establecido, no obstante el deficien- 
te lenguaje científico en Ü empleado, que la causa ocasional 
de la muerte de Amargan fué una de tas heridas qué le in- 
firiera dragues, o -oclusión no contradicha por constancia ni 
presunción alguna residíante del proceso. 

3," Que al apreciar el inferior las probauzas resultantes 
de autos, ha calificado acertadamente el hedió Jel cual se 
confiesa autor el imputado lirugues, como de homicidio sim- 
ple en la persona de Pedro Amargan desde que como b es- 
tablece la sentencia recurrida no hay antecedente alguno del 
cual pueda deducirse (pie hubiera existido por parte de la 
victima una provocación tal que colocara al imputado dentro 
de la prescripción del art. 17. inciso 4.° letra <M de la ley 4189. 
Aun teniendo en cuenta exclusivamente, a este respecto. la 
confesión del imputado, no puede deducirse de ellas que las 
palabras proferidas por Amargan tuvieran la gravedad que 
la defensa les asigna. 

4 Ü yue concurren en el caso sub jtidkc ©Gimo agravan- 
te. la circunstancia prevista en el inciso 1 • del artículo 84 Có- 
tlig«' Penal y como atenuante* las de los incisos 4.' y ó.' del 
articulo 83, desde que. no existiendo prueba en contra, debe 
atarse a la confesión del reo. según ta cual la provocación 
partió de la victima a causa de la discusión sostenida con los 
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padre* .H victimaría. Y siendo asi. es justa la pena impuesta 
a If rugues por la semencia recurrida, i Inciso i ", artículo 17, 
de la ley número 4189). 

I'or estas consideraciones y no obstante lo dictaminado 
por el señor Fiscal de Cámara, se confirma con costas la sen- 
tencia afielada de fs. 59, que impone a Prudencio ljnignes 
como retí del delito de homicidio en la. persona de Pedro 
Amargan, la pena tle diez y seis años le presidio, accesorio* 
legales y costas, llágase saber y devuélvanse. — F. Día;: de 
de l'ivar. — Fortunato Calderón. — César li. Pérez Colman, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnet Alm, Abril -JB ú* ifti» 

Vistos y considerando: 

Que la responsabilidad del procesado como autor de! ho- 
micidio perpetrado «n la persona de PcdTo Amargan está pla- 
namente comprobada . 

Que la forma y circunstancia en que a|*areee cometido 
este delito según '¡as constancias de autos relacionadas por el 
juez de !a causa en su sentencia de fs. 59, que continua en 
todas SUS partes la de fs. y 3. justifican la calificación legal 
•pie se le ha dado como comprendido en lo dispuesto p;)r e! 
articulo 17. capitula 1.'. inciso t." de la ley ;Ie reíonnas al 
Código Penal. 

Que corno si* establece en Sos fallos mencionados fio hay 
efectivamente en estns autos antecedentes fie los que pu diera 
deducirse que el procesado se hubiera encontrado en el caso 
di* una provocación ■» de repeler injurias ¡licitas y graves, a 
que se refiere el inciso 4 letra u 1 del articulo i7 de la citada 
ley de reíonnas ;il Código Penal. 

Que además es .le tenerse presente fo expuesto por et 
procesado en su confesión en la que manifiesta (¡ne notando 
que Amargan se llevaba a cada momento la mano a la cintu- 
ra como tratando tic sacar armas y porque la reyerta se hizo 
ro&s violenta, sacó su revólver haciéndole con él unos cuantos 
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tiros. manifestación que confirma to Aclarado iH>r su ,,m„i, 
hermana y el testigo Alejo Ramos y demuestra a la ve* la 
vez la improcedencia de lo alegado ,«>r la defensa. 

ífcr ello y sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tenca apeláda de fs. 7i . Notifiquuse y devuélvase. 

A. BiiRMEjo. — Nicanor G. dku 
Solar — D. E. Ru.aciq. 



fomised J, Ikáñcz en autos con la .idiuma de la Capital 
sobre infracción a tos artículos fS v 6a de ha lev de Adua- 
na, Recurso de hecho. 

Sumario: l'ara que proceda el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, («y 4 s. debe alegarse en términos concretos !í 
aplicación de alguna cláusula federal, de manera que de 
su interpretación dependa la solución de b causa. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA 11 K.\ bg|i RRXor I'ROCURADOB 

BtieDu Aim. Abril 1S U 1918. 

Suprema Corte: 
El recurso extraordinario interpuesin a fs. 59 y C\ dé 
Ins autos principales ha sido, en mi concepto, bien denegado 
pues que el recurrente, al deducido, „„ |„ f un( |6 como Io 
f»rcscnhc la primera |>arte del artículo , 5 de la lev núntfrro 
m >a qne de Ja exj>osición respectiva no a|>arece la indicación 
del articulo o artículos de la Constitución Nacional, tratado 
o ley especial del Congreso que .abrían sida violados por la 
semen™ condenatoria de fs. l-allus. tomo loo, página 82 

Por lo demás, el recurso extraordinario, aún cuando hu- 
biese sulo mierpuesh, en debida forma, resultaría asimismo 



ara 



FALLOS DE LA COlTt SUMEMA 



improcedente en virtud de que. según puede advertirá me- 
dian.,- i'l examen de los autos principales, el recurrente no 
ha invocado en el pleito ningún derecho, privilegio ú exención, 
fundado en cláusulas de la Constitución Nacional, tratado o 
ley especial del Congreso, que haya sUU> desconvido por la 
sentencia condenatoria pronunciada a fs. 56, \*>r la Kxma. 
Cámara Federal de Apelaciones de esta Capital, que lia de- 
cidido esta causa a mérito exclusivamente de una conclusión 
de- hecho de suyo extraña a la jurisdicción de apelación ex- 
traordinaria ejercida por V. K. coim es la relativa a la ca- 
lificación de olíscenos atribuida -a los libras a que se refiere 
el presente juicio. 

l'or ello, soy de opinión (pie corresponde — y íisí lo pido 
— se sirva V. R. declarar no haher lugar a la <|ueja que. 
jjor ajielaeión denegada. formulR don Francisco J. Iháñe?. en 
amos con la Aduana de la Capital. — Horacio R. Larrea. 

FALLO Mi 1„A COStK Sl'PKfiM A 

Butntt Aire». Abril 35 d*> I9IA, 
Auto$ y vistos: el recurso do hecho tor apelación dene- 
gada interpuesto contra sentencia de h íiunara Federal de 
la Capital. por don Francisco J. Ikíñez tu autos «MI la Adua- 
na sobre denegación de apelación, y 

Considerando; 

(Ju¿- el recurso extraordinario de apelación previsto en 
el articulo 14 de la ley 48 y articulo 0." de la ley 4.055 iv 
comprende el de nulidad a que se hace referencia en el es- 
criffl de queja de fs. r. (Fallos, tomo 115. página 12 y otrosí. 

(Juc ese recurso ha sido bien denegado porque en el pleito 
110 se Iiíi planteado cuestión de las previstas en el anieu! ► 14 
d t - la ley 48. 

Qjtuj ramo se ha hecho constar por esta Corte, no basta 
l»ara la procedencia del mismo, hacer referencias generales a 
la Constitución, datados o leyes especiales dil Congreso, como 
las de f*. (tj y 44 de los autos principales traídos a petición 
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del señor Procurador (.teñera!, pues qütí debe aiégarsé én u-r- 
mino> concreto* la aplicación tic alguna cláusula de carácter 
federal, de manera que de su interpretación depetida ta su 
lución de la causa t articulo 15. ley níinieni 48: l'allns, tonn. 
1 20„ página ¿i2r¿ considerando J."J. 

<Jue a diferencia de los cas<w. de jurisprudencia (pie se 
citan. (Fallos, tomo 105, página jj^; ti uno ti?. |ágina 43^', 
el recurrente no ha fundado en la ley de Aduana, derecho. 
l>rivilcgio o exención alguna. íjue le haya sido desconocida, 
y en el caso de Saló (tomo '07. página 151 ) el juez' federal 
había faltado >iu considerar un pedido de prueba del recu- 
rrente to rpie no ha ocurrido en el sttb lite, en (pie los jueces 
han apreciado personalmente el carácter de los libros de- 
nunciados. 

y ue corrcs|KiiuÍe hacer constar que la paralización de 
este recurso de hecho desde Mayo de 10.16 a Febrero de iy,i8 
ha sido debida exclusivamente como consta a fs. 15 vta. a 
omisiones del recurrente, único interesado en activarlo. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General se declara bien 
denegado el recurso. Notifiqucse y repuesto el papel archívese, 
devolviéndose los autos principales con trascripción de la 
presente, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. R. Palacio, — 



fhm José Kolla contra don. Juan (i. Kaiser, por injurias 

Sumaria- I.as leyes locales, ya sean dictadas por las legisfa- 
turas de provincia <> bien |x>r el Honorable Congreso en 
ejercicio de la atribución consignada e<t l¡ts incistis 14 y 
-7 del articulo 07 de la Constitución respecto a la Capi- 
tal y Territorios Nacii males. Son las que deben rcglamcn- 
lar el ejercicio de la libertad de imprenta, determinan lo 
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las sanciones con que se reprimirán sus abusos y ios 
tribunales uue conocerán de las res|»eetivas causas. Kn 
consecuencia, una sentencia fie un tribunal de la Provincia 
de Muchos Aires que funde en las disposiciones del Có- 
dip. Penal <lc la Nación la represión de delitos de kn- 
|»r¿>wa: sin invocar disposición alguna de carácter pro- 
vincial por las rtic las sancimies de arpie! Código havan 
sido incorporadas a la' legislación sobre la materia, con- 
Iraria al articulo 33 de la Constitución, y al 18 de la 
misma. por el que "ningún habitante de 7a" Nación puede 
ser penado sin juicio previ. ► fundado en ley anterior al 
hecho del proceso". 

Caso: Dun Jiisé Rolla se presentó ante el Juzgado X*. 4 en 
to Criminal y Correccional del Departamento de la Ca- 
pital. promoviendo querella contra el director del perió- 
dico "La Opinión", don Juan (*.. Kaiser, a quien respon- 
sabilizó por las injurias vertidas contra el querellante c« 
un permanente titulado -'Agencia Consular de Italia" que 
aparecía desde hacía algún tiempo en dicho periódico. 
Fundó el querellante su acción en lo disjwicsto por los 
artículos 180. incisa 2, $ y 4 del Código Penal y 21, 
inciso b) de la :ey número 4180. y pidió al juzgado que 
condenara el querellado al máximun de la pena fijada 
para la injuria grave, o sea tres años de prisión, en razón 
de la agravante que Importaba la circunstancia de haber- 
se reiterado diariamente la injuria, dado el carácter per- 
manente de la publicación antes mencionada. 

Xo habiendo comparecido al juicio el querellado, se 
le nombró defensor, el que contestó la querella soste- 
niend.i que Kaiser 110 era director del periódico de refe- 
rencia, tío siendo responsable por consiguiente de la pu- 
blicación (pie se le atribuía. 

Abierta la causa a pruelia falló absolviendo de culpa 
y cargn al querellado por considerar que estaba proba- 
do que la publicación acusada fué presenta Ja al periódi- 
dn "La Opinión'" por don Sebastián Angelcri. vecino t.nn- 
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ta* & IfiW, y que siendo ello asL y aun cnand, ¡a rme- 
relia había demostrarlo que ,-1 querellado era director de 
U Opimún". al tk-mpé de aquella pnblieaeión la res- 
[XMisabilidad m m desaparecía necesaria v legalmente 
d^de el momento en que se había comprobado por pnie 
E* sufraeiite y por propia declaración de la persona atu- 
ra del permanente en cuestión. 

Apelada esta sentencia |>or el querellante, la Cáma- 
ra V en lo Criminal y Correccional la revocó declarando 
al querellado autor del delito de injuria grave califica- 
do por |„s artículos 170 y 180 inciso 2." del Código Pena! 
y condenándolo a sufrir la pena establecida en el artículo 
-'i letra b) «le la ley 4189. su termino medí... o S ;a. dos 
anos de prisión, por considerar la Cámara. que tanto h 
repetición de la publicación como el carácter de a g t .„ tL , 
consular del ofendida eran circunstancias que había cali 
heado el hecho de ¡fraxv. y no debían tenerse en cuenta 
m» ngravantes. y rpie no existían t&mpm atenuantes. 
Sin costas, Ka Cámara estableció en su fa!U 1 decidien- 
do la cuestión segunda planteada en el acuerdo i " ( p 1e no 
se había justificado que c l querellado fuese autor mate* 
nal del escrit... itero que eso no interesal*, poique había 
sido demandado c« su carácter <Ie director del periódico 
y ese carácter estaba aqttí plenamente probado" ; agregan- 
do, "que eran res|Hinsables los directores de periódicos, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo _>i letra rf) de 
la ley 4.189 y la jurisprudencia. I Fallos. Suprema Corte 
de la pmvmcia, Serie 7.". tomo o.'\ página 208 j. 

Contra esta sentencia interpuso el querellado el re- 
curso de maplieabilidad de ley. sosteniendo: a) Qtic la 
Cámara había aplicado mal la ley. al condenarlo con arre- 
glo al artículo Ji inciso rfi de la ley de reformas a! Có- 
digo Penal cuando el artículo 4- í nc is i ,/ 1 de la misma 
istablecia que no se considerarían cómplices ni autores 
de los hechos punibles cometidos por a prensa, a (os edi- 
t.-res. impresores y demás personas que prestaren al autor 
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■Id escrito la cooperación material necesaria para su pu- 
blicación : h \ Q xw el Código Penal no era aplicable a los 
delitos «le imprenta, de donde concluía, que fa Cámara 
al castiga rio. fundada en sus disposiciones legales, habiíi 
violado el principio del articulo ii< di- la Constitución Na- 
cional, en cuanto establecía que ningún habitante de la 
Nación podía ser penado sin ley anterior al hecho del 
proceso; agregando. "íjue el Código Penal no regia en la 
provincial en lo que se referia a los delitos tic calumnia 
injuria proferido* por la prensa, desde que el artículo 32 
de la Constitución Nacional establecía que el Congreso 
Federal no dictaría leyes que restringí) tesen !a libertad de 
imprenta, y era evidente que se la restringía cuando se 
castigaban los delitos de pensamiento y se reprimían las 
¡dea : cuyos delitos de imprenta sólo ¡jodian ser castiga- 
dos por leyes locales <i provinciales: jamás por leyes na- 
ciorales". c \ Que en Ja sentencia se le castigaba como di- 
rector del |tcriódic<< acusado y se le aplicaba el artícu- 
lo 21 letra d) de la ley 4-f&>; no siendo esc lo que la 
ley reprimía, pites ésta bien claramente establecía que era 
punible el que publicase ó reprodujere injurias o calum- 
nias inferidas (>or otros, de suerte que, si ese hecho, es 
decir que el querellado hubiere publicado o reproducido 
injurias ajenas, no había sido establecido por la Cámara, 
era evidente que la ley había sido mal aplicada. 



l'Al.ljn W. LA corte suprema 

Bikroi Aírci. Abril 27 de IDI». 

Vistos y considerando: 

Que la Suprema Corte de justicia de la provincia de Híle- 
nos Aires, aplicando leyes locales que rigen sus procedimien- 
tos en el caso y en ejercicio de la jurisdicción de que está in- 
vestida, lia tomado en consideración y resuelto definitivameU 

cuestiones federales planteadas en el pleito, al desestimar 
el recurs.- de maptieahiÜdad de ley. interpuesta por e) api- 
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lante de la spntenfctíj de instancia. ésiaH&ieíkfo cri oms-- 
cueaciá que los delitos de imprenta están regidos por el Có- 
digo Pena!. cinitrarianiciite al derecho amarado por aquel en 
los artículos 32 y 18 de la Constitución. 

Que en tai epucépto ha concedido el recurso extraordi- 
nario interpuesto contra dicha resolución para ante esta Corte, 
procedente en virtud fie lo dispuesto por los artículos 14 de 
la ley número 4** f 22 del Código de Prendimientos Crimi- 
nales, como lo indica el señor Procurador General en su dic- 
Uimcn de fs. 433, por lo que asi se declara. 

Que en cuanto al fondo, este tribunal lia resuelto en el 
fallo que se registrn en el tomo 124 ingina 161 de su colec- 
ción y con motivo d e un caso idéntico al presente, que sen la<- 
leyes locales, ya sean dictadas por las legislaturas de la pro- 
vincia u bien por el Honorable Congreso en ejercicio de la 
atribución consignada en los incisos 14 y 27 del artículo 07 ¿fe 
la Constitución respeto a la Capital v Territorios Nacionales 
los que deben reglamentar el ejercicio de la libertad de im. 
prenta. determinando !as sanciones con que se reprimirán sus 
abusos y les tribunales cpie conocerán de las causas respec- 
tivas, pites que el articulo 32 de la Constitución no se opone 
a la rqjresión de los delitos que puedan cometerse por medio 
de la prensa, pero esa reglamentación y esa represión es pri- 
vativa de la sociedad en que el abuso "se comete, como decía 
el miembro informante de la Convención de 1860. 

Que es innecesario reproducir en este los fundamentos 
de aquél fallo, bastando agregar que la interpretación dada en 
el mismo al articulo 32 de la Constitución, concordante con 
las opiniones categóricas y in, ¡formes manifestadas en la con- 
vención que Jo adoptó, no es extraño como se asevera, a la 
la que ha seguido anteriormente este tribunal, pues no ha 
hecho más que fundar lo declarado por el mismo en njn 
en un caso sobre competencia del jurado en delitos de im- 
prenta en que hizo constar: 

"2 " Que. jior otra parte, éj Honorable Congreso en Stt 
carácter de l.e ;/ islat¡tra Nacional, no podía legislar sobre b 
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prensa reglamentando d derecho de publicar ideas y repri- 
miendo abusos [msibles en el uso de tal derecho, porque la re- 
forma liecha a la Constitución Nacional sobre la materia cu 
iKóo. i|\iis*^ dejar esa facultad a las soberanías locales" ^ Fa- 
llos, tomj 115, página 92. Nota 1 }. 

yne esa doctrina desarrollada -ampliamente en la causa 
SaboriJa contra Kaiser resuelta en Octubre 17 de t&6 (tónip 
'-4- página 161 >. no podia contrariar las ¡interiores resolu- 
ciones de esta Corte que habían recaído únicamente sobre cues- 
tiones de competencia en delitos cometidos por medio de la 
prensa y cuyo resume» y verdadero alcance ha sido estable- 
cido en los considerand. * 4, y siguientes del fallo que se 
registra en | ;i pagina 07, tbiliQ 114. de su colección. 

Que en virtud de esa* consideraciones y otras consigna- 
das en el fallo citado (tomo 124. página 161) debe recono, 
cerse gue la sentencia apelada, fundando en las disposiciones 
ilei Código Penal de la Nación ¡a represión de los delitos de 
imprenta, lia contrariado el articulo 32 de la Constitución y 
18 de la misma, par el que "ningún habitante de la Nación 
puede ser ¡wnado sin juicio previo, fundado en ley anterior at 
hectfo de! proceso" no habiéndose inyocádp <lisposición algu- 
na de carácter provincial por la que las sanciones de aquel Có- 
digo hayan sid > incorporadas a !a legislación local sobre la 
materia , 

Por estos fundamentos y los < lemas consignados en el 
fallo de referencia y conforme con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador ('.enera!, así- se declara, revocándose la 
sentencia apelada en la parle que ha sido materia del recurso. 
Notifiquese y repuestos los sellos devuélvanse. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. pix 
Solar. — D. K. Palacio. 

NOTAS 

Cu fecha 2 de Abril : a Corte Suprema no hizo ittgjár a 
la <|ueja deducida por Juan Ñongues en autos con el llano » 
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m ítalia v Me dé la Plata, sobre- desalojo, por im estar en 
vigencia d articulo _ M de b ley número á$ citad.. ,Mir el re- 
currente. 



Kn la misma fecha recayó igual resolución eíi la queja 
de Sebastian Spma en autos con d mismo Ranc. por i f j t .„. 
tica cansa. 

Con fecha 4l se declaró improcedente la queja deducida 
por JVirpaglioiii y Cia. y otrus. en autos con el Gobienu, 
Nacional, sobre devolución de dinero, por no aparecer que el 
recurso extraordinario del articulo 14. lev 48. hubiera sido 
interpuesto y denegad p por ta Cámara Federal de la Capital. 

Ku 1 1 de Abril se dictó sentencia coiitirmatoria de la de 
la Cámara Federal le La Plata, la que, a su vez, amnrmaba 
la «Id señor juez letrado en lo criminal y correccional de La 
lulipa, que impuso a Ezequiel R. Bencgas la pena de diez 
años y medio de penitenciaria, accesorias y costas, como reo 
del delito de estupro. 



Ivn trece del mismo mes la Corte Suprema declaró de la 
competencia del juzgado en lo Civil de La. Plata, d conuci- 
miento del juicio sucesorio de don Guillermo Denegrí, por 
tener éste su domicilio real en jurisdicción de dicho juzgado. 

Con fecha 33 no se hizo lugar a la «juej;. presentada por 
defensor de Miguel G. Aparicio contra sentencia de la Cáma- 
ra Federal de la Capital en el juicio sobre duplicado de carta 
de ciudadanía e incidente sobre infracción a la ley di- enrola- 
miento, por resultar que. ni interponerse el recurso no se ha- 
bía expresado si esa apelación era la ordinaria deJ artículo 3." 
de la ley 4.055 o la extraordinaria del articulo G." misma lev 
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v i 4 1ey 4S y en tales condiciones. debe considerarse que e!" 
recurso deducido era el ordinario del artículo y citado, e! 
que en el caso era improcedente cíe acuerda con lo (Kspw#to 
en d artículo + n de !a ley número 7.055. 



Kn Ja misma fecha se ordenó estar a lo resuelto con fecha 
- Marzo corriente ano, (véase página 1S01. en !a mioja 
deducida por la Sociedad Anónima Pastoril y Agrícola 'U 
Hélgica" en autos con Eduardo Toot. sobre daños y perjm- 
cios, porque ta materia de recusaciones es de carácter proce- 
sal reglamentada en el orden federa! en Ju> títulos II a V de 
la ley número 50 y artículo 1 y 2 de la ley ¿266 y las re- 
soluciones en que se inten>retau y aplican leyes de esa natu- 
raleza no dan lugar al recurso extraordinario en tanto no 
hayan sido impugnadas como violatorias de la Constitución, 
porque ellas no afectan el fondo de las instituciones naciona- 
les en cuya garantía ha sido creado dicho recurso. 



Con fecha 'Üf no se hizo lugar a la qm-ja deducida por 
José Suárez en autos con Carlos M . Crien y otros, sohre di- 
solución de sociedad |x>r no aparecer qué en el escrito > pro- 
videncia de 3 de Septiembre de 1917 cuyas copias se acom- 
pañaron, se hubiera planteado y resuelto alguna cuestión de 
las previstas «tí el articulo 14. inciso $.* de la ley 48. ni lam- 
peo que hubiera interpuesto y sido denegado recurso para 
ame el tribunal . 



En .lo del mismo se declaró" bien denegado d recurso de 
apelación extraordinaria interpuesto jior la sociedad Wayss y 
Krcytag en autos contra la sucesión Ciordano y otro por cobro 
de [hsos. |x>r resultar que se trata en ellos (Je un juicio eje- 
cutivo, por cobro de afirmados y las sentencias pronuncia Jas 
cu estos juicios no pueden considerarse definitivas a los fines 
del recurso deducido, con arreglo a lo dispuesto en el anieu- 
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lo 500 del Código de Procedimientos y ]<> resuelto por el tri- 
bunal en reiterados ea¿ós análogos. 



Samuel de Madrid en tintos con el iiobicrm, NmiomiL 
sobre dados y perjuicios 

Sumurw : - Es improcedente el recurso autorizado por el ar- 
ticulo 3.'. incisos r." y 2." de h ley 4.055. en ima causa 
seguida contra la X ación por indemnización de daños y 
perjuicios ocasionados jjor un automóvil del curren, y 
que no excede de la suma de cinco iní) |>csos. 

Caso: Resulta de! siguiente: 

VÁiXÓ m U COHTK SUPRttMA 

Bucnu JUtt*, Mtya 2 de li IB. 

Y vistos: Los seguidos por el doctor Samuel De Madrid 
contra el floliiernu Nacional sobre daños y perjuicios venidos 
én apelación de sentencia de la Cámara Federal de la Capitel. 
Y considerando: 

yue el recurso de apelación interpuesto y concedido, es 
el ordinario autorizado por el articulo 3. de la ley 4.055 en 
las causas rpte el mismo prevé y determina. 

yue como se ha establéenlo jxir sentencia anterior de esta 
Corte en cuestión que motiva este litigio 110 es de las tpje 
deban considerarse comprendidas j>or la ley 3.052, de í» de Oc- 
tubre de looo, y f»or consiguiente no puede determinar un 
pronunciamiento de esta C rte en el concepto del inciso 1.", 
articulo 3." de ta ley 4055 ( Expediente agregado, fs. J04 1 , 

y»e para hallarse comprendido en el inciso 2:'. por ser 
parte la .Nación, eon la venia del Honorable Congreso, el valor 
disputado debería exceder de cinco mil pesos, lo que no oeu- 
rre en el caso, pues el aelur ha consentido la sentencia que 
fija ese límite jiara la prestación del juramento estimatoriu. 
i Fallos, tomo 104, pagina 427 ). 
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Por ello se declara no tata lugar al recurso interpuesto. 
Notifique y devuélvanse, debiendo reponerse ¡os sellos en 
el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

SOLAK, — I). P.\LACIo. — 
J. FlCUEROA ALCORTA. 



Obras Sanitarias de la Nación en autos M. Domínguez J,- 
Viola, sobre fthm de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: Kl ejercicio de ta profesión ríe procurador se ha- 
lla gravado por el artículo 36. inciso 1." de la ley de paiKi 
sellado número 10.30 1. ya sea i|«e el litigante que aquél 
representa esté o no exento del expresado impuesto. 

Caso; Uno de los representantes de las Obras Sanitarias de 
la Xación. concurrió en queja directa manifestando que 
en la ejecución seguida contra la señora de Viola, ante 
el juzgado de ¡>az de la sección 10 de la Capital, se le 
bal «a exigido la colocación de !a estempilla ríe 0.20 cen- 
tavos, impuesta por el inciso 1." del articulo 26. ley 10.301. 
(Jue. basado éti las disposiciones tic la misma ley. en cuan- 
to exonera de impuesto a tas actuaciones de justicia de 
paz. solicitó reconsideración y apelación que le fué nega- 
da, obligándolo a recurrir directamente, por creer ijue ia 
la resolución del juzgado era violatoria a la 1ey, con tanta 
mayor razón que restaba a su representada los privilegios 
y garantías acordados por la ley número iyi.7. 

DICTA MEN 0E1. SEÑok I'JíOL IRWIOK OIÍXKK.M, 

Rutee* Aim, Mtyo » 4* IMS. 

Suprema Corte: 

.\o correspondo a V. K. decidir bis dudas surgidas fuera 
de la jurisdicción federal suhre !a aplicación de la ley de papel 
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S^Iadoi ellas deben ser resueltas por les tribunales ante fas 
cuates se substancia el juicio (argumento deducido a contrario 
sais» del artículo 71 de la ley». 

Además, el artículo 77 establece la competencia do los 
jueces locales de la Capital para conocer de las acciones rela- 
tivas al cumplimiento de dicha ley. 

Por tanto, pido a \\ E. se sirva declarar improceden, 
le el recurso directo de qti e se me lia conferido vista. 

José X ¡cotas MáHensa. 

FALLO Wí L.\ cortk SUPREMA 

Bueno* Aire*, Miyo 4 de t»lS. • 

Considerando que el artículo 26. inciso 1." de la lev nú- 
mero 10.361 que se cita, grava el ejercicio de la profesión de 
procurador, ya sea que e l litigante a quien representa este o 
no exento del impuerto de papel sellado, v de acuerdo con lu 
pedido por el señor Procurador General, se declara improce- 
< lente la queja deducida y archívese. 

A. Bermkjo. — Nicanor G. ukl 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGL'EROA ALC0RTA. 



Cónsul de España, cu los avtns sucesorios de don Gra^uia 
Larrobttru y doña $abh la Lafonr.—Ücctirso de hecho 

Sitmmio\ ICs improcedente el recurso" extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 4N. contra una sentencia de. la Suprema CortJ 
de la provincia de Buenos Aires que se limita a desesti- 
mar los recursos de inconstitucional ¡dad v de inaplieabili- 
dad de ley para ante ella, el primero, por no ser de su 
resorte sino lo concerniente a la constitución provincial, y 
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el seguado por fundirse (a no aplicación de la lev nacional 
numero 103, sobre intervención de U* cónsules en las 
testamentarias, en el hecho de rio haberse acreditado la 
nacionalidad del causante de la sucesión, i El primer pun- 
ió, alcance de la jurisdicción de los tribunales, focales, y el 
segundo, cuestión de hecho l . 
Caso-. Lo explican las piezas siguientes; 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

tutee» Aint, Peinero tí ét MIS. 

Suprema Corte: » 

IX- anuos no resulta f|iiv en el juicio sucesorio de ;lou 
Graciano Larrahuru y otra, se haya ilescunocid.» la existencia 
o fa validez de la ley número 163, aunque así lo afirma el ape- 
lante. Lo único que se ha declarado en contra del recurrente, 
es que la nacionalidad del causante no está comprobada, punto 
de hecho que escapa a la jurisdicción de V. ES. 

Po^otra parte, si en el misino juicio existiera alguno de 
los motivos de intervención de la Suprema Corte que con re- 
ferencia a los Cónsules y Vicecónsules señala el articulo 1.". 
inciso 4. * .le !;i ley número 48. él' no podría caer ha jo la juris- 
dicción de V. K. sino originariamente, contó U3 previene v\ 
' encabeza miento riel mismo articulo. 

En consecuencia, soy dé opinión que nO es procedente 
el recurso interpuesto. ■ 

Jos t \ Nicolás MqiieHsv, 

1 \l.No in: r.\ CORTE SupkEma 

Bueno» Aiics, Mi y» II de l»B, 

\11ios y vistas: Kl recurso de hecho por apelación dene- 
gada rntcrpnesio .por el aliácea Consular contra sentencia de 
di Suprema Curie de la provincia de Hueros Aires en los autos 
sucesorios de don Graciano Larrabimi j doña Sabina Latour. 
Y considerando: 
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güe el recurrente «gjpü vicm . a m , nrHr ^ h ^ 
del d e : , Suihrnií, Corte <fe In provincia de Buenos Aire, 
pidiendo se Jo revoque en toda* sus parle,. c o„ porfliie 
en el >e ha desconocido el derecho d<? intervención üüé los 
cnnsnk, acredita,^ en esta República tienen en las t( -„mnc„- 
tam* de sus connacionales de acuerdo con lo dispuesto en Ta 
ley nacional número ,63 de 30 de Septiembre de i&g. 

guc como consta en los autos remitidos por vía je infor- 
me Ja sentencia de h Síipremta Corte de Justicia de la pro- 
vmeta de Buenos Aires, se limita a desestimar ],* resursos de 
meoushtiu,, nulidad y la ¡naplioabltdad de lev deducidos 
para ante día. el primera por no ser de su resorte 'sino lo con- 
cerment, a la Constitución Provincial, y el segundo por fun- 
darse la no aplicación de !a ley nacional número iM en ei 
"echo de no haberse acreditado la nacionalidad del cansante 
*le la sucesron. 

Une esa sentencia sobre él alcance de la jurisdicción de 
aquel tribunal, no puede ser revisada ,>or esta Corle porque 
esta fundada en !a constitución y leyes locales t artículo IS7 
de la prnnera y artículos 351 y 3«9 deJ Código de Procedhmen- 
toa) cuya interpretación y aplicación, no impugnadas como 
mulranas a la C^stitmión Nacional, son ajenas al recurso 
vx.ra.nlman, nu.rpuesto con arreglo a I, reíuradamnite 
resucito, tallos, tomo .4. ingina ¿74: tumo [33, página *i5 
y otros) . 

yue como 1„ ,>hs,rva el séñor Procurador General "de 
autos no resulta .pie en el juicio sucesorio de don Graciano La- 
rrabuni y otra, se haya desconvido la existencia n la valide, 
delá ley numero 163, aunque asi la alinua el apelante. Lo 
""ico que se ha declarado e h contra del recurrente, es que h 
nacionalidad del causante no está comprobada, punto de lu- 
cilo que vscapa a lu jurisdicción de V. E.. " ( fojas ,S K,i]„, 
tonto «18, pag,„ :| ,,30, consideran^ y jurisprudencia allí 
1 1 latía . 

JW éHb > de informidad con !o dictaminado por el sc- 
ft>r 1 rocuratlor General, se declara improcedente la q,*u-jH de- 
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ducida. Kepóngase el pape] y archívese, devolviéndose los 
amos; remitidos ix>r vía de informe con transcripr >n de la 
presente. 

A. Bermejo. — Nicanor C. un. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J, Fir.rKRo.v Ai.co'kta. 



ñ£m$ ¡-'eruando. recurriendo de una pena disciplinaria im- 
puesta por la Cámara Primera de Apelaciones de !£.« 
Plata. Recurso de hecha. 

Samarlo ; Ks improcedente el recurso extraordinario riel ar- 
ticulo 14, ley 48. contra una resolución de tm tribuna! 
por la que se aplica, como corrección disciplinaria al fir- 
mante de míos escritos, multa o en su defecto arresto. 
(Kir considerar une los términos fie tales escritos contienen 
ofensas a la dignidad de aqué! tribunal. 

Caso : I.o explican las piezas siguientes : 

» 

DICTAMEN" DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Butaot Airt». Maya 8 4t tm. 

Suprema Corte:, 

EU inherente a la jurisdicción e imperio de lt>s tribunales 
de justicia la facultad de imponer correcciones disciplinarias 
a Jos litigantes y personas «pie intervienen en los juicios por 
faltas contríi la dignidad o autoridad de dichos tribunales; y 
el articulo 10 del Código de Procedimientos de la provincia 
de Buenos Aires enumera entre esas correcciones h inulta 
y la detención de que se queja el doctor Maza. 

No hay ninguna cuestión federal comprometida en este 
caso, que no entra en ninguno de los previstos |K>r el artículo 
14 de Ja ley 48. 

I'ido a V*. E. se sirva desestimar el recurso. 

José \'¡cafás Matiensth 
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Íu»m Alm, Mjytt 21 dt m*. 

Autos y vistos, rnnsiflentmlo : 

pé según resulta fie la ipmpia exposición ,lel recurrente 
la Cámara f Viniera de Apelaciones <fc La PJata. le ha apli- 
cado como corrección disciplinaria una multa de cuatrocien- 
tos pesos moneda nacional o en su defecto diez días de arres- 
to por considerar .pie ¡los términos de 1os escritos presentados 
patrocinando como abogado a las sucesiones de don Fnririue 
Oumcsnil y doña María Rufina Chairo, en el juicio que ine„- 
cwna. contiene» nfensas a la dignidad del tribunal. <l e cuya 
condenación solicitó reconsideración la que 1c fiié denegada 
y denegado también el recurso de apelación. 

Que dado que d recurso expresado v denegado fuera el 
extraordinario del articulo 14 de la ley numero 48. debe ob- 
servarse que él es improcedente en el caso, por cnanto como 
se ha establecido cu casos análogos: las correcciones disci- 
plinarias o castigos por desacato no importan el ejercicio de 
jurisdicción criminal propiamente dicha, ni del jwder ordina- 
rio de imponer penas < fallos, tomo ro. página 231 l. como quie- 
ra que consisten en prevenciones, apercibimientos, multas y 
sólo |>or excepción en detenciones". Tomo 116, página o/». 

Por cHo y de conformidad con b expuesto y pedido por 
el señor Procurador Genera!', no se hace lugar al recurso. Ño- 
ti fíquese original y rqwtcst , el papel archívese. 

A. Ki:tiMi:jo. — \'il\\ní>k <;. m-u 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J. Fir.rKKOA Auokt.\. 

NOTAS 

K1 2 de Mayo la Corte Suprema dictó resolución en l-I 
juicio seguido por la provincia de Santa Fe contra (Gustavo 
Welehli y otros, sobre expropiación de dos fracciones de tierra 
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de (t-i^s metros. 7.4J0 centímetro* y 14, 73 metros. 53 decí- 
metros cuadrados, afectadas por la construcción del puerto 
tic Santa Fe, siendo su valor, según cstii nación hecha jior el 
expropiante, de tren pest*s moneda nacional el metro, cuadrado, 
que hacia un tota' de sesenta y tU*s mil d «cientos cuarenta 
y nn fScsos. ochenta y un centavas moneda nacional, suma que 
consignó la expropiante al iniciar el juicio. 

DfscOn forme el expropiarlo YVelchli con ti valor deposi- 
tado, fueron designados U»s peritos respectivos, quiénes rija- 
ron los precios siguientes; ¡el de la provincia, setenta y cuatro 
mil seiscientos noventa y un pesos con treinta y un centavo*, 
y el otro, ochocientos sesenta y un mil cuatrocientos veimiein- 
00 pesos, cuarenta y cuatro centavos moneda nacional. 

Kn atención a la extrema divergencia dé las pericias y en 
vista de las expiraciones riadas por sus autores, fué nombra- 
do un perito tercero a tin de que informara sobre el valor que 
tenían los terrenos en cuestión en Agosto de 19 13. fecha en 
que la provincia consignó el precio a que se ha hecho refe- 
rencia , 

Agregada la tercer pericia, en h: que se determinaha el 
precio medio obtenido en la fecha indicada, fué resuelto d 
juicio declarando que la superficie de los terrenos que se ex- 
propiaban era de veinte mil setecientos cuarente y siete metros, 
dos mi! setecientos veinte centímetros cuadrados y lijando su 
prcto rn once pesos cincuenta centavos inutierla nacional e! 
inctr , Aladrado. t , sea, la suma de doscientos treinta y ocho 
mil ijiiin lentos n nenia y tres pesos con sesenta y dos centavos 
moneda nacional. 



Con fucha siete fué desestimada la queja presentada \Ktr 
don |.i mis \ : rey fus y Cia.. en autos con López Aldunsin j 
Compañía, sobre cobro de pesos, cu razón de que la sentencia 
npetóda resolvía un plinto de hecho y de prueba, extraños al 
recur-, deducido. 
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«¡Yin «,brc colm, eL ' .t ''" a " ,ÜS C " ,, Carl " s C - 

.«ordinario «k-I aniel,, "* 
<JI* en d pinto ,áo se haW a ™, ',; ' ¡ f ' a T c 50 
efe oomín , ltvcs *£35ñ2K ' l,S, " ,5,c " >,,es * *» 
% l., g .nr i rralrsü de S, , ) h "" ,!nlOS - '" W» podrí, 

■ 

Con feclia once no se hizo ítimr -,]..,- . . , 
WV, como curador ríe *n h»» a , q J * íle *** í|l ' 

curso extraordinario con ™í» T T ***** al R " 
«o ® de la íey * * » el «■» 

^ ^^^S^^gy • » 
corros nrftuos sobre JEIS?. . j"™ ad U Ln ""> de so- 

W procede reo,™ alrZ piones Je la Cap,,,!. 

por 5 articu , z¿zrz? 

«n.ca y exclusivamente" en cJ artillo VI 
digo de P^H niíem o S c«£T»íT *° *' ^ 

Ornardo rL- JZ " ,p0ttCano Nacion ^ ™ ™** con don 
. no K * 5 ■ ^c cobro «-j«:;.t.vo de pesos Dormí» i, ~. 
-lucon M * limitaba h anular ac^LL 'Te uic T 

' t0 * carácter d. semc ncia definí los Hn« iV™ 

a.rso mraonlinariu del artículo TT\ - d<?! 

ari,cmo '4 de la ley numero 48. 
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En la misma fecha fué resucita en idéntico sentido la que- 
ja de Esteban Jeanmaire en autos con el concurso civil de 
acreedores de Angel Molinero, porque la resolución recurrida 
de la Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires se limi- 
taba a declarar bien denegados los recursos llevados ante ella, 
por aplicación de las leyes procesales locales que determinan 
sit propia competencia y que son extrañas al recurso extraor- 
dinario interpuesto. 



Kn z\ del mismo se declaró hnpreeedente el recurso de- 
ducido por Rkardo Soler Cines, tercerista en el juicio segui- 
do por Carlos Vicente contra Antonio Rivera González, en 
razón de que en el pleito se habían cuestionado disposiciones 
de la ley número 1893. sosteniéndose que la resolución recla- 
mada era contraria al derecho alegado, fundado en el artícu- 
lo 239 de dicha ley. que organizó los tribunales de la Capital y 
creó d Registra de la Propiedad, siendo dictada por el Con- 
greso en su carácter de legislatura local, la que no era por lo 
tanto, una ley nacionat en el sentido establecido por el articu- 
lo 14 de la ley número 48- 

El 2» del misino se ordenó la remisión a ¡la justicia ordi- 
naria de la Capital del sumario instruido a Enrique Palacio? 
por i?nt?liva de robo al Embajador de los listados Unidos de 
Norte América por no resultar de autos que «i el Embajador, 
ni su familia o empleados hubieran sufrido perjuicio en su 
persona o bienes y por cuanto el citad*) diplomático no inter- 
venía en la causa . 



En la misma fecha tío se .hizo lugar a la queja presentada 
por doña Justa Arhide de Bercaitz en autos con <bn Grego- 
rio de Urroudé por cobro de pesos, porque no se había cues- 
tionado ni resuelto punto alguno de carácter federal, roblen* 
do versado sobre la inteligencia que debía atribuirse a una 
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cláusula de un contrato de arrendamiento y fianza del mismo, 
regida por d derecho común . 



En la misma fecha se declaró bien denegado el recurso 
deducido ¡jor don Alberto Rodríguez Martínez en el juioio su- 
cesorio de don Fortunato Martínez jwes en la sentencia ape- 
lada 9p había tratado solamente de disposic iones del Código y 
leyes de procedimientos que el tribunal resi»ect¡vo había in- 
terpretado y aplicado como fundamento de la resolución re- 
clamada. Ib que iió podía dar Jugar al recurso extraordinario. 



Ferrocarril Central Argentino en autos con don Mariano 
pee, sobre expropiación. Recurso de hecho 

Sumario: i." Es improcedente el recurso previsto en los ¡li- 
sos i." y 2° del artículo 3." de la ley número 4055. contra 
un fallo que no afecta los intereses del Gobierno Nacional. 
2," No ¡procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
inciso 3 de la ley 48. en un caso en que no se ha cues- 
tionado la inteligencia de la ley nacional invocada sino 
un punto de hecho y de prueba extraño a aquella. 

Caso: Lp explican las piezas siguientes: 

AUTOS mt LA .CAMARA FEDERAL DE APKI.ACIONtíS 

RoMrio* Abffl 9 di 19». 

Visto el iwdido hecho *n el escrito de fs. 363. y consi- 
derando; 

Que tanto en la sentencia de fs. 347 vuelta a 353, como 
en el auto de fs. 361 a 363. denegatorio éste de la apelación 
interpuesta por el demandado para ante la Corte Suprema, se 
ha declarado que la demanda reivindicatoría, y el fallo, se re- 
fieren únicamente a una fracción de terreno que la parte de- 
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mantilla posee sin título, y no al bien a qlic se refieren los tí- 
tulos y «trechos invocada por la empresa demandada. 

Que di- consiguiente, é fundamento en que insiste nue- 
vamente el demandado a fs. 363 **qtie los titulo* invocados |>or 
el ferrocarril emanan del Gobierno de la Nación, y en que mi 
instituyeme legítima su defensa con derechos emergentes do !a 
concesión que le fué acordada, en 1863 y aprobada por una 
ley especial de! Congreso", ya invocado en el escrito de fs. 358. 
lia sido tomado en consideración por et tribunal al dictarse 
el auto citado de fs. 361 vuelta, cuyo pronunciamiento com- 
prende el punto que el demandado pretende haberse omitido, 
y asi se. declara. Hágase saber. — Nicolás Vera Barros. — 
José del Barco. — Manuel Carrillo. 

Retarte, Ftbnro » 4t W* 

Vistos y considerando: 

* 

Que si bien el Gobierno Nacional fué citado de evicción 
l>or el demandado y concurrió al juicio por intermedio del Mi- 
nisterio Fiscal, el señor Fiscal de Cámara, fundado en los an- 
tecedentes de autos lia sostenido en esta instancia la improce- 
dencia de la intervención que al Fiseo se ha dado en la causa. 
|xir lo que considera que no le corresponde hacer la defensa 
de los derechos def Ferrocarril Central Argentino sobre la 
fracción, de terreno a que se refiere Ja demanda. 

Que según los términos de la demanda y demás constan- 
cias ile autos y como lo establece la sentencia de esta Cámara, 
el aclor.no reivindica terreno que la empresa haya adquirido 
del Gobierno Nacional. 

Que atento lo expuesto, el fallo no afecta a los intereses 
tlel Gobierno Nacional y. de consiguiente, es improcedente 
la apelación fundada en ese interés. » 

Por esto y de acuerdo a lo resuelto por esta Cámara en 
caso análogo ( Jurisprudencia de los Tribunales Nacionales 
Mayo de HJ14. pág. 165), no ha lagar a la apelación de la 
sentencia tfe fs. 347 a 353. deducida a fs. 358 por la Empresa 
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Not^r^'' feí MsemÍn ° *"* amc la S »P-"o Cune. 

devuélvanse y repongas, ¡atrio est ¿ ort|enaf|n 

- ^ Barros. - £ _ J 0s ¿ ^ ^ 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

ButDM Air es . M»yo M de 

Suprema Corte : 

"nda en loa arfeulos - inciso 6 . B y M incjso ^ ¿ g 
4* y articulo 3-, tafc* ,■ v ¿, £ fa ^ ^ 3 

Según k> informado por Ja amara Federal def Rosario 
ríosano o luciera la devolución de dicho terreno 

* valS 2 i ft ' rro í arr¡ ' contostó Ia *»* 

dad i d 7 . ^ * « *i propia 

m nte y pirfiendo el recha *° (lí ,a <■"■ 

Al mismo t j eil)po Ia cmpresa ( , eman( , a(Ia m 

ansmmrlo ej terreno en cesión después de haberlo expro- 
piado con arreglo a la lev rf e concesión de 2¡ de Mayo d, 

EJ Gobierno Nacional compareció .representado por el 

SSS, d^' dot, 7 2*** Arias ' ( ' l,ien «¿ í ¿ 

asueto P ° r " íertOCarrÍ1 res ^to al fondo del 

Dictada en primera inptancia sentencia absolutoria el 

TZ a t T SCa ' de u Camara - *• Avila L t ! 

o que no era caso de ev.cción. porque m> se trataba de ierre- 

008 tranS,nit,dos ^ * Gobierno, sino de terreno ocupldo 
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la empresa sin titulo, como la demanda lo dice, y que en con- 
secuencia es improcedente lú intervención que se le ha dado 
en la cansa al Gobierno Nacional, razón por 'la que considera 
que no le corresponde hacer la defensa de ios derechos leí 
Ferrocarril Central Argentino sobre la fracción de terreno a 
■ lile se refiere la demanda. , 

La Cámara Federal en su sentencia de 29 de Diciembri' 
último, fundándose entre otras razones, en no haberse demos 
trado (Uic el Gobierno haya hecho entrega a la em|*resa de la 
fracción discutida, resolvió condensa a pagar el precio de! 
terreno o a restituir éste y sus frutos. 

l-!stc fallo, como bien ! lo dice en su auto de 23 de Febrero, 
no afecta los intereses del Gobierno Nacional, y de consiguien- 
te es improcedente el recurso fundado en ellos por la empre a 

La Nación no puede ser considerada parte demandada en 
esta causa, porque 110 se le ha traído a juicio por los procedi- 
mientos establecidos j>or la ley 3)52. ni con la previa venia del 
Congreso. 

Tampoco es parte demandante, por lo que es inaplicable 
el inciso 3* del articulo 3." de la ley 4-055 

!'or lo demás, no se ha cuestionado en este juicio la in- 
teligencia de ta ley concediendo a la # empresa demandada las 
tierras necesarias para la construcción del Ferrocarril de Ro- 
sario a Córdola : ni se ha decidido contra la validez de títu- 
los fundados en dicha ley. El punto debatido fué puramente 
de hecho a salier. si el terreno reinvindicado estaJta o no com 
prendida en el área cedida |>or el gobierno a la empresa del 
ferrocarril, líate punto ha sido resuelto negativamente por 
la sentencia, de acuerdo con el informe pericial de fs. 17 de- 
clarándose que la fracción reivindicada está poseída por ti fe- 
rrocarril sin título legal. 

Por estas razones, considero bien denegado el recurso in- 
terpuesta» ante la Cámara Federai y pido a V. F,. se sirva asi 
declararlo .■ 

/íw Nicolás Sfütk ttJO, 
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Buho* Afm, junio 4 4c lois. 
Autos y vistos : Kl reeurs,. cl c hedió por apelación denegada 
interpuesto por el representante de la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, contra sentencia de la Cámara Federal de 
Apelación del Rosario, en los autos seguido* i*>r tos herederos 
de don Mariano López, sobre la propiedad de un terreno. 

V considerando; 

Que como consta en el ¡n forme agregado de fs. 29 a fs fi# 
contra la sentencia de la Cán*a Federal del Rosario que con- 
deno a la empresa a i>agar al actor el precio del terreno en 
cuestión o. a opción de la misma, a restituir la fracción de 
terreno reclamada, como también al pago de los frutos desde 
el dia en que se hizo saber la demanda, se han interpuesto y 
han sido denegarte, los recursos previstos en los incisos i> 
y 2.", artículo 3." de la ley número 4055 y en el inciso v*. ar- 
ticulo 14 de la ley número 48. 

Que según observa el señor Procurador Genera:, el fallo 
mtem como lo dice el anto de 2^ & Febrero, "no afecta los 
mírese* deJ Gobierno Nacional y de consiguiente es impro- 
cedente el recurso fundado en ellos por la empresa". 

Que. en efecto. Ja sentencia apelada hace constar que no 
se trata del terreno cotu prendido en el titulo en que la empre- 
sa funda su dominio, y cn mérito de] cual pidió y obtuvo Ja 
citación de evkción del Gobierno Nacional, sino de una frac- 
ción que posee sin titulo y en tales condiciones iA fiscal fie Cá- 
mara dejó d e seguir coadyuvando en Ja secuela de la causa 
dirigirla |»or la empresa, no siendo procedentes los recursos 
previstos en l s incisos i> y 2,". artículo 3." de la Jev núme- 
ro 4055. 

Que tampoco procede en el caso, el recurso extraordina- 
rio del articulo .4 de la ley 48. porque 110 se ha cuestionado 
la inteligencia de la ley nacional de concesión sino un punto de 
hedió y de prueba extraño a aquella. 

Que a diferencia de lo ocurrido en casos análogos de ret- 



2» FALLOS DE LA GOKTE SUÍMÜA 

vindicación, no aparece desconocido tin derecho fundado en el 
título que otorgú a la empresa el Gobierno Nacional, pues se ■ 
ha discutido el Jominio respecto de una fracción distinta con 
argumentos de derecho común, extraños al título derivado ti- 
la ley y contrato para la construcción de la via férrea men- 
cionada . 

Por ello, lo dictaminado |x>r el señor Procurador Gene- 
ral y fundamentos de los autos de la Cámara Federal de Ape- 
laciones del Rosario de 23 de* Febrero y y de Abril, del co 
rriente año, se declara bien denegados los recursos referidos. 
Notifiques? y repuesto el papel archívese. 

A. bAmkjo. — D. E. P.u,.\cro. 

^ — J. FlfU KkfJA AlXORTA. 



Dirección Ceueral de Escuetas de la Provincia de Buenos 
,-tires contra doña Josefa Blanco y Carón de Romero Gon- 
zález, por nulidad de declaratoria de herederos y restitti* 
eión de bienes; sobre competencia. 

Sumario: t* Tiene fuerza de definitiva la sentencia que lo* 
tribunales locales dicten sobre competencia de la jurisdic- 
ción federal, y la que la niegue es susceptible de recurso a 
la Corte Suprema. 

2." No corresijonde a los tribunales federales sino 
a los locales el conocimiento de una demanda sobre nuli- 
dad de una declaratoria de herederos y restitución de 
bienes (articulo 3.284. inciso 2.'. Código Civil y artículo 
12 incido 1.". ley 48». 

Caso: Ante el juzgado de 1." Instancia en lo Civil de la ciu- 
dad de Mercedes, provincia «Le Buenos Aires, ocurrió la 
Dirección Cene ral de. Escuelas de la misma, demandando 
la nulidad de la declai atona de herederos en la sucesión 
de don Juan Ramón Blanco. La demandada opuso la ex- 
cepción de incompetencia fundándola en la distinta na- 
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carnalidad y vecindad, cp fue desestimada v. apelada 
d.cha resolución, fué confirmada por la cámnra 'respectiva. 

FAI.LO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Buco*» Alrts, Julio 4 ét 1918. 

Autos y vistos: B el recurso de hecho por apelación de 
nejada „Uer,n,e S .o por el representante de doña íoscfl Sanco 
v Carón de Romero Cn,a,ez contra sentencia e " 
ÍVnnera de Apelaciones del Departamento del Centro I h 
Pernea de Rueños Aires, en los autos se^do, pT, D 

=^ 

V considerando: 
si* !í ^S^f ,J ° r ^ eI fe» federé ñus h a 

justicia federal y la míe la niegue es susceptible de reeur^ , 

a Suprema Corte" «Fallos, tomo 66. pigin ,4 ™ 

lo <i«e se declara mal denegado d recurso. ' ' " '* 

' ^ Considerando en cuanto al fondo sohrn ,.¡ ,1 
m entó de h i., r ¡c^.¡' , „ 7 ,,MI ^> sonre el desconocí- 

luirte;, : h re*ia.cto por amba< 

Que conu, consta en los autos remitido, por vía de infor 

reclama: P«o»ndo su acción expresa que 

redéff dlS H**^ (,c W 1 * U declaratoria de he- 
nderos datada en la sucesión de Juan K o [,,-,„ £1 
favor del padre natura, jfi fe 
* U declarado,, d, para fla fJ , 
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Juan R. i> Juan Ramón Blanco y en consecuencia la adjudi- 
cación de los bienes en la Dirección General de Escudas ; 

"3." U Dirección General de Escuelas se encuentra en 
las condiciones del heredero a quien se ha desalojado sin de- 
recho por quien no tiene esc titulo, en consccnncia. fundo 
también mi acción en lo establecido por el artículo 3.422 del 
Código Civil". 

Que se trata de .la anulación de una declaratoria de here- 
deros hecha por Ies tribunales de la provincia de Buenos Aires 
y de la consiguiente declaración de vacancia de la herencia y 
con arreglo al artículo 3.284 inciso 2/* del Código Civil, a los 
jueces del lugar del último domicilio del difunto en que se 
lia abierto la sucesión convs|>onde el conocimiento de las de- 
mandas que tiendan a la reforma o nulidad de la partición. 

Que según el artículo 12. inciso 1." de la ley de jurisdic- 
ción y conqKteucia número 48 el conocimiento de los juicios 
nacionales de concurso de acreedores y partición de .herencia 
corresponde a los jueces de ,la provincia cualquiera que fuese 
la vecindad o nacionalidad de los directamente interesados en 
ellos. 

Oue cerno lo lia declarado esta Corte, 'las acciones que 
tienen por objeto la reparación de errores cometidos en un 
juicio suc ^orio, la nulidad y rescisión de la declaratoria de 
licrederos y la de fla repartición y adjudicación de bienes ve- 
rificada en dicho juicio, deben considerarse como incidente de 
éste y su conocimiento corresponde al juez que fué compe- 
tente para conocer en éT (Fallos, tomo 44. página 327). 

Que la sentencia apelada del tribunal local hace constar 
tuie "ta demanda sobre nulidad de la declaratoria de herede- 
ros y adjudicación de los bienes dejados por el causante co- 
mo consL'cuencia de la vacancia de la sucesión. <iel»e reputarse 
incidente de| juicio sucesorio", y éste se encuentra radicado 
en los tribunales cié la provincia. 

Por ello, y lo resuelto en casos análogos (Fallus. tófño 
126, iJÚgina 50 1. oído el señor Procurador General, se con- 
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firma la sentencia apelada en parte que ha sido materia 
fiel recurso. Repuesto el papel archívese v devuélvanse lo, 
autos principales con testimonio de esa resolución. 

A. Bkrmkju. — .Vicaxor G. nvx 
Solaic. — D. E. Palacio. — 
, J. FliU'KBOA Aiaohta, 



Fisco Nacional contra la Compañía, Szsift de La Plata, sobre 
infracción a lav ordenanzas de aduana 

Sumario: No probándose la disminución de Ja renta de 
Aduana o la mayor responsabilidad del fisco (articulo* 
toas 1026 y ,o 37 rl e las O. O. de Aduana), falta la ra- 
zón fundamental de toda penalidad aduanera, aún en 
el caso <le qite existiera transgresiones a las disposiciones 
reglamentara del Poder Ejecu-vo o de sus dependen- 
cías . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes. 

SKNTKXCIa'dEI, SEÑOK .R-liZ FKDIÍKAL 

U t»Mi. julio 3B dt I9J7. 

V vistos: Este sumario instruido por denuncia del I n < 
nspector de Rentas Nacionales D. Carlos Akam. con ta de^ 
Wla mter^uaon Jel Ministerio Fiscal contra la Compañía 
Swift de U Plata, sobre infracción a las ordenanzas de 
Aduana. 

ResuJta : 

r- n Que de la inscción realizada por el denunciante a 
la usina de la compañía prevenida, en desempeño de sus fuii- 
Clones fiscales, resultó un exceso de sesenta y nueve mil cíenlo 
cuarenta y seis (69.146). envases de algodón que emplea aque- 
lla para sus exportaciones, y que introduce :ú ,>ai S libres de 
derechos de aduana. 
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2. 1 ' Que la Aduana de esta ciudad, ante quien se for- 
muló ta denuncia, se deolaró incompetente para conocer en 
ella \i>>r haber salid > el articulo del depósito fiscal : por lo que. 
de acuerdo con el artículo 1.034 de las O. O. de Aduana, el 
juzgado se declaró con pétente para juzgar el caso. 

3. " Que el ministerio fiscal pide a fs. 44 y 45 que se 
aplique a la Compañía Swift una multa prudencial y las cos- 
tas del juicio: a su turno el rqiresentante de aquélla solicitó 
el rechazo de la denuncia, y se archive el expediente. 

4. " Qut- abierta' al cansa a prítleba, las partes no la pru- 
dujeron. quedando asi la uausa lista jxira sentencia definitiva 

V considerando: 

1. " Que de la investigación realizada y declaración fiel 
denunciado resulta que el exceso de envases encontrado pro- 
viene de haberse mezclado las bolsas introducidas libres de 
derechos con las que !:i Compañía adquirió e introdujo pa- 
gando derechos, lo que originó >la producción de los informes 
y I ta lances a que se alude en la liquidación de fs. 39. según 
ta Ciía) faltan 38.375 bolsas y sobran 34.728 kilogramos. 

2. " Que 1a mercadería introducida libre de derechos, a 
que se refiere este sumario, está aforada y paga los impuesto!* 
con arreglo al peso, por lo que debí? servir de base y tenerse 
como único antecedente el peso total resultante y no el «jí- 
Hirrn "mases (veri Tarf. de Av. part. i.<)20L 

3. " < v c .habiendo resultado superávit en la existencia de 
la mercauiTia. en cuanto al número de kilogramos, no hay 
sin embargo, infracción que castigar, desde que la compañía 
está obligada a dar cuenta de la salida de aquélla y su falta, 
más bien determinada por la comparación de lo introducido, 
lo t-xp trtailt. \ lo que exista, significaría que fueron en- 
tregadas al increado, en conqictencía con las une pagaron 
derechos, balsas que la compañía había introducido con 
franquicia aduanera, realizándose recién asi una defrau- 
dación a la renta fiscal. 

4. " Que el I 1 . K. por resolución de 12 de Agesto d¿ 
n dictada en el expediente administrativo agregarlo al pre- 
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«« h ^crc c. ,„ ini5tcrio fisc „ KfSS 3 

M. eímuado con intervención * L^S*^ 
be» «.tenderse |as *„"£i P ° r . dc ' 

W* com. «tal» * 1* wJSJ !*! ^1 adm "" S,ra,i - 

Pación rcalirad» » „„^L£ P «** cs VOSttthr a la ins. 
troactivo. * ' ' *> """»• «n* oí«to re- 

ció» nn, »K<^*B^gf I condena. 

• do dé'^X ™ S^f"? Í " IfP ' ndü 

"arcado Slmet ™ l ? ad ° ,,i,ks " «1**^ 

rn/fiT ™ el °"Pn.l y archívese..- C. ¿o. 

WWCM DE g CAMARA FEDfiRAI. DE AnOAC.O..* 
,r , La Pin*. OwtBbft ib é» ixt 

« a Ja compañía qnerdhd» ; C,Udad ' ab "" :| - 

V considerando: 

en el ca*nJé < |llc S5p * . ñscü; aun 

taría siempre I ra^Tnf TT ° de fal- 
"■•ii^r*. ia razan que fundamenta toda r^,^i;,u i , 

«era. a Mber. la disminución de )a ~a „ i S * 

m m fe no», implicitamentc el ministerio fiscal . 
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• ■ ■ , 

cuando expresa agravios, al solicitar nuevas medidas de prue- 
\a destinadas a completar las del sumario y a obtener una 
aclaración de ia. liquidación de fs. 39, que sirvió de base a 
la acusación. 

Que la apertura de la causa a prueba en esta instancia nr. 
es procedente, dados los términos del articulo 530 del Código- 
de Procedimientos, ni el tribunal considera la necesaria para la 
mejor solución de esta causa, tal como cita ha quedado tra- 
bada por acusación y defensa .' 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de 
fojas sesenta y una. se confirma y devuélvase. — José Marcó 
— R, Guido Lavaüe. — Antonio L. Marcenare. 

IHCTAMKN dei. SK-ÑMR I'HOtXRADOR cenrral 

W*mmMm. Mi ye 18 ««nu. 

Suprema Corte : 
Kr vista de que el Ministerio Fiscal no pidió pena deter- 
m inrida y atento los fundamentos de la sentencia absolutoria, 
ruego a V. E. se sirva tener |wr desistida la apelación. 

Jasé Nicolás Maticnso. 

1 

FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Bmm Alte», Imte • de JML 

Y vistos: Por los fundamentos de Ta sentencia apilada y 
atento además a lo manifestado por el señor Procurador Ge- 
neral . se ía confinna y devuélvanse. 

A. «Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. — 

J. FlC.uKROA AfX'ORTA. 



Compañía Amura del l'izcaino contra la provincia de Bittfe 
Ríos, sobre inconstitucionalidad 

m 

Sumario : ],n justicia nacional es incompetente para conocer 
del cobro dí impuesto provinciales, y la inconstitucional^ 
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tn £jT^°. lm ? d * I1CVada a * lU V" ^'^n. 
con arreglo al art.culo l4 de la ley número 48 o por de 

manda contra la provincia, después fle pagar el impuesto 
con las reservas correspondientes. 
CWo: Ante la Corte Suprema se presentó l a Compañía Are- 
nera del V.zcaino entablando demanda contra la provin- 

Z' v^i^ lKt ™ qUe £l,eni dedar "k "a inconstitu- 
nona .dad de la ley local número .507 que grava con un 
.30 ojo de sn mayor valor los excedentes dé tierras fis 
cafe* que sohctaren en compre sus poseedores, en virtud 
de derecho acordado por d articulo 1.345 del Código Ci- 
vil, manifestando que fa isla "Vizcaya" o "El Vi^caino** 
fue adquirida en 1904 en remate público ad corptts por un 
¡>rec f „ tk . nueve pesos moneda nacional la hectárea, cd 
calándose la superficie de la mencionada isla en 190 hec- 
táreas ; que vendida por el primer adquiriente a la socie- 
dad actora. aquél manifestó que la compra había sido 
hecha ad corfus pero que en realidad la superficie era 
mayor que la calculada, por lo que ésta resolvió practi- 
■ «r una mensura, la que demostró que la isla tenía una 
superficie de 3ro hectáreas y fracción, que daban un ex- ' 
ceso de mas de 120 hectáreas, por lo que se presentó al 
(.obicrno de la provincia de Entre Ríos, ofreciendo pasar 
el exceso de superficie de conformidad con la dispiies. 
to en el citado articulo i. U5 del Código Civil; que la 
contaduría de Ja provincia practicó una liquidación por 
la que debía pagar, además de! precio por el exceso en- 
contrado, un impuesto establecido por la precitada lev al 
■nayor valor, por el que se le pretendía cobrar una suma 
que representa más del doble del precio de adquisición 
pues reputa como mayor valor la diferencia entre el pre- 
cio en que debe enajenar c! fisco y el del valor en que es- 
u- apreciado el fundo para la contribución territorial, con 
mas una imlemu ilación por el usufructo de la tierra fis- 

? " i° T C 'í haCÍa re " H « natlte aí recordado artículo 1.345 
del Código Civil . J ? 
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FALLO DE LA SUPREMA CORTÉ 

■mnm Aire», jauto S 4* Mb. 

Autos y vistos, considerando: 
Q" e ¡ a presente demanda tiende a que v declare ta ¡n- 
constitucionalidad de una fcy de impuestos de -a provincia do 
Kntre Ríos, 

Que como lo ha declarado esta Corte la justicia nacional 
es incompetente para conocer del cobro de impuestos provin- 
ciales y la inconstitucionalidad de éstos sólo puede ser lle- 
vada a ella por apelación, con arreglo al articulo 14 de la lev 
número 48 o por demanda centra la provincia después de pa- 
nado el impuesto con las reservas correspondientes (Fallos, 
tumo 115, página 64 y jurisprudencia aUi citada). 

Por ello se declara Ha incompetencia de esta Corte para 
conocer de la presente demanda. Notifiquen y repuesto el 
japel archívese, devolviéndole el poder acompañado, bajo 
constancia . 

A. Bkkmeio. — Nicanor G. hKl 
Solar. — D. Iv. Palacio. — . 
J. Fiiu'KfeiA Amorta. 



Don Jos¿ Dúpcfa (su sucesión). Cnntknda de (omprtcnaa 

Sumario: Reconocido el hecho de haber el causante tenido 
su domicilio m determinado lugar, en que estaban la ma- 
yor parte de sus bienes y que constituía el asiento prin- 
cipal de ¡lis negocios, no son bastante para probar el cam- 
bio ;le ese domicilio las afirmaciones de testigos en ese 
Sentido, contrarias a lo manifestado |x»r el causante y a 
lo declarado por otros testigos, en concordancias con es- 
tas últimas manifestaciones. 

Cuso; Ut explican las ¡ : e¡tas siguientes: 
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VISTA BISCAÍi * 

Señor Juez: 

La información que consta en estos autos, aprobada n 
f^jas m en virtud de las declaraciones de fs. 18 a 21 dokn 
acreditado que e! causante señor Da,*! o estaba domiciliado en 
-VIonte y que accidentalmente se encontraba e„ h Capital Fe- 
deral a la época de su fallecimiento. 

Asi resulta también por la propia manifestación dd cau- 
sante, en los autos su esposa doña Clotilde Zelarraván tra- 
mito personalmente ante el juez, doctor Gnecco. secre't. Cano 

Asi resuita igalmente de la declaratoria de herederos co- 
mente a fs. 4 r. como asi mismo de los títulos de propiedad 
agregados a *stos autos de tal manera que de coitforcidad ' 
con los artículos 3.284 del Código Civil y 1 , del Código de 
Wdmuemos. siendo U. S. el juez competente para enten- 
der ín estos autos no debe ordenar l a medida solicitada en el 
exlwrto en visto. _ Daht. 

auto nui, si* ñor juez Ex lxt CIVIL y C0MERCIAIj 

U Fiat», Aceito 1 de l»l 7. 

Autos y vistos: 

Atento lo establecido tn el artíciiTo 439 del Código de 
Procedimientos y ejerciendo una misma clase de jurisdicción 
el señor juez exhortante ffs. 7.) y el suscripto, se declara im- 
procedente la inhibitoria solicitada, y librese exhorto hacién- 
dose saber al señor» juez exhortante esta resolución. E im- 
l»ortando el escrito de fs. 83 plantear la cuestión por declina- 
toria, proveyendo a dicho escrito, por tos fundamentos y citas 
legales del auto de fs. 83 vuelta, y dictamen precedente del 
señor agente fiscaí. se dedara que jugado es competente 
para entender en este juicio. Repóngase las fs. - Angel Sán- 
chez Bha. — Ante mi: C. Díaz Cuneros 



■ 
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FALCO nk LA SUPREMA CORTE 

IwtM Aira, Junto 8 a» IMS. 

Alisios y vistos: Los <le contienda de competencia entre 
un Jue* de i." Instancia en lo Civil de la Capital ,v otro de 
igual* categoría de La Plata, provincia de Buenos Aires, j ara 
conocer en el juicio sucesorio de don José Dapelo; y 

Considerando : * 

Que con arreglo a k> dispuesto por el artículo 5,28.' del 
Código Civil la jurisdicción sobre la sucesión corresponde al 
juez del último domicilio del causante. 

Que no es dudoso de Dapek>, tuvo siempre su domicilio 
en el Monte, provincia de Buenos Aires, lugar donde estaban 
ía mayor parte de sus bienes y constituía el asiento principa! 
de sus negoebs, hasta el 10 de Septiembre de 1015. por lo me- 
nos, atento lo manifestado |x>r el extinto a fs. 31, autos de di- 
cha provincia. 

Que reconocido tal hecho, se ha procurado establecer el 
cambio de domicilio de Da pelo, con e! testimonio de fs. tt> 1 
.1 y 29 a 30, autos de esta Capital; pero tales afirmaciones son 
contrarias a lo manifestado por aquél, al ingresar al hospital 
Fcrnánde7. donde falleció, según se establece en el oficio de 
fs. 22, y en la escritura pública de fs. 3, autos de la provincia. 

Que por otra parte, aquella información esta abiertamen* 
mente contradicha por la producida a fs. uj y 20, autos de 
la provincia, en la que los testigos declaran con la mayor am- 
plitud, dando razón de sus dichos, concordando con las mani- 
festaciones de Dapcli acerca de su residencia accidental en esta 
Capital. 

Que no se ha mencionado ni probado acto alguno Je Pa- 
líelo que demostrase su ánimo de cambiar de domicilio; y todn 
luce su|»ner (pie vino a esta Capital, para hacerse atender de 
la enfermedad que le causó la muerte, pocos meses después de 
]'» que manifestara en escritura pública como queda antes di- 
cho, de tener su .lomtcilio en el Monte, provincia de Buenos 
Aires." 
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Que con tales antecedentes. no es dudoso que Dapelo te- 
nia su domicilie real en el lugar indicado de dicha provincia 
y que falleció en esta Capital donde estaba accidentalmente y 
por motivos de salud. , 

Por ello y oído eJ señor Procurador General, se declara 
luez competente para conocer en los aut^s sucesorios de la re- 
brenca, al de La Plata, a quien se le remitirán, previa reposi- 
ción de te Eos. avilase por oficio al de esta Capital. 

A. lÍKkM i, ¡ii. — D. E. PALACIO. 

Solar. — D. E. Palacio. — 
— J. FlCUKBOV Alcorta. 



Hclfí» G. Uguisamón contra Joaquín Castellanos por (obro 
ejecutivo de pesos, sebre competencia 

t 

Sumario: No puede promoverse contienda de competencia 
para el conocimiento de una causa terminada por senten- 
cia de trance y remate. 

Caso: l,o explica el siguiente: 

kallo de la corte suprema 

Bumo* Aire». Junio 1 1 4t IMS. 

Autos y vistos : Los de contienda de competencia entre un 
Juez Federal de esta Capital y otro en lo Civil v Comercié de 
fa ciudad de Salta, para conocer en la ejecución seguida ante 
este por el doctor don Delfín G. Ugimamón, argentina, veci. 
no de la ciudad del Rosario de Sant. Fe. contra el doctor Joa- 
quín Castellanos, también argentino y vecino de la Capital, y 
Considerando : 

One según se comprueba a fs. roo de los autos ejecutivos 
y fs. 5 de la inhibitoria, el ejecutado fue legal v personaJmen- 
te citado a comparecer ante el juzgado para reconocer la firma 
de! documento privado corriente a fs. 4. como preparatorio * 
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I 

de la ejecución y para que constituya domicilio dentro del 
radio determinado por la ley de procedimientos. Iwjo los aper- 
cibimientos legales. 

Que tal diligencia de practicó é ¿o de Julio del año ppdo.; 
y en 24 de Agosto siguiente a solicitud de parte se tuvo por 
reconocida la firma y se fijó el domicilio correspondiente, por 
no Imber comparecido el doctor Castellanos (fs. 101 vuelta). 

Que en tal virtud el juicio es siguió en rebeldía y se dictó 
sentencia de trance y remate en 28 de Septiembre, que fué le- 
galmente notificada el i;" de Octubre ( fs. 115 y 116 autos eje- 
cutivos i. 

Que cu .nido se publicaron los avisos de venta de la finca 
embargada, el ejecutado se presentó recién ante e! Juzgado Fe- 
deral, en fecha 27 de Diciembre del mismo año ppdo., promo- 
viendo contienda por inhibitoria, *n mérito de ser él vecino (fe 
esta Capital y el actor de] Rosario, ambos argentinos como 
queda antes dicho. 

Que en c! caso se trata de un juicio concluido por sen- 
tencia ejecutoriada de trance y remate según lo acreditan tas 
constancias relacionadas, respecto del cual no procede por la 
ley !a contienda de competencia promovida, bastando tal cir- 
cunstancia |»ara desestimarla, con arreglo a la reiteradamente 
resuelto i Fallos, tomo 48. página 211 : tomo 68, página 19; to- 
mo 100. página 274; tomo 'I2i, página ,127). 

Por ello y oído el señor Procurador Genera!, así se decla- 
ra y en consecuencia remítanse los autos, previa reposición de 
sellits. al Juez en lo Civil y Comercio! de la ciudad de Salta, 
avisándose por oficio al Juez Federal. 

A. Bermejo. — Nicanor G. díi. 
Solar. — D, E. Palacio. — 
J. Fígi-ekoa Alcorta. 
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sobre cobro de pesos 

30^ Rancio atribuida al Gobernador por la const** 
■>" tíc la pmvincm de Santa Fe. la facultad de ce- 
lebrar contratos sobre objetes de utilidad ¡Me*, no obli- 
«a a esta el celebrado por un ministro con „„ L¿¿ 
cuiar m m Ja construcción d e un monumento. 

Cuso : Lo explica el siguiente : * 

Buenos Aire», junio 13 de 191*. 

mtra la provmaa de Santa P e por vobro de peso, v daños 
) per; lucios, de los que resulta: 

Que a fs. 11 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, el actor deduce su demanda exponiendo: Que el doc- 
tor José J. Amavet. en ejercicio de la presidencia del Consejo 
General de Educación, inició entre el personal docente y alum- 
nos de las escudas una suscripción destinada a sufragar los 
gastos necesarios para erigir un monumento al maestro 

Que detenida la realización de ese proposito por insufi- 
ciencia de los recursos recolectado, el actor sé ofreció a hacer 
el monumento por la suma de catorce mil setecientos pesos, 
que es el valor estricto del material a emplearse; preparó la 
WMWm y «na vez aprobada esta, se suscribió el contrato 
entre é señor Amavet y el actor, se colocó la piedra fundo- 
mental del monumento y se libró orden de pago por la pri- 
mera cuota. v 

Que operado pocos dias después el cambio de gobierno 
no pudo obtener que se hiciese efectiva Ja orden de pagu de' 
referencia, y las gestiones administrativas consiguientes con- 
cluyeron por una resolución -del Poder Ejecutivo d,- la pro- 
yocia demandada declarando nulo el contrato celebrado ,„, r 
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el señor Amavet con el actor, por tratarse del ejercicio de tina 
facultad que por la Constitución Provincial coresponde al (k- 
beniador y nó a los ministros, y por t uc, además, no ha sido 
hecho en escritura pública y con intervención del escribano 
de gobierno, como* lo dispone la ley provincial número '722. 

Que para evitar mayores perjuicios, toda vez que habia 
hecho contrat porros materiales, antes de que se dictara el 
ilccreto de referencia trasladó la maquette al So voy Hotel y 
propuso el Presidente del Consejo General de Educación y al 
Ministro de Instrucción Pública que concurrieran a apreciar 
la obra y ratificaran o) contrato, propuesta que no le fué 
aceptada . 

Que eJ gobierno de Santa Fe considera que en el contrato 
suscripto por el doctor Amavet la parte contratante es la Pro- 
vincia, y entiende como consecuencia, que su validez dej>ende 
ile la ratificación ulterior que te preste la legislatura ; inteligen- 
cia equivocada a juicio del Ministro de Instrucción Pública 
con relación al doctor Amavet. 110 puede considerarse que un 
.Ministro es el Poder Ejecutivo, ni que esa simple enuncia 
don permita establecer que el señor Amavet contraté como tal 
ministro. 

Que si se considera que la suscrqwíón levantada es una 
donación a favor de fa provincia, tal donación no ha sido acep- 
tada i*or el órgano que corresponde, es decir, por la legis- 
latura, y si el Poder Ejecutivo conceptúa que es parte en el 
contrato, ha debido elevarla a ta Legislatura para su aprobación 
Ó su rechazo, pjro nada lo autoriza a invalidar lo que el ciu- 
dadano }. J. Amavet pactó con fe) actor, 

One si fuera liarte en el contrato el Consejo General le 
Kducación. y se lo SilpQne a| ,señor Amavet como mandatario 
«le éste* hay un ratificación expresa del mandante <jue valida ¡ó 
convenido, y si la |>arte directa fuera el señor Amavet. el Po- 
der Hjecutivo no puede objetar el contrato celebrado . 

Que entretanto el gobierno de la demandada retiene los fon- 
dos, y con el decreto a qjte se ha hecho referencia imposibilita 
el cumplimiento del contrato con las consecuencias ya espites- 
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tas por tojp ta cual pide p¿ e se condene a l a provincia de 
t>unta Fe. a abonar ¡a suma que indebidamente retiene en el 
plazo m ^ determina en . el contrato ceJebrado entre el actor 

Ll'^n ^ i ^ dañ ° S ^ 

cíe precio en Jos materiales v costas 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte 
v «.md» trasgo de la demanda, fe provincia de Santa Fe la 
contesta ( fs. 35 t . exigiendo: 

Que afectivamente el señor Amavet, como Presidente del 
Consejo General de ¡íducaeión concibió la idea del "monumen. 
tu al maestro . á que debía costearse por suscripción entre el 
personal docente y alumnos de las escuelas dependiente del 
Consejo presidido por él. y $ también exacto que la suscrip- 
ción aleado a algo más de catorce mil pesos v su importe fué 
depositado en el Banco de la Provincia en cumplimiento de la 
ley reactiva, pero el Consejo nunca se pronunció sobre ta. 
imciativa, y e l entonces presidente doctor José B, Menehaea 
tampoco finnó el contrato ad referendum. 

Que pocos atas antes d* finalizar el gobierno del doctor 
Mericnaca, el señor Aiiiayet, entonces Ministro de Instrucción 
Wm*, en el deseo quizás, de ver realizad su iniciativa, con- 
trato directamente con el señor Giauninazzi. violando al ha- 
cero asi. el , )rece pto de la constitución de Ja provincia que 
prohibe ajos ministros el contratar por ser esta función inhe- 
rente al (.olHrrnador. el que cuando contrata solo puede ha- 
cerlo ad referendum y sometiéndose a la decisión de la legis- 
latura bajo I*na de nulidad de lo estipulado, razones por las 
cuales el Poder Kjecntivo desestimó Tas gestiones del acto- 
en el sentulo ce que ese contrato fuera realizado jror la actual 
administración de U .provincia. 

Que además !a ley proviiiciaJ número 1.722 establece úü> 
la escribanía de gobierno debe intervenir en la escrituración v 
protocolización de todos los contratos entre el Gobierno y los 
particulares, y en el caso se invoca un contrato hecho en ins- 
trumento privado y de consiguiente sin los requisita que h 
ley de referencia determina. 
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Que sicmk) absolutamente «ulo el diado intrato, ^lici- 
ta el rechazo de la demanda instaurada, con costa* al actor. 

Que recibida la causa a prueba ( f s. 34 vuelta) se pr- 
dujo la que expresa el certificarlo de fs 1 10, se presentan.! 
k* alegatos < fs. m y Il8 , f ^ |] amá ailtoíi definitiva 
(fs. 12! vuelta). 

Y considerando: 

Que fiados términos en que se ha trabado te fitü co- 
rresponde examinar si el contrato de fs. 3 que sirve de base 
a la demanda, fué suscripto por el señor Amavet "como batí!* 
cular', según lo afirma el actor \ fs. 13 vuelta), o en su ca- 
rácter de Ministro de Gobierno de la provincia de Santa Ke, 
como lo sostiene el representante de ta misma ( f 27 y si- 
ímientes \. y en uno ú otro caso, si la demandada es o no pa- 
sible de las obligaciones que se Je atribuyen. 

Qik los antecedentes que obran en autos no permiten lie. 
fiar a la conclusión de que el contrato invocado fué suscripto 
en las condiciones que expresa la demanda, esto es. que el se- 
ñor Atnavet contrató a nombre particular v propio. Pero en 
Ja hipótesis de que asi hubiera sido, dicho contrato I por cuya 
1 "taita de cumplimiento'' se confiere e! \xxkr fie fs. 1 para de- 
mandar a la provincia), no sería titulo hábil para fundar la 
demanda, por cuanto en un convenio que sólo crea relaciones 
de derecho entre acreedor y deiiftor y no puede extenderse a 
terceros extraños a él. pues r de doctrina que tratándose de 
derechos fonales, el acreedor "no Jn tede perseguir sino a la 
persona obhgada a la acción o a la prestación" (Código Civil, 
articulo 2.5. ,2 y su notai. y c „ e | cas». g j d seflor Amavet no 
ha contratado como represéntame de la Provincia, ésta es un 
lersero extraño a las obligaciones y derechos que se derivan 
ríe ese contrato, y no puede, en consecuencia, ser invocado 
contra ella ni autorizar la acción deducida. 

Que en cuanto al carácier oficial o público con que Ama- 
vet readrzó el acto jurídico si,t> m, resulta no sólo de los tér- 
minos precisos de! contrato mismo celebrado "entre d Señor 
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Ministro de Instrucción Pública y Agricultura Don José I 
Amavet, por una parte, y e | señor Guillermo Gíauninazzi jior 
!a otra , términos corroborados por las declaraciones del doc- 
tor Manuel Menchaca (interrogatorio de fs. 5 S. contestación 
de fs. 59 y siguientes i. del doctor Ilonacosa (el mismo inte- 
rrogatorio contestado a fs. 6o >: dd] doctor José Menchaca 
interrogatorio de fs. 6t>. contestado a fs. 70 y siguientes) y 
aun por Ja propia afirmación del representante del actor en 
las repreguntas de fs. 61. sino que fluve también ríe otra* 
constancias expresas de autos, tales como los documentos de 
fs- 4 y 7, espediente números joi Letra M v (40 Utra C 
agregada, en los que el actor afirma que "celebró con el Señor 
Ministro de Instrucción Pública un contrato para la construc- 
ción del monumento al maestro", y gestiona el pago de Ja pri- 
mera cuota, "de acuerdo con el contrato celebrado entre el que 
suscribe y e I Señor Ministro de Instrucción Pública" ; de la 
nota oficial de fs. 11. expediente número 201. letra M. agro- 
• do. por la que el Ministro señor Amavet se dirige al Pre- 
, stdente del Consejo de Educación "a fin de poner en su cono- 
cimiento que en la fecha este ministerio lia contratado con el 
señor Guillermo Giannmazzi ¡a obra de escultura, monumento 
al maestro", y ordena al Consejo dé -fiel cumplimiento" al res- 
pectivo contrato : y en fin. de los términos del ya citado instru* 
mentó de poder de fs, r. otorgado por el señor Gianninazxi a 
sus representantes "para que entablen formal demanda contra 
di Gobierno de esta Provincia. Consejo de Educación de Ja 
misma, o contra cualquiera otra autoridad que sea menester. ■ 
por falta de cumplimiento de contrato e indemnización de da- 
ños t perjuicios resultantes del que tiene celebrado entre la 
Provincia y el otorgante para ta construcción de un monumen- 
to simbolizando al maestro". 

Que así establecida !a manifiesta evidencia de que las ¡ar- 
tes contratantes en el convenio de que se hace mérito fc> han 
sido el escultor señor Gianninazzi y el señur Amavet en m ca- 
ráeter de Ministro de! Gobierno de la Provincia demandada, 
corresponde observar que en el régimen constitucional de la 
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provincia de Santa Fe la facultad de celebrar a nitratos sobre 
objetos ríe utilidad pública está expresamente atribuida al 6o- 
bemador de !a Provincia (articulo gt. inciso g.*". Constitución 
de Santa Fe), y el misino estatuto establece (articulo 95) que 
los ministros no pueden en ningún caso tomar resoluciones sin 
el consentimiento del Gobernador, a excepción de lo concer- 
niente al régimen económico y administrativo de sus respecti- 
vos despachos . 

Que en tal virtud, es fuera de duda que en el caso de autos 
el contrato con que se instruye Ha demanda no obliga a la pro- 
vincia de Santa Fe. pues el Ministro señor Amavet ha exce- 
dido «1 límite de sus facultades» legales al contratar con el 
actor (Código Civil, artículo 36), y este ha concurrido a un 
acto nulo (Código Civil, articulo 18) puesto que ha debido 
conocer el |>reccpto constitucional que asi lU establece (Código 
Civil, articulo 20 1 . 

tV>r estos fúndame»!'* se alisuclvc a la provincia de San- 
ta Fe de la demanda de fs. 1 1 . sin especial condenación en 
costas atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. Notifíquese 
original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bkkmfjo. — Nicanor O, del 
Sc&ar, — D. E. ' Palacio. 
— J. FlC.l'KROA Aixorta. 



Banco Hipotecario Nacional contra el doctor ¡iícdoro Lobos, 
por cobro de pesos: s&bre competencia 

Sumario: 1." Xo procede el recurso extraordinario del ar- 
tículo T4. ley 48 contra una sentencia de una Cámara Fe- 
dera!, qfut si bien hace lugar a ta excepción de incompe- 
tencia opuesta en el juicio, no ¡nipona declarar que !a 
causa 110 sea de la competencia de la justicia federal, sino 
que no lo es de la del jutz de sección que conoció de la 
causa ( en el caso el de San Juan ) ; o sea. contra una sen- 
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tencia en que si bien hay un pronunciamiento relativo a 
la incompetencia cid juez, él se limita a la jurisdicción 
que éste ejerce en determinada sección y no a la qué 
pueden ejercitar otros jueces de sección (en el caso, los 
de la Capital, domicilio <Iel demandado, que opuso la ex- 
cepción fundado ten tal causal >. 

2. a No ría lugar a didio recurso la invocación de 
• «NWiones ck- una ley especial que no tiene relación 
directa e inmediata con la cuestión traída ante la Corte 
Suprema, ni las <le que haga mérito la sentencia apelada. 
SÍ el recurrente no Jas invocó y fundó en día," con ante- 
rioridad al fallo, derecho alguno que éste ha va ]>odid> 
desconocerle. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FAtljO Dfi LA CIIKTR SLPRIÍMA 

Bmm« Aira, Junto Ib to m*. 

V vistos : Los venidos en apelación extraordinaria de sen- 
tencia de la Cámara Fc<teraH de la Capital, seguidos por el 
Banco Hipotecario Nacional contra el doctor Efcodoro Lobos, 
por cobro de pesos. 

Y considerando; 

Que la cuestión de competencia promovida por el repre- 
sentante dd ejecutado a fs. 30. no tiende a excluir del cono, 
cimiento de la causa a la justicia federal, sino a) señor Juez 
de Sección de San Luis, y no «porque considere que ella co- 
rresponde a la justicia ordinaria, sino a tos tribunales de la 
Ca|jita.l y con arreglo al fuero que sea <lel caso en razón di 
la naturaleza de la causa y de la ealkbd de las partes ( fs. 30 
in fine y 30 vuelta). 

Que el actor, a su vez. fo ha considerado también asi. y 
ha invocado la regla general del articulo 1.212 del Código Ci- 
vil relativa al lugar en que deben cumplirse los contratos y el 
articulo í.icj5 dd mismo Código para hacer extensivas at eje- 
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ciliado las obligaciones persa: ites derivadas del contrato hi- 
potecario concluido por su causa-habiente ( fs. 36). 

Que en consecuencia, lo que se ha sostenido contradic- 
toriamente por las ¡janes no os la procedencia del fuero fe- 
deral, sino la de los tribunales que funcionan en la ciudad de 
San Luis, federales y ordinarios, alegando el Banco \k>t su 
ixirte que lo< contratantes han designado la ciudad de San 
Luis como lugar en que deben cumplirse los obligaciones emer- 
gentes del contrato hipotecario, con arreglo a las disposiciones 
del Código Civil invocadas, y oponiéndose a ello <¿ ejecutado 
por tener su domicilio en la Capital Federal. 

Que esto es el único punto onnsiderado y resucito por la 
sentencia de fs. 59, en la que. si bien hay pronunciamiento 
relativo a ta incompetencia del Juez de Sección, se limita a 
la jurisdicción que él ejerce en San Luis y no a la que pueden 
ejercitar los jueces de sección de la Caphal que son los del 
ifomicilio dd demandado; no hay pues, declaración de incom- 
petencia de la justicia federal, sino de la que a él le compete 
dentro del distrito judicial en que desempeña sus funciones, 
y en virtud de lo qu c estatuye el articulo 4.- del Código d* 
Procedimientos de la Capital, suphnrio de las leyes federales 
del mismo carácter. 

Que lo precedentemente expuesto excluye la posibilidad 
de que se dictara sentencia en contra del articulo 2. u . inciso 
2." de la ley número 48 y articulo 100 de la Constitución 
en qttü el Raneo Hipotecario fundó su derecho a ampararse 
del fuero federal, pues como queda establecido, ese fuero no 
le ha sido denegado. 

Que es de observarse además, que él Banco Hipotecario 
fundó su acción en los artículos 3.417, 3.343. 3.040 y 3.496 del 
Código Civil : y que al contestar a i*. $6 el traslado de las ex- 
cepciones opuestas por el demandado, sostuvo la competencia 
del juez de sección a mérito de las estqmlaciones contractua- 
les de tas [Kiries, de la situación de los inmuebles hipotecados, 
y como precedentemente se establece de lo dispitcsto r^r los 
artículos 1.2 ta y 1.195 y otros del Código Civil: y si bien 
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y ar- 

ellns ]1r) 



ucuios 40, 44, JflClso 2 « ^ , . j ~* 

tienen relación 'directa e «JM 2 , * ' dI " s 

«* Corte Suprema con arreglo . los artk ,„„., ' g * ™, £ 
fi. de ta ley 4055, planteadas en el memorial de fs „, „ 

P lT ■ SKl ° en *' P Wto - « «> la oporhmi- 

dad *Ml con arreglo a ¡a reiterada ¡urispntdcnciaTea 
Corte (Fallos, tomo ,04. página ,46; „„,„',,.,, JSJ ™* 
tona, 1». pag¡ n a s ,3 , , 2J y 0(ro5) I**™ '« • 

Que si bien la sentencia apelada, por su referencia' a u 

. y 43 de la Je, numero ..804. dio es indiferente en el caso na* 
no ha shIo el reenrrente quien ha invocado las 4 sZckme, 

Ü - S - « -cialmltHn^r 
al recurso. Notifiquesc original y devuélvanse. 

# 

A. Bermejo. — Nicaxor G. düi. 
Solar. — D. E, 'Palacio. 

— J. FlCLEROA Al.CORTA. 
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Señores Carrera y Cia., en autos con ta Administración de 
impuestos Internos, sobre imposición de umita. Recurso 
de hecho. 

Sumario: i," El recurso de inconstitucional idad que regla- 
menta el artículo 340 y demás del título Vil del Código 
de Procedimientos de la Capital, es improcedente para 
ante esta Corte. 

2° Las resoluciones en materia criminal de la Cá- 
mara Federal de la Capital causan ejecutoria íartícu' 
lo 4.". ley 7.055 >. 

3." Para que la Corte Suprema (Hieda coivicer por 
apelación, de! recurso de revisión autorizado por el ar- 
tículo 4.» de la ley 4.055. es necesario que la misma Cá- 
mara que dio la sentencia de que se recurre, sé haya pro- 
nunciado previamente, revisando o no su fallo. , 

Caso; ta explican las piezas siguientes: 

1 

WCTAMEN Uf.í. SEÑOR PttOCUkAUOR GENERAL 

Bnttot Alrtt, M«r» 24 «Je 1418. 

Suprema Corte: 

El recurrente manifiesta a fs. 3 vuelta, que deduce la pre- 
sente queja por DO haterle sido acordados ¡>or la Kxma. Cá 
niara de ApeJacianes de esta Capital los recursos de apelación, 
nulidad y revisión que afirma haber interpuesto, fundado en 
ios articulo* 3.". 4." y 9." de la ley número 4.055 y articulo 
551 del Código de Procedimientos en lo Criminal contra la 
semencia pronunciada por aquel tribunal a fs. 58 de tos autos 
principales. 

En esta virtud, deben, pues, tenerse |*or abandonados lo< 
recursos de ■inconstitucionalidad y extraordinario que. fun- 
dado en los artículos 340 y demás del título Vil del Código 
de Procedimientos de fla Capital y articulo 550 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, interpuso también el recu- 
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rrente a fs 6, y £ 63 de los autos principe, siendo M 
I" ftmte d pr.rn.ro de aquellos improcedente para ante V F 

ca] T 1,acer ,,otar Í|UC * ***** * ******* 

tonoa de no ser exacta la aseveración contenida en la presen. 

r-Í ^ 5 ! C 105 a " tOS P rí " c, "t>ales fos rec.ir.os de apelación 
y ^[rdad fundos en los artículos 3, , 9 , de Vi ?S 
"uro 4.o„ ; *sto S «nsmos recursos residían improcedente, en 

eptuado p„ r el I articnlo 4." de la lev número 7.05 S. | a , 

l«cones de la Cámara Federa, de Apelación í esta CaS 

« ejecutoria en materia criminal, y puesto £ *£* 

otra, según se advierte al examinar los auVos respectivo 

? ,U S r c ' ta<, ° ™ Í"-o * referencia ningnna Ti". 

£S 'V^T™™ f|UC «í™P«*ri» a V. I dirimir con 
arreglo al citado arfado 9." de la ley número 4.055 

Jor lo que hace al recurso» de revisión que autnrin el 

arnculo 55. M Código de Procedimiento en Jo Sn. 

¡Wo q«e. de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4* & 

"y .4.055. solo toca a V. E. conocer de dicho recurso po> 

apdacton, y que. de consiguiente, no habiendo el recurrente 

apelado en tiempo y forma de la resolución dictada a fs 64 de 

os autos principales, en cuanto esta última resolución kpo* 

SJftSJT 3 U s " KsUn ™™" P<>r ante la Cámara 

Federal de Apelación de la Capital del recurso de revisión de- 

*P 63 ' 13 ,>níSCntC W* a este 

resjKCto, ríe una manifiesta improcedencia. 

I'or tamo, corresponde y a V. E. pido declarar no Haber 
lugar a fa queja que formula don Juan B. Carrera j>or la ra- 
zón soc.al Carrera y Cía., en autos con la Administración de 
Impuestos I/iterftos sobre im|)osÍcÍón de multa 



Horacio V?, Urrcta. 
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hMM Alna, junte 15 d« fW8. 
Autos y vistos: |jj recurso de hecho por denegación de 
los de apelación, nulidad, inconstitucionatfidad y revisión inter- 
puestos contra sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones 
de la Capital, cu los autos seguidos por don Juan B. Carrera 
de la razón social Carrera y Compañía, sobre infracción a la 
ley de impuestos internos. 

Y considerando 

Que según resulta del informe expedido por la Cámara, 
corriente de fs. 8 a fs. 1 o de los autos principales remitidos 
a solicitud del señor Procurador General, el apelante ha inter- 
puesto los recursos expresados en estas términos: "Vengo a 
interponer contra la sentencia de V. K. los recursos de nulidad 
e inconstitucionalidad de acuerdo con los artículos 336. 337. 
340. 354 y 355 del Código de Procedimientos y a solicitar que 
pasen los autos a la Suprema Corte de Justicia, puesto que 
la resolución de V. E, me- cansa gravamen irreparable y es 
de la incumbencia de dicho Alto Tribunal, la interpretación 
e inconstitucionalidad". Escrito de fs. 61 . 

Que posteriormente en el escrito de fs. 65, presentado a 
la Cámara dos días después dd de fs. 61, expone: "Que de 
la sentencia de V. E., confirmando la del inferior, vengo a 
interponer los recursos de los artículos 550 y 551 dd Códi- 
. go de Procedimientos en lo Criminal a fin de que la. Suprema 
Corte deje sin efecto las dos sentencias dictadas anteriormen 
te y revoque la resolución condenatoria de la del Tribunal de 
Impuestos Internos". 

Que como se hace constar por Ha Cámara en el auto de 
fojas 61 vuelta y se ha declarado en casos análogos, tos ar- 
tículos riel Código de Procedimientos de la Capital en (pie 
funda %\ apelante los recursos de nulidad e inconstitucionali- 
dad. asi como las demás disposiciones que comprende el tí- 
tulo Vil del mismo Código, no tienen aplicación en los asun- 
tos de jurisdicción federal y son por la tanto improcedentes 
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dichos recursos para ante esta Corte con arreglo a lo reitera- 
damente resudo. Fallos, tomo .20. página 32, entre otros. 

y«c no es tampoco de aplicación lo dispuesto en los ar- 
tículos 550 y 55, del Cciiligo.de Procedimientos en lo Cri- 
minal a r|t,e se refiere el allante para intcr,K>ner los reenr- 
sos r,uc expresa en el escrito de fs, % desde que las resolu- 
ciones en materia criminal de la Cámara Federal de Apela 
ciones de la Capital, causan ejecutoria como lo dispone el 
articulo 4.» de la ley número 7.055 y no resulta de autos nin- 
guno de los casos enumerados en el articulo 14 de la lev nú- 
mero 48 que haga procedente el recurso extraordinario, co nr. 
no resulta además que se haya intentado ta revisión de la sen- 
tenaa apelada ante la Cámara de Apelaciones con arreglo a 
lo estahlecdo por el citarlo artículo 551 del Código de Proce 
dimientos para que esta Corte pudiera conocer de la causa 
con arreglo a lo dispuesto p ir el articulo 4." de la lev 4 ú« 
Fallos, tomo 103, página 233. > 

Que a este respecto se 'ha estahlecklo. (Tomo io%, página 
234 citado) que según el artículo 4." de la lev 4.055 en las 
causas en que con arreglo al articulo 55, del CóHigcVde Pro- 
cedimientos en lo Criminal, proceda el recurso de revisión con- ' 
ira las sentencias de las Cámaras Federales. In Corte Supre- 
ma conocerá de diclio recurso [x>r ablación, lo q lie significa 
que la misma Cámara que dio la sentencia, delie pronunciarse 
revisando o no su sentencia, pudiendo apelarse de ese pronun- 
ciamiento para ante esta Corte, lo que no consta qiie se haya 
hecho, ni tauqueo que la apelación hava sido en su caso 
denegada . 

Por eílo y de conformidad con lo expuesto v pedido por 
el señor Procurador General, no se hace lugar a' la queja de- 
ducida. Notifiquese y repuestas las fs. archívese, devolvién- 
dose los autos principies al trihunal de su procedencia con 
testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i»kl 
Sonar, — D. E. Palacio. 
— |: Ficuicroa Alcohta. 
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Fisto Nacional contra Bcssler, Wwchter y Cía., /*r dcfrat*- 
dación a la renta de aduana 

Sumario : i.» Invocada por el procurador fiscal de Cáiiiiiru 
una dispMicíótl de las Ordenanza» de Aduana para im- 
pngnar ta sentencia del juez de sección. |>rocedc el re- 
curso extraordinario del artículo 14. ley 48. 

2." Tratándose de fraudes en el despacho de Adua- 
na, las dignaciones aplicables son Jas de la ley especial 
y ordenanzas reactivas y no las del derecho común, y 
asi. la acción de defraudación, por cobro de derechos 
de eslingaje y multa, no se prescribe por el transcurso 
(k un año. con arreglo al artículo 89, inciso 3." del Có- 
digo Penal, sino por el lapso tle diez años, de conformi- 
dad al articulo 433 de las Ordenanzas de Aduana. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

i 

SKNTKNCIA ííKL SKxok JL'KZ KKDKRAL 

■«eaM *ite*. junto 2* 4< MT. 

Y vistos: Bstos autos seguidos contra líessler, \Va.ecljter 
y O un janía, por falta de pago de derechos de eslingaje de 
los que resulta : 

t." Que a fs. 89, con fecha 13 de Octubre de 1914 la 
IvNiua. Cámara Federal declaró nulo todo lo actuado en esta 
causa desdi- la acusación inclusive, mandando reponer la causa 
al estado de sumario. * 

2." Que ampliado el sumario, en cumplimiento de lo 
dispuesto por la Kxma. Cámara con el fin de establecer la par- 
ticipación o responsabilidad que en el hecho denunciado pu- 
diera corresponder al personal aduanero, según consta de las 
diligencias practicadas fie fs. 03. en adelante, el procurador 
fiscal presentó a fs. 132 su escrito de acusación haciendo pre- 
sente f|iie en c| hecho en cuestión se trata pura y simplemente 
de una infracción aduanera en la que uo han tenido partipi- 
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Í*CÍÓn alguna los emplead de Aduana y de Ja qne sólo eran 
responsables los señores Besskr. Waechter y Cía., a quienes 
pidió se les aplicara una multa equivalente al valor de los de- 
rechos fiscales más los derechos, todo en razón de los acto, 
|wr ellos reabzados y de los que hace mérito en el cuerpo 
de su escrito. ' 

.V Contestado por la sociedad acusada e! traslado cinc 
fie la acusación fiscal le fue conferido y corrido este juicio ]>or 
lodos sus trámites, los acusados presentaron el alegato áé 
fojas en el que, entre otras defensas oponen la prescripción 
Y considerando: 

i " Qite es regla de derecho procesal umversalmente 
aceptada, que los actos de procedimiento decorados nulos no 
interrumpen la prescripción (E. Bruti de Villeret Traite Theo- 
rique et Practique de la Prescripción número 218. Paris ' — 
R iva roía. Derecho Penal Argentino. 1910. página 608. — 
t,oms Pabon, Traite Manuel des Douanes número 531 >. 

2." Que desde la última providencia válida dictada a 
fojas 48 vuelta, con fecha 22 de Septiembre de ioi ? hasta 
el 3 de Noviembre de 1914, en que por el auto de fs. tn se 
manda cumplir lo resuelto por la Exma. Cámara v se procede 
a la ampliación del sumario, ha transcurrido más' de un ano. 

&° Que la jurisprudencia de la Exma. Cámara Federal 
ha establecido en numerosos casos que la acción penal i>or las 
infracciones aduaneras que merecen ]>eua de multa se prescri- 
be al año con arreglo al inciso 3.- del artículo 89 riel Código 
Penal y tratándose en e| caso sub judice de una causa análoga 
en la que sólo se persigue la aplicación de una multa debe de- 
clararse que la prescripción se ha operado toda vez que como 
se establece en et considerando segundo ha transcurrido más 
de un año sin que el procedimiento se instara por un acto 
valido. 

4-° Que esta conclusión a que se arriba hace innece- 
sario considerar las demás cuestiones planteadas en la acusa- 
eión y defensa. 
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P.»r esto fallo declarando ^rescripta la acción penal de- 
ducida contra la sociedad Bessler, Wacehtcr y Cia.. y dis- 
pongo en consecuencia d archivo del proceso previa repo- 
sición de sellos. Nottftquese con el original. — Miguel L. 
Jan tus, 

SKXTKKCtA W IÁ CÁ.\t.\R,\ FEDERAL í>K APELACIONES 

Baeaoi Air «a, Scptltmbre 8 d* 1917. 

Vista en apelación la causa seguida por el Ministerio Fis- 
cal enntra Bessler, Waeeher y Cia., por defraudación del im- 
puesto de eslingaje, 

Y considerando; 

.Que tratándose de la prescripción de acciones penales en 
cuestiones de Aduana, corresponde aplicar lo dispuesto en el 
artículo 8q del Código Penal, conforme a lo ordenado en el 
articulo 2." de la ley de reformas del inisnvo. toda vez que la 
ley de Aduana y las ordenanzas no contienen disposición con- 
traria al respecto, 

I/>s plazos fijarlos en los artículos 4,10 y 433 de las or- 
denanzas, se refieren a las reclamaciones civiles A]iie recipro- 
camente puedan hacerse los comerciantes y la Aduana por 
emires de cálculo en las operaciones de despacho o ]>or cual- 
quier otro género de reclamaciones. Ksto lo explica clara- 
mente el articulo 433, al decir que toda reclamación de la 
Aduana contra sin comerciante y. vicc-versa. esto es, del co- 
merciante contra la Aduana, etc.. no podrán formularse pa- 
sados diez años. 

Que asi lo ha resuelto este tribunal en las causas se- 
guidas a Vogel Kulemframff en Julio 14 de 1014 y Marce- 
lino Izquierdo, en Septiembre 18 de 1915. 

Por estas consideraciones y sus fundamentos se confir- 
ma la sentencia recurrida de fs. 167, que declara prescripta 
la acción | «erial deducida contra líessler. Waechter y Cía,, sin 
perjuicio de las acciones civiles míe competan a la Aduana 
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m4^P de |« anchos fiscales que pditüt, adeu^* 

SAfcíító líK I.A CURTI-! SIPRI...IA tí i 

Buenoi Aire*, junto Ifl de |»¡g. 

Vistos y considerando: 
, xz* !í"í L '' r Y" rildor %*! «'"ara invocó el artículo 
c«a ck fe r6; (| „e declaro la prescripción del dWeno de adi- 

$i SST^i * ,,,,r 61 incis " * dél 

Que en tal v.rtud la sentencia arlada de & t ,,. 
too .me "los pl aZ( ,s fijados en los artículos m y & |, 
las Ordenanzas se refieren a las reclamaciones civiles M re- 
o,pr«ameme pu,dan hacerse los comerciantes y la Aduana 
!*y rr,re S de cálculo en la, opciones de despacho „ Z 
cwalquw otro genero de reclamaciones'-. ' 

|Ue a mérito de lo expuesto en L> sustancial se degestí- 4 
o e derecho mvomdo ,x>r el acusador, en la opommidad 
« e pudo Wfó )Kl ra ser tomado en enent, fundándose en la 
«M*** del referido attículo de Ins ordenabas de Adll 
3 ^nhrm,, | a sentencia de primera instancia 

Que ton el!.» quedaron expeditas las vías del recurso ex- 
traordinario consagrado por el articulo t 4 . inciso V ' de la lev 
numero 48 y artindo ». inciso 2.*, a |Kt rta,lo tercero del Có- 
digo de IWethnuent * en lo Criminal. 

Que los casos de jurisprudencia que se «ritan en el me- 
morial de A,. ,84. mil lkcir ()lle rf 

..'procedente no son de aplicación al presente, entre otros mo- 
mos. ,„, rmie en ellos Se trataha de cuestiones federales plan- 
leadas y garantías constitucionales invocadas ]K>r ve/ i>rime- 
ra ante esta Corte y que por lo. mismo „o había podido ser 

«ti«. Kulld» 4 ut «•Vil ITS . P | '«di '<£ W .U&e°«^"* ** Umm " 
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explícita ni implícitamente considerada por los Tribunales Su- 
periores de cuyos fallos se recurría, todo lo <|Ue no ocurre en 
el actual, como queda antes establecido. 

Por lo expuesto se declara bien concedido el recurso ex- 
traordinario ínter puesto. 

Que en cuanto al fondo es de tenerse presente que tra- 
tándose de fraudes en el despacho de Aduana, las disposi- 
ciones aplicables son las de la ley especial y ordenanzas res- 
petivas, y en tal virtud rv> es pertinente invocar disposiciones 
de derecho común, como es el articulo 8c> inciso 3." .leí Có- 
digo Penal para establecer la prescripción de la acción, cuan- 
do ella está prevista por dichas ordenanzas ( Fallos, tomo gn, 
página 213 y otros) . 

Ouc de conformidad al articulo 433 de las Ordenanzas de 
Aduana y a la jurisprudencia establecida en su mérito la ac- 
ción de defraudación deducida en esta causa, 1 1 > es prescri|>- 
tible sino por el lapso de diez años, los que no han transcu- 
rrido según se ve en la sentencia apelada (Fallos, tomo 79, 
página 407; tomo 126. página 163 y otros). 

Que la modificación que se dice introducida por el ar- 
ticulo 24 ríe la ley número 4.033 al articulo 433 de las Or- 
denanzas a que se refiere el memorial de fs. 184 lo fué tan 
solo respecto al plazo consignarlo en la primera parte del ar- 
lí "ido es decir para los reclamos o cargos por errores tic 
cálculo, liquidación o aforo, dejando intacta la segunda parte 
en aplicación de la cual se tiene establecido el término de diez 
años para la prcscrqición de acciones por infracciones de la 
naturaleza de la presente. 

"Por ello se revoca la sentencia apelada y devuélvanse ios 
aut -i ni juzgado de su procedencia para que resuelva en con- 
sideración de las demás def cusas alegadas, reponiéndose el 
1*1*1. 

A. Rkrmk ro. — Nicanor díl 
Solar, — D. E. Palacio. 
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lh>n Pedro de Rose contra ta Provincia de Mendoza, par 

eobro de pesas. 

Sumario ; i.* Para que el deudor pueda considerarse res- 
ponsable de los intereses que su morosidad causare al 
acreedor en el cumplimiento de las obligaciones con- 
traídas, a falta de una estipulación expresa, debe me 
diar un requerimiento judicial o extra judicial, fuera de 
los casos de excepción expresamente determinados. 

2." El recibo del capital por el acreedor sin reserva 
alguna soba- los intereses, extingue la obligación del deu- 
dor respecto de ellos. 

Casa; La explica el siguiente; 

FA1.L0 DE LA CORTE SUPREMA 

Bucboi Alna, junio te d« IBIS. 

V vistos estos autos tle los que resulta : 
Que clon Jorge Toro Zelaya en representación de don 
Pedro De Rose, demanda a la provincia de Mendoza por cobro 
de la suma de once mil novecientos ochenta y tres pesos con 
cuarenta y cinco centavos moneda nacional en concepto de in- 
tereses morato, : os que afirma se le adeuda, pidiendo además 
se la condene al pago de las costas del juicio. 

Como fundamento de esta demanda se expone que el ac- 
tor celebró con el Gobierno de la provincia de Mendoza tres 
contratos que menciona bajo las letras A. B. y C. los que 
tenían por objeto, el primero A., firmado en 12 de Septiem- 
bre de hjo8. las ob^s de excavación para la formación del 
hago de Regatas en el Parque del Oeste de la ciudad, contrato 
que fué modificado en parte por convenio de 2\ de i! ayo de 
i'foo, que fué también reducido a escritura publica ante el 
Xotario de Gobierno; el segundo, letra B.. firmado el 10 de 
Ag^jsto del mismo año 1000, sobre la ejecución de los cimien- 
tos para las tribunas del ía^o expresado, y el tercero letra C. 
firmado el fi de Octubre también de k/jo. para la prosecución 
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de tos trabajos de albañilcria en las construcciones de las tri- 
bunas. 

One en los dos primeros contratos A, y B. se detallan la 
natu raleza de los tndxajos conveni los. la forma de ejecutar- 
los, los materiales que debían emplearse, asi como el plazo den- 
fto del éüil debían terminarse las obras y la forma del papo 
por et Ministerio de Industrias y Obras Publicas y míe en 
cuanto a las obras a que se refiere él Último contrato C si 
bien no se esti|«iló plazo para su entrega, en razón de (pie el 
Poder Ejecutivo debía suministrar los materiales de hierro y 
nía rieras necesarias, de los cuales no se hallaba aún en pose- 
sión en la fecha de suscribir el convenio, al ser finalizadas 
fueron recibidas a entera satisfacción por el Poder Ejecutivo. 

Oue el Gobierno pagó las obras convenidas en los contra- 
tos A. y K. pero de las contratadas eti el C. se. retardó en 
las partidas rpie menciona correspon dientes al saldo del cer- 
tificado 5." que debía alionarse «kntro de los treinta dias si- 
guientes ]*>r valor de 3i-WJO pesos con 59 centavos: b) al 
total del 6." y último certificado expedido en 31 de Enero.de 
un 1 y ijtie debió alionarse antes del primero de Marzo si- 
gutente bo| valor de 57.037.02 S y c) el total de las deduccio- 
nes que de cada certificado alonado retenía el gobierno y de- 
bía devolver antes del i." de Mayo del año mencionado de 
acuerdo con lo estipulado en el articulo 8." del contrato A., 
por valor de S 27 -701.44. 

fjue después de diversas gestiones, consiguió e] actor en 
Julio 5 de mía orden de pago por la suma «le 122.501 

pesos en la cual no se hacia mención alguna de los intereses 
reclamados por ¡os perjuicios sufridos, omisión que según se 
te explicó en Contaduría se debía a que ese reclamo obraba en 
otro expediente que dehín seguir su trámite ordinario por lo 
rjitC recibió la suma mandada abonar cs|>erando la resolución 
referente a los intereses reclamados. 

<Jue después de un largo tiempo y de otras solicitudes y 
gestiones promo vidas ante el Ministerio de Industrias y Obras 
Publicas, en demanda del pago de los intereses expresados. 
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adeudados por el (iobierno, éste en fecha 25 de Febrero de 
W$> previo informe del Asesor Letrado del Ministerio de 
imi.mr.as y Obras Pública resolvió no hacer lugar a su re- 

Entre otras consideraciones aducidas en e! escrito de de- 
manda y como fundamento del derecho ejercitado w sostiene 
m la citada resolución «le fecha 25 de Febrero de jo,= es 
fPmm v única que se ha pronunciado sobre el reclamo 

7 MS ' k :™* rc ™< y si b ¡™ « cierto que. en rigor, la lev 
de Oh Pu1)h de |a Nacjón a 0e ^ refiLre ]a ^ n|uc .. m 

del Cierno, demandado no arnera a | actor, puede decirse 
m articulo t% d,^ m analopías que presenta, coinci- 
de algo, mas que por s„ espiritii con el articulo 8« del con- 
trato A en la parte referente at pía*, de treinta dias pan 

Iwcn ta deducción de! to o'o al alonar los certificados en o,, 
cepto de garantía por la |»sii>le mora del contratista que secún 
el art,cTdo .o del mismo eontrat, debía pagar cien pesos por 
*ada d,a de retan lo de to c,ue se deduce que no Se concille que 
dentro de la mas elemental equidad el Gobierno se pusiera 
a entuerto dej retardo por parte del contratista sin dejar a 
este un derecho semejante. 

Une las disposiciones del Código Civil que invoca et! mi 
fvor art,cu!os 508. 500 y 622. demuestran si drr^ho a co- 
brar los intereses que demanda p,r la mora en que l,a incurrido 
la demandada en el euhiplinuento de las obligaciones contraí- 
as sobre el pajfo de las obras a que ellas se refieren v qué 
de ,s expedentes seguidos administrativamente al respeto 
resulta también contradice lo afirmado t -n cuanto a Ja falla 
oe reserva de su derecho respecto al pago de dichos internes 
Desim^ de otra, consideraeinnes relativas a los ramiri- 
"'■entos extrajudkialcs con los que el actor sostiene ha de- 
jado a .alvo su derecho, manifiesta que los intereses mora- 
tonos que aclama y cuya P a ff o pide con más Jas costas del 
juícjo. corres,>onde a la siguiente liqu ¡dación ■ 

<0 intereses al 8 o|o desde Febrero 14 de roí r |,a«ta 
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Julio 5 de 1912 Í16 meses y 21 diasl de pesos. 59 

centavos moneda naci' tal, iiesos j.475-55- 

h) Intereses al a ojo desde el 25 de Marzo de 191 1 hasta 
el 25 de Enero de 1912 ( 10 meses* de 86.737 pesos, 46 ceii- . 
tavos moneda nacional, 5782.56. 

() Intereses al 8 o|o desde Enero 25 de 1912 hasta Ju- 
lio 5 de H912 (5 meses y 10 díasj de 76.737 pesos. 46 centa 
vos moneda nacional y lo que hace un total de 11783 pese.:* 
con 57 centavos que comprende la demanda. 

Corrido traslado de esta demanda el representante de ta 
provincia contestándola manifiesta que como su mejor refuta- 
ción acompaña los expedientes originales a que alude el actor 
seguidos ante el Gobierno de Mendoza bajo los números tío?, 
1.229 y 10, en los que corren las distintas gestiones adminis- 
trativas de que ha hecho referencia y el abono del capital de 
su acreencia, sin protesta por los intereses que reclama y de 
los cuales igualmente resulta la completa iiresponsabilUad de 
la provincia por los valores que se le demandan. 

Que es verdad que consta en dichos expedientes que el 
actor ocurrió él 25 de Marzo de ton reclamando el valor del 
capital que se le adeudaba por sus trabajos conjuntamente con 
el de los intereses de que se creia acreedor, pero que a la ven 
címsta que en tres de Junio del mismo año 191 1 y sin que se 
hubiera producido resolución alguna sobre dicha solicitud, re- 
clame') de nuevo el pago del capital haciendo implícitamente 
abandono de sus pretendidos intereses que hábil incluido en 
su primera cuenta y fijando el valor total de lo (pie se Vé 
adeudaba en la suma- de 123.000 pesos. Que aparece además 
que después de liquidada la deuda por la Contaduría de la 
Provincia, en la suma de ciento veintidós mil quinientos se- 
senta y cuatro pesos moneda nacional, se dictó orden de pago 
en 30 de Abril de 1912 que se registra en el expediente núme- 
ro 10. pago que se hizo al actor en 5 de Junio del mismo 
año 1912. quien otorgó recibo de la cantidad expresada sin 
hacer reserva ni protesta alguna de los intereses, no obstante 
de que la urden de pago tampoeo lo hacía y de que por otr;: 
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pane era explícita en el sentido <¡e que él pago que se le 
acordaba era por saldo de cttenta, lo que importaba un fini- 
quito completo y cerraba la puerta a todo ulterior reclamo. 

Que con arreglo a los disposiciones del Código Civil gtte 
invoca, si algún derecho tuvo el actor sobre los intereses en 
cuestión lo .perdió y dejó caducar por su propia voluntad y se 
Iialla etrfo ^posibilidad de hacerlo valer hoy. 

Que aun en el supuesto de que fuera exacto que el de- 
mandante hubiera observado verbalmente en la Contaduría 
la falta de abono de los intereses al recibir el pago de la deuda 
en la forma que se menciona en la demanda, estos hechos no 
suplirían la falta de protesta formal y escrita que la ley y la 
doctrina exigen en todos los casos y que la naturaleza del 
asunto exigía para la conservación de sus derechos por j>arte 
del actor, agregando que sus aseveraciones al rcsixcto no son 
en realidad sino un recqrso de última hora v son también com- 
pletamente inexactas pues, nadie recuerda -ni existe la míni- 
ma constancia de ellas y se .hallan contradichas v desestimadas 
por el mismo demandante en lo que atañe especialmente a la 
f.Tina de los recibos por Jos ejemplares de éstos que corren 
a fs. ii vuelta y 12 del expediente número 10. en condicione* 
que ofrecían ancho campo tara la protesta si se hubiera que- 
rido consignarla. 

Que por otra parte, si Ja o|>osición de la Contaduría hu- 
biese sido un obstáculo para hacer constar su protesta, el in- 
teresado libremente pudo hacer uso entre otros medios para 
evidenciarla, ocurriendo a un escribano público fo que no hizo. 

Que no es exacto que existiera un expediente por el ca- 
pital y otro distinto por los intereses, pues ambos capítulos 
estuvieron involucrados en el expediente 1.229 .V sólo sucedió 
que el segundo quedó eliminado |>or efecto de la" restricción in- 
troducida en el número lo que no era sino la continuación v 
f >rolongacrón defl anterior, comprendiendo así a I05 dos la 
resolución del Gobiern que comprendió también twla la ges- 
tión de! actor. 

Que. de todos modos, la cuestión se reduce a saber que 
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el demandante acepté el |>ago del capital de la deuda, perci- 
bió su valor y otoYgó su recibo, sin hacer protesta ni observa- 
ción por los inlereses por jo que termina pidiendo que no 
»c haga lugar a la demanda y se absuelva a la provincia con 
especiati condenación en costas al actor. 

keeibida la causa a prueba y producida la que expresa el 
certificado de fs, cji, se llamó autos para definitiva- después 
di- agregados los alegatos presentados por las partes. 

Y considerando: 

* 

Que txm arreglo a lo establecido por la ley y la jurispru- 
dencia, para rpie el deudor pueda considerarse responsable, de 
los intereses que su morosidad causare al acreedor en ei cum- 
plimiento de las obligaciones contraídas, a falta de una esti- 
pulación expresa, debe mediar un requerimiento judicial o ex- 
tra judicial, fuera de los casos de excepción expresamente de- 
ten lina ilos. 

Que segi'in resulta de tos antecedentes relacionados, tos 
intereses que se reclaman por el actor en su demanda no han 
sido convenidos en los contratas celebradas con eí ttnhicrno 
tle Mendoza para ta excavación, ejecución de lo-s cimientos y 
demás obras practica fias £ara la formación del Lago de Re- 
tíalas en el Marque del Oeste, listos intereses se refieren al re- 
íanlo en e| pago de algunos de los certificados de las obras 
establecidas en el contrato letra C\. relacionadas en el escri- 
to rh- demanda, fs. 4. cuyo pago fué gestionado administra- 
tivamente y denegado por til (lobierno en su resolución de 
focha 25 de Febrero, .le 1015. K en la c|iic se declara que 
la ley de Obrcis Públicas de la Nación no rige en la provin- 
cia, ni sus dis|x>siciones se lian incorporado al c nitrato cele- 
brado ]ior el Gobierno con el actor; que en dicho contrato 
no se ha estipulado el |Ktgo de intereses para el caso de re- 
tardo en el pago de los certificados, ni el de daños y peri'iieios 
para la inejecución o retardo \*>r parte del! contratista, siend » 
entonces de resolverse el caso por las dist>os¡eiones del dere- 
cho común, las (pie se invocan para no hacer lugar al pago de 
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los intereses redamados después de aducirse otras considera- 
ciones tendientes a demostrar los trámites necesarios que de- 
bieron exigirse antes de ordenarse el ]jago y cancelación de h 
deuda . 

Que como se hace constar en la referida resolución del 
Ojbiemo, de fecha 25 de Febrero de [915, va citada, y lo 
comprueba el expediente originaJ número 10. qik- corre agre- 
gad» a fs. 30 de estos amos, el demandante gestionó admi- 
nistrativamente el ]>ago y cobro de las cuotas retardadas el =; 
de Julio de 1015. omitiendo toda reclamación respecto de los 
intereses a que se refiere su demanda. 

Que es de tenerse, además, presente que ni en la solici- 
tud de pago de los certificada adeudados ni en la tramitación 
ordenada |>ara su liquidación que consta en el expediente nú- 
mero 10 citado, se hizo reserva alguna sobre los intereses re- 
clamados, como queda dicho, y, antes por el contrario, aparece 
de los recibos que originales corren a R 48 vuelta y fs, 40, 
que el actor recibió el pago de su crédito sin hacer' protesta 
ni reserva alguna respeto de los intereses, como pude) y debió 
hacerlo en ese mismo acto, máxime si se consideran los tér- 
minos del decreto de fecha 31 de Abril de 1912 en el que se 
->rdcna1ia su pago, y en el que textualmente se dice: "Pase 
al Ministerio de Hacienda para que ordene se entregue al se- 
ñor Pedro De Rose, la cantidad de ciento veintidós mil qui- 
nientos setenta y cuatro peso* moneda nacional, con destino 
a ftagar las presentes cuentas por sabio que se le adeuda por 
trabaja efectuados en las tribunas del Lago de Regatas 
fojas 48. 

Que como se reconoce c i la demanda, fs. 5. el actor tuvo 
conocimiento de los términos de la resolución citada, en !a 
que no se "hacía, dice, mención alguna de los intereses recla- 
mada", y está demás decir que pudo entonces consignar la 
reserva fie sus derechos al respeto y dado que esto se le hu- 
biera dificultarlo, no aceptar el pago j>or saldo que se le ofre- 
cía de una suma inferior a la que. en su concento se le adeu- 
daba. 
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U"e |K>r b tanty los intereses reclamados en el caso sub 
juáicc son tic todo punto improcedentes en presencia de las 
disposiciones pertitientes del Código Civil. 

Que a este respecto y tratándose de las obligaciones ít- 
fiar sumas de dinero ¡x>r obras hechas e n virtud de nn con- 
trato, el articulo 624 del Código citado dispone que "el nwiííO * 
del capital |x>r d acreedor sin reserva alguna sobre los intere- 
ses extingue ¡a obligación del deudor respecto de ellos", y ya 
se ha visto, como queda demostrado, que esta reserva no *se 
ha cotí signado. Tomo 22. página 385: tomo 1 ig. página í««j; 
lomo 120. página 5 .v tomo 127, página 8;. 

Quv iudeiR-ndientenicnte de lo expuesto procede observar 
que nr> son de aplicación en el caso lo dispuesto en* los artículos 
50S, 500 y 622 del Código Civil invocados por la demanda en 
cuanto establecen que el deudor es responsable por los daños 
e intereses que su morosidad causare al acreedor en el cum- 
plimiento de la obligación y que para que el deudor incurra 
en mora debe mediar requerimiento judicial o cxtrajudieial 
por parte fiel deudor, con excepción de los casos que se enu- 
meran en el segundo de los artículos citados, por cuanto attu 
en el supuesto de que dichas disi>osic¡ones pudieran favore- 
cer los derechos sostenidos por el actor, ya se lia visto que 
esos derechos quedaron extinguidos con c¡! pago total ríe la 
deuda sin reserva ni protesta alguna. Artículo Ó24 citade*. ' 

Quv procede o! .servar también que las gestiones admi- 
nistrativas sobre los intereses reclamados producidos con an- 
terioridud a la fecha fiel pago total de la deuda, darlo qíté 
dichas gestiones hubieran tenido razón de ser. habrían que- 
dad. 1 renunciadas tácitamente y sin vaíor ni efecto legal en 
contra del deudor, desde qué, como queda dicho, la ley da i>or 
extinguida la obligación respecto de los intereses inir el re- 
cibo dé capital sin reserva alguna, pndiendo decirse otro tanto 
con relación a hs gestiones posteriores a que se refiere el acto*- 
en su líeniandíi. desde, que los fíanos ni los menoscabos por 
eJ pago tardío ríe una deuda recibida ¡w»r el acreedor vnltin- 
lamínenle y sin observación albina, no se pueden demandar 
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etj «felanfc. «tufo 024. Cóilfcu Civil, ley XIII. Titulo II 
I artida 5.". 

Que dado lo expuesto se hace innecesaria la consideración 
-le las demás cuestiones relativas al monto v tipo de los int- 
ruses reclamados objetados en la contestación de Ja demanda 

Por estas consideraciones se absuelve a la provincia de 
Mendoza de Ja demanda interpuesta, debiendo abonarse las 
costas en el orden causadas en atención a las circunstancias 
«leí caso. Notifiquen y repuesto el pai>el archívese, 

A. Bermejo. — Nicanor G. orí. 
Somb. — D. E. Palacio. — 
J. Fif.uüRnA Atxorta. 



?h,iio Aiun-fo íi.mavita de p ayauo fstl stlr cswn). Confiaría 

de competencia 

Sumario : La prueba del domicilio de la causante en deter- 
minado lugar, resultante del hecho de su fallecimiento en 
e] mismo y de la manifestación de su. esi>oso, anterior y 
¡JosteiW a ese hecho, consignada en escrituras públicas dr 
tener su domicilio cu el referido lugar. ,10 puede ser desvir- 
tuada por la declaración de testigos, examinarlos en otro 
lugar, que dicen ser éste el ([otiucilio de la causante; má- 
xime cuando otros testigos de aquel ihtgar. no tachados 
contradicen tal declaración. 

zr Las acciones por cobro de un crédito hipoteca- 
rio contra una sucesión no entran en la dicción del 
mnso 4" tkl artículo del Código Civil. En conse- 

cthmcia. e| conocimiento de una demanda por cobro de 
un crédito lii,»otccario corresponde al juez del lugar donde 
se halla el bien lujKitecado 

Caso: Us explican las piezas siguientes: 



FALLÚ5 DE LA CORTF, SUFHEMA 

VISTA FISCAL 

Buenos Aire*, Fcbf tro 53 de 1918. 

Señor Jtlesz : 

Comprobado con la información <k> fs. ó y siguientes que 
di domicilio do la causante era en esta Capital. Ü. S„ a pe- 
tición ti- parte, ordenó librar ;i fs, 20 vuelta, oficio inhibi- 
torio al señor jue* t| c Bahía Blanca, para que remiikra el 
juicio sucesorio iniciado por un acreedor. 

Posteriormente, a fs. 22 vuelta. l\ S.. sin intervención 
del ni im'st crio fiscal, amplió el oficio a fin de que el citado fue?. 
*e inhibiera de conocer en un cobro hipotecario, iniciado en 
su jurisdicción, 

Xada tengo f|uc observar con respecto al auto de fs. 20 
vuelta pues 0. S.. ha procedido de acuerdo con las probarte 
z:is de autos, pero no asi con relación al segundo, a] que me 
hubiera opuesto, si el juzgado me hubkra pasado las actúa- 
piones para dictaminar, porque tratándose de un juicio hipo- 
tecario, he entendido siempre que en la disposición del in- 
ciso 4." del articulo ¿.2X4 del Código Civil. 110 se halla com- 
pren dida la acción hipotecaria, que tiene en ta economía de 
nuestro derecho, todo el carácter de una acción real, no obs- 
tante el silencio del Código Civil en la enumeración de las 
mismas . 

lista verdad (pie ante esta circunstancia y en virtud de Ta 
distinción del contrato p.-rsonal del préstamo y e.1 derecho 
real de la hijpbtetói, accesorio, se ha sostenido que abierta la 
sucesión del ejee«t;;do. cesa la jurisdicción que conocía en la 
t petición. (Cámara Civil. torno 178. pé|ptra tt|), pero esta 
interpretación no es la que ha prcvak'ciílci en la Corte, que ha 
sostenido, a mi juicio, la verdadera doctrina estableciendo 
Siempre el carácter de atejo in r t - a la Ir precaria. ¿j dirimir 
las cuestiones de competencia entre los jueces de las sucesio- 
nes y liw de ía ejecución, basándose en los fundamentos que 
expresa el codificador vil la nota del articulo 3.2H4. y en las 
ftii utes de donde proviene, f Véase autos; lvm*!io Camors 
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con la sucesión de don Lorenzo Navarro, por cobro hinca- 
rlo, comanda de competencia entre el Juez del Chaco y U S 
tomo 123. página 145; y autos Beltrami j. con la sucesión* 
José V. Vítale, Ionio no. página 217; y las sentencias con- 
cordantes de la Corte en los juicios: Paulino Mambí Canip- 
U-ll con las sucesiones de Bartolomé Magra, toma 82. página 
Í9| y Jacinto Moss con Juan Cañáis, sobre competencia. 1 ri- 
mo 98. página 359). 

Ahora bien, descartada la acción hipotecaria de las perso- 
nales comprendidas en el meiso del articulo 3.284, la com- 
petencia estaría regida por el principio lex hci reí sita-, que 
exolmria ta de U. S., pues aun cuando no existe en autos, tes- 
timonio de la escritura hipotecaria, consta del oficio del señor 
juez «le Bahía Blanca de Urque se hallan ubicados en el De|>ar- 
tatrento de su jurisdicción la gran mayoría de los Mí nes dados * 
en hipoteca. Pero además, consta del mismo. q,,e en la cláu- 
sula sexta del contrato se ha establecido a ta ciudad de Babia 
Blanca, como domicilio especial para todos los efecto* del 
contrato, y siernio esto asi. y como la jurisdicción territo- 
rial puede ser prorrogada por convención de las partes, como 
se ha hecho en la escritura hipotecaria, este acuerdo no sólo « 
cy pira las partes, (articulo 1.197 del Código Civil j sino tam- 
bién para los herederos y sucesores universales ( artículo 1,105 
del niismn Código), sin que ptteda alegarse qne tal convención 
ha quedado sin eficacia, en virtud de la universalidad del j ni- 
eto de sucesión, desde qne a la acción hi^tecaria, no alcanzan 
las presen pelones del recordado artículo ,1.284 del citado 
Código . 

Por lo expuesto, entiendo que debe ü. S. desistir del re- 
qu -rítmenlo con respecto al juicio hipotecario v limitar la cues- 
tión de competencia al juicio sucesorio, declarando a su res- 
pecto trabada la contienda y elevar los autos a la Suprema 
Corte que debe dirimirla de acuerdo cotí lo dispuesta rio* el 
articulo mosc, d) de la ley 4.055.- { ; tst ¿„ Fcdrrk» Toba! 
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U'TO r>KL JVKZ lif, 1," INSTANCIA V.S tjO ti VII. V »>MKHC'I.\I. hi-f. 
DEPARTA MK>TO COSTA SLR 

Bahía Blanca, Abril =4 4* 1»I7. 

V vistos: La contienda de competencia planteada y de 
que instruye el exhorto del Juez en lo Civil de la Capital Fe- 
deral doctor Arturo Seebcr. requiriendo de inhibitoria al in< 
frascripto para entender: a) en los autos de la sucesión de 
doña Angela Ronavita de Pagano; b) en la ejecución hipote- 
carla seguida por el, Banco de la Nación y otros contra do:i 
Nicolás Pagano: 

Y considerando en cuanto a la primera cuestión: 
Que contrariamente a lo aseverado por el representante 
de la sucesión tramitada ante el señor juez exhortante, se ha 
com proba fio en autos que el último domicilio de la causante, 
fué en esta ciudad, en donde falleció, en donde su esposo don 
Nicolás Pagano ha vivido con su familia y lia tenido en todo 
tiempo el asiento principal de sus negocios (véase acta de de- 
función y declaraciones de los testigos Pedro N. LoscaU» 
a fs. 22; Norman N. Geddes a fs. 24, Arturo J. Torres a 
fojas 27 y Baldomcro Mañalich a fs. 30: todos antiguos ve- 
cinos que han conocido a don Nicolás Pagano de mucho tiem- 
po atrás (más de diez años). Y si bien algunos de estos, 
Crcddes y Mañalich. principalmente, declaran que hace vario 
años, el señor Pagano llevó su familia a la Capital Federal, re- 
sulta de esta misma prueba y de otros antecedentes acompa- 
ñados a los autos, que esa ausencia no fué definitiva, que hul>o 
el propósito de volver a esta ciudad y que ese propósito se 
hahia realizatlo atando ocurrió ei fallecimiento de Ja causante. 

Afirma, en efecto, el testigo Geddes, que hace seis años 
cuando Pagano se ausentó con SU familia a Buenos Aires, le 
alquiló al declarante la casa de su propiedad, pero sólo por 
tres años; que vencido este plazo devolvió la casa a Pagano 
> sabe que en esta casa es donde ha fallecido la causante. 
Corroborando esta declaración, el testigo Torres afirma a 
su vez, que cuando ocurrió el fallecimiento de la señora de 
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Pagano, éste estaba radicado con su familia en Bahía Blanca. 
Asi resulta, por otra parte, del acta de defunción de la cau- 
sante. 

ÍW último, comprueba decisivamente la intención del se- 
ñor Pagano de domiciliarse nuevamente con su familia en 
esta localidad, donde siempre conservó su casa-habitación y el 
asiento de sus negocios, la manifestación del mismo, reite- 
rada en diversas escrituras públicas que otorgara en el año 
en que falleció su esposa y algunas en tos mismos dias del 
fallecimiento, de que su domicilio era en esta ciudad, { véase 
informe y certificado de fs. 33 y 35) . 

Que siendo pues este el domicilio de la causante cuando 
falleció, queda demostrada la competencia del infrascripto [ara 
entender en el juicio sucesorio de la misma, artículo 90 in- 
ciso 9- y artículo 3.284 del Código Civil. 

Y considerando en cuanto a la segunda cuestión : 
Que ha declarado ya repetidas veces la Suprema Corte 
Nacional que la acción del acreedor hipotecario que persigue Ta 
cosa hipotecada en manos de su deudor, no está incluida en 
el concepto de las acciones personales, cuyo conocimiento co- 
rresponde, según e] artículo 3.284. inciso 4 .« del Código Ci- 
vil, at juez de la sucesión del deudor v que prima sobre esta 
competencia fe del juez de la situación del inmueble gravado o 
del domicilio convenido para el cumplimiento de las obligacio- 
nes emergentes del contrato de hipoteca. Véase fallos de dicho 
tribunal., tomo 82. página 193; tomo 98. página 359; tomo 
no. pagina 217: tomo 123. página 145 y e] muy reciente de 
Marzo 29 del corriente ano, dictado en los autos "Ugorhuro 
Leandro c|. la sucesión de Elíseo Casanova. ejecución hipote- 
caria . que tramita por el juzgado del infrascripto. 

Que según resulta del testimonio de escritura hi|>otccaria 
acompañada a fs. 1. de la ejecución seguida ante este juzgado 
I*>r el Banco de ta Nación y otros contra don Nicolás Pagano, 
los bienes dados en hipoteca se hallan en su gran mayoría si- 
tuadlos en este Departamento judicial y. consta de la cláusula 
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sexta de l.i escritura, que para todos Tos efectos ( judicial.** o 
cxtrajudieiales) del contrato, el deudor tía constituido domi- 
cilio t-n esta ciudad. 

KI casój es pues, una repetición de los ya resueltos que 
cldDtrurrnaii explícitamente h competencia de este juzgud • 
liara entender en la ejecución promovida. 

Por estos fundan rentos y de acuerdo con |.» dictaminado 
por ti .Ministerio Fiscal, fallo: manteniendo la jurisdicción 
del juzgado ftara entender en la ejecución y autos sucesorios 
referidos; y ordenando sv libre exhorto con transcripción di 
este auto, al señor jues exhortante, a fin de que. si insiste en 
sostener <n jurisdicción, dé pifó trabada la enntienda y se sirva 
remitir los antecedentes a la Suprema Corte Nacional, avi- 
sando al infrascripto, a fin de que sea elevado también este 
expediente. Noiifiqmse. registrare, y repónganse las f.ijas. ~ 
V. /; Arpañarás. - Ante mí: CúPbs L. Briynolc. 

[tICT.VM l'X fifil. SKÑOR l'ROLTK.MlOh CKXKRAL 

Buenos Airei junio IjS de 19lt. 

Suprema Corte ¡ 

Por los ftmdanienios del auto del* Juez de Había Illanca, 
considero probado que e l último domicilio de doña Angela Ho- 
m viia de Pagan, fué en aquella ciudad, donde falleció. 

Kn consecuencia, pido a \\ & s ». sirva declarar que dicho 
juez es t -| competente pira cdftoeCf en el juicio universal 
de sucesión (fe la difunta. 

José NkoUs MatiénsOi 

FAU.O PK M COBTH SlífRKMA 

Rucnoi Aires Junio 25 de 1BIK. 

Autos y vistos ; 

Los de contienda de comiieteucia cutre un Juez de i.' Ins. 
tancñi en K> Civil de esta Capital y otro de igual categoría de 
la t itulad de Babia í llanca, provincia de áltenos Aires, para 
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g»n<scer en ios amos sucesorios de rlona Bonavita de 

Icario: y en Ja ejecución hipotecaria promovida contra do-. 
-Nicolás Pagano, y 

Considerando; 

ü"e con arreglo a | Q dispuesto en el nriículo í.-*4 del 
índigo Civil, la jurisdicción sobre la sucesión e¿Éí%onde a 
los jueces del lugar del último domicilio del difunto. 

pie según se comprueba ¡>or el testimonio de la oficina 
de Registro Civil (te. i. autos de Bahía Blanca y f*. o miln, 
m m Ca,„tah. la señora de Pagano falleció en el referido lu. 
0t & Había Blanca, calle AÍsitta número A donde viví 1 
cóti su familia. 

Que el esj>oso de la extinta se dice domiciliad.» wl la mi<- 
Ota localidad el mismo año y antes del fallecimiento de ana* 
m y aun después, en actos públicos otorgados ante escribanos 
He la Idealidad, como la compmeban los informes corriente-; 
;t h 33 v .15. autos de Había Blanca. 

Qm no se ba negado que el señor Pagano tuviese la ma- 
yor paru- de sus bienes y el centro principal de sus negocio, 
in beba localidad. 

Que tales antecedentes y oíros enumerados por el Juez de 
la provincia, en el auto 'en qtie mantiene su competencia no 
pueden ser desvirtuados por declaración de testigos en esta 
Capital, mnxiine cuando otros examinados en Había Blanca 
y míe no liaTi sido tachados, contracliceii tal declaración 

Que con amglo a lo dispuesto en el articulo .>o, inciso 0" 
í1,1 1 < : 0ihe " Civil - ,k ' 1w limarse que el domicilio de la señora 
de lagano. fué Babia Blanca, lugar .le su fallecimiento. 

Que en cuanto a la ejecución hipotecaria seguida en, 1 
Pagano, son de aceptarse los fundamentos ctel juez provincia? 
eti el auto del fs. í7 y dictamen del fiscal de la Cámara a fe 4* 
* k*> expedentes respectivus. para declarar la competencia 
del Jiuv del lugar de la ejecución, cuya jurisdicción fué con- 
venida en el contrato m>*rcario. aun sueliendo que m r el 
hecha de ser bienes gananciales los gravados |>or el csjxjso de- 
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bieron correr con los autos sucesorios «te la esposa, a los que 
se acumula tan sólo las acciones personales. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara juez competente al di- 
llahía Blanca, a quien se le remitirán los autos, previa reposi- 
ción de sellos, avisándose al juez de la Capital en la forma Je 
estilo, 

A. Brrmiíjü, — Nicanor G. mu 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. FiouRROA Alcor ta. 



Obras sanitarias de ta Nación contra doña Luisa M. del Carril 
por expropiación; sobre imposición de costas. 

Sumaria a» Ko tiene carácter de definitivo a los fines del 
recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. el auto míe 
se limita a tener por desistido al litigante (jue así !o so* 
licita, 

2¿* Tampoco da lugar al expresado recurso la reso. 
loción que. |K»r considerar que fas cuestiones decididas no 
io han sido dentro de l>$ procedimiento* de la expro- 
piación, peu virtud de lial»erse desconocido al actor el de 
recbo de expropiar, aplica costas mayores que las que el 
recurrente (el actor» admite con arreglo al artículo 18 
tfc la ley 180. (Tal conclusión es extraña a la aludida 
disposición legal y basta |«ir si sola para substentar la 
resolución apela la. inflepemlientemerttc del alcance que s<- 
atribuya a aquélla). 

jsf Ka ley 6.385, sobre ampliación v refuerzo de; 
las obras de Salubridad de la Capital, es ile carácter lo- 
cal. y su interpretación y aplicación son extrañas al recur- 
so extraordinario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DC JUSTICIA DE LA NACION 



SENTEXCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Sumos Atftt, Septiembre 13 tfc 191?. 

Vistos y considerando: 

l <'" QMj la jurisprudencia ;lc la Corte Suprema y ile esta 
Cunara al establecer que las costas n cargo d-.l expropiante 
son rus gasios 0$ actuación y honorarios de pmtcw por no 
ser necesaria ta intervención He alxgados y procuradores en 
los juicios d- expropiación, se refiere a la generalidad de las 
causas en que. de ordinario, se debaten cuestiones relativas a: 
precio de la finca y inonto de la indemnización debida, val/ 
-decir, cuestiones planteadas dentro, ya. de los procedimientos 
de la expropiación, por no haberse desconocido el -derecho m«e 
invoca el actor para proceder en tat forma. 

2." Qne no es equitativo aplicar esas reglas sobre impo- 
sición de costas, en casos en rpte la parte demandada se agoriie 
a la expropiación por considerar que el actor carece de de- 
recho en virtud. ¡x>r ejemplo, de no tener las leyes ipte in- 
voca el alcance que les atribuye. 

3" Qne- en casos semejantes, el propietario puede verse 
en la necesidad de ser asistido por letrado a fin de defender 
eficazmente sn derecho, y la obligación del actor de pagar Jos 
honorarios del abogado del demandado procedería si al resol- 
verse ta cuestión planteada resultare que ha habido derecho 
para oponerse a la expropiación, esto es. que el actor care- 
cía de facultades |»ara pretenderla, ocasionando a! demandado 
gastos indebidos. 

4" Que en el caso sub judia- la parte adora, si bien 
expresa que n» reconoce el derecho de la demandada, desiste 
del juicio. *Vn vista dice a fs. 20. de las pretensiones adu- 
cidas y deseando evitar mi litigio cuyas resultas traerían siem- 
pre inconvenientes". 

5." Que la actora ha ocasionado a la demandada 1 gasto 
que debe resarcirle, jjor haberle obligado a Ofender lo que 
" conceptuaba sn derecho, en forma que. desde luego, ha coló- 
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eado a la ]»arre actora en situación de abandonar sus preten 
StOñes, desistiendo del juicio. 

Por ello se revoca el auto de fs. 24 en cuanto Umita e 
alcance de la condenación en costas impuesta en el de fs. 3» 
a los gastos de papel sellado, debiendo en consecuencia, ser a 
cargo del actor todos los ocasionados en las presentes actua- 
ciones. Repónganse las fs. en primera instancia. — Marceli- 
no iistiihdu. — A. Urdinárraiñ, — T. Arias. 

F.\U.O DE LA CORTE SUPREMA 

* 

Bue»^ Aln», Junio JJ de 1018. 

Vistos y considerando: 
Que- la sesolución (k fs. 21 que dio ppr terminado el jui- 
cio, se circunscribe a admitir el desistimiento de la Dirección 
dfi ( >bras Sanitarias de la Nación, sin decidir, puesto míe era 
ineesario a mórito del desistimiento expresarlo, ninguna de las 
cuestiones plantearlas en el litigio; y en consecuencia «O hav 
fallo definitivo del punto de vista del presente recurso extraor- 
dinario, porque no reúne ese carácter el auto míe no contiene 
pronunciamiento sobre el pleito y que se limita a tener por 
desistido al litigante que así lo solicita. 

One aún cuando asi no fuera, es de observar que la reso- 
lución de la Cámara Federal, en una incidencia surgida con 
t«osierinndad a la temí marión del pleito, jmr desistimiento, 
no da al articulo iS de la ley de expro|naeión número 1X0. in- 
teligencia distinta ríe la qué le atribuye vi recurrente, y que si 
bien .-.p'iea costes mayores q lie | ns , ¡nv é SÉC admite con arre- 
glo al precepto citado, ello se rlelw a que Ja Cámara Federal 
e.msidera qne las cuestiones decididas no lo han sido dentro 
de 1<;s .procedimientos de la expropiación, en víriml de haber- 
se desconocido al actor ej derecho de expropiar, y esta o in- 
clusión extraüi al artículo 18 aludido, basta por si sola para 
substentar la resolución recurrida, independientemente del al- 
cance míe se atribuya a la prescripción legal de referencia, toa 
arreglo a lo rei menudamente resuelto por esta Corte Suprema 
(Faltos, tomo trigina 240 y jurisprudencia allí citada). 
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Que la improcedencia M recurso extraordiario & evi- 
dcnna asimismo, en el caso. |x>r canto se trata de una simóle 
innd.naa en Ja que la Cámara j&dferal, al resolverla se ]j- 
m,ta a aplicar lo que entiende un principio de doctrina conum 
eii materia procesal, y en virtud de consideraciones que no ata- 
" en al « nc * & <* susceptible el articulo ¡H de la ley 
e *f°PWClQ« puesto que ello no afecta al fnndo de (a causa 
PPT aphaieton de dicha ley | Fallos, tomo toj. b%ína 416 con. 
srdernmlo nnal pági na 420; tonto ,24. pág ina i S ,. argtrmem . 
«leí considerando 2."). 

Que a mayor abundamiento , )lie de agregarse que la de- 
manda se ha fundado en el articulo 5." de la lev fi.tfs s „l, r . 
atnphaeion y refuerzo de las Ohras de Salubridad de ¿ Capí* 
tal. k-y de carácter local que Confiere el mismo alcance a la de 
forma o procedimiento seguida por la parte para hacer efecti- 
va a aquella y que ¡>or ]„ mismo su interpretación v aplica- 
r " m f ****** al *mm extraordinario que se ha ínter- 
puesto.^ (Fallos, tomo .2,. ,,ágina 4*,: tomo «¿ |Ja gi„a ro 3 

Por eií0 se declara «o haber lugar al prtótó recurso. 
.\otifiq uese original y devuélvanse. 

A. BRRMKjo. — .Nicanor & i,i;r. 

— D. E. Palacio. — 

J. FlCLKROA AU'ORTA. 



fimo Nacional c o t[t ra ta Comalia Arpiña de N filiación 
Wwm Mihttmntch", sobre daños y perjuicios.',. 

Sumaria: r." La acción por indemnización tfe rjauo proce- 
dente de hecho ¡licito üe prescribe por un año. Artieulu 
Código Civil. 

2." La demora en los trámites para la averiguación 
«le las causas generadoras de un naufragio v las respon- 
sabilidades personales emergentes del siniesiro. „o eons- 
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tílmoi una de las dificultades de hecho a que se relicrc 
d artículo 3.980 del Código Civil. 

3." Una redamación extra judicial al presunto deudor, 
abiertamente desconocida por éste, no constituye acto iti- 
terniptivo de prescri|>ción tn los términos del articulo 
3.0% y concordantes del Código Civil. 

Cuso: l.o explican las piezas siguientes: 

SKXTKVCÍA liKL StóSíOH Jl'K¿ FKOKK AL 

Butiro* Alto, Miyft a de J«7 . 

Y vistos: listo autos seguidns ¡xir d Fisco NaciVna! con- 
tra la Compañía de Navegación "Nicolás M ¡lianovich". pot 
■ obro de pesos, de cuvo estudio resulta: 

Que a fs. 1 el señor Procurador Fiscal en represen Lición 
dd 'lobieruo de la Nación, entabla formal demanda contra l;i 
Compañía de Navegación "Nicolás Mihanovich Limitada" \*vr 
(oí perjtiidos sufridos con motivo del naufragio del vapor 
"Alto Paraná" perteneciente a la citada Compañía, hecho que 
tuvo lugar en Jimio del año 10,10 en d Kío Paraná a la 
;i llura del paraje denominado "La Curtiembre". 

One eá cumplimiento de órdenes supriores fué embar- 
cado el 6 (fe Jimio el regimiento 9, de infantería de línea en los 
ia¡iores "Montevideo" y 'Alto Paraná", con destino a ta au- 
llad de Corrientes. 

F,l jefe de dicho regimiento se entilare» con d primer ba- 
tallón en d "Mi mte video" y en el "Alto Paraná", d segundo 
jefe del _>/' batallón, o n un efectivo de cinco otici.ilcs y j,i> in- 
dividuos de tropa, zarpando del Puerto de esta Capital áfttfcos 
buques casi a la misma hnra. |**ro .lebidn a la mayor velocidad 
dd "Montevideo" se jH-rdienm en seguida de vista, gigiitendo 
la ruta denominada Martin García. 

Que como notara el mayor Kavagna desde el primer mo. 
mentó que d vapor "Alto Paraná no reunía las condicione*- 
necesarias para el objeto destinado, por su fuerte trepidación, 
su ma reba lenta y las contantes reparaciones de las máqui- 
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m m f capitán del barco que se detuviera en el Rosa- 
rio, donde egaron el día » , i,. . „ 7 KOSa 

.1, baber-^dfde ¿ISÜES "* 3 p ' m - 50 ho ™ *W« 

0* desde el Rosario h¡*o saber al comandante Serrato 

fr«.¡ , K t0n * h!K:ía d »** * * IXX» bridad M e 
H o d C 7 U " Íra -" *f «i recibida £g 9 afe 

, „"■ m - • dadl la ««vedad de lo Anuncia, el coman 

™, PTÍ "' rÍgÍ6 =" ,Cft de ,a V *«fP°n M litorTc" 
reme de la fcp* Mitoncrieh. la., comunicación» m,c t 

por el capúán de.'l»rc„7e ' ; 
» n «°™*Kl. el accidente enrido por el ¡efe d 

»Mo a un rumbo abierto en el fondo del buen» i„r donde 

2 '"V" ■* * 

m^ues el naufrago en el jtaraje ya citado. 

7i< m ' v„í í** a ,W ? WaS t0n *^ PÍ á jefe He las fuer- 
ras ipof Ravagna. ptidb salvarse felizmente Ja tropa oüM 

< No a dos botes > tlf) „, JMantc las ¿ * «* 

* sahar '» perteneciente al batalló,, m£ 

Sran parte ele ella, y todos los efecto. ¿ uso *rZZZ 
lo$ ofi cjaJeji y . tropa. i«ri,cmar de 

g tos perjufeips sufridos por el listado, por la perdida 
* nnnamen.o. vestuario, eumpo, municiones * correa]^ le 

11 % «* veinte mil ¿23*5 
se prlrá ' * ^ '^i ™'- C " mo »í-t„„au 1 en t , 

P| fie los hechos expuesto, como del sumario instruido 
W I" ^.prefectura Ceneral de Puertos, resulta dd,id» 
—probado „„e el vapor "Alto Paraná". se encon 2 eñ 
malas cómbeles de seguridad cuando salió de esta 
<|«e llevaba exceso de carga y reducidos elementos 
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taje > que su capitán no vigiló durante el viaje las máquinas 
#) buque, no obstante tener conocimiento que ellas habían 
«idn reparadas y que era excesiva la carga que llevaba á burdo 

<Jne en consecuencia puede afirmarse que el naufragio se 
;>n dujo debido a la imprevisión de la compañía demandada v 
'■egügencia culpable del capitán. 

funda su derecho en lo establecido en los artículos i.iom 
y 1,113 del Código Civil y <voy del Código de .Comercio. 

Corrido traslado a fs. 6 lo evacúa don Eduardo S. Sentí i, 
por la Compañía Argentina de Navegación Nicolás Mihano- 
vieh Limitada, y manifiesta que |»or las razones que expondrá 
|mle el rechazo de la demanda con especial condenación en 
costas. 

(Juo es cierto que en la fecha que se indica se embarca- 
ron algimos oficiales y soldados en el vajmr citado |»ara ser 
conducidos a Corrientes y que ése vapor naufragó en el viaje. 
Pero es absolutamente falso que ese vapor estuviera en, con - 
(liciones de iunavegabilidad o que se haya perdido p»r culpa 
del capitán o de la tripulación. 

Que aun admitiendo ía hipótesis absurda de las mala- 
condici-mes del buque y la res|*ms a l>itidad de la empresa, niega 
qne el Gobrenio haya sufrido Jos perjuicios que reclama, como 
se podra ver cuando se agregue, el expediente administrativo, 
la forma fantástica como han sido calculados. 

Qlíé de acuerdo con |ns artículos 1.018 y 1.045 uC ' Código 
fie Comercio, el Gobierno tendrá que proliur la existencia a 
bóirdd de la carga y equipaje cuyo importe reclama. 

Que el Gobierno carece de personería para redamar in- 
demnización p->r los perjuicio* qne pueden haber sufrido en 
SUS efectos pn" vados los oficiales y soldados, porque »0 pre- 
senta poder de ellos para representarlos. 

One finalmente oj-otie la prescripción que acuerda el ar- 
tículo 855 del Código de Comercio a la que está sujeto el mismo 
Gobierno de acuerdo con el artíctflo S45 del mismo Código. 

Que si se estima que esta prescrijKrión no es aplicable a! 
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fWmi* caso, b seria en todo caso la anual <lct articulo 4 08- 
del Código Civil, que también se ha operado. 

Que a fs. 10 d actor evacúa el traslado conferid,, de la 
cxeepciót] opuesta al contestar la demanda. " 

Abierta la causa a prueba por auto de fs. 1 1 vuelta <e 
induce por ambas partes la que infonna el certificado de! 
aetuano , le f s . 87 y sobre cuyo mérito las parte» han alegado 
a fs. Vt) y io.í. 

Y considerando: 

Que la primera cuestión a resolver en Ja presente litis 
es la relativa a la presenció,, opuesta por la Compañía Ar- 
gentina de Navegación Xicolás Mibanovicli. fundada en lo. 
WWM «55 del Código de Comercio v 4087 M Código Civil 

Que de los propios términos de la demanda se evidencia 
que se trata de tina acción emergente de un contrato .le trans 
[)pr|e y que el naufragio m ic motiva !a misma tuvo lugar el 
M de Jumo de i«,io. iuieiátidose este juicio el 26 ríe Junio 
de ion. 

• Que el presente caso se baila regid, > por lo dispuesto en él 
arnculo 855 del Código de Comercio. a j preceptuar que las 
acciones contra el conductor que derivan del contrato de trans- 
arte se presenten a los seis meses en las operaciones rai- 
zadas en los nos interiores, y en su virtud eorresj>onderia tíc- 
ela rar míe se lia operado la prescripción opuesta. 

Que aún admitiendo que l a wc jé )n deducida ae fundan, 
no en el cumplimiento del intrato de transporte, sino en -1 
articulo 1.100 del Código Civil, resultaría también que ln pn-s- 
cri|>ción se lia obrado atento io dispuesto en el artículo 4.037 
del mismo Código, al establecer que se prescribe por un año la 
reparación civil p.r daños causados por animales o |*,r delitos 
o cuasi delitos. 

Que tampoco seria admisible la defensa alegada de baber 
sido intvrnimpida la prescripción en mérito de la nota pasaría 
por el Ministerio de la Guerra a la empresa demandarla cnn 
fecha Ayusto 8 de ioio, lo que fué contestada a fs, rV». 
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A este respecto debe observarse que ta interrupción de lh 
prescripción se efectúa solamente cu las formas proscriptas i>or 
el Código Civil de acuerdo con los artículos 3.986, 3.988 y 
3-'.í**9« esto es P° r detnanda judicial aunque sea hecha ante jtiea¡ 



derecho de aquel v unirá quien prescribía, todo lo cual no es 
aplicable al caso sub judkc, pues en la carta de fs. yi lejos de; 
reconocer la parte demandada su responsabilidad en el ac- 
cidente, desconoce en absoluto toda culpabilidad al respecto. 

Qué la jurisprudencia de la Suprema Corte ha consagra- 
do que es admisible la excepción de prescripción cuando nc 
ha sido interrumpida por alguno de los medios autorizados \tc\x 
la ley. Tomo 95. página 322, 

One resultando de ki expuesto que ha transcurrido más 
del año fijado por la ley. desde que ocurrió el hecho hasta que 
se instauró la pésente acción, forzoso es declarar que de 
acuerdo con el artículo 4.037 del Código Civil, se ha ope- 
rado la prescri|ición opuesta, no habiendo en consecuencia ob- 
jeto en analizar el fondo de la cuestión materia d¿ este litigio. 

F*or ello, fallo, haciendo lugar a la excepción de prescrip- 
ción opuesta, no habiendo en consecuencia objeto en analizar 
el fondo de la cuestión materia de este litigio. 

Por L-lto. fallo, habiendo lugar a la excepciói' de prescrip- 
ción opuesta, sin costas. Notifiquesc y repónganse las fs.-- 
A 'nutrí B. de Anchorena. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 



Vistos en apelación los autos seguidos |>or el fisco nacio- 
nal, contni la Compañía de Navegación Nicolás Mihanovich. 
sobre daños y perjuicios y por sus fundamentos, se confirma 
la sentencia de fs. 110, que declara prescripta la acción, sin 
costas. Repónganse las fe. en 1 » Instancia. — Marcelino Hs- 
calaj'a. — A. Urdimrrain. — J. X. Ahtirnzo. — T. Arias. 



incompetente por com 
por el reconocimiento 1 




iso hecho en escritura pública y 
so o tácito que el deudor hace del 



Bi«aof Aires, Octubre M de l»]?. 
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**eM0 JUfU, Junio 27 4t IftB. 

r «foí y cflnsidcrantto : 

'Juc aun en el supuesto de que ¡os hechos pir l<w «|tic se 
demanda a la Compañía Argentina de Navegación "Nicolás 
Mihanovtch Lda.", deban regirse* por lo dispuesto en los ar- 
tículos 1.109 y 1.113 del 1 Código Civil y no por el artículo 855 
del Código de Comercio, es de observarse que las partes están 
de acuerdo en que ha transcurrido más de un año entre la 
época det accidente y la interposición de la demanda. 

Que la acción por indemnización de daño precedente de 
hechn ilícito se prescribe por un año. articulo 4.037, Código 
Civil, y no habiendo el actor durante ese tiempo sido impe- 
dido para el ejercicio de ella, desde que se produjo el hedió 
ocasional, ni probado que la prescripción haya sido interrum- 
pida |»or alguno de los medios autorizados por la ley. la excep- 
ción de prescripción liberatoria es admisible ( Fallos, tomo 95. 
jiágina 322 y otros) . 

Que la demora en los trámites para la averiguación del 
carácter de íos actos que se mencionan, no constituye una de 
las dificultades de hecho a que se refici e el artículo 3.9K0 del 
Código Civil ; y la reclamación a! presunto deudor que ha sido 
abiertamente desconocida por éste como lo establece la senten- 
cia apelada en cuanto confirma pcir sus fundamentos de la 
i." instancia, no constituye acto interruptivo de prescripción 
en los términos del articulo 3.980 y concordantes del Código 
Civil. (Fallos, tomo 90. página 103: tomo 95 antes citado v 
torno 115, página 395). 

Por ello y demás fundamentos concordantes, se confirma 
la sentencia apelada, sin costas, atenta la naturaleza de Ja ex- 
cepción resuelto. Notifíqtiese y devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el juzgado de origen. 

■ 

A. Bkrmiíjo. — Nicanor G. mi. 
Solar. — D. E. Palacio. 
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NOTAS 

Con fecha 6 de Junio la Corte Suprema no hijea lugar 
al recurso de hecho interpuesto por Rosario Messina pidiendo 
sea declarada inconstitucional la ordenanza pobre ejercicio de 
la :i di-. -¡nación, por no constar, que se hubiera interpuesto y 
sido denegado recurso albino para ante d tribunal, de reso 
Ilición dictada en juicio, corno lo requiere el artículo 14. ley 48 
y artículu, JJij de la ley número 50. 



Kn ta misma fecha recayó igual resolución en la queja 
presentada j»>r Hasilio Doornilooff contra la Embajada de Ks~ 
tadós L'iúdus de Norte América. 



Kn fecha 8 fué sobreseído provisionalmente el sumario 
instruido |>or la Policía de la Capital con motivo de un hurto 
cometido al Kncargado de Negocios del Imperio Alemán, sin 
{wrjtiieio tle V« que oportunamente pudiera resolverse respec- 
to a la competencia del tribunal. 



(fh la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
pfTT Máximo Carrera en autos con la sucesión de Martín íienci. 
sobre información sumaria, por no tratarse de ninguno de los 
casos previstos en el artículo 14 de la ley número 48. 



En la contienda de competencia suscitada entre un juez 
federa! y el ilc 1 instancia en lo civil de la ciudad de J tijuy 
¡«ara conocer en el incidente sobre embargo de papel sellad' > 
nacional depositado |jara la venta en ia Aduana Nacional :íe 
lu mencionada ciudad, re resolvió, con fecha 1 1 de Junio, que 
ilelna estarse a lo resuelto por el tribunal en 28 de Septiembre 
de 191a (tomo 116. página 77). al resolver el referido inci- 
dente sobre competencia. 
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Hit l| del mismo se declaró bien denegado el recursn 
mtcpmesto |x>r don Ramón Avila cu los autos del ooncuiWG 
civil de la sociedad conyuga! de! recurren te y iloña Mari.t 
Castilla A^iiar de Avila, porque con arreglo al artículo 15^ 
dé la ley número 48. la interpretación y aplicación de las dis- 
posiciones del Código Civil son extrañas al recurso extraordi- 
nario del articulo 14 de la misma lev, sin que basten pir 
autorizarlo las referencias indeterminadas a las garantios cons. 
litucionales, y las fitas de los artículos de la Constiluciói y 
trat dos de Montevideo^ hechas al interponer el recurso ante 
la Corte, deben considerarse cxtenqjorános a los fines del 
mismo Según I» reiteradamente resuelto. 



Con fecha quince, se ordenó que oeurrierau a ta Cáma- 
ra Federal de Córdolia. con arreglo a fo dispuesto en el ar- 
ticulo 17. inciso 3. de la ley número 4.055, los señores Migue! 
Domínguez y otros, en su queja |>or retardación o denegación 
de justicia a mtra el Juez de Sección de Bell- Valle. 



En la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida 
jrjr Xoudis hermanos, en autos con la Dirección de Impuestos 
Internos, sobre cobro de una multa, por cuanto la resolución 
apeada se limitaba a aplicar una doctrina de derecho procesal, 
extraña al reenrs-j extraordinario interpuesto. 



Con fecha dieciocho, fué desestimada la queja interpuesta 
por Rogelio A. Esquive! en el sumario que se le instruye por 
el delito de hurto, en razón de que 1» aparecía que se hubie- 
ra interpuesto y sido denegado recurso alguno para ante el 
tribunal. 



Con fecha veinticinco, fué c infirmada la sentencia d¿ L 
Cámara Federal de La Plata, que impuso a Ramón Vicha! L 
pena de quince años de presidio ]x>r el delito de homicidio per- 
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petpdo el .11 de Agosto de 1915 en Genera] Aeha ( Pami.¿ 
Central), en la persona de Isidro Kguinoa. 



C >u fecha veintisiete, fué igualmente coniirn-.ada l:i sen- 
tencia ile la Cámara Federal de La Plata, la (me n üi ve« 
confirmó la del señor Juez Letrado de la Pampa Central, qtu- 
impuso a Cecilio Tult. la pena de doce años de presidio y ac- 
cesorios légale.-;, como autor del homicidio de León Palacios, 
ocurrido en Xaieó el 4 de Septiembre de 1910. 



Den Juan Arturo Aijuirrc en autos con don Alberto Siéebo- 
tón. sobre rescisión de contrato, — Ketnrso de hecho 

Sumario: lis improcedente el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. ley 48, contra una semencia basada en disposi- 
ciones de derecho común y tri conclusiones de hecho y 
de pruebas, aún cuando el recurrente hubiere hecho re- 
ferencía o una ley especial, sin fundar en ella derecho o 
pri vUegio alguno. 

(■«(.í":^ Lo explican las piezas sitúenles: 

DICTAMEN' DF.L SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

•«■M Air». Miyo 24 4t Wt». 

Suprema Curte: 

Kl recurso extraordinario de apelación interpuesto pan 
ante V. K. a fs. 305 de los autos principales es improcedente 
y ha sido bien denegado. \x,t cuanto el actor no ha invocad. ■ 
111 el pleito ningún titulo, derecho, privilegio o exención fun- 
dado en cláusula de la Constitución, tratado o ley del Congre- 
so, habiéndose fundado la demanda únicamente en él precepto 
contenido eiv el articulo 1.345 del Código Civil, en apoyo del 
cual sostuvo el actor que tenía tlereclio a dejar sin efecto el 
contrato de compraventa que formalizó con el denumdadu. 
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en razón de que éste, por los motivos que se expresan en el 
escrito dé iniciación de la demanda, no podía hacerle fiurv- 
ga de qitínce mil hectáreas de campo ubicadas en su totalidad 
en el territorio efe la Pampa Centra!. 

Si bien es verdad que, en el ak'galo de fs. 504 y en la 
expresión de agravios de fs. 208. el actor hizo ciertas refe- 
rencias a la ley número 1,53*3 pero ea he hacer notar que el!.» 
nié -sólo a título de antecedentes y nó porque el litigio hubie- 
ra de resolverse, precisamente, por las disposiciones de la lev 
citada, siendo además constante en la jurisprudencia que. ni. 
bastan referencias generales e indeterminadas a la Co->sti- 
tneion. leyes o tratados, etc.. para que pueda <[ cc ¡rse qtte M lta 
planteado en el pk-ito alguna de las cuestiones previstas en el 
artículo 14, inciso 3* de la ley número 48. 

Por lo demás, tas sentencias pronunciadas a fs 2^0 y 
399, 110 han desconocido ningún título, derecho, privilegio n 
exención que haya sido fundado por el actor en cláusula de la 
Constitución, leyes o tratados, ni ha dependido la solución 
dada por aquellos fallos de la interpretación o inleligenci;- 
de clausula alguna de carácter federal cuestionada en el plei- 
to pttesío que. como pnede advertirse, el juicio ha sido re- 
suelta a mentó del análisis de la prueba de los hechos alega- 
dos y por aplicación exclusiva de disposiciones del derecho 
e..tmm. lo que, de suyo, es ajeno al recurso extraordiinri,- 
autorizado peto el articulo 14 de la ley número 4S. 

TW lo expuesto, pido a V. Ty & sirva declarar bien de- 
THgado el recurso interpuesto a fs. 305 de los autos prin- 
cipales . ' 

Horacio A\ Larrcta. 
lAI.Ui m tA Ci.htt: si phkma 

1 Aire», julio 4 d* 191 H. 



Autos y vistos, considerando: 
Que como consta a fs. 305 de los autos remitidos a .olí- 
eitud del señor Procurador General el recurso extraordinario 
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del articulo 14 de la ley 4S (incisos i." y 3,") y 6;" de la ley 
4.055 se funda en que "desde que esta causa fue iniciada, so 
puso en cuestión e! artículo j." de la Ky número que 
determina jos límites del territorio de la Pampa y de la pro- 
vincia ile San Luis". 

(Jue truno la demanda conn» la sentencia apelada. jior su 
referencia .1 la del señor Juez de Sección, se han fundado en 
dis]Misiciunes del derecho común y en conclusiones de hecho 
y de pruebas. como la de que al verificar la enmpr. el actor 
lenta conocimiento de la verdadera ubicación de las tierra-; 
que compraba. o sea una parte en la Pampa Central y otra en 
la provincia de San Luis, punto extraño al recurso extraor- 
dinario ihterpuesto, 

<Jue añnque el recurrente ha hecho referencias a la ley 
i|ue cita, número C.|32 que fijó los limites de fes territorio-, 
nacionales no ha fundado en ella derecho privilegio alguno 
que le h;:ya sitio desconocido por la sentencia apelada. 

I'or ello y de conformidad con la expuesto y pedido por 
el señor Triturador ('.enera! se declara bien denegado el re- 
enr«>. Repuesto el papel archívese y devuélvanse los attto-* 
principales con testimonio de esta resolución. 

* 

A. lÍKNMKjn. — N'n vMtK (*,, iu:l, 
SoiiVfe — Di K. I'm.ycio. — 
|. Fitu-i-Ko^ Amorta. 



f*i't¡ .¡atonto Comáfes cu autos con ¡a Sociedad Nicolás .\ft. 
timtowith y Juan Traverso Unos., sobre cobro de pesos. 
Recurso de íteelio 

Sumario: 1." Ña procede el recurso extraordinario del ar- 
tieú! M- hy 4S contra una resolución de una Cantar,' 
d Apelaciones mu* se limita a declarar improcedente 
para ante ella tía recurso de queja por denegación det 
de nulidad, aplicando la ley procesal. 
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Tratándose de tina causa ¡entre extranjeros, la 
sentencia que deniega el fuero fulera! no viola el privi- 
legio consa^ckií pir la ley 48, eft sus artículos j." fif y 
r<w<>': I., explican las pieza- siguientes: 

DICTAMEN 111:1. señor PROCÜILVDOR GENÉRAL 

Büttios Alrei, Mar» 13 de 1911 

Suprema CJorteí 

Creo guc corresi>oiide el recurso extraordinario qtw trae 
ame V. K, do» Amonio González en el ¿iricio <|iie le sigue 
Xicolás Mihanovich y Juan Traverso y linos.. sobre Cobro 
de peso.-;, porque aun manilo su trata de un juicio ejecutivo, 
el recurso se funda en la denegatoria del fuero federal opor- 
tunamente ¡negado y fundado en la ley numen. 48. artículos 
8.' 1 y u. La competencia del juez para el conocimiento 
de una causa, es de orden púlilieo y un requisito general y- 
comprensivo de toda clase* de juicios, según ]o tiene V. E. de- 
cíarado v n varios fallos, cutre otros el r ( ue se registra en Ja 
página 138 de! tomo 

Kn cuanto al fondo del recurso. que es el de !a excep- 
ción de incompetencia de jurisdicción opuesta en primera ins- 
tancia resulta de autos , t ue fo g actores son "Xicolás Mihano- 
vich. en su rarácter de único sucesor de la Sociedad V. <A- 
sari y Cía., y como mieniliro de la Sociedad X. Mihanovich 
y .Juan Traverso linos.", fs. 12. la cual gira !>nÍo e | nombre 
de Xicolas Mihanovich y Juan Traverso linos., fs, Se ha 
compr. litado nuc don Xicolás Mihanovtcfl es austríaco v Pas- 
cual Cesari es ilaliauo. no habiéndose comprobado la nació- 
nalida.l de los demás demandantes. Kl demandado Antonio 
(•wiznlez es español y sostiene que COrho extranjero su fuero 
es el federal. 

Sin duda, la Constitución no se opone a esa solución 
y la ley orgánica pudo haberlo adoptado ,».,r las razones que 
expuso Alhenli ( Obras completas, tomo V. pig¡n ;i j¿) y , ' ¡ 
concuerda,!, con las sostenidas p,r llanulton en el /■\ t h'ralk- 
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ta (edición de Lodge. 1892. página 405). opiniones que el in- 
frascripto comparte y lia desarrollado en su articulo Amplia- 
ción de la Justicia federal" l Tenias imlitico» c históricos, 
pinina tu;». 

Pero la ley 48 no ha puesto en el fuero federal los pleitos 
entre extranjeros, y como no se lia alegado otro motivo de 
jurisdicción que la distinta nacionalidad de las parte», opino 
que la justicia federal es incompetente en este caso y pido 
a V. K. asi lo declare. 

/<w Nicolás Matteitzo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucosf Aires, julio 4 de 1918. 

Autos y vistos, considerando: 

Oue pomo consta a fs. 4. $ y 7 del recurso de hecho re- 
mitido pi.r via de informe conjuntamente con lo príncipnl, él 
recurso extraordinario ha sido bien denegado puesto que fué 
deducido contra una resolución de la Cámara r," de Apela- 
e iones dé t«a Plata que se limita a declarar improcedente (ta- 
ra ante ella un recurso de queja por denegación del de mili- 
dad aplicando el articulo ¿78 d L * su Código Procesal extraño 
al recurso interpuesto. 

Que a mayor abundamiento puede agregarse que. como 
lo observa el señor Procurador Cenera!. tratándose de una 
causa entre extranjeros la sentencia que deniega el fuero fe- 
deral lio viola privilegio alguno consagrado en las leyes qui- 
se han invocado para fundar la excepción que sólo se refieren 
a las que se siguen entre éstos y los nacionales. 

Por ello, se declara improcedente el recurso. Repóngase 
el pa|K*I y archívese. 1 le volviéndose los autos venidos por via 
de informe con testimonio de esta resolución. 

Xiewoii O, DEL Kulak. — 
IX K. Palacio. — J. fa. 

J Cl'tiKOA Al.COKTA. 
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Don Alejandro Batían en autos t on don Enrique Ciliberti, 
sol>n- catnmmas en injurias. Recurso de heeho. 

Sumario; l'ara que proceda el recurso extraordinario que 
autoriza el artieub 14 de | a | ey mimem 4K. es necesario 
■|ue él sea fundado eomo lo dispone el articulo 15 de la 
misma ley. 

Casa: L.o explican las piez; ( s siguientes: 

DICTAMEN iOm SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bucbm Aire*. Jauto 20 de !9lt. 

Suprema Corte: 
Kl recurso extraordinario de apelación interpuesto con- 
tra la resolución de te. 76 vuelta., dictada por el Supremo 
Tribunal de Justicia de la provincia de Salta. |>or la que se 
acepta la retractación del ípivretlario (ulilKrti. no lia sido fun- 
dado en b forma establecida ]x.r el articulo 15 de la lev 4S, 
Además, no resulta de autos que se taya cuestionado la 
inteligencia <lc cláusula alguna de la Constitución o lev de! 
Congreso h| que la decisión recurrida afecte la validez de de- 
rechos fundados en esa cláusula para que sea aplicable el in- 
ciso ,V riel articulo 14 de la ley 4H. 

Se trata de la interpretación" y aplicación de disposicio 
nes del Código Pena!, en las tpie expresamente se funda la 
resolución recurrida, interpretación y aplicación que no dan 
lugar al recurso extraordinario, según lo diseñe el citado ar- 
ticulo ip segunda i>arte. 

Por ello considero bien denegado la apelación v pido 
a V. K. se sirva asi declararlo. 

/"¿c Nicolás Matiéngó, 

VM.W DE L\ COHTK SUPREMA 

Bum Alrrt. Julia 4 de 1918. 
Autos y vistor K| recurso de hecho p ÍJr denegación del 
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extraordinario interpuesto por don Alejandro Bonári én el 
juicio seguid" contra don Enrique (iiliberti t>or calumnias c 
in ) itrins, rcmtra sentencia definitiva del Superior Tribuna! de 
Justicia de la provincia de Salta. 

V considerando: 

Oue de los autos remitidos |>or via dé informe, resulta 
qiic el recurso extraordinario no Ka sido fundado como lo 
dispone el articulo 13 de la ley 48. a lo que se agrega que 
es inexacto el fundamento invocado en el escrito de queja, 
«Tí"" el cual el tribuna] de referencia "'ateniéndose a las dis- 
l>: liciones del Código ríe Procedimientos en lo Criminal loca) 
y en contra de lo expresamente legislado por el Código Pena!, 
acepta la retractación", pues el auto recurrido de fe. 76 viub 
ta. qué acepta dicha retractación, no está fundado en la ley 
procesal aludida, sino exclusivamente en «I artículo i8(í dei 
Código Penal. 

Que además, ni antes ni después de la .sentencia defini- 
tiva se ha suscitado la cuestión que invoca el recurrente en sn 
escrito ante esta Corte. 

l*i >r ello, y alentó lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador C.etieral, se declara bien denegado el recurso. Noli- 
ííquese original y repuesto el papel archívese, devolviendc 
se los autos venidos ¡>or vía de informe al tribunal de proce- 
dencia con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solaíl — 1). % Palacio. — 

J. FlCüfiRpA Ar.CORTA. 



Ihui Jasé Gfiiaccionc contra dun .hm'Ho Bassi, sabré hidrm- 
nisación, daños y perjuicios 

SumQrip: No hay pronunciamiento explícito o impticito 
contra la cláusula de la Constitución Nacional que pro- 



«JWnciADttAIÍACItUl , Ml 

Mfejl juzgamiento por conmina mtKC - ak ^ ,,. , 
l'iit'nos Aires ™ qtle „ te | ara • " " * 

í ,;t--;- isscasar^ 

I 

*«¡M$W SKSoR PHOCt . RADOR VjFííKrm 

B "«« Aire*, j u „io 6 <j« i»rs. 

Suprema Corte: 

«tfntf M dcTn h « n M ' SCB "" , ' a ,nS,a " ria »* fe - 
«a de Buenos Aires raciona, de la pn.vm- 

M*> finteó ,,na cuestión ^éi^S^,^ f 
articub 18 de la CanTtíh^S supuesto de cjue e! 

M¿ eSt °* PÍd ° 3 V ' * * *™ hnpn.ctae el 

/Úsé Nicolás Matu teo. 

I ' AU -° LA CORTK SíJPREMA 

Vistos. ® recurso extraordinario de adición Ínter- 



869 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



puesto |h)r <Kin José (ihiaecione. en el juicio seguido contra 
él doctor Aurelio Bássi. por daños y perjuicios, de sentencia 
de la Suprema Corte dé Justicia de la provincia de Buenos 
Aires, y 

Considerando : 

y nc como fundamento de dieho recurso el apelante ex- 
presa a fs. ,151 : '*en él juicio tramitado, se ha debatido sobre 
la inteligencia de una cláusula dé la Constitución Nacional 
(artículo 18 > el cual prohilk- el juzgamiento j»or comisiones 
especiales: y la resolución de Y. K. ha sitio en contra del de- 
recho aducido ]mr mi parte". 

(Jue en consecuencia, agrega, el recurso está encuadrado 
en el articulo 14. inciso 3." de la ley número 48. \mr tratarse 
de una sentencia definitiva. 

Que para qué esta Corte pueda ocuparse de lo ipie sé 
pretende ser materia del recurso extraordinario es necesario 
que el tribunal de última instancia se haya pronunciado ex- 
plícita o implícitamente sobre la cuestión debatida, en contra 
de una garantía invocada |*>r el apelante. 

Oue en el vaso 110 existe tal pronunciamiento, puesto que 
la sentencia a|>ctada de fs. 347 vuelta hace constar: "Que c! 
recurso de iiieonstiluekmalidad deducido contra la sentencia 
de fs, 319, es improcedente por cuanto no se han óWrvad ■ 
las reglas prescriptas en los artículos y 3S6 del Código 
de Procedimientos Civil" y si bien ello pudiera referirse lait 
-ol í a la Constitución de la provincia, es de oliservarse que 
a fs. 344 del acuerdó «le dicho tribunal, se expresa categóri- 
camente lo siguiente: "y |x»r lo que hace al artículo 18 de 'a 
Constitución de la Nación, no corres|>nnde a este tribunal re- 
solver -obre ello", invocando sit propia jurisprudencia y ]•> 
dictaminado i»or el señor PirOCttKKfór General de la provin- 
cia de fs. 329. 

(Jue la decisión de tos tribunales supriores de la provin- 
cia acerca de su propia competencia, aplicando sus leves lo- 
cales, que no han sido impugnadas como contrarias a la Coiis- 



M JUSTICIA K W H ACION 3®¡ 



tWm&m etc., «o pueden ur rtytem por esta Corte Cn el 
recreo extraordinario, según lo reiteradamente resuelto 

n,™t Y atentó , í ° Mi,fo ' kir eI ■** Procurador Ge- 
neral se decara no haber lugar al recurso. Xotífinuese , 
devuélvanse al tribunal de su procedencia ' 



M. Bermejo, — Nicanor c. nKU 
Somr. — d. E. Palacio. — 
Fh;,;iír, )a Alcort.a. 



f t cZ> n °"' ^mm* é acuerda. Recurso cíe 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del ar- 

Sfit* ,CV * Com ™ ^-ntencia basada en la Ínter- 
pretaaou y aplicación de „n acuerdo del Consejo Nacio- 
nal de hdncación. sobre denuncias de bienes. < Trátase 
«6 una institución de carácter local I . 

# La garantía de la propiedad consagrada por el 
ámenlo 17 ,| e r a Constitución Nacional ,10 puede decir- 

- w COÍt fr i « e " »» ™*> en míe las denuncias de bie^ 
ucs quedaban libradas. ,>,»r el mfcmo titulo en que el actor 
fundo la demanda, a la decisión discrecional de la auto- 
ridad administrativa. 

taso: U explican las piezas siguientes: . 

niCTAMKX IJKI. SI-ÑOR PROCURADOR OENRRAr» 

1 Ailtt. Febrwo 27 tft »I8. 



Suprema Cortt-: 

Kl recurso extraordinario prevenid.) por el artículo 
ujsq .v de la ley número 48. se da solamente cuando 1. ¡„. 
Migmm de alguna dán^l^ «| c | a a>nst¡tn«i«n o d, un 
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tratado o ley del Congreso, o una comisión ejercida en nom- 
bre de la autoridad nacional haya sicl*> cuestionada y la deci- 
sión sea contra la valide?, del titulo, derecho, privilegio o exen- 
ción c|tic se funde en dicha cláusula y sea materia del litigio. 

Un este juicio, promovido por don Máximo E. Crespo 
o mira el Conseja Nacional de Educación, sobre cumplimien- 
to de acuerdo, no se ha cuestionado ni ta inteligencia de alguna 
cláusula tic la Constitución, n^de un tratado o ley riel Con- 
greso o una comisión ejercida a nombre de ¿a autoridad 
nacional . 

Por otra parte, el Consejo Nacional de Educación pro- 
cede como autoridad local de ta Capital en la materia de es- 
tos autos. 

En consecuencia, no procede el recurso interpuesto y soy 
de opinión qjug asi debe servirse V. E. declararlo. 

José Nicolás Malknzo. 

FALLO nC t,.\ COKTK SUPREMA 

Buenos Aires, Julio 6 de iflll. 

Autos y vi^is : El recurso de hecho por ablación dene- 
gaila interpuesto )«>r don Máximo E. Cres|>o. contra senten- 
cia de la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil de la 
Capital en los auti* seguidos contra el Consejo Nacional de 
Educación, sobre cumplimiento de acuerdo. 

Y considerando; 

Que para fundar el recurso extraordinario del inciso ,v\ 
artículo 14 de la ley número 4H. que fué denegarlo, se aduce 
que la sentencia que declara la incompetencia del tril tunal 
"importa desconocer la garantía de los artículos 17 y iS de 
la Constitución Nacional indicados en Primera y Segunda 
Instancia fuera de que prescinde de las dis|>osiciones invo- 
cadas riel Código Civil y ley 4.128 (artículos 4 y 17 que ga- 
rantizan la defensa en juicio »*'. 

fjue cOmo consta en los autos remitidos por vía de in- 
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forme, tanto la demanda eoirib la sentencia apelada por su 
referencia al dictamen fiscal^ se fundan en la interpretación 
y aplicación del Acuerdo de) Consejo Nacional de Educación 
«te 27 de Abril de igoi sobre denuncia de bienes y como ob- 
serva el señor Procurador General esa institución ha proce- 
dido corno autoridad local de la Capital en la materia de estos 
.-mtos. lo que coloca las dispostckmes.de ese Acuerdo friera 
del alcance del recurso extraordinario interpuesto (Fallos, 
tomo 48, iKigiua 71 y otros). 

Que respecto a la excepción de incompetencia ella ha 
sido igualmente controvertida ¡Ktr ambas partes con relación 
al Acuerdo citado, extraño coni,» se ha dicho at recurso ex- 
traordinario del articulo 14. inciso ley 48. decidiéndose en 
definitiva por el tribunal que según ese acuerdo el denun- 
ciarte no ejerce derecho propio alguno: hace uso de una 
autorización que Je acuerda el Consejo bajo determinadas 
condiciones que son de carácter netamente administrativo v 
cuando formula su denuncia lo hace sabiendo que sólo en 
caso de aceptación se formará vínculo de derecho entre él y 
el Consejo. 

Que además debe agregarse que la garantía de la pro- 
piedad consagrada en el articulo 17- de la Constitución no 
pude decirse comprometida en el caso, dado que. las denun- 
cias quedaban libradas, por el mismo título en tpte el actor 
fundó su demanda, a la decisión discrecional de la autoridad 
administrativa, ni tampoco la de la defensa «1 juicio del ar- 
tículo 18. puesto que fas partes han sido oídas sobre la ex- 
cepción opuesta. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido j, or 
el sentir Procurador General se declara improcedente el re- 
curso interpuesto. Notifiques* y repuestos los sellos, archí- 
vese, debiendo dcvol verse los autos enviados por vía de in- 
forme, con testimonio de esta resolución. 

A, Kkrmkjo. — Nicanor G. i>kl 
Sola». — J, Fic.iiíkoa Al- 
corta. 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



Sumario instruido a Juan Antonio Sarantnchi, por incendio 
intencional de zuyones en la estañó» La Carotina" de la 
Compañía General de F. F. C. C. cit la provincia de fític- 
nos Aires: sobre competencia. 

Sumario; t,a destrucción |mr medio de incendio, de tres ra- 
gones de un ferrocarril, no puede estimarse como uno tic 
los hechos a que se refiere el articulo 81 tle la ley nú- 
mero 2.873, >' que deba ser juzgado por los tribunales 
federales. 

Caso: Co explican las piezas siguientes: 

SESTEXClA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIOXES 

Bbmm Aira, Mayo « ét ittS. 

Vistos y considerando: 
Que siendo de excepción e improrrogable la jurisdicción 
de los jueces federales, y habiendo sido además observada en 
el caso por 'el señor Fiscal de Cámara, en articulación de ca- 
rácter precio a la continuación del proceso í fs. 51 vía. a 521, 
eorre.sjH.iide ocuparse desde hk-go de la competencia del juez 
11 qtto. 

Qüe el hecho delictuoso qué ha motivado el sumario, l i 
destrucción por medio de incendio de tres vagones de la Com- 
pañía General jdje Ferrocarriles en la provincia de Buenos 
Aires, y su carga, zurrido e! 17 de Septiembre pasado en la 
estación "La Carolina", no puede considerarse como 1111 mero 
hecho de obstrucción al tráfico de un ferrocarril nacional, 
(jorque si bien ha podido influir, mediatamente, en entorpe- 
ces el servicio, no guarda con este fin una relación directa, 
constituyendo tal hecho por sí solo, un delito más grave que 
los que prevé la ley tle ferrocarriles nacionales, no expresa- 
uiciile penad- > jior ésta, y si por el Código Penal, y (pie los 
tribunales federales no |>odrian castigarlo dentro de la lev 
llamada a aplicar, como lo ha establecido esta Cámara entr. 
<>tn>s casos análogos, en el sumario ¡xir incendia de vago- 
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lies v otros daños en la estación "San Genaro'* dé) Ferro-n. 
rril Córdoba y Rosario í Resolución de Noviembre 20 de 1017 > 

Ouc habiéndose dictado la sentencia apelada, por la qui- 
se condena aí procesado jnan Antonio Sarantnclii. como au- 
tor de atentado contra el tráfico, calificándose asi el liecho de 
referencia, y quedando establecido en el precediente eonside* 
ramio que ta! hecho no encuadra en los de ourtpctencia del 
fuero federal, debe declararse sin efecto dicha sentencia. 

Tor esto y de conformidad con lo expuesto y |>edido por 
el señor Fiscal de Cámara, se resuelve declarar que la jtasti- 
cia federal, es incom|>etente para conocer del delito que ha 
motivado la causa, quedando sin efecto la sentencia apelada 
de fs. 42 a 4Í» y ordenar en consecuencia que el juzgado pase 
kw antecedentes al juez comitente de la provincia. Notift- 
quese y devuélvanse. — Justo P. Luna. — Nicolás Vera Ba- 
rras. — José del Barca. 

DICTAMEN l'l'X SKÑok l'KOCl'KADOK i:iíNKk.\L 

■urna* áicM, julio 6 «■ IMS, 

Suprema Corte: 

K1 incendio de vagones de la Compañía General de Fe- 
rrocarriles en la provincia de Buenos Aires, que se imputa 
;il procesado Juan Antonio Sarantuchi. es un delito común 
contra la propiedad, previsto en el Código Penal, título 8, 
capítulos 4 y 5. 

fuá circunstancia de qtte la propiedad pertenezca a una 
empresa de ferrocarril destinado al tráfico interproviucÍEil, 
calificado en consecuencia de nacional, no da jurisdicción a 
los tribunales federales, que en materia penal, no juzgan de 
estos delitos sino cuando ta persona agraviada es la Nación, 
lo que no ocurre en este caso. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la resolu- 
ción apelarla, pido a V. F-. se sirva confirmarla en cuanto de- 
clara la incompetencia de lá justicia federal y manda pasar 
la causa a la justicia provincial. 

José Nicolás Maticnso, 



it,:Ít FALLOS DÍ LA C01T* SUPREMA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnot Aires, julio IS «te mía. 

V" vistos: El recurso extraordinario de apelación ínter- 
puesto por el defensor del proejado Juan Antonio ¿íaramu- 
chi. contra sentencia ilc la Cámara Federal del ¿tosa*» que 
declara la incompet encía de la justicia nacional para cono- 
cer cn ,mí| «"isa \*>r incendio intencional de vagones car- 
gados, pertenecientes a la empresa "Compañía de F. F. C C 
cn fa provincia de Buenos Aires", efectuado en la estación 
■;p Carolina" de dicha línea férrea, y 

Considerando: 

m reí artículo 81 cié la ley número 2.$ 7i diseñe que 
todo individuo que destruya inUneionalmente una barra-ca- 
rnl. o en.plea.se algún «tro medio para detener o entOfpéccr 
la marcha de un tren, o para hacerlo descarrilar, será casti- 
gado W n una pena <jé tres meses a un año de arresto etc 
pie la sentencia apelada hace constar que él hecho de 
que se trata no tuvo por objeto inmediato atentar contra la 
segundad y él tráfico y sí tan sólo causar daños a la empre 
sa que no están previstos y peiia dos cn la ley de ferrocarri- 
les antes citada y sí en el Código Penal. 

Queden tal condición e l hecho de que se trata no puede 
estimársele con,, IIno de los comprendas en la citada ley 
««mero 2,873 y ( p, c del* ser jüí#dó ^ fa ¿ 

¡Icralw. en aplicación de lo dispuesto por los artículos 100 cíe 
h Const.tnc.or: >v « ¡„ c ¡ So 3. (1 e , a , ev n{i ~¿ 
C'SO 3í f del Código de I Wdimientos en lo Criminal. 

IW elb y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada >• de acuerdo con lo pedido |>or el señor Procurador Ge- 
neral, se la confirma. Notifíquese y devuélvase. 

'A. llKKMKJO, _ XlCANOR G. PEI. 

Solas. — D. R. pilero. 
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K»t fresa Puerta del Kosario contra ci Ferrocarril Córdoba v 
Hosario, sobre expropiación 

Sumario: El precio (le la cosa a expropiarse debe determi- 
narse por el que tenía en la época cíe la o^jpíon |>or d 
expropiante si la obra no hubiese sido ejecutada ni au- 
torizada. 

Caso: Kl Juez Federal, a la fracción que se encuentra situa- 
da por encima de la cota 5'». 20 Je una su]terneie de 
2 -278.59. la estimó a razón de seis pesos con cincuenta 
centavos el metro aladrado; a la fraccíór existente en- 
tre las cotas 5*, 20 y 3.70. compuesta de 40.021 metros, 
ífi centímetros, a razón de dos pesos diez y seis centa- 
vos y a la tercera fracción, situada más abajo del nivel de 
las aguas inedias, compuesto de 9.5 10 metros 36 centímetros, 
a razón de un ]»cso el metro cuadrado; v estimó en 10.21 '1 
pesos con 60 centavos las obras utilizarles. Véase cansa 
que se registra en el tomo 120. página 154 de los Fallos 
de la Corte Suprema. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuciiM Aire», julio 13 de MM. 

Vistos y considerando: 
Que con arreglo a lo dispuesto por el articulo 15 de la 
ley numero 189 y lo establecido en repetidos falios pronun- 
ciados en causas análogas, el precio de la cosa a expropiarse 
debe- determinarse por el r,« c tenía en la época de la ocupa- 
ción por el expropiante si la obra no hubiese sido ejecutada 
m autorizada. 

Que según resulta de autos la ocupación de los terreno* 
Kle que se trata solicitada por la Kinpresa del Puerto del Ro- 
sario en el escrito de fs. 6 y la consignación del i«-eeñ> ofre- 
cido por ellos, tuvo lugar en el mes de Agosto de 1901 como 
consta a fs. 13 y fs. 15. 
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tjne tratándose ile la expropiación de terrenos contiguos, 
en el juicio seguido por la misma Kmpresa contra Pinero, 1.a- 
crozé. Gemíate* y otros con relación también a la misma épo 
ta. fué lijada en definitiva su estimación a razón de un pes-> 
sesenta centavos moneda nacional t*l metro cuadrado en la 
sentencia ele esta Corte, en tres de Octubre de mil novecientos 
diez y seis. la que se registra en la página t8o del tomo 125 
de !a publicación de sus fallos . 

pité esta estimación es la que Se lia considerado la más 
equitativa jKira los terrenos en cuestión, los que si bien tienen 
una |x>rc¡iui relativamente pequeña rellenada o terraplenada 
|Kir haber servido de emliarcadero y valorizada con tal moti- 
vo, su mayor extensión está sujeta a la invasión de las aguas 
durante gran parte del año y la concesión de tal embarcade- 
ro 110 subsiste en el becbo. como se hace constar en la senten- 
cia ile fs. 507. 

fjue además procede observar que Hay en estos autos, 
elementos de juicio como los que se contienen en el inf irme 
del perito Schneidewind fs. 448. en relación al precio que te- 
nían Itis terrenos situados sobre la barranca del Pirarte de! 
Ki>sario en las cercanías de la zona en litigio en el año 
y que han servido para formar el criterio personal de tfíclto 
l»erito sobre ef valor que asigna a las expropiadas en el pre- 
cio inferior al que se fija en la sentencia de la Cámara rede- 
ral de Apelaciones, antecedentes que demuestran que en el 
caso el precio más equitativo y justo es fie un peso asenta 
centavos nacionales por metro cuadrado qué se ha fijado por 
la referida sentencia. 

Que jh>r lo que llai\- al monto de la indemnización I.* ].•- 
perjuicios establecida por el juez de la cansa y que se ha es- 
timad., justa también ]>or la Cámara, n i existe mérito para 
ampliarla dados los hechos y circunstancias que se han teni- 
do presente, ya por lo que respecta al fraccionamiento de los 
terrenos del expropiado como en cuanto a las eotistriuTÍoue* 
ime se dtec esjiecialmente destinadas a ta provisión de :tgtt;i 
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para el uso de las locomotoras, a que alude el perito de la 
ú% inundada y t|iic no consta que efectivamente existieran. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia «pe- 
lada de ís. 50;. Notifíquese original y devuélvanse rej>onién- 
dosc las fajas ante el juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dec 
Sol.™. — D. E. Palacio. 



Sumario mstruido con motivo de la denuncia formulada por 
dou Leo/tolda A. Carrizo, por substracción de correspon- 
dencia y falsificación d> firma. Competencia negativa 

Sumario : La substracción de correspondencia es un hecho 
comprendido en las disposiciones del título 8.° de la ley 
número 49 y sú conocimiento corresponde a la justicia 
nacional . 

2.° Comprendiendo una denuncia la comisión de un 
delito de carácter federal y otro de carácter común, que 
delwi ser juzgado jior los tribunales ordinarios, corres- 
ponde que sea juzgado primeramente por la justicia na- 
cional . 

(.aso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO UKI, SEÑOR JUEZ I>KI. CRIMEX 

Saattaflo, Abril J9 4t ItIB. 

Vistos y considerando: 

Que 110 se (rata en el sub judicc, como sostiene el señor 
Juez Federal, de la adulteración de 1111 documento, delito que 
está legislado en el artículo 28 de la Ley de Reformas al Có- 
digo Penal y cuyo juzgamiento corres]XMidcría a los trilwna- 
lcs ordinarios de la provincia, sino de la substracción de un 
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«talento del correo nacional encargado de conducirlo y ue 
a falsificación £ una firma: qué si bien este último hecha 
legista,!» en el articulo 278 del Código Penal cae bajo la ju- 
risdicción de ta justicia ordinaria, en cambio el primero 

el a,HHltraniie,Ho de Ja earta <> pieza de eorres f ,ondenrin 
que lo enmenia es del eon^imietltO y competencia eketasfea 
* ^deral en razón de la materia, que es objetó 

de la ley nae.onal respectiva; que el articulo 41 del Código de 
1 redimiremos en lo Criminal de la provincia que contempla 
el caso (le concurrencia de delito de ambos fueros estable- 
ce «pie deberá ser juzgado primero por la jurisdicción federa' 

Por estas consideraciones resuelvo; declarar la incnin- 
l'eteneia del juzgado pan: entender en estos autos los que 
serán devueltos al señor juez de sección. — étgWÜQ. — Ame 
1111 : í h tor Jcrcj. 

DICTA M KX \m. SIÍ.VOK rftOCURADOK GENKRAT, 

Bwrwi Aire*, julio l] tle IIM8. 

Suprema Corte: 

Se denuncian en estas actuaciones la comisión de dos de- 
litos, violación de correspondencia posta! v sustracción de 
doc^mcfttos para el cobro indebido de su importe, líl prime- 
ro del* ser juzgado por la justicia federal (artículo in- 
ciso ley 48 } y el segundo jk>| la justicia ordinaria" co- 
rrespon.lren.to en primer término a los tribunales fedérales 
mlemw en este sumario en virtud «leí orden de prelaciór. 
establegdp por et artículo 38 del Código de Pr^dímienios 
ni lo Crimina] de esta Capital. 

Por lo «pie pido a V. K. se sirva asi resolverlo. 

■ 

JüM Nicolás Matienzo, 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Bueno Aire», Julia 10 de 191 B, 

Autos y Vistos: La contienda negativa «le competencia 
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entre el Jueá Federal de Santiago del lisien» y el de ba- 
lancia en lo Criminal de la misma provincia, para eoimcer de 
la denuncia formulada \w don hendido A. Carrizo, y 

Considerando: 

■ One ed el acta de fs* i vuelta se expresa claramente por 
el denunciante ijue presume tratarse de un caso de substrac- 
ción de correspondencia para apoderarse, o uno sucedió, de un 
¿jiro a cargo del Banco de la tinción en Córdoba, enviado a 
sn esposa doña María Luisa C. de Carrizo, ]>or su apodera- 
do el Banco Kdificador de Santiago del listero para cobrar 
sueldos devengados por la misma como maestra nacional de 
escuela de Ojo de Agua, giro que. mediante falso endoso, fu-- 
cobrado, 

Qüe el primero de los hechos denunciados está compren- 
dido prima faciat en las disposiciones del titulo $* de la ley 
nacional número 40. por 1 ( > que con arreglo a lo dispuesto 
|jor el articulo 3. . inciso y de ta lev número 4S y 23, in- 
ciso 3." del Código, de Procedimientos en lo Criminal corres- 
pondé su conocimiento a la justicia federal. 

Qué si bien es cierto que la expresada denuncia compren- 
de asimismo la comisión de un delito de carácter común que 
debe ser juzgado i*>r los tribunales ordinarios de provincia, 
es de observarse qne con arreglo a lo dispuesto por el ar- 
ticulo 38 del mismo Código en el caso de que uno de los de- 
litos perteneciere al fuero federal y otro a la jurisdicción pro- 
vincial o a la ordinaria de la capital o territorios nacionales, 
deberá ser juzgado primeramente por la justicia federal. 

Por ello y conforme con lo espuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, remítanse estas actuaciones al fue* 
Federal, a los fines indicados, avisándose al Juez de la pro- 
vincia de la forma de estilo, 

A. Bermejo. — Nicanor O. dei. 
Son». — D. E, Palacio. — 
J. Fichero.* A i/torta. 
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Criminal tontra, péticknp Silva y Colman, /.,„> homkidw 

Su»u,rio: i* So tiene carácter de sentencia definitiva 
lüs fines del recurso extraordinario del articulo 14. ley 48 
y 6- de la ley 4.055, el auto que determina la oportuni- 
dad en que, con arreglo a las disposiciones locales, deten 
lamerse las medidas de prueba |»r él acusador par- 
ticular. 

2? Son fotutas substanciales de la garantía consii- 
nieiunal de la defensa en juicio en materia criminal, las 
relativas a la acusación defensa, prueba y sentencia y no 
! Hieden considerarse restringidas esas garantías por el Hé~ 
dio de reglamentarse su ejercicio. 

3i? No puede ser revirada por la Corte Suprema e> 3 
la instancia extraordinaria la conclusión de hecho en virtud 
de la cual se niega la pnielw ofrecida \mr el recurrente a 
mérito de haberse pedido una vez cerrado el sumario, ni 
la interpretación 'kl Código de Procedimientos en cuya 
virtud la resolución recurrida establecía que la prueba de- 
Wó solicitarse en dicha oportunidad. 
Cas»: t,,t explican las piezas siguientes: 

DICTAMKN IH-l, SBSOR PKOCURAtXJR «'.I-'NKRAL 

Bwnoi Aires. Marzo 15 de l»ll. 

Suprema Corte: 

61 patito que se tr¡5e como recurso extraordinario a V K 
es una cuestión de orden procesal decidida iiiterlocutoriameit- 
te jior la Cámara de Apelaciones del Departamento del Gen- 
tro de la provincia de Rítenos Aires. 

Carece de los caracteres requeridos por el artículo r4 de 
la ley 48 y ]»or los precedentes judiciales para ser consido 
rada cuestión federal a los efectos del recurso para ante V. R. 

fíl tribunal a qtto se ha limitado a declarar que, según 
eJ Código de Procedimientos en materia penal que rige en la 
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provincia de Buenos Aires, el damnificado por un delito no 
tiene derecho a solicitar diligencias probatorias durante el 
]»teiiario. 

Kl recurrente sostiene que tal interpretación dada al có- 
digo provincial se opone al articulo 18 de la Constitución Na- 
cional, que garante la inviolabilidad de la defensa en juicio : 
pero no ha demostrado, ni éneo (pie pudiera hacerlo, (fue esta 
cláusula constitucional comprenda tales diligencias probato- 
rias ]mr parte del denunciante o acusador particular, en causas 
en tpie interviene el acusador público o fiscal. 

La garantía del articulo 18. tiene principalmente por oh- 
jeto proteger a los procesados contra enjuiciamientos arbitra- 
rios, y el recurrente no está en ese caso, porque él es por el 
contrario, un acusador. 

Por otra parte, la cláusula constitucional invocada no tie- 
ne una relación directa c inmediata ern la cuestión plantea- 
da, como sería necesario para la procedencia del recurso; 

Si lmstara invocarla en términos generales para deducir 
el recurso del articulo 14 de la ley 48. todas las causas crimi- 
nales del país vendrían al tribunal de V. R. No es eso lo que 
se propone la ley 48 en el artículo 14. 

Por tanto, pido a V. R. se digne declarar improcedente 
el recurso a que se refiere este dictamen. 

José Nicolás \f atienen, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bunios Aire*, julio 18 de IQ1B. 

Y vistos: I,os venidos en ablación extraordinaria de sen- 
tencia de la Cámara segunda del Departamento del Centro 
de la provincia de Buenos Aires seguirlos contra el procesa- 
do Feliciano Silva y G>lm;m púi homicidio, 

Y Considerando: 

yne el recurso autorizado por el articulo ¡4 de ley 48 
y ó/' de ía ley 4.055. se circunscribe a las sentencias definid- 

- 
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: r * * <*ate MEE 

Que adonas v como lo ha décimo ésto Corte s" 
ma rareradantente bu mi pro 

n< t„ í 7'" ,,ltrarSe e " ,1c ejercitar J< d r 

g»» ™ la forma y con las solemnidades es al,l m ,hs ,J fe 
-yes de ^rfiihientos- | Fallos, ,„ nU) % Stín^^ 

* -.lamentarse sn $g3E^ ÍÍÍ "" :im,aS P ° r « h ^ 

'me la molmm dt f s , 2 m expediente <¡ -Srt Éi* 
do J K, s ^ , )rj „ dp ,, cs . e,nnrn, at nria de le ff ;7 ^" 
ta (Je los mismos, dqniefci (a bntélM ,f, , v,,eI " 
te a mérito de hafcS ™m d rtTUrre "- 

-a cnclusi.n de ^ ^ £ « ' 

Cía extraordinaria ,> ()r JJ r 1 c ' ,a ,ifóten ' 

- ~* 3r- - ^ss :«ü 
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Hiera de la OpóMnidétd que estafo*» la lev de proeedimi 
tos. n«> hay violación tic la garantía constitucional invocada 
m ello y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador (General, se declara no |, a |*t lugar al recurso. X,>- 
nfiquese original repóngase el papel v devuélvanse al tribu- 
nal de su procedencia. * 

A. Bermejo. — Nicaxor G. pEt 
■, Sikuyh. — !). Palacio. 

— J. Pu.VKKO,\ ALO.kTA. 



ihw Hmfcmo Mutialtii contra W (¡fea Nacional, ppr. r »bro 

de pesas 

¿amano: ir KstaWeeido por sentencia pasada en autori 
dad de esa juzgada que no existió la defraudación a la 
rema que dió liase al juicio de apremio, corresponde la 
devolución de lo pábulo en éste. 

■2." Declarado .improcedente c] cobro del impuesto 
1» es igualmente el del interés penal con que se castiga 
la falta de pago en oportunidad. 

WMl Lo explican las piezas siguientes: 

JÍIÍN'TKXCI V HKL señor jn;z \mwM.w, 

Bacnoi Aírct, Mino 5 de 19:7. 

V vis t( ,s: Kstos autos sjgijidOS m dmi Hugenío Mattal- 
<h contra el Pisco Xaeional por áliró de peso*, de cuyo estu- 
dio resulta ; 

Que a fs. i. se presenta don Carlos M . Maver por el 
actOí demandando al Fisco Nacional por devolución de ] a 
suma de 0.203.50 («sos moneda nacional, a lo que pide sea 
condenad.» este, con más los intereses y las costas del juicio. 

Que la Administración de Impuestos Internos en el ex- 
peliente número 105. sección 1.». año ion, imputa a su man- 
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tlantc una serte de irregularidades y de defraudaciones de 
impuestos y le condenó a! pago de una inulta de ¿5.0*15 pesos 
moneda nacional, sosten iendo q vic el señor Mattaldi había deja- 
do de alionar el impuesto de una partida de alcohol, tp que re- 
sulta alónimamente inexacto, 

Oue apelada la resolución referida ante la justicia fede- 
ral se demostró que 110 había defraudación de impuesto y (pu- 
las infracciones reglamentarias eran insignificantes, declaran- 
do el juzgado que el impuesto estaba perfectamente |>ago. y 
en consecuencia no habia tal defraudación. j»or lo que revo- 
có la condena del Administrador de Impuestos Internos im- 
|xmicndo a su parte solo una multa por no haber pedido la 
reposición de unas lxdetas que se encontraban en mal estad- * 
y corres(>ondientes a algunos tamboreitos de alcohol. 

tjue habia sido resuelto por sentencia pasada en autori- 
dad de cosa juzgada, que su mandante no había defraudado 
impuesto, ni adeudaba impuesto por las (Ktrtidas de alcohol 
enumeradas en el expediente a que ha hecho referencia. 

tjuc mientras se tramitaba dicho juicio la Administración 
dio orden de (pie se demandara a su mandante por la suma 
de 4.619 pe*OS moneda nacional, como importe de los impues- 
tas adeudados, iniciándose juicio de apremio por la referida 
suma, presupuestándose además 1.644.50 |KSf«¡ moneda na- 
cional, en concepto de intereses punitorios. lo (fue imposibilitó 
a su mandante demostrar que el impuesto que se le cobraba 
ya estaba abonado según sentencia judicial. 

Que dada la imposibilidad de la defensa pertinente de- 
positó en calidad de pago las sumas reclamadas reservándose 
el derecho de iniciar el juicio ordinario correspondiente de 
acuerdo con lo que dispone el articulo 321 del Código de Pm- 
ceiÜmieiitos. 

Opuesta a fs. 4 vuelta la incompetencia del Juzgado jmr 
el Proeurador Fiscal, no se hizo lugar a fs. 13 vuelta, resolli- 
do que fué consentida a fs. ,v>. 

Corrido traslado de la demanda, lo evacúa el *eñor ris-*aí 
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a fs. 40, manifestando que ¡x>r las consideraciones que adu- 
cirá, corresponde su rechazo con costas. 

Que la demanda del señor Mattaldi tiene por fundamen- 
to las resoluciones dictadas por el Juez y la Cámara Federal 
a fs. 210 y 240 del expediente administrativo número 150. 
Sección U* de 1911. las i|ite reforman la resolución adminis- 
trativa de fs 93 del misino que había condenado al señor 
Mattaldi al pago de !a suma de 4.6)9 pesos moneda nacional 
en concepto de impuestos y 23.045 pesos moneda nacional, en 
concepto de multa, resoluciones judiciales aquellas referentes 
únicamente sobre ío tjuc fué materia del recurso, es decir 
sobre la procedencia o improcedencia de las multas impues- 
tas, sin que en manera alguna puedan tales resoluciones afec- 
tar la referente a la deuda de! señor Mattaldi en concepto de 
impuestos. 

(Jue la procedencia del impuesto resulta indiscutible, 
atento los sólidos fundamentos de la resolución de fs. 77 vuel- 
ta, modificada a fs. 04. concordante con las constancias de tas 
diversas actas levantadas en el sumario administrativo. ol>- 
servando que e! señor Mattaldi se vió obligado a oMar la 
suma de un mil seiscientos cuan ita y cuatro pesos con cin- 
cuenta centavos elí concepto de intereses por su cidpa a causa 
de haberse negado al pago ordenado, 

£hte si es improcedente el reclamo de la suma pagada 
en concepto de impuesto, más aún lo es la demanda por la 
repetición de un mil seiscientos cuarenta y cuatro pesos cou 
cincuenta centavos pagados en concepto de intereses puni- 
torios. 

Que aun en la hipótesis de que tuviese el señor Mattaldi 
derecho a repetir K> pagado en concepto de impuesto, nunca 
jHMlría hacerse lugar al pedido de devolución de la suma de 
1 .644,50 |iesos «noneda nacional importe de los intereses pu- 
ní torios los que no guardan relación con la legalidad del im- 
puesto, constituyendo una pena en que incurrió voluntaria- 
mente el señor Mattaldi y que no puede ser objeto de re 
petición. 
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Abierto este jiiicio a prueba se ^roátííSe la que iitfórína el 
certificado del actuario de fs. 4M, sobre cuy,, mérito han ata 
gado las partes a fs. 40. y $2. 

V* considerando ■ 

Que en el juicio de apremio seguirlo p »r el Fisco Xa- 
doual contra don Eugenio Maitaldi por ta cantidad de cuatro 
mil seiscientos diez y nueve pesos moneda nacional, prove- 
niente dé) impuesto interno sobre alcoholes y 1.(44,50 pesos 
moneda nacional, eh concepto de interesas. este último pro- 
cedió al pago de las referidas sumas reservándose el fe, 
ello de iniciar el corrcsj>ondieme juicio ordinario de acuerdo 
eon lo dispuesto en el artículo 3^1 de la b&y Federal de l'r- 
cedimienlos y en cuya virtud entabló la presente demanda. 

Que a fs. 04 del expediente número 1 1/5 traído u effectttm 
vidi'mii. la Adminisiraciún ('.enera! de Impuestos interno-, 
impuso al señor Kugenio Mattaldi la obligación de alxmar en 
ccMWeirto de impuesto la equidad de 4.01., pesos moneda «4- 
eional y una multa de |wsos 23.005 moneda nacional, ttüá la 
de a.000 jk-sos moneda nacional por infracciones, habiendo 
-ido reformada esta resolución por el juez Federal doctor 
-Miguel I.. Jantus en la semencia dictada a fs. 215. condenan- 
do al señor Mattaldi a pagar ta» sólo una multa de 0.000 
pesos moneda nacional, sentencia míe fué confirmada por la 
Exma, Cámara Federal a fs. 2^ estableciendo .pie el señor 
M.Jirddi no ], a liia realizad*» ningún acto de defraudación a 
la renta fiscal, si bien se . m ontraba en infracción y era pa- 
sible de pena, |x.r no halier llenado todo* los requisitos Je- 
gales según lo que prescribe la ley número 3,761. 

(Jue en e] considerando 5." de la sentencia de fs. 215. 
clarameitie se expresa qiu- no resulta proliado que don Inge- 
nio Mattaldi haya fabricarlo alcohol violando las disposieto. 
ne> legales, ni hecho revivir alcoholes desnaturalizados, ni 
substraído éstos cu ninguna forma al pago del impuesto, no 
habiéndose acreditado tampoco que se ha va perjudicado la 
rema fiscal, habiendo incurrido en la infracción de no llenar 
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los requisiios exigidos por la reglamentación vigente. Abri- 
ga la referid» sentencia, hakrse demostrado que o! alcohol 
puro proviene todo de la destilería que el mismo Mu t tal di tie- 
ne establecida en Bella Vista, y que de allí no sale sin el pago 
previo del impuesto. 

Que en presencia de estos antecedentes que tienen todo 
el carácter de la cosa juzgada y de los que resulla que ef seflor 
f ingenio Mattaldí no lia cometido acto alguno de defrauda- 
ción, iucurriendt) tan sólo en una infracción a la ley, corres- 
ponde establecer que no es d caso <le aplicar lo dispuesto eti 
el articulo 10 de la ley número ¿jin, j>or no tratarse de la 
fabricación de alcoholes sin autorización legal, ni de hatter 
hecho revivir alcoholes desnaturalizados que inqxnieti una dr- 
fraudacíón a la renta fiscal, hallándose el presente caso regi- 
do por el articulo \> de la misma ley, y en cuya virtud ías 
atribuciones del l'oder ÉjfCüÜvo alcanzan tan sólo a la apli- 
cación de multas según que las infracciones sean graves o le- 
yes: pero en manera alguna al cobro de nuevos impuestos 
*'>l>re artículos que los han pagado con anterioridad y resíne- 
lo ile los cuales no se ha incurrido en defraudación alguna" 
de acuerdo con lo (pie expresan las sentencias reenrdad;is. 

Uno esta misma interpretación es la que deriva de lo dis- 
puesto en el artículo í.4 del decreto reglamentan» de ta lev 
numero $.j(w al establecer (pie las sanciones del articulo 12, 
se aplicarán siempre <¡uc el tiecho 110 implique un aetr> que se 
relacione directamente con el fraude consumado o tentado en 
cuyo caso se aplicará la sanción j>enal del articulo 10 de la 
referida ley, 

Bór estos fundamentos fallo declarando que el Gobierno 
de la Nación debe devolver al señor Kugcnio Matladi la suma 
cobrada en el Juicio de apremio por seis mil doscientos se- 
senta y tres pes(ts con cincuenta centavos moneda nacional, 
con sus intereses desde la interposición de la presente deman- 
da, y sin costas atenta la naturaleza de la cuestión debatida. 
Molifiqúese y rejiónganse las fojas. — Manuel B, de An- 
chorcmi. 



FALLOS t* LA CORTE SUPREMA 

UT(t hi: i.a CAMARA PEDER A t, DE AI'EL.VCmYKS 

B»hioi Ali««, Scptkmtm it de iflil. 

Y vistos, esta causa seguida por don Eugenio Mattaldi. 
contra el Fisco Nacional, sobre cobro de pesos; 1>(ir Slls f ui) . 
danienios se confia la sentencia apelada de fs. 54 que de- 
clara .pie el Cobierno de la Nación debe devolver al actor 
don Eugenio Mattaldi. la suma cobrada en cí juicio de apre- 
mio por seis mil doscientos sesenta y tres pesos con cineuenLi 
centavos moneda nacional, con sus intereses desde la interpo- 
sición de la demanda, con las costas de esta segunda instan- 
na. Repónganse las fs. en primera instancia. — AfarecVuw 
hscalmh.—A. ürdinarram.- j, N. Malicn;o.~T. Arias. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Binn áirss. julio 39 tf ( 191%. 

V vist.w: Los venidos en apelación de sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital, seguidos \m T don Eugenio Ma- 
ttaldi contra el Oobicnio de la Nación por repetición de lina 
Mima de dinero míe se dice indebidamente pagada, 

Y considerando: 
Que el fallo recurrido de fs. 70 lia confirmado por su, 
fundamentos el de 1- 'instancia (fojas 541 cuya parte espi- 
nal consiste en atribuir el valor de la cosa j tugada al pro- 
nunciamiento judicial recaído en el sumario instruyo a don 
Kugenio Mattaldi por defraudación de impuestos, en el que 
si- estableció que no se había probad que éste hubiese subs- 
traído alcoholes al pago riel inhiesto eorrcsixmdieme | fojas 
57 vuelta 1 . 

< 

Que en tales condiciones, es indudable el derecho del ac- 
tor a exigir la devolución de los cuatro mil seiscientos dk*¡s 1 
nueve i*'Sos nacionales que debió oblar por vía de apremr. 
en concepto de impuestos, y míe por Mq>onersc defraudado^ 
m..tlvaroti ta aplicación de la multa míe fué dejada sin efec- 
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t«i por decisión judicial posterior, sin que valgan a desvirtuar 
esta conclusión las consideraciones de fs. 63 reproducidas an- 
te esta Corte ¡K»r «I representante del Fisco, pues ellas im- 
Pfctftáti reabrir la discusión sobre hechos y cuestiones legales 
definitiva y judicialmente resueltas en el expediente núme- 
ro k>5 agregado (Fallos, tomo 63, página jo), 

(Jue la calificación de intereses piinitarios con que se Ir: 
cobrado por el fisco ta suma de mil seiscientos cuarenta y 
cuatro iwsos cincuenta centavos nacionales, no enerva el de- 
recho del actor para exigir su devolución, toda vez que, de- 
clarailo improcedente el cobro ik-I impuesto, to es igualmente 
el del interés penal con que se castiga la falta, de pago en la 
oportunidad debida, pues si bien la ley ha tendido a supri- 
mir demoras en la percepción de los impuestos internos, crean- 
do al efecto el interés punitorio, debe entenderse que él no 
es aplicable a los casos en que se persigue el cobro de un ¡m- 
puesto que resulta indebido por haber sido antes satisfecho. 

Por estos fundamentos y confi miando la sentencia ape- 
lada, se declara que la Nación debe devolver al actor la suma 
de seis mil doscientos sesenta y tres |>eso$, cincuenta centa- 
vos moneda nacional y sus intereses a estilo de Raneo, desd» 
la notificación de ta «lemán da. sin costas, atenta la naturaleza 
de la cuestión debatida. Notifíquesc original y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor C. ukí. 
Solar. — D. R. Palacio. — 

— J. FlGUEBOA AlCORTA, 



ÚOÜ Jasé M nría Fouscca contra la provincia de lint re Ríos, 

por cobro de pesús 

Sumario: 1.* L& manifestación ante un Juez de Paz, no- 
tificada al procurador fiscal encargado del cobro, de que 
se abona el impuesto, pero protestando una y cuantas 
veces sea necesario por eoncept...ir ilegal su pago, im- 
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1» ría la protesta requerida a los efectos de exigir la de- 
volución ríe lo i|iie se considera indebida mente pagad. 
i Se trata de un instrumento público, articulo 070 Inci- 
so 4°. Código Civil). 

-v La constitucionalidad o ineonstitnckmalirlnd .li- 
las leves de impuesto locales. delie juzgarse tlel punto áe 
«ista de su aplicación al cast> fpie origina el juicio, 

y T.as provincias pueden gravar el acto directo ríe 
la venta de sus productos en el momento en rpte la 
transacción se eclei>ra. crHiio_ un acto de comerci-.. pero 
no cuando la extracción del producto s- efectúa a nom- 
bre del dueño mismo y sin que medie transacción 

-l " La aplicación de la Ley de Tabladas fie T n pro- 
vincia de línt.- Ríos, níimer > 2.1%, ni la parte qtte gfa- 
va con tm ini| in sto lodo «añado o síís productos "que 
se extraigan de la campaña por razón de venta o iiego- 
cto"; sin establear previamente -Ja venta o negocio", 
«pie está circunsc.ipta la facultad impositiva de la pro- 
vincia, importaría la creación de un derecho de expor- 
tación, contrario a lo; artículos 10. n y 67 de la Cons- 
titucii'in Nacional. 

CWd* l,o explica el siguiente: 

¥.\U,0 m M CORTE Bl'PRKSIA 

Buenos A ¡Mi. julio 25 de 1918, 

Y vistos: Los seguidos por d>u José María Fonseca con- 
tra la provincia de Kutrc kios por devolución de la suma t!e 
mil novecientos pesos moneda nacional, intereses, daño* < 
perjuicios y costas, de los que resulta: 

Que a fs. 4 el señor José María Fouscca. por apodera- 
do, deduce demanda ordinaria entra la provincia referida, fun- 
dad., en que c ) 25 y 27 de Enero de igió sc V tó obligarlo pqr tá 
sequía reinante a trasladar haciendas ríe su establmmieitto "San 
jóse'', en Federal (provincia de Entre Ríos 1 al de nom- 
bre TaJmira" que está situado en el tfepartemetito ríe Cu- 
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-ucuatiá provincia de Corrientes ), con fe correspondió ■ 
Us pnas ,1c transito expendas por las autoridades re^ 
peetivas . 

Que algún tiempo después, la Jefatura de Policía de Con- 
cón ha instruyo un sl)in ario |w tazün (1 , CSc trasUf 

.rtud de que .1 actor no bahía wdo impuesto , M > r la ¿¿ 
tramo,, * esas haciendas, y no obstante ser libre el 

,tt i .í* , ' ¡m|H,SO d tld «WttMlto f multa del 

ctoble. a titulo <fc que d actor habla trasladado hacienda a 

ES? * T* a,Wnar * —lé- 
chente ) s, n afianzarlo para el caso de tratarse de hade kK 

que no remesaran a la provincia de Kntrc Río* 

Que hecho efectivo el pago de! impuesto y multa por 
na de apremio, él demandante formalizó su protesta en e! 
.neta de efectuarlo, por considerar que el articulo ,, de 
■ tonshtuaon cnn , affra d rtoíto y ^ Jafjo ¿ |iaa . nt 

das libres de todo derecho o impuesto. 

Que aparte de ser excesivo el impuesto, y m tanto vio- 

H de tm,a , rc S'f t]e timM* y He que s, ha transgre- 
d do la propia ley bea! que sólo establece el gravamen mr, 
el movimiento de haciendas dentro del territorio fe > r „. 
vtncia. la tabulación impuesta a las traslaciones d c hacienda, 
a ta provmca de Corrientes es contraria a los principio, y 
dispraictones de la Constitución Nacional 

Que el articulo n invocado en la protesta dc que va «c 
hn hecho mentó, dispone que los ganados de toda especié míe 
pasen de una provincia a otra, senm libres de derechos di 
transito y mnguno podrá imponérseles cualquiera que Sea „, 
denominación. por el hecho de transitar el territorio, v el ar- 
ticulo 9 .° establece que en el territorio de la Nación* no l,a- 
hra mas aduanas que las nacfcmalw. y s„s tarifas o impues- 
tos serán los que sancione el Congrio, disposición que se 
comple,n Ll ,ta con la del artículo ,08 que prohil* a las pro. 
vmcias el eslableciniicuto de aduanas y con la del artículo 6- 
inciso 12. que atribuye exclusivamente al Gobierno Federa' 
el poder de reglar el comercio- o el tráfico de las provincia. 



* 



ase 
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entre si. Finalmente el articulo 12 afianza el principio de los 
preceptos citados, pues prescribe que los buques como todas 
litó cosas destinadas al tráfico interprovincial, no están obli- 
L'a'lfts a pagar derechos por cansa de tránsito <> de traslación 
que es lo mismo. 

Qué no desconoce el derecho de la demandada para gravar 
cutí impuestos las transacciones lucrativas que se realizan en 
su jurisdicción y sobre bienes existentes ¿ti ella, ni pone en 
cuestión sus derechos de insjieceión y policía : pero le desco- 
nté la facultad de gravar la simple circulación territorial in- 
terprovinctal. 

Que en el caso <íe autos se trata simplemente del pasaje 
de haciendas, de una estancia del actor a otra igualmente de 
él. separadas por pi*os kilómetros una' de otra, y sobre todo, 
motivad i |wir una circunstancia fortuita y premiosa, como h 
sequía a que se ha referido, y esa traslación, conforme a los 
principios constitucionales invocados, no ha pudido ser gra- 
vada con impuestas. 

Que por ello solicita se condene a la provincia de Entre 
Kíns a devolver la suma reclamada cotí sus intereses desde el 
dia del pago; daños y perjuicios y las costas del juicio. 

Que corrido traslado a la demandada, esta lo contesta 
expouiendn: qne a principios de loirt y atenta la prolongada 
>e.pua reinante, el Gobierno resolvió facilitar el traslado de 
haciendas a las provincias limítrofes, siempre que ese tras- 
lado rescindiera a proporcionar a esas haciendas eanqxis con 
¡>astos abundantes, y no a negocios o transacciones sometidas 
a impuesto j»or la Ley de Tablada. 

Que en los ca> «s, a que se ha hecho referencia, e! tras- 
lado se autorizaba otorgando una garantía o fianza que ase- 
guraba c ] retorno de la hacienda al territori.i de la provincia 
y h consiguiente (pereqición cfél impuesto correspondienta 
I>ara el caso de que la hacienda se hubiese extraído para nc- 
g«>eios. y el actor hizo uso de esas facilidades, solicitando per- 
miso (jara llevar, de tránsito, una tropa de ganado a la pro- 
vincia de Corrientes, en Mayo de 1916. 
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<1%Z ""T" ,,na infracdú » <wWi por la fe 

* labla«las. m había sacado subrepticiamente 
cincuenta animaíes par a , a provincia de Corric, Ls ' pZ^ 
^ > * as autoridades entrerrisas para un simple t S 
demude la provmaa y no para sacar ganado para G, 

Q»e en el sumario instruido con motivo de esa infrac- 
ción la pohd. de Concordia resolvió condenar al a , 

* * ,*sos. no co.no con.riU.ci0, 5£¿í 

sito, s.no como .mpuesto por negocio y venta de ganado p [ie s 
. m había pedido penniso ni hecho declaración de irá, ü o 
- y como multa por la extracción de la hacienda en' las 
condene* referidas, - todo ello con arreglo a la reU c 
tiva ley provincial. res PST 

solüclr 2 ¡«Jl "° ÍnUTlí " SO rCa,rS ° a, « ll,, ° co "<™ «* re- 
solución, limitándose a manifestar. m el acto de. ser notifica- 

hecho ^ COnSUkniba * Wf»r porque no habia 

echo venta o negocio con las haciendas, y el gobierno no tie- 
ne ^conocimiento de la protesta o«é dice haber formulado el 
# 

Que el tránsito de haciendas en la provincia está expre- 
samente exceptuado de impuestos por el articulo 7.» de la Lv 

o rfÍÍ 1' y — * eSC cl act " r 

<ío declararlo previamente; la no .leclaración v el 

jado co„sent,r ía «solución a.lmínistrativa. excluve la posi- 
bilidad de plantear disensiones ulteriores, además "de mi no 

10 272 . C ' Ue / a hacíenda se sacara í,c tra,,sito ' ^ 

lo cual pide el rechazo de la demanda, con costas 

Que recibida la causa a prueba. las partes han producido 
la que expresa el certificado de fs. 65, se presentaron tos ale- 
gatos «e fs. 73 y ,04 y se llamó autos para definitiva f fs. 1 10). 
V considerando: 

Que el actor manifestó no estar obligado a pagar. án& 
el funcionario encargado de percibir el impuesto y multa de 
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qué té trata i fs. 55 1 y ;i! cxigirseie c! pago pistcrionm-nte 
expuso ante el procurador fiscal "cine aluna lu cantidad ctc 
mil novceíeñtos pesos, pero protesta ima y cuantas weeéS sea 
necesario" jior eoiícepíiiar ilegal el pago, manifestación -que 
amplió él mismo ilia. en acta labrada por ante el juez jjé 
Paz de Concordia. 

[}w las ci reluctancias precedentemente enunciadas, im- 
I M»rtan la protesta requerida a los efectos de exigir la devo- 
lución de b que se considera indebidamente pagado, ¡urque 
o mstitnye una manifestación inequívoca de voluntad en ei 
semillo ile dejar constancia de que se accede- a una exigen- 
cia de |Kigo legalmente infundada; y si bien esa protesta no 
ha sido formulada cu escritura pública, lo ha sido en instru- 
mento público con" arreglo a lo dispuesta en el artículo yj'j. 
inciso 4." del Código Civil y ha sido notificada al Procurador 
Fiscal encargado del cobro i fojas ¿i). Argumento fiel fal!. 
del lomo 103. página $8$, 

Que como (consta a fs. 53 se condenó al actor al |>ago de 
la cantidad de mil novecientos pesos moneda nacional |>or im- 
puesto y multa de la Uy de Tablada de la provincia de TCntr, 
RÍOS por resultar de las actuaciones practicadas que "don José 
María Ponscca ha trasladado a la provincia de Corriente- 
con ficha 25 de Uñero del órnente año la cantidad de cua- 
trocientos animales vacunos; y con fecha 25 del mismo mes 
y año ciento cincuenta animales yeguarizos sin abonar el im- 
puesto orres|)ondieiite, ni previo afianzamiento de los mismos". 

U UL ' Pagada esa suma |*>r el actor con la protesta corres? 
poudk'ntc como consta a fs. 30. 50 vuelta. $| : , 55 y 56 y anlc 
los antecedentes relacionados eorres|x>nde determinar si la 
I.ey de Tablada de la provincia de Kntre Ríos, número 2.1 8n. 
tal como ha sido interpretada y aplicada en vi caso do autos, 
afecta o no los principios constitucionales invocados pues co- 
mo lo ha establecido esta Corte la constttucionalidad o incons- 
tíhtdonalidad de las leyes de impuestos locales debe juzgarse 
del punto de vista de su aplicación al ca¡pp qüe origina el jui- 
cio i Fall i$, tomo 106. página 100. considerando 
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Que ta Ley de Tabladas de aplit^ción ;i! caso d r autos 
rto establece de un modo explícito que las haciendas qué sai- 
Kan del territorio de F.ntre Ni.ts jiara otra pmvmo'a o pira 
el exterior, están sujetas al pagp dé iniptttstes; v en las agna- 
ciones de este litigio no hay constancia de que fas hacienda, 
f|iie el actor trasladó a la provincia de Corriente* lo fueran 
ton motivo de venta o negocio. de lo qué se deduce que bajp 
la fonna de un impuesto a las transacciones lucrativas, lo tim- 
en este caso se lia gravado es el comercio interprovineiat. en 
contra de Ib que establecen los artículos 10. 1 1 y 67, inciso \2 
de la Constitución, como quiera que el encargado de hacer 
efectivo el impuesto pretendió qué debía pagarse con motivo 
de la traslación de las haciendas. (Fallos, tomo 107. pá R Í 
na 385» y en el acto de extraerlas de la provincia (Fallos, 
tumo 103. página 20,7 j . 

Qué según antecedentes de jurisprudencia dignos de con- 
sideración, se califican de derechos a la cx|>ortación los es- 
ta Mecidos como requisito para efectuarla o los cobrados por 
razón de ella. (Fallos, tomo 100. |>ágina 304. considerando 
r4 página 374); y aun cuando se pretende que lo cobrado al 
actor es un impuesto a la venta o negocio, y una multa equi- 
valente por haber intentado eludirlo. 1. , que es indiferente 
como distinción le Ral para determinar su verdadero carácter, 
i Fallos, tomo 1(4. ixígina 287). es bastante considerar qué oí 
traslado sin gravamen sólo se autoriza cuando el propietario 
se obliga a volver las haciendas al territorio tle la provincia, 
y previo afianzamiento, lo qué importa en definitiva, que si 
bien la ley grava con impuesto la venta ó negocio. \$$ hn- 
ciendas no pueden ser extraídas de la provincia sin el pasjo 
del impuesto o sin la garantía equivalente, y prescindiend 1 
de toda comprobación sobre si hubo o no venta o negocio. 

Que las provincias pueden gravar el acto d i recto (le la 
venta de sus productos en el momento en que la transacción 
se celebra, como mi acto de comercio interno, pero no cuan- 
do la extracción del producto se efectúa a nombre del dueño 
mismo y sin que medie transacción alguna 1 Fallos, tomo 100. 
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pagina 304. considerando t2 |>ágina 372» sin que val^a a des- 
virtuar esta eonsideradón !a circunstancia cíe que las haden- 
das sé presumen negociadas o vendidas cuando rio se reinte- 
gran al territorio de la provincia en un plazo dado, porque 
d úm susceptible de gravamen puede no existir o haltera 
realizado fuera de su territorio y de consiguiente futra del 
alcance de su potestad impositiva. 

Que la lev do referencia autoriza la venta c importación 
libre de derechos, de las haciendas destinadas a invernadas 
o criaderos en la provincia, pero grava con impuesto tritio 
ganado o sus productos "qne se extraigan dé la campaña por 
razón de venta ó negocio", y si esa ley hubiera de aplicarse 
como en el caso que motiva este juicio, es decir, sin cstahlc- 
cer previamente "la venta o negocio'' a (pte está circunscrip- 
ta la facultad impositiva de la provincia, se habría creado 
un derecho de exportación i|iie. cnm-> queda dicho, contraria 
los artículos 10. 11 y 67 de la Constitución. 

Por ello se declara que la provincia de Kntre Ríos dd>e 
devolver al actor en el termino cíe diez días la suma recla- 
mada y sus intereses desde la notificación de la demanda, sin 
iSBtígg. dada la naturaleza de la cuestión resuelta. Notifíque- 
se con el ..rigina! y repuestos los sellos archívese. 

A. Bermejo. — N te ano* G. del 

Solar. — d. K. Palacio. 
— J. Fir.t KnoA Alcohta. 



Ernesto Fornicóla y oh *s. en el sumario instruido en su con- 
tra f>or infracción al articulo 644 del Código de Jttstkh 
Militar. Competencia negativa. 

Sumario : Corresponde a 9a justicia federal el conocimien- 
to de una denuncia de insultos o injurias inferidas a un 
centinela de servicio en un cuartel de fuerzas de linca. 

Caso: Uo explican las pieza* siguientes: 



MS JUSTICIA DE LA NACIOH 



3iH 



DiCTAMÉK Wh SIÍXOK PROCUK,\t>ÜH C^RAfc 

Buenoi Air», ju.'io 15 de 1918. 

Suprema Corle : 

La cornil-mía de competencia negativa (me se soittét ■ a 
resolución de V. K. lia sido trabada éntr* el Juez Federal en 
lo Correccional de la Capital y el de ¡pial clase de la justi- 
cia ordinaria de la misma. 

La motiva la denuncia de insultos que se dicen inferi- 
dos a un centinela del Raimiento ,V de infantería de lima, 
hecho que C I oficial denunciante cree previsto y penado jn.r 
el Código de Justicia Militar en stt artículo 644. 

Hada ja naturaleza del heeho denunciado, y eua]i|tiiera qge 
sea su calificación, sus consecuencias afectan o pueden afec- 
tar el decoro del ejército y considero, atento la preserij>e¡ón 
del articulo ¿<\ inciso 3." de la ley número 48 y 23 inciso 
del Código de Procedimientos Criminales, que la justicia fe- 
deral es la competente ]>ara intervenir en estas actuaciones, 
pí>r no ser militares los imputados. 

Por lo tanto pído a V. K. se sirva asi declararlo, 
■ 

losé Nicolás Math'ttzo. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Bti»of Aires, julio $ de 1918. 

Autos y vistos: L» de contienda de competencia negati- 
va entre un Juez Federal y otro de instrucción de la Capi- 
tal para conocer de la denuncia formulada jior un oficial cíe 
servicio en el cuartel det Regimienta 3." de infantería de- 
linea, y 

Considerando : 

Que el hecho denunciado consiste según se expresa cu 
insultos o injurias inferidas al centinela de servicio en dicho 
cuartel por las personas designadas cu la conmutación tlü 
fojas 2. 
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Que- en ta! concepto la naturaleza del hecho denunciado 
v aun prescindiendo de 'a calificación que le asigna el ifcnirn- 
cunte, afectaría, de ser compro],.^., el écor© del Ejército 
Nacional; por lo que, con arreglo a lo dispuesto por el ar- 
liculo % v. ineiso y de la ley minien, 48 y 23 bebo 3." de! 
í ndigo de l'nvedimientos en to Criminal, corresp. mde la ave- 
riguación y castigo en su caso a la justicia federa!; (Argu- 
mento del fallo tomo 33, página 280) . 

I\>r ello y conforme con lo expuesto v pedido por ef seflor 
Procurador Cencra!. asi se declara, y «1 consecuencia, remé- 
tanse los autos al señor Juez Federal, aviándose al de Ins- 
trucción cu la furnia de estilo. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA ALC0RTA, 



Don Víctor Quadñ en autos con el Banco Mglú Sud Ameri- 
can», sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 

§ 

Sumario ; Cualquiera que sea el mérito de las razones adu- 
cidas en apoyo de la incompetencia fie los tribunales lo- 
cales y la naturaleza del juicio, procede el recurso ex- 
traordinario del articulo 14, ley 48. contra una resollido, 
denegatoria del fuero federal invocado. < Kl recurrente 
lo invocó al ser citado de remate ». 

Caso; I.o explican las piezas siguientes: 

uin \mi:x del Mbii procurador general 

Buenos Alift, Mtyo 20 de 1918. 

Suprema Corte: 

La resolución de la Cámara de Apelaciones de Mendoza 
e< definitiva en cuanto a denegar e | fuero federal invocado 
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por el demandado, aunque no lo sea respeto al Fondo <h l 
asunto. 

Para que una sentencia se epnáidefis definitiva, no es ne- 
cesario, como lo dijo \*. 1?. c. la cansa que se registra en e! 
lomo rij, página q»c baya sijjo pronunciada en juicio 
ordinario: basta que sus efectos sean definitivo» y la autori- 
dad judicial que !.i haya dictado sea d sii|>criiir trihunzil de 
la provincia en la materia de que se trate. 

Asi ocurre en el presente easo. por I., N ue pido a V, K. 
se sirva declarar mal denegado d recurso y ordenar se le re- 
mitan los autos originales para resolver la cuestión federal 
planteada. 

l'AUjl 0| LA CORTE SL'I'RIÍMA 

Buenas Airea, Julio 27 de 1918. 
Autos y vistos: KI mairso de liedlo por apelación de- 
negada interpuesto por don Ramón R, Agiurrc en rcpreMn- 
taeión d e don Víctor Quadri contra sentencia de la Cámara 
de Apelaciones en lo Comercial de ía Ciudad de Mendoza en 
los autos seguidos |*ir el Manco ángto Snd Americano, s =ln 
cobro ejecutivo tic pesos. 

V considerando; 

Que según resulta de lo expuesto pnr d recurrente, al 
ser citatfc de remate OjHjso la i scéfoíóh de incompetencia de 
jurisdicción invocando d fuero federal fundad.» en la ley de 
14 de Septiembre de 1803 sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales, lo que le lia sido desconocido p .r 
la Cámara de Apelaciones de Mendoza, en mi sentencia c n- 
firinatoria de la de primera instancia, resolviendo asi con ca- 
rácter de definitiva en el pleito, en contra del dereclio invo- 
cado pur ol aiidante. 

Que en tales condiciones d caso se encuentra compren- 
dido en la citada ley la que en su artículo 14, inciso 3, auto- 
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riza vi recurso extraordinario para ante esta Oírte Suprema, 
cualquiera que sea el mérito tic las razones aducidas en ápbyo 
de Ta ín^pétenm de los tribunales locales y la naturale- 
za del juicio como se lia declarado en repetidos fallos pro- 
nunciados cií causas análogas. Tomo 9$ página 260: tomo 
too. pagina 303; tomo roí, página 40 y tomo 113. página 294, 
entre otros. 

Que los aniccedentes de jurisprudencia a que se hace re- 
ferencia en el informe de f s . i<6 110 son de aplicación en el 
caso, pues en las causas a que dicho informe se refiere no se 
trataba del desconocimiento del fuero federal. 

Por tilo y de conformidad con la expuesto y |>cditIo por 
el señor Procurador General se declara mal denegado el re- 
curso. En su consecuencia y a los efectos del artículo 8 de 
la ley ti úmero +055. líbrese oficio a la Cántara de Apelacio- 
nes en lo Comercial fie Mendoza para que remita los auins 
resp. divos. Nntifiquesc orinal y remugase el panel, 

A. RruMKjo. — Nicaxoh G, del 
Solak. — D. K. Palacio. 
— J. Kir,fKKo\ Alcorta. 



f>on Ricarda Trigo yen y otro, contra don Bernarda Benja- 
mín. ¡>nr cobro de honorarios. Contienda de competencia 

Sumario: Kl cobro de honorarios corno emergencia del jui- 
cio en que se han devengado, corrcsijonde al juez que 
entendió en el que fueron causados y regulado*. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 

iíu tuiux un. sí'nor pRocLkAnok cknkrjIL 

Bueno* AirM, Julio 10 de 1918. 

Suprema Corte: 
Kl titulo que invocan los señores Klappcinhaeh c Irigo- 
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ven para demandar a don Bernardo Benjamín ante el Juez de 
Primera Instancia en lo Civil y Comercial de Cualeguayeluí, 
es una regulación de honorarios practicada a su favor en un 
juicio de quiebra seguido ante e! juez fie aquella ciudad. 

Tratándose pues de! cobro de honorarios, es competen- 
te para entender en él el juez ante quien se tramita el juici i 
diSntíe han sido devengados, según la regla adoptada jx>r V. K. 
en los fallos tomo 10: 314: Si: 152; 119: 266 y otros. 

Por ello considero que corres^ mde conocer en este ini- 
cio al Juez de 1.» Instancia de Gtialeguayeliú y asi pide, a V. E. 
se sirva resolverlo, 

Jcst- Nicolás AíatkiíSó. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire*, |ulfo 27 de 1918. 

Autos y vistos; Los (1? contienda de conqR'teiwia entr* 
un Juez de Comercio de esta Capitat y oim en lo civil y co- 
mercial de Gualcguavchú, provincia de Kutre Ríos, para crt- 
noccr en el juicio ejecutivo instaurado ante éste jior don Ri- 
cardo Irigoyen y don Braulio Klnp]>cmbaeh. c<mtra ilon Üen- 
jamín Bernardo, vecino de la Capital, |Kir cobro de honora- 
rios devengados en el juicio de quiebra de don Nicolás Al- 
thaus. tramitado ante el segunrlo de dichos jueces, y 

Considerando; 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto el cobro de 
honorarios, es considerado como una emergencia del juicio 
cu que se han devengólo. 

Que en tal virtud el juez competente para conocer de di- 
cho cobro es el que ha entendido en el juicio en que se han 
causado y regulado. 

Qtfé en el caso, los ejecutantes, según lo manifiestan, 
prestaron sus servicios al señor Bernardo, en la quiebra de la 
referencia y corresponde que el juez que tía entendido en 
ésta, entienda igualmente en ta regulación y el cobro de di- 
chos servicios, como se dice antes. 
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Por ^llo y conforme con lo expuesto y pcdUn por el se- 
ñor Procurador General, se declara juez oompetente pura co- 
nocer en el Juicio de la referencia al de Cmalegnayehú, a quien 
previa reposición de sellos se le remitirán los autos. avisán- 
dose al de esta Capital en la forma de estilo. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — T>. k. Paií^io. 
— J. Fir.uEKOA Ai.niKj v. 

NOTAS 

Cf.u fe^ia 4 de julio, no se Mm ¡ugar a la queja dedu- 
eida por Ignacio Rufá, en la q»ereÍja seguida contra Gabriel 
Martínez íliarra. sobre defraudación. j»or no bastar la refe- 
rí nc ¡a indeterminada a la letra y al espíritu tic la Constitu- 
ción para autorizar el recurso extraordinario del articulo 550 
de! Código de Procedimientos en lo Criminal. 



Kn la misma fecha fué confirmada la setm-neia.de la 
Cámara Federa! de ta Plata jjtte impuso a Casiano Flores 
la pena de tinco anos de presidio y accesorias legales, conm 
autor del homicidio de Indalecio Escudero, perpetrado en 
"KI Aguila", territorio de | ; , Pampa Central, d dia 8 de Ene- 
ro de 1916 



El f> de! mismo se declaró improcedente la apelación con- 
cedida por la Cámara Primera di- Apclaeinncs en lo Civil de 
la Capital en el j^icÉo sonido por Benjamín Zorrilla v otro 
contra el Consejo General (lo Educación de la provincia tic 
Buenos Aires, sobre interdicto de recobrar, por cuanto no se 
Había dictado decisión contraría al privilegio del fuero fe- 
doral como |o exífce el inciso 3.". del articulo 14 de la lev 
nímtefó .\$. 



En 30 «leí mismo se declaró bien denegad, el recurso i 
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terptiesto por don José Cortinas en autos con Migqel Cusías, 
sobre cobro de alquileres, por cuanto la resolución recurrida 
del señor Juez de Paz de la Sección tS de esta Capital, no 
era el tribunal suprior de última instancia a que se reiteré 
el artículo 14 de la ley número 48. 

Con fecha 25 fué confirmada la sen leticia de la Cámara 
Federa! de La Plata que fijó en diez y siete años y medio 
de presidio y accesorias legales, la pena que debía sufrir Cán- 
dido Martínez como autor del homicidio de Clorís Jara, rea- 
lizado en Maqumehao. territorio nacional del K¡<» Negra 



íhut Ramón Sola- y Julia cmtíra fas señores Sebastián F. Ro- 
ques y otros, por tte fraudarían. Comf>ctcveia negativa 

Sumario: VA conocimiento de una denuncia de defraudación 
de bienes raíces cumetirla jwr medio de escrituras públi- 
cas simuladas, corresponde ¡ ! juez del lugar en donde se 
hallan situados los bienes objeto de la defraudación de- 
nunciada, y 110 al juez del lugar en donde fueron otorgn- 
das las escrituras. 

Caso: Lo explican las piezas siguieules: 

■ 

mCTAMCX- niCL SK.ÑOR I'BOCIRADOtt GE Mi RAI. 

Butno* At»l, julio 11 de 1913. 

Suprema Corte: 

La contienda de competencia negativa trabada entre el 
Juez de Instrucción del Rosario de Santa Fe y el del Cri- 
men de Mvndoza para conocer en la causa criminal iniciada 
contra Sebastián F. Roques y otros, viene a resolución de 
V. Iv en virtud de lo dispuesto por el artículo o.", inciso di. 
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Con tpotivo de la ejecución de un mandato conferido |»r 
los herederos de don José Soler y García a favor de don Juan 
i 'ages, se anisa a los querellados de lialier intervenido, en con- 
nivencia con éste, para defraudar a los citados herederos ha- 
c rendo salir de su patrimonio, por medio de escrituras públi- 
cas simularlas, unos inmuebles situados en la provincia cTe 
Mcndozü 

Sin entrar a calificar el delito acusado y uniendo sólo 
presente que se trata de ventas hechas por escrituras púdi- 
cas cuyos efectos dehen producirse en Mendoza, lugar en que 
están situados los inmuebles objeto de ellas y cuya tradición 
debe allí efectuarse y atento lo dispuesto por él artículo 34 del 
Código de Procedimientos Criminales el que. para determinar 
la competencia de las autoridades, establece que del* tener- 
se presente la naturaleza y circunstancias del delito, conside- 
ro que el denunciado debia consumarse en Mendoza y que el 
juez ríe t sa jurisdicción es el competente para conocer en esta 
cansa. Suprema Corte Nacional, tomo 3;, página 224; tomo 
m, página 279 y tomo i_>j. página 36Ú. 

IW lo que pido a V. K, > t - sirva así resolverlo. 

Josv Nicolás Matknso. 

FAUO de la corte suprema 

Bhm» Airtt. Afollo n 4t l»:i. ■ 

- ■% 

Aatos y vistos: T,os de contienda negativa de competen- 
cia entre el Juez de Instrucción de la 3.» Nominación fie la 
ciudad del Rosario y el _v del Crimen de Mendoza, para co- 
noce* en la denuncia que por defraudación lia presentado ante 
el primero de dichos jueces, don Ramón Soler y Jirliá. contn 
los señores Sebastián F. Roques y otros, y. 

Considerando ; 

Qtte el hecho Renunciado consiste en v\ otorgamiento 
de tscrituras públicas simuladas para acerarse tic bienes 
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raices situados en Maído* y pe Onecientes al denunciante v 
sus mandantes. 1 v 

S " e5ÍO , fl,C .T f d (MÍtü SC ha ' ,ria ^sumado en 
dicha provmaa de Mendoza; y ías escrituras pasadas en el 
Kosano señan simplemente actos prepa ra torios, como sc ha re 
suelto reiteradamente por esta Corte; por lo que correspon- 
de a aquél conocer en dicha denuncia. 

_ IV.- ello y conforme con expuesto y pedido por e| se- 
ñor Frocnrador General, así se declara, defciendb remitirse 
os autos al juez de Mendoza, avisándose al del Rosario en 
la forma de estilo. 



A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 

— J. FlGULROA ALCOHTA. 



Francwm y Ga. t muirá ta Admm de ta Capital, sobre fago 

de dobles derechos 

Sumurh: Cuestionada !a inteligencia de dicciones 
(le las Ordenanzas de Aduana y desconocido el derecho 
que se pretendió fundar en dios, procede el recurso ex- 
traordinario del artículo 6.» de la ley 4,055. 

habiendo sido el tribunal de vistas .,ino el 
Administrador de Aduana quien pronunció la resolución 
sobre diferencia de calidad de la mercadería, es innece- 
sario tomar en consideración lo aleado en cuanto a la 
existencia ilegal de dicho tribunal. 

3." A falta de la Dirección General de Aduana a 
qne se refieren los artículos 135 a ,38 de las Ordenan- 
zas, las cuestiones en ellos previstas pueden ser llevadas 
a resoliidon del .Ministerio de Hacienda de acuerdo con 
<iCCrCtt> í,e ' " < le F ^rero de .000 v lo dispuesto j>or 
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c! articulo 1.0-9 de las Ordenanzas. siendo 1;, clasificación 
de la mercadería una función puramente administrativa. 
Cuto: Lo explican Ins piezas salientes : 

si:vn:\a\ m:i. skñok je?ez FÉüJíitAt 

Sumo* Aires. Diciembre 21 de J9U. 

\ islos y considerando ; 

Qítc deí parte de fs. 1 teatilta qué don francisco Fran- 
eióni y Cí u. solioiió el despacho ele tres caicos con trescientos 
kilos de álaínbfc sin gaJvattUar ni pulir comprendiente a 
la partida 7111 de la Tarifa de Avalúos a S 0.08 el kilo ai 
25 i>or ciento. 

Oue el Tribunal de Vistas, a quien ge sometió el raso per 
exigir desacuerdo entre el comerciante y el Vista ¿(líe intervino 
en el despacho, estableció a fs. 7 que se trataba de un alam- 
bre ile acero pulid» para enerdas de instrumentos de música 
e..rresp f ndicnte a la partida C72 a $-1.50 el kilo a! 25 o'o. 

Q«e esta decisión lia sido p>sterinn nente confirmada en 
fórma categórica ¡ ir el mismo tribunal d<> Vistas en su in- 
forme de fs. 80. 

Qí« siendo oBligatorio c inai>elaMc tanto para la Adua- 
na e.-ni.. para el e mcreiante el fallo que sobre clasificación 
y áftjfg dicte el Tribunal t\ c Vistas y no existiendo en el pre- 
sente Cáso motivos para eximir de pena a los apelantes, debe 
aplicarse lo dispuesto en el articulo 950 de las ordenanzas. 

r.ir estos fundan untos y de cmifonnirlnri fiscal, se eon- 
firriia con cosías la ^solución arlarla tle fs. ti. Notifiquen 
con el originai, repóngase el papel v en oportíinidad devuéb 
vai»sc, - \fh/tti'i Jmttus. 

SKN'TENCIA DI? ¿A CAMARA í-f-URRAt. DI3 APELACION" ES 

Buenos AJret, Abril 20 de 1915. 

Y vistos : 

Por sus fundamentos, se confirma con costas, ta seirtcn- 
cia apelada dv fs. 88 que impone la pena de doLles derecho 
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sc(U% las diferencias encontradas en las ineá*áde^ías que moti- 
van el presente juteio s%ddo contra francisco Krancioni y 
Ompañia. Molifiqúese, devuélvanse y reiwngame las fs. en 
el juzgado de «rigen. VUhfañc ■- A. i'crrcvru Car- 

f¿f. — A. rnthiarram. — Ihuiicl G&xtia. — L H. fflütictiso 

' 

TM.U* DE IA CORTR SUI'RKMA 

Buenos Aires. AfoJto K de 1*18. 

Autos y wístíis: TOI recurso rk* hedió por apelación dene- 
gada dMücido ¡mr francisco franeioni y coni|>añía contra 
srnteneia fie la Cámara Federal de Apelaciones de la Capital 
en l.is autos segitidb^ a. u ta Afir m sobre pago de dobles de- 
ruchos. 

Y considerando; 

Qiic habiéndose ¿líeitionadu la mMígencia cíe lo» artícu- 
los t¿5 a (38 y 1 .a* »,i de las Ordenanzas de Aduana v desco- 
nocido d derecho que ha pretendido fundan* en ellos es pro- 
cédeme el recurso extraordinario del artículo ó." fie la ley 
número 4.055. y fttifó el señor IWnrador General, asi se 
declara. ' 

v eonsider|nd|i en cuanto al fondo, ,mes es innecesaria 
mayor substanciación atento lo extensamente alegado, «ne se- 
gún resulta de los autos principales sólo se ha tratado en 
esta causa de cuestiones relacionadas con la clasificación que 
se ha dado por d tribunal fie vistas a una partida de alambre 
fie acero introducida por el recurrente, lo qtie lia motivado la 
resolución administrativa de fs, n o infirmada por la senten- 
cia ajielada y en la que se impone el pago de dobles derechos 
>«>L>re la diferencia encontrada. 

Que asi resulta en efecto fie las constancias dé la causa, 
las que demuestran que no es la oficina o trilumal de vistas la 
(pie lia resuelto la diferencia denunciada sobre ta calidad ¿jé 
la mercadería, pues su intervención se lia limitado a practicar 
las diligencias del sumario instruido con motivo del desdi- 
cho de la partida de alamhre a (pie se refiere la nota tic fs. i. 
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diligencias «¡tie han servido de base para ta resolución pro- 
nunciada por el Administrador de la Aduana a fs. 1 1 . 

(¿ue \K>r consiguiente no Habiendo sido el tribunal de vis- 
tas sino el Administrador de la Aduana quien lia pronuncia- 
do la resolución que confirma 1a sentencia apelada, se hace in- 
necesario tomar en consideración lo alegado en cuanto a l:i 
existencia ilegal de dicho tribunal como se ha declarado en 
cast»s análogos. Tomo 113. página 92. 

Que los artículos 135 y 138 de las Ordenanzas han defe- 
rido a la decisión obligatoria e inapelable de la Dirección Ce- 
ntral de Aduana, únicamente la solución de las dudas que 
mire el vista y el introductor o despachante pudieran sus- 
citarse sobre la partida de la tarifa que corresponde a algún 
artículo o sobre la clase, calidad o estado de algún género. 

Ojie a falta de !a Dirección General de Aduanas, esás 
dudas han podido ser llevadas por los interesados a la solu- 
ción del Ministerio de Hacienda con arreglo al decreto de 
1." de Febrero de 1000 y lo dispuesto en el artículo 1.070. d.: 
las Ordenanzas de Aduana vigentes, según el cual mientras 
se crea y establece la Dirección General fie Aduanas, el Pit- 
der Kjecutivo continuará con las funciones asignadas a esta 
oficina. 

<Jue «esta clasificación constituye «na función 'puramente 
administrativa y en cuanto a la pena de dobles derechos, ella 
ha sido juzgada, como debía serlo, tanto por et señor Juez 
Federal, como por la Clamara res] activa de acuerdo con el 
artículo ^063 de las ordenanzas estimándola arreglada a las 
constancias de la causa. 

(Jue en cuanto al artículo 18 de la Constitución míe se 
iin-fxa ¡il deducir el recurso de queja ante esta Corte, lo I11 
sido extemporáneamente a los fines del recurso extraordina- 
rio del articulo í>." de la lev 4.055. 

Oiu- es necesario hacer constar que la demora en la re- 
solución de este recurso es sólo imputable al recurrente quien 
ha paralizado la tramitación del mismo durante Ires años, 
como consta a fs. ió y 16 vuelta. 
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Por ello, pido el señor Procurador General, se c&nfirma 
,a apelada en la parte tjue ha sido materia del re- 

curso. Apuestos 1.» ..dios archívese y devuélvanse los au- 
. w prweipáí^ con testimonio de esta rcsóluejóti, 

A. Ki:rmiíj(.. Nicaxor 0. un. 
Soi.au. D. E. Palacio. — 
J. Fjr.LKitfí.v Aijcokta. 



fínfort Est riña limuje y Bitthwida rthvrcc contra el @ú$íc* 
no. de ta Xm iótt. por hidenuticaeióu de danos y hérínU 
eitis. sobre competencia. 

• 

Sumario: U s requisitos qxígídos la lev número m& 
en su articulo i.<-. 1Kira ,p e kw (r ji llin;ik . s f e(Jür;iU , s y : I1C . 
ees letrados de los ti-rr,Wius nacionales puedan dar eur- 
so a fas acciones qi* *<-■ deduzcan contra la XaeiñiK se lia 
Han cumplidos en un caso de demanda por indemnización 
ele daños y perjuicios, e.i que ta.it,, en la reclamación 
admintstrativa COttiq en la demanda los derechos eontro- 
vert,dos se | laccil derivar cM contrato celebrad.» por el 
gOMicrno con los actores, fundándose en dicho contrato ¡as 
acciones ejercitadas en una y otra gestión, respeto a la 
uidcmimaeio,, de los daños que se dicen causados cu su 
emplúmenlo y ,>or las raines que en una y otra 
reclamación se expresan. 

Cafo: |,„ explican las piezas siguientes; 

SKXTKXeiA üMt sk.voh jikz i kochai, 

■hmm Aire». Mam 1!) 4* M?. 

V vistos: Hstos autos pnnuovidos por Ksefiña Bunge 
Rafael y Alvarez Kd.nundo contra el Oobicriu, de la Nación 
soltre daños y perjtticios^ de los que resulta: 

l." Une de fs. 4 a 27 don Francisco Mas de I tejar íii- 
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vocando la representación de los priores Rafael Kseriña luin- 
ge y Edmundo Alvarez. según ínirtrurncnt*) de fs. 3, inttTj tu- 
ne formal demanda contra el liobierno de la Xación en su ca- 
rácter de iMirsona jurídica a fin de que ojKjrtiinameiitc se de- 
clare y reconozca el deber en que ésta se encuentra di' indmn- 
nizar a aquéllos lc-s daños y perjuicios originados por incum- 
plimiento de contrato de suministro de carne al ejército du- 
rante las grandes nnmiobras en Entre Kíos en 1014. 

2." Que en Marzo ¿4 de 11JI4 el señor Intendente d L - 
Guerra General don Ricardo Cúmel) otorgó con |oa actores un 
contrato para proveer de carne ;i las tropas en maniobras. es- 
tipulándose entre otras cosas: <i> que los proveedores sumi- 
nistrarían al ejército en campaña en las fechas y lugares ex- 
presaos en las planillas separadas, la carne de vaca q no- 
villo que aquél necesitase i»ara su consumo; hj la Intenden- 
cia pagaría treinta y ocho centavos moneda nacional per kilo 
de carne sana, fresen y gorda con exclusión de cabeza, cogo- 
te, patas, garras y sebo; c) si los proveedores no entregaban 
la carne en la fecha y lugar c< mi venidos y ordenados en pla- 
nillas, la Intendencia quedaba facultada para adquirirlas a 
cualquier precio a costa de aquellos corriendo a su c?-go la 
diferencia entre lo que se pagase y el precio de treinta \ och., 
centavos kilo; tf) Ja intendencia podía disminuir 9 auníontür 
los (tedidos fie un diez jmr ciento siempre con el mismo pre- 
eio; c) los proveedores constituían una fianza de treinta mil 
pesos moneda nacional en garantía del cumplimiento del con- 
trato, (ardiéndola en caso contrario. Kl burato y las plani- 
llas que. lo integran se hallan en el exj>edÍL'nie letra B núme- 
ro 4-54^- año M¡i 4. Séptima División Gabinete Militar desig- 
nación que -se bacv a los efectos del artículo 10 ley nacional 
de pi edímientos. 3." (Jn c en | as planillas referios se m- 
du-a eou precisión tos lugares, fechas y cantidades de carne 
a suministrarse, y en consonancia con ellas, los actores dis- 
tribuyeron previamente el número de reses vacunas sanas y 
gordas a fin de cumplir con fos reglamentos sanitarie*. y con 
lo convenido; contagiaron peones, ár rendaron potreros, eon- 
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cenaron la venta de los cueros» Mh&& scIjo tic. con acopia- 
i lores en muí palabra, acomodaron su plan ele stíminfetrb al plan 
rlie I:is man ¡obras. Sin embarg>, múltiples circunstancias impidie- 
ron la realización del plan ministerial, lo cual forzó a los actores 
a sumi lustrar menor cantidad de carne contratada, a verificar 
entregas en fechas distintas y lugares fuera de los convenidos* 
a faenar reses durante la nóelte y en condiciones inadecuadas, 
a gastos ilc (wóries suplementarios, falsos fletes jxira trans- 
portar Ins eneros y demás prodiwtos a lugares en míe estalla 
concertada su venta, a realizar una provisión e.vtracontractual 
de mijes de kilos de carne durante diez dias después «le lermi- 
nadas las maniobras en condiciones altamente gravosas, a en- 
tregar hacienda en pie fácil ¡tan do peones y caballadas, a que- 
dar en SU- poder re|»artidos en diversos lugares de Kntre Kios* 
varios centenares de vacunos destinados a la provisión los míe 
vendieron cott ¡K-rdidas a causa de no jxhIci transportarlos a 
zona limpia sin gastn de baños, a tío obtener el lucro es* 
lirado, etc. 

4" Une según se desprende de los cuadros demostrati- 
vos formulados minuciosamente en la demanda, en el trayecto 
de concentración tas tropas consumieron ciento catorce mil 
novecientos kilos de carne debiendo consumir según planillas 
ciento cincuenta y siete mil quinientos veintidós kilos, de ma- 
lura que hubo un remanente de cuarenta y dos mil seiscientos 
veintidós kilos, que debiendo no ser proveído s L - proveyó, Kn 
el trayecto de regreso por haberse cambiado la forma ¡le con- 
centración, las fuerzas no consumieron ninguna de las can- 
tidades de carne prevista en ías planillas corres) «ludientes. 
Por haberse consumido menor cantidad al concentrarse la> 
tropas y no haber suministrado los ciento cuarenta y dos mil 
««e.iMCÍentHS treinta kilos que c>rres|»)i,diau al regreso. uiicdó 
a los adores un remaneutv total de ciento ochenta v cinco mil 
cuatrocientas cincuenta y dos kilos de carne contratada dis- 
puesta para el suministra no consumida filó pagada Y en el 
campamento de jubileo se obligó a los actores a proporcionar 
cincuenta y ocho mil seisdcnlus treinta v odio kilos de carne 
fuera ríe contrato, * 
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>' Qiie la alteración de lugares y fechas asi emú® la 
disminución de 'los efectivos íle las tropas, dificultades de ór- 

denes y contraordenas, i idadortes. lluvias torrenciales. 

cambios de hora, fraccionamiento, etc.. etc.. todo ello movió a 
los actores a telegrafiar en 1.; de Abril de 1914 a la hiten d.-n- 
cia de C* tierra "formulando las advertencias y quejas del caso, 
ta (nú- también se expnsien ni siempre a los comandos, y et 
señor Genera! Ricardo Corncll les manifestó que todo se arre- 
glaría y se tendría en cuenta y si realmente sufrían pérdidas 
Ies serían debidamente resarcidas. 

í»," Que según cálculos que se citan anteriormente quedó 
a los actores un remanente de dentó ochenta y cinc., mi] ctta- 
trocientos cincuenta y dos kilos <fe carne que la Intendencia 
de fmerra debió consumir y pagar a treinta y ocho centavos 
moneda nacional el kilo. Pero, en virtud de la cláusula res- 
petiva del contrato se retaja el diez por ciento lo que hace 
ciento sesenta y seis mil novecientos seis kilos, equivalentes a 
i|U¡nÍenlos noventa y siete novillos que fueron adquiridos |»>r 
los actores a un promedio de ciento ciñen pesos mu., cada 
uno. a lo que hay que agregar gastos de fletes. jnUreros. peo* 
nes. inspección sanitaria, etc. que dan por resultado eien!o 
nueve pesos con cuarenta centavos moneda nacional, cada uno. 
Terminadas las maniobras, se estudió el mejor modo de em 
picar el remanente y IiiiIni que revender a setenta y ciño» pe- 
íms moneda nacional, cada res a causa de que no era dable en. 
rrer con nuevos gastos para tnans|>ortar la hacienda de la zona 
infectada a la zona indemne donde fué comprada sana y gor- 
da. Importa esta diferencia de cifras entre ciento nueve jk^.s 
con cuarenta centavos moneda nacional y setenta v cinco pe- 
sos ñwnecfa nacional, la suma de veinte" mil quinientos trein- 
ta y seis con .vhenta centavos moneda nacional. 0*11.. 
¡H-rdida sufrida. 

7 " íjfie eti el cas*, presente es posible calcular al cen- 
lavo la Utilidad qiie pudo reinar el exacto cumplimiento del 
contrato, y po* coiicvptn de cuer*. sel», calteza. cogote, pa- 
ta-, -arras, etc.. despojo. vw., dejaron de percibir los actores 
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la cantidad de diez y siete mil doscientos setenta y tres pesos 
moneda nacional, Kn cuanto al suministro extra-contractual 
del eain|Kimento de Jubileo les «xMsionó perdidas avaluadas en 
ÚO$ rtlH ciento cincuenta y seis pesos moneda nacional, a causa ' 
de la diferencia *le precio pagad;* en la adquisición de la ha- 
cienda respectiva y su rendimiento a razón de treinta y ocho 
centavos el kilo, debiéndose añadir la perdida ¿enerada en la 
venta de los productos (cuero. eUM. eflue llega a novecientos 
Ochenta pesos moneda nacional. l„as reses entregadas en pie 
l*,r orden expresa y escrita del comando íes produjo una jxt- 
dida une (te acuerdo con un tanto altado prudencial se fija en 
tris mi? setecientos cincuenta |jcsos mone<la nacional. 

Ascienden pues los daños y |>erju icios por incumplimiento 
del contrato por parte de la Intendencia de G tierra hacia los 
actores a la suma total de cuarenta y cinco mil seiscientos 
cuarenta y cinco pesos con ochenta centavos moneda nacional. 

8." (Juc formulada la reclamación administrativa sobre 
(pie versa el expediente 4.548 ii. 1014 ya citado, después ric 
ciertos trámites, la Intendencia de Guerra opinó que ppdia con- 
cederse a los actores |jor equidad una compensación de seis 
centavos monVlda nacional por cada kilr> de carne provista, 
pero en definitiva el Poder Kjceutn 1. no hizo lugar al pe- 
dido de los actores de bonificarles diez centavos por kilo de 
carne suministrada, ni ninguna otra bonificación, dictándose 
el .Jeervto de fecha Noviembre 7 de 19,4, m autenticado co- 
rre a fs. _*. 

Kn la Administración Nacional, la prensa, el Ministerio 
de Guerra, II. Cámara de Diputados, etc., se reconoció siem- 
pre los hechos que motivan esta demanda y agotada la vía ad- 
ministrativa acuden los actores a la justicia en afrparo de sus 
derechos y de sus intereses. 

0." (Jue su acción está aovada en los artículos 1.107, 
M '■ 5¡,l. 5M- Sm 5 -'O y concordantes del Código Civil 
y de coufonnidad con [o dispuesto en la tey terminan 
s .licitando los actores, se dich sentencia que declare el de- 
recho pe tienen a ser indemnizados por la Nación f*)r la su- 



VALU» DE LA corre SUMttM A 



ma de cuarenta y cinco mil seiscientos cuarenta y cinco pesos 
con iJclK'iua centavos inoneda naeü nuil cu concepto d. claíius 
y oerjuicios u [os (jue se |>ropa?eu t más los intereses c iiniK-n- 
Sa*„ din mi|)0SÍCÍÓn d€ costas. 

Se d;t jHir acredita* !• » el fuero y sv corre traslado ilc Ja 
de-manda a fs. 29 vta„ que dintela el señor Procurador Fis- 
cal de fs. 32 a fs. ¿4. eximiendo; 

1.*' jgjtte se debe rechazar la demanda con costas, la cual 
e$fá basada en una serie ininterrumpida de cálculos hipoté- 
tico;;, U- llama la atención qu e se demande la camiflail re- 
clamada después de haU-r solicitado administrativamente el 
pago de veintisiete mil ochocientos cuarenta y tres pesos con 
sesenta centavos moneda nacional, equival en tes a diez centa- 
vos por kilo ile carne suministrada qué llegó a doscientos se* 
renta y ocho mil cuatrocientos ireiuta y seis kilos. 

J. 4 pte scmejaiite elasticidad en la estimación de daños 
y |terj nietos jxniiite creer que el reclamo administrativo ha 
deludo I «asarse igualmente en cálculos poco meditados. Según 
resulta del expediente respectivo la Intendencia de (merra por 
razones de equidad aconsejó se p.gara a los actores seis cen- 
tavos por kilo p sea diez y seis n i) setecientos seis pesos oi:í 
diez y seis centavos moneda nacional, siempre que fuese exac- 
to el número de kilos que los actores afirman lialtcr entregada. 

3." ÍJue el Podér Ejecutivo denegó lo solicitado pnr los 
actores fie acuerdo ebn los dictámenes del señor Procurador 
< «.-ncral «le la Nación y en virtud de que de los antecedentes del 
reclamo no aprecian circunstancias plausibles que legitima- 
sen el pago reclamad.., ni datos suficientes, ni informaciones 
precisas sobre el particular, pues no )Huha aceptarse las con* 
sideraciones de equidad fornicadas |»-r la Intendencia d 
tuicrra. Da |H»r reorodueidos dichos dictámenes, desconoce en 
absoluto todo derecho a los demandantes para reclamar «laño, 
y iKTjnieios y niega todos los hechos aducidos en la demanda 
con excepción de la existencia del contrato celebrado entre los 
actores y la Intendencia de Guerra, pescotmee igualmente qm- 
aquellos hayan sufrid,, dañe* y perjuicios y en caso de existir 




Riega el monto señalado. Termina pidiendo el dé k 

demanda coi expresa impostcioti fie co*tas. 

Abierta lá causa a prueba a fs. ^ vta.. pfbíRto; la adora 
la que corre agregada d« fs. a 495- Alegan las panes dé 
fojas Sqi a 51J. I.is demandantes y a fs. $13 v 514 el señor 
Procurador fiscal, llamándose «utos para definitiva a fs. s ¡ 5 . 
Kesiielv- él juzgado j,ara mejor proveer se realice la pericia 
determinada a fs. 5,0 ,,i<e se agrega a fs. 5.7. quedando «I 
jtncn» en estado de dictarse sentencia. 

3 . eunsi dentudo : 

J." Que los términos en qíte ha quedado trabado el liti- 
gio mueven a estimar la situación de cada parte con criterio 
adecuado a las circunstancias, será nceesari.. examinar el caso 
. de conformidad a la probanza acumulada y de acuerdo con 
una prudente norma de apreciación. 

-V (Jue la copiosa prueba de la parte actof* adolece 
tk '«^L-iencias notorias, buen., es hacer mi análisis de la misma 
va fjtíe la parle demandada se e.nieretú a esjíerar la eonum»l,a 
cmn alwoluta de lo indicado en la demanda. Kn cuanto a la 
prueba testifical Se ;,dvierte la declaración del señor U-neral 
J>on Angel f. Aliaría, quien contesta sintéticamente el inte- 
rrojíiHorm de fs. ¿<j a 4*. mai ¡i f estando une nada sal), de todo 
cuanto se le pregunta. V el otro testigo que depone en autos, 
General l>. Uu-ardo CrncU. cuesta al interrogatorio de 
fojas 45 a 4«. concretando en sus dichos de fs. 40 y 50 sil 
pensamiento Sobré 3 anicular. qi, e esta transcripto ¿ti su 
intonne comente en e1 ex|>ediente administrativo agregado el 
fjtté tuvo ofíortíinidad de exponerlo cuando désempeñó las f ff «- 
e».,,es de Imbuiente de (merra. lisa es toda la prueba ustimo- 
mal verificada. 

,V Qw 011110 se «Ksprende del onnsideraiid. . anlerínr 
Vtofim ÜW trae al litigio f„ declarado v »r el señor Ceneral 
Allana y en cuanto al señor üeneral Corm.ll por Ja singnlari- 
dad de sus dicho» no se ludria reputar que ellos cimentan mu ■ 
prnvl.a absoluta e irrefutable de todas las indicaciones dreuns. 
tancas y consecuencias consignadas en el minucioso v extensa 
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escrito de demanda. ¡ truel ta testimonial de la aelorn rs de- 
ficiente y por si sola no provea mía decisión judicial armó- 
nica con sus pretensiones. 

4. '* Que la prueba documental agregada también por Ja 
actora. ti» arroja la perfecta coui]>robación de todo cnanto ha 
indicad» en la demanda. Aquella se circunscribe a evidenciar 
el suministro de carne en furnia fraccionada al extremo. «1 
lugares y fechas diversas, el reclamo dé su la verifica- 
ción d t . éste y la cantidad entregada al ejército que se hace 
ascender a doscientos ochenta y seis mil seiscientos veinti- 
nueve kilos de carne (is, 10 a 105». T;wii|>oco ésta documen- 
tación tan copiosa que corre de fs. 52 a 440 puede por si solít 
justificar tiKli» lo expuesto en la demanda. 

5. " One cor reanude ahoira examinar lo vinculado al ex- 
pediente administrativo mimen. 4.548. |}. procede por 
lo tanto tener en cuenta lo que laíes actuaciones ofrecen. En 
primer término cal*, observar que fué indicado en la demanda 
a los electos legales consiguientes y que luego de UCílida su 
agregación por el señor IWnrador Fiscal l fs. 28 este fun- 
cionario reconoció la existencia del contrato celebrado entre 
lus actores y la Intendencia de Guerra el cual figura en dicho 
expediente. Cabe observarse también que figura ahí el in- 
forme de ¡a Intendencia de Guerra de f celia Agosto 4 dv 
1014 >' mi ampliación de fecha Octubre i¿ del mismo aftó 
suscriptos ambos ,>or el señor General Confell que declaró 
en autos. Kn tales piezav principalmente eíi lá segunda se 
registra una serie de consideraciones que hacen meditar acerca 
de la veracidad siquiera sea aproximada de la narración de los 
hechos formulada en la demanda, y j*.r la calidad de las per- 
sonas que suscriben esos informes, el cargo .pie invisten, e! 
coi^tiiiiento de ciertos hechos, etc.. lodo elfo hace que no 
pueda rechazarse en absoluto la convicción que contri bu ven a 
crear. 151 escrito de los actores presentado al Ministerio .le 
Guerra que da nacimiento al susodicho expediente adminis- 
trativo coincide en general con el escrito de demanda v tanto 
Tos informes de la Intendencia de Guerra onuo | a declaración 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



III 



del si 'ñ ir (tcm-ral C'oriidj de autos mantienen la o nrelai -íVm 
lógica del caso cti vista de su ungen. 

o," (Jiie asi examinada la causa Sometida a la decisión 
judicial, es <lir presumirse si los actores han logrado evit leu- 
ciar ampliamente la sushtancia de sus exigencias. Tanto la 
I -rucha testifical, cuanto la instrumental une se ha p^Sáilb en 
revista no logran dar* una idea perfectamente exacta acerca de 
la indiscutible seguridad de Iia1j*-r<e conseguido demostrar t«>- 
dos y cada uno fie los extremos de la demanda, IVro sin em- 
bargo, "Kl lucho de no haber prohado el actor con exactitud 
un perjuicio, no arguye en favor de su inexistencia, debiendo 
Miplirsv la prueba con el criterio judicial"' Kxma. Cámara Fe- 
deral de la Capital. Causa (íebcnedettí v. l-'errocarril liosa- 
rio. n^jK, 

/" <Jue de conformidad con lo señalado en la síntesis 
del fallo prealudidii. se puede estableCv-r tpie esta causa revis- 
le ciertas modalidades «pie revelan la existencia de prcMim-ji .- 
:us que C'-nsultan en alguna medida ¡os esfuerzos y aspiracio- 
nes de la parte aetora. 

Ku efecto, eti v\ caso presente están demostrados dichos 
bichos como ser: a) la celebración «VI emírat:» entro los a. 
twes y ta Intendencia de d tierra ; b) la provisión de carne ve- 
rificada en condiciones indudablemente extraordinarias por ra- 
zón de lugar, fechas, cantidades, calidades, tiempos diversos, 
menor mimen» de unidades, etc.; t¡) rcclamaeión administra- 
tiva e informes del caso (pie en |*arte la favorecen; ti) noto- 
Hedad de haberse celebrado las maniobras del ejército duran- 
te lluvias torrenciales v inundaciones consiguientes, etc.. etc. 

rodo esto constituye una serie de presunciones (pie sí bien 
no se- encuentran establecidas en la ley, su apreciación está 
confiada a las luces y prudeneia de los jtiétiés como lo resol- 
rió la Suprema Corle en un fallo rpu- figura en el torno MU, 
página J05 ile su colección y como lo enseñan los e^pieialistas 
en la materia, líícei. Tratados de las pruebas (inginas roí» a 
mj. Tomo I. Ifounier. Traite des pruel>es 4 jiágmá §83 a 
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De suerte míe. 'según el criterio ele! suscripto puede cx- 
tmt r<f (it- todas esas circunstancias conocidas qute sirven tic lia- 
se a la apreciación judicial, las ci msecueneias que COri ellas 
guardan relación. 

K." Que fie acuerdo con lo precedentemente dÉhb es da- 
ute reputar con fundamento. c|iie si tos actores sé condujeran 
correctamente en la provisión dé carne contratada, si las t ñi- 
pas no carecieron en momento alguno de ese alimento, si rio 
se consumió la cantidad prevista en el contrato, si se altero 
fundamentalmente el plan de ejecución de las manieras por 
múltiples causas, etc., es lógico presumir i|Ue si- hayan irro- 
gado perjuicios a la parte demandante, al no cumplirse el con- 
trato en la forma determinada, los cuales si bien "no los ha 
evidenciado con prueltas fehacientes, el juez puede estimar su 
importe de las presunciones". Suprema Corte toma XXI. 
página 6 r& 

y." Que cu lo t«»cante a rijar dentro de discretos limite, 
la in< leu m ¡zaeión reclamarla cabe observarse <pie la índole del 
asunto y la prueba no ofrecen elemento* de tal i* -iteración mu- 
muevan a aceptar como i no inmovibles las cifras indicadas en 
la demanda. 1.a pericia verificada por !ns señores Pedro v An 
tótüp Lanusse, fs. 517, determina precios que el juzgado tk- 
ne ten cuenta en razón de la reo mi >c ida seriedad de dicha 
hrma. y tratándose de o mediar situaciones e intereses, a méri- 
to de fas peculiaridades de la causa se establece en la suma 
de catorce mil pesos iih tivda nacional dentro de la cual pres- 
tarán juramento estimatorin los actores, el 'importe míe |»t 
toda indemnización pueden reclamar del r.obiemo de la Na- 
ción en el presente juicio. 

to. M Que si los contrata obligan no sólo a lo truc esté 
formalmente expresado en ellos, sino a todas las consecuen- 
cias que puedan considerarse que hubiesen sido viriualmemc 
comprendidas en ellos 1 articulo t.ÍQ)S¡ Código Civib. es f.ir- 
sozo convenir que las entidades representativas de la Nación 
omitieron practicar ai fuellas diligencias que exigía la natura- 
leza de la obligación y que corre>| tundían a las Circunstancias 
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de las persona*, del tiempo y del lugar (articulo 512 y nota 
explicativa í - Debieron dichas entidades sujetarse a las con- 
venciones pactadas como a la ley misma — artículo 1.197 — y 
p no habiéndose hecho así. recae sobre la Nación la responsa- 
bilidad concerniente a Lis daños e intereses de que se ocupan 
los artículos 511, 510 y 520 del Código citado, 

1." yne expresados los fundamentos de hecho y de de- 
recho vinculados con esta causa, cuadra |>oner de manifiesto 
de acuerdo con el articulo 7 de la ley 3.952 el alcance que tie- 
ne el presente pronunciamiento a sus efectos. 

Por las consideraciones que proceden, fallo: declarando 
que la X ación detie al m mar a los señores Rafael Kscriña Bungc 
y Edmundo Atvarcz la cantidad que estimen previo juramen- 
to dentro de catorce mit pesos moneda nacional en concepto 
de los danos y perjuicios reciamados en esta litis. Sin intere- 
ses a mérito de los modalidades del juicio, debiendo tam- 
bién |>or ello abonarse las costas en el orden causado y la* 
cotMnes |)or mitad, Xotifiquese |y repóngase el pa[iel. — 
Saúl A/, físcobar, 

t 

SIÍNTKSCIA IIR LA CÁMARA IT.litiRAI* Di; Ari:I*ACl(F' ¡KS 

Bnmoi AJret. AfMlo 9 di Iffl?. 

Vistos: Kste juicio seguido contra la Nación iniciado \mv 
don Rafael Kscriña liunge y don Edmundo Alvares* quienes 
demandan una indemnización por daños y [icr; 11 icios que el icen 
haber sufrido por el iiicuutplimicnto, por la demandada, de! 
contrato de suministro de carne a! Ejército durante las ma- 
niobras de Otoño de 1914 verificadas en la provincia de Kn- 
tre Kios. 

Y considerando: 

i," (Jne en el caso suh lite se demanda a la Nación en 
virtud fie responsabilidades emergentes — svgún afirman los 
actores — del incumplimiento del contrato de fs, 3 del expe- 
diente administrativo, agregado sin acumularse, en el que se 
obligo como persona jurídica. 
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Que al c.xi„,i r en caste del reqnj^to pmfo de 

- ^ 'edenes dar c lrs , 

44 'I' T*** ( ' l,L * « que se acredite haber „re- 

gífcfoia «cantado* de fc* clerecía controvertid,» ! 
I.hLt %ectif,yp v su denegación |*>r parte de ÉW* * 

V <>e iM texto d e la d¡«|*wieiY.n ¡m^ta y ,|el |íriJ . 
Ij-.to o ra».n legal q„e déíerinina su e^htfá « mfiere ,ne 
«fe haber tdentidad entre I, que * redama administra,* £ 
mente y ío t|llc . se deinaflí|a jmli , i:ilmcmc Sj * n 

fuer, k« tri | mn ^ llegarian - en *1 hecho - a ,|i V , 
r™ , n,CSlÍfrtK ' S "° ~* y * consign en- 

r nÍ rtSUdt; " *"* d »*" k - r -t-ninistScfor, 

¿nte quien, |»revian Junte. dcf*e ocurrirse. 

4'' Un, ello.estahleenl,, ,ah, , llítar lt . |; , . 
u > a redamación previamente fornida ante la adiU 
miración no eliden „í en él jurarte M¡1¡ (l , |afl swna ¡ 
■t que se creen con derecho los actores, ni siquiera en la, 
ÍWidtn^ qne se invocan, las fiqU&fonS 

^Uf^t^ ^ ^* reft " ir - « Propios 

^ 1 1 reelamae»», administrativa füg hecha no a 

mulo de i^<X^ rf, rf^ v ¿gj *' »i '! f ie 

I>ur krfo de cante suninnstrarla durante las maniera. 

I or estos fundamentos: dejase sin efecto todo fc, actuju | 

¡tofe ' Mi de la demanda, .Clarándose <,ne ,ot 

^ *«*í* ^mmm* haber cumplo en Ll Ir- 
ma factores o,, ,, m ^ , .. ^ ¿ | 

Sm cuyo requisito no procede dársela tirso 

1/ Jír^ S 77 Ci ' t ''*7 ! * f * ^ primera instancia. - 
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Sumí Airt*. Atfwto « 4* 

Vistos v considerando: 
Qtfe la demanda deducida en esta causa contra el Oo- 
bienio de la Nación es dirigida a obtener la indemnización de 
los danos y perjuicios que los actores afirmau se les ha cau- 
sado con motivo del cumplimiento ile un contrato celebrad" 
en el mes de Marzo de i«)U. paja, el abastecimiento de las 
tropas nacionales durante sus maniobras rpte tuvieron lugar 
en la provincia de Hntrc Ríos en el mes de Abril del 
mismo añu. 

(jnc esta demanda tía sido precedida de la reclamación 
administrativa a que se refiere el expeliente agregado sin 
acumularse, reclamación que fué desestimaila por el iWer 
Kjecutivo iH>r resolución de fecha 7 de N* viembre del afín 
mencionado y de la que se hace mérito en et escrito de de- 
manda . 

Q ue. justificados en esta forma liw requisitos exigidos por 
le ley número 3.952 en su artículo 1. "liara que los tribunales fe- 
derales y jueces letrados de los territorios nacionales pudieran 
dar curso a las acciones que se dedujeran contra la Nación, 
se tuvo por acreditada la reclamación deducida de los dere- 
cha controvertidos ante el Poder Ejecutivo y su denegación 
pnr parte de ésta, dándose til consecuencia el trámite corres- 
1h indicnte a la demanda que fué sulwtanciaila sin ol»servacióh 
alguna en cuanto a la cotiipeteneia del juzgailo y fallado por 
el juez de la causa en la sentencia de fs. 519 a 528. 

(Jue 110 puede desconocerse que los extremos exigidos por 
la referida ley 3.952, se Kan cumplido dado que tanto en la 
reclamación administrativa como en la demanda los derechos 
controvertidos se baten derivar de! contrato celebrado por el 
Gobierno con los actores, fundándose en este contrato las ac- 
ciones ejercitadas en una y otra gestión respecto a la indemniza- 
ción de lus daños que se dice causados en su cumplimiento 
y prr las razones eme en una y utra reclamación se expresan. 
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u'« La W tmt,va m la ,,„, , M ,uós .le nW- H 
l*«lta.te, cjue te„ tenido que venarse v |„s sac , 
se han vwsfo o b k;h|i>s a n .it-i «i i . »■ , . | U 

en un aníllenlo din aSn i..r i i i ' 
K«il.> l«ra d ahashrimio,,,,, ,lo | ¡ls ,„, B< i,,, k ,L¡," • 
? exige en .énnin.» U e„erale. e„ la'tei, T " 7 
¡£»W por IfflS e el cura!., Sgf5?¿l?£ 

va,ne„,e v KSá: ¿t r, a,i " , i" is,r . !,ti - 
g¡ ■": * ™»..ii..«en„, , k ., c ,„ * S£íw£ 

£ ,„, l; w „ ta mUm „ t> |as , „ r h V 
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fj«4! surta el fmto federal jkm- razón «lo las personas. Jus- 
ta la distíma nacionalidad o vecindad il T ador v de] de 
mandado* y noglay que tomar en euenu ía del' causante 
qe la posesión del primero. 

2:\ Cuando se acciona en nombre e interés propios, 
pi»r derechos qtie el actor cree pertcneccrlv. carece de 
aplicación lo dispuesto lh .r el articuln m de la lev nú- 
mero 48. 

}?\* vxlremos Úe los articulos ¿.J*) y del 
Código Civil, están subordinados fiara su aplicación a la 
prueba gruñente que las parles produzcan ,>ara <n 
amparo. 

Caso: l.o explica el siguiente; 

KA I.I.O DK LA CORTE SUPRIMIA 

B.no« Alrti, Afloilfl 27 *e UN 6, 

Y vistos: Don Francisco M. Alteli. por don Ramón M. 
I ere/. -íe presenta exponiendo ; 

One su mandante |H,see a litólo de propietario, ríe una 
manera ,mblica. jK.cífica y sin inlcrr u^ión. desde varios años 
atrás los inmuebles míe luego deslindará. 

Qwé el Gobierno ,| e | a provincia de Buenos Aires violan- 
do Ta garantía constitucional referente a la propiedad, las dis- 
pones del Código Civil y las te yes focales, ha privado a <n 
mándame de la posesión que venia ejerciendo sobre Ion inmue- 
bles de referencia, dictando a | efecto el decreto qú C aeompafia 
pe su mándame invoca en favor del dereebo que | e asis- 
tí - liara ser manteniilo en ta posición el articulo 2i&* y m¿n 
del Código Civil, ' "* 

<>e se han violado esos artículos por el Gobierno de la 
provincia al establecer en su decreto de y de Septiembre de 
IO14. míe las perras ]»oseidas por su mandante le pertenecen 
a la tribu de Coliseo o al Gobierno de ja provincia, sin con- 
formarse con una simple declaración teórica, sino que por in- 
tenuerho ríe ti- n Samuel j. Flaque. ha tomado pasión de ío? 
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inmueble* poseídos pir su maliciante, desalojando a éste con 
la fuerza pública. 

Que de acuerdo cmi el articulo .Í.4K7 del Código Civil, 
I mede obtener i»ara su mandante la restitución de la posesión 
de qtte gozaba antes de ser desudado \k*t orden del Gobierno 
de la provincia. 

fjne los inmuebles de <jue su mandante lia sido desaloja- 
do sl* encuentran en el campo conocido con el nombre de 
"Campo de la trilm Cotiqueo" , l'artido de General Viamonte. 
y su ubicación y linden >s son los que a continuación del a tía 
estando especialmente señalados en el plano que acotii|Kiña. 

(Jue de (odas esas fracciones se lia apoderado el Gobier- 
rio de la provincia de liuenos Aires, por medio de la fuerza 
pública, el 22 de Octubre de 1914, por intermedio del inspec- 
tor de la oficina de tierras Wemcr Kascli. 

(Jiie el decreto ríe nueve de Septiembre de mil novecien- 
tos catorce, a! disponer el Gobierno de la provincia ele Buenos 
Aires qué el inspector de la oficina de tierras tomara |>osesión 
de los inmuebles determinados en el capítulo í II de la deman- 
da, ha contrariado las leyes vigentes de esa provincia, refiriéu* 
d« -se al articulo i*¿ riel Código de Procedimientos en lo am- 
teneioso administrativo y su nota. 

Que en virtud de tal disposición y su comentario el Po- 
der Ejecutivo no ha |xxltdo tomar la disposición del decreto 
a tjue se lia referido decidiendo s^bre una cuestión de dere- 
ehi> civil. <|uc sólo jMtdia haber sido resuelta pir el Poder lu- 
dicial. en mérito de la deducción de las acciones correspon- 
dientes. 

Oue nadie puede turbar arbitrariamente la posesión y en 
caso de míe eso ocurra el poséedot tiene derecho a obtener la 
restitución de ta p -sesión. Artículos -*.4<*> y ¿.487 úA Có- 
digo Civil . 

Mué es el amparo de la presión de SU mandante lo que 
viene persiguiendo con esta acción. 

tjue en mérito de lo expuesto pide que se condene al Go* 
bienio de !:i provincia de llueiins Aires a restituir !a posesión 
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de las fracciones tic campo (jue deja individualizadas cu el 
capitulo tercero de la pfésí*iüe demanda, con costas. 

One arredilada la jurisdicción originaria del tribunal, e^t 
el segundo otfosí del escrito, para acreditar la posesión de sn 
mandante con los caracteres ijiie determina, ofrece las prue- 
bas siguientes: 

i." Testimonio del acia corriente de fs. 40 a fs. 40. de! 
Pido citado que se inició el año i.p? fm sn mandante don 
Ramón U. . méz, e.mtra la provincia de ÚmMs Aires* sn- 
bre interdicto. 

Declaración di- los lesiigos Andrés l'iñcro. agricul- 
tor, don Antonio áto&üaga, comerciante; d<m jop F, Latine, 
pr^talío, domiciliados en Genera] Viamome. don Mían Ga- 
vallo. comerciante: don Zc#* Marambiu. procurador, domici- 
Jiados en ílragado; don lV*na ventura Malta, comerciante; 
don Alejandro Auzuaga, rentista, domiciliados en la calle Do- 
lores í/7. Floresta. Capital Federal, Don Ricardo ). Hernán- 
dez, martiliero público, don Manuel Arangurcn. "agrimensor, 
don Femando Ortíz ingenien» y don jnan S. A^uirre. ¡sjei- 
Iiaiid. domiciliados vn Mercedes. 

3" D«»cnmentí>s míe acompapa bajo las letra A. 13 y C. 

Citada la provincia, íjue eoni|>arecíó } >or tnedio tU m a|n- 
derado doctor Juan E. Sola, tuvo lugar la audiencia prescrip- 
la por los artículos $0t y 333 de la jey número 5 o. 

En dicho acto, el actor reprodujo la demanda, solicitan- 
do ademas como medida de, prueba: 

I " L>uc el testimonio de fs. 40 a fs. 4 0. a que se rcrie- 
re d pr.mer-pimto del petitorio .le ta demanda, solicita se agre- 
gue, o liten los autos sin acumularse. 

giie pide asimismo se libre oficio al Jüea en lo Civil de 
la Cuidad de Mercedes, para <,ue ordene expedir testimonio 
del escrito <jue corre agregado de fs. 252 :i f s , de los autos 
caratulados "l»ank,u«, don Jnan otros contra Colu-ueo Si- 
món. sol, ri la cesación fie cuido» ,min" y del acia cu ( ,ne cons- 
ta une se puso en posesión de las tierras de Moneo a l admi- 
nistrador judicial de las mismas don Ricardo Hernández, 
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<Jue se solíale det misino Juez en lo Civil nombrado, 
mande otorgar testimonio del acta de mensura y de loa planos, 
practicada por su urden en los camjios conocidos- por ile Cf>- 
Üqueo y su trilw. a cuyo efecto se tendrá a la vista el expe- 
diente subre administración de csa's tierras. 
Concedida la palabra al doctor Solá. dijo: 
<¿ue de la escritura de pode* que se acompaña y de los 
demás documentos agregados. así como también de las cons- 
tancias que existen en el expediente caratulado Pérez, don 
Ramón M„ entura la provincia de Unenos Aires, sobre inter- 
dicto de retener, letra I». número _>i. año 1907 que tramitó 
ante esta CVrte se desprende : Que el señor Pérez es cesionario 
de acciones y derechos; para que proceda el fuero fede- 
ral uefae demostrar que este ampara también a los eedentc*. 
lo que no podría bacer. pues casi lodos son argentinos y ve- 
cinos de la provincia. 

<Jue como e¡ articulo 8." es terminante a esc respecto, la 
incompetencia ríe jurisdicción jior este concepto es evidente. 

One resulta también que el señor I'ére* se pretende con- 
domino en las tiernis de que se dice desposeído y cita en el 
poder los juicios en pe traipita la separación de condominio. 
IV acuerdo con el articulo 10 de la ley de jurisdicción, es ne- 
cesario demostrar que el fuero federal corres] jonde a todos 
lr>s condominos: prueba iiiqn>sible para el señor Pérez, pues, 
como ha dicho casi todos ellos son argentinos y vecinos ríe 
la provincia. 

Que en cuanto al fondo, acompaña y pide se agregue sin 
acumularse el expediente — M. 914 — Ministerio uY Go- 
bierno con varios agregados, el cual contiene todos los ante- 
cedeutes de este asunto. í, a copia del decreto de nueve de Se|h 
tíemhre de mil novecientos catorce, contiene los fundamen- 
tos del mismo. 

One el minucioso y prolijo informe del inspector Kasch 
da cuenta (le eóano se cumplió la misión que se le en- 
comendara. 

«Jite junde notarse en dicho infirme que el señor Pérez 
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no existe entre los ocupantes ; un ha podido pues. >cr despoja- 
do y mucha menos desojado con ta fuerza publica como 
pretende. 

Que el croquis cjilc se acompaña a fs. u*t m $Q0 mtj¡ 
668. M. 914. demuestra quienes ocupan actualmente h< tu- 
rras de Cotiqueo y en qué extensión y de todos ellos se ha obteni- 
do el reconocimiento de sn oeui»aeión precaria o>n relación a t:i 
provincia. 

(Jne et señor IVrez no aparece para nada. |q qu e demues- 
tra cpie no tiene ni ha tenido posesión alguna, v que por tanto 
carece de base el interdicto deducido. 

Que ti© solo no ajiarece el señor l'ércz conio ocupante de 
las tierras que menciona, sino que en ninguna de las actas le- 
vantadas y que se retíeren a la totalidad de las tierras de C>- 
tiqueo. ninguno de los ocupantes mencio¡.ó pura nada al «se- 
ñor I'érc*. ni manifestó tener relación cotí el, ni mauteftcf 
jHwesión alguna para él. 

Que los planos que presenta el actor para «puyar sus pre- 
tens iones y en los que figura varias veces su nombre, no tie- 
nen ningún valor legal. No hay mensura oficial ni judicial le- 
galmente aprobada míe le pueda servir de base, de modo que 
todo lo que dice el actor respeto a extensión de tierras, li- 
mites y linderos, planos, mensuras etc. no tienen más valor 
gtte el de una simple afirmación suya, desprovista de verdad. 

One en virtud de esos antecedentes solicitaba el rechazo 
fiel interdicto con costas. 

(Jue cotilo medida probatoria pedia: 

1." Se agregue sin acumularse el expediente que acoin- 
jiaña 668, ,\. 914, Al misterio de ('...bienio. 

-V Se señale di» y .hora ¡»ara que el actor señor Pérez 
concurra, al tribunal a absolver el pliego de posiciones míe ta 
presentara en el acto de la audiencia. 

3¿" Se libre oficio al Juez de t>az fie (General Viaui-mte. 
pan qtte en el cx^dientc <-6X. M. .>i 4 . que deberá serie re- 
mitid. , cite a los firmantes de las actas de fs. itj a fs. 70 vuelta 
(numeración con lápiz azul 1 a efecto de f pie reconozcan la- 
firmas (pie aparecen en esas actas. 
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4.' Se libre pÜcio al mismo juez de Paz de tWncral V ia- 
monie. para que con las formalidades de ley reciba declara- 
ción citándoseles debidamente ni efecto, al tenor del ¡nterm- 
gatorio pe se acompaña en pliego cerrado a los siguientes 
vecinos: don Sehastiin IturrahU'. periodista: don Teodbro dc 
la Torre, comerciante: don Juan Iparrajíuirre. comerciante; 
don Feliciano Cieñan, agri cultor y d.m Antonio toliqiico. di- 
rector de la tribu. 

5- M Sé libre oficio el señor Jefe de Pulióla ÍIc la provin- 
cia \y.irn que informe si es exacto «pie. ni vi señor Wcnier 
Kascti, ni el señor Samuel J. Plaqué han solicitado el auxilio 
'le la fuerza publica para hacer cumplir el decreto del Poder 
líjecuiivM de utteve -de Septiembre de mil novecientos cator- 
ce sobre concesión de tierra al cacique Cotiqueo y su tribu. 

0. 1 ' Se libre oficio al señnr .Ministro de Hacienda de la 
provincia, para que i«ir intermedio de Ib Dirección General 
«le Tierras y Geodesia, se informe, según la constancia de su 
archivo, cjiie" mensura* existen totales o pe reíales de las lla- 
madas tierras de fas tribus de Coliqiie-o y si aparece en atgtiiiá 
de ellas, cunto ocupante o propietario, él señor Ramón M. IV. 
ti.7, ; cmm asiniismri si fué elevada para su aprobación alguna 
mensura judicial o de ó*ro carácter, li miada pur Fernando 
Ortíz y Manuel Aranguren el año mjoS. y en easo a¿ri«attVo f 
si dicha mensura fue aprobada o ítd. 

K vacua das las diligencias de pruelia solicita "las v desígna- 
do mtevii día para conminar la audiencia sobre el mérito de 
aquellas, concurrió tan sólo e ] apoderado de la provincia, iu- 
f ornando sobfc el particular, puliéndose los autos al despa- 
cho [.ara resolver en definitiva, y • 

Coúsiderámlo cu cuanto a la competencia : 

1. 'tic en el interdicto de recobrar la posesión, para snrfti- 
.•1 fuero federal p<>r razón de 'as perdonas, ba^ta la dis|iuta na- 
ci-uaitilad o vecindad de! actor y dei demandado, y no hay 
que tomar en cuenta la de! cansante de la posesión del pri- 
mer... desde ijue la demanda se ba iulerpiiesio h cieudo valer 
el actor derechos qué repula smo S originariamente y que Cree 
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tener en calidad tic poseedor del tu mueble de que dice imbéi 
sido desposeído por hechos que atribuye al demandado. 

ÍJue dad.» L d ubjet,, y naturaleza de la acción deducida m> 
puede decirse que el presente caso está comprendido en la 
limitación que el ártfculo 8." de la lev de jurisdicción y com- 
petencia hace de la jurisdicción federal |*ra los cases ui que 
el derecho en cuestión 'no pertenezca originariamente a la |>ar- 
tc que pretenda acogerse al fuero federal. (Fallos tomn 07. 
página §a y jurisprudencia alli citada i . 

ÍJne por otra parte, no se trata de uno de los casos le- 
gislados |*ir el artículo 10 de la ley número 48. desde que e| 
señor Pére* acciona en nombre e interés propios. IH >r derech..* 
qMC cree le pertenecen. 

Por ; ello no se hace lugar a la excepción .le ¡nrampeten- 
cía opuesta por la parte de l;i provincia. 

Considerando en cuanto al fondo: 
Ü ue no se trata en el caso del derecho uuc pueda corres- 
ponder al actor por la transferencia de derechos v acciones mi- 
les a las tierras .le Coliqueo y de que inf t >nnan las escritura, 
presentadas de fs. \ 7 . ;i fs. máxime cuando en ellas no se 
menciona la entrega de las posesiones (pié reclama ni consta 
en parte alguna de las mismas que le hubiera «ido |,eeh t 
aquélla. 

<Jue de las propias manifestaciones explícitas del señor 
IVrez. al absolver el |>ljegp de posiciones de Fs. 70 vuelta re- 
sulta que en el año 100; ^micsó a perder las |>osesiones que 
reclama en 1015. por acción de intrusos eomlóminus en el 
campo de Colique,. y SI1 tribu sin que hava determinado las 
m ^>nserval«i en la é,ioea de SU demanda, circunstancia que 
desvirtúa las indicaciones de las planos de fs. 1 y 2 y el tes- 
tmbüteje Manuel Ar.mguren y Kieardo J. Hernández fs. 110 
y t^o. Feimiillo Ortiz fs. se reñeren a dichos planos 

y lK,sesjon muy anterior a la qi, c pudo conservar en la época 
de la demanda. 1 

(Jue la afirmación de esto, u-stigos acerca fiel despojo m, c - 
<ia desvirtuada por el «licho de los ofrecidos asimismo poí ei 
señor I ere/, en ¡os autos, y aún por las posiciones de éste. 
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Une en efecto Jiiafij Cavado a fs. afirma eh general el 
interrogatorio ríe ís. «,1; pero no concuerda esta declaración 
en fii- dieho én las últimas repreguntas cíe fs. 8;> vuelta, dbüdc 
nmnitiesta que se reitere a las desposesioiies OC¿iÍcMta*Iáá |»r 
el decreto «le 1007. siendo de advefiir que al ser repreguntado 
por Pérez, sólo afirma la presión «le Andrés I 'hiero, cu nom- 
bre de aíjiipl, de acuerdo con lo manifestado por el ador al 
Inri indar la repregunta. 

Q«e Zoilo M^aramhio a fs. S7. dice míe iVn?. fué posee- 
dorj pem no sabe que haya sido desalojado por el Ckibter- 
ho. Xo saín de otra ¡«.sesión en el ató HJI4, que la de An- 
drés Pinero; y sane si que los condominos te quita&an pose* 
-u>m-y el a ñu 11)07. feeha ikl primer decreto. 

Qtte José r\ Lanñe a fs, </S vuelta, afirma la posesión de 
1'tTLZ. pero niega 4 %^No, agregando ijue sabe que eií 10,14 
va se habían retiradi los ocupantes. 

(Jue son anal, .gas tu lo pertineitie las manifestaciones ele 
Amonio An-uaga fs. roo qiie deelara de oídas, v líiuuavcn- 
1 111:1 Malkt a fs. 105; y en cuanto a Andrés huero, fs. 07. .si 
bien afirma la ¡p resión de IVrez. niega que haya sido desalo- 
jado por la fuerza. habiendo entregado voluntariamente el 
lote que ocupaba. 

One respecto a eslé usligo. ¿al) e observar cspeciaTmen- 
ta que en el aiíade fs. 5_\ del expediente administrativo agrega- 
do sin acumularse. 110 afirma que fuese poseedor por cuenta 
• le iVnv, .i 110 p, r el contrarío, cjik- tuvo los lotes que ocupa- 
ra y qjte voliimariamenie los entregó 0.111.. uneda diclio. p>r 
cumia de un sindical., del rpie dicho Pérez formaba pan*.. 

Qtte de fs. if._> a iín) obra el testimonio ofrecido |*>r la 
di-mam la ría. di- Seliastiali humilde. Teodoro de la Torre, luán 
I pan-. (tí mrre. Feliciano Cieñan y Antonio Colinueo. Dé ¿tos, 
tres declaran que ignoran si Pérez fué o no j Mecedor y dos 
dicen r|tie n,, | ( . fué |amáfi desautorizando (..dos .pi v alguien 
hava síiífo violentamente itaioojáífo del campo de Co|i, JIU o v 
m tribu. 

Qtte d téstímoifíó ci la manera auu-s o.nsignada. no r* 
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hábil ¡«ira probar toa e* t remos dé la acción posesoria cuta- 
blada. entre otros i)íOti*os por su falta de prce¡>ión a 1. s lu- 
cho5 alegados, por referirse la mayor |>artc a épm nuiv án- 
tmnr a la fecha (le la demanda, porque á^Utios eoiito \u- 
zuaga. rjectoii de oi$m, m*m »" dwi «na razón cabal «I, sti 
d.cho. con indicaciones precisas de lu.s hechos sobre .pie tic- 
¡»oiien, pues no testa en gunéíal decir que lo deélaíado es pú- 
buco y notorio, 

Que es verdad, cpino lo observa el atítor .pie el articulo 
*3p3 ''el Código Civil dispone (pie el ]M ( seeil.ir no tiene , -1 *I i - 
«ación fie producir su título a la posesión sin., en el caso míe 
deba exhibirlo orno obligación inherente a la presión, Kl 
|*>st*e porque ]w.see. 

giie es igualmente e¡cr (li que cualquiera que sea la natu- 
raleza de la |h>scsión. n;irlie puede tnrliarla arbitrariamente 
Urticulo >. 4 (*>. Código Civil í V que las acciones posesorias 
solamente corresponden a los poseedores de inmueble, v tie- 
nen el único objet.» de obtener la restitución de la posesión o 
ta manutención de la posesión en su plenitud y libertad (ar- 
ticulo 48; ( pero lo es asimismo que tales extremas están 
suhord.nad.is para su aplicación a la pruefw, |>ert¡..e.ite que ras 
partes produzcan para buscar su amparo. 

Jjfc todo., los ocupantes del campo de Colique.. y su tri- 
Ini han reconocido serlo a titulo precario con relación á la pro- 
vincia, mclusiee Andrés l'iñero. qne según el actor consérva- 
la un lote de tierra por sil intermedio, sin que tales recotto- 
enmentos obste.» al ejercicio del derecho que crean tener en 
virtud de las leyes provinciales ( | c . |o, s aiios de i»* v 1K0K 

Por esl,* fundamentos, se declara no haber lugar al m- 
terd.eto deducid.,, sin especial cmidenación en estas al ador 
atento lo resuelto respeto a la meonq leticia del trihmial 
«■puesta ,)..r la ¡.arte demandada. Xotifiquese con el orMnál 
y repuestos loas sellos archívese, 

V Émt&ja. — Xic.vnoh ihíl 
8ni.AR. — IX jf. |-a,;. u . |m> _ 

J- 1'V.IICKOA AUOKTA. 
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Dmi Juan Palau, contra ia Compañía "La Pescadora .Jnten- 
tina ", por daños y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario. \n corresponde a la justicia federal e] conocí- 1 
nafeuto de una demanda p.>r daños y perjuicios íjraié se 
dicén sufridos en la operación de limpieza y pintura de 
un pontón, i Kl hecha denunciado no se relaciona ni con 
'a navegación ni con el comercio marítimo i. 

tWrt: l.o explican las piezas siguientes : 

vista nscAi. 

ButflM Aire*, Ocn.bte de l«7. 

Kxma. Cámara: 

fe 

1.a acción civíl de indemnización di' dan.* y perjuicios de- 
dncida cu esios autos, reconoce como causa origíntría el ac- 
cidente el actor, don Juan Talan, dice halnr <ti frifli » mien- 
tras se hallaba realizando una operación ele limpieza y pintura 
t u una dependencia interior del pontón nacional "l)ora*\ sur- 
to tu d |), K k SiiiL 

Trátase, pues, del cumplimiento de oí (ligaciones emergen- 
tes (le un hecho oue no se relaciona ni cotí la navegación ni 
con el ciñere io marítimo, j¿ suerte <|ue. en tal concepto; el 
caso no cae bajo el régimen del ;:rlict:!o 2." inciso iü de la lee 
número 4*: y rio apaneiendo. p , r otra ¡«irte, acreditado eíi 
amos qué Mirla el fuen 1 p.r razón de las personas o por otra 
ríe las causas enumeradas en el citado articulo _»." de ta lev 
uruero 4S. soy de opinión ijtu- correspondí.' declarar i|ne, en 
el es la do actual del juicio, no resulta justificada la comí teten- 
cía de la justicia federal. — Horacio fe Lar reta, 

SKXTFXC1A UK LA CA M ,\KA I KIHIRM. t>fi APELACIONES 

Bimiioi Air«, Noviembre 17 de J9IÍ. 

Y vistos; Kstos autos ¡seguidos por Juan ['alan, contra 
Ta Compañía "La IWadora Argentina", sofcfe dañ.-s.y per- 



I>F, J Lilia A DE L A N ACION I _»7 

¡mm y de altérelo con Id expesto y perico ¡jpt? él seík.f 
I rocnrador Fiscal ,1c Cámara. ^ declara qm la ^tfeía fe- 
deral carece de jttrisdipfipii p,>r razón de ta materia R ra en- 
tfcider m esta cansa y en consecuencia, se deja sin electo fedo 
Jo actuad... sin obstas. Re^nganse las fojas en primera m- 
tañera. - ¿W/; H( , /.V«./„rftf. ,j. l'riiimmmn - / V 

* 

AAII'1.1 AI'IOX ji|C f-l'MUMIvVTUS 

SutMS Airu, NOrirmbre ir de IU7. 

t >>nsidcrando ¡ 

• @Ute ta ífentánila ha sid.. radicada ¡mte la justicia fe- 
deral «i/i,.,, r /««^tiV. |».r entender halla d cas» c.. )t , imi - 
dido en la disposición de] articulo _>.-. ífófr, -V de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los trilwinales nacionales. 

■i." Que la jurisdicción acordada a ios jueces de sesión 
por la disihwíción rumiada. s v refiere a liedlos o mímim 
<k la nave S ac.ón o del m m$0 marítimo, entendiéndose por 
tai. ja m*e se efectúa por bu< t i,« ^ viajan de nn puerto de 
a Kepuiihea a otro extranjero, o de una provine!;; a .„ra m 
los nos ulteriores, y eh modo a^uiu a las embarcaein- 
m mwm$ andadas en d puerto de la Capital, v cÜVo per- 
Minal realiza irahajos de mera limpieza del liare-. 

; Í" Une desde UtCgp, ejercitándose en el «1/1 ,„ n 
acción e.Ntraña a la nevesfación y al comercio marili.no i a 
justicia federal. tal concepto. t , ¡iK^n^icme para con,:- 
cer y deenhr de ella, ya míe d fuero nó surte por raró» de 
las ijersnnas n otra .le las cánsales taxativamente enumerarla* 
en d articnlo g¡.f ,J L . Ja | t y j*. 

Que en tal situación corresponde ja declaración de su ñi~ 
compele,.cra. la que puede y del* ser hecha añn de ofeb en 
cual.pt.er estado «Je ella aparezca de manihesto. , H , r rt0 m 
prorroga ble a voluntad «le las partes. 

m l'IL opino que la justicia federa! carece de juri^lic 
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1 JUTA Mi; N HKI, Si;Ñ«m PKoCTKAnoK t;K\KK.\l. 

ftitnof Alrci. Abril 10 dt HIT. 

Suprema Corte* 

Desconocido como Ib lia sido par la Kxma. Cámara Fe- 
deral (je Apelaciones de la Capital el filero federal invocado 
por el actor én este juicio, conceptúo pn leúdenle el recurso 
extraorilínario interpuesto, atento a lo dispuesto m el ártreu- 
k» 14, ir.ciso 3.* de la ley rfámero 4** y ¡triicuTo o." de la ley 
mimen r 4&$$ y de acuerdo con la uniforme jurisprudencia 
establecida i>or Y. K. en casos análogos, 

Ivn cnanto al fundí) del asunto, me limito a reproducir mi 
dictamen de fs, 140 en el cual demostré qtte *1 ca$o .o*/) táfc 
ito cae bajo el régimen de) articulo ineiso m <le ta ley 
mjmero 4S. y que, no apanrii-ndo. [>or oirá parre, acreditado 
en aii|o> (|uc Mina el fuero fcfleraj |«ir razón de las personas 
o por otra de las causas enumeradas en el citado articuló 2." 
de la ya mencionada ley número 4X. no resulta justificada en 
esta demanda la competencia tit los tribunales naci males. 

1.a decisión pronunciada a K 151. eme asi lo declara, p 
pues, eri mi concqrto. ajustada a derecho, y en consecuencia, 
a Y. K. pulo se sirva continuarla. — Mamfo H, l.ttrreta, 

FM.W ni; r.,\ cí»RT« SUPKKu \ 

♦ 

BuidM Aire*, Ajtotto 27 de 191*. 

V vistos: 1 I recurso extraordinario de apelación inter- 
pnesto jior don Juan l'alau. contra sentencia de la Cámara Ke- 
deral de Apelación <k> la Capital, que declara la incottí|.)eteu- 
cia (le la justicia federal para conocer en el juicio ipie ha pro- 
movido cintra la Sociedad Anónima "I. a Pescadora Argemi- 
ua" o ir danos y perjuicio? a consecuencia de mi accidente 
fjíie le ha ocurrido a Itonfo de la ha rea -|)or;:" de propieflad 
<h dicjin c.mipañia. y 

Considerando : 

(Jue el recurso ínter puesto ha sido bitón concediiio |u, r 
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cnanto la resolución apelada importa denegación óél íi>cro 
federal cm® Id observa el scficA Proctim^or Graieral v asi 
se d iv ta ra. 

Que Ja sentencia apelada en cnanto a^oprn conto fnnda- 
mtitó la vista del señor Fiscal de Cámara, deja estable id. > 
que c! hedió denunciado m> se relaciona ni coji la navegación 
"i con el comercio marítimo por lo que carece de aplicación el 
meiso 10, articulo 2." de la ley número 4K. 

One tales fundamentos están más extensa v claramente 
consignados en la ampliación de fs. Lp, baguios por otra par- 
le §ah& declaraciones .le esta Corte al aplicar el referid.» in- 
ciso 10 del articulo i." ley de jurisdicción v competencia i Ta- 
llos, tomo 21. página 4^; tomo 2R. página .V»; tomo ^ 
gUia 404 y otros ) . 

IW olio y conforme con lo expuesto v pedido \*>r el se- 
ñor IWurador Genera!, se róitfirrna la "sentencia apelóla 
Xnt.fiqi.cse y devuélvanse, reponiéndose los sellos ante el tr¡- 
hunal de sil procedencia. * 

.V Bkkhkjo, — XicAMm G. ukt. 
Soi.vk. — ]). K. I 'alacio. — 

J. KiílIKROA Al.CoKrv 



t)«c(*>r Amtd .1/. UMfcp, i-ontru ,/„„ fiamas ¡ M-c. m 

injurias ¡jrat-rs 

Smmmo: 1 » L ;| %ri^ieCjó# qüc coltiene el ar- 

ticulo |a de la Constitución Nacional tío significa solo la 
I>otestad fie juzgar, referida ¡1 los tribunales eje la Nación 
sino q lK -, tratándose de delitos de Emprenta, es sinónini;. 
de soberanía, en la función primordial de legislar. 

-V Kl sistema qae más se conforma Cmi el régimen 
de Uixtim\ de la Constitución Nacional es t f q llt . califica 
los delitos de imprenta como delitos sni fjénrris v por eso 
sujetos a una legislación especial. Kl carácter de la lev qtfe 
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provea un delito y la denominación que este reciba, no in- 
í luyen vil ia cal ¡ neaeión del uilsnu», y sean cuites fueren su 
origen y su nombre, será cielito ríe imprenta si se perpetra 
|*»r ese factor de publicidad, aún cuando pitecia e -meterse 
[üir otros medios. 

,1." K1 articulo 32 de la Constitución tío se o|wne a 
la represión de tos delitos ijtte ftue<lari cometerse j»»r me- 
din de la prensa, si bien la reglamentación y represión de 
los mismos muí privativas de la sociedad en t\uc el abuso 
se comete. 

4.' Las leyes locales, ya sean dictadas |n>r las legis- 
laturas de provincia ■» bteil p»r el Honorable Congreso en 
ejercicio de Ja atribución consignada cu los incisos 14 v 
-7 del ámenlo 07 iU- la Constitución respecto a ta Capital 
y territorio vigórales. w»n las que deben reglamentar el 
ejercido ile la libertad de imprenta, determinando las san- 
ciones con c|iie >e reprimirán sns abusos y los tribunales 
«|iie eonoeerán de las cespectivas causas. Ktt obsecuencia, 
una sentencia jjjf c nu tribunal de la provincia de Btiénós 
Aire- íjtie funde en las disposiciones del Código penal de 
la Nación la represión de delitos de imprenta, sin invoear 
d¡sj«iMeión alguna de carácter provincial por la «jue las 
sanei. iies de aiinel Código haya» sido tncor|>oradas a la 
legislación local sobre la materia, contraria al artículo 31Í 
de la Constitución, y al )X de la misma, j* - el que 'uin- 
gnu habitante ele la Nación puede ser imitado sin juicio 
previo fundada en Uy anterior ai hechá del pnnrso". 

('asm I,. explica vi siguiente: 

FAI.LO DE L.\ CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*. Aguto 31 de 1919. 

Vistos y considerando: 

'Jite durante la snstaticiación de la causa se na s- stenido 
• pie él Código Pena) no puede aplicarse al delito de injuria 
cometido por la prensa, porque ello es contrario a la tjkuosi- 
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dón que contiene el mméo ,\2 de la Constitución 1 f*. 101 
vuelta > . 

Oue Ja seritenda/krinitiva ( f s. 151; 1,¡si. aplica é Código 
iVnal al delito aludido pronunciándose en eotítra del debcho 
fundado | M .r el aislante en la cláusula constitucional recor- 
dada, circunstancia jjor la cual el tribunal que ha condenado al 
apelante. \? I* concedido el recurso extraordinario interpuesto. 

gue, con arreglo al articulo (4. inciso ,V de la lev nume- 
ro 4K. el recurso extraordinario de apelación procede, entre 
otros casos, cuando la inteligencia de alguna cláusula de la Con* 
titucton haya sido cuestionada y la decisión sea contra la vali- 
dez del titulo, derecho, privilegio o exención que se funda en 
fbeha cláusula y sea materia del litigio. Kn concedo .leí ape- 
lante, el articulo 32 de la Constitución consagra la exen- 
ción en que se ampara, de no ser aplicable el Código Penal a 
los delitos de imprenta: > como le ha sido desconocida en de- 
finitiva esta exención, el recurso de apelación para ante esta 
corte es procedente conforme a lo que dispone el articulo 14 
inciso 3." de la ley 48. citada, y asi se declara.- 

Que ... sentencia de la Cámara de Apelación del Deiwr- 
tanwnto Norte (San Nicolás, provincia de Buenos \ires . 
condena a don Dámaso Valdez a la pena de tres años fie pri- 
sión y accesorios legales, aplicando los articulo., 85 v r8o. in- 
ciso 4." del Código l&ial, WÍ la causa que le sigue' el ductor 
Angel M. Méndez por injurias graves a mérito de publicacio- 
nes hedías por Valikz en el periódico "Kt Noticiero" de Sai, 
Nicolás. por considerar que 'es un delito ordinario, reeid » • 
por el Código Penar | fs. iHoj, 

Htie como lo ha declarado esta Corte, al determinar el al- 
ean?* del articulo 33 de la Constitución, d Honorable Om- 
greso. cotWO cuer|M legislativo nacional, no puede legislar <o- 
bre h: prensa, reglamentando el derecho de publicar ideas y 
repnmir abusos posibles, porque esa facultad es privativa de 
Jas soberanías locales, (tafe tonto .24. página l6t; tomo 
\27- Wm? m y jurisprudencia alli citada l, 

One la pahbra ■jurisdicción" que contiene d articulo 
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examinado, no tiene sólo el alcance etmtitócripto que se le 
atribuye en la sentencia apelada, en la (pie se la interpreta 
únicamente coim» j ^testad dé Juzgar ¡referida a los tribunales 
tlf la nación; pues esa (glabra, es en el caso sinónima dé so- 
bcrama, en l;i función primordial de legislar, y es esa juris- 
dicción ia ijiif oirrespi mde a las solicranias provinciales, y la 
(lite la constitución no le permite ejercer al Congreso como 
|toder federal. 

One el delito dé inipreiua. por su carácter Mi yéurris. 
no puede decirse comprendido entre los delitos comunes que 
forman la materia propia del Código l'enal <|nV el Congreso 
puede dictar con arreglo al articulo inciso 11 de la Cons- 
líinción (argumento del fallo temo 124 'precitado, cónside* 
fantlo 1 1 1 . 

<Jue Séatl euale- fueren las dificultades prácticas míe 
ofrezcan las distintas din-trinas existentes en materia de de- 
litos de imprenta, hay que convenir en que el sistema que má- 
>e conf irm;i con el régimen de InVrtad íle nuestra Constitu- 
ción, es el que califica loa delitos de imprenta como delitos 
sui iféth-ris. y por eso misino sujetos a una legislación espe- 
cial, toda (pie se cometen por medio tic la prensa y sin 
auxilio de elemento.-, esenciales extraños: y es manifiesto <|uc 
la GptiStituetpii consagra e$é sistema desde qué atribuye al 
Congreso la facultad de legislar líoitío legislatura federal en 
materias de derecho común, y le prohibe hacerlo en tal carác- 
ter sobre imprenta. Hacer extensivas pues, las sanciones le- 
gislativas sobre delitos comunes, a los delitos r|c imprenta 
importaría infringir el principio que consagra el artíeub 
y motorizar al Congreso por este medio a legislar sobre mate- 
ro reservada a las provincias. Cuando se argumenta que el 
delito común no es distinto porque se cometa con armas dis- 
tintas se sienta una premisa equivocada e inaplicable en cuan- 
to se empieza por establecer ipte la prensa es un mero instru- 
mento de delito que no es exacto, aunque ocasionalmente 
pueda auxiliar la .innisióu de un delito. U prensa como ins- 
titución social, coitm factor de g bienio y de opinión, de«cm- 
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peña funcione* que le son propias y que. de ul manera se re- 
lacionan con los intereses colectivos de todo orejen, que re- 
quiere para cumplir su misión régimeiies legales que armoni- 
cen más cvn ella qu t los principios generales de las leyes co- 
mimes; y de ahí sus leyes especiales, sus tribunales |irópios y 
sus delitos «li géneris, que importando transgresiones y alm- 
sos de facultades o -i* de la constitución, tienen en ge- 
nera* una sanción penal también de excepción, caracterizada 
más por la índole moral de la condena que ]x>r el agravio mate- 
rial de la misma. La imprenta, pnes así. legalmente instituida, no 
puede equipararse, como se pretende, al puñal, al veneno, ni a 
instrumento alguno de delitos ; los que se cometen por la pren- 
sa son de naturaleza especial, y sobre ellos no legisla el Con- 
greso Nacional, sino las legislaturas locales. 

Que si bien las consideraciones que se dejan consignadas 
son suficientes para sustentar las conclusiones establecidas al 
respecto por este tribunal, cabe agregar que la misma doctri- 
na lia sido exiMiesta en término expresos en el Honorable 
Congreso de la Nación al fundarse y discutirse diversos pro- 
yectos de ley de imprenta para la Capital y territorios na- 
cionales . 

La primera de dichas discusiones tuvo lugar en la Ho- 
norable Cámara Nacional de Diputados en la sesión del 15 de 
Junto de 1863, esto es, poco tieni|» después de sancionada la 
reforma, y tiene especial importancia no sólo por ese hecho, 
sino también porque intervinieron en el debate algunos dipu- 
tados que habían sido miembros de la Convención reformado- 
ra, y sus opiniones constituyen, en consecuencia, la mis autén- 
tica interpretación del articulo constitucional aludido. 

El diputado por Corrientes, señor Cabra I. propuso se 
nombrase una comisión de la Cámara que se encargase de re- 
dactar un proyecto de ley reglamentando la libertad de la 
prensa. Pasada esta iniciativ. estudio de la comisión corres- 
pondiente, ésta se expidió aconsejando su rechazo ; y soste- 
niendo ese dictamen el miembro informante señor Elizalde fe 
expresó en estos téi minos; 
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"La amisión ha estudiado la índole <le nuestra Constí* 
ilición, y lodos los artículos de ella que se relacionan con este 
punto y ha considerado que no está en las atribuciones del 
Congreso dictar unr ley de carácter nacional que legisle sobrL' 
la prensa. Lo que ha inducido a ¡a comisión a formar esta 
opinión, es el texto expreso de la Constitución, los antecc- 
dcntes legislativos que se refieren a este asunto, y los ejem- 
plos que nos presentan las naciones que se rigen por los 
mismos principios democráticos que nosotros. La opinión 
uní forme de los escritores de derecho constitucional que tra- 
tan la materia, viene también ni apoyo del juicio que ha for- 
mado la comisión". Se refiere en seguida el doctor Elizalde 
a los prmupaks fundamentos aducidos por la comisión de 
la Cor tención provincial, y a otros que registra el "Redactor", 
para M>slener la reforma contenida en el artículo 32. y lueg. 
agrega: 1 Infectivamente, sciw. los delitos tjuc se cometen 
|h>r la prensa, no son delitos que afectan a la nación; son 
delitos que solamente afectan a las localidades donde se co- 
meten. Asi es que. a la localidad es a quien eorresiwndc le- 
gislar sobre la materia". 'Kn los Estados Unidos le está ve- 
dado eN presamente al Congreso dictar leyes de carácter na- 
cional sobre los abusos o restricciones de la prensa; solamen- 
te puede hacerlos según Story la parte que ejerce jurisdic 
cióu exclusiva en aquella localidad. Los delitos de la prensa, 
pues, como he dicho antes, están substraídos a la jurisdicción 
del Congreso, y el no puede en manera alguna legislar sobr. 
la materia." 

Kí diputado señor Zavakta, contestando al autor del pro- 
vecí.», adujo, entre otras eonsidcraeii mes. las siguientes : "Kn 
primer lu-ar. el señor diputado ha dicho que en caso que el 
C mgre<o no pudiera legislar sobre esta materia, — | a regla- 
mentación de la libertad de la prensa. — sólo la provincia de 
lt 'tatos Aires gozaría de la libertad de este derecho. Ha ha- 
blado también de los caudillos, cuya existencia cu algunas pro- 
vincias colocaba a éstas en la imposibilidad de gozar de esta 
preciosa garantía tic los derechos de los ciudadanos. Peni 
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estas razones, o n,, tienen ini|x>ri:uicia alguna, o probarían 
solamente que Se llalla en el mismo taso todo nuestro sistem?. 
político, que reposa precisamente sobre un doble organismo, 
es decir, la vida provincial y la vida nacional. Si hay cattíti- 
llps entonces habrá inconvenientes para que las provincias Se 
rijan por el sistema federal", " Resten, a los antecedentes 
que aconsejan a la Convención de Rueños Aires a introducir 
esa enmienda en el articulo 32 de la Constitución, ha manifes- 
tado eí señor diputado que las razones que la indujeron a in- 
troducir este artículo, no son aplicables a la época actual. Vo 
comprendo, como el señor diputado, que la provincia de Une- 
nos Aires, al introducir esta enmienda, fué con la tendencia 
de cortar los abusos que el gobierno nacional hacia de las 
atribuciones que la Constitución Oc acordaba: i>ero no com- 
prendo como el señor diputado ha podido prescindir de esta 
consideración, y es que esos temores dejos cuales trataba de 
precaverse, no tendrían ini|>ortancin ninguna si el Gobierno 
Nacional habría de continuar con las mismas atribuciones 
que tenía antes. Es evidente entonces la razón que se tuvo 
tiara introducir la reforma, y puede decirse que el espíritu que 
lo guió forma parte de ta ley. Por consiguiente, no ptfcdc 
decir el señor diputado que cambiadas las circunstancias, es 
muy conveniente que el Congreso tenga las mismas atribu- 
ciones que antes de la reforma, porque la lev está arriba de 
las conveniencias*'. 

Por último, el señor diputado Obligado, interviniendo en 
el debate dijo: "como miembro de la comisión examinadora 
de la Constitución Federal, debo manifestar a la cámara que 
la reforma sobre libertad ,|c imprenta pasó allí por unanimi- 
dad, y que todos los que la volaron lo hicieron con píen ? 
conciencia de que importaba inhibir al Congreso de legislar 
en materias de este género; y esto consta de las publicaciones 
que se lucieron en el redactor de la Convención, v está con* 
signado también en el informe que pasó la comisión a la Con- 
vención encargada de examinar la Constitución, que h a cita- 
do el señor diputado anteriormente. Después de haberse dado 
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ui el muchas razones, v muy poderosas para proliar que d 
Congreso no debía tener ta facultad de legislar sobre esta 
materia, concluye qofl las siguientes palabra» : existiendo pre- 
cedentes i aunque no de un carácter lega! i que hacen prestí 
raíble una intervención indebida de! Cobierno Federal en ma- 
teria tan privativa de la suberanía provincia!, t s prudente pre- 
caverse contra probabilidades, amm l. hieWron los $s'. 
lados Luidos de Norte América en las can tiendas que pre- 
sentaron al Congreso. Se entendió, pues, en la comisión qúc 
presentaba las enmiendas, que el artículo indicado ¡mportafoi 
la restricción al Congreso de legisíar sobre la prensa. De ma- 
nera que habiendo pasailo sin observación alguna, por una* 
nimídad. esa reforma, se aceptaba el espíritu en míe ella sé 
piopuiiía. Habiendo circulado con profusión esos documentos, 
todos tos diputados que concurrieron a la convención de San 
►a Fe. al aceptar el artículo p introducido |K>r la convención 
de Unenos Aires, lo lucieron en el sentida de inhibir al Con- 
greso de la facn tlad de legislar en materia de imprenta. Xo 
se si se puede dar una cosa más evidente y clara en materia 
de interpretación autentica de la Constitución" | Diario de se- 
siones de íSoj. I>. I). pág*. i2ij a ij8i. 

El áOo 1881, él diputado nacional señor Vicente Vilí& 
mayor, presentó un proyecto de ley de imprenta a la cámara 
fie que formaba parte, y al fundarlo expuso en estos térmi. 
nos la facultad constitucional del Congreso en la mtiteria 
"En cuanto a que el Congreso no puede establecer ta juris- 
dicción redera!, entiendo, señor presidente, que esta prescrip- 
ción >e reitere a que el Congreso no puede dictar leyes <k 
imprenta de carácter gen.-ral para toda la república, dejando 
esa atribución a los estados. Asi tenemos que el Congreso 
dicta los códigos, las leyes de fondo, porque rigen uniforme- 
mente en toda !a nación, pero dictar las responsabilidades de 
la prensa es atributivo de los estados. Pero, como no se trata 
de dieta r ley para los estados, sino para la capital, y la misma 
Constitución establece que el Congreso legisle y tenga juris- 
dicción exclusiva en todo Ib que.se refiere a la capital, es de 
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íbijo pUiilQ evidente que teniendo su jurisdicción exclusiva 
[jara dictar todas las Jéyes que sean necesarias |>ara la orga 
ni/ación do la capital, debe tener coRjpéténéía para dictar uña 
ley de imprenta, jorque Va Constitución no se lo prohibí, por- 
que no invade lo que se ha atribuido a las jurisdicciones lo- 
cales". (Diario de sesiones de la cámara efe diputados. añ< 
í88l. tomo i.", pág. (V)I . Mas tarde, en )«86. al tratarse un 
proyecto de ley de imprenta presentado por el Poder Ejecu- 
tivo; el señor senador n;icí..na1 tactor Aristóhufo del Val In- 
observó "que no era c.nissitucinnalmeiue posible «.meter a ¡a 
ley de imprenta que se trataba de dictar para la capital v te- 
rritorios nacionales. " a un individuo qu« está bajo otra j> 
risdiceión y cuy. delito cae |, a j n e i jrnjjerfo de otra le- 
gislación", — y agregó: "Esto importaría sacar por medio de 
esta ley a los individuos de sus jueces na tu rales, principio con- 
sagrado en la Constitución, y < t u e responde a garantizar lav 
libertades individuales y c l orden público; no se puede sacar 
a un individuo de sus jueces naturales; cuando se comete un 
delito, se aplica la ley del lugar en que se comete, v lo juzga 
el juez del mismo lugar". V el señor senador Baibien'c, Pidién- 
dose también a la sanción riel artículo impugnado, expuso: "La 
dis t KJsició.| míe contiene éste articulo es doblemente iucoiwliiu- 
cional. tío solamente |>;.r sacar a! delincuente de sus jueces 
naturales, ¡o que está expresamente prohibido por la Cunsti 
tucióu. sino también pofqfíé se vendría a establecer la juris- 
dicción nacional sobre los delitos de imprenta cometidos en , 
las provincias, es decir, vendría a restringirse la libertad de 
imprenta en las provincias. íb qué también está expresamen* 
te prolubnlo ,kt la Constitución". A su vez. el señor senador 
del Valle precisó el alcance del proyecto en discusión en esto, 
temimos: "En este momento el Congreso argentino no c« 
Congreso Federal e n el Sentido de la GonstitociÓn. Xo esta- 
mos legislando como Congreso Nacional. porque como Con- 
greso Nacional tenemos una limitación constitucional que nos 
prohibe dictar leyes r,ue se relacionen con la prensa. Ria- 
mos procediendo como legislatura local, en virtud del articuín 
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constitucional que autoriza al Congrcsn para dictar todas la* 
leyes que sean convenientes o necesarias para el gobierno de 
tos territorios de la nación. Entonce*, pues, en nuestro ca- 
rácter y. en nuestra cajKicidad de legislatura li cal. no jiorlemo-- 
ex tender nuestra jurisdicción a delitos que se cometan fuer.; 
del territorio a que alcanza esa jurisdicción**, i Diario de se- 
bones del Honorable Señad... año 1880. jú^s. 428. 41 i \ 
otras 1 . 

Que en cuanto a los antecedentes que se invocan, al re 
cordar los factores históricos que determinaron la satirión de! 
artículo 32 jx»r la Convención de 1860. de ellos mismos se 
desprende que ese precepto ha tenido el objeto y el n lean ir 
(pie este tribunal le ha atribuido siempre: y si con el trans- 
curso del tiempo lia desaparecido la causa que le dieran ori- 
nen, ello ])udria f mular la necesidad o conveniencia de la r«' 
forma de la Constitución un ese pinito, pepo 110 puede influir 
en la interpretación que deban darle los tribunales de justi 
cia, porque la Constitución 110 se modifica por vía de cambios 
en la jurisprudencia, ni los jueces, a titulo de interpretar las 
leyes, pueden invadir la p n -tad legislativa. 

Que precisamente el conjunto de disposiciones constitu- 
clónales que se citan eii el dictamen de fs. 226, y que COtil* 
prenden pro|>ósitos generales, hace resaltar más la excepciós* 
que consagra el articula 32. Si los autores de la reforma 
tuvieron en 18(10 el temor de que el Congres > de aquella 
época separasi la libertad de imprenta de las demás libcrta- 
des |iara legislarla con espíritu restrictivo", sé explica per- 
fectamente que propusieran y obtuviesen la .sanción del ar- 
ticulo 32 por el cual las provincias se reser varón la facultad 
de legislar sobre la imprenta y negaron expresamente el ejer- 
cicio de esa facultad al Congreso Federal. Y a este respecto 
corresponde observar la regla elemental de hermenéutica se- 
gún la cual, al investigarse el origen y objeto de la ley. debí- 
precederse con prescindencia de los factores sociales o de otro 
orden, que en el transcurso del tiempo pudieran determinar 
modificaciones en su aplicación, pues, como queda dicho, si 
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las leves fueran susceptibles dé refon 'arsi- automáticamcuu 
con el transcurso del tiempo y por acc m implícita de la ju- 
risprudencia, resulta rian en definitiva c ación del magistrado 
judicial y no del poder legislativo. 

Que cualesquiera que fuesen, por otra parte, las razones 
que tuvieron los convencionales de 1860. para incorporar a 
la Constitución la reforma que importa et articulo 32, no hay 
antecedente alguno en el que pueda fundarse la afirmación 
de que los recelos de algunos políticos, inspiradores de la re* 
forma, en contra de la autoridad nacional de la época no fue 
ron compartidos por la Convención Nacional. Et hecho de la 
sanción de la reforma, sin una soía opinión discrepante, y 
aunque esta circunstancia fuese determinada por el móvil 
patriótico de la reconciliación nacional, — autoriza a suponer 
lo contrario; y en todo caso, y en mérito de los antecedentes 
históricos referidos, con las supuestas reservas mentales o sin 
ellas, el precepto fué incorporado a la Constitución, y mien- 
tras to esté, no puede dejar de cumplirse. Cabe recordar asi- 
mismo, que aparte de las razones expuestas, esta reforma se 
fundó también en que. como entonces se expresara, y se ha 
repetirlo después con reiteración. 1111 abuso de ta liltfrtari cK- 
imprenta nunca puede ser un delito nacional. KI carácter de 
la ley que lo prevea y la denominación que el delito reciba, 
no influye en la calificación del mismo, y sea cual fuere su 
origen y su nombre, será delito de imprenta si se ha impe- 
trado por ese factor de publicidad, aún euando pueda come- 
terse por otros mjedios; y en ese caso y como tal delito de 
imprenta, será de la competencia jurisdiccional exclusiva ri- 
las soberanías locales, dados los términos absolutos con qtie 
el artículo 32 excluye la jurisdicción federal. 

Que es manifiesta la ineficacia del argumento con que se 
sostiene que asi int enjetado el artículo 32 de la Constitución 
quedan indefensos los derechos de los agraviados por la pren 
sa, pues en la sentencia antes referida del tomo 124 < consi- 
derando 15, pág. 169) esta corre suprema deja reiterada umt 
vez más sti declaración de que el articulo 32 de la Constitu- 
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ción no se opont a la represión de los delitos «pie puedan co- 
meterse |*ir medio ele la prensa, sino que esa reglamentación 
v represión es privativa de la saciedad en que el abuso 
comete, — lo que importa establecer qué c* atribución de Io> 
gobiernos provinciales, la úé proveer a las exigencias respec- 
livas |Hjr tos medio* legales del caso, cunto 1«» han hecho* en 
general. los estados, en ejercicio ile tan ¿evada facultad. 
Además, y aún en la hipótesis de <jue f itera exacto aqtíel ar- 
gumento, seria siempre ineficaz en el caso, p arqtie la consi- 
deración de !'»>, perjuicios ;i (pie se supone cjtte pueda dar 
tugar la aplicación de Un precepto legal, no autoriza a tío apli 
earlo cuando mi sentido es clan.» y preciso i fallos, tomo S. 
1*ág. J'Al p»es de lo contrario, quedaría alterado el equilibrio de 
los poderes que ha creado la Constitución, j*ir invasión re- 
cíproca fie facultades y atribuciones inalienables. 

fjue no es aceptable eonjp antecedente fie jurisprudencia 
la invocación que se hace del fallo del lomo 1. a . página ¿o", 
pues esta Corte Suprema ha considerado el easn tle dicho fa- 
llo, en el tomo 1 14. página do. en términiw que no dejan lugar 
a iludas al respecto, — estableciendo: a) que en atención a 
los propósitos a los términos y a las declaraciones explícita- 
en que se fundó fa reforma constitucional aludida, esta curtí* 
ha declarad.) desde los primeras . tiemp -s de su creación la 
incompetencia de la justicia federal en acusa, ion os ]tor abu- 
sos de delitos de imprenta: b) ijtie dicha falla de jürisdíc 
ción se lia referido a muy diversas casos, tales como de pu- 
blicaciones dirigidas por medio de !a prensa contra el jeftí 
de pOltciá tle la capital (tomo 1.". página ¿oi; de delitos gra- 
ves contra la nación Homo 3". página 3711: de amenazo" 
entra un juez de sección en el ejercicio de sus funciones 
(tomo 10. página 361 r: de desacato por la prensa contra un 
juez federal, un procurador fiscal y secretario (toiño i7, pá- 
gina no>; de desacato y delito de amenaza por la prensa 
contra el Presidente de la nación .tomo 30. página 121. de 
injurias y calumnias, contra ¡«irticulare* Uomn jo. página 
540: tomo 54. página 108 1 ; de los mismos delitos p.r h 
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prensa contra un agente consular Uuim. 100. , 
j-> que esa jurisprudencia reiterada durante medie siglo só\ > 
ha tenido la excepción une consigna el referido fallo del to- 
r.'. IKifpiia ¿07. relativo a las inmunidades parlamentaria* 
tesis < ( ue ti.» f lIe continuada interiormente e» un caso de Vi 
mww naturaleza, pues agrega textualmente al respeto- ••„„,- 
Km!* la lectura reposada de ese fallo para reconocec^ti 
¡ilcame restringido ¡, la garantía de las inmunidades ,« ir la- 
meutanas. incluido sin embargo, en la regla general, en Ir, 
resolución de la causa seguida por el diputado doctor Gtiro» 
naga acusando publicaciones hechas en d periódico "U Opi- 
nión Nacional" de Santiago del Ksiero. (tomo i3 , página 2¿) 
por manera que esa misma exección no puede consideran 
sustente en la jurisprudencia de este tribunal | fallo del to, 
i»o J«4. atado, considerandos 6.-. 7 ;> y K." paginas y í»,), 
Qne examinados ante :.i realidad de los hechos, los fuá- 
dameutns de orden positivos (|1ÍL . se aduce,, para sostener h 
lesTs di- la aplicación del código penal, a los ck-litos de impren 
i.-*, resultan, aun menos conformes con í a cerdad v la justicia 
«ue las mmi argumentación^ teqri^ de la citada doctrina 
sumandos,, o,, efecto, tos peligros de "abandonar al arbitrio 
de las antondades de provincia una libertad tan indispensahk 
a ]a vida republicana, cuno C s la de la imprenta", agrega el 
señor 1 rocurador General que "la ley de imprenta. Ia peügr,,- 
p ley d, nnprenta no está en la letra, ni en el espíritu de U, 
Constitución . . . q« e 'es una concesión mmaria ¡¿£¿fc , 
miestro s.siema gubernativo y temible en manos de gobierno, 
provinciales, inclinado, como suelen ser los nuestros a abusar 
del ,»oder ... -S. ella fuera autorizada por nuestra Cbiísii 
tunun. la hkrtad de imprenta y el honor de los habitantes 
Habría sido entregado a merced de funcionarios loeaje* efe en- 
casa responsihilidad. p por fe menos, de menor respunsabib- 
W que los funcionarios federales"... ■■ Podrían, entona 
las provincias cr.a» delitos especiales para ahogar la opinión 
penándolos con penas rigurosas, poique ellas serian sobera- 
nas en la efecaón de N castigos, desrle la multa hasta e! pre- 
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sidio y la tuerte. , i Viceversa, podrían abolir toda penalidad 
contra la injuria, la calumnia y la difamación, dejando el ho- 
nor de tas persona» de ambos sexos sin protección legal contra 
la agresión impresa". 

Los hecho* desautorizan i-stas opiniones y desvanecen 
estos temores inconciliables con la verdad histórica y jurídica 
Xo es posible, ante todo» sostener que la inteligencia del ar- 
tículo ,12 de la Constitución míe se impugna en este dictamen, 
sea una concesión unitaria extraña a nuestro sistema gul>er- 
uativo. Por el contrario, está en completa concordancia con 
ct régimen federal, que es tanto más perfecto cuanto mayores 
las facultades de qr - disfrutan los estados de la Federación, 
La concesión unitaria que el Congreso federal legislará so- 
bre la prensa en uso de una atribución que no le ha sido de- 
legada, y |ior la cual se impediría a los estados que ejercicr;.)i 
dicha atribueión que les es privativa. 

Soberanas en el ejercicio de la facultad reservada qiu 
se analiza, las provincias han legislado sobre ella, y puesto en 
vigor los principios que !e son inherentes, sin que pueda afir- 
marse con justicia (pie en el uso de atributos tan delicados ha- 
yan comprometido en alguna forma las libertades, derechos y 
garantías que se invocan. Consagrado en efecto por la Cons- 
titución el principio de que el régimen fie la ülicrtad de ¡mpren 
ta corres|jondc ;; las soberanías locales, y así establecido, in- 
terpretada y practicado en cincuenta años de vida institucional, 
se han dictado y aplicado por los jíoderes provinciales, cOnio 
rjueda dicji.í. las leyes reglamentarias del caso, y es de estricto 
delier observar que estas leyes, en virtud de las cuales la liber- 
tad de imprenta y el honor de los habitantes han quedado "a 
merced de funcionarios Incales**, no puede decirse que hayan 
sancionado el abuso del poder, ni vulnerado la libertad, ni 
i- ir sentido la licencia, ni establecido penas de rigor, ni abolido 
castigo» para amparar impunidades. AI contrario, esas leyes 
argüidas de arriesgadas y temibles, y qv* tienen por base la 
respectiva Constitución local, consagran, en general, el prin- 
cipio de la libertí.d de la prensa, autorizan toda publicación 
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sin censura previa, establecen para los delitos de imprenta el 
juicio |xir jurados, declaran prescriptibles a corto plazo la 
acción y la pena e imponen tin régimen penal que en ningún 
caso va más allá de la prísió'i o el arresto a corto término y 
compensable siempre en dinero, lo que importa establecer que 
son muchos más benignas que el Código renal, myocado pan. 
amparar a la prensa contra las amenazas y los rigores de la 
"peligrosa ley de imprenta". Asi y con diferencias circunstan- 
ciales que no afectan el concepto fundamental. lo establecen 
tas leyes de las provincias de Huenos Aires, Santa Fe, Kntrc 
Kios, Córdoba. Santiago del Estero, San Juan. San Luis. Salta. 
Jujuy. La Rioja y Catamarca, y responden a los mismos princi- 
pios de amplias garantías de la libertad de imprenta y efica 
ees reprensiones de sus abusos y delitos, los preceptos presen 
táclQS a las legislatura de varias provincias, destinados a com- 
pletar la legislación provincial al respecto. 

pie de los antecedentes del considerando que precede, 
resulta demostrado, no sólo qüé es insubsistente la base misma 
tic la argumentación conjetural que al respecto se lia Hecho 
sobre los peligros de (pie el régimen de la libertad de la pren- 
sa corresponda a las provincias, sino también y a contrario 
sfitsit que es precisamente esa facultad reservada en el artícu- 
lo de la Constitución y ejercida por los estados, la que h;i 
[lecho entre nosotros de la prensa una inst i luefón pública re 
gidas i»or leyes propias destinadas a conciliar cu lo pasible ei 
principio de libertad que constituye el ambiente esencial de .su 
desenvolvimiento, con la necesidad de corregir sus transgre- 
siones legales; y ante estas consideraciones cabe aquí la o|«>r- 
tmiidad de bacer constar la alta previsión de los constituyen 
te> de 1860. que confiaron a los poderes locales, esto es, a los 
más directamente interesados en la eficacia de esK* factor d - 
progreso moral y material, la misión superior de regir tan 
delicados resortes de gobiernos y de opinión pública. 

Que omitiendo otras consideraciones a mérito ds las am- 
pliamente* expuesta* en los numerosas casos que contituyen 
la jurisprudencia de esta Corte Suprema en la materia, debe 
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reconocerse qa$ 1" semencia de la cámara de apelación del 
depanameut > Norte, San Nicolás, provincia de Pivno> Aire*, 
f lindando en las disposiciones del Código Penal de la Na- 
ción. !a represión de delitos imprenta, ha contrariado él artíeu- 
lo 32 de la Constitución y el iS de la misma, por el ime "nin- 
gún habitante de tu Nación puede slt penado sin juicio o^vio 
fundado eu ley anterior al hedí.» del procesu*'. no habiéndose 
invocado disposición alguna de carácnr provincial i*«r la m 1 ' 1 
las sanciones del Código IVnal hayan sitio incorporadas a la 
legislación local sobre la malcría. 

Por ello y nido el señor Procurador General, se revoca 
la sentencia apilada en la parte que ha Sujo materia del re- 
curso. Nottfii|Uc*c origina! y repuestos los sellos, rteviiélvansr. 

\. ÜI'HMKJII. — NlCANOk tí. tfáh 

Solar. — IX K. BxtACía — 
I. FiguERoa Alchkta. 

NOTA; ICn la misma fecha >e resolvió én igual sen- 
titlo. el juicio seguido por don Kduardo Sergio Hottn. contra 
Felipe Medina. ¡>or idéntica causa. 



b#H Celestino P¿ri», rtiitára el UobU nto th- la Nación, spjkn' 
fiqutdadóti, pago <U pensión y it i fe reacias. 

Sumario : La jurisdicción de apelación acordada a la Corte 
Suprema por el articulo 3.?, inciso 1." de la ley 4-°5> con1 ' 
premie únicamente los actos de la Nación como persona 
jurídica, no siendo de aplicación en casg* en míe es tic- 
mandada cotuo poder público, como sucede cuando se la 
trae a juicio par liquidación y pago de pensión de reti- 
ro y diferencias de sueldos. 

lasa: Ante el juzgado federal de la Capital, se presentó el 
coronel retirado, don Celestino Pérez, demandando ¡ii 
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Ciobienio de ta Nadóftj soÚfc liquidación, pago de pen- 
SÍÓit y diferencias de sueldos entre las cantidades de se- 
tecientos iiesos que |»ercibia mensualmcntc y la de uü! 
cien que k correspondía de acuerdo al articulo 14 dé h 
ley 4.707, que coiicédla iguales asignaciones a los mili- 
tares retirada y a los en servicio activo. Manifestal); 1 
que formulados los reclamos del caso, el l'oóler ti j mi ti 
v<>, por decreto de Ktiero 5 de 1415. le denegó sus pre- 
tensiones. |K»r ¡o que tramitó y obtuvo la venia del Hono- 
rable Congreso )>ara demandar a la Nación ; que en con- 
secuencia, sol ici talia del juzgado se declarara que ésta 
debía liquidarle su pensión de retiro, como también la; 
diferencias que corresponden desde el año 1012 hasta el 
dia en que oficialmente se reforme la liquidación que se 
partica "i su pensión. Kl Juez Federal falló rechazan- 
do en ttidas sus partes la demanda. Apelada esa senten- 
cia, fué confirmada ]jor la Cámara Federal ele Apelacio- 
nes de la Capital. Interpuesto el recurso de apelación <|iu 
autoriza el inciso t> del artículo y de la ley 4.055. fue 
concedido. 

VM.U* 1>K ].\ OiHTK SUt'RKMA 

Buenos Mnt. Agosto 31 dr 1918. 

Vistos y considerando : 

*Jnc el recurso iiucrpiu-t<> a fs, ioK y c ^cedido por auto 
de fs. 108 vía., está fundado en el artículo y. iticisu t.° de 
la ley 4.055. que lo autoriza con relación a Jas sentencias de- 
finitivas de las Cámaras Federales de Apelación dictadas en las 
demandas contra la Nación a que se refiere la ley número J.itfJ 
de 6 de Octubre de kjoo. esto es. en su carácter de persona ju- 
rídica. 

C>ue en el caso de autos la Nación es demandada como 
poder público, según lo ha admitido el propio actor al reque- 
rir la venia legislativa del Honorable Congreso ( f s. 4 y S 
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vuelta), v onm o,rres|>ondia hacerlo necesariamente, pues 
cs m¿nÍfiésló que las cuestiones debatidas son t-xlrañas al de- 
recho común 1 Argumento del tomo 122. página 4021. 

Que la jurisdicción de apelación Me esta Corte debe ser 
cjercíTla según las reglas y excepciones que prescriba el Con- 
greso. de conformidad con el artículo 101 de la Constitución, 
v la que se invoca, consagrada por el articulo 3.", inciso 1." 
de la lev 4,055. no es de aplicación en el siib jud&* l iür "° 
tratarse de lo previsto en el precepto legal citado que com- 
prende únicamente los actos de la Nación como persona jurí- 
dica, carácter en el cual ho ha sido ni pulido ser demandada 
en el caso < FalWs. tomó H§ pág»"* 3l£i WíflB M + 
na 202 v otros). 

Por ello, v oido el señor Procurador < .enera!, se declara 
no haher lugar :il recurso de apelación ordinaria concedido 
para ante esta Corte. Notifíquese original y devuélvale, re- 
poniéndose el ikijk-1 ante el juzgado de origen, 

Á. ÜI KMKjo. — NrCANOR G. Mil. 

Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Vir.rKKov Auorta. 



N T OTAS 

Con Eecfia seis de Agosto, la Corte Suprema declaró bien 
denegada la apelación interpuesta por Mauricio Stcimbcrg en 
el recurso de habws cor fus en favor del recurrente, por cnan- 
to ante la Cámara Federal sólo se hal.ía interpuesto el recur- 
so ordinario de apelación que. en el caso, era improcedente 
por lo que fue denegado por ese tribunal y la simple manir 
testación de que ^ arlaba importa la deducción de dicho 
recurso v el de queja íuiíone que el recurso que se juzga 
cédeme, baya sido interpuesto ante el tribunal que dictó la sen- 
leueia y denegado p<ir el misino. 
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Con fecha 13 no se hizo lugar a la queja presentada |x>r 
Juan A. Porta y Pablo Martignm en autos con Juan Papa, 
sobre rendición de cuentas, en razón de no ser procedentes 
para ante el tribunal los recursos interpuestos invocando lo* 
artículos 322. 323 y 363 del Código de Procedimientos do 
la Capital. 



líl 20 del mismo, se declaró del conocimiento del Juez de 
Primera Instancia de la Capital el juicio de concurso de don 
Agustín Poli, por cuanto las comprobaciones obrantes en lo< 
autos seguidos en ésta, bastaban para determinar la compe- 
tencia de sus autoridades judiciales. 



Con fecha 22, nu ¡se hizo lugar á lo solicitado por el pe- 
nado Alberto Dctzar. por ser un recurso de queja por retar- 
dada justicia contra la Cámara de Apelaciones en lo Crimi- 
nal de la Capital, que 110 está autorizado por ley alguna para 
ante el tribunal. 



En 21) del mismo, fué confirmada la sentencia de la Cá- 
mara Federal de Apelaciones de L,a Plata, la que. a su vez. 
confirmó la del señor Juez Letrado en lo Criminal y Correc- 
cional de la Pampa, que impuso a Silvano .Martínez la pÜm 
de diez y siete años y medio de presidio y accesorias legales, 
como autor del delito de homicidio de Domingo Buenaventu- 
ra, perpetrado en Quemú-Quemú. en Diciembre de 1913. 



INDICE ALFABETICO 

POR LOS 

Mi-es de las partes ei lis causis eoiteiidas ei el vota cxxvii 



* 



A 

Agnirre, Juan Arturo, en autos con Alberto Sidebo- 
ton. sobre rescisión de contrato , Recurso do hecho. 354 

Ainavel. don José, en autos con el Manco Hipotecario 
Nacional. sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso 
de hecho , , . , 2 y\ 

Anvaria. doña María Félix de, contra la provincia de Rue- 
ños Aires, sobre daños y perjuicios t)l 

Aparicio. Miguel recurriendo de una scnftncia de la 
Cámara Federal de la Capital, en un juicio sobre dupli- 
cado de carta de ciudadanía ......... 

Vvila. Ramón, en los autos del concurso civil de la socie- 
dad conyugal del mismo y de María Castillo Aguiar de 
Avila. Recurso de hecho , . , 

Aybar Sobrecasas, Francisco, criminal contra por extor- 
si " n ■ * 3» 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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lía neo de la Nación Argentina contra la provincia dé San 
Luis, subre cobro de pesos 

Banco-' Hipotecario Nacional en autos con Agustín Bel- 
v ollero, por cobro de pesos • 102 

I lauco Hipotecario Nacional, en antes cojq ISernardoRcy. 
sobre cobro ejecutivo de pesos Recurso de lvcho ... 

Banco Hii>otecario Nacional, contra el doctor Eleodoro 
Lobos, por cobro de pesos; sobre competencia 3M 

líassi. Aurelio, contra José Chiacciuni. sobre indemniza- 
ción, daños y perjuicios ¿ <M 

Belvedere, Agustín, contra el 1 Janeo Hipotecario Nacio- 
nal, por cobro de pesos • io¿ 

l'.enegas. Kze(|uiel R., crimina! contra, por estupro 2/<j 

l.ercaitz, Justa Arbitle de. en autos con Gregorio de La- 
rroudc, por cobro de pesos. Recurso de flecho ■ ¿90 

líeniardo. Benjamín, en autos con Ricardo Irigoyen y 
«■tro, )K*r cobro de honorarios , Contienda de com- 
petencia ,W4 

licssler, Waechtor y Compañía, en amos Con el Pisco 
» Nacional, por defraudación a la renta de Aduana ... 3- J 

líonari, Alejandro, en autos con Enrique Giliberti. sobre 
calumnias e injurias. Recurso de hecho 359 

I ¡rugues, Prudencio, criminal, contra, por homicidio ... 2Íj8 

Burzaco, doña María Luisa en autos con el Procurador 
Fiscal, sobre »estricrión al dominio i-¡ 

c 

Carrera. Máximo, en autos can la sucesión de Martín Gen- 
ci. sobre información sumaría. Recurso de hecho..., 35J 

Carrera y Cía., en autos con la administración de Im- 
puestos Internos, sobre imposición de multa. Recurso 
de hecho ........... 'pH 
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Carrizo. Leopoldo A,, fumín la denuncia por substracción 
de coiTCiípondcncia y falsificación de firma. Goniptí- 

teiieia negativa .. ¿;i 

Casanovn J. y M. Sámate, contra la provincia de ütun .s 

Aires. jx>r cobro de pesos Sj 

Castellanos, Joaquín, en autos cotí IX'lfín G. l.eguiza* 

món, por cobro ejecutivo de pesos: sobre competencia, ,}0~ 
Cbcnot. Teófilo, en autos con la sociedad "la Unión" 
de Socorros Mutuo*., sobre cumplinm-ntu de contra- 
to. .Recurso de hecho jftj 

Ciaría, don Prudencio M,. en autos con ¡os señares Ma- 

reneo, Pe troné y digitel mino, sobre cobro de pesos. 05 
Coíobig, J uan H,. criminal, contra, por contrabando .... -i- 
Gompañía Arenera del Vizcaíno contra la provincia de 

líntre Kios. sobre inconstitucional idad 30-* 

Compañía Argentina de Navegación "Nicuás Uihauo- 
vich", en autos con el Fisco Nacional, sobre danos y 

perjuicios ' 3^ 

Compañía Francés;, de Ferrocarriles de Santa Fe. con- 
tra Victorio Ghio. sobre expropiación 21$ 

Compañía "La Pescadora Argentina'", en autos con Juan 

Palau, por daños y perjuicios í sobre competencia ... 426 
Compañía Swift de La Plata, en autos con el Fisco Na- 
cional; sobre infracción a las ordenanzas de aduana.. 2yg 
Compañía Unión Telefónica, ¡*n autos con don Ricardo 
Jurado por indemnización de daños y perjuicios: so- 
bre competencia i 63 

Consejo General de Kducnción de la provincia de Filíe- 
nos Aires, en autos con Benjamín Zorrilla, y otro, so- 
hre interdicto de recobrar. Recurso extraordinario,. 396 
Cónsul gem-ra! tle Austria Hungría, en autos con don 

José 1 lampei , sobre cobro de pesos 10^ 

Cónsul de Kspufia, en los autos sucesorios de don Gra- 
ciano í.arrabunt y doña Sabina Latour. Recurso de 
M?P ¿ ,, 
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Contienda de contpetcneia entro la justicia federa! y la 
ordinaria de la provincia de Jujuy. ci>n motivo de un 
embargo de papel sellado nacional 

O «Hienda de competencia entre un juez federal y otro 
de primera instancia en lo civil de la ciudad de Jujtiy 
para conocer en un incidente sobre embargo de papel 
sellado nacional, depositado en la Aduana Nacional de 
la mencionada ciudad • • • « 35- 

Cortinas, José, en autos con Miguel Costas, sobre co- 
bro de alquileres. Recurso de hecho 30 

Crespo. Máximo K.. en auws con el Consejo Nacional 
de Edücacipn, sobre cumplimiento de acuerdo. Re- 
curso de hecho 3 n 3 



l)apc!o. José, i'su sucesión > . Contienda de competencia. 304 
lid Carril. Luis.. M.. en autos con las Obras Sanitarias 
de la .¿ación, \wt expropiación: sobre imjjosición de 

castas. Recurso extraordinario * -4* 

IVlor v Cuinpañia. en autos con el risco de la provincia 
de Tucumán. sobre incompetencia de jurisdicción por 

inhibitoria * •■ 5" 

Delzar. Alberto, reeurso de queja por retardada justicia. 447 

Wnegri, C.uillermo. >u sucesión, sobre competencia 270 

De Rose. Pedr >. contra la provincia de Mendoza, por co- 
bro de pesos ' - - * * ■ 3"' 

Dirección General de Kseuelas de la provincia de Bue- 
nos Vires centra doña Josefa Blanco y Carón de Ro- 
mero Cómale*. p.»r nulidad de declaratoria de herede- 
ros v restitución de bienes : sobre competencia ....... -*'/> 

Di Yi.rio. I.uis, contra Carlos Marino. |>ir nulidad de 

patente - 5^ 

D -mingue/. .Miguel, y otros. COI! t?l Juca de Sección de 




M JUSTICIA DE LA NACION 



BleJl VHIe, por retardación o denegación <le justicia. 
Recurso de hecho 

Dnrmiiluoff. lias ¡si lio. en autos erni la Km bajada de Es- 
tados Unidos de Norte América. Recurso de hecho. . 352 

Drcyfus, Louis. y Cia.. en autos con López Aldunsiu y 
Compañía, sobre cobro de pesos; Recurso de liecho.. . jSS 

Ditmit. don Antonio, en autos con Antonio MonasSa. |mr 
interdicto de recobrar: sobre competencia .......... fi» 



Kniprcsa Puerto de] Rosario, contra el Ferrocarril Cór- 
doba y Rosario, sobre expropiación , m» } 

Ivseriña líungc. Rafael, y Alvarez. Edmundo, contra el 
(tohicrmi de ta Xaeión. |H>r indemnización fie daños 
y perjuicios i sobre eomp&eftéiá 40.Í 

Kscj nivel. Rogelio A., en el sumario instruido en su con- 
tra, por el delito de burlo. Recurso de Hecho 353 

Estrella, don Guillermo, en autos con el Fisco Nacional» 
por cobro de pesos. Excepción de faba o inhabilidad 
de titulo 

Kx hurto dirigido |>«ir el señor Juez uY lusiruceión en lo 
Criminal de la Capital federa! al del crimen del de- 
partunienlo (K- la Capital de la provincia de Buenos 
Aires, en la causa seguida a Luis Lavadims. por de- 
fraudación 1^ 

r 

■ 

l'erreyra. Bonifacio Juan, criminal, contra. ]Kir homi- 



■ ■ * , Jt (T) 

Ferrocarril Central Argentino contra la Municipalidad 
de la Capital, sobre cobro de pesos iftj 
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Ferrocarril Central Argentino en anU* con el i^biento 
Nacional. por ilevolución de impuestos: mtiti eon> 
petencia * • J '" 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con Don Ma- 
riano López, sobre expropiación. Recurso de hecho. -0' 

Ferrocarril Córdoba y Rosario, 31 autos con la Fam, «ru- 
sa Puer'j del Rosario. soBíe expropiación jj&í 

Ferrocarriles del Estado en autos con don Tomás Lo- 
bos y doña I mán ra Cardoso de Torres, por daños y 
perjuicios; sobre exoneración del uso de pape! sellad". 
Recurro de Hecho * • - ■ 5 • 

Fisco Nacional o mira don (Vuillcrmo Estrella, por cobro 
de pesos. Exección de falla o inhabilidad de titulo 133 

Fisco Nacional, contra la Compañía Swiít de La l'lata. 



sobre infracción a las urdenanzas dé Aduana -¿ ( j«i 

$ÍSCc Nacional, contra líessk-r. Uaechter y Compañía. 

por defraudación a la renta de Aduana .... 

Fisco Nacional, contra la Compañía Argentina de Nave- 
gación "Nicolás Mihanovich", SOÍirc danos y perjuicios $fó 
Fisco Nacional, en autos en Fracioni y Cía., «ibrc \W 

de dobles derechos 390 

Fisco Nacional, en autos con Eugenio Mauahli. por er- 

bro de pesos - • • ■ ■ ¿77 

Flores, Casiano, criminal contra, por homicidio ,V>" 

Fonseca. José María contra la pr ¡viiieia de Finiré Ríe», 

i>or cobru de pesos m 



Fornicóla. Ernesto, y otros, mi mu rio instruido en >n con* 
ira. j>or infracción al articulo <>44 «bl Cóóig 1 de Ju- 
ticia Militar, Competencia negativa .vk» 

l'Vaucioni y Cia.. contra la Aduana ele la Capital, sohn- 
pago de dobles derechos 3<» 

Furno. don Tomás, contra don Bernardo Vázquez, por 
cobro de pesos: sobre suspensión de remate 82 
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Garay. José de, en los autos fiel concurso de (osó Garay 
y darlos Garay. Recurso de hecho j8o 

I iareia. Arranz. don Francisco, eii los autos sucesorios de 
su hijo Severino Arrauz Martínez. Recurso de hecho. 14 

Gatica. don Víctor Octavio, (su sucesión}. Contienda 
de competencia rtjgt 

Ghiaccioni, José, contra Aurelio líassi. snhri' indemniza- 
ción, daños y perjuicios $0 

Ghio. don Victorio, en autos con la Compañía Francesa 
de Ferrocarriles de Santa Fe. sobre expropiación 2^ 

Giannina2li, Guillermo, onura ta provincia de Santa Fe: 
sribre cobro de jucsos ,- 

Giménez kuíz. Sixto, criminal, contra, por homicidio ... . r8o 

Gobierno Nacional en autos con kink y Cía., y otros, im- 
portadores de vermouth. sobre cobro de pesiw IQÓ 

Gobierno Naciunal en autos con don Augusto Limousin. 
por reivindicación; sobre cumplimiento de sentencia. . uU 

Gobierno Nacional en autos con don .Mate » I.. ^cvigms. 
sobre reivindicación 157 

Gobierno Nacional, en autos con don Samuel tic Madrid, 
sobre daños y '|>erjuicios jSi 

Gobierno Nacional, en autos con Rafarl Kscriña ttuuge 
y Edmundo Alvarez. por indemnización de daños y 
perjuicios ; sobre competencia 40. t 

Gobierno Nacional, en autos con Celestino Pérez, sobre 
liquidación, pago de i>eiis¡ón de retiro y diferencias 441 

Godoy. don J. M.. en autos coju tos señores Lambcrt. 
Uvvy y Compañía, sobre cobro de pesos. Keatrso 
de bech |i> 

González. Antonio, en autos con la Sociedad Nie Sil Mi- 
hanovích y Juan Traverso Hnos., sobre cubro de pesos. 
Recurso de hech» 350 
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Hampet, ífcm José, contra c! cónsul general de Austria 
Hungría, «'«hre cobro de |k*ssos 105 

I 

Idút'uz. l'*r;uK¡-0' ).. tu atUns jppn la Ai luana de la Ca| ti- 
ta!, sobre infracción a los artículos 48 y «o de la ley de 
Aduana. Recurso de hecho -7 1 

Iriarie, (km Ramón, (su sucesión contienda dé com- 
l>ctcuc¡n - — ■ • * ■ > 100 



I riffoycn. Ricardo, y nn>, contra Benjamín líeruanlu, por 
cobro ile honorarios. Contíénda de competencia .V? : 

J 



Jeanmaire. Esteban, en autos con el concurso civil de 
acreedores de don A upe! Molinero. Recurso de 
hecho . . • • 

Jurado, don Ricardo, contra la Compañía Unión Tele- 
fónica, por indemnización ele daños y perjuicios : so- 
l>r t - competencia - - - , 03 

K 

Kaiser. Juan ("... en autos con don José Rolla, |»r inju- 
rias 

L 

Leguizamón. Delfín G.. contra Joaquín Castellanos, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia 307 
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Límousm. don Augusto, contra el (Gobierno Nacional. 



]K>r reivindicación: sobre cumplimiento de sentencia. U'i 
Uinfc y Cía,, y otros, importadores de vermomh. contra 

el Gobierno Nacional» sobre cobro de pesos. ...... . ioo 

l«obos. Kleodoro. en autos con el Banco Hi|)otecario Na- 
cional, |*»r cobro de pesos; sobre competencia 314 

U»i>ez. José, criminal, contra, por homicidio ¿p 

M 

Madrid, Samuel de, en autos con el Gobierno Nacional, 
sobre ilaños y ¡terjuicios 28 1 

Mallct. Cecilio, contra la provincia de Santa Fe. pof- 
entrega de tierras: sobré competencia 255 

Manigot, don Raimundo, en la causa <jue le signe el 
general José F, Uriburti. por injurias graves. Recur- 
so de hedió ¡ 170 

Marenco, Perronc y tlnglielmino, en autos con non Pru- 
dencio M. Clariá, sobre cobro de pesos-. 

Marino, Carlos, en autos con Luís Di Vorio. por nulidad 
de patente . 

Martínez, Aveliuo, criminal, contra, por homicidio 176 

Martínez, Cándido, criminal, contra, jjur homicidio 397 

Martínez. Silvano, criminal, contra, por homicidio J47 

Massoue Tora rolo, José, contra Juan Arseiiio Xúñcz, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre ct un [h: leticia <*> 

Mattaldi, Eugenio, contra 1 Fisco Nacional, por cobro 
de pesos 3-7 

Maza, Fernando, recurriendo de una pena disciplinaría 
impuesta |x>r la Cámara Primera de Apelaciones de 
1.a Plata. Recurso de hecho 2». 

Medina, don Luis, contra la Sociedad anónima Huni 
Wormser Limited, jior devolución de una suma de 
dinero. Sobre competencia 71 
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Medina, Mariano T.. criminal contra, p ir homicidio... 241 

Méndez, Angel M„ contra Dámaso Vatdé*. por injuria.* 
graves ^> 

Mendivil. don Kladio. en el proceso seguido contra Rober- 
to Lancia y otros, por extorsión y daño. Recurso de hech»» $¡§ 

Monassa. Antonio, contra don Antonio Dnnit, por inter- 
dicto de recobrar ; sobre competencia * • "2 

Mtsstna, Rosario, solicita se declare inconstitucional la 
ordenanza sobre el ejercicio de la adivinación. Recurso 
de hecho ' • ■ 35- 

Municipalidad de la Capital en autos con The United Ri- 
ver Píate Telcphone Oimpr.ny. Limited, sobre cobro 
de pesos • * * - 1 9 

Munici|jalidad de la Capital en ¡üifó& feílh e! Ferrocarril 
Ce'itral Argentino, sobre cobro de pesos ...... 



N 



Nastra. Nicolás y Sbuíaudra Antonio, criininat. contra 

pnr homicidio ■ ,}< I 

N'oél H. y Cia.. tíonlra José Salgado y otras, sobre ¡fUÍtá- 

cióu de marca. Recurso de hecho i|( 

Ñongues. Juan, en autos con el Banco de Italia y Rio de 

la Pata/; sobre desalojo. Recurso de hecho ¿7* 

Niinez, Juan Arseuio, en autos con José Massonc Tera- 

rolo, |>or cobro ejecutivo de pesos ; sobre competencia . <k> 



O 

( >bra> Sanitarias de la Nación, en autos M, Domínguez 
de Viola, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 2S2 

Obras Sanitarias de la Nación, contra Luisa M. del Carril, 
por expropiación ; sobre imposición de costas . Recur- 
so extraordinario • 34- 
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< Hiveira César, Rafael, en autos con don Cario.- C. Oli- 
vera, por cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho* j&j 

Ch uela, Ignacio, contra ta provincia de Santiago del Este- 
ro, por cobro de pesos ; sobre levantamiento de embargo. 

* 

P 

Pagano. Angela Mona vi ta de, (su sucesión}. Contienda de 
enmpetencia ■' 305 

Palacios, Enrique, sumario instruido en su contra, por ten- 
tativa de robo, al Embajador de los Kstados L'nidos de 
Xurte América 

Palau. Juan, contra la Comjiama "La Pescadora Argenti- 
na'*. |*»r danos y perjuicio*: sobre competencia 4^> 

Parpaglione y Cia. y otros, en autos con él Cabiemo Na- 
cional, sobre devolución de dinero. Recurso de hecho. J7«j 

Pérez, Celestino, contra el Gobierno de la Nación, sobre 
liquidación, pago de pensión de retiro y diferencias ... 44 \ 

Pérez, Ramón, contra la provincia de Buenos Aires, sobre 
amparo en la posesión 4 1 1 1 

Poli, Agustín, su ( concurso j 4t~ 

Policía de la Capital, sumario instruido con motivo de- un 
hurto cr. metido al encargado de Negocios del Jinperio 
Alemán. Recurso de hecho ^¿j 

Porta, Juan A., y Martignon. Pablo, en autos con Juan 
Papa, sobre rendición de cuentas. Recurso de hecho. 44Í1 

Procurador Pisca!, contra doña María I.uisa de líurzaco. 
sobre res t ri ce ion al dom i n i o 1 3 

Procurador Fiscal contra Hilario J. Santiltán. p<<r 
adulteración de registros de enrolamiento y listas ori- 
ginales de sorteo ,|e conscriptos; comieuda de com- 
petencia i^s 

Provincia de Buenos Aires, en autos con la Sociedad Anó- 
nima Orcstein y Koppel. ¡>or daños y perjuicios 5 



A»Wl palios t>r, la coste sumiha 

Piiir» 



I'mvincia de Buenos Aires en aittOS ct.n J. Casanova y 
M , Sámalo, por cobro fie pjeSQS ■ y S " 

Ptovlncia de Buenos Aires, en aillos con doña Marín 
Félix de Ati varía, sobre* daños y perjuicios - ■ 01 

Provincia de Buenos Aires, en autos con Ramón Pérez 
sobre amparp en la posesión 410 

Provincia de lint re Rios. en autos con la Compañía Are- 
nera dd Vizcaíno; sobre ineonsiitucumaHdad , $01 

Provincia de Entre Rioft cu ¡tutos con José María Fmisc- 
ca. por cobro de pesos ■ ■ . - . - $83 

Provincia de Mendoza, en autos con Pedro IX a Rose, 
por cobro jje pesos . . ••• * 3?7 

Provincia de San Luis, en autos con el Banco de la Na- 
ción Argentina, sobre cubro de pesos -*4í 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Cecilio Mallet. 
]mr entrega tic tierras; sobre competencia -55 

Provincia de Santa Fe contra Oustavo WelcUli y otros, 
sobre expropiación • • "B? 

Provincia de Santa Fe. en autos con i'riiillcnno Giannira- 
zz\ : sobre cobro tic pesos M** 

Provincia de Santiago det listero, en autos con don Igna- 
cio Oyucla, ]i.ir cobro de pesos: sobre levantamiento 
de embarco • Jf '~ 

Q 

«Juadri. Víctor, en autos con el Banco Auglo Sud Ame- 
ricano, sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de 
hecho 39» 



R 

Rsbinovich, don Samuel, en autos con don Moisés Lent- 
bersky, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 1**7 
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Rodríguez ■ Martínez. Alberto, en el juicio sucesorio de 
don Fortunato Martínez. Recurso de hecho 291 



Rolla. José, contra don Juan O. Kaiser, por injurias 27;, 

Romero González, Josefa Ulano» y Citrón de, en autos 
con la Dirección General de Escuelas de la provincia 
de Unenos Aires, por nulidad de declaratoria de herede- 
ros y restitución tle bienes; sobre competencia 296 

Rouucs. Sebastián F. t y otros, en autos con Ramón Soler 
y Julia, por defraudación. Competencia negativa 397 

Ruiz. Ignacio, en autos con Gabriel Martínez J barra, por 
defraudación. Recurso de hecho 390 

s 

Sánchez, José Luis, criminal, contra, por homicidio .... 253 
Sarantuchi. Juan Antonio, sumario instruido cu su con- 
tra, por incendio intencional de vagones en la estación 



"La Carolina" de la Compañía General de F. F. C. C. 

en la provincia de Rueños Aires ; sobre competencia . . l V' ,ÍJ 

Scíjueiros, Marcelino, en autos con la Administración de 
impuestos Internos, sobre cobro de una multa. Recur- 
so de hecho 24Ó 

Sevigné. don Mateo O., comra el Gobierno Nacional, so- 
bre reivindicación T37 

Silva y Colman. Feliciano, criminal contra, por homicidio. 
Recurso de hecho _, . 37.) 

Suciedad Anónima Bodegas y Viñedos Domingo Tomba 
en autos con don Luis I*. Tomba, sobre oposición al 
registro de una marca 251 

Sociedad Anónima Huni Wormser Ltmiled en autos con 
don Luis Mfedinaj por devolución de una suma de di- 
nero. Sobre compútensela 71 

Sociedad Anónima Pastoril y Agrícola "La Uélgica". en 
autos con Eduardo Toot, sobre daños y perjuicios. Re- 
curso de hecho jKo 



itia 
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Pfcdtn 



Sociedad A mínima Qreátéín y Kh|j|wI contra la provin- 
cia de Buenos Aires, por daños y perjuicios 5 

Sociedad Ways y Freyiag. en autos con la sucesión C.iur- 
no y otro, por cobro de pesos . Recurso de hecho 280 

Soler Cines. Ricardo, en los autos Don Carlos Vicenu, 
contra Antonio Rivera Oonzálcz. Recurso de liecho . . ¿90 

Soler y Julia, Ramón, contra Sebastián F. Roques y otros, 
por defraudación. Competencia negativa 30,7 

Spiiia, Sebastián, en autos con el Banco de Italia y Río 
de la Plata, sobre desalojo. Recurso de liedlo , 279 

Steimberg, Mauricio. Recurso de babeas Corpus 44» 

Stiárez Gordillo, Manuel y Francisco, en el sumario que 
les instruye, por tentativa de estafa 

Suárc* José, en autos con Carlos M. l'rkn. sobre diso- 
lución de sociedad . Recurso ele hecho 2S0 

Sumario instruido con motivo de la denuncia de estafa 
formulada por Alejandro Mordasini ; contienda de com- 
l»etcucia -¡4 l ) 



Tin- United kiver Piale Tdephjonje Company Limited, 
contra la Mnnicipalidad de la Capital, sobre cobro de 

pesos lJÍ 

Tumba. Luis i\, contra la Suciedad Anónima de Bodegas 
y V iñedos Domingo Toinba. sobre oposición al registro 

de una marca ■ - ■ ■ 2 5' 

Torres. Hvarist.í. Crimina!, contra. por homicidio 180 

Tuli. Cecilio, criminal, contra, por homicidi o 35 + 



V 



l'lissi. Knrique. criminal, contra, por lesiones: competen- 
cia ncgritivn 5-í 
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V 

Pijfini 

V'aldéz. Dámaso, en antes con Angel II. Méndez, sobre 
injurias graves 420 

Vázquez, don Bernardo, en autos c^n don Tomás Iuirnu, 
|)or cobro de pesos ; sobre suspensión de rvmate H¿ 

Ventile Blas, criminal, contra, por homicidio 178 

Vicbal. Ramón, criminal, contra, por homicidio 353 



w 

1 

VVekhii, Gustavo y otros, en autos con la provincia de 

Fe. sobre expropiación • ¿87 



Xoudis, hermano:;, en autos con la Dirección de Impues- 
tos Internos, sobre cobro de una multa. Recurso tic 
hccno 3.>.í 



Zorrilla, Benjamín, y otro, contra el Consejo General de 
Kducación de la provincia de Buenos Aires, sobre in- 
terdicto de recobrar. Recurso extraordinario 396 



